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INTRODUCCIÓN.
La Historia de la España decimonónica se halla surcada de sucesos transcendentales de modo similar a lo que aconteció en el resto de Europa.  Durante la centuria se produjo la consolidación del liberalismo como consecuencia de la transición del Antiguo al Nuevo Régimen. Aunque no entre dentro de las prioridades de este trabajo realizar un análisis del origen e implantación del sistema, sí se hace necesario matizar que el caso español no se encuentra aislado de claros paralelismos como Italia, Portugal, Grecia, Servia, Rumania, los países latinoamericanos, etc. 
La diferencia estriba en que el periodo convulsivo en España fue muy largo y a la vez prematuro, desde 1810 a 1875 aproximadamente, y la inestabilidad política consiguiente muy acusada. Estas características se habrían debido a varias causas, entre las que se encuentran la desunión y aislamiento de las elites, la carencia de un poder institucional fuerte y los problemas colonial y regional. Este último afectaba de lleno a Navarra, por su foralidad, y desde esta perspectiva concreta se pretende analizar el Sexenio Absolutista. El reino navarro constituía en el primer tercio de siglo uno de los últimos enclaves europeos que lograría mantener formas organizativas de las edades Moderna e incluso Media, conformando un anacronismo que bien puede servir de ejemplo como un caso peculiar dentro del fenómeno de transición
.

Como resultado de lo expuesto, los estudios históricos sobre el siglo XIX han suscitado gran interés. A través de investigadores reconocidos, que aparecen en el listado bibliográfico, hemos tenido un mayor y más riguroso conocimiento de la época. Sin embargo, al abordar la investigación del proceso liberal y democrático en nuestro país se han relegado a segundo plano los periodos absolutistas Por el contrario, las etapas liberales han suscitado mayor atención de los historiadores. 
Similar caso se ha dado con los estudios realizados sobre Navarra. Durante la primera etapa absolutista del reinado de Fernando VII, se produjeron hechos clave que requerían estudios más rigurosos. Entre los antecedentes más inmediatos, por ejemplo, no se han analizado con detalle el breve periodo constitucional y sus consecuencias. Tras la invasión francesa, la situación de la provincia era desastrosa tanto en lo económico y social como en lo político, aspecto a destacar por la trascendencia que tuvo en los acontecimientos venideros del Sexenio. 
Cuando se produjo el final del exilio del Monarca español, la población navarra en general habría acogido su vuelta con gran satisfacción y en concreto un amplio sector de la nobleza y del clero. De hecho, poco después se propiciaba el restablecimiento del régimen foral en el primer semestre de 1814, que hizo que el territorio navarro dejara de ser provincia tal y como había establecido el liberalismo. Entre las razones que han explicado la perpetuación del sistema de los fueros, se encontrarían el carácter singular de los navarros, como vinculantes de un reino con larguísima andadura en el tiempo, así como la consiguiente y particular idiosincrasia de sus instituciones y administración. Sin desdeñar estos argumentos que requieren ser demostrados, entraron sin duda en juego factores de tipo económico, ya que Navarra tributaba a las arcas de España en menor proporción que otros territorios. En comparación con Castilla, por ejemplo, el aporte a la Hacienda estatal era sensiblemente inferior. Como contrapartida, el reino debía hacerse cargo de la construcción y mantenimiento de las vías de comunicación y de los gastos militares de defensa. Tampoco hay que obviar los privilegios de los estamentos preeminentes, que inclinaban la balanza hacia el continuismo de las estructuras medievales y al consiguiente retraso social.
La vuelta al absolutismo habría sido si cabe más acusada en Navarra bajo el mandato del virrey y capitán general Ezpeleta de Beire. Además, todo lo relacionado con el régimen liberal se hallaba estrechamente ligado a la pérdida de las prerrogativas forales heredadas desde antaño. A su vez, Fernando VII relegaba a Espoz y Mina, comandante en jefe de todas las guerrillas aglutinadas en la División de Navarra, a competencias cada vez más marginales. A causa de ello y de otras circunstancias que se intentarán aclarar, protagonizaría en septiembre de 1814 un episodio que puede incluirse, quizá con matizaciones, dentro del fenómeno inicial de los pronunciamientos militares del siglo XIX. El incidente quedó reducido al intento frustrado de asalto a la ciudadela de Pamplona, pero podía haber tenido mayor trascendencia. 
La huida de Napoleón Bonaparte desde su confinamiento en la isla de Elba y la consiguiente nueva toma del poder en París, hizo que volviera a revivirse la alarma en toda España y Europa. En Navarra se sufriría de nuevo un gran movimiento de tropas en casi todo el territorio, ya que su situación estratégica y la necesidad de vigilar la frontera de los Pirineos obligaron al envío de efectivos del Ejército español. Son los conocidos como Cien Días y los ayuntamientos de numerosas poblaciones navarras enviaron entonces enérgicas protestas al virrey, con el fin de evitar nuevos aportes económicos que sufragasen la manutención y los transportes de las tropas. Las arcas de los municipios habían quedado exhaustas durante la guerra de la Independencia y se hacía casi imposible contribuir con otras cargas. Además, fueron evidentes las fricciones entre la Diputación reconformada del reino y las instituciones nacionales.
Al hilo de la exposición de algunos de los hechos importantes que acaecieron en Navarra durante el Sexenio, no hay que olvidar la celebración de Cortes Generales (2-1-1817/28-8-1818) que representaba el máximo exponente de la foralidad recién recuperada. Fueron las penúltimas y quizá las más innovadoras de todas las convocadas en el reino, precisamente por desarrollarse en un tiempo de crisis intensa, durante el que la población luchaba como podía por salir de la penuria que se arrastraba de forma crónica. Resulta necesario valorar con precisión el carácter y repercusiones de esta asamblea que, como se verá, se ha interpretado quizá de forma errónea.
Es imprescindible también conocer los diferentes grupos sociales, no sólo los más relevantes, así como sus actividades. Respecto a la estructura de la población del tercer estamento, estaba constituido por una amalgama de pequeños y medianos propietarios rurales, jornaleros, artesanos, empleados de hogar, etc. Se sabe gracias a la información detallada de algunos de los padrones y catastros que se realizaron por orden del Gobierno en 1816 y 1817, para configurar los repartos de la contribución que sufragasen la enorme deuda pública. El fenómeno del bandolerismo se extendía, como parece evidenciar la continua preocupación de la asamblea por aprobar nuevas leyes que agilizasen y diesen eficacia a la Justicia. Además, la conflictividad social estuvo bastante presente durante los años posteriores, aspecto que también se ha relegado a segundo plano. En consecuencia, a pesar de la rehabilitación foral y de la celebración de Cortes, la recuperación habría sido muy pobre en la fase final a estudio, debido asimismo a otras circunstancias relacionadas con las imposiciones de la Monarquía.
El final del Sexenio Absolutista vendría marcado por la revolución acaecida en el primer trimestre de 1820, que daba paso de nuevo al sistema constitucional. En Pamplona se proclamó la Constitución el 11 de marzo, imitando el ejemplo insurreccional de Zaragoza. Francisco Espoz y Mina regresaba a Navarra una vez iniciada la respuesta liberal, tras haber colaborado en su preparación desde su confinamiento en Francia. Los artífices habrían sido los militares, mientras que las autoridades debieron de mantener una actitud pasiva y expectante que finalmente se convertiría en sumisión. Por ello, es necesario precisar con exactitud el alcance del movimiento a favor del cambio, así como la reacción en contra que se produjo casi de inmediato, el nivel de implicación de los representantes en el proceso y la respuesta de la sociedad en conjunto. 
Sobre estos hechos y cambios políticos expuestos se suscitan no pocos interrogantes. ¿Fueron los navarros proclives al absolutismo monárquico? De haber sido así, ¿se debió a la ideología tradicionalista o bien entraron en juego otros factores relacionados con el sistema foral y las supuestas ventajas económicas que reportaba? ¿Influyó después esa circunstancia como condicionante de apoyo a la facción realista y después al carlismo? Eran preguntas que necesitaban encontrar respuesta, pero hasta ahora habían faltado datos concretos para extraer conclusiones y se necesitaban estudios más rigurosos que propugnasen soluciones satisfactorias más allá de conjeturas. Estas son las razones principales que han motivado la elaboración de esta tesis doctoral, que pretende mostrar la realidad de un periodo que no ha sido estudiado suficientemente. 
En consecuencia, se observan fenómenos históricos importantes que llaman la atención sobre la complejidad de la época y la manifiesta conflictividad social. También son obvias las dificultades políticas de mantener unas relaciones armónicas y estables con el Estado, así como la imposibilidad de que el propio sistema navarro se perpetuase. Por lo tanto, el interés del tema reside en que durante el Sexenio en Navarra, y en concreto con la celebración de las Cortes, se pueden encontrar las claves para comprender la esencia del régimen foral, las complejas relaciones con la Monarquía y otros aspectos de importancia respecto de la respuesta de los navarros ante el ciclo liberal. 
Los tensos acuerdos entre las dos administraciones, la confusión existente en torno a la legislación de los fueros y los problemas sociales y económicos heredados de los últimos decenios, incluida la invasión francesa, irrumpieron con fuerza en aquel tiempo. Del mismo modo, los sucesos acaecidos durante el tiempo estudiado repercutirían notablemente en los acontecimientos de la centuria. En este sentido, se puede observar un verdadero fenómeno de causa-efecto que arroja la suficiente luz al dilema como para poder defender varias conclusiones razonables de peso. 
El estado de la cuestión para el Sexenio Absolutista en Navarra es muy parco en publicaciones, de modo que casi parece un tiempo sin Historia
. Por lo tanto, este periodo que se ha expuesto a grandes rasgos necesitaba de una monografía que hasta el momento no se había realizado. Así las cosas, el objetivo es una investigación detallada que resulte clarificadora y facilite la comprensión de lo acontecido en este reino de origen medieval. No hay que perder de vista la peculiaridad del caso, ya que era el último enclave español que lograba perpetuar el sistema organizativo estamental dentro del contexto del liberalismo convulsivo. 
Por ello, la interpretación del ejemplo navarro se complica por sus especiales características relacionadas con el corpus legislativo del Derecho Foral. Tuvo primero su origen en la Edad Media como reino independiente y después se fue adaptando a la coexistencia bajo la Monarquía española, desde la conquista e integración a Castilla, lo que propiciaba situaciones muy difíciles de equilibrar. Hecho este último que debe ser tenido muy en cuenta, ya que condicionaba sobremanera las posibles inclinaciones políticas.
A pesar del vacío documental, sí que hay obras sobre Navarra que tocan el tema de forma tangencial o que aportan estudios y datos muy interesantes sobre las instituciones y el sistema foral. Es obligado hablar de autores que se han ocupado de diferentes aspectos gubernamentales; entre otros José M. Lacarra, Salcedo Izu, Jaime I. del Burgo, Justo Garrán y Moso. Joseba de la Torre ha investigado las referencias sociales y económicas y sus aportaciones son muy dignas de tener en cuenta. En Lucha antifeudal y conflictos de clases en Navarra, 1808-1820 realizaba una exposición muy documentada del proceso inicial de desintegración del Antiguo Régimen, desde la óptica interpretativa del materialismo histórico, pero destacando la peculiaridad del caso concreto navarro. Es una de las aportaciones más relevantes al conocimiento de la Navarra del primer tercio de siglo, exhaustiva desde el prisma socioeconómico y también político, pero creo que algunas aseveraciones deben ser revisadas y se tratarán al hilo de este trabajo. Otro autor de referencia obligada es Lecea Yábar, quien se ha encargado también de indagar en los problemas sociales. Los estudios demográficos han estado a cargo de Vicente Bielza de Ory, Alfredo Floristán Imízcoz, Fernando Mikelarena y Pilar Erdozáin. 
Todas estas publicaciones se refieren al siglo XIX en general y se suelen centrar en la segunda mitad, sobre todo por la disponibilidad de los datos estadísticos que están casi ausentes en el primer tercio. Hay muy pocas investigaciones concretas y especializadas en las dos primeras décadas del siglo y se suelen limitar al periodo de la guerra de la Independencia y sus repercusiones. En este ámbito cabe citar la obra de Hermilio Olóriz,  autor clásico de referencia para quien quiera adentrarse en el conocimiento de la Navarra de comienzos del diecinueve. Bastante después aparecía la tesis doctoral de Francisco Miranda, quien realizó un balance exhaustivo del coste económico y social de la invasión francesa. Esta información se completó para la Merindad de Estella con otra publicación aparecida con posterioridad
.
Caso parecido sucede con el periodo de celebración de Cortes generales, que marcó el eje axial de la problemática de todo el Sexenio. Es muy escasa la bibliografía concreta sobre la obra de la asamblea y, por lo tanto, era una carencia que originaba un vacío informativo destacable. Sin embargo, es en la celebración del congreso y en los asuntos en él abordados donde se encuentran las claves que permiten evaluar la situación de este territorio y época determinados, sin perder nunca de vista la evolución del Estado al que de forma inevitable estaba unida Navarra y teniendo en cuenta a su vez las referencias internacionales. Hay que tener además presente que habían transcurrido poco menos de tres años desde que se lograse recuperar la condición de reino. Las publicaciones aparecidas incidían de modo global o circunstancial sobre este momento histórico, aunque no existía tampoco ninguna obra monográfica que se hubiese ocupado de estudiar a fondo las circunstancias que motivaron el cónclave, la legislación aprobada o las repercusiones del mismo. Desde esta perspectiva concreta, por lo tanto, se aborda el estado de la cuestión de todo el periodo y su problemática con mejor acierto. 
Sobre las Cortes, la obra coordinada por Fortún Pérez de Ciriza como archivero-bibliotecario del Parlamento de Navarra es una de las excepciones. Dirigió la trascripción literal y completa de los dos libros de Actas de Cortes que comprenden el periodo de la penúltima convocatoria. Aunque la publicación debe ser tomada como una fuente documental impresa, su valor se incrementa por el hecho de que va precedida de un breve aunque ilustrativo comentario y contiene además un índice de materias y de autos. 
El autor opina que se propició un programa reformista ilustrado, destacando en materia económica y social la tendencia a liberalizar el ejercicio de profesiones, a la par que se revisaba la reglamentación gremial y se regulaban los horarios y salarios. Destaca la supresión del concepto de «oficios viles», la prohibición del nombre de «agotes» o la libertad del ejercicio de la profesión de «buhonero». Respecto al comercio, defiende que se optó también por fórmulas aperturistas, tales como facilitar el tráfico interior de artículos comestibles y cereales y la libre exportación de granos, madera, carne, etc. Las conclusiones que extrae van en la línea de que la labor legislativa fue intensa y muy digna de consideración. Al estudiar estas actuaciones, concluye, se desprende que en algunos sectores dirigentes de la sociedad navarra existían líneas ideológicas y de actuación que iban más allá de las simples reformas características de la ilustración, que incluso podrían calificarse de liberales
.

También hay publicaciones que inciden tangencialmente en la misma temática y, en consecuencia, en la Historia de Navarra del primer tercio del siglo XIX. Una de las autoras más representativas es María Cruz Mina Apat, quien dedicaba un apartado a comentar el resultado legislativo de la convocatoria de 1817-18, en Fueros y Revolución liberal en Navarra, crisis del Antiguo Régimen en Navarra (1808-1841). Para esta investigadora, se hacía necesario previamente conocer la evolución del liberalismo en este territorio concreto, por lo que realizó un repaso de los avatares del reino desde los inicios de los regímenes forales hasta el Convenio de Vergara de 1839 y la Ley Paccionada de 1841. En base a ello, aseguraba que las resoluciones que se adoptaron en la asamblea eran una clara evidencia de las inclinaciones liberales de los dirigentes navarros y para sostener esta hipótesis se apoyaba en las leyes aprobadas. El estudio de la normativa indicaba claramente, en su opinión, que se favorecieron las libertades de industria, de comercio, de contrato laboral, el derecho de propiedad, etc.
 Tras un análisis minucioso de sus conclusiones, cabe reseñar que parece seguir a Miguel Artola en cuanto que presta atención a la crisis del Antiguo Régimen y al comienzo de la revolución liberal. Valora la génesis del liberalismo en España y en Navarra desde una concepción antagónica a la tradicional en la que el centro de atención es la crisis social y la necesidad de cambio que se experimentaba en muchos aspectos organizativos. Esta línea interpretativa tiene semejanzas con el materialismo histórico y, por lo tanto, también con Josep Fontana y Joseba de la Torre, pero queda por demostrar hasta qué punto este modelo es aplicable a Navarra y si existió realmente una voluntad liberal tan temprano. Sus aseveraciones carecerían de rigor en este último aspecto, fundamentándose en conjeturas interpretativas a las que les faltaría base real, como se pretende evidenciar en este trabajo
.

Rodrigo Rodríguez Garraza, en su tesis doctoral Navarra de Reino a Provincia (1828-1841) dedicaba atención al Sexenio Absolutista y dentro de éste a las mencionadas Cortes. Varias reflexiones sobre la obra legislativa de la asamblea destacaban su carácter restaurador y su estrategia por reafirmar el patrimonio legal y político navarro, conclusiones que parecen bastante acertadas. Reseñaba además la labor reformista realizada en materia social y económica, que se podría comprobar desde el principio de la lectura de la documentación. Hubo para él varias leyes en materia legislativa de importancia, como la que eliminó el derecho de sobrecarta y designaba una junta de ministros para el examen de los fueros, así como las que derogaron la anulación de toda la legislación antiforalista de Godoy. 
En este último sentido parecen existir algunas contradicciones en su modo de entender la labor de los tres estados, ya que los conceptos anteriores eran del todo antagónicos para los gobernantes navarros. Si se destaca el control de la foralidad de parte del Gobierno como medida positiva, las autoridades del reino se posicionaban entonces en contra de cualquier injerencia de la Monarquía. Sin embargo, hay que entender sus interpretaciones en base a un enfoque centralista. Otras disposiciones también habrían sido favorables, pero hacían referencia a asuntos de poca importancia desde el punto de vista político. Demostraban además escasa sutileza respecto a la adecuación de la autonomía foral a aquellos tiempos. 
En suma, Rodríguez Garraza opinaba lo mismo que Pérez de Ciriza en cuanto a la puesta al día y el reformismo legislador. Sin embargo, las novedades por aquél aportadas demuestran un mejor y más profundo conocimiento del contexto histórico. Por ejemplo, defiende que el aperturismo financiero fue aplicado sobre la base de la normativa borbónica que se había establecido antes en Castilla. Por lo tanto, se adoptaron, sin ningún género de duda, algunas de las disposiciones de la Novísima Recopilación de España como parte de la legislación foral, valoración que parece del todo correcta. 
También se autorizó a los fabricantes textiles a confeccionar géneros sin restricciones. Se favoreció además el trabajo femenino, siempre y cuando fuese adecuado a su naturaleza, y los asamblearios asumieron otros Reales Decretos como propios del reino. Tal es el caso del que autorizó a las viudas a preservar «botigas» e industrias artesanales, después de haber contraído matrimonio con cónyuge de diferente sector gremial que el del anterior marido. A partir de entonces, los hijos de estas segundas nupcias podrán dedicarse a toda suerte de ocupaciones. Destaca el autor las mejoras sociales encaminadas a proteger a los más desfavorecidos y la disposición que denegaba cualquier posibilidad de que, bajo diversas penas, ningún individuo fuese denominado agote. 
La perspectiva de Rodríguez, tal y como se aprecia, es más amplia y en consecuencia tiene más en cuenta al conjunto de España. Se desliga de la línea interpretativa tradicional de la foralidad, en pro o en contra, pero quizá con algunas ambigüedades y lagunas que impiden vislumbrar la verdadera comprensión del periodo. Por lo tanto, aunque su aportación es una de las de referencia, tampoco alcanzaba a ahondar realmente en la raíz de la problemática del Sexenio
.
Ramón del Río Aldaz realizó una tesis de licenciatura, cuyo título es  Las últimas Cortes de Navarra (1828-1829), en la que dedicó un apartado a las anteriores. Aportó ideas muy interesantes desde un espacio interpretativo abierto y novedoso, también en la línea historiográfica del materialismo histórico. Achaca la revolución liberal en Navarra a la lucha de intereses de clase, derivada sobre todo de los problemas económicos. Dedica atención a las confrontaciones que se suscitaron durante la celebración de las Cortes y afirma que estos conflictos no se han estudiado debidamente. Lo deduce de las informaciones de otra autora, María Puy Huici, para quien las tensiones fueron más que importantes, como denotaba el expediente abierto contra el diputado de Arguedas a causa de haber violado el secreto de Cortes. Este aspecto es destacable, ya que resalta la disparidad ideológica de los representantes navarros de los municipios, condicionada sobre todo por las diversas actividades humanas y no por meras causas políticas.
Río Aldaz aporta datos interesantes al relacionar las diferentes convocatorias entre sí, aparte de mostrar algunas de las estadísticas sobre la economía navarra, cuya fuente son las obras del contemporáneo Yanguas y Miranda. Reseña otras cuestiones de carácter político relacionadas con los tres estados, que permiten conocer además la evolución de estos estamentos en el transcurso del tiempo. Extrae varias conclusiones, entre las que destaca la escasez de información y la necesidad de realizar una investigación más concienzuda sobre la penúltima asamblea. Considera también que los logros de la nobleza terrateniente en la convocatoria fueron la revisión de parte de la legislación navarra referida a aspectos sociales y económicos. Es más prudente a la hora de valorar la reforma, a la que califica de liberalizadora. 
Sobre la evolución de la economía, destaca que el valor de las rentas del comercio se encontraba cifrado en unos 37 millones de reales en 1817, mientras que diez años después habría descendido a 23, habiendo resultado la más perjudicada la partida referida a las exportaciones, que quedó reducida a la mitad. Este aspecto habla por sí mismo de las dificultades comerciales derivadas de las trabas arancelarias. En el apartado «El donativo de las Cortes de 1828 y el freno de la reforma de 1817-18», pone en relación diferentes aspectos de las dos asambleas. Si en la última se habría mantenido la reforma de 1817, afirma, en la práctica no lo fue tanto. Por lo tanto, la perspectiva de este autor es más amplia y supone otra importante aportación a los conocimientos de la época, aunque posiblemente se estanca en algunas hipótesis a las que les faltan más datos concretos para ser demostradas
.

 Otros trabajos publicados tratan asimismo de forma directa o indirecta el Sexenio, sus antecedentes y sus repercusiones. Una de estas aportaciones es la de Laborie Erroz, ya que es una de las pocas autoras que abordaba aquel tiempo con cierto rigor, aunque desde una visión clásica. Sitúa la asamblea dentro de un estudio más amplio que abarca la Historia de Navarra y de España desde los inicios de siglo hasta 1823, bajo el título de «Navarra ante el constitucionalismo gaditano». Su labor está bien documentada y realiza una exposición bastante minuciosa de los acontecimientos, en base a la perspectiva historiográfica tradicional de mediados del siglo anterior. Señala la recuperación de los derechos forales y el deseo de independencia que parecía caracterizar al reino en aquella época. 
Sin embargo, éste se habría mantenido absolutamente fiel a la Monarquía rayando el fervor. Como prueba presenta alguna de las declaraciones de las Cortes de 1817: «Navarra podrá no existir, podrá desaparecer de la faz de la tierra, pero jamás  dejará de ser fiel a su legítimo Soberano» (ley 112)
. Este dato no parece ni mucho menos un argumento sólido, ya que se trataba de fórmulas protocolarias que no se correspondían con la intensa tensión que se vivía en aquellos momentos entre el reino y las instituciones dependientes de la Corona. De hecho, cuando se aprobaron las dos últimas leyes (112, 113) el sentimiento general de las autoridades navarras era de gran malestar y frustración, más o menos encubiertos, hacia la Monarquía. Las negociaciones de la contribución y otros sucesos que se verán en el capítulo correspondiente a la asamblea fueron la causa de que las relaciones empeorasen hasta un grado alarmante. Por otro lado, el Gobierno presionaba entonces por minar el sistema navarro, mediante la supresión de las aduanas interiores, la imposición de quintas u otros métodos.
En lo concerniente a Navarra, por lo tanto, el conocimiento de la época sigue teniendo muchas lagunas. Las investigaciones realizadas en las últimas décadas sobre política, economía y sociedad en el primer tercio del siglo XIX, a pesar de haber supuesto notables avances, no han llegado a abordar con profundidad y amplitud el problema del Sexenio. Además, los estudios que relacionen la realidad estructural del territorio foral con el resto de la nación, dentro de la misma situación de crisis, no son precisamente abundantes. Por ello, la necesidad de contextualizar este periodo de la Historia dentro del sistema organizativo global y las relaciones mutuas, obliga a recurrir de forma inevitable al estudio de la bibliografía referida a España. Hay bastantes obras publicadas a nivel nacional que aportan claridad a un periodo tan confuso y ya se han citado algunos de los investigadores más significativos. Otro de los autores es Federico Suárez, quien realizó el intento de hacer desaparecer algunos de los mitos historiográficos de la corriente liberal de siglo XIX y parte del XX. 
Cabe destacar su obra Documentos del Reinado de Fernando VII,  en la que realiza un análisis preliminar muy apreciable. Son reseñables los primeros capítulos, donde dedica un estudio a la personalidad del ministro de Hacienda (12-1816/9-1817) Martín de Garay y su intento de reforma económica. Este último hecho incidió directamente en la autonomía del reino y por ello se reseña aquí, ya que cuando Garay propugnaba la fórmula del repartimiento equitativo de 70 millones entre todas las provincias, se estaba conformando el germen de la contribución directa. En consecuencia, se pretendía transformar el sistema de recaudación basado en las rentas provinciales, cambiándolo por un impuesto directo y proporcional mediante reparto entre todos los territorios de la Corona. En su trabajo se exponen también las actividades realizadas por el Gobierno para sanear la Hacienda y sacar al país de la bancarrota originada por la deuda pública. El intento de reforma encontró una fuerte oposición entre los sectores sociales más pudientes y entre los funcionarios que vivían de la recepción de las rentas
.
En base a este conocimiento se puede valorar mejor la respuesta del reino ante la nueva planificación económica, tras entender las polémicas que se suscitaron durante la celebración de la asamblea. En efecto cuando esto sucedía en el resto de España, en Navarra se celebraban las penúltimas Cortes y el tema principal de las mismas era el monto y condiciones para entregar la cuota impositiva. Esta relación ha sido poco estudiada y apenas se ve reflejada en las publicaciones sobre el reino, a pesar de que los intentos del Monarca y las presiones del ministro de Hacienda por imponer la contribución proporcional y periódica fueron más que evidentes, antes y en el transcurso de la convocatoria. Esto hubiese supuesto la pérdida de uno de los pilares de la foralidad: la prerrogativa de los tres estados de aprobar libremente la cuota del «donativo voluntario o gracioso». 
Tampoco se ha hecho hincapié en que, al poco del inicio de la asamblea, el virrey fue pidiendo anticipos a cuenta dadas las necesidades económicas, que luego habrían de ser descontados del monto final. Hasta ahí todo parece más o menos  normal, dadas las dificultades pecuniarias del virreinato, pero el hecho también habría obedecido a la intencionalidad de convertirlo en un impuesto periódico que fuese igualándose en proporción al del resto de las provincias. La reacción de las Cortes fue inmediata y las relaciones entre el Gobierno y el reino empeoraron súbitamente. El representante real suspendió la derogación de Reales Decretos anteriores que no habían sido debatidos por los tres estados, de forma temporal, y la asamblea alargó durante mucho tiempo las deliberaciones sobre la contribución, elevando cuatro réplicas hasta su sanción. Prolongado el cónclave a causa de ello finalmente se llegó al acuerdo, más o menos bajo amenazas por parte de la Corona, de aumentar «la cuota voluntaria bajo las condiciones libres de siempre». Por lo tanto, ha parecido muy importante no pasar por alto estos aspectos tan clarificadores y exponer un adelanto de los mismos. 
La investigación realizada por María del Carmen Pintos Vieites relativa a La política de Fernando VII entre 1814 y 1820, en la línea de Suárez, defiende desmitificar la producción historiográfica decimonónica, plagada según ella de grandes dosis de parcialidad. Esta corriente sostenía la teoría de que Fernando VII, tras la vuelta del exilio, habría recuperado el poder mediante un golpe de estado militar. Unido a ello estaba la leyenda negra del Monarca, que habría gobernado bajo el influjo del absolutismo más recalcitrante, imponiendo métodos de represión crueles. Por el contrario, tal y como pretende demostrar, la connivencia entre el pueblo y el Rey habría sido estrecha sobre todo en los primeros momentos del Sexenio, habiendo apoyado aquél la restitución absolutista en contra de un sector minoritario liberal. Tesis estas últimas contrarias a las que tradicionalmente la historiografía había aceptado hasta 1939 y que propugnaban apologías más o menos claras hacia el régimen liberal depuesto. 
Pero, ¿qué supuesta relación guarda esto último con Navarra? y ¿qué sucedió realmente en la provincia que volvía a recuperar su status de reino? ¿Hasta qué punto podemos comprobar la veracidad de estas afirmaciones o las contrarias en este territorio concreto? Pues bien, son preguntas que encontrarán respuesta a lo largo de este trabajo. Pintos pretendía demostrar que, durante el periodo estudiado, la ineficacia política y administrativa de los numerosos gobiernos fernandinos no fue tal como se había pretendido exponer anteriormente. Por el contrario, se habrían dado reformas importantes en diferentes esferas de la actividad gubernamental. Si no se produjeron mayores avances, se debió a la desastrosa  coyuntura económica y a la falta de una línea política clara de actuación durante los seis años. Destaca también la poca fuerza del movimiento liberal y la escasa oposición que mantuvo contra el absolutismo al regreso del Monarca, factores que habrían obedecido principalmente al gran apoyo realista propiciado desde diferentes sectores sociales. 
Subraya el carácter de concordia que caracterizó a Fernando VII durante esta época de su reinado, lo que habría motivado su afán conciliador entre realistas y liberales. Se habría querido adaptar en la teoría a un sistema de reformas aperturistas, que sin ser constitucional sí reflejaba el conocimiento del Rey de la necesidad de cambios que había en la España de aquel periodo. Estas hipotéticas reformas no se habrían cumplido por la tibieza de la política de los sucesivos ministerios, a causa también de las contradicciones existentes y por la dificilísima coyuntura económica y social que existía entonces. La autora menciona la falta de represión que pueda calificarse de cruel, la pulcritud y dilación de los procesos, la casi total ausencia de penas capitales impuestas, así como el poco celo puesto en el cumplimiento de las diversas sanciones. En consecuencia, el triunfo del golpe militar de 1820 se habría debido al descontento del estamento castrense y a las conspiraciones masónicas, manteniéndose el tercer estamento al margen, indiferente
. 
Sus hipótesis, demostradas algunas y otras rebatidas, están en las antípodas de autores como Fontana, Joseba de la Torre, Mina Apat, Río Aldaz o Miguel Artola, quien asegura que «las vacilaciones de Fernando VII concluyeron con el golpe de Estado, anunciado al país por el R. D. de 4 de mayo de 1814…». Este mismo autor expone la ineficacia del primer periodo fernandino y la traición a la promesa de convocar Cortes, tal y como había quedado contemplado en el Manifiesto de los Persas y en los Decretos de mayo. Tampoco tiene la misma opinión que Pintos sobre la responsabilidad de Fernando VII en el fracaso gubernamental del Sexenio o la falta de represión, sino más bien la contraria, dejando poco margen de acción a los liberales, quienes tuvieron que emprender de nuevo el camino de la revolución en 1820.
 
Sobre lo expuesto, se observa con claridad el debate historiográfico de sobra conocido: el de las dos vertientes historiográficas principales enfrentadas. Es un problema que hoy parece superado, pero que sigue resultando interesante a la hora de enriquecer esta investigación concreta más allá de especulaciones. De hecho, aún es necesario ponderar los datos contrapuestos y extraer las conclusiones pertinentes, ya que respecto al reino se han dado por sentadas algunas conclusiones que deben revisarse, tanto en un sentido como el otro, basadas en los diferentes modelos interpretativos. Por lo tanto, cabe preguntarse: ¿son ciertas estas conclusiones globales para Navarra? ¿Respondió a la restauración absolutista de algún modo similar a lo reseñado? o, bien, ¿se pueden encontrar algunas claves en el caso concreto navarro que arrojen más luz sobre el dilema, en relación con el Derecho Foral y con la estructura del Estado?
Por ejemplo, antes de achacar cualquier reforma u acontecimiento a la labor o influencia del liberalismo, al menos durante el Sexenio, quedan por determinar con exactitud algunos aspectos vitales. Entre éstos se encuentran el origen del movimiento liberal en su cronología y naturaleza, la vinculación humana del mismo, el nivel de participación social y sus relaciones con el régimen foral y con el constitucionalismo centralista. Del mismo modo, las posibles vinculaciones del reino con el absolutismo han de replantearse y todo apasionamiento foralista debe quedar desnudo para poder llegar a la verdadera realidad de la época. Estos son los principales objetivos de esta tesis doctoral, que se han pretendido alcanzar mediante un análisis riguroso y comparativo de las fuentes y una reflexión serena, libre en la medida de lo posible de cualquier influencia parcial.
La diversa documentación impresa y manuscrita que se ha examinado permite conocer mejor esta época de la Historia del reino navarro. Los dos archivos que más se han utilizado han sido el General de Navarra (AGN) y el Municipal de Estella (AME). Se ha recurrido también al Archivo Histórico Nacional (AHN) y otros que se han considerado necesarios y que figuran en el listado final de Fuentes Documentales
. 
En el primero se encuentra abundante documentación sobre el periodo, en mayor medida aglutinada por Yanguas y Miranda bajo la sección de «Reino». Tanto los libros de Actas Diputación, como los de Actas de Cortes, son imprescindibles para seguir el transcurso de las sesiones y de los innumerables asuntos de toda índole que en ellas se abordaron. Cubren todo el periodo, ya que durante el cónclave de los tres estados se disolvía la Diputación permanente y viceversa. De los primeros, se han examinado en profundidad los más de 1.400 folios de que se componen los dos libros que cubren el Sexenio.

Las Actas de Cortes informan de un modo más escueto, salvo en algunos temas de vital importancia para el reino. No hacen ninguna mención especial ni a la convocatoria ni a otros aspectos fuera de los asuntos propiamente legislativos, por lo que se han analizado numerosos documentos paralelos que añaden información complementaria, imprescindible para conocer a fondo las diversas cuestiones. Por ejemplo, sobre los antecedentes; los acuerdos logrados en la reunión de los tres estados, acaecida en Olite (1801), y la labor de la Diputación hasta su disolución por causa de la guerra (1801-1808). Son detalles que, sin embargo, han quedado bien reflejados en las Actas de la Diputación y en las Instrucciones que dejaban los asamblearios a los diputados entrantes al final de cada convocatoria. Se han investigado también las gestiones previas emprendidas por las autoridades para la concesión y conformación de las Cortes, así como los diferentes comunicados y comisiones que se formaron para ello
. 
A la hora de conocer la legislación aprobada es necesario recurrir a las fuentes impresas, a los  llamados Cuadernos de las  Cortes del Reino de Navarra, que se editaron por orden de la Diputación en 1819. En esta obra se detallan las 113 leyes aprobadas en la convocatoria, cuyo enunciado se reproduce en el anexo. Cabe destacar, como curiosidad, que el conjunto de disposiciones se divulgaba también por bandos en los diferentes municipios de la geografía navarra
. 
Los documentos sobre Estadística en general, y otros concretos sobre la riqueza territorial de diversas poblaciones, han servido para indagar sobre los aspectos económicos y las actividades humanas. Junto con los datos que se han extraído en relación con la deuda de posguerra, la restauración foral, los Cien Días, la convocatoria de Cortes y el periodo posterior hasta la proclama militar, permiten tener ahora una visión más amplia del periodo. Todas estas referencias aparecen detalladas en el compendio final de fuentes documentales. 

Se ha recurrido al Archivo Municipal de Estella para tener una mejor idea de la incidencia de la crisis de posguerra en un municipio concreto, el segundo en importancia en aquella época. Para ello han sido de gran valor los libros de Actas [de] Sesiones y algunos documentos relacionados con los padrones y catastros, información que se complementa con la que aparece de diversos municipios
. Este aspecto concreto ya se había abordado con profundidad anteriormente, dando como resultado la publicación anterior ya mencionada sobre la guerra de la Independencia en la merindad de Estella. Gracias a ello y a los estudios de otros autores se ha podido alcanzar una visión del coste económico y humano de la confrontación, imprescindible para conocer la realidad del Sexenio y toda su problemática. 
De otros archivos como el Histórico Nacional se han consultado algunos aspectos políticos del Gobierno, contenidos en Reales Cédulas del periodo, en la correspondencia diplomática con diferentes países europeos o en la censura gubernamental. Se ha examinado también documentación de otras comarcas españolas, tan distantes como las Islas Canarias, con el fin de comprobar hasta qué punto las mismas disposiciones de la Corona tuvieron repercusión y vigencia en diferentes territorios. El resultado ha sido que el absolutismo reinó por igual en todos ellos, con la salvedad de que no todas las regiones históricas, por sus diferentes situaciones administrativas, respondieron del mismo modo. En este caso, el ejemplo de Navarra habría tenido afinidades más claras e indudables con las provincias vascongadas o «exentas».

Se han utilizado también varias fuentes manuscritas autobiográficas, que aparecen incluidas en la relación bibliográfica. Las más consultadas, por la proximidad temática y temporal, han sido las memorias de varios contemporáneos como Francisco Espoz Ilundáin (Espoz y Mina), Pedro Girón (marqués de las Amarillas) o Joaquín Mencos (conde de Guendulain). Los testimonios personales directos resultan imprescindibles a la hora de valorar el significado de episodios concretos o de intentar indagar en la causa real y el alcance de algunos sucesos. Sin embargo, hay que ser muy prudente a la hora de interpretarlos, ya que se observan distintas versiones de los mismos hechos debidas a apreciaciones subjetivas o intereses particulares, por lo que hay que ponderar los testimonios de los diferentes autores
. 
Los temas abordados en este trabajo aúnan sobre todo los aspectos políticos, los datos económicos, la coyuntura social y las referencias militares. Los primeros se detallan en base al estudio estructural de las instituciones, la evolución de las mismas durante el periodo y sobre todo las relaciones con el Gobierno central, muy dificultosas desde la anexión de Navarra a Castilla. Se aborda el estudio de la economía y sociedad de la época, las condiciones de vida de los ciudadanos navarros y la situación casi permanente de crisis social y de subsistencias, sobre todo en lugares concretos de la geografía. 
Esta información se completa con el conocimiento adquirido, tanto de autores contemporáneos como Yanguas y Miranda, como también de otros posteriores entre los que destaca el mencionado Joseba de la Torre. Sin embargo, la visión global se basa en el examen de la documentación, que refleja asimismo todas las polémicas, los desacuerdos y protestas que entonces se manifestaron. Por último, los temas de ámbito castrense encierran gran importancia, debido a las prerrogativas del reino en esta materia. Son de destacar las complicaciones que se suscitaron durante y después de los Cien Días en todo el territorio navarro, como consecuencia de los aportes al Ejército. De modo similar, hay que tener presente el deseo del Rey de eliminar las exenciones del reino en materia militar, canjeándolas por la entrega de una cuota determinada.
Una vez que todos estos datos se ordenan de forma coherente aparece la reconstrucción histórica del periodo, que ha pretendido alcanzar una visión lo más fidedigna posible del mismo, lejana de tópicos o hipótesis sin demostrar. Por lo tanto, la finalidad era llegar a la raíz de la problemática existente, que sólo encuentra explicación desde la óptica particular de la estructura político-administrativa del reino. A su vez, ésta es inteligible si no se observa teniendo muy presente las intrincadas y difíciles relaciones con la Monarquía, dentro de un periodo especialmente crítico en todo el contexto internacional. 
 La tesis doctoral se estructura en tres capítulos principales, divididos a su vez en cuatro apartados cada uno. El primero contiene el periodo que media entre 1814 y 1816 y aborda las repercusiones de la invasión francesa y el restablecimiento foral, que en realidad no concluiría hasta la celebración de Cortes, máximo exponente del ejercicio de la foralidad. Respecto al lastre de la guerra con Francia, ya se ha detallado que es de vital importancia para contextualizar el inicio del Sexenio. En cuanto a la recuperación de los fueros, ligado de forma directa al retorno al absolutismo, encontraremos datos que indican que no fue una vuelta sencilla ni mucho menos. Es debido a que la explicación, respecto a la imbricación de ambos sistemas, no encuentra una respuesta lineal o simplista como se ha venido exponiendo. Mas bien es lo contrario, ya que Monarquía y Derecho Foral fueron sentando alianzas o pactos por motivos de pura conveniencia. 

La primera parte abarca también lo relativo a los Cien Días, el proceso que sufrieron los miembros de la Diputación del reino y las medidas tomadas contra los huidos a Francia. Estos aspectos tuvieron muchísimas repercusiones sobre todos los terrenos de la vida política y civil. Además, la sentencia de arresto a los diputados del reino, por causa de medidas adoptadas por la anterior Diputación constitucional, creó situaciones muy tensas en los momentos previos a la celebración de Cortes. Este fenómeno de crispación se observa ya previamente en todo el proceso de restitución de los fueros y es un claro exponente del precario equilibrio entre ambos poderes y de la indefinición de la autonomía del reino.
El segundo capítulo se inicia con la convocatoria e inauguración de Cortes generales, continúa con la obra legisladora y el estudio de las leyes más importantes que se aprobaron y concluye con el análisis del alcance de la misma. No sólo se aborda la legislación que se sancionó, sino que también se tratan las reformas que quedaron pendientes y otros problemas estructurales como el fracaso en la clausura de las aduanas con Castilla, Aragón y Vascongadas. Esta segunda parte es especialmente clarificadora, como ya se ha apuntado, porque en las actividades del cónclave se observa toda la problemática y conflictividad de forma nítida y acusada. En este sentido, se observan tanto los intentos de la Corona de minar el sistema foral como la resistencia por parte de las autoridades navarras. Del mismo modo, se aprecia la impotencia de ambos por no conseguir resultados satisfactorios, a causa del desfase de los sistema absolutista y estamental, este último amparado bajo el Derecho Foral. 
Por ello, era obvio que los mismos gobernantes del reino debían adaptarse a las nuevas circunstancias.  De ahí el germen de fractura social que venía incubándose, que a su vez se desataría de forma contundente durante el Trienio, teniendo como uno de los escenarios principales el territorio navarro. En efecto durante el Sexenio, y en concreto durante la celebración de la asamblea estamental, podemos contemplar la disparidad ideológica, sobre todo en función de los intereses materiales. Estos estaban propiciados a su vez por la diversidad de las actividades humanas, condicionadas también por la orografía, el clima, la calidad del suelo, las vías de comunicación y las restricciones al comercio.

En el tercero y último capítulo se realiza un análisis del periodo posterior al congreso, que engloba aspectos administrativos de importancia para conocer y comprender la estructura política heredada desde antaño y las relaciones con la Monarquía. Se hace hincapié en la posible recuperación económica, que fue más pobre de lo esperado. También se dedica un apartado a resaltar los conflictos sociales, que asimismo resultaron más intensos de lo que se ha venido exponiendo. Finaliza con la exposición de los hechos más relevantes que propiciaron en 1820 la vuelta al constitucionalismo y las actividades de las instituciones y otros grupos sociales. Se trata, en general, de una valoración de la fase inicial del fenómeno revolucionario y de la resistencia casi inmediata que se originó en Navarra y que desembocaría a la postre en la guerra Realista. 
El último periodo del Sexenio, se habría caracterizado por la tímida aplicación de la reforma hacendística y la escasez de resultado obtenidos, en función de que eran unos cambios supuestamente no deseables para Navarra y que tampoco llegaron a aplicarse en el resto de España. Entretanto, a pesar de que se dio cierta recuperación económica, no se habría visto reflejada en la disminución de la conflictividad social ni en la solución real de los problemas coyunturales. La causa se debería a la contradicción existente entre la estructura política del reino y la de la Monarquía, a la inadecuación de ambas a las necesidades del momento dentro de la evolución del contexto internacional y a la injerencia de los militares en asuntos de ámbito civil.

Por lo tanto, para demostrar estas hipótesis se han querido dividir estos seis años en tres bloques cronológicos. A su vez, estos agrupan los apartados temáticos relacionados con los aspectos políticos, económicos y sociales sobre todo, con inclusión de otros asuntos complementarios de interés. De este modo se ha pretendido aunar ambos enfoques, a pesar de que en ocasiones sea difícil armonizar la cronología con temáticas concretas. Es prioridad que la exposición sea ordenada y rigurosa, pero a su vez lo más sencilla y asequible que permite un trabajo de estas características.   

Por otro lado, el enfoque interpretativo se basa en la metodología propiciada por Javier Tusell y la línea conformada con posterioridad, cuya referencia principal es la «Historia política». Al respecto se hace necesario aclarar que este método no desdeña en absoluto otras vertientes historiográficas actuales, sino que por el contrario las tiene muy en cuenta, pero sin perder de vista la directriz principal. Este sistema parece muy efectivo, en cuanto a que permite centrarse en una línea de actuación muy concreta, que tiene asimismo muy presente los aspectos económicos, sociales o incluso culturales o ideológicos.  Por lo tanto, la política como aglutinante de todas las actividades y manifestaciones de la vida pública que marcan el funcionamiento y evolución de las sociedades humanas. En base a la efectividad probada de este método, se aborda la elaboración de la tesis doctoral.
Como colofón se exponen las conclusiones que parecen más relevantes y que a su vez aclaran tópicos anteriores o errores que parecen obvios por surgir de interpretaciones superficiales. También se ha intentado no caer en los mismos equívocos y no realizar generalizaciones no demostradas, al margen de cualquier método interpretativo racional o científico. 
Finalmente figura el Anexo, que contiene la trascripción de algunos documentos que tienen que ver con la repercusión de la guerra de la Independencia; las leyes aprobadas por las Cortes, las Instrucciones que dejaron a la Diputación y otros datos considerados importantes sobre el régimen foral de Navarra y sus instituciones. Queda aclarar que algunos informes catastrales y demográficos que aparecen han sido elaborados a partir de la documentación, pero no son transcripciones. Se han seleccionado estos testimonios por ser los más significativos del periodo, así como porque representaban los acontecimientos de mayor relevancia para el futuro inmediato. Respecto a los datos poblacionales y catastros, se considera que son un reflejo de la estructura social y se destacan los cómputos elaborados por ser unos de los primeros y más fidedignos de los que se realizaron en aquella época.
En función de todo ello, espero haber logrado los objetivos propuestos y que esta investigación aporte un poco más al conocimiento de la Historia del reino de Navarra. Asimismo deseo que los datos académicos contenidos en esta tesis, del mismo modo que la forma de exponerlos, sirvan de forma satisfactoria tanto al estudioso como a cualquier lector interesado por estos temas. Por último, dar las gracias a todas las personas que han prestado atención a este trabajo y en especial a aquellas que han ayudado a su elaboración.

I.  RESTAURACIÓN ABSOLUTISTA (1814-1816).
1. Repercusiones de la guerra de la Independencia.

La realidad del Sexenio Absolutista sólo puede entenderse tras el análisis de las repercusiones de la invasión francesa en el territorio a estudio. Del mismo modo, deben tenerse en cuenta las novedades políticas y sociales acaecidas en el corto periodo constitucional. Al ser una de las regiones que más tarde se libró de la dominación por parte del enemigo, sufrió sus consecuencias con mayor intensidad y durante más tiempo, por lo que las secuelas que quedaron fueron también más acusadas. La capital estuvo tomada por los franceses casi hasta el final de la contienda. Por ello, fue la ciudad de Estella el centro de operaciones de la guerrilla y el lugar donde se desarrollaron las votaciones para elegir los diputados a Cortes nacionales y los representantes de la Diputación provincial. También aquí se desplegaron las actividades de la Junta de Subsistencias que debía dar apoyo a la coalición de fuerzas militares que, junto a la División de Navarra, lograrían expulsar de forma definitiva al invasor de territorio nacional. 

A pesar de que el Ejército francés había abandonado Navarra en los últimos meses de 1813, el final de las operaciones militares se produjo oficialmente el 18 de abril del año siguiente, mediante la firma del armisticio entre las tropas enfrentadas. De parte de la coalición anglo-española, fue el duque de Wellington quien dejó constancia de la declaración de paz. Por otro lado, los franceses que se hallaban sin otra salida por haber sido derrotados en su propio territorio, delegaban este cometido en Soult. Bonaparte, que ya no ostentaba el poder de Europa y ni siquiera de Francia, había ido negociando con Fernando VII su retorno a España visto el cariz que tomaba la última fase de la contienda. El Monarca había pasado seis años en el exilio tras las turbias abdicaciones de Bayona de 1808, regresado después de su liberación el 24 de abril de 1814, mientras que al emperador francés se le confinaría en la isla italiana de Elba. 
Ya antes de su regreso, el rey Fernando VII había mandado dos delegaciones para preparar el retorno, encabezadas por el duque de San Carlos y por el general Palafox respectivamente. Las negociaciones estuvieron encaminadas a restablecer el poder absoluto del Monarca, mediante el reconocimiento oficial de un pacto que se había firmado con anterioridad el 11 de diciembre de 1813. La alianza la habían cumplimentado entre el duque de San Carlos y el conde de La Forest  y reconocía el derecho de la Corona de España y de las Indias a Fernando VII y a sus sucesores. Desde aquel momento comenzaban las fricciones entre el Monarca y la Regencia, institución que había tomado las riendas del Gobierno desde la partida del Rey de suelo español, y las autoridades navarras estuvieron muy pendientes de todo el proceso.
Las Cortes de Cádiz habían promulgado una constitución liberal el 19 de marzo de 1812, contraria al completo de la tradición absolutista monárquica. Por lo tanto, la carta magna no era ni mucho menos del agrado del Rey de España, por lo que al poco de su retorno la derogaría. El cardenal Borbón, presidente de la Regencia, tuvo una entrevista con Fernando VII al poco de arribar al territorio nacional. El encuentro tuvo la finalidad de que el Monarca jurara la constitución, tal y como era pretensión de las Cortes. Lejos de lograrse el objetivo, la entrevista demostró al parecer el talante autoritario fernandino y dio a conocer las inminentes pretensiones absolutistas del Soberano. En efecto, las fuerzas militares de Elío
 agrupadas en el Segundo Ejército reconocían la soberanía de Fernando, no sólo sin haber jurado éste la constitución, sino incluso sin la autorización de la Regencia. El conflicto estaba iniciado y auguraba los acontecimientos venideros. Los gobernantes navarros apoyarían de forma pasiva la restauración absolutista, porque habría de suponer para la provincia la recuperación del status de reino y la consiguiente rehabilitación de los fueros.
La opinión de la población de los distintos territorios nacionales se encontraba dividida ante el retorno al régimen monárquico. A pesar de que al parecer la inmensa mayoría desease el restablecimiento de la dinastía, había posturas encontradas y antagónicas. Mientras que para los constitucionalistas la prioridad era la ratificación, por parte del Monarca, de la carta y de las reformas propiciadas por las Cortes durante los años de la guerra, para los realistas el retorno era el momento propicio para la anulación de todas las innovaciones. De este último lado se decantaron las personalidades de Navarra, porque el régimen liberal había suprimido el Derecho Foral.
En la facción proclive a la derogación constitucional se habrían encontrado sobre todo agrupados el clero y la alta nobleza. Los nobles terratenientes y el alto clero veían con desagrado el recorte de sus privilegios propiciados por la constitución, como había sucedido con la aplicación de la Ley de Supresión de Señoríos. Por el contrario, algunos pequeños propietarios, arrendatarios humildes y jornaleros se habrían inclinado por las reformas liberales. Además, durante la invasión francesa el texto constitucional publicado por Bonaparte había abolido los derechos feudales y consecuentemente los diezmos y otros impuestos de origen medieval, que gravaban de forma abusiva a los agricultores humildes. 
Medidas semejantes tenían reflejo después en la carta gaditana, de ahí el apoyo de parte del tercer estado. Pero el grupo social más progresista e ilustrado, sobre todo en Navarra, estaba constituido por nobles dedicados a las industrias artesanales, comerciantes a gran escala e individuos poseedores de título universitario, con o sin credencial nobiliaria, dedicados a las actividades descritas o a otros puestos de la administración. Este último conjunto heterogéneo iría conformando de forma paulatina la burguesía liberal, proclive al desarrollo económico, propiciado por el aperturismo comercial y el progreso de la industria artesanal. Destacaría además en su deseo por romper con el hermetismo del sistema foral por estamentos y en la lucha posterior contra el tradicionalismo carlista, que suponían un freno a sus pretensiones.
Se ha afirmado tradicionalmente que el pueblo llano no debía de simpatizar en absoluto con las reformas liberales y ni siquiera comprenderlas. Sin embargo, sí habría sentido la necesidad de volver a un estado normal de cosas después de seis años de conflicto y de usurpación del Trono. Estas tesis anteriores no son del todo ciertas, ya que los estudios realizados en las últimas décadas han demostrado que hubo una gran conflictividad social, propiciada por la crisis económica y por los cambios políticos. Además, el texto constitucional se hizo público en numerosas ocasiones, por lo que el desconocimiento de la población tampoco es un argumento válido. 
Los más perjudicados fueron los campesinos pobres, quienes se habrían visto obligados desde la guerra de la Independencia a eludir los gravámenes impuestos por el clero y la nobleza para sobrevivir. Por lo tanto, estas prácticas habrían supuesto una desobediencia directa a las prácticas del Antiguo Régimen. Las mismas actitudes de rebeldía ya se habían manifestado en Navarra durante el breve periodo constitucional ―entre septiembre de 1813 y mayo de 1814―, de modo similar a lo sucedido con la población de otras regiones, aunque normalmente no se ha prestado tanta atención a estos aspectos. Por otro lado, una Real Orden de noviembre de 1818 declararía nulas las redenciones de censos efectuadas durante la dominación francesa. Estos condicionantes deben ser tenidos muy en cuenta y por ello se citan previamente antes de abordar el estado de Navarra después de la dominación francesa
. 
La proclama constitucional había coincidido con la expulsión del enemigo del territorio, por lo que el acto de celebración se pudo realizar en muchas localidades. Este hecho no quiere decir que la población en general estuviese a favor del cambio, como tampoco hay protestas documentadas. El júbilo pudo deberse también al final de la guerra, ya que de hecho los mismos festejos se darían con la restauración absolutista. Por otro lado, el texto se envió a todos los municipios y se leyó en iglesias y lugares públicos. En base a ello, no es cierto el desconocimiento de la nueva normativa por parte de la población humilde. Sin embargo, tampoco es evidencia que permita asegurar que el tercer estamento comprendiese y apoyase el régimen liberal.
Lo que sí es evidente es que se habían elegido diputados navarros a las Cortes nacionales, se conformó una Diputación constitucional y se introdujo el sufragio restringido en el método de elección de ayuntamientos
. En suma, la provincia se hubo de adecuar del mismo modo que el resto de España a la nueva situación política, aunque su aplicación fue algo diferente debido sobre todo a la duración de la coyuntura bélica y al protagonismo de la guerrilla. Además, lo más significativo fue que las autoridades designadas fueron al parecer muy poco proclives al cambio y se esforzaron por retornar al sistema foral desde sus cargos constitucionales. También parecen claras las relaciones entre las autoridades navarras más reaccionarias y el general Elío y otros miembros de la nobleza militar que tomaron parte activa en la restauración absolutista, como quedaría evidenciado en el proceso de restitución foral, aspecto que se analizará en el siguiente apartado.
Por lo tanto, la repercusión principal del breve periodo liberal en Navarra habría sido el cambio en la forma de entender las relaciones económicas de los agricultores respecto  de los grandes propietarios de la tierra: el clero y la nobleza. Sin embargo, hay que tener muy presente que el antecedente directo había sido la Constitución impuesta por Napoleón Bonaparte. De hecho, ya durante la guerra se habían dado los impagos de impuestos y las enajenaciones de propiedades municipales, incluso antes de publicarse el texto constitucional. Del mismo modo los comerciantes e industriales deseaban la apertura de las transacciones, contra las que el absolutismo y sobre todo la foralidad, ligada al mantenimiento de las barreras aduaneras interiores, suponían un freno a sus intereses. Sin embargo, el corto periodo de aplicación del nuevo régimen, las reacciones que se suscitaron contra el mismo y el caos existente tras la guerra impidieron vislumbrar de momento cualquier atisbo de continuidad en el cambio
.

Los actos de rebeldía hacia los impuestos no fueron exclusivos del pueblo llano. Los estamentos privilegiados también mostraron su rechazo a abonar gravámenes destinados a sufragar los numerosos gastos militares, lo que tampoco significa que fuese una reacción ante el sistema. Sin embargo, sí que es evidente que se fueron sentando unos precedentes de lucha social que encierran mayor trascendencia de la que se le ha dado y que marcarían el comienzo de la desintegración del Antiguo Régimen en Navarra. Por otro lado, en este territorio el latifundio estaba mucho menos extendido que en otras regiones españolas, mientras que la mediana y pequeña propiedad era más numerosa. Esta situación propició que en este sentido la conflictividad fuese algo menor, aunque tuvo una significación digna de tener en cuenta y se abordará en uno de los apartados del último capítulo de este trabajo. 
Para la burguesía emergente, aunque minoritaria, las reformas liberales suponían la oportunidad de mayor participación política y consecuentemente económica. Pero antes deberían derribarse las barreras jurídicas que le impedían su intervención, cifradas en el sistema estamental absolutista y en concreto en el régimen foral. Para conseguirlo se hacía necesario cambiar la estructura política y conferir a la Nación de poderes, lo que suponía también cambios en las leyes y en suma en la organización de la estructura política. En consecuencia, dentro de las motivaciones del cambio político se encontraban las financieras, ya que el lento desarrollo industrial se vería también frenado por las trabas institucionales del modelo. Respecto a las demás posturas de la sociedad ante los cambios, la Iglesia en general era contraria al liberalismo, así como la nobleza militar de mayor raigambre. El pueblo llano se habría encontrado ajeno a lo que realmente estaba sucediendo, tal y como se ha expuesto tradicionalmente, aunque podemos afirmar que no fue del todo cierto de acuerdo con lo expuesto anteriormente.
A pesar de la aplicación del reformismo ilustrado borbónico, que agilizó el tejido comercial y el desarrollo de la fabricación artesanal en España, la modernización se vio retardada en Navarra. El motivo principal fue el rígido sistema de herencia medieval, cuyo principal exponente eran las Cortes por estamentos. Por otro lado la imposición de Reales Decretos en la época de Godoy, algunos de los cuales guardaban relación con medidas liberalizadoras, no pudo encontrar aplicación en este territorio hasta la penúltima asamblea por haberse impuesto sin la aprobación de los tres estados navarros. En efecto, la última reunión que se había celebrado en 1801 en la ciudad de Olite no lo fue tal, ya que coincidió con una de las épocas de mayor intromisión del Gobierno en contra de la autonomía del reino. En suma, se trató sólo de una estrategia de parte de la Monarquía y su valimiento por percibir la contribución de los navarros, en un periodo especialmente bélico para la Nación.
Por lo tanto, y tenidos en cuenta estos antecedentes, es preciso prestar atención a la extrema penuria económica en que Navarra se encontraba, así como el estado caótico de su Administración después de todos los avatares acontecidos. Desde que la Diputación del reino se había disuelto en la ciudad de Huesca en diciembre de 1808, Navarra no había recibido rentas del ramo de Caminos ni del Vínculo, sus dos principales fuentes de financiación, ya que todos los ingresos los habían usurpado los franceses o entregado a Espoz y Mina. Además, los acreedores de censos o prestamistas tuvieron que hacer rebajas después de la guerra a sus arrendatarios, en concepto de descuentos por todo lo que habían suministrado al enemigo. Del mismo modo y como ejemplo, también la Diputación quiso hacer una rebaja a los primeros del 10%, en lo que se refería a la cuota que de 1810 tenían que entregar al reino. Todo esto denota el enorme déficit económico, agravado por otras circunstancias que se irán exponiendo
. 
Al poco de la restauración absolutista, la Diputación y las demás instituciones del reino se encargarían de recoger por orden del Gobierno toda la información posible sobre la guerra. Las instrucciones fueron concretas, hallándose detalladas en las Reales Órdenes que se promulgaron al respecto y que a su vez se circularon como es lógico por territorio navarro. Se pidieron detalles de los acontecimientos acaecidos en los municipios y se confeccionaron cómputos de los suministros; multas,   listados de voluntarios, detenidos, deportados, muertos, etc. Como todavía quedaba mucho trabajo por hacer al respecto, las Cortes se encargarían después de pedir a los pueblos los informes que todavía no se habían entregado. Además, como parte de la planificación económica del Gobierno central destinada a estipular los repartimientos contributivos, la sección de Estadística promovió en paralelo a las sesiones de la asamblea la confección de catastros y de empadronamientos detallados. 
Por lo tanto, hay que puntualizar que las actividades de la Junta de Estadística creada por las Cortes estuvieron relacionadas sólo en parte con la anterior guerra, demandando informes al respecto a los municipios. Sin embargo, las motivaciones principales de la Corona, a la hora de ordenar la confección de los cómputos poblacionales y del valor productivo, habrían obedecido a la necesidad inminente de recaudar fondos. Estos hechos han quedado fielmente reflejados en la documentación. Entre los asuntos tratados aparecen la Historia militar de la contienda y las relaciones de servicios y sacrificios efectuados por la población, además del proceso contra algunos diputados por colaboracionismo con el Gobierno intruso
. 
Para tener una idea previa de la riqueza territorial, es preciso conocer algunos datos económicos de la época. Un informe realizado por los franceses en 1811 había valorado la producción de Navarra en 90 millones de reales. El capital comercial se evaluó, en base al estudio que había realizado con anterioridad la Junta de Comercio en 1805, en 75 millones y el producto líquido del mismo en un 6 %, lo que daba una cifra de 4,5 millones. 
Por otro lado, el porcentaje de población dedicada a las industrias artesanales habría sido del 25%, mientras que durante la crisis económica de posguerra se vio reducido a la mitad. En este sector, para una población de unos 25.000 individuos, el resultante de la renta personal sería de un real diario; mientras que el cómputo global del valor industrial para todo el reino estaría en torno a los 8 millones.
Respecto a las industrias del reino, a comienzos del siglo XIX había en Navarra ferrerías en la zona de Vera de Bidasoa y Lesaca. La abundancia de madera convertible en carbón, la oportunidad que brindaban los numerosos ríos y regatas a la hora de accionar fuelles y martinetes, la disponibilidad de minerales férricos o, en su defecto, la proximidad del mar por donde se introducía la mena, fueron factores favorables para la instalación de las industrias del hierro. Se desconocen muchos datos sobre esta actividad y todo apunta a pensar que, como en el caso del valle del Baztán, tendieron a desaparecer en la primera mitad del siglo a causa de la subida de los costes productivos y los problemas europeos del sector. 
Algunos vecinos de las villas de Yanci y Goizueta, en representación de los diferentes propietarios, arrendatarios y gestores de las 22 ferrerías principales existentes en la zona montañosa del reino, exponían que por causa de la guerra habían salido muy perjudicadas, permaneciendo inactivas durante todo el periodo bélico. La situación de las familias dependientes de esta actividad económica se había vuelto muy precaria. La esperanza se había cifrado en que después de la invasión todo volvería a sus cauces habituales, pero no sería así, ya que con la vuelta al trono de Francia de Luis XVIII la exportación al país vecino se recargó hasta con un 40 %. Además, la importación a España y América de productos férricos procedentes de Suecia y Rusia, a pesar de ser de peores calidades, perjudicaba aún más a las industrias navarras. Por todo ello, los representantes de éstas solicitarían al Rey la protección de sus intereses en febrero de 1816. Además, los productos férricos importados habrían de sufrir cuatro meses después un recargo de dos terceras partes más de lo estipulado hasta entonces
.

A su vez, las industrias textiles eran unas de las más representativas en Navarra y como ejemplo Estella, donde Manuel Modet y José Artola y Llorente destacaron por sus conocimientos e innovación tecnológica en la manufactura de lanas. También se harían después en 1816 nuevas inversiones de tecnología moderna en sus industrias textiles. A estos trabajos iban asociadas los numerosos batanes y tintorerías donde se trataban los paños. 
Otras actividades eran la fabricación de tejas y diversos materiales de construcción, bodegas, producción de aguardiente, que llegó a sobresalir por su volumen y la modernidad de los alambiques en las fábricas de Los Arcos y Pamplona; elaboración de regaliz en Corella, Espinal o Villaba e industrias jaboneras en Tudela. También son de destacar los numerosos molinos que se hallaban en todo el territorio del reino, la mayoría de ellos ligados a la vida económica municipal bajo arrendamiento a subasta
.
Respecto a la producción interna, con anterioridad en 1799, Canga Argüelles habría supervalorado los ingresos, ya que les atribuía un resultado de más de 154 millones de reales, con una renta anual para cada familia de unos 3.500, que daba un resultado de unos 9,5 reales diarios. Este dato le parecía a Yanguas y Miranda impensable y sólo habría sido una maniobra para aumentar el donativo de Navarra. 

Por ello en 1814 se volvería a evaluar la producción en unos 90 millones, como en 1811, de los que algo más de 22 correspondía a la merindad de Estella y poco más de 2 a la cabeza de la merindad.  La renta media disponible por cada familia, de las 46.000 que habrían existido en aquella época en el reino, estaría cercana a los 2.000 reales anuales, un poco más de 5 reales diarios. Sin embargo, este dato estadístico tampoco se acerca a la realidad, ya que más del 50 % de la población habría estado afectada por la crisis de subsistencias durante el largo periodo de posguerra, que prácticamente ocupó todo el Sexenio. Todo este sector social, ligado al tercer estamento, habría permanecido en un umbral de renta que oscilaba entre los 2 reales diarios y la indigencia, siendo muy abultado este último grupo
. 
Conocidas las valoraciones estadísticas sobre el producto interno navarro y otros datos económicos, cabe afirmar que las repercusiones de la guerra fueron muy importantes y afectaron a diversos ámbitos. Por ejemplo, al poco de que la restitución de los fueros se hiciera oficial el 23 de junio de 1814, el gobernador militar comunicaría a la Diputación el traslado a Francia de los prisioneros galos, que permanecían en los hospitales de Pamplona bajo la custodia de un comisario inglés. El convoy necesitaba de una docena de guías navarros, que a su vez trajesen de vuelta dos mil fusiles. En el mes siguiente, el Rey decretaría la reclamación al Gobierno francés de la documentación y obras de arte expoliadas por el enemigo y trasladadas a Francia. Esa misma orden se comunicó a la Diputación a través del gobernador militar. Los representantes navarros acordaron dirigirse a Juan Lucas Riezu, quien había formado parte de la Diputación configurada por los franceses, para que confeccionase un inventario de los documentos relativos al Crédito Público. 
También las quejas de los pueblos, debidas a los daños causados en sus inmuebles o terrenos comunales, serían una constante en la época. Hay muchos casos documentados por quemas de casas y terrenos de labranza, como el de Lerín, que denunciaba los desperfectos causados por los franceses en la posada. Una de las instrucciones que dejarían los tres estados a la Diputación entrante, en julio de 1818 (nº 102), sería la capacidad de determinar descuentos a los pueblos en función de los deterioros sufridos tras su comprobación
.

Entretanto, y también en julio de 1814, la Diputación del reino debería dar comienzo a las gestiones para la elaboración de los informes que reflejasen los suministros, de modo similar a la confección de catastros, y previamente a estos. Habrían de estar incluidos todos los aportes entregados por las poblaciones navarras al Ejército español y a la División de Navarra, así como los empréstitos y las exacciones sufridas de parte del enemigo. También estarían incluidos los nombres de los combatientes navarros, especificando su pertenencia a los diferentes cuerpos y el destino que habían tenido durante la guerra. Los informes habrían de elaborarse por los municipios y después remitirse a la Diputación del reino. Diferentes poblaciones enviaron consultas sobre su confección y algunos de los casos se expondrán enseguida
.
La necesidad de recopilar toda la relación de suministros de la guerra hizo que se creara una Oficina de Liquidación. Los costes debían ser de nuevo abonados por los municipios, en función del trabajo que llevase inventariar los documentos de cada localidad. También tendrían que desplazarse los consistoriales que fuesen requeridos hasta la sede de la capital, lo que acarrearía nuevas molestias y dificultades. Por si los gastos locales superasen lo permitido, la Diputación tendría que pedir autorización al Consejo del Reino de Navarra —órgano fiscalizador real de las finanzas locales, que había ido ganando terreno a la Cámara de Comptos― para que pudiesen abonar las cantidades respectivas. Comoquiera que mientras esto sucedía aún se estaban realizando suministros, detalle que ya se verá, también se avisó a los pueblos imposibilitados de entregarlos a las tropas que explicasen a éstas sus motivos, con el fin de evitar males mayores. 
La creación de la oficina traería después conflictos de competencias entre el contador de Rentas Reales, dependiente de la Monarquía, y la Diputación. Según la Real Orden al respecto, de finales de octubre de 1814, el secretario de Estado anunciaba que el recuento debía hacerlo la Contaduría de Provincia. Sin embargo, al tener Navarra condición de reino no existía tal organismo, lo que habría de crear una contradicción directa con las insistentes órdenes reales. Por ello, el conflicto continuó durante aquel tiempo entre la Diputación y el contador de Rentas Ormaechea. Los diputados cuestionaron los procedimientos del funcionario e incluso su autoridad, aunque viniese conferida por Fernando VII. La aspiración del órgano foral se cifraba en que el Rey suspendiese la resolución, en mayo de 1815, por la que se impedía a los navarros que realizasen el cómputo de la forma establecida en el reino
. 

En virtud de la orden expedida por las autoridades del reino en diciembre de 1814, los municipios requeridos debían aportar la correspondiente relación. Se expondrán algunos casos como el de Caparroso y Fustiñana,  de la zona sur, donde el problema estribaba en que estas localidades ya habían entregado con anterioridad los recibos y bonos en la oficina de Juan Hernández, dependiente de los franceses. Por lo tanto, necesitaban recobrarlos para cumplir con las ordenanzas emanadas del órgano foral, que instaría al poco al poseedor de los documentos a que realizase la restitución
.  
Otro tipo de problemas encontraron su origen en causas similares, a la postre derivadas de las exigencias militares. El valle de Aguilar, situado en la zona media de Navarra, comunicaba en enero de 1815 que Joaquín Irisarri, encargado de la Hacienda militar de la plaza de Pamplona, le exigía la cantidad de 511 reales vellón. La reclamación derivaba al parecer de un error de cuentas en la liquidación de los auxilios prestados a los enfermos de la División de Navarra, que se encontraban en el monasterio de Irache habilitado como hospital. La Diputación contestó a los capitulares del valle no ser asunto de su incumbencia, por lo que las autoridades de Aguilar deberían dirigirse al organismo competente, que solía ser el Consejo del Reino. 

Los antecedentes del caso, que aunque a primera vista parezca poco relevante, merecen ser expuestos porque dan idea de la situación de algunos municipios. El ayuntamiento de Estella junto con los de otros valles y pueblos de la merindad se habían comprometido, en los últimos periodos de la contienda, a contribuir con el montante de 12.000 reales de vellón, cada 15 días, al hospital militar. Para recaudar esta cantidad se decretó que cada hogar o «fuego» debía aportar un real y medio. El valle de Aguilar, según sus representantes, habría sólo contraído obligación de cumplimentar durante dos quincenas el aporte necesario para completar la cantidad estipulada. El encargado de la Hacienda, entretanto, pretendía la extensión del plazo de contribución hasta los 97 días y medio, hecho que rechazaban de plano los comunicantes. 
De vuelta a la realización de los informes exigidos, se expondrán otros ejemplos. El Valle de Erro, emplazado en la zona norte, solicitaría prórroga en febrero de 1815, argumentando que la tarea era muy embarazosa y que además no había individuos capacitados para llevarla a cabo por ser la mayoría labradores. El lugar de Urtes, lindante entre la montaña y la zona media, acusaba recibo el mismo mes del alcalde del «almiradío» de Navascués al que pertenecía, pidiendo razón de todo lo suministrado a las tropas españolas desde 1808. El problema estribaba en que el término de Urtes ya había respondido repetidamente a la solicitud, argumentando la necesidad de formar relación unificada por toda la comarca o «partido». Mientras, el municipio de Navascués insistía en que se formase detalle particular de cada pueblo, lo que era imposible sin una prórroga de tiempo. La causa era que se habían perdido los recibos de 1810, no se conocía la naturaleza de los cuerpos militares de algunas de las entregas e incluso ni las diferentes nacionalidades de los efectivos militares que habían operado por la zona. Además, se quejaban los responsables de que en cinco leguas a la redonda no habitaba escribano alguno que realizase el informe. El secretario de la Diputación del reino tuvo que instar al alcalde de Navascués a que se hiciese el cómputo en unión de todos los lugares del almiradío.
También la ciudad de Corella, en la zona sur, comunicaba por las mismas fechas la imposibilidad de presentar el balance en el plazo de un mes. En consecuencia, las autoridades de este municipio solicitarían al virrey una prórroga de otro periodo igual de tiempo. En la misma tesitura se hallaba la población de Yanci, de la zona norte, y los lugares de Galar y Arregui, de la Cendea de Galar en la zona media próxima a Pamplona, que tampoco habían sido ajenos a las movilizaciones durante la contienda pasada.  En este caso, las demandas al reino consistieron en que los repartos se hiciesen entonces en virtud del «apeo» o número actualizado de fuegos que componían las comunidades del valle y no tal y como se había elaborado la estructura demográfica por la Diputación «intrusa» en 1811. Algunos pueblos se habrían negado a colaborar de ser así, por ser un cómputo realizado por las autoridades invasoras y por haber perdido población, mientras que aquellos enclaves menos proclives a la entrega de suministros habían visto incrementar el número de hogares. 
La villa de Santacara, de la zona sur, se excusaría en marzo de 1815 por ciertas demoras acaecidas en la realización de la misma labor, por mor de carecer de algunos datos y bonos de entrega. Estos problemas estarían listos a solventarse en breve tiempo, por lo que de igual modo se solicitaba la extensión del plazo de entrega del documento. Similares situaciones, aunque no idénticas, se dieron en otras localidades navarras, que también enviaron cartas a la Diputación o al virrey sobre el cómputo. Tal es el caso de la mencionada villa de Yanci, que expondría en abril haber presentado en 1810 un dossier, de mutuo acuerdo con las localidades de Vera, Echalar y Aranaz ante la Junta General de Subsistencias, en el que se detallaban los aportes entregados al Ejército en Irún
. 
Incluso, los mismos militares habrían tenido problemas a la hora de contabilizar las entregas que habían recibido. El virrey José Ezpeleta de Beire comunicaba a la Diputación, en enero de 1815, haber recibido una carta del intendente general del Ejército de Andalucía a finales del año anterior. Se refería a la imposibilidad de efectuar un balance fidedigno y completo de los suministros recibidos por el Ejército en Navarra y, en concreto, sobre los servicios que se habían facilitado a los empleados y brigadas de los carros. Por ello, los militares españoles solicitaron al virrey que fuese él quien realizase las gestiones necesarias para concluir la lista. 

Por las mismas fechas, la Diputación informaba al virrey que habría de solicitar a los pueblos navarros la información sobre los gastos causados por los empleados de provisiones del Ejército de Andalucía, para comunicárselos a la mayor brevedad. Entretanto, se entregaba la lista de suministros efectuados por la ciudad de Tudela desde que habían entrado las tropas españolas hasta el pasado año (29-6-1813/30-9-1814).
Todavía en el mes de julio de 1815, pasada la alarma de los Cien Días que complicó sobremanera el problema, continuarían las pegas al respecto. Aún mucho después, en enero de 1816, algún pueblo como Echalecu solicitaría copia de documentos relativos a una contribución impuesta por el Gobierno intruso de 7 millones de reales. También algunos particulares, normalmente dueños de propiedades agrarias o inmuebles como la marquesa de Alcaniz, pedirían en 1819 la restitución de algunos informes entregados con anterioridad, ya que afectaban de forma directa a sus intereses económicos.
No faltaron tampoco las quejas de los responsables de la oficina de Totalización, ya que argüirían en marzo 1816 que algunos municipios no abonaban la factura del tiempo ocupado en el inventario. Así se había estipulado, pero las localidades implicadas se aferraban a que faltaba el visto bueno del Real Consejo del Reino que se demoraba en llegar. Mientras, éste seguía sin conceder el permiso a la Diputación, lo que motivó una nueva solicitud en junio de 1816 que propició que llegara finalmente la autorización pasados dos meses. Se determinaba que los municipios deberían correr con los gastos proporcionales de la oficina y el dinero habría de salir de los fondos disponibles de las localidades, estando obligados los consistorios a presentar informe al respecto en el plazo de 15 días tras el acuse de recibo. 
Por si fueran pocas las dificultades, se plantearía aún el problema de la contabilidad de todo lo aportado a los Ejércitos inglés y portugués, ya que Fernando VII decretaba en enero 1816 que debía realizarse en Lisboa. Muy avanzado el Sexenio, en enero de 1819, los encargados de la oficina solicitarían sus emolumentos, lo que atestigua que todavía seguían en funcionamiento y que, por lo tanto, las repercusiones de los suministros entregados al enemigo ocuparían prácticamente todo el periodo. Dos meses después, el virrey daría a conocer una Real Orden que estipulaba las normas que debían contemplarse a la hora de reclamarse e inventariar los documentos y cuentas de los gestores de caudales o de suministros durante la confrontación. El intendente de Aragón, por su parte, reclamaría los recibos de todo lo suministrado a las tropas durante toda la guerra y Ezpeleta tendría que ampliar el plazo, hasta noviembre de 1819, para hacer efectiva la entrega de la relación en la Intendencia. 
Al final del Sexenio todavía continuaría sin resolverse esta cuestión y, por ejemplo, la villa de Puente la Reina ya había comunicado en octubre de 1819 que los documentos se hallaban en poder del encargado de su inventario. Del mismo modo, diferentes poblaciones respondieron a esta nueva orden. También por esas fechas, el abad de Badostáin informaba a la Diputación de las gestiones realizadas sobre los sucesos de la invasión, otra evidencia más de lo lejos en el tiempo que alcanzarían las consecuencias de la confrontación. Caso similar se darían con los bagajes, ya que en ese mismo año Francisco Viñas solicitaría a cuenta alguna cantidad de lo que tenía que abonársele del servicio que había realizado en 1808 al respecto. Por su parte, Juan Bonada, «intérprete que sirvió con Viñas», rogaba que se le abonasen 2.215 reales fuertes por su trabajo con los franceses. Los diputados le replicarían que se atuviese a lo ordenado por los tres estados en marzo de 1817.

Por lo tanto, y como se puede apreciar, de todos los lugares de la geografía navarra fueron llegando los informes relativos a la ocupación francesa, las cargas soportadas a causa de la misma, del mismo modo que se hicieron patentes las dificultades para su confección y envío. En consecuencia, la contabilización de suministros de la guerra lejos de mejorar la crisis de posguerra trajo problemas añadidos por la dificultad que entrañaba. Los principales inconvenientes se derivaron de la lucha de competencias entre el Estado y el reino a la hora de efectuarlos, a causa del gran número de consultas y reclamaciones originadas, por la lentitud del proceso y por los costes que habría de suponer la oficina de Totalización. 

En conclusión, sobre las exigencias militares reflejadas en los documentos, pasados seis años del final de la contienda la contabilidad de los suministros y servicios seguiría siendo una rémora. Además, este problema habría de enlazar a su vez con los nuevos conflictos del Trienio y la guerra Realista. Estos datos son ya de por sí elocuentes, pero aún quedan por analizar las repercusiones de los Cien Días, que supusieron mayores inconvenientes y que agravaron muchísimo la difícil coyuntura. Sin embargo, los lastres de la guerra no sólo se cifraron en la confección de los informes de los aportes, ya de por sí elocuentes, sino que tuvieron también otras dimensiones económicas y sociales.
Como ejemplo más representativo del coste en una población se expone el de Estella, que asumió durante la guerra la capitalidad de la resistencia. Para conocer el balance general, dentro del programa de elaboración de cómputos se confeccionó en 1817 una relación bastante completa, que manifestaba el estado de los suministros hechos por la ciudad a los Ejércitos españoles, aliados y franceses y otros datos de sumo interés. El informe presenta un recuento más o menos detallado de todos los aportes, que resulta además un testimonio evidente de la lucha armada en aquella localidad y en su merindad. A pesar de ello hay que ser prudente a la hora de valorarlo, ya que al haberse confeccionado unos años después de la contienda algunas de las cifras podrían haber sido alteradas. 
El balance se ordenó en cuatro apartados, cada uno de ellos relativo a uno de estos cuerpos; División de Navarra, Ejército de Reserva, varios sin concretar y tropas francesas. El informe incluye una relación de las raciones de víveres que habría entregado el Ayuntamiento de Estella, y por consiguiente su población, en el transcurso de la guerra. Figuran asimismo en el listado el número de recibos, las liquidaciones efectuadas y las multas políticas impuestas por el Gobierno francés, además de los pagos extraordinarios realizados a la totalidad de los ejércitos. 
Aparece también el resultado total del valor de las raciones, sin especificación del cuerpo a que iban destinadas. Hay que tener en cuenta que la mayor parte, alrededor de un 80 % de las mismas, se entregaron a las tropas enemigas. Hubo además bastantes aportes que no se  contabilizaron, ya que en muchas ocasiones los gestores franceses no entregaban los   bonos que acreditaban el recibo de los víveres, bien porque las entregas se hacían con prisa e improvisación o porque simplemente se trataba de  confiscaciones. El esfuerzo económico total de la contienda ascendió a casi 15 millones de reales, mientras que el número de muertos rondó los cincuenta y también hubo deportados a Francia
. 
De hecho, el consistorio de la ciudad se dirigía al Real Consejo del reino en 1814 quejándose de haber sido uno de los municipios más castigados y por no haberse visto «jamás» libre de tropas y haber atendido «enormes» exigencias. Además, exponía que había sufragado parte de los gastos con los ingresos de los ramos de Carnicerías y del Vínculo, ya que no tenía «fincas del común para adinerarlas» o, lo que es lo mismo, comunales que vender. Resultado de todo ello era que la deuda pública entonces ascendía a unos 700.000 reales, por lo que la única salida era continuar con los expedientes que se habían creado durante la guerra, que gravaban con nuevos impuestos indirectos los artículos de consumo. Para seguir aplicándolos se necesitaba la autorización del tribunal del Consejo, que estaba controlado por la Monarquía y ejercía control fiscalizador sobre las economías locales, por lo que sus jueces exigirían a los ediles que informasen en el plazo de un mes del estado de los impuestos. 
Al poco, se dio repaso en el Regimiento de Estella a las cuentas del Vínculo y a los gravámenes adoptados en 1812, que aún continuaban en vigencia a pesar de haber finalizado la guerra. Resultaba un balance de unos 80.000 reales de déficit para el primero y otros tantos de beneficio para el segundo, quedando a favor de la ciudad 1.227 reales. Este dato da idea de la tabla de salvación que supusieron para algunas economías locales, y en consecuencia para las cuentas del reino, los «roldes» o listas de expedientes de arbitrios durante el periodo de posguerra y para salir al paso de otras necesidades del Sexenio. A pesar de ello, el máximo sacrificio recaía sobre la población de a pie, ya que soportaba una carga impositiva asfixiante que se puede decir que iba en incremento. El tercer estamento, a pesar de haber sufrido con mayor intensidad la dominación tanto en lo económico como en lo humano, sufragaría además en gran parte las movilizaciones de los Cien Días. Por todo ello, la débil recuperación económica del Sexenio recayó sobre el sector social más desfavorecido, a pesar de que se incluyesen algunas tímidas reformas fiduciarias o administrativas. 
En efecto, los gravámenes fiscales sobre los productos de primera necesidad y de consumo serían una constante durante todo el periodo. De hecho, los repartos de la contribución aprobados por las Cortes también finalmente se sufragarían en mayor medida por este procedimiento. Todo ello da idea de que ni la reforma de la asamblea solucionaría los problemas económicos ni habría de mutar los métodos estamentales de recaudación. Por lo tanto, aunque durante la guerra y el periodo constitucional asociado a ella se sentasen unos precedentes liberales sobre algunos impuestos, el sistema fiscal del Antiguo Régimen continuaría en el reino y financiaría además algunos de los gastos de la Monarquía absoluta.
Para toda Navarra, el cómputo total de la contienda se hace prácticamente incalculable. Sabemos que se entregaron en calidad de contribuciones más de 79 millones de reales, otros 20 millones de multa decretada por el duque de Istría en 1811 y más de 12 millones de empréstitos, que habrían sido deducibles, pero de los que no se tuvo más noticias. Todo ello sin sumar las innumerables aportaciones al Ejército francés y a los voluntarios, incluidos el desorbitado consumo de cabezas de ganado y las entregas de más de 200.000 robos de trigo y 375.000 de cebada. Estas cifras son por sí mismas significativas y sin riesgo de exagerar se puede deducir que la contienda costó un mínimo de 100 millones de reales de vellón al reino, aunque por falta de datos más precisos esta valoración es aproximada. 
Por lo tanto, queda demostrado que la factura en tiempo de guerra resultó ser al menos algo mayor que la producción anual del reino. Sin embargo, si tenemos en cuenta que la ciudad de Estella tenía atribuida una renta anual de 2 millones, según el estudio estadístico de 1814, y el coste de la guerra le supuso unos 15, en función del informe elaborado por el ayuntamiento en 1817, el cálculo comparativo no concuerda. La conclusión particular al respecto es que, aunque el balance del consistorio estellés pudiera ser exagerado ―hecho más que discutible después de analizar todas las Actas de Sesiones de la ocupación—, el coste total de la guerra para Navarra fue muy superior a la cifra indicada, a causa de no haberse contabilizado todos los esfuerzos económicos
. 
Tampoco hay que olvidar las bajas y deportaciones que se produjeron, así como la crisis de subsistencia que se originó y la consiguiente mortandad. Sobre todo en algunas de las poblaciones de los valles norteños lindantes con Francia, las bajas alcanzaron el 30% de la población según algunos de los testimonios mencionados. También son de destacar los numerosos perjuicios causados por daños en los campos y otras propiedades inmobiliarias y el consumo indiscriminado de víveres y ganado. Estos aspectos se tratarán con mayor extensión en los apartados correspondientes a los emigrados y a los problemas sociales, ya que encierran bastante importancia a la hora de calibrar otras cuestiones del Sexenio. 
Otro de los efectos negativos de la invasión tuvo que ver con los problemas surgidos con los excombatientes voluntarios. Fue un hecho a tener en cuenta, ya que antes de producirse el restablecimiento foral, Francisco Espoz y Mina ostentaba un poder casi ilimitado desde que tomase la dirección de la División de Navarra, creada tras la captura de su sobrino Javier Mina en Labiano el 29 de marzo de 1810. La organización militar de la División se agrupaba en torno a 9 batallones de infantería, 2 regimientos de caballería (1º de húsares y 2º de cazadores) y 2 compañías de lanceros o flanqueadores a caballo. La guerrilla organizada había contado también con piezas de artillería ligera y 2 compañías de artilleros se ocupaban de manejarlas bajo la dirección de sargentos. Además, tenía a su disposición 3 compañías de músicos. En Navarra el número total de militares al comienzo de 1814 era de unos 11.000, lo que supone un número más que considerable de efectivos que debían reintegrarse a la vida civil. 
La División fabricaba pólvora para los fusiles y cañones, munición variada, parte del vestuario y otros enseres necesarios para las caballerías y para la guerra. Además, disponía de imprenta móvil para comunicar los partes a las tropas y las instrucciones a los pueblos y contaba con hospitales militares. Sin embargo, las quejas de bastantes municipios y particulares contra la autoridad de Espoz serían constantes, sobre todo una vez finalizada la guerra y al principio del restablecimiento foral, por causa también del tribunal de Justicia que había creado
. 
El fenómeno de Espoz tampoco supone un hecho aislado si lo ponemos en comparación con otros similares, ya que entra dentro del denominado pretorianismo. Los politólogos lo explican como una injerencia de los militares en la vida política y civil. Este intrusismo es más intenso cuanto mayor sea la debilidad institucional. En España fue una característica ligada al proceso liberal, que arranca precisamente como se ha apuntado en la guerra de la Independencia o incluso antes, con la introducción de las ideas revolucionarias francesas y otras publicaciones. En este caso concreto, estaba relacionado con los combatientes que se habían forjado durante la invasión y cuya valía y méritos no fue reconocida por el Rey a su regreso del exilio. El ascenso de civiles a altos rangos militares se había dado durante la ocupación sobre todo por dos motivos. Uno fue el fracaso del Ejército Español y el otro las características peculiares de la guerra de guerrillas, relacionada a su vez en muchos casos con la defensa de las propiedades agrarias. Por ello, los militares tuvieron un claro protagonismo en la Historia española del siglo XIX y en Navarra fue Espoz y Mina el representante más claro del primer tercio. 

Hemos visto cómo, en apariencia, el estamento castrense se situaba al lado del Rey y era proclive al retorno al absolutismo. Esto mismo no sucedería con los militares que no eran de carrera, que se habían forjado durante la invasión y cuyas graduaciones Fernando VII no habría de reconocer. A partir de ahí comenzarían los inconvenientes y descontentos, que sumados a la influencia masónica que recibieron los deportados a Francia, el fracaso de las guerras coloniales en América y la mala gestión de los gobiernos fernandinos del Sexenio, provocarían a la postre que el Ejército se inclinara en 1820 hacia el constitucionalismo. Esta postura estuvo promovida sobre todo por los oficiales de nueva incorporación, quienes habrían secundado y organizado el golpe militar al abrigo de las logias y frente a la inercia de la Corona y del Ejército adicto a ella. Por lo tanto, la marginación de los efectivos guerrilleros y sus mandos fueron uno de los problemas a destacar y afectó de lleno a Navarra por las características peculiares de la dominación
.
El primer «pronunciamiento» contrario a la Corona fue precisamente el de Francisco Espoz (1814), ya que previamente se habría dado el caso de favorable de Elío, también navarro. Al de Espoz, que pareció servir de ejemplo a los restantes; le sucederían los de Porlier (1815), Lacy (1817), Vidal (1819) y Riego (1820), al que se aplicaría por primera vez el término descrito. De éstos, sólo obtuvieron éxito el de Elío y el de Riego. El golpe de Porlier haría sospechar a las potencias europeas coaligadas el malestar y descontento que existía en España, hasta tal punto que temían una guerra civil. Al parecer, los periódicos ingleses y de otros países publicaban que desde el retorno de Fernando VII reinaba el desorden en el país. Estas noticias podían ser interesadas, ya que beneficiaban a los liberales descontentos españoles y a otros sectores sociales europeos antimonárquicos o contrarios al absolutismo proclamado en Viena
.
En todos los casos, exceptuando el valenciano de 1814, el principal motivo del fenómeno ya ha sido expuesto: la marginación de los oficiales jóvenes que habían destacado en la lucha contra los franceses. A ello hay que unir el coste humano y económico de la guerra colonial, que sumió al Ejército en la penuria extrema. Fruto de estas circunstancias se dio una polarización entre diferentes cuerpos, definida sobre todo por la diferenciación de militares de carrera y de nueva incorporación, mucho más cercanos a las ideas del liberalismo doctrinario. Tampoco estaban igual consideradas y atendidas, por ejemplo, las unidades de Artillería, que eran mimadas por Fernando VII y adictas a él, que las de Marina, que sufrían todas las penalidades del enfrentamiento con las colonias americanas que deseaban emanciparse
. 
A su vez, lo sucedido en Navarra respecto a la organización de la guerrilla fue similar a lo acontecido en Galicia u otras regiones españolas. Las salvedades eran que en territorio foral la guerra había finalizado más tarde y la proximidad con la frontera, ambas relacionadas. Esto motivó el gran sistema logístico alcanzado y el poder que llegó a ostentar el comandante navarro, tanto en lo militar como en lo civil, tal y como denota también el tribunal de Justicia por él conformado. Tras la guerra, el intento de golpe militar o pronunciamiento de Espoz y Mina habría sido provocado por varias causas principales. Son a tener en cuenta el rechazo de Fernando VII hacia su persona; la Orden de Disolución de los Cuerpos Francos, que afectó directamente a la División de Navarra, y la negativa del Rey a nombrarle capitán general del reino. 

Se ha especulado también sobre su rechazo al constitucionalismo liberal, por ser éste contrario a la foralidad del reino navarro y porque Espoz habría fusilado supuestamente un ejemplar de la constitución días después de la restauración absolutista. Faltan pruebas que lo demuestren, aunque todo parece indicar que el comandante navarro demostró ser ambicioso desde que asumió la dirección de la guerrilla —en el sentido militar al menos― y le caracterizó cierto oportunismo. Sin embargo, la labor realizada durante la invasión francesa es digna de reconocimiento, ya que sin la oposición tenaz de la División de Navarra las tropas coaligadas lo habrían tenido mucho más difícil para expulsar al enemigo. Son cuestiones que hay que precisar con otros detalles y que se abordarán después con mayor extensión y profundidad por la atención que requieren y la importancia que revisten. De hecho, este aspecto sería una de las consecuencias más directas de la guerra y uno de los condicionantes más manifiestos del Sexenio, llegando su influjo hasta los acontecimientos finales del mismo que darían comienzo al Trienio
.

Los conflictos de competencias, entre las instituciones del reino y los organismos castrenses y judiciales creados durante la guerra, se irían suavizando con la abolición constitucional y desaparecerían finalmente. Francisco Espoz había creado el Tribunal Territorial o de la División, con el fin de solucionar los problemas y eventualidades derivados de la confrontación. La Audiencia se había instaurado durante un bloqueo ejercido por los franceses, en 1811, sobre la ciudad de Pamplona. A principios de 1812, la corte de Justicia había pasado a llamarse Auditoría de Navarra en sustitución de los tribunales del reino, Consejo Real, Corte Real y Cámara de Comptos, que se hallaban bajo dominio francés. El cuerpo judicial creado por Espoz habría administrado Justicia en nombre de Fernando VII, en base a las «leyes del país». Según el comandante navarro, tanto el clero, la nobleza, como los pueblos habrían reconocido su autoridad en materia judicial, que llegó a extenderse al Alto Aragón y Vascongadas. En 1813, cercano ya el final de la contienda, el tribunal lejos de desaparecer y entregar sus atribuciones a los habituales hacedores de la Justicia se perpetuaría con los cambios liberales. 

Espoz afirmaba en sus Memorias lo contrario, que «restaurada Pamplona y reinstalados en aquella capital los antiguos tribunales por disposición real, cesó también la auditoría de entender en los negocios de Navarra». Lo que no especificaba era la fecha de la desaparición, ya que la resistencia a la disolución fue palpable. De ello hay noticias constantes, como, por ejemplo, que el gobernador militar de Pamplona instaba a ello en agosto 1814 a los jueces del tribunal Crisanto Arteaga y Fermín Sanz. Sin embargo, las protestas de los municipios proseguían y el comisionado por Espoz para la recepción del importe de la Bula reclamaba a los diputados el adeudo de la cuota de 1813 por parte de los pueblos morosos, entre los que se encontraba la ciudad de Tudela. La Diputación rechazaría la demanda del comandante de hacer circular una orden para el cobro, arguyendo la ilegalidad de las exigencias por parte de la Auditoría
. 

La Diputación del reino, al poco de ser reestablecida en junio de 1814, daría orden a los municipios para que no continuasen abasteciendo a los regimientos de la División. Este cuerpo militar decretaba acto seguido exigir raciones a los pueblos y también se apropiaron de algunas cosechas en Tafalla durante el mes siguiente. Hasta la definitiva desintegración de la guerrilla, las fricciones fueron constantes con algunas localidades, del mismo modo que las que se crearon con el tribunal de Justicia. Los diputados pidieron a Espoz y Mina que fuese licenciando a los soldados y oficiales y que regresaran a sus respectivos hogares a ocuparse en las faenas del campo. Además, una Real Orden de junio autorizó que los militares pudiesen acudir a recoger las cosechas, por lo que de forma paulatina se fueron reintegrando durante el verano a la vida civil. Sin embargo, en el mes de agosto, también se encuentra alguna que otra proclama de Espoz a sus soldados para evitar las deserciones.

Por su parte, el ministro de la Guerra expediría en septiembre de 1814 la orden por la que se relevaba del cargo a Francisco Espoz. Después se lo comunicaba el virrey, debiendo quedar las tropas que comandaba bajo la autoridad del capitán general de Aragón. Despojado del cargo y sin cuerpos que dirigir, el militar navarro decidiría asaltar la Ciudadela, la Plaza fuerte de Pamplona, con el ánimo de comunicarlo después a las demás provincias españolas para lograr apoyos a su causa. Contaba al parecer con que las guarniciones militares de Huesca, Jaca, Monzón, Caspe e incluso Zaragoza le habrían de secundar, por lo que no fue un conato tan carente de organización, como ha veces se ha expuesto, o el testimonio de Espoz es exagerado. 

El hecho es que, la tarde del 25 de septiembre, marchó desde el cuartel general de Muruzábal a Puente la Reina, donde estaba el 1º Regimiento, desplazándose después con éste hacia la capital del reino. Una vez allí, habría ordenado a la tropa descender al foso y colocar las escalas que permitirían superar la muralla, pero sólo acataba la orden el coronel Górriz. Los demás oficiales le habrían desobedecido, influyendo a su vez en el ánimo de los soldados. Tras algún altercado con éstos, Espoz y Mina daba orden de regresar a Puente la Reina. 

El virrey conoció al día siguiente lo sucedido, pero la noticia se conoció en Pamplona con mayor tardanza, lo que habría permitido la huída del coronel Asura, el mayor Cía y Javier Mina, que había sido liberado hacía tiempo por los franceses. A Górriz le arrestaban sus propios oficiales y Espoz partía a Puente la Reina para intentar liberarlo, pero el esfuerzo resultaba infructuoso. Después de una semana más en Navarra, el ex-comandante tuvo conocimiento que Ezpeleta había dispuesto que varias columnas le persiguiesen, por lo que decidió partir a Francia. 
Pasado bastante tiempo, las Cortes asignarían a su madre, Teresa Ilundáin, viuda del lugar de Idocin, 2.000 pesos fuertes de «gratificación». La interesada, en febrero de 1819, pediría a la Diputación algún adelanto porque todavía no había recibido lo que se le había asignado, decidiendo los diputados abonarle 300 duros
.

Las razones que normalmente se han esgrimido sobre la actuación de Espoz son que se debió a una pataleta, por no haber recibido la Capitanía, o a falta de organización, ya que Espoz conocía de sobra los Decretos sobre la disolución de los cuerpos francos. Sin embargo, también se puede achacar el fracaso a que los oficiales y soldados se jugaban la vida en el intento y dada la situación parecía poco probable el éxito. Para defender esta hipótesis, aun reconociendo la poca documentación existente sobre el caso, se pueden observar las acciones de Espoz y allegados durante el periodo constitucional y la exposición que los oficiales del 1º Regimiento de Voluntarios hicieron a la Diputación después del conato. Su versión de los hechos exculpaba al comandante navarro y defendía sus buenas intenciones. Ezpeleta tomó medidas después del golpe y envió un ofició a la Diputación a finales de septiembre para que lo hiciese público, en el que se resaltaban las circunstancias del suceso. 
Destaca también el hecho de que Espoz permaneciese ocho días en Navarra, a la espera del desarrollo de los sucesos antes de huir al país vecino. Hay quien interpreta este hecho como un signo de que no habría perdido aún la esperanza en el éxito, ya que las comunicaciones con otros regimientos se habían cortado por las lluvias. Górriz y Cía serían fusilados, mientras que otros oficiales permanecerían presos hasta el golpe militar de 1820. Este grupo social de descontentos, procedente del campesinado en general e integrado después a la vida militar, se identifica con los liberales que despuntarían durante el Trienio. Se habrían adherido a ellos algunos comerciantes de Pamplona, los encargados de la Hacienda de la División y otros intelectuales como el poeta Manuel Quintana o Foronda. Sin embargo, «lamentablemente nada se sabe del activismo de los liberales navarros en estos años, excepto el acoso y prisión que sufrieron a partir de la expatriación del general…» Tras el golpe fallido, el virrey prosiguió con el proceso de licenciamientos, en concreto de la mitad de la División, trasladándose el resto a Aragón. Cabe reseñar asimismo el abandono a que se vieron relegados los voluntarios, lo que hizo a algunos optar por el bandolerismo
. 

¿Qué partido tomaría la Diputación ante tales circunstancias? Los diputados enviaban una circular a los municipios en octubre de 1814, informando de los graves sucesos, con miras a evitar que la insubordinación se extendiese. Numerosas poblaciones contestaron acusando el recibo de la carta. Es de destacar la oferta de mediación de Félix Sarasa, antiguo oficial de la División y encargado de las partidas de seguridad creadas en periodo constitucional, quien había deseado convencer a Espoz de que depusiese su actitud a cambio del indulto. Los diputados, ante situación tan delicada,  decidían no actuar sin consultar previamente al virrey. De nada servirían tampoco las negociaciones destinadas a indultarlo, de parte de algunas personalidades, incluidos algunos eclesiásticos. Hay que reseñar también las supuestas promesas de devolver el dinero que había exigido a los pueblos, los rumores de que había recibido una porción de tierra en Cataluña, así como las dudas sobre la veracidad de estas noticias. Del mismo modo, se conocía la posibilidad de que Espoz tuviese contactos con otros militares en la misma situación y el peligro que suponía. 
Aun y todo, la Diputación decidía interceder de forma positiva ante el Rey para conseguir su remisión y emitió una nueva proclama destinada a limpiar la imagen de la División, destacando sus hazañas anteriores. Los diputados acordaban suspender después una legación al Rey sobre el caso, al haberse recibido el reglamento que indicaba la desaparición de los «cuerpos francos». Entonces se mantenían relaciones con la Diputación de Álava y Guipúzcoa al respecto y se reconocía oficialmente el recibo de la Real Orden que obligaba a la clausura de la División de Navarra, que Espoz ya había recibido a principios de septiembre. A pesar de ello, durante un periodo subsistirían los problemas creados por los batallones en Navarra y en otros territorios limítrofes. 
La provincia de Álava se quejaba ante el comandante general de Guipúzcoa, por ejemplo, por el comportamiento de los soldados del Regimiento de Fernández acantonado en su territorio, en el pueblo de Oyón, y después el malestar se trasladó al órgano foral navarro. Éste respondía que debido a la tenacidad de Espoz y Mina todavía no había quedado resuelta la disolución, a pesar del empeño de las autoridades. Mientras, desde Álava se argumentaba que a pesar de la Orden que permitía marchar a los militares a la recolección seguían en activo, culpando a Espoz y Mina de no cumplir los Decretos. 

A mediados de septiembre, desaparecían de forma definitiva los regimientos debido a la presión del virrey y a Espoz se le apartaba del mando. Sin embargo, hasta abril de 1816 se encuentran aún referencias que hacen alusión a los voluntarios. En concreto a los que se encontraban fuera de Navarra y que todavía no se habrían licenciado, por lo que los diputados instarían a que se realizase de una vez por todas. Casi al finalizar el Sexenio, en julio de 1819, el abad de Badostáin Andrés Martín remitiría dos tomos a la Diputación sobre las acciones bélicas de los cuerpos de voluntarios
. 
Por lo tanto, la aplicación de la Real Orden de disolución de los «cuerpos francos» fue complicada y lenta, de modo similar a todo el proceso de transición involutiva del régimen liberal al sistema anterior. El problema de los excombatientes aglutinados en la División de Navarra, incluido el propio comandante, fue una de las repercusiones principales de la guerra. La reinserción fue muy dificultosa y creó numerosos inconvenientes, porque bastantes individuos tardaron en readaptarse a la vida civil y otros no llegaron a hacerlo, conformando partidas de hombres dedicadas a actividades consideradas fuera de la ley. 

Dentro del ámbito castrense el ministro de la guerra había emitido una Real Orden, a finales de agosto de 1814, por la que se concedía el Fuero Militar a quienes hubiesen sido merecedores durante la guerra. Era otra medida que marginaba a los militares que no eran de carrera y que se habían forjado en la resistencia contra el enemigo. Por ello, las últimas disposiciones mencionadas y el no haber conseguido la Capitanía habrían llevado a Espoz a tomar una resolución en apariencia desesperada, protagonizando así el primer intento del ciclo de insubordinaciones militares de carácter antiabsolutista. El militar ya habría mantenido contactos anteriormente con otros que se encontraban descontentos y relegados como él, al tiempo que intercambiaba tensos comunicados con el virrey, negándose incluso a disolver al menos parte de sus regimientos. 

Sin embargo, y a pesar del peligro que supuso, la insubordinación de Espoz no se silenció del todo, ya que se dio repaso a la lista de oficiales que se negaron a secundarle. Esta medida iba encaminada a solicitar del Rey, a través del ministro de la Guerra, el reconocimiento de los mandos que se habían resistido a las órdenes de Mina y la consecución de un ascenso para ellos y para otros antiguos oficiales de la División. Con posterioridad, en junio de 1815, un Real Decreto ordenaría que un comisionado de cada provincia presentase en la Corte todas las banderas y otros símbolos militares de los cuerpos disueltos. La Diputación solicitaba que fuese el presidente de la misma, el obispo de Pamplona, quien se encargase del cometido
.

 Por lo tanto, el problema de la reinserción de los antiguos guerrilleros supuso otro inconveniente en el proceso de rehabilitación de las instituciones del reino y el normal funcionamiento de las mismas. Las dificultades se agravaron con el tribunal creado por su comandante general, cuyas actividades proseguían después de la guerra. Además, el conato de insurrección que protagonizó causó cierta alarma, aunque a su vez despejó el camino al Gobierno y la Diputación para volver de forma paulatina al anterior estado de cosas. Sin embargo, el proceso de licenciamiento y reintegración a la vida civil de los excombatientes fue largo y no exento de tensiones y paradojas. De hecho, los mandos militares del Ejército regular contarían con la autoridad de Espoz para dirigir parte del cambio, quien instaría a algunos de sus efectivos al abandono de las armas. También se vieron implicadas algunas provincias limítrofes, ya que las actividades de la División de Navarra se habían extendido a ellas, llegando a tener bastante influjo en Aragón. En efecto, Espoz habría esperado el apoyo de otras plazas fuertes de estas regiones, circunstancia que finalmente no resultó favorable al ex-comandante.
Otra de las consecuencias de la guerra fue las reclamaciones económicas al Gobierno francés, que ocuparían prácticamente todo el Sexenio. Las Cortes de 1817-18, por ejemplo, habilitarían a Fausto Foronda para gestionar las demandas en París de los empréstitos que se habían impuesto contra el reino durante la invasión. Poco después, en noviembre de 1818, la Diputación examinaría una circular en la que se contemplaba la posibilidad de reclamar a Francia 113.000 duros que se habían entregado en 1808. Después, al haber salido Foronda de la capital francesa, la Diputación nombraría a Mateo de Barbería para que gestionase el cobro
.
Para concluir este apartado, la guerra de la Independencia supuso la continuación de una crisis institucional, económica y social que se había iniciado incluso antes de la guerra de la Convención. Si en ésta última Navarra ya había sufrido algunas consecuencias, durante la dominación francesa el reino quedó expoliado, perdió su condición foral y se experimentó el primer periodo del constitucionalismo. La restitución de los fueros aparecería como un alivio que se habría de plasmar como máximo exponente en la celebración de Cortes. Aunque las disposiciones legisladas fuesen más o menos novedosas, cuestión que se matizará en el capítulo dedicado a la asamblea, ¿lograrían sacar al reino de la postración? 
Uno de los condicionantes principales fue el lastre derivado de la guerra, que contribuyó a desbaratar la administración foral y a sumir a los municipios y a la población en la penuria financiera. Tampoco hay que olvidar la inestabilidad política, los nuevos esfuerzos de los Cien Días, la enorme deuda pública de la Monarquía y su mala gestión fiduciaria. Por lo tanto, se puede afirmar sin error que las repercusiones negativas de la invasión francesa fueron una constante durante prácticamente todo el Sexenio. Constituyeron una verdadera rémora para la recuperación socio-política, pero sobre todo económica. Por ello, este aspecto debe ser tenido muy en cuenta, ya que fue un condicionante del que sería muy difícil librarse y que tendría su continuidad en los siguientes conflictos; las guerras Realista y Carlistas. 
2. El restablecimiento del régimen foral.
Ya se ha visto que Navarra fue una de las últimas regiones en verse liberada del yugo francés, por lo que la vigencia y aplicación de la constitución de 1812 duró poco tiempo y tuvo en apariencia escasa repercusión. Este último aspecto es importante, ya que la mayoría de los autores están de acuerdo en lo mismo, pero hay excepciones. Por ejemplo, alguno reseña que Espoz y Mina había enviado una felicitación a las Cortes españolas en febrero de 1813 y ejemplares de la carta magna a los pueblos o que se había festejado la proclama en muchos municipios, entre julio y noviembre del mismo año, con evidentes muestras de alegría popular. Al respecto, cabe reproducir la siguiente reseña: «en Navarra, singularmente, la proclamación de la constitución coincide con la retirada de los franceses, y de este modo, la celebración jubilosa de la paz y el juramento de fidelidad al nuevo orden se producen al unísono.» 

Sin embargo, las mismas celebraciones se volverían a experimentar el año siguiente con el restablecimiento foral. Por ejemplo, el Ayuntamiento de Pamplona y el de Estella se habrían de adherir a las ceremonias con motivo del regreso de Fernando VII. Al conocerse en Pamplona la derogación constitucional, el 16 de mayo de 1814 hubo una manifestación pública y al día siguiente una demostración militar en la que se habrían quemado numerosos ejemplares de la carta gaditana. Además, la Diputación participaría en agosto al mariscal la ratificación de los fueros por parte del Monarca, respondiendo Espoz de inmediato. No parecen aquellos argumentos, por lo tanto, ser prueba suficiente para asegurar que parte de la población se inclinara de forma consciente por los cambios liberales, incluido el mismo comandante de la División de Navarra
. 
Se han rebatido también las razones que explicaban la supuesta ignorancia de los sectores sociales más desfavorecidos respecto de la situación política. Aun y todo, tampoco parece base sólida que permita asegurar que la voluntad popular hubiera estado a favor del cambio constitucional. A pesar de ello, sí se deben tener en cuenta las mencionadas actitudes de rebeldía, propiciadas más que todo por la penuria económica y la crisis social. En resumen, durante el corto periodo de aplicación del liberalismo en Navarra, sí convencen más las razones que se refieren a la negativa de los campesinos a seguir pagando derechos feudales al clero y a la nobleza, oposición que según algunos estudios se mantuvo en parte durante el Sexenio. Es asimismo elocuente el cuadro desolador de los agricultores tras tantas y tantas exacciones de diversas tropas durante la guerra. Eran abusos que se continuaban dando y aún habrían de padecerse con mayor intensidad durante los Cien Días
. 

Ante tales problemas, no es de extrañar que este grupo social al límite de la supervivencia se protegiera al amparo de una constitución, que deseaba abolir diezmos e iniciar desamortizaciones contra los grupos que oprimían al campesinado. Esta observación parece ajustada a la realidad, pero la solución no es tan sencilla para Navarra a la hora de explicar el fenómeno liberal o la reacción contraria, tal y como se verá a lo largo de este trabajo. Entre otros condicionantes, que se expondrán con mayor profundidad, no hay que pasar por alto la polarización geográfica, las diferentes formas de vida y prácticas agropecuarias, condicionadas por la orografía, la altitud, la climatología y la cercanía a Francia y a Castilla. Además, hay que tener muy en cuenta la proporción de propietarios de parcelas de tierra u otras explotaciones, su extensión y rendimientos.
El rechazo al régimen constitucional en Navarra, al menos por parte de las autoridades y la mayoría del clero y la nobleza, parece quedar patente desde su aplicación en territorio foral en septiembre de 1813. Incluso antes, habían existido tensiones entre la Regencia y las autoridades navarras por la poca ayuda prestada a la resistencia. Al entrar en vigor el liberalismo, las fricciones continuaron entre la Diputación provincial recién conformada, el uno de octubre de 1813, y las Cortes nacionales. En este caso, el motivo había sido la contribución exigida por el nuevo Gobierno liberal de la nación. Los diputados navarros se excusaron además por no haber podido realizar las gestiones relativas a la confección de las estadísticas previas al reparto hacendístico, mientras que el Estado mostraba el desagrado por no haberse ultimado los informes
. 

Las mismas autoridades navarras, a su vez presionadas por los mandos militares del Ejército regular, proseguían exigiendo contribuciones a los municipios, competencias que no correspondían a la Diputación, según las Instrucciones dejadas por las Cortes, sino a los tres estados. El clero, por su parte, se negaba a pagar las cuotas exigidas para el mantenimiento de las tropas, mientras que en la División de Navarra comenzarían las deserciones y revueltas. Coincidiendo con la disolución de la Diputación constitucional, Antonio Roselló, gobernador militar de la plaza de Pamplona, transmitió en mayo de 1814 la orden para que los municipios navarros tributasen 1.505.538 reales en el plazo de 24 días, repartidos entre las 5 merindades
.

Una vez expuestos estos antecedentes del periodo anterior, se hace necesario retornar a los acontecimientos nacionales que propiciaron la vuelta al absolutismo monárquico. De este modo, podemos estudiar su repercusión en Navarra, así como el nivel de participación de sus gobernantes en el proceso. Cuando el Rey se encontraba en Valencia, un sector de los diputados de la facción no progresista le hicieron llegar un Manifiesto, que ha pasado a ser conocido por la historiografía como el de Los Persas. ¿Cuál sería la trascendencia del texto? ¿Qué supondría para la futura vida política, social y económica de los territorios que componían la nación? 
He ahí la clave, ya que la manifestación de disconformidad contra la anterior obra gaditana supondría el punto de inflexión que habría de marcar la paulatina abolición de las reformas liberales y la vuelta a la foralidad en el antiguo reino. Desde ese momento, el retorno progresivo al despotismo ilustrado de los Borbones sería inminente, recuperándose también de forma paulatina el Derecho foral, entre no pocas tensiones con la Monarquía. Para la población, en general, la entrada de Fernando VII en el país habría supuesto una especie de panacea a todos los males, después de todas las desgracias ocurridas durante la larga invasión. Sin embargo, vemos que la realidad en Navarra pudo ser al menos algo o bastante diferente, hecho de vital importancia en el que interesa ahondar en este trabajo. 
Hay quien defiende que al menos parte de los firmantes eran proclives a un cambio reformista dentro de un régimen monárquico y quien afirma que entroncaban con el más puro absolutismo. Por lo tanto, la visión sobre la intencionalidad y repercusiones del manifiesto es diferente y se observa desde perspectivas diferentes, hecho que ha quedado destacado por los diferentes autores y tendencias interpretativas. Aun y todo, de ahí se derivan algunas reflexiones, como que durante el proceso de transición la realidad política y social española no fue tan simple como se ha venido mostrando, sino que hubo luchas de intereses entre los mismos diputados. A pesar de ello, la sociedad en general a la vuelta del Monarca parecía estar claramente inclinada hacia la restauración, quedando supuestamente el espíritu de 1812 representado por un sector ideológico de escasa o nula base popular. 
La exposición anterior entronca con el hecho de que el liberalismo convulsivo fue prematuro en España y además nació en un periodo bélico. El fenómeno parece encontrar explicación en que, a pesar de seguir el modelo de los países del sur y el este europeo, ligado al atraso estructural de las instituciones y a un desarrollo social de base agraria, el influjo de las ideas francesas y la inestabilidad política y militar habrían propiciado el inicio de la desintegración del Antiguo Régimen desde fechas tempranas. Resultado de la precocidad e inmadurez del caso español habría sido el giro involutivo de 1814, tras el regreso del Monarca del exilio, ya que la adopción del constitucionalismo se caracterizó por fases de evolución y regresión, que en el primer periodo sobre todo se vieron delimitadas por sucesos violentos. Estos episodios serían la característica y tónica general en España durante casi todo el siglo XIX y, por lo tanto, se observa cómo esta explicación evolutiva encaja de modo correcto hasta ahora. 
A consecuencia de lo expuesto, el caso navarro habría sido muy representativo debido al atraso estructural, ligado a su vez a la perpetuación del sistema de los fueros de origen medieval y a su vez propiciado por las repercusiones inmediatas de la guerra. ¿Pero, qué sucedió en Navarra realmente? Sabemos que los representantes navarros se abstuvieron de firmar el manifiesto y sólo lo hicieron los alaveses, secundando la primera postura también los diputados de Vizcaya y Guipúzcoa. 
La restauración absolutista de 1814 contó con el apoyo de un sector al menos del estamento militar y, de hecho, el general navarro Francisco Javier Elío fue uno de sus protagonistas principales. Siendo o no golpe de estado, como defienden unos u otros autores, supuso un acto de intromisión de los militares en la vida civil, característica también del proceso de transformación política que se da en la implantación del liberalismo en España. Numerosos estudios afirman que Fernando VII fue bien recibido por la mayoría de la población, debido al estado de penuria social y económica en la que se encontraba tras los últimos y gravísimos acontecimientos. La restauración en el poder del Monarca se debió de realizar, por lo tanto, sin empleo absoluto de la violencia militar y las Cortes liberales no habrían opuesto ninguna resistencia, aunque como se ha mencionado parte del Ejército estaba al menos en posición amenazante ante cualquier contrariedad
. 

Se hace necesario recordar los acontecimientos que se sucedieron en España, ya que los diputados disconformes se entrevistaron en Valencia con el Rey y le solicitaron la anulación de todos los cambios acaecidos durante su ausencia. Por su parte, el Cabildo Catedralicio reclamó la rehabilitación de la Inquisición, a la par que Elío prometía el mantenimiento del Trono con todas sus prerrogativas. Estos hechos coincidieron en el tiempo con otras circunstancias favorables a  la Monarquía, como la noticia de la abdicación de Napoleón Bonaparte. Fernando VII, con semejante cúmulo de apoyos, sancionó el Manifiesto con la esperanza de restablecer el status quo anterior a su partida. Después del 4 de mayo, fecha en la que se dio a conocer el Decreto de abolición constitucional, comenzarían al punto las reestructuraciones políticas. Se anularon progresivamente todas las disposiciones anteriores, las instituciones representativas recién inauguradas desaparecerían y las nuevas órdenes fernandinas plasmadas en Decretos y Cédulas acapararían después el ámbito legislativo.
Por lo tanto, es difícil precisar si la contracción política nacional se debió a la iniciativa de los estamentos más preeminentes y a la ayuda de parte del Ejército o se propició por la inmadurez de las conciencias colectivas sociales. Parece que ambos factores tuvieron su peso en el proceso de regresión. Lo que sí es evidente es que el periodo vendría marcado por la crisis económica y social heredada de la guerra, por la ineficacia en la gestión de los gobiernos fernandinos, a pesar de algunos intentos de reforma sin éxito, y finalmente por una nueva revolución de claro protagonismo militar. 

Son hechos más o menos aceptados hoy en día por todos los historiadores, por lo que el debate debe darse por cerrado en lo que se refiere a estos aspectos. Sin embargo, algunos representantes nacionales sí habrían deseado la aplicación de un sistema más cercano a una monarquía constitucional, próxima al liberalismo doctrinario. Parece poco probable que el proyecto hubiese alcanzado buen fin, por la dificultad de hermanar monarquía absoluta y potestad de la nación. De hecho, a pesar de que el Monarca al poco de la derogación de la obra de Cádiz prometía la celebración de cortes estamentales, la realidad durante el Sexenio habría de demostrar que ni siquiera se las convocaría. A pesar de ello, el antiguo reino sí conseguiría congregarlas, porque a su vez el Monarca necesitaba la contribución de los navarros, que en virtud de su autonomía sólo podía ser estipulada por los tres estados reunidos en Cortes. 

Ahora bien, ¿cuál fue la verdadera reacción de los navarros ante el retorno del Rey del exilio? Del estudio de los hechos concretos se desprende que la realidad fue cercana a la línea interpretativa mencionada, pero con importantes matizaciones. Los representantes, aunque no apoyaron de forma activa la restauración, sí condenaron las reformas liberales cuando interesó recobrar la condición foral del reino. Por ello, las autoridades llegaron a ensalzar el texto anticonstitucional, pero sólo a la hora de reclamar la restitución del contrato que regía con la Corona. Por lo tanto, la Navarra institucional se posicionó a favor del absolutismo, a pesar de que éste y la foralidad no fuesen ni mucho menos fórmulas políticas equiparables en su plenitud. 

Entonces, ¿qué papel jugó Navarra realmente en la restauración? ¿De qué modo se benefició o le perjudicó el proceso y cómo se desarrolló? Cabe afirmar que la respuesta de las autoridades fue proclive a la involución y durante el periodo anterior constitucional se habrían limitado a cumplir de forma pasiva con la legalidad vigente, como se ha visto. Queda por precisar hasta qué punto los gobernantes contribuyeron a todo ello, ya que participarían activamente en la restitución foral, que de forma inevitable aunque no directa estaba ligada al retorno al absolutismo. 

Este último aspecto es muy importante, siendo uno de los temas principales de la tesis: las relaciones existentes entre la Monarquía absoluta y el Derecho foral. Además, si durante el proceso de restitución de los fueros se dio una actividad diplomática intensa con el Gobierno, es ajustado pensar que las autoridades no fueron en absoluto ajenas a los sucesos anteriores. Por ello, se habrían mantenido contactos previos con las personalidades que propiciaron la vuelta al absolutismo, ya que algunos nobles navarros mantenían relación con individuos destacados del ámbito castrense o pertenecían a él. Por lo tanto, los gobernantes del reino eran conocedores de todo el cambio involutivo y fueron proclives al mismo, pero no participaron de forma activa salvo en lo que se refiere a la recuperación del sistema foral. 
En consecuencia, se suscitan varias preguntas ligadas a la restitución de los fueros. ¿Recibió la población de Navarra con verdadero agrado la vuelta del Rey y la restauración de las instituciones del Antiguo Régimen? ¿Las autoridades mantuvieron una actitud de cautela en las negociaciones al respecto con el Gobierno? ¿Cómo vivió la población el retorno al régimen foral? ¿Existió realmente en Navarra el germen de una oposición liberal organizada que se implicase de forma directa en la posterior insurrección de 1820? 

Si Navarra había quedado convertida en provincia por las Cortes de Cádiz, perdiendo su condición de reino de origen medieval, la restitución del régimen foral sucedería de inmediato al restablecimiento monárquico, prolongándose en los meses posteriores. Sin embargo, incluso antes de la recuperación del status anterior saldrían a relucir las intrincadas relaciones políticas y económicas con la Monarquía. De otro lado, y como ya se ha visto, este territorio había sufrido de forma directa la ocupación francesa hasta los últimos momentos, por lo que las secuelas de posguerra eran más intensas. En consecuencia, la Administración foral se hallaba muy distante de sus características políticas y socioeconómicas habituales. 
Hay que recordar que la recuperación de la condición de reino posibilitaba la celebración de Cortes generales, tal y como estaba contemplado en el Derecho navarro. Se esperaba de la ansiada reunión que reorganizase política y económicamente el reino. Por lo tanto, la mayoría de la población, sobre todo de los estamentos más pudientes, habría recibido con sumo agrado el regreso del Monarca y la restitución de sus fueros. En definitiva, la vuelta al anterior estado de cosas, que si no quizá el mejor, sí habría sido el más cercano a las aspiraciones de la mayoría de los navarros. Sin embargo, quedan aún por tener en cuenta otros posibles condicionantes, utilizados por la historiografía foralista en relación con el proceso, como el peculiar carácter de los navarros o la antigüedad de sus instituciones. Se intentará delimitar hasta qué punto estos argumentos influyeron en las actitudes de la población, en pro o en contra, y concretamente en los diferentes grupos sociales. Mientras, la resistencia liberal habría sido mínima, protagonizada únicamente por Francisco Espoz y Mina y su grupo más inmediato de colaboradores.

La aparente satisfacción por la vuelta inminente al status de reino, sobre todo de las autoridades de los tres estamentos, tampoco estaría exenta de fuertes dosis de cautela. Se debía en gran medida a las anteriores ofensas o agresiones que Carlos IV había realizado contra Navarra en materia legislativa, conocidas en la época como «agravios». La Monarquía borbónica había despachado órdenes y decretos a Navarra contrarios al sistema foral, no tanto por su contenido como por el procedimiento. El Consejo Real del reino, órgano dependiente del Rey, no había dado conocimiento de las normas a la Diputación, derecho conocido como «pase foral». Ésta debía determinar la legalidad o no de las ordenanzas, a la espera de que se elevasen a proyecto de ley del reino por los tres estamentos reunidos en Cortes, y después ser sancionadas por el virrey.  

A consecuencia de ello, la restitución foral y la consiguiente necesidad de convocar a la asamblea obedecían también de forma muy directa al anhelo de derogación de los anteriores Reales Decretos contrarios al reino. Tal y como estipulaban las leyes de Navarra, antes de entregar la contribución a la Corona se hacía del todo necesaria la «reparación de agravios» Los dirigentes navarros conocían ya de sobra el procedimiento: no había «donativo» o contribución pactada con la Hacienda estatal sin la revisión de las leyes de la Monarquía. Por otro lado, la cautela de los agricultores y grupos menos pudientes se habría cifrado en que tendrían que volver a abonar diezmos y otros impuestos abolidos. Además, estaba el problema de la venta de los comunales de los pueblos, la penuria económica que llegaba a un grado que se puede calificar de crisis de subsistencias, etc. 
En consecuencia, la actitud de los navarros respecto al retorno de la Monarquía fue algo diferente a la del resto de los españoles. Aunque en esencia fue similar al principio y se manifestó en alivio y satisfacción, acompañados de ciertas reservas, poco a poco la realidad demostraría no ser tan halagüeña. Aparte de los problemas que se expondrán a continuación, unas situaciones de normal pasadas por alto que se acercaban más al Nuevo Régimen como impago de impuestos feudales, gravámenes al clero y nobleza, venta de comunales y redención de censos, tendrían que ser adecuadas al antiguo sistema político foral por necesidad. En apariencia, ambas concepciones eran contradictorias y el resultado estaba abocado de momento al fracaso.  
Todos estos hechos son reflejo de la inestable situación política y la grave coyuntura económica y social de Navarra, tras el final de la guerra de la Independencia y previamente al restablecimiento de los fueros. La realidad era que se encontraba sumida en el caos y mantenía  una situación bastante tensa con el Gobierno central, había un enorme descontento entre la población y quien más perjudicado resultaba era el pueblo llano. Los medios de subsistencia basados en las actividades agropecuarias y el comercio se hallaban desbaratados y las tropas permanecían o transitaban por el territorio todavía con gran asiduidad. Por ello, la actividad de la Administración se centró en aquel periodo en recuperar el sistema foral vigente antes de la reforma constitucional y de la guerra. La segunda prioridad de las autoridades fue la respuesta a las continuas demandas de aportes militares, problema que fue una constante durante todo 1814, que a su vez se agravaría el siguiente año por causa de los Cien Días. En consecuencia, la euforia experimentada por el retorno del Rey en todo el territorio nacional se habría extendido como hemos visto a Navarra, con algunas peculiaridades que también se han reseñado. 
El restablecimiento de los fueros en Navarra fue un proceso paulatino, lento y dificultoso. Aunque se inició inmediatamente después de la derogación constitucional del Monarca y se prolongó en lo esencial durante algunos meses hasta septiembre de 1814, no culminaría hasta la celebración de las Cortes de 1817-18. Por ello, aunque las instituciones del reino y las locales fueron mudando progresivamente durante ese tiempo, debe ser contemplado todo el cambio en su conjunto para comprender realmente lo que supuso y cuáles fueron sus connotaciones verdaderas. Las gestiones oficiales encaminadas a su consecución habían dado principio en mayo, cuando la Diputación constitucional ya había enviado varias cartas a Madrid. Iban dirigidas al militar Francisco Javier Elío y a su hermano Joaquín, uno de los diputados, así como a Miguel Valanza, que había sido representante de Navarra en la Junta Central. Debían presentarse en audiencia ante el Monarca y exponerle las cuestiones relativas a la restitución, de vital importancia para el futuro del reino. Del mismo modo, se habían enviado misivas al duque de San Carlos y a los diputados navarros de las Cortes nacionales
.
Las misivas estaban dirigidas exclusivamente a la recuperación del sistema foral, pero la primera de ellas sí que hacía mención expresa al Manifiesto de los Persas. Además, se inclinaba de forma abierta por el tradicionalismo y la restauración absolutista, manifestando la negativa de colocar en Pamplona la placa conmemorativa de la Constitución. Sin embargo, las informaciones observadas en conjunto ayudan a precisar la verdadera implicación de las autoridades en el proceso, ya que los comunicantes recordaban también al Soberano el juramento que había hecho en 1799, siendo todavía Príncipe de Asturias, de mantener al reino con todos sus fueros
. 
En consecuencia, la verdadera intencionalidad de las autoridades era demandar la pronta restitución de la foralidad, con el fin de que todo retornase a su estado habitual y se pudiese dar fin en breve al caos que asolaba a Navarra, pero también para recuperar sus prerrogativas estamentales. Para ello, no se escatimaron esfuerzos a la hora de contactar y solicitar la ayuda de individuos destacables en el proceso involutivo de vuelta al Antiguo Régimen. No se deben perder de vista las actividades desarrolladas por estas personalidades, en nombre del reino, para el restablecimiento de los fueros. Son evidencias que denotan los contactos de la nobleza militar con los representantes gubernamentales o con otros individuos que propiciaron la vuelta al absolutismo en España. Sin embargo, estas mismas relaciones habrían de manifestar la convivencia incómoda entre el Derecho foral y la Monarquía, aunque los comunicados que se entregaron en la Corte reconociesen el respeto y fidelidad hacia el Rey. 

También tuvo Francisco Espoz un papel relevante en la aplicación de las normas absolutistas, ya que daba a conocer desde el cuartel general de Muruzábal, el 30 de mayo, cuatro reales órdenes dictadas por el Soberano español. El primer Decreto, del 4 de mayo, resolvía eliminar la figura del jefe político, que en el caso de Navarra había recaído en Miguel Escudero Ramírez de Arellano. Esta norma tendría consecuencias inmediatas en la clausura de la Diputación provincial, dependiente del cargo anterior. Fernando VII, convencido de los perjuicios que se derivaban de esta fórmula institucional, estableció transferir el mando político a los capitanes y comandantes generales de las provincias, con prerrogativa de elegir en el futuro a quien estimase más oportuno. Esta primera medida suponía un paso importante para cortar con la herencia administrativa dejada por la Regencia y por las Cortes de Cádiz
. 
El segundo Real Decreto hacía referencia al orden público mediante una advertencia a los pueblos. Se exhortaba a que los municipios olvidasen cualquier tentativa de perturbar la paz ciudadana. Nadie debería intentar la destitución de las autoridades impuestas por el nuevo Gobierno y deberían abonarse las contribuciones establecidas. Cualquier cambio que fuere necesario realizarse en la Administración pública sería efectuado sin miramientos. La ciudadanía debería mantenerse sumisa y alerta a la posibilidad de toda novedad que fuese necesaria ante las delicadas circunstancias. 
El tercer Decreto declaraba abolidos, a partir del 28 de marzo de 1814, día en que se había conocido la noticia de la llegada del Monarca a Gerona, todos los nombramientos, concesiones y favores otorgados con anterioridad por la Regencia y Cortes constitucionales. Sólo tendrían validez si alguna de las decisiones adoptadas por ambos organismos fuese ratificada por el Rey. El último Real Decreto hacía referencia al origen divino de la Monarquía y consideraba la necesidad de implorar el  auxilio de Dios mediante rogativas que habrían de celebrarse en todos los territorios nacionales. Esperaba el Monarca conseguir la protección y ayuda del Todopoderoso, ya que por haberle sido restablecida la Corona era dependiente de su gracia
.

Del análisis del contenido de estas normas pueden extraerse algunas reflexiones. En primer lugar, el retorno al sistema administrativo de gobierno de las provincias mediante capitanes y comandantes generales suponía la vuelta al método instaurado por Felipe V, basado en el modelo del despotismo ilustrado francés. Este era el caso de Navarra, donde el virreinato incluía las funciones militares y era dependiente de la Corona. Las siguientes órdenes expuestas dan fe del autoritarismo monárquico y de la ausencia de cualquier tipo de representatividad popular a la hora de participar en la toma de decisiones. En la última ordenanza se encuentra la referencia más clara al mito del poder real emanado desde el cielo, concepción antiquísima de la cual ya hacían gala los soberanos sumerios, babilonios o egipcios. El despotismo ilustrado borbónico del siglo XVIII había adoptado esta ideología. Mediante las reformas de la ilustración, los soberanos habrían procurado el beneficio del pueblo, a través del desarrollo económico, técnico, sanitario, etc., pero siempre con la idea muy presente de que la institución monárquica emanaba directamente desde el Creador. 
El Derecho foral reconocía la figura de los reyes españoles desde la conquista de Navarra, siempre y cuando que éstos jurasen el respeto y mantenimiento de los fueros y las prerrogativas a ellos asociadas. En consecuencia, la vocación monárquica de las autoridades se debía a la condición de pacto mutuo entre ambos poderes, que en el caso del reino era de dependencia e incluso de sumisión hacia la Monarquía española. Por lo tanto, esta relación por sí sola no explica posibles aspiraciones absolutistas de sus habitantes, sino que tan sólo muestra la conveniencia de apoyar y proteger a la Corona como un medio de preservar a su vez el sistema foral. De ello, se expondrán pruebas elocuentes a lo largo de este trabajo. Además el Fuero había nacido en la Edad Media, precisamente para controlar el poder regio.
Llegaron a los municipios otros decretos reales por orden expresa de Francisco Espoz y Mina, quien todavía ostentaba el cargo de general de la División de Navarra, Alto Aragón y provincias. En los comunicados figuraban los nombramientos ministeriales de tres de mayo de 1814, ratificados por el primer secretario de Estado y del Despacho. Este puesto recaía en el duque de San Carlos; a Miguel Lardizábal y Uribe se le nombraba secretario de Gobernación de Ultramar (Marina), la cartera de Gracia y Justicia la ocuparía Pedro Macanaz y Luis María Salazar estaría al cargo de la Hacienda
.

Figuraba en los comunicados la prohibición taxativa de hacer público cualquier acuerdo administrativo sin la previa autorización de la autoridad política. De modo similar, comenzaba una época de censura para las representaciones dramáticas. Quedaba así inaugurada la época de control monárquico y de prohibiciones, que duraría seis años y que se conoce como Sexenio Absolutista. El Rey anunciaba las causas que le  habían llevado a suprimir la constitución liberal y los diversos decretos de las Cortes generales y extraordinarias. En el ámbito jurídico las disposiciones obligaban a que, hasta nuevo aviso, fuese la Justicia ordinaria de los pueblos representada por los alcaldes y las autoridades con atribuciones judiciales, así como los jueces autorizados, las Audiencias, Intendencias o instituciones provinciales de Gobierno y Justicia, quienes velasen por la Ley. Todos los organismos ligados al Antiguo Régimen borbónico, no sólo judiciales sino administrativos, serían quienes impartiesen sobre leyes desde entonces. En resumen, la Monarquía estaba retornando al sistema anterior respecto a la Administración de Justicia
. 
En la misma línea política el Rey ordenaba, contando con el parecer de los secretarios y el recién restaurado Consejo de Estado, hacer acatar también las disposiciones a los consistorios. El 24 de mayo de 1814 se suprimieron los ayuntamientos constitucionales, perdiendo sus atribuciones Cabe incidir en que las anteriores medidas liberales poca aplicación habían tenido durante los pocos meses que mediaron entre el final de la guerra y el retorno al absolutismo. Por lo tanto, apenas había dado tiempo a desarrollarse actividad alguna al respecto, máxime dado el caos que reinaba en las administraciones locales. Sin embargo, sí se habrían experimentado algunos cambios
.

Al final del conflicto armado se habían adoptado las fórmulas establecidas por la carta magna. El calificativo «constitucional» empleado en las sesiones ordinarias y extraordinarias de los ayuntamientos desaparecería enseguida con la reacción absolutista. El procedimiento en sí no habría tenido mayor trascendencia si no se hubiesen variado algunas de las atribuciones y hubo muchos inconvenientes a la hora de retornar al sistema anterior. En Estella, por ejemplo, con anterioridad había dos empleos de alcalde; el primero de ellos cumplía las funciones de juez ordinario y juez del crimen del mercado de la ciudad y su jurisdicción. El otro ocupaba el segundo escaño, con atribuciones de jurado cabo y juez de la Judicatura de los Términos y Campos. Por lo tanto, tenían claras atribuciones judiciales que se habían clausurado durante el periodo constitucional y que a su vez habían sido asumidas por el tribunal de la Auditoría de Navarra creado por Espoz y Mina
. 

En el primer periodo del restablecimiento foral, el regimiento de Estella quedaría compuesto de un alcalde, 7 regidores y 2 procuradores síndicos. Es de destacar además cómo en los diferentes plenos no firmaban ya al inicio de sesión todos los componentes de la corporación, como solía ser habitual, sino que según se tratase de una jornada u otra el número de los individuos que comparecieron a las sesiones varió. El mismo consistorio despacharía una consulta a la Diputación, en agosto de 1814, referente a la Real Cédula expedida por Fernando VII sobre la vuelta a la estructura administrativa de los ayuntamientos tal y como se encontraba antes de comenzar la guerra. Los miembros del consistorio no estaban seguros si la normativa debía comenzar a aplicarse de inmediato o bien debían esperar a recibir el comunicado oficial. La contestación fue que el Ayuntamiento debería consultar el asunto con los letrados, ya que se comprendía dentro de la jurisdicción del Derecho y habían entrado ya en vigor todas las anteriores leyes del reino. 
Acto seguido responderían los abogados a las dudas del consistorio: «no admite la menor duda que han debido ya cesar los Ayuntamientos que se llamaron Constitucionales y puesto en posesión a los que servían los empleos de republica en el año de mil ochocientos ocho». ¿Cuál era la salvedad?: que en Navarra, en virtud de su régimen especial, no se podía obligar al cumplimiento de esta sanción sin haber pasado por el examen del Consejo del Reino y con conocimiento también de la Diputación. Incluso, podría suscitarse la duda de si la disposición real era o no contraria  a los fueros. Un factor más entraba en juego a fe de los letrados, ya que las atribuciones de los ayuntamientos constitucionales se habían prorrogado provisionalmente, por el Real Decreto de 4 de mayo de 1814 que había iniciado el retorno al absolutismo. También esta Orden se había observado en Navarra a pesar de no haberse comunicado de forma oficial, lo que significaba un error de forma que era una constante entre ambas administraciones 
La conclusión final de los juristas dejó bien claro que, ya que las anteriores disposiciones se habían cumplimentado a pesar de no haberse comunicado por sobrecarta, no veían ahora inconveniente que fuese cumplida la ordenanza. Además, estas medidas estaban  encaminadas al restablecimiento del anterior sistema de gobierno en los municipios navarros, por lo que debían aplicarse de inmediato. ¿Qué consecuencias acarrearía la resolución? En principio, en Estella se rehabilitaría en sus cargos a quienes los ocupaban con anterioridad en 1808, debiéndose asimismo reemplazar los empleos que hubiesen quedado desde entonces vacantes. Sin embargo, los consistoriales se negarían hasta no comunicarse la resolución de forma oficial con todas las garantías del reino
.

Tras la negativa de los capitulares, el Ayuntamiento acudía ante el Consejo del Reino. Sus jueces expedirían la orden pertinente por la que los aludidos habrían de aceptar en fechas inmediatas sus cargos. Sin embargo, algunos todavía acudieron al Real Consejo alegando la imposibilidad de ocupar escaños por causa de su edad avanzada. Debido a ello, fue necesaria la designación nada menos que de otro alcalde y 4 regidores para completar el cupo, siendo de nuevo necesaria la autorización del órgano consultivo navarro. En septiembre de 1814 se suscitarían nuevos inconvenientes, ya que en Estella no se nombraban los representantes municipales porque se extraían por sorteo restringido. Este condicionante habría de ser obstáculo a la hora de nombrar las vacantes y de que quedasen cubiertas para la fecha ordenada por el Consejo, ya que además estaba el asunto de los impedimentos o incompatibilidades. Por lo tanto, aunque se rehabilitó a los antiguos componentes y se nombraron nuevos para las plazas vacantes, aún se debieron superar no pocos escollos burocráticos y de incompatibilidad de empleos para conformar un nuevo Ayuntamiento que tardaría meses
.

A pesar de estos inconvenientes, el restablecimiento monárquico y la vuelta a las anteriores instituciones debió de ser bien recibido por los miembros de no pocos ayuntamientos, no sólo por los anteriores perjuicios padecidos, sino a causa también de la corrupción administrativa propiciada bajo el sistema organizativo del Antiguo Régimen. Los regidores, por ejemplo, podrían percibir en adelante las comisiones que se les había anulado durante el corto periodo constitucional. Estos individuos cobraban un canon, en función de prácticas fraudulentas y habitualmente aceptadas, que consistían en gravar aún más los arriendos de los servicios. En síntesis, las cuotas recibidas por los supervisores municipales volverían a gozar de permisividad, tal y como era característico en la tradición de los concejos.

La aplicación de la nueva normativa y el retorno al sistema local vigente antes de la guerra fue bastante complejo en Navarra, como se ha comprobado. De ello, hay también constancia en otros comunicados que los municipios dirigieron a la Diputación del reino bien avanzado el año. Por ejemplo, Tudela declararía en agosto de 1814 que uno de sus representantes habilitados en 1808 había formado parte del Consejo de Intendencia del Gobierno intruso
. 
Respecto a las administraciones locales, los ayuntamientos se conocían en la época como «regimientos» y contaban para su financiación con el Vínculo o almacén público y el ramo del mismo nombre a él asociado. Se tenía que hacer frente, además de a múltiples necesidades del periodo derivadas de la guerra, al salario de los empleados, incluidos los maestros y los médicos, a otros gastos públicos y en ocasiones se contribuía a otras obras sociales como hospicios y orfanatos. Similar caso se daba con la Hacienda foral, tal y como se verá, porque se había reorganizado a mediados del siglo XVII y se nutría de las aportaciones de villas y pueblos, de los ramos del Vínculo y el de Caminos, del estanco del tabaco y chocolate y los impuestos a la exportación lanera. 

La realidad cotidiana era mucho más prosaica para los ciudadanos. Las arcas locales se hallaban en un estado penoso tras el esfuerzo económico efectuado con motivo de la guerra de la Independencia. Los municipios recaudaban de los impuestos indirectos al consumo y de las rentas que procedían de las propiedades comunales, de los conocidos como «bienes de Propios y Rentas» alquilados a particulares y a los que no tenían derecho los vecinos, al contrario de los que eran de uso común. Los arrendamientos eran de diferentes tipos: unos permitían roturar tierras concejiles, mientras que otros sólo autorizaban a aprovechamientos secundarios como pastoreo de ganados, recogida de leña, etc. Los ayuntamientos y concejos también podían  utilizar los terrenos públicos como aval, a la hora de pedir préstamos a particulares en momentos de especial dificultad. Este hecho había dado origen a la venta de patrimonio público, pasando a manos privadas, y posteriormente a las enajenaciones de los prestamistas por impagos, ambos casos a raíz de las necesidades económicas causadas por la confrontación bélica. Estas situaciones se legalizarían durante las Cortes de 1817-18, pero no como un avance consciente hacia el liberalismo, tal y como han afirmado algunos autores ―cuestión que será desarrollada en el siguiente capítulo—, sino como la única solución posible al caos existente.
Dentro del ámbito local, otro de los problemas vigentes era la perpetuación del sistema de los gremios de herencia medieval, siendo uno de los síntomas del retraso administrativo y económico, ya que el corporativismo gremial suponía un freno al desarrollo de la industria artesanal. La estructura perduraría de acuerdo con una reglamentación amparada por el absolutismo monárquico, aunque los Borbones ya hubiesen dado algunos pasos para flexibilizarla y hacerla más acorde a las circunstancias según el modelo ilustrado
. 

Del mismo modo, la regulación sobre las transacciones comerciales continuaba siendo bastante estricta en 1814, controlada por las rígidas disposiciones municipales y en general por un sinfín de situaciones complejas. La libre circulación y venta de mercancías no era posible, salvo en condiciones codificadas mediante el sistema de arriendo de los servicios de despacho o abasto de mercaderías. De esta forma, mediante las listas de expedientes antes mencionados se recaudaba el monto derivado de los impuestos sobre consumos, con las consecuencias resultantes que también han sido expuestas. La contrapartida de los resultados derivados de las ordenanzas serían el desarrollo del tráfico ilegal y la imposición de multas a los infractores, descubiertos mediante el método de retribución al delator. 

Todo ello contribuía de forma decidida al proteccionismo comercial, al atraso en los medios de transporte e infraestructuras de comunicación, a la pervivencia de un sector agrícola y ganadero sin modernizar y finalmente al freno del desarrollo social y económico. También suponía una rémora a la recuperación de la crisis de posguerra, agravada por las nuevas exigencias militares. A pesar de todos los condicionantes que propiciaban este retraso de principios del siglo XIX, por ejemplo, Estella contaba por entonces con una incipiente industria artesanal, que no se hallaba libre de tributación al consistorio, sino que debía contribuir en función del número de unidades fabricadas en los talleres locales. En el ámbito agropecuario era importante la producción de vino, por lo que introducirlo de fuera de la ciudad estaba sancionado. Además, existían otros tipos de recursos tanto agrícolas como manufactureros y comerciales. 
En paralelo a lo que aconteció en el resto de España, una vez que se suprimieron los ayuntamientos constitucionales, se volvería a conformar enseguida la Diputación. Sin embargo, los gobernantes navarros y otros representantes de los dos estamentos preeminentes continuarían realizando sus propias gestiones. No cejarían hasta ver restituidos todos los derechos, lo que implicaba el reconocimiento expreso del Monarca de la condición de reino y, en consecuencia, también la facultad de celebrar Cortes por estamentos .

 La Diputación legítima o del reino se inauguró oficialmente el 15 de junio de 1814, con días de adelanto sobre el Real Decreto de suspensión de las provinciales, lo que es un dato destacable del anhelo por recobrar las instituciones. En el acto sólo estuvieron presentes dos miembros: por el brazo nobiliario, Miguel Escudero, quien había sido jefe político durante el anterior periodo y pertenecía a la nobleza militar, y Carlos Amatria por el estamento de las universidades. Los dos habían formado parte del órgano foral conformado después de las Cortes de 1801, que se disolvió en Huesca en noviembre de 1808 debido al acoso del enemigo. Otro de los componentes de aquélla había fallecido, se trataba de Antonio Sarasa, miembro por la ciudad de Pamplona.  Por ello, los dos diputados que inauguraban la primera sesión decidieron comunicar a la capital que se hacía necesario otro nombramiento, que recayó en Vicente Azcona y Sarasa. 
Después, el veintidós de junio se incorporaría como presidente el obispo de Pamplona, Joaquín Javier de Uriz. La designación del representante eclesiástico se realizó por sorteo junto al obispo de Tudela, el prior de Roncesvalles y el vicario general del Obispado. Se hizo así porque la abadía de la Oliva, a cuyo abad correspondía la presidencia, se encontraba clausurada desde la guerra. Sin embargo, asumiría la presidencia de la Diputación el 31 de mayo, sustituyendo al primero que partió a la Corte. A principios de julio se integraron, por la ciudad de Pamplona, Vicente Azcona y Sarasa, y Montero. Para el puesto de síndicos se designaron a Felipe Baráibar y Ángel Sagaseta, mientras que la Secretaría estuvo al cargo de José Basset y su hijo Diego María, quienes serían a su vez secretarios de las penúltimas Cortes
. 
Aunque la principal preocupación de los dos diputados en funciones fue el restablecimiento foral íntegro, no por ello se han de pasar por alto otras cuestiones de índole militar, que se expondrán más tarde con detenimiento. La legítima continuaría sus gestiones en la Corte relativas al restablecimiento de la autonomía, por mediación de Joaquín de Elío, que había salido para Valencia, y el agente en Madrid Francisco Arrieta, quien debía entrevistarse con el duque de San Carlos. A la par que esto sucedía, en Madrid se conformaba el nuevo Gobierno. El duque de San Carlos continuaría al frente del ministerio de Estado y Pedro Macanaz en el de Gracia y Justicia, a Luis Salazar se le trasladaba al de Marina, Cristóbal de Góngora ocuparía la vacante de Hacienda y Eguía ocuparía la cartera de Guerra. La ratificación del primero causó satisfacción a los dos diputados navarros, porque habría de facilitar la designación del anciano conde de Ezpeleta de Beire para el cargo de virrey y, por lo tanto, el restablecimiento foral. En efecto, el general en jefe del 4º Ejército comunicaba a la Diputación del reino la elección, el 21 de junio de 1814, a través del gobernador militar de la plaza de Pamplona. 
A partir de la conformación del Gobierno español y con la esperanza sobre todo cifrada en la personalidad mencionada, los diputados solicitaron la rehabilitación de los tribunales navarros y la presidencia del Real Consejo para el licenciado Alejandro Dolarrea, a la sazón alcalde de la Real Corte. Todos estos esfuerzos estuvieron encaminados a lograr el retorno a las anteriores formas de gobierno, la principal prioridad del órgano navarro. Las gestiones fueron poco a poco rindiendo su fruto, ya que en julio se restituía oficialmente la figura política y militar del virrey, la Diputación del reino y los órganos anteriores de Justicia: Consejo Real del reino, Corte Real, Cámara de Comptos, alcaldes con atribuciones, etc.

Sin embargo, el reconocimiento real del régimen navarro se dio a conocer en agosto de 1814, mediante las credenciales que enviaron desde Madrid Joaquín Elío, el síndico Alejandro Dolarrea y el agente delegado del reino, Ángel García. Examinado en su conjunto el restablecimiento foral fue un proceso paulatino y no exento de graves tensiones, tanto con el Gobierno como dentro del reino. La Monarquía retardó el proceso de restitución hasta completarse la totalidad de los fueros y hubo problemas legales que contribuyeron a agravar el caso, aunque pareciesen quedar solucionadas las reivindicaciones y la organización política retornase a los métodos anteriores a la invasión. A estos hechos hay que añadir las constantes peticiones de Cortes por parte de la Diputación, a través de las diferentes legaciones que se conformaron. El gestor del reino en la Corte se informaba además sobre la posible eliminación de las barreras aduaneras interiores o la conveniencia de su traslado a la frontera con Francia
.

Otro de los problemas más graves de toda la restitución foral se debió a un defecto de forma, que afectaba de forma directa al reconocimiento de los fueros y el sistema político navarro. La causa fue que al Real Decreto que había rehabilitado al reino le faltaba el visto bueno del ministerio de Gracia y Justicia y tampoco había pasado por la Secretaría de Estado. Sucedió así porque un funcionario «covachuelista» había apostillado la «confirmación» de los fueros, cuando según los diputados no necesitaban de confirmación alguna, sino simplemente de una orden real de restitución. Esta noticia, venida desde Madrid a través del legado Joaquín Elío, indica hasta qué punto la vuelta al Antiguo Régimen navarro entorpecía la marcha de un recién recuperado absolutismo monárquico. Éste, a su vez, iniciaba esfuerzos por salir del déficit financiero sobre la base de una futura reforma hacendística nacional. En consecuencia, y habiéndose negado la rectificación, la Diputación del reino decidía en agosto no validar el Real Decreto por el que se confirmaban los fueros de Navarra. Además, el gestor en la Corte anunciaba la inconveniencia por el momento de demandar al Rey Cortes generales, petición que debía ser por otro lado comunicada por el virrey. 

Por todo ello, se volvería a tratar con el Gobierno de las negociaciones respecto al reconocimiento foral, puntualizándose que el funcionario del ministerio de Gracia y Justicia había sustituido la palabra correcta. Aunque en sí pareciese un hecho trivial, encerraba otras connotaciones políticas, porque se habría querido restar legalidad al proceso de restitución. Los diputados solicitaron de nuevo al virrey que intermediase en la rectificación del Gobierno, aprovechando una ocasión en que Ezpeleta diese aviso al Monarca de otros decretos contrarios al reino. Los representantes navarros insistieron en la demanda de la convocatoria de Cortes y recordaron la ilegalidad de la última asamblea de 1801, ya que no se había convocado a los tres estados, sino que la reunión se había limitado a la aprobación de la cuota contributiva. Tenida cuenta que el anterior cónclave reconocido por los estamentos se había celebrado entre los años 1794 y 1797, hacía once que se no convocaban Cortes legítimas, a pesar de que las leyes del reino lo exigían cada tres años. Si a este hecho se añade la especial coyuntura bélica acaecida y los cambios políticos constitucionales, encontramos un panorama desolador en la Administración del reino, que lejos de remitir se iría agravando en la primera mitad del Sexenio. 

Otro problema más se sumó a los muchos que se dieron durante la restitución foral. El virrey había comunicado a la Diputación, también en agosto de 1814, la orden de Madrid que obligaba a Navarra a devolver a Guipúzcoa las ciudades de Irún, Fuenterrabía y Lezo, así como sus territorios portuarios. Estos últimos eran los más importantes, porque habían sido puertos estratégicos pertenecientes al reino desde septiembre de 1805 por concesión de Carlos IV. En consecuencia, los intereses comerciales de Navarra se verían todavía más perjudicados y afectarían a algunas poblaciones cercanas al litoral cantábrico. La villa de Lezo, por ejemplo, envió una carta a la Diputación en la que exponía su negativa a la incorporación a la provincia de Guipúzcoa. Tuvo que acatar la orden del ministerio de Hacienda, que se hizo oficial en septiembre de 1814 tras conocer los diputados el oficio del virrey
. 

A pesar de todos los inconvenientes y retrasos que envolvieron el proceso de restitución foral, todo parecía marchar más o menos al gusto de las autoridades y grupos estamentales de influencia política. Entre las diferentes actividades de los diputados que cabe reseñar, el virrey comunicó por entonces varias órdenes reales sobre el periodo anterior a la restauración absolutista. Una de ellas versaba sobre los impuestos entregados a los franceses y otra eximía de la contribución de 1808 a los «basallos». Se vio un oficio del director de rentas sobre los sueldos de los jefes políticos y empleados de las diputaciones provinciales y otras instituciones del periodo constitucional. Por lo tanto, la Diputación tuvo que seguir empleándose a fondo al poco de su inauguración en solucionar problemas derivados del pasado.

Los sucesos militares tuvieron tanta relevancia como los políticos, ya que el protagonismo del Ejército o de los excombatientes fue manifiesto. De hecho, la primera representación escrita por los diputados al Monarca había hecho referencia a los sacrificios de la población por las continuas exigencias militares, tanto durante la guerra como en el periodo posterior. En realidad, lo que quedaba reflejado era la extrema penuria de los habitantes del reino y la necesidad de un auxilio económico que no habría de llegar. En junio, se había pedido la salida del reino de las tropas que no fuesen las exclusivas de la Plaza de Pamplona. Esta demanda encontró respuesta, ya que se recibió la promesa de que los cuerpos militares irían retirándose a territorios de Castilla. Sin embargo, al mes siguiente, la Diputación volvería a quejarse de lo mismo arguyendo que el coste militar para Navarra sólo del pasado mes de mayo ascendía a millón y medio de reales. A pesar de que la cifra era más que significativa, los diputados añadieron que no estaba justificada semejante cantidad ni las exigencias continuas de víveres a costa del reino. El motivo era que entonces sólo se encontraban en territorio foral ocho Regimientos de Infantería, uno de Caballería y la Artillería de la Plaza de Pamplona. 
Los diputados recordarían al «intendente interino» del Ejército y contador de Rentas Reales, Manuel Ormaechea, cuando demandaba raciones e itinerarios en nombre del intendente del 3º Ejército, que en Navarra no se reconocía aquel cargo, por lo que su presencia era contraria a los fueros. Él argumentaba que ocupaba el cargo de forma provisional, ya que la petición de itinerarios, bagajes, etc. correspondía al virrey, pero como no estaba en funciones hacía falta un sustituto. Los diputados devolvieron su petición sin satisfacerla y elevaron una protesta a la Corona, ya que además había «establecido las aduanas en su frontera con la Francia», lo que como se verá más adelante era también contrario a la foralidad
.

Por lo tanto, durante el primer semestre de 1814 fue constante el tránsito por Navarra de unidades del Ejército español, a pesar de que la guerra anterior ya era historia. Los costes de mantenimiento de las mismas al paso por las ciudades hubieron de ser sufragados de nuevo por las haciendas públicas locales. Serían numerosos los ciudadanos obligados a ceder sus caballerías y jumentos para portar bagajes o armas de las tropas. Los municipios entretanto, como en la anterior guerra, continuaban enviando diferentes comisionados para entrevistarse con los militares y concertar los suministros de víveres. 

En suma, el esfuerzo destinado a abastecer al Ejército se prolongaba para algunas localidades, pero no era mucho en comparación a lo que les habría de demandar la Corona el año siguiente. Entretanto, Espoz había exigido raciones en junio de 1814 para cinco regimientos de la División, incluido uno de caballería, y además reclamaba algunas cantidades de peculio adeudadas por los pueblos. Son evidencias de que los esfuerzos económicos continuaron para los ciudadanos antes, durante y después de todo el proceso de restitución foral
. 

Son de destacar las exigencias del gobernador militar, sobre todo encaminadas al suministro de bagajes por parte de los municipios. Del mismo modo, insistiría en la necesidad de decretar el reparto de millón y medio de reales contra la población. Este gravamen extraordinario lo había dispuesto la Diputación anterior, la provincial, no llegando a efecto por causa del Decreto de 4 de mayo. Pero no era éste el único lastre de la anterior época. Por ejemplo, la factura presentada por los anteriores diputados en el momento de su cese, en mayo de 1814, había incluido unos 800.000 reales de los «gastos puros de la secretaría del jefe político y los sueldos», desde su instauración, incluidos los del secretario y oficiales. En la partida iban incluidos los costes de la propaganda que la provincial había impreso. En vista de ello, la Diputación del reino solicitaría en septiembre el reintegro o el descuento de esa cantidad, alegando que ya se había sufragado
. 

Uno de los problemas mayores del ámbito castrense se dio con las Partidas de Seguridad, que la Diputación provincial había establecido en diciembre de 1813.  Félix Sarasa, excombatiente de la División de Navarra y entonces comandante del cuerpo de orden público, se quejaba de no disponer de efectivo para pagar a los 220 soldados a sus órdenes. Los diputados del reino se desentendieron, remitiendo su reclamación al contador Ormaechea. Al respecto, la Diputación determinó que fuese el general de la 8ª División del 4º Ejército quien decidiese sobre el caso
. 

El Monarca disponía disolver a continuación todos los «cuerpos francos», lo que incluía la División de Navarra conformada durante la guerra. Sobre el caso existen algunas contradicciones que parecen interesantes de exponer —aunque ya se han mencionado—, porque su incidencia durante la restitución foral fue manifiesta. Por ejemplo, a comienzos de agosto, el ministro de la Guerra instaría a Espoz a que se pusiese al frente de las tropas para evitar los problemas derivados de los abandonos, ya que los soldados no se reintegraban a la vida civil de forma satisfactoria. El mismo Espoz emitiría después una proclama dirigida a los soldados con el mismo fin, exhortando a su vez a volver a filas a quienes habían desertado. El gobernador militar le confería el mando interino a los pocos días, lo que denota las paradojas existentes en el ámbito castrense y las dificultades en la aplicación de las reformas, que no fue inmediata ni mucho menos. Al mismo tiempo, continuaban las quejas de los municipios de Andosilla, Milagro y Vera de Bidasoa en relación a las contribuciones exigidas por el comandante navarro de «modo arbitrario y gravoso», como quedó reflejado en el arresto del alcalde de Milagro por parte del 2º Regimiento de la División. Por otro lado, la villa de Caparroso sufriría durante aquellas fechas, por parte de la guerrilla, la presión sobre el alcalde y el arresto del escribano.

Por lo tanto, estas situaciones se generaron sobre todo por los ex-combatientes y otros desórdenes sociales derivados de la crisis de posguerra. Todo ello denota una vez más las dificultades del periodo y la complejidad de la transición del constitucionalismo a la foralidad. Si sumamos otros hechos y circunstancias evidentes, como que el virrey que debía asumir las funciones de capitán general del reino no lo haría hasta muchísimo después, alcanzamos a comprender que la problemática fue mayor de lo que se pensaba. Además, es otra evidencia del protagonismo de los militares en el proceso. El caso navarro se complicaba aún más si cabe por su especial contribución al Ejército, por el influjo y poder de la División de Navarra, a causa de la pervivencia del Tribunal de la Auditoría y por su situación fronteriza. 
Confirmado Ezpeleta en el cargo de virrey de Navarra, pero no en el de capitán general, Espoz seguiría manteniendo correspondencia con los diputados bien entrado el mes de agosto de 1814, manifestando el deseo de que los suministros a las tropas se hicieran del mismo modo que se había organizado en Aragón. Además, Ezpeleta de Beire todavía permanecía en Madrid y no juraría su designación en el reino hasta el mes siguiente, a la par más o menos que sucedía la rehabilitación de los tribunales. 
A partir de mediados de septiembre la actividad del virrey fue intensa, sobre todo en lo que se refiere a los suministros a las tropas del Ejército español y los que se habían efectuado a la División con anterioridad. No pocos pueblos remitieron informes al virreinato al respecto, que a su vez se comunicaban a la Diputación. Después de la orden de disolución de los cuerpos francos, continuaron todavía las comunicaciones con las provincias vascongadas, sobre todo con Guipúzcoa y Álava, con el fin de que todos los voluntarios regresaran a sus hogares
.
El problema del orden público se hizo muy patente en el periodo, en gran medida primero a causa de las deserciones y después por los licenciamientos forzosos. La villa de Leiza se quejaba en agosto, al comandante José Tomás Valcarlos, de estar contribuyendo de forma excesiva a la persecución de malhechores, refiriéndose a los ex-combatientes. Como el conflicto no era exclusivo de Navarra sino que se extendía a otras provincias, Álava y Guipúzcoa delegaron en Manuel de Idiáquez, quien debía comunicarse con la Diputación del reino en relación con los desertores. 
Por lo tanto, las gestiones administrativas encaminadas al restablecimiento de las instituciones forales se vieron reforzadas con reuniones y correspondencia con las provincias vascongadas. Como es lógico, no sólo soportaban el problema de la permanencia de los guerrilleros, sino que también estaban interesadas en recuperar su autonomía. A finales de 1814, el diputado general de Guipúzcoa comunicaría a sus homónimos navarros que el Rey había resuelto que la organización política, de la provincia exenta, volviese a la situación en que se encontraba antes de la guerra.  El 9 de enero de 1815, el ministro de Gracia y Justicia haría pública la Real Orden por la que se restablecían los fueros, buenos usos, costumbres, privilegios, franquicias y libertades de las tres provincias vascas. Por esta ley, Guipúzcoa dejaba además de percibir los derechos de guerra establecidos en sus puertos y fronteras. En consecuencia, aunque los esfuerzos principales se dirigieron hacia la recuperación foral, ello también incluía la clausura de los cuerpos de la División de Navarra, la reinserción de los voluntarios, la extinción de la Auditoría y la rehabilitación de los tribunales navarros
. 
Sobre las actividades del Tribunal de la Auditoría cabe puntualizar que, a pesar de la rehabilitación paulatina de las instituciones del reino, continuó sentenciando durante un periodo sobre asuntos de índole civil. Incluían sus sentencias «ventas de bienes concejiles o ejecutorias contra ayuntamientos o propietarios morosos», a veces por petición de los mismos pueblos y particulares. Quienes no se sintieron satisfechos con los veredictos promulgados recurrieron a la Diputación, que intentó por todos los medios propiciar su desaparición total, tal y como había sido contemplado por el Decreto de veinticinco de junio de 1814. No sólo su extinción tampoco fue inmediata, sino que se derivaron numerosos inconvenientes de esta situación, tal y como se verá a enseguida
. 

Hasta tal punto llegaron los enfrentamientos, que las autoridades de Estella hicieron llegar el mismo mes un comunicado al despacho del primer secretario de Fernando VII. La finalidad era quejarse de los agravios recibidos por el tribunal, el desorden existente en la administración de las leyes y la ausencia de una Corte de Justicia general en Navarra. Ante tales circunstancias adversas, el Ayuntamiento solicitaba saber del Rey si debía rendir obediencia al tribunal del comandante navarro. Los ediles quisieron destacar la circunstancia que calificaba a la ciudad como segunda en importancia del reino —de hecho era la cabeza de la segunda merindad, después de la de Pamplona, en cuanto a renta general—. También remarcaban el comportamiento ejemplar de los estelleses durante la guerra, así como su respeto hacia la Corona.
El consistorio estellés también envió un pliego al primer secretario real, el duque de San Carlos, manifestando el deseo de crear una comisión que rindiese honores al Rey. Sin embargo, los problemas económicos del municipio impedirían que se llevase a la práctica. Era preferible emplear el dinero de los costes del viaje en el auxilio de los enfermos y heridos de guerra, ya que debían sufragarse los gastos del hospital militar emplazado en el monasterio de Irache. Los ediles agradecieron al secretario la generosidad mostrada durante el tiempo que había estado en Navarra, en la fase final de la contienda. La Hacienda local de Estella habría contribuyendo además, al inicio de la restauración absolutista, al aprovisionamiento de la División de Navarra y al auxilio de los prisioneros que habían retornado en fechas inmediatas desde Francia
. 
Por su parte, los diputados acordaron en julio enviar una copia de la Real Orden al gobernador militar de la plaza de Pamplona, a instancias de la ciudad de Tudela, para que cesasen las actividades de la Auditoría. Sin embargo, a partir de esa fecha serían constantes las protestas de los municipios a la Diputación, incluido el de Estella, lo que denota el influjo anterior del tribunal y su resistencia a disolverse. El consistorio estellés ya había mantenido al menos un litigio con la Auditoría, durante el breve periodo constitucional, en relación a la venta de vinos. Entonces la sentencia había sido favorable al Ayuntamiento, tras conocerse el resultado del recurso elevado ante el jefe político
. 

Las tensiones continuarían así hasta la completa restitución foral y la clausura definitiva del tribunal guerrillero. El cuerpo de Justicia había tenido su finalidad en tiempo de confrontación bélica, pero tras ella abarcaba competencias sobre todo tipo de asuntos civiles y criminales, de la misma manera que cuando se conocía con el nombre de Auditoría de Guerra. Los navarros sólo podían ser juzgados por la Corte Mayor, el Consejo Real o los alcaldes ordinarios de las ciudades con atribuciones. Ni siquiera bajo el estado de conflagración debían comparecer ante otro cuerpo de Justicia, salvo con la presencia de algún alcalde de la Corte, tal y como estaba estipulado en las leyes promulgadas por monarcas anteriores. 
En el mes de agosto de 1814, el consistorio estellés mantenía aún el litigio y el alcalde se quejaba de «las tropelías que se quieren hacer contra su persona, y la de su compañero». Poco después, la Diputación acordaba comunicar al alcalde de Estella como contestación a su queja de arresto, que el mismo Espoz ya había ordenado que la Auditoría se disolviese y que el detenido fuera puesto en libertad. Otros municipios, como Los Arcos o Arróniz,  también enviaron enérgicas protestas a la Diputación antes de su definitiva clausura. 

Por su parte, el gobernador militar ordenaba que la Auditoría cesase de inmediato todas sus actividades, comunicando a los jueces de ese tribunal, Crisanto Arteaga y Fermín Sanz, que entregasen la administración judicial a los alcaldes ordinarios. Lejos de suceder así, Espoz reclamaba de la Diputación el cobro del importe de las Bulas en el reino, solicitando que Tudela y otros municipios abonasen sus atrasos. 

Mientras, en Corella se preguntaban si los eclesiásticos debían aportar las contribuciones que les exigían los excombatientes. Los diputados, por su parte, replicarían no tener competencias y que aunque las tuviesen no despacharían las órdenes. Por lo tanto, el vacío del poder judicial se vio absorbido por las actividades de la guerrilla. Una vez conseguidos los objetivos de hacer desaparecer, tanto la División de Navarra como el Tribunal de la Auditoría, la Diputación volvería a elaborar otro suplicatorio para el Rey con el fin de que restableciese los anteriores tribunales
. 

Los diputados también emitieron algunas proclamas al respecto para la población, que hacían referencia a la Real Orden de quince de septiembre de 1814, por la que la División de Navarra pasaba a estar bajo la dirección del capitán general de Aragón, despojando a Espoz de la dirección de la misma y destinándolo a un despacho de la ciudad de Pamplona. Meses antes habían comenzado los desencuentros entre Fernando VII y Espoz y Mina, ya que las audiencias que había mantenido en Madrid durante el mes de julio no habían sido nada satisfactorias. Pero sería el veinticinco de septiembre de 1814 cuando intentaría el asalto a la Ciudadela o plaza fuerte de la capital. Por causa del conato fallido, la Diputación volvería a emitir una circular de uso público, para que los militares de la División no siguiesen su ejemplo y obedeciesen las disposiciones de la Corona. Del mismo modo, los políticos navarros decidieron enviar otro informe detallado a la Casa Real sobre los sucesos
. 

Aunque parece quedar evidenciadas las contradicciones de Francisco Espoz, sin embargo, su participación activa en el golpe militar de 1820 y su colaboración con posteriores gobiernos liberales tras la muerte de Fernando VII, arrojan dudas sobre sus actuaciones anteriores. Por si fuera poco, el Manifiesto lo habría publicado él mismo en Huarte, en una imprenta del Ejército de la División que él comandaba. Espoz y Mina que tanto había luchado liderando la resistencia, se vio relegado del ámbito de las competencias militares y políticas. Pedro Girón describía en sus memorias la opinión que Fernando VII tenía de Espoz: el Monarca estaba al parecer influenciado por la leyenda de crueldad que rodeaba al navarro y por sus supuestos latrocinios. Esta imagen que Fernando VII tenía de él, habría provocado entre otras causas que la relación entre ambos fuese muy negativa, hecho que no sucedió por ejemplo entre el Rey y Palafox, que sí era por otro lado militar de carrera
.

Con anterioridad había llegado al Ayuntamiento de Estella una disposición de Espoz y Mina, comandante general en ese momento, en la que se instaba a la celebración oficial del establecimiento de la entonces vigente constitución. En consecuencia, se puede comprobar que la figura de Espoz y Mina fue muy controvertida en la época. Cabe aclarar que sus verdaderos apellidos eran Espoz Ilundáin, ya que el de Mina lo había adoptado tras la captura de su sobrino Javier Mina en Labiano en 1809. Lo habría dispuesto así como una forma de perpetuar su memoria entre los voluntarios y aglutinar a los diferentes cuerpos de la guerrilla, en suma una estrategia del que se convertiría después en comandante en jefe de la División de Navarra. 
Por lo tanto, en virtud de algunas de sus actuaciones, habría mantenido una postura ambigua entre el constitucionalismo y la perpetuación del status de reino en Navarra, conceptos en la época irreconciliables o al menos muy difíciles de compaginar. De hecho, también había felicitado a la Diputación del reino por la ratificación de los fueros por el Monarca, incluso aunque ya se conociese el nombramiento de Ezpeleta como virrey. Además, recibió el mando militar interino de Navarra como mariscal de campo un mes después, en agosto de 1814. A pesar de ello, su verdadera aspiración era la Capitanía de Navarra, lo que podría interpretarse como una ingenuidad por parte de Espoz, ya que de forma habitual estaba asociada al Virreinato y recaía como es lógico en el virrey. Sin embargo, la edad avanzada de Ezpeleta podría haber incrementado sus falsas esperanzas
. 
Su capacidad innegable de liderazgo, que había forjado desde cero durante la guerra, le habría llevado a acercarse al Monarca a su regreso y a despreciar la constitución para así perpetuar su influencia en el reino. Comoquiera que Fernando VII no le concedió la Capitanía, protagonizaba una insurrección el veinticinco de septiembre de 1814 incluso sin el apoyo de sus militares más fieles, lo que le llevaría finalmente al fracaso más estrepitoso y al exilio. En las motivaciones del comandante de la División de Navarra parecen apreciarse tendencias más o menos oportunistas, aunque sean innegables su valía y la labor realizada contra el enemigo. Su ambición habría sido no ser despojado del poder, que con tanto esfuerzo había logrado durante la invasión francesa, porque había tenido que someter previamente e incluso eliminar a otros jefes de partidas guerrilleras. 
Ya se ha mencionado que sus actuaciones son de similares características a las de otros militares sin carrera que habían despuntado durante la invasión. Al finalizar la guerra y con la disolución de los cuerpos francos, la mayoría se vieron en una situación comprometida, como sucedió con algunos de los mandos de la División de Navarra que habían estado a las órdenes de Espoz. Sus planes no le habrían salido bien durante la primera restauración absolutista, por lo que más tarde se decantaría hacia posturas liberales. En consecuencia, y como se desprende de sus actuaciones, Espoz y Mina no habría sido inicialmente proclive al progresismo ni mucho menos. Durante la guerra se habría adaptado al constitucionalismo por los motivos expuestos y no habría dudado después en sumarse al rechazo público de la carta magna, para volver a abrazar el liberalismo en 1820. Espoz conspiraría desde el exilio y cuando supo de las noticias que acontecían en España, durante el primer trimestre de ese año regresaría a Navarra. Su conversión definitiva, por lo tanto, se debió de producir tras su intento fallido de pronunciamiento y la consiguiente huida forzosa a Francia. Del mismo modo, los contactos que allí mantuvo habrían sido decisivos y no hay que perder de vista la relación con su sobrino Javier Mina. Desde este país, y según su propia versión, estuvo al tanto de todos los acontecimientos que sucedían en España y en Navarra.
Con la desaparición de los cuerpos militares y organismos administrativos y judiciales creados por Espoz durante la guerra, los municipios se habrían de ver más libres respecto a las competencias de sus ayuntamientos y ya no tendrían que entregar algunas cuotas exigidas. A pesar de ello, desde entonces sería el Consejo Real del Reino quien supervisase sus administraciones y la carga impositiva habría de continuar. El problema de los aportes económicos se perpetuaría, ya que las contribuciones destinadas a raciones, transporte de bagajes y hospitales militares se mantuvieron en beneficio del Ejército español. Tudela, por ejemplo, informaba en octubre habérsele exigido raciones y bagajes para el 6º Batallón de Navarra
.  

En los meses finales de 1814, después de extinguida la División y la Auditoría y huido Espoz al país vecino, continuaría el tránsito y permanencia de los cuerpos del Ejército español y las exigencias a los municipios. Las principales fueron la manutención de la tropa y el transporte de bagajes y armamento. Los diputados recordaron al virrey que las Reales Órdenes al respecto debían ponerse en conocimiento de la Diputación antes de entrar en vigor, derecho del reino originario del s. XVII que se conocía como «pase foral». Estas circunstancias impidieron no sólo que la mayoría de los municipios saneasen sus anteriores deudas, sino que les sumió en un mayor déficit, dándose situaciones extremas que han quedado reflejadas en las reiteradas quejas. De hecho, el problema del abastecimiento a los cuerpos militares fue prioritario para la Diputación recién conformada, como ya se ha reseñado

Entretanto, continuaban los nombramientos de altos miembros del Consejo del Reino y persistía el problema de la delincuencia, ya que el número de malhechores parecía ir en aumento a consecuencia de los licenciamientos. El caso se agravaba con la falta de peculio que financiase las operaciones y el abono de otros gastos necesarios. Por ejemplo, la cárcel de Pamplona o «Casa de la Galera» se encontraba en situación lamentable, hasta tal punto que su encargada no contaba con los medios más básicos de subsistencia, en un momento en que se había comenzado a recluir a algunas mujeres. En reiteradas ocasiones reclamaría asistencia, hasta llegar a solicitar el sueldo de cuatro reales fuertes diarios que había disfrutado en mejores tiempos. Tampoco el médico, cirujano, carcelero, etc., recibían sus gratificaciones por aquel entonces. 
Otros problemas del periodo guardan relación con que algunos municipios, tal es el caso de Biurrun, siguieron demandando a la Diputación algunos documentos que habían entregado a la provincial. Mientras, el absentismo de los diputados a las sesiones fue una constante durante aquel tiempo, llegándose incluso a escribir a cuatro miembros para que retornasen a sus tareas (Escudero, Amatria, Montero y Azcona). A su vez, la institución navarra se veía desbordada de obligaciones que en muchos casos escapaban a sus competencias y se hallaba en una situación muy delicada ante tantas exigencias militares. 
Continuaba asimismo la actividad del virrey encaminada a recuperar la documentación relativa a la invasión francesa y al periodo constitucional. Ezpeleta recordó una Real Orden de junio, que había estipulado que los documentos existentes en las secretarías de las Diputaciones provinciales extinguidas habrían de trasladarse a las Contadurías de provincia. El problema estribaba en que Navarra no contaba con esta última institución, ya que el órgano foral fiscalizador era la Cámara de Comptos, dependiente en gran medida del reino y no de la Corona. Esta situación traería de inmediato más tensiones entre ambos poderes, dentro de la tónica general de la crisis económica de posguerra y la consiguiente necesidad de recaudación de dinero y atención a las necesidades más urgentes, sobre todo militares
. 
Al poco, comenzaban los pleitos derivados del incumplimiento de las órdenes del virrey respecto a la contribución de los pueblos al transporte de bagajes. En la mayoría de los casos fueron por abusos, por falta de solidaridad de otros municipios, por la imposibilidad de colaborar o por antiguos concesiones que eximían de esta carga. En esta última situación se encontraba por ejemplo el valle de Burunda, que había obtenido privilegio de Felipe IV por servicios a la Corona. Hubo muchísimos casos y la Diputación tomaría diferentes partidos al respecto. En la mayoría de ellos habría de limitarse a poner en conocimiento del Consejo del Reino la lista de las poblaciones morosas, insistiendo casi siempre en la ilegalidad de los procedimientos por parte del virrey o de los altos mandos castrenses. Todavía, a finales de 1814, continuaban las quejas de los pueblos sobre los bagajes. Protestaban por los gravámenes militares las poblaciones de Tafalla, Arbizu, Lacunza, Ibañeta, Estella, Arruazu, Monreal, Funes, Villafranca y los valles de Burunda y Araquil. Algunos vecinos, como en Burguete, lo hacían a causa de deudas de guerra e incluso el mismo comisionado para los transportes se sumaba a las disconformidades. 

Por lo tanto, el caos financiero e institucional agravaba la coyuntura, así como las exigencias del Ejército, por lo que los diputados pudieron hacer muy poco de momento para mejorar la situación de la población navarra. Además, si se tiene en cuenta que prácticamente todas las cargas recaían sobre las poblaciones, podremos hacernos una idea de la intensa problemática del periodo a estudio. Por si fuera poco, la existencia de las barreras aduaneras interiores y las restricciones comerciales a la libre circulación de granos o algodón dificultaban más todavía los aportes y la recuperación económica, ya que el caos burocrático y de competencias entre los diferentes organismos políticos y militares chocaba frontalmente. Estos problemas también afectaban de lleno a las tres provincias vascas, donde llegaron a embargarse en octubre de 1814 todos los géneros derivados del algodón. 

Son de destacar las reclamaciones de los comerciantes de Pamplona, también por el embargo del mismo género textil, como en los territorios vecinos. Las restricciones al comercio se hacían notar y este hecho incrementaba las tensiones sociales. Los vendedores debían presentar una relación detallada de todas las mercancías. A pesar de que el Monarca autorizaría por Real Decreto la venta de los géneros asiáticos y europeos, en enero del año siguiente, el plazo de cinco meses concedido parecía corto a los vendedores, por lo que solicitarían a la Diputación que gestionase una prórroga aun siendo contraria a las especificaciones de la Orden. Ante estas trabas, los diputados se mostrarían favorables a las solicitudes del comercio navarro y autorizaban una representación al Rey sobre el caso. 

Las cuentas pendientes de la Diputación provincial u otros asuntos similares salieron a relucir entonces, como es lógico. Los balances del expediente de Caminos, uno de los ramos más importantes de la administración foral, no se habían revisado desde 1807 por causa de la confrontación. Igual situación se daba con los préstamos sin intereses que los  particulares habían efectuado a favor de la institución foral, originados por la necesidad de abonar los empréstitos de la guerra. En este caso, los diputados del reino debían ir afrontando los pagos con el dinero proveniente del ramo de Caminos. El estado de las vías de comunicación no era el más favorable después de las hostilidades y se necesitaban continuas reparaciones en calzadas, puentes y «cadenas» o puntos de control en los cruces y entradas a las ciudades
. 
Tampoco se ingresaba la mayor parte de los impuestos sobre el chocolate, que experimentaba por entonces descenso de precios, al contrario que el trigo. Ambas fuentes eran unas de las principales de la tesorería del Vínculo, por lo que a duras penas las Diputación podía salir al paso de los gastos más elementales de la Administración. El ramo del Vínculo también se había quedado desde antes de la guerra sin los ingresos provenientes de las rentas del despacho de tabaco. Sobre este arriendo, los diputados acordaron en noviembre de 1814 solicitar al Rey su concesión y pasado casi un año no habían obtenido respuesta alguna, por lo que decidirían reclamarlo de nuevo, alcanzando su autorización para 1816, 1817 y 1818 con algunos ajustes. A pesar de ello, los directores generales de Rentas desaprobarían la escritura de concesión en marzo de 1816, lo que provocaba una nueva representación de los diputados al Rey en protesta por este último incidente. De que la crisis económica fue real ha quedado también reflejo en la ausencia de montante para sufragar las ceremonias religiosas, tan destacables en la época. Sí hubo dinero para encargar un retrato del Monarca, que como es lógico se realizó en Madrid y se encargó a Goya
. 

Vistos los condicionantes políticos y económicos que envolvieron la restauración foral, la sociedad navarra fue inclinándose a hacia las posturas más conservadoras, pero, ¿por qué? Se han expuesto los argumentos de la idiosincrasia navarra o el talante independiente de los navarros. No hay que descartar del todo estas razones, ya que el reino y sus instituciones tenían su origen en la Edad Media, eran de larga andadura y habían creado situaciones realmente peculiares. Sin embargo, no hay que perder de vista jamás el anhelo de recobrar las ventajas económicas que la autonomía reportaba. Los ciudadanos de a pie habrían apoyado también la derogación constitucional, a pesar de que estuvieron muy presentes los fenómenos sociales contra las prácticas impositivas del Antiguo Régimen, más debidos a cuestiones de supervivencia que a ideologías políticas. La propaganda ejercida por las autoridades de Navarra para desprestigiar cualquier mudanza liberal, que fuera en contra de las instituciones, también pudo ser un condicionante a tener en cuenta.
Antes de llegar a precisar estas cuestiones, debemos acercarnos a la realidad económica y social de la mayoría de los individuos. Para ello, se debe prestar atención a las finanzas de los municipios, donde los ingresos continuaban percibiéndose en gran medida a través de los impuestos indirectos sobre el consumo. La contribución de Navarra a la Hacienda estatal, conocida como «donativo voluntario o gracioso», se recaudaba de acuerdo con los «repartimientos» contra las poblaciones, que cada convocatoria de Cortes estipulaba tras la aprobación de la cuota. A cada merindad se le asignaba una parte, que a su vez se repartía entre las diferentes localidades, quienes recaudaban en proporción al número de vecinos sin tener en cuenta demasiado los niveles de renta. Por ello, no era un sistema equitativo ni mucho menos y, para colmo, la nobleza y el clero estaban exentos. Sin embargo, la crisis de posguerra y los patrones tributarios que se habían adoptado durante la invasión y en el periodo constitucional fueron disminuyendo las exenciones, sobre todo de los nobles. 
El problema de la Hacienda española y navarra era una asignatura pendiente de la organización económica, que se mantendría presente durante toda la centuria. Al percibir el Estado los impuestos a través de los consumos, la nobleza y el clero no sólo quedaban exentos de pagar en la mayoría de los casos, sino que percibían diezmos y otros numerosos gravámenes procedentes sobre todo de las rentas agrícolas. Por si fuera poco, la red de intermediarios y de receptores de impuestos que compraban o arrendaban bajo subasta la percepción de las pechas, hacía disminuir la eficacia y cuantía de las recaudaciones. Por lo tanto, era un sistema de clara inspiración medieval
. 
La tributación indirecta estaba muy ligada a la problemática social de la época y a la coyuntura política estamental. En 1814, el déficit crónico era patente debido a la rémora financiera arrastrada de la guerra de la Independencia, así como el caos impositivo exagerado para los municipios. La recuperación monetaria, por consiguiente, parecía tarea muy ardua. ¿Cómo se encontraba entonces realmente la situación de la Hacienda de Navarra? ¿Por qué los navarros mantenían esa obstinada negativa a convertirse en una provincia más de España? ¿Cuáles eran las causas que motivaron que los ciudadanos del territorio foral apoyasen al parecer masivamente la reacción anticonstitucional de ese año? Pues bien, en función de los estudios realizados, las causas eran fundamentalmente económicas, sin desdeñar las ideológicas, culturales o de mentalidad colectiva. 
La razón fundamental del rechazo de ver convertido el reino navarro en provincia residía fundamentalmente, como se ha indicado, en el hecho de la pérdida de las ventajas económicas, sin olvidar el dilatado periodo de tiempo en el que la sociedad se había habituado a la autonomía y a la peculiar Administración. La Hacienda foral entregaba al Gobierno los beneficios derivados de los derechos de aduanas, los pagos por los servicios de las instituciones judiciales dependientes de la Corona y los donativos o contribuciones voluntarias aprobados en cada convocatoria de Cortes. Pero para ahondar en las ventajas impositivas, es necesario conocer el funcionamiento peculiar de la Hacienda foral respecto de la de España en su conjunto. En las últimas décadas del siglo XVIII, la tributación del reino a las arcas estatales era muy inferior a la del resto de las regiones, con la única salvedad de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. Navarra contribuía en un porcentaje del 64 % inferior a lo que aportaba Castilla, en virtud de sus fueros. Esta amplia ventaja contaba con su contrapartida, que consistía en que el reino debía costearse desde 1780 la autodefensa y la construcción y mantenimiento de las vías de comunicación, lo que repercutió en que después de las guerras de la Convención e Independencia el desequilibrio entre gastos e ingresos fuese más que manifiesto. 
A pesar de ello, el saldo era favorable a Navarra según demuestran las investigaciones, ya que realizadas las cuentas y dividido entre la  población, el cómputo era beneficioso: se abonaba menos carga per cápita que el resto de ciudadanos de España. De hecho, por cada 100 reales recaudados de un individuo de Castilla, a un navarro correspondían 36. Sin embargo, la balanza comercial era deficitaria al reino, a consecuencia de que tanto Castilla como Francia exigían fuertes aranceles a la hora de que los navarros exportasen a sus territorios. Pero hay que tener en cuenta que los abundantes beneficios que propiciaba el contrabando equilibraban bastante el déficit comercial y eran el medio de subsistencia de numerosas familias, sobre todo de la zona norte, pequeños propietarios a su vez de parcelas poco productivas
. 
En consecuencia, el comercio ilegal se veía beneficiado por la existencia de las barreras comerciales interiores, que se plasmaban en las aduanas que Navarra tenía con Castilla, Aragón y provincias vascas. En función de estos indicadores, el hecho de pasar a convertirse en provincia, de modo similar al reparto proporcional que propugnaría en 1817 la reforma hacendística de Garay, con la consiguiente pérdida de los beneficios fiscales, eran medidas rechazadas por muchos de los navarros. Además, la eliminación de las aduanas interiores hubiese limitado sobremanera el contrabando. Ambas cuestiones quedarían evidenciadas en las Cortes a celebrarse. Por lo tanto, el motivo fundamental que explica el rechazo a perder la condición de reino era económico, más o menos acompañado de la peculiaridad de las instituciones forales o el carácter independiente de sus habitantes. En esencia, la razón de mayor peso que subyacía en todas las negociaciones y tensiones con el Gobierno fue contributiva. 
La época a estudio refleja con claridad la crisis del Antiguo Régimen,  en una fase de posguerra en la que previamente se había dado el primer fenómeno constitucional. Ambos factores afectaron de pleno, precisamente, al último reino que lograría perpetuar sus cortes estamentales. Por ello, el territorio concreto de Navarra y la cronología del estudio nos permiten observar un claro ejemplo de las pervivencias de las edades Media y Moderna durante la Contemporánea. Se comprueba también el proceso lento de descomposición de las estructuras anteriores, el atraso económico y social ligado a los antiguos métodos administrativos y la complejidad y enfrentamientos entre los diferentes grupos sociales. Los modelos aplicados a otras regiones españolas o a la Nación en general, sobre el inicio del liberalismo y la explicación que se ha dado a los conflictos sociales, no encuentran correlación exacta con el caso navarro a pesar de las semejanzas evidentes. 
Estas diferencias obedecen a su vez a varias causas: la especial tributación, los condicionantes geográficos respecto a las actividades humanas y la tenencia de la tierra, la condición de reino y la peculiaridad de sus instituciones. Se ha ahondado en la primera y, respecto a la segunda, Navarra se halla configurada geográficamente en dos zonas muy claras; el norte montañoso, frío y húmedo, con difíciles comunicaciones, y el sur llano, cálido y con mejores vías de interrelación. Entre ambas se encuentra una zona media que en aquella época se beneficiaba de los dos extremos. Aquí se halla una de las claves de la actividad económica y los condicionantes sociales, con el añadido de que el norte por la proximidad con Francia hacía más compleja la situación y, por lo tanto, el estudio interpretativo. El sur mantenía sus barreras aduaneras con Castilla, el este con Aragón y el oeste con las vascongadas, habiendo tenido además el reino desde 1805 salida al mar a través de Guipúzcoa, como ya se ha visto. Respecto al porcentaje de propietarios de parcelas de tierra, en Navarra era más elevado que en otras regiones, aunque la extensión y productividad en la mayoría de los casos se refería a economía de subsistencia o autoconsumo.
 Las características geográficas y climáticas determinaban las actividades económicas  agropecuarias y comerciales, así como la industria artesanal, sobre todo textil. Hasta ahí el problema parece sencillo, ya que la interrelación entre ambos polos se hubiese obtenido con un simple intercambio comercial. Sin embargo, la perpetuación de las aduanas interiores, hecho ligado al mantenimiento del status de reino y contrario a los intereses de la Corona, complicaba sobre manera el panorama político, económico y social de la Navarra del Sexenio. Se comprueba, por lo tanto, que han de analizarse con cautela algunos argumentos anteriores esgrimidos por la historiografía foralista. Por ejemplo, sobre la inclinación independentista de los navarros o la identidad e idiosincrasia propias de lo habitantes de un reino de origen medieval. 
Después de estas reflexiones basadas en evidencias, la restitución del sistema foral navarro ha de ser valorada en su justa medida. Por ello, y antes de precipitar conclusiones, se hacía imprescindible un conocimiento previo y profundo de toda la rehabilitación del entramado institucional, así como de las circunstancias que rodearon el comienzo del Sexenio. Se han mencionado las aduanas y el complejo sistema comercial que alrededor de ellas existía, tanto en el sentido de beneficio para el norte, como de impedimento para el sur. Pues bien, en el tiempo que nos ocupa y hasta las reformas de 1841, los puestos aduaneros persistirían alrededor del territorio del antiguo reino. Napoleón Bonaparte había decretado que las aduanas y registros existentes entre las provincias españolas quedasen suprimidas y se colocaran en las fronteras exteriores de España, a partir de 1809 (Edicto de 4-12-1808, artículo 1º). En consecuencia, el emperador de los franceses ya había considerado que el método anterior era innecesario y negativo para el desarrollo del comercio y las comunicaciones
. 

Con la restitución de los métodos de gobierno característicos del Antiguo Régimen, Navarra volvería a recuperar su cinturón periférico de puestos de control comerciales. Se conocían con el nombre de «kablas» y había alrededor de setenta desde los últimos años del siglo XVIII. Por si fuera poco, había que sumar otros registros existentes en las fronteras con Castilla y Aragón y las «aduanillas» de Tolosa, Ataun y Segura, con Guipúzcoa; y Salvatierra y Santa Cruz de Campezo, con Álava. A pesar de ello, la situación de los navarros era más favorable que la de otros territorios en cuanto al abono de gravámenes a la importación. Este hecho favorecía la introducción de numerosos géneros y los impuestos aduaneros eran una fuente de ingresos importante para la Hacienda real. La contrapartida para el reino era que la exportación pagaba un canon bastante más alto, hecho que dificultaba el desarrollo industrial, impedía la expansión del comercio, desequilibraba la balanza comercial e incrementaba el estraperlo. 
A resultas de ello, y como ejemplo, el «Consulado» de la ciudad de San Sebastián solicitaría del Monarca, en enero de 1816, el restablecimiento del comercio con Navarra y Aragón en el estado anterior a la guerra. Esta institución expondría también la decadencia a la que se veían sometidos los ciudadanos, agravada por la prohibición de 1815 de que se introdujesen a Navarra, por la aduanilla de Tolosa, cacao, azúcar u otros productos coloniales que no fuesen acompañados de las credenciales de autorización. Este hecho motivó que los comerciantes de Pamplona, también asociados en la hermandad de Santa Bárbara, apoyasen enérgicamente las solicitudes de la provincia vecina. El motivo principal residía en que Navarra exportaba allí vino, aceite, regaliz, etc., sin gran recargo; mientras que de Guipúzcoa se introducían diversos géneros nacionales y extranjeros, también de tránsito hacia Aragón. 
De lo devengado en las aduanas con Guipúzcoa (Tolosa, Ataun y Segura) se sufragaban las obras y reparaciones de las vías de comunicación y se desviaba dinero para abonar las deudas e intereses que se habían generado en el ramo de Caminos por causa de la guerra. También la Diputación de Álava de dirigiría a la de Navarra, en abril de 1816, para evitar que se exportasen cereales desde aquélla a ésta y a la vez expresaba su deseo de concretar las relaciones comerciales entre ambas provincias. Aparte, también Guipúzcoa y Vizcaya estaban a favor de la eliminación de las barreras interiores y del control en los puertos y en la frontera con Francia, ya que enviaron comunicados al reino que así lo manifestaban Los diputados navarros replicarían, en mayo de 1816, que la gravedad del asunto requería un análisis serio. La Corona había demandado previamente a las provincias vascas «exentas» que elaborasen un informe sobre cómo combatir el contrabando. Para concluir, en septiembre de aquel año, cuando Guipúzcoa conociese la concesión de Cortes a Navarra se comunicaría con ésta, con el fin de que los tres estados tratasen de encontrar un método comercial, en la inmediata convocatoria, que resultase beneficioso a ambos territorios 
. 

Por lo tanto, la compleja casuística e indefinición derivada de estas peculiares situaciones propiciaba la ralentización del comercio exterior y de los transportes, debidos a su vez a las trabas burocráticas y económicas existentes, así como el fomento del mencionado contrabando de parte de numerosos particulares. La balanza comercial del reino era muy deficitaria a principios del siglo XIX, ya que el volumen de las importaciones suponía el doble aproximadamente del de las exportaciones a finales del siglo XVIII, mientras que en 1816 se redujo el desequilibrio a una cuarta parte, lo que no significaba que la situación hubiese mejorado. El contrabando con Francia y Castilla, que de forma habitual equilibraba el déficit, se vio reducido porque disminuyó el flujo de productos coloniales tras el proceso de emancipación
. 
La Monarquía recién restaurada tuvo deseos también de controlar la Hacienda del reino de otros modos diferentes. El Monarca ordenaba en mayo de 1815, por ejemplo, que las rentas se pusieran a disposición del intendente del Ejército de Navarra y Guipúzcoa, lo que habría de provocar graves perjuicios incluso a la hora de satisfacerse los sueldos de los jueces. La crisis económica afectó, por lo tanto, también a los empleados de los tribunales navarros, porque llevaban siete meses sin recibir las gratificaciones correspondientes y el hecho motivó varias reclamaciones a la Corona. El Rey había dispuesto que habrían de abonarse con cargo a la venta del «Papel Sellado», al contrario de lo acostumbrado antes de la guerra. El problema estribaba en que en el reino no existía este expediente, por lo que era del todo imposible satisfacer la demanda. Por otro lado, las arcas forales tampoco podían hacerlo. A resultas de ello, los diputados decidirían enviar una nueva representación al Rey en octubre de aquel año. Suplicaban que se desviasen 21.500 ducados de plata, de la administración de «Tablas» —destinados probablemente al Ejército― a la Cámara de Comptos, para de este modo poder sufragar los respectivos sueldos y otros gastos de los tribunales. 
En el mes de noviembre el conflicto no se había solucionado. La Diputación ordenaba entonces, al agente en Madrid, que estuviese al tanto de las novedades del Gobierno al respecto. Aún en diciembre estaba sin solventarse la cuestión y el representante del reino enviaba nuevas misivas a los diputados. El Consejo del Reino dio a conocer finalmente la Real Orden de noviembre de 1815, por la que se estipulaba el pago contra la Tesorería de Rentas del reino. Ésta era dependiente de la Corona, quien a su vez extraería el dinero de las «Tablas» de Navarra, debiendo ser reintegrado después el importe del expediente del «Papel Sellado». Esto último trajo reclamaciones, ya que nunca se había contemplado esta cláusula, por lo que el Monarca la eliminó a principios del siguiente año
.
Por otro lado, el contador de «rentas o de tablas» Ormaechea aspiraba en convertirse en contador general de provincia, deseo al parecer propiciado por la Corona para controlar mejor la Hacienda navarra. Esta era la verdadera causa de las reclamaciones de documentos exigidos por el Gobierno a través del virrey. Tales hechos vulneraban los derechos tradicionales de los navarros, aunque se estuviese dando conocimiento a la Diputación de las Reales Cédulas o, lo que es lo mismo, respetándose el pase foral. Es otra evidencia más del equilibrio precario entre ambos poderes, inestabilidad que iría en aumento a los largo del Sexenio, porque por un lado la Monarquía realizaba ciertas concesiones, y viceversa, en función de los intereses y de la compleja legislación mutua.

Por su parte, los representantes del comercio de Pamplona habían protestado, en junio de 1814, porque el mismo contador de rentas quería reorganizar las aduanas interiores en la frontera y exigir el 15% de todos los artículos comerciales. La Diputación replicaba que la medida era contraria a las leyes del reino e iniciaría gestiones para evitarlo. El gestor reclamaba en julio la documentación del periodo bélico, que se había trasladado desde la Ciudadela al Tribunal de Comptos, órgano jurídico navarro que se ocupaba de la fiscalidad del reino. A pesar de las exigencias, la Diputación replicó que no eran competencias de Ormaechea y que no reconocía al mismo como intendente, por hallarse el reino libre de este cargo. 
Este intento de control traería bastante polémica, ya que el intendente deseaba integrar a la Hacienda estatal los ingresos del reino que se cobraban en las Tablas Reales. Eran los que guardaban relación con los expedientes del Donativo y el de Caminos, pero abarcaba los ingresos derivados de otros impuestos al consumo. Con ese fin desarrolló una intensa actividad en la Corte, que continuaba siendo muy incómoda a los diputados. El mismo Manuel Ormaechea pasaría un oficio a la Diputación, en 1816, anunciando que el Monarca le había confiado la Administración de las Rentas Reales del reino en el mes de julio, en sustitución de Fermín Torregrosa. El responsable de la Contaduría del Crédito Público de Pamplona, Pedro Guardamino, reclamaría en agosto los documentos exigidos. Para cumplimentar la orden, los diputados debían dirigirse de nuevo a Ormaechea, quien habría de dar el permiso oportuno en contra de las prerrogativas forales. 
Los diputados se habían mostrado contrarios al nombramiento, alegando que habían dispuesto que Torregrosa ocupase el cargo. Los conflictos no terminarían ahí, porque el intendente alegaba que el importe de lo recaudado, durante los siete meses que su antecesor había trabajado en la Administración, lo habían cobrado otros funcionarios de Rentas. Además, puntualizaba, Torregrosa había descuidado sus obligaciones con la Real Hacienda. 
A finales de 1814, después de que el proceso de rehabilitación foral estuviese prácticamente concluido, las fricciones fueron muy destacables, sobre todo en base al problema de las competencias derivado a su vez de la penuria financiera. La Diputación tenía unas atribuciones concretas, que se hallaban definidas por la legislación de las Cortes anteriores y por las Instrucciones que éstas dejaban a los diputados entrantes una vez que se clausuraban. En consecuencia, fueron más que evidentes los intentos del Gobierno por controlar la Hacienda de Navarra y adueñarse de parte de los ingresos. Para ello, se nombraron cargos adictos a la Corona que debían inmiscuirse en la peculiar organización económica y transformarla, al menos en parte. Debían relegarse a segundo plano o sustituirse algunos individuos encargados de la Administración del reino y favorables a éste. Por si fuera poco, la Diputación entonces se vio inmersa en el proceso judicial abierto contra ella, que se verá más adelante, por causa de la denuncia de Francisco Ribed. Todo ello denota la injerencia del Estado, motivada sobre todo por las necesidades fiduciarias, a pesar del pacto existente entre la Monarquía absoluta y el Derecho Foral
. 
Sobre el caso de Ribed, cabe adelantar que había sido administrador de la Diócesis de Pamplona, en concreto del ramo del «Excusado». En la cuenta de 1808 aparecía reflejado que los productos del expediente se habían entregado o bien a los franceses o a las tropas españolas. La Contaduría de Rentas pidió al gestor que acreditase la veracidad de los balances. Ante la tardanza, Ribed contestaría que se debía a la dificultad de recopilar la información en los valles y pueblos. Los rendimientos del mencionado impuesto contra los municipios navarros, durante un año, ascendían a unos 350.000 reales. Sin embargo, las poblaciones no habían podido abonar durante la guerra la imposición, por las continuas exigencias de las tropas
.
Es patente que el régimen foral examinado en conjunto era ventajoso respecto de otros territorios, de ahí el interés por recuperarlo. A pesar de ello, el déficit público del reino se agravó considerablemente durante al menos los primeros años del Sexenio, los previos a la celebración de Cortes, entre tensiones con el Gobierno central que deseaba controlar la Hacienda Navarra. Los ciudadanos fueron quienes tuvieron que sufrir las peores consecuencias y los representantes de las instituciones forales le habrían inducido a creer que la mejor manera de salir de la crisis era mantenerse apegado a la foralidad y al anticonstitucionalismo. A pesar de las medidas adoptadas, la mayoría de los ayuntamientos y concejos se mantendrían deficitarios durante todo el periodo. Sería a causa de la guerra y de las posteriores contribuciones exigidas por el Gobierno y el Ejército, pero también se debió a la propia ineficacia del sistema foral. Éste era incapaz de adecuarse a las necesidades de la población y a la evolución de los métodos de producción y comerciales, del mismo modo que sucedía con la Monarquía absoluta, mientras ambos estuviesen vinculados de forma directa con el Antiguo Régimen. 
Los beneficios que se podría esperar que obtuviesen en la época el estamento del clero y la alta nobleza eran la perpetuación de las exenciones fiscales y de las cotas de poder. Mientras, algunos de los representantes de las ciudades y gran parte de la nobleza dedicada a actividades artesanales habrían sido favorables a las reformas, por los mismos intereses financieros o participativos. Los fueros y la autonomía, por lo tanto, como punta de lanza de un problema esencialmente económico. La confrontación de diferentes grupos sociales venía motivada por las concepciones o interpretaciones dispares del sistema foral, pero sobre todo en base a los beneficios materiales. Aunque las barreras estamentales se iban difuminando paulatinamente, se perpetuaban las aduanas interiores y las restricciones al tráfico de mercancías, lo que ralentizaba el tejido productivo. Por lo tanto, las actividades humanas se mantenían en base al sector agropecuario, junto a un sector comercial y de servicios y otro menor ligado a la industria artesanal, controlada en mayor medida por los gremios
. 
En resumen, con la restitución del sistema foral llegó el cambio organizativo de las instituciones, incluidas las locales. Se rehabilitó la condición de reino y sus prerrogativas, el jefe político dejo pasó al cargo del virrey, desapareció el Tribunal de la Auditoría creado por Espoz y se anuló cualquier disposición y protocolo constitucional. Esto implicó la conformación de una nueva Diputación conocida como legítima. También supuso la vuelta al sistema anterior de elección de los representantes municipales, por insaculación, por terna presentada al Consejo o por concejos. Implicó a la reorganización del mismo Consejo del Reino y los demás tribunales de Justicia. Los primeros pasos se dieron en 1814, mientras que la reunión de las Cortes tendría que esperar hasta 1817, momento en que se produciría el máximo exponente de la autonomía y la mayor oportunidad de recuperación económica y social. 
Las estructuras del Antiguo Régimen se resistían en la época a transformarse. La necesidad de solventar la crisis y el apremio del Monarca por recibir la contribución propiciarían en Navarra la celebración de Cortes estamentales. Aunque la convocatoria sería muy compleja y el saldo real de la reforma se analizará en el capítulo siguiente, cabe adelantar que los tres estados aprobarían el donativo tras más de año y medio de tensiones con el poder central, realizando una reforma legislativa a tener en cuenta. Sin embargo, no se aceptaría la mudanza de las aduanas interiores, por lo que a la larga la actuación supondría un parche más, aunque importante, en los problemas de la época. Cabe preguntarse entonces: ¿era posible mantener el régimen foral de este modo?  
 Para la consecución del proceso de restitución y rehabilitación de las anteriores instituciones, que se inició en el primer semestre de 1814, hicieron falta más que algunos meses. No fue un cambio sencillo, ya que el desorden administrativo era inmenso y la deuda económica desorbitada. Existían numerosos asuntos políticos y judiciales a nivel del reino, conocidos como agravios, que necesitaban solución. La mayoría eran problemas de tiempos anteriores, tanto del reinado de Carlos IV como de la posterior invasión francesa. En los municipios el caos era todavía mayor, si cabe, porque aparte de haber sufrido de forma directa las consecuencias de la guerra, la contribución del reino se recaudaba en base a las economías locales. 
Tenidos en cuenta estos condicionantes, es fácil comprender cómo la vuelta al régimen anterior no fue tarea fácil o tan alagüeña como debió de parecer en principio. Además, se vio entorpecida por «defectos » de forma a la hora de que el Gobierno reconociese la restitución de los fueros. Tampoco hay que obviar la pérdida de los puertos que había logrado el reino por concesión de Carlos IV. Por si fuera poco, el proceso se vería gravemente malogrado en 1815 por el tránsito y permanencia de tropas españolas en Navarra, con motivo de los Cien Días. 
La Diputación habría de acatar orden de arresto en fechas posteriores, al verse involucrada en problemas financieros derivados de deudas de la guerra. La causa concreta se debía a una exigencia anterior de los diputados constitucionales a los municipios. La restitución institucional, por lo tanto, tampoco trajo ni mucho menos los efectos deseados a la población navarra, ya que la crisis de la economía no mejoraría, tenida cuenta los nuevos esfuerzos contributivos. El punto de inflexión de los logros forales, en cuanto a la recuperación de prerrogativas, se daría en 1817-18 con la celebración de Cortes. Sería entonces cuando saldrían a relucir las verdaderas relaciones entre el Estado y el reino, las fricciones entre ambos, el convenio económico y la anulación de las disposiciones ilegales del anterior Monarca y su valido. A pesar de que este último periodo marcaría el momento álgido de la autonomía navarra, y por ello se menciona, la recuperación económica no habría de llegar a causa de la pervivencia de la deuda pública y otros inconvenientes. La misma perpetuidad de las instituciones del Antiguo Régimen, recién recuperadas en el reino, impediría una verdadera reforma económica, comercial y hacendística, de igual modo a lo que sucedió en toda la Nación, aspectos que se verán con mayor detenimiento. 
Para concluir este apartado, la condición foral de reino propició que en Navarra la restitución absolutista tuviese otras connotaciones, similares en algunos aspectos a las de las provincias vascas. Las principales diferencias con otras regiones de España se manifestaron en las intensas tensiones entre el reino y el Gobierno y en los problemas que se desarrollaron entre los diferentes grupos sociales en un periodo de crisis económica. Los primeros quedarían más que reflejados en muchos de los debates de la asamblea en torno a la reparación de agravios y la aprobación del donativo. Los segundos se trasladarían a la polémica sobre la eliminación de las aduanas interiores con Castilla, Aragón y Vascongadas y su traslado a la frontera francesa, ya que en este terreno había en juego muchos intereses económicos. También quedaron plasmados en otros muchos más conflictos, causas judiciales y actos violentos de insubordinación o bandidaje. 

A pesar de que se adoptarían medidas importantes para reestructurar Navarra, sobre todo durante el periodo de celebración de Cortes y los dos años posteriores (1817-19), la recuperación económica también sería muy pobre y se vería truncada por los nuevos acontecimientos de 1820. De todo ello, se desprende que la conflictividad social fue mucho más intensa que lo que normalmente se ha venido creyendo. Tanto durante la guerra como en el breve periodo constitucional, se habían sentado unos precedentes que repercutieron de forma muy notable en el cambio de mentalidades y de actuaciones. A pesar de la restitución foral, durante el Sexenio comenzaría el resquebrajamiento del Antiguo Régimen en Navarra, e incluso antes como se ha descrito. De hecho, algunos de los cambios constitucionales respecto a la tributación o las ventas concejiles se mantuvieron y tendrían que ser regulados por ley en la próxima asamblea. 
Podemos entonces apreciar que, aunque la vuelta al régimen foral supuso un alivio inmediato para el reino más teórico que práctico, los acontecimientos posteriores habrían de demostrar los graves problemas que estaban por padecerse aún. Estos tuvieron su origen inmediato en los perjuicios causados por la invasión francesa y en la crisis económica e institucional consiguiente.  Además, hay que añadir el atraso estructural de los métodos organizativos de la sociedad, que produjo una inadecuación del sistema político navarro a las necesidades de la época, tanto a nivel interno como en sus relaciones con la Monarquía, aunque también ésta adoleciese de males parecidos. Por si fuera poco, las continuas exigencias militares que se exponen a continuación con mayor detalle contribuirían a agravar la ya de por sí difícil coyuntura. Las demandas empeoraron las relaciones con el Gobierno e impedirían la recuperación económica de los municipios. Además, los descontentos en orden militar y los problemas de orden público serían otros de los condicionantes principales que finalmente habrían de desatar la revolución militar y la guerra Realista. 
3. Los Cien Días.   
A Napoleón Bonaparte se le había confinado en la isla de Elba tras su abdicación del 11 de abril de 1814. Conseguía escapar de allí el 3 de abril del año siguiente, motivado por la inestabilidad política que gobernaba en Francia. Regresó a la capital francesa y logró arrebatar el poder a Luis XVIII, apoyado por sus tropas incondicionales. El Rey de Francia dejó el país, al parecer de forma voluntaria, para evitar el derramamiento de sangre que resultaría como consecuencia de una guerra civil. A su vez, esperaba que su nación recobrase pronto la normalidad, ayudada por la tutoría de las potencias coaligadas en el Congreso de Viena. Este órgano habría de ser el encargado de la restitución política y territorial de Europa al status quo anterior al Imperio Napoleónico y a la Revolución Francesa. 

Influyó en la decisión de Bonaparte la oportunidad que propiciaba el desconcierto en las mismas reuniones de Viena (9-1814/6-1815). El organismo internacional encargado de la restauración absolutista europea estaba formado por las potencias de Austria, Prusia, Inglaterra, Rusia y la misma Francia, que envió como delegado a Talleyrand. España, Portugal y Suecia asistieron como meros observadores, sin capacidad para influir en las providencias que habrían de organizar el nuevo orden monárquico continental. El 14 de agosto de 1814, también se había firmado en Londres el convenio de paz y amistad entre Fernando VII y el rey Federico VI de Dinamarca, que haría retornar las relaciones diplomáticas al estado en que se encontraban antes de la invasión de los franceses. Implicaría el pago de las deudas a la nación danesa y la liberación de sus buques secuestrados en puertos españoles
.
La invasión de Bonaparte en suelo galo se produjo gracias a que la mayor parte del Ejército se decantó a su favor. La Monarquía española era partidaria de Luis XVIII, como es de suponer, y la preocupación invadió al Gobierno de España. La toma del poder por Napoleón I alarmó incluso más a las autoridades de Navarra por la proximidad con la frontera francesa. Desde abril de 1815, Fernando VII prohibió la publicación de todos los periódicos y folletos exceptuando la Gaceta y el Diario de Madrid. El control de cualquier noticia o publicación revolucionaria se ejercería a través de la censura absolutista y la vigilancia de los pasos fronterizos sería necesaria a partir de entonces. Si la propaganda llegase a conocerse, se desmentiría de inmediato mediante las pertinentes descalificaciones, que habrían de publicarse en los diarios y otros instrumentos de difusión al servicio de la realeza. 
La Monarquía instó a las autoridades militares, políticas y eclesiásticas navarras a que se propiciase la vigilancia de las fronteras con Francia. A partir de entonces, toda medida a adoptar por el virrey del reino que revistiese especial gravedad necesitaría el beneplácito de la Casa Real. Una vez pasado el peligro principal, en julio, Fernando VII ordenaría rehabilitar los tribunales del Santo Oficio en las colonias americanas. Ese mismo mes decidiría retomar las relaciones comerciales con Francia, aunque en lo respectivo a la circulación de personas se habría de mantener un control exhaustivo
.
El intento de los Cien Días terminaba el 18 de junio de 1815, con la definitiva derrota de Bonaparte en Waterloo por las fuerzas coaligadas. A los cuatro días abdicaba por segunda vez y después sería expulsado a la isla de Santa Elena, en el océano Atlántico, para así evitar cualquier nuevo intento de insurrección. Bonaparte moriría en aquellas latitudes en 1821, prácticamente solo. La actividad diplomática del Gobierno español con Inglaterra, Austria y Rusia fue intensa durante el periodo que duró la alarma y en los meses posteriores también con Francia. Parte al menos de la correspondencia se enviaba en clave y una vez llegada al destino se descifraba, ya que los correos podían ser interceptados. La situación de Europa no estaba nada clara después del peligro suscitado por Bonaparte. Inglaterra deseaba una alianza entre Austria y Prusia, pero ambas se distanciaban, mientras que la segunda acercaba sus posturas con Rusia, que a su vez lo hacía con Francia. Además, estaban los intereses dispares de las regiones alemanas, cuya unificación tardaría aún décadas
. 

Por su parte, la Diputación de Navarra había estado al tanto de la celebración del Congreso europeo y de los restantes acontecimientos. Pero para ver todo el proceso e incidencia de los Cien Días en territorio foral, es preciso remontarse a los antecedentes, desde el inicio del año. Hay que destacar algunas referencias de importancia, que serían decisivas durante el periodo, respecto a las exigencias militares. El virrey comunicó a los diputados, en enero de 1815, que había consultado sobre la posibilidad de imponer contribuciones al reino. A pesar de ello, no recibiría la pertinente autorización del Gobierno de España. Por esas mismas fechas, informaba de la posibilidad de que se introdujese en territorio foral el estanco del papel sellado y de que los fiscales del Consejo del Reino argüían la necesidad de equipararse en este aspecto también con Castilla. La Diputación replicaría que la gravedad del asunto no le habilitaba a tomar resoluciones al respecto, procedimiento habitual empleado por los gobernantes, ya que en efecto sólo los tres estados reunidos en Cortes podían debatir y legislar sobre ello
. 
Mientras que las intromisiones del Gobierno proseguían, los problemas económicos se iban acrecentando y los hospitales militares se hallaban sin recursos, en concreto el de Pamplona que se encontraba en una situación límite. Este hecho obligó al virrey, también a principios de año, a amenazar a los diputados con hacerse valer de los ingresos de Rentas Reales del reino con «medios extraordinarios y violentos». La Diputación se negaba a acatar la medida, tres días después, a pesar de que Ezpeleta había prometido devolver las cantidades extraídas, bien del ramo de Caminos o en calidad de reintegros a descontar de la contribución. Los representantes navarros arguyeron que muchos particulares reclamaban los réditos de censos que se les adeudaban desde el comienzo de la guerra, por préstamos e inversiones anteriores realizas en las obras públicas. Por si fuera poco, las vías de comunicación necesitaban de reparaciones urgentes y un Real Decreto así lo había ordenado en fechas recientes
. 
Ezpeleta no cejó en su empeño y continuó hostigando a los representantes forales, quienes le propusieron que utilizara el dinero de la recaudación del impuesto de la Bula. A partir de ese momento, las tensiones aumentarían y la presión del virrey se amplió al cobro total de la contribución exigida anteriormente: el millón y medio de reales de época constitucional. Cabe recordar que algunos municipios como Tudela no habían abonado las cuotas o parte de ellas. Las demandas insistentes de parte del Virreinato comenzaron a producir crispación en los diputados, quienes se negaron a remitir el informe con el listado de poblaciones morosas y se desentendieron de cualquier actividad impositiva por ser contraria a los fueros. Ezpeleta, agobiado por la penuria económica del Ejército, decidió finalmente hacer uso de los recursos de Navarra. Este hecho causó la indignación entre los gobernantes del reino, quienes exigieron el inmediato reintegro de lo sustraído. El virrey tuvo que acceder finalmente a devolver el dinero al ramo de Caminos y al tesorero del Donativo, que a su vez se extrajo del impuesto de la Bula como era deseo de los diputados. 
En febrero de 1815, los representantes navarros expondrían su malestar porque se estaba exigiendo el diez por ciento de los ingresos sobre los consumos de los pueblos, lo que estaba más relacionado con un repartimiento impositivo en toda regla. Una vez recibida en agosto la Real Orden sobre arbitrios, quedaría de manifiesto la ilegalidad de cualquier contribución no autorizada por los tres estados. Por ello, la mencionada medida sería una más de las sobrecartadas en calidad de «agravio», a la espera de ser discutidas en las próximas Cortes
. 

Se dieron algunas detenciones ilegales en el primer trimestre del año, como la del abogado Miguel Gandiaga, lo que provocaría otro memorial de contrafuero contra la autoridad real de Ezpeleta. La legislación foral era clara al respecto: los virreyes no estaban autorizados a proceder contra los ciudadanos del reino. Sólo los tribunales navarros: Consejo del Reino, Real Corte y alcaldes con atribuciones de Justicia estaban capacitados a intervenir en los procesos. Por todo ello, la Diputación solicitó la inmediata puesta en libertad del licenciado, añadiendo habérsele detenido por la fuerza de las armas. A pesar de que la orden había provenido de la Corona, el virrey lo excarceló argumentando no haberse demostrado la culpabilidad de los delitos. Entretanto, proseguían las protestas de Tudela contra el comisionado del Crédito Público, Francisco Ribed, por la presión contributiva que estaba ejerciendo sobre la ciudad, lo que provocó una nueva declaración de contrafuero. 
Hay otras noticias de principios año a destacar, que sirven como ejemplo de la no aceptación de ninguna causa proveniente de tribunales ajenos al reino. Bargota, pequeña población lindante con Logroño entonces considerada «barrio», demandaba su independencia de la ciudad de Viana y el consiguiente reconocimiento como «villa realenga». Ésta no estaba dispuesta a aceptar el cambio y protestó enérgicamente ante la Diputación, apoyándose en una Real Cédula que ordenaba tomar el partido más razonable sobre el caso. El asunto pasó al corregidor de Logroño, pero los diputados replicarían no estar dispuestos a admitir las medidas que se derivasen de este proceso
. 

En el mes de febrero de 1815, el Rey sancionaba el Decreto que obligaría a cualquier español o navarro a disponer del pertinente permiso para desplazarse a Roma. La autorización debería ser tramitada por la 1º Secretaría de Estado. Estas instrucciones fueron debidamente dadas a conocer por el virrey al Consejo del Reino de Navarra
. 
Entrado el mes de marzo, el comisionado del Crédito Público de Pamplona hacía pública la Real Orden por la que las rentas de las comunidades religiosas de regulares, desde que habían sido disueltas por orden de Bonaparte en 1809, debían pasar a su Administración. Por su parte, la capital solicitaba al Monarca que el «Servicio de Alojamientos» militares, consistente en la obligación de hospedar en los hogares a quien se estimase oportuno, volviese a la normalidad recuperándose el sistema anterior a la invasión francesa. Entretanto, el problema de los bagajes proseguiría sin solución. Además, la Justicia actuaría contra las poblaciones morosas, como en Caparroso, donde el alcalde se había negado a colaborar y la Real Corte abrió un proceso contra él.

Mientras todo esto sucedía, se acercaba el aniversario del retorno de Fernando VII, quien por Real Decreto dispuso que se celebrase un Te Deum en «todas las iglesias de la Monarquía». También se ordenó iluminación en Pamplona, para lo que se pasó oficio al Ayuntamiento, quien debería exhortar a los vecinos a engalanar los balcones. El consistorio pamplonés se negó a dar instrucciones para iluminar las casas. El motivo esgrimido fue que en la Real Orden no se especificaba tal detalle y que la costumbre de poner luces había sido impuesta por los franceses. Los diputados navarros hubieron de desplazarse a pie a la celebración, ya que no había coches disponibles para su traslado debido a la escasez de peculio
.
El virrey continuaba exigiendo al órgano foral que marcase los itinerarios por donde debían transitar las tropas con los pertrechos militares y el armamento. Aunque de normal los diputados solían colaborar en estas actividades, en bastantes casos se negaron porque no tenían facultades para marcar «itinerarios generales o absolutos», por los daños y abusos que solían derivarse. Por ello, demandaron que se especificase el número de efectivos y los suministros que habían de trasladarse antes de despachar las autorizaciones pertinentes. 
Todas estas circunstancias expuestas, lejos de mejorar las relaciones con las instituciones del Gobierno absoluto, hicieron ir en aumento la tensión entre ambos poderes justo antes de los Cien Días. Las quejas de los pueblos se incrementarían durante 1815, incluso antes de la alarma suscitada por Bonaparte. Por ejemplo, Murillo destacaba los daños causados durante la guerra y la conducta de algunos vecinos  que al parecer aprovechaban esta circunstancia para cometer nuevas tropelías. El problema se agravaría con la permanencia y tránsito de las tropas españolas. Los ejemplos que se exponen a continuación son sólo una muestra elocuente del intenso esfuerzo económico realizado por los municipios. 
Se sucedieron los comunicados entre las autoridades navarras y el Gobierno, bien directamente con el ministro de Estado o a través del virrey. Desde marzo de 1815, los diputados también tuvieron perfecto conocimiento de las órdenes del general Areízaga que afectaban al reino. Acusarían recibo, en el mes de mayo, de la resolución de acantonar tropas en Navarra y de la necesidad de que los pueblos las suministrasen. Las autoridades forales arguyeron que los municipios se hallaban en situación límite y que de continuar así enseguida habría de llegarse «a una ruina inevitable», por lo que se hacía del todo necesario que la Hacienda española aportase lo imprescindible para el sostenimiento de la tropa
.
Aunque a comienzos del mes de abril no se conocía de forma oficial en Navarra la noticia del golpe de Bonaparte, sí se encuentran referencias militares a destacar. Por ejemplo, las indicaciones dadas por altos mandos castrenses al virrey para que ordenase el traslado urgente de las existencias en bombas y granadas, desde la Real Fábrica de Orbaiceta a la plaza de Pamplona, para lo que se necesitaban cincuenta caballerías. El Rey instaba a que los pueblos colaborasen en los traslados de armamento a los puntos precisos, lo que da una idea clara de que la alarma ya se había suscitado. A partir de esas fechas, la situación se agravaría, el movimiento de tropas sería incesante y los problemas en el reino se habrían de centrar en las exigencias a la población, sobre todo a los pequeños municipios y valles norteños. 

Hay muchos ejemplos como el de la villa de Puente la Reina, que anunciaba el 3 de abril la llegada inminente del Regimiento de Infantería Ligera de Voluntarios Numantinos, con pasaporte del marqués de Lazán. Se exigían ochocientas raciones de pan y otras tantas de etapa, con su correspondiente aceite y leña, y cuarenta transportes. Al día siguiente, se necesitarían ciento cuarenta «bagajes» para conducir las impedimentas a Pamplona. La Diputación contestaba que las caballerías habrían de ser aportadas por las villas de Artajona, Larraga, Mendigorría, Obanos, Muruzábal, Mañeru e Ilzarbe. En cuanto a las raciones, se limitó a tratarlo con el virrey y a expresar la sorpresa por el cambio de itinerario, diferente al marcado por los diputados, quienes habían señalado las poblaciones de Lodosa y Mendigorría para pernoctar. Tampoco el cuerpo del Ejército contaba con el salvoconducto de Ezpeleta para adentrarse en el reino
. 
La presión por parte del Estado se fue haciendo cada vez más manifiesta, conforme el peligro era también más real e inminente. El virrey ya había recibido una Real Orden en marzo, disponiendo que los naturales del reino deberían contribuir con sus acémilas, debido al estado ruinoso de la Hacienda estatal. Suponía otra carga impositiva, calificada de «contribución verdadera» y contraria a las leyes forales, por lo que la Diputación se negó a hacerla pública a los municipios. Ezpeleta se hallaba exhausto de recursos para sostener a la guarnición y a los enfermos militares, hasta tal punto que amenazaba otra vez con recurrir a métodos violentos si no hallaba auxilio del órgano foral. Los representantes del reino acordarían entregarle veinte mil reales fuertes del ramo de Caminos. Continuaban asimismo los problemas con los alojamientos, ya que la ciudad de Pamplona presentaba queja al virreinato por habérsele obligado a hospedar a la viuda del mariscal Serna.

De modo similar, proseguían los inconvenientes de los traslados, ya que para el transporte de cuarenta bombas de gran calibre (catorce pulgadas) desde la fábrica de Orbaiceta, y en vista de que las caballerías del valle de Aézcoa eran «endebles», se decidió adoptar otro partido. Las poblaciones de Arce, Salazar, Roncal, Esteríbar, Almiradío de Navascués, Unciti, Iragondoa, Errául Alto y Bajo, Lumbier y los respectivos municipios asociados, deberían presentar en la fábrica sesenta caballerías. Mientras, los valles de Aézcoa y Erro serían los encargados del traslado de la munición menor. Pocos días después, aunque todavía en abril de 1815, los diputados replicaban haber dispuesto cien caballerías destinadas a la fábrica de Orbaiceta y para Alsasua deberían sumarse sesenta carros más. A todos los conductores se les debería abonar el trayecto de ida y de vuelta. Los pueblos tendrían que habilitar a sus representantes, elegidos por la Diputación, quienes serían los encargados de organizar los servicios. 
Debido a la difícil coyuntura, y para hacer más asequible el aporte de bestias de carga, los diputados resolvieron que un carro con tres mulas se equiparase a otro con dos bueyes y a su vez con seis monturas, en función del número del que cada población dispusiese. El órgano foral tuvo en cuenta que, debido a la invasión francesa, había municipios que se hallaban sin animales o con muy pocos para las faena agrícolas. A pesar de la medida las protestas continuaron: el valle de Basaburúa por el excesivo número de carros que se le exigían y por carecer de ellos; el pueblo de Aibar, por lo mucho que había contribuido, etc.
 
La primera noticia oficial del golpe de Bonaparte se dio a conocer en Navarra entrado el mes de abril de 1815, mediante un comunicado que emitió la Diputación. Se informaba de que Juan Carlos Areízaga estaba al mando de los once cuerpos que componían el Ejército de Observación de los Pirineos Occidentales o «de la Izquierda». La Real Orden al respecto, del 6 de abril, indicaba la forma en que se abastecería a sus compañías, que no era otra sino a costa de las poblaciones. Los diputados aprobaban al punto promover una representación al Monarca sobre el caso y enviaron comunicados al ministro de Estado y al duque de Granada, que incluían claras alusiones a los perjuicios de las movilizaciones. A pesar de ello, las presiones del general Areízaga no se ablandaron, como tampoco iban a menos las negativas de la Diputación a dar carta blanca a las exigencias.   
Los militares exponían en tono intimidatorio los posibles peligros que  amenazaban desde el país vecino, así como el patriotismo altruista que se esperaba una vez más de los navarros. Los diputados replicaban siempre más o menos con el mismo argumento: «Los Tres Estados de este fidelísimo Reyno no me autorizan…, me prohibieron expresamente intervenir en contribuciones semejantes directa ni indirectamente.» Las negativas fueron enérgicas y especificaban de forma clara la imposibilidad de contribuir tanto materialmente como con hombres. Se incluía un resumen de los abusos cometidos contra el reino y se exigía que se pagasen los suministros de trigo, como al parecer estaba sucediendo en otras provincias limítrofes. Por lo tanto, la indignación de los gobernantes navarros había llegado ya a un grado que era poco compatible con las exigencias cada vez mayores del Gobierno y del Ejército
. 

Antonio Comat, desde el cuartel general de Tolosa, sería el encargado de gestionar los caudales y suministros de los cuerpos militares. Éste anunciaba que el Regimiento de Infantería de Logroño debía acantonarse en Estella y que un destacamento de trescientos hombres tendría que partir hacia Orbaiceta. Hay que puntualizar que, ante la falta de numerario, el militar dejaba claras instrucciones de que debían ser abastecidos por la población. La Diputación lo puso en conocimiento del virrey, argumentando verse en una situación de conflicto entre servir a la Corona, por fidelidad, o a los tres estados del reino, que eran quienes debían autorizar los suministros. 
Los problemas con los transportes prosiguieron durante y después de los Cien Días hasta un grado difícil de calificar. El conflicto con los carreteros provocó que los diputados recordasen al virrey leyes de anteriores Cortes, que entonces no se estaban cumpliendo, y en las que se había estipulado el precio a pagar a los mismos. Los habitantes de Irurzun, tras acarrear los equipos militares desde la población cercana de Alsasua, se negaban después a desplazarse a Pamplona, porque los mismos diputados así se lo habrían requerido. El total de carros solicitados era de cincuenta y nueve, mientras que de éstos se habían presentado cuarenta y uno. La Diputación ordenaba al respecto que se aportasen nuevos convoyes en la primera población, pero los que ya habían hecho el servicio podrían retirarse a sus hogares. El abad de Irurzun sería el responsable del transporte de los efectos de artillería. 
Entretanto en el norte de Navarra sucedía lo mismo, por causa de las pocas monturas disponibles en la fábrica de Orbaiceta, cercana a la frontera de Francia. Sobre todo estaba fallando el traslado desde Zubiri, un poco más al sur, punto desde donde se conducía el armamento a Pamplona. Para solucionar el colapso, se ordenó que el valle de Ulzama tuviera que presentar «treinta caballerías robustas con ganchos y cuerdas para conducir bombas», ya que al parecer había sido uno de los que menos había contribuido. También venían carromatos de apoyo provenientes desde la zona meridional, desde La Ribera, desplazándose hasta Zubiri. Allí cargaban y, cuando llegaban a la capital, tardaban bastante en regresar de nuevo hacia el norte, por lo que hubo que nombrar un comisionado que los vigilase. Al poco, varios de ellos se negarían a continuar, por causa del poco sueldo que recibían. Sucedió así con los de Olite, por ejemplo, porque sus dos conductores no habían vuelto. Se les daba doce reales por carro en su trayecto de ida y vuelta, que llevaba varios días, por lo que no alcanzaba ni para la manutención de los hombres ni para el de los animales. 

Llegó a tal extremo la situación, que algunos conductores decidieron fugarse, circunstancia que por supuesto se pondría en conocimiento del tribunal de la Real Corte. Cabe añadir que hubo poblaciones como Pedroz, Culebras y Cadreita que ni siquiera habían secundado la llamada. Otro motivo de retraso era el mal estado de las vías, sobre todo en la zona montañosa, que soportaban frecuentes e intensos aguaceros. En concreto, sucedía sobre todo en el tramo de Zubiri a Orbaiceta, que discurre entre medio de bosques frondosos. Por ello, se emplazó a la población de Valcarlos, limítrofe con Francia, a que aportase entre quince y veinte hombres provistos con azadas, picos y hachas, ya que esta localidad no había contribuido con monturas. 
La población de Arguedas volvía a quejarse y pedía que se le relevase del servicio, el valle de Arriagoiti se expresaba en los mismos términos y el de Odieta pedía aplazamiento de ocho días para comparecer con tres carromatos. Estas últimas demandas no fueron atendidas de inmediato por los diputados, al ser continua la presión de los militares y de Ezpeleta. Por su parte, el valle de Echauri declaraba carecer de carretas y que por ello había comparecido con dieciséis caballerías mayores, las únicas de que disponía. El de Salazar protestaba por haber contribuido por «quadriplicado» en comparación con las poblaciones limítrofes. Incluso, el valle de Aézcoa sacó a relucir como excusa la toma de cincuenta caballos, en 1810, por voluntarios a las órdenes de Javier Mina
. 
Las protestas y reclamaciones continuarían siendo constantes y los problemas innumerables. Los municipios de Puente la Reina, Obanos, Muruzábal, Mendigorría, Cirauqui y los valles de Mañeru y de Ilzarbe, insistían en que se hallaba acantonado en el primero el Regimiento de Voluntarios de La Rioja a costa de estas poblaciones. La súplica dirigida al virrey estaba encaminada a lograr un reparto más equitativo con otros núcleos urbanos limítrofes, al contrario de lo que estaba sucediendo, aunque fuesen ya muchos los municipios perjudicados. La Junta Militar de Asociación, establecida en la villa de Obanos, daba aviso a finales de mayo de que el virrey le había asignado varios pueblos para abastecerlo.
La situación durante los Cien Días prosiguió del mismo modo o peor. El mismo día, el escribano de la Junta, Fermín de Zizur, enviaba una carta a Ezpeleta en la que expresaba la resistencia de las localidades de ese territorio navarro a colaborar. Aludió que no estaban dispuestas las autoridades municipales a hacer un nuevo esfuerzo económico para la tropa. Por su parte, el valle de Larraún comunicaba que se le exigían siete carros en Alsasua y también pedía que se le exonerase de la obligación. La contestación en este caso fue asimismo negativa. Las villas de Buñuel y de Cortes también manifestaron su disconformidad con la obligatoriedad de contribuir a la conducción de armamento. 

A pesar de ello, las medidas que adoptarían después los diputados irían encaminadas a efectuar un repartimiento de las cargas entre los pueblos de Artajona, Larraga y Allo, así como los municipios de los valles de la Solana, Yerri y Guesálaz, todos de la zona media. El reparto contributivo habría de servir para abastecer no sólo a las Tropas de Voluntarios de La Rioja, acantonadas en Puente la Reina, sino también a otros cuerpos que estaban a punto de llegar al territorio foral. La decisión final fue tomada de mutuo acuerdo entre el virrey y la Junta, por iniciativa de ésta. Sin embargo, los diputados continuaron reclamando a la Corona que la Hacienda estatal sufragase los gastos. Cabe recordar que la Diputación se había dirigido con anterioridad a Fernando VII, con el fin de evitar que los pueblos suministrasen al Ejército las raciones requeridas, ya que suponía un agravio más para los navarros
. 
Por esas mismas fechas, se recibió respuesta de Madrid respecto del nombramiento de Ezpeleta como capitán general. El Rey anunciaba que todavía no se había pronunciado sobre el caso y que lo haría cuando lo estimase conveniente. Como se puede recordar, el virreinato iba asociado a la capitanía, y hacía bastantes meses que Ezpeleta había tomado posesión del primero. Por el contrario, eran las autoridades militares del Ejército español quienes dirigían las operaciones, debido a lo delicado de la situación y, posiblemente, a la avanzada edad del virrey
.
Se dieron otros casos en algunos municipios, como en Cabanillas, donde ciertos vecinos se excusaban de contribuir a los aportes por gozar de títulos de «Hidalguía y Nobleza». Ante estas situaciones, la Diputación solía replicar que reclamasen donde fuera de rigor, desentendiéndose de las demandas. Otras protestas se referían a situaciones dispares. Por ejemplo, algunas personas de Murillete reclamaban que el alcalde, poseedor de cuatro mulas y un caballo, no contribuía con nada mientras que ellos lo hacían con un carro y sin cobrar. El pueblo de Areso argüía lo poco equitativo del reparto de las cargas y los de Larraga recordarían tener un carro entregado al servicio sin interrupción desde hacía más de un mes. Por lo tanto, las quejas, reclamaciones y consultas sobre el tema fueron un constante durante el periodo. No hay que olvidar el valor que tenían los animales y carretas en las actividades agropecuarias rurales, máxime en un tiempo de posguerra en el que el enemigo y los voluntarios habían consumido más del ochenta por ciento de la cabaña ganadera. 
Se sumó a las protestas el valle de Gulina, con argumentos similares a los hasta ahora expuestos: lo mucho que había contribuido y la necesidad de que se repartiesen las cargas con otras poblaciones. Entretanto, el valle de Araquil exponía que el Regimiento de Voluntarios de Soria le demandaba treinta y seis carros más y el alcalde decidía negarse por la ilegalidad del procedimiento. Tafalla comunicaba nuevas exigencias del mismo estilo y solicitaba el auxilio de Olite, a lo que los diputados replicaron que ésta última había conducido bombas desde Zubiri durante un mes, por lo que finalmente se le libraría del servicio. Incluso, un particular de Arizaleta protestaba porque un oficial del Regimiento de Castilla le había llevado un «jumento». Mientras esto sucedía, Juan Antonio Comat desde el cuartel general de Tolosa daba instrucciones sobre el modo de avituallar en Guipúzcoa a los cuerpos militares, según las instrucciones de mayo de 1815 establecidas por el intendente de Burgos. El método sería el mismo para Navarra y se pretendía que el sistema fuese equitativo entre todas las tropas, queriéndose evitar que unas saliesen más beneficiadas que otras
.
En consecuencia, las exigencias de transportes para el armamento y manutención de la tropa continuarían sin solución. Los diputados expondrían la imposibilidad de encontrar bestias de carga, salvo en la ciudad de Pamplona. El virrey, por su parte, demandaba veinticuatro mulas más de orden del comandante del 5º Escuadrón de Artillería, para transportar desde Pamplona hasta Irurzun «cuatro piezas de artillería», que desde allí debían continuar hasta Oyarzun (Guipúzcoa). Ezpeleta, poco después, exigía treinta y dos mulas de tiro para transportar más municiones a Guipúzcoa y vestuario desde Lecumberri a Pamplona. La villa de Cascante, entretanto, comunicaba enviar un carro de los dos que se le pedían. Mientras, Lecumberri estaba faltando al relevo de las bestias de carga, por lo que dificultaba el transporte desde Guipúzcoa. Es evidente que el caos era manifiesto, así como la descoordinación propiciada por las exigencias desmedidas y la precariedad de las poblaciones y del mismo Ejército para responder a las necesidades del periodo.
Al poco, en junio de 1815, el virrey pedía veintiún carros para trasladar víveres desde Arriba hasta Pamplona. En aquel pueblo se hallaba detenido un cargamento de bacalao y habichuelas por falta de transportes, procedente de San Sebastián y destinado para la tropa Se acordó repartir treinta carretas más entre los valles de Araquil y Basaburúa Mayor y Menor. Tampoco se podían transportar cincuenta cargas de carbón desde Orbaiceta a la capital, ya que no se habían presentado igual número de caballerías requeridas
. 
A sólo cinco días de la derrota de Bonaparte en Waterloo, que sucedía el 18 de junio de 1815, los oficiales del Ejército de Observación daban órdenes precisas desde el cuartel de Hernani. Debían apostarse en el valle de Erro, en las estribaciones pirenaicas, novecientos hombres; y en el de Baztán dos mil quinientos, a los que era del todo imposible proveer de víveres por la Real Hacienda. Las autoridades municipales recibirían las órdenes para avituallarlos de pan y raciones de etapa. Los representantes del Baztán, una vez recibidas las instrucciones, escribieron una carta de contestación tres días después, en la que informaban de la reunión que había convocado el alcalde con los catorce regidores de los restantes municipios. En la sesión mostraron ya la imposibilidad de satisfacer la demanda, a pesar de que en el pasado sí había sido posible responder de forma positiva. En el momento presente la escasez lo hacía del todo imposible, ya no se contaba con víveres ni para alimentar a sus propios habitantes durante seis meses. El pasado año se había consumido inmediatamente la poca cosecha de trigo recogida y, para colmo de males, todo el maíz de hacía dos años se había malogrado, por lo que todos los vecinos carecían de grano. Ante esa tesitura, declaraban los representantes no poder de ningún modo realizar los suministros. 

El brigadier comandante, de la plaza fuerte del Baztán, le había asegurado al alcalde que sólo era pretensión que se surtiese a una tropa de unos seiscientos soldados durante uno o dos días. La autoridad municipal se mostró dispuesta a ello, reiterando la imposibilidad de efectuarlo por más tiempo o para mayor número de hombres. Enviaron los ediles baztaneses otra instancia al virrey, el 22 de junio, en la que le informaban de la orden recibida y le exponían asimismo la imposibilidad de contribuir salvo por corto plazo. La carta tenía como finalidad evitar las represalias que podrían derivarse de la negativa a aportar lo requerido.
Los consistoriales solicitaron que otros valles contribuyesen, demanda rechazada de nuevo por la Diputación en base a que debían solicitarlo a Ezpeleta. Los otros representantes norteños recibieron similares instrucciones a las anteriores y el comisario de guerra Isidro Cayarga, habilitado por el jefe del Ejército, habría de ser el encargado de la organización de las entregas. Estaría apoyado por dos «dependientes o gestores de provisiones», quienes habrían de entregar los «bonos pagarés», garantía de los futuros pero improbables reintegros a los municipios. La promesa del general era la pronta restitución del montante de los suministros, cuyo procedimiento habría de hacerse a elección del virrey. Se estudiaba que el dinero se extrajese de las aduanas de Cantabria y la Tesorería de Rentas de la provincia de Burgos, donde habían comenzado a cobrarse los derechos del comercio de la lana. Era también posible que se hiciese contra las de Navarra y Soria, pero también se contempló que el abono se realizase en especie de trigo y víveres, que se entregarían en el puerto de San Sebastián.
Ezpeleta anunciaba, a finales de junio de 1815, que el general en jefe del Ejército de Observación había enviado los víveres necesarios tres días antes. Por ello, en teoría sería suficiente con un reparto equitativo de las cargas para cubrir las necesidades, respetándose el peculio de la tesorería de la Diputación, que se había recaudado de los ramos de Caminos y del Vínculo. Del primero, en julio se destinaría una partida al abono de «los réditos de los censos vencidos» en el primer trimestre de 1810. Además, había que encontrar un método efectivo para evitar el dispendio que se producía, desde el momento de las recaudaciones hasta que se contabilizaba el dinero. 
A pesar del aparente alivio que suponía las anteriores medidas, los Regimientos de Tiradores de Castilla, Sigüenza y La Princesa se acercaban al reino. Pocos días después, el primero llegaba a Villaba y después a Burguete, próximo a la frontera con el país vecino. El general en jefe del Ejército, el conde del Abisbal, dispuso que se le enviasen desde Puente la Reina doce mil raciones de «Galleta y a Elizondo se trasladarían otras tantas». Suponían cien mil libras, que se debían transportar el 10 de julio por treinta carros «de varas», Aunque al parecer los carromatos no eran necesarios, ya que sería el gestor Rived quien facilitase la conducción, el virrey demandaría al poco ochenta para llevar el mismo producto desde Puente la Reina a Pamplona, lo que da idea de las contradicciones y desaciertos. Ezpeleta ordenó asimismo que se aportasen cincuenta caballerías, para desplazar cien fardos del vestuario del regimiento de Soria, desde Sangüesa hasta la capital y desde allí hasta Rentería (Guipúzcoa). Asimismo, exigió otros transportes para conducir enfermos a los baños de Fitero y Arnedillo (éste último en La Rioja). 
Hay que recordar que las poblaciones de la región montañosa de Navarra eran las que más habían sufrido las consecuencias de la invasión francesa. Los testimonios de los habitantes de estos valles son más que elocuentes, ya que era allí donde se estaban dando no pocos casos de verdadera penuria. En efecto, los representantes locales baztaneses se lamentaban de la situación experimentada después de la anterior contienda. Ésta había causado una postración económica extrema, con pérdida de cosechas y ganados, motivada por el abandono del pueblo y de sus casas por parte de los vecinos. Lo sufrido había sido tal, que había causado la muerte a una tercera parte de sus habitantes a causa de carecer de lo más básico, perdiéndose además numerosos edificios al haberlos quemado los franceses. 
En la misma zona norte, lindante con Guipúzcoa y cercana a Francia, la villa de Vera de Bidasoa se quejaba el 13 de junio de 1815 por lo mucho que estaba contribuyendo con suministros a las tropas españolas. Llevaba seis días acantonado allí el Regimiento de Infantería 1º de Asturias, con la plana mayor del Ejército, unos novecientos soldados, músicos, etc. y también estaba presente el mariscal de campo Diego Clarke. Se había hecho necesario establecer un hospital militar para los enfermos y otro para ciento catorce individuos ciegos que existían en el cuerpo. También se comunicó la imposibilidad de continuar dando socorro a las tropas españolas y se  expuso la urgencia de bastantes de sus ciudadanos de pedir limosna de casa en casa para no perecer. En atención a la ruina del pueblo, los diputados decidieron eximirla de contribuciones y sólo incluirla en el servicio de bagajes del Baztán. 
El trigo necesario para los campamentos de Vera, Lesaca, Santesteban, Irurita y Elizondo se trasladaba en gabarras desde los almacenes de Irún, por el río Bidasoa, hasta el desembarcadero de Montoya. Desde allí continuaba en carros y caballerías, tanto de día como de noche. Ni por el cereal ni por los bagajes exigidos se había recibido hasta la fecha compensación alguna. Otras poblaciones distantes, pertenecientes a la zona media, tampoco se mantuvieron ajenas a las reclamaciones. Los núcleos de Galar y Arlegui, pertenecientes a la Cendea de Galar próxima a Pamplona, y el valle de Orba, también elevaron sus respectivas quejas en julio de 1815 por el apronto de suministros  y transportes.
.  
Continuaron los conflictos y en este caso eran los valles de Esteríbar y de Erro quienes no habían presentado las caballerías en Orbaiceta. Con ellas debía conducirse carbón a la plaza de Pamplona. Hasta tal punto llegaban los sacrificios del reino, y sobre todo de la población de Pamplona y todos los pueblos limítrofes con Francia, que la Diputación decidió presentar de nuevo al Rey la situación, en julio de 1815, con el fin de recibir el auxilio de la Hacienda estatal en «dinero y víveres»
. 

Al poco, un oficio del conde del Abisbal comunicaba la claudicación del Ejército francés, el final de la alarma y la vuelta y reconocimiento de Luis XVIII como rey de Francia. Los ejércitos del Loira y de los Pirineos Occidentales habían rendido las plazas que defendían. En Burdeos, Bayona y otros puntos cercanos reinaba también ya la paz. El parte enviado para conocimiento del virrey se había expedido en el cuartel general de Irún y la desaparición oficial de la amenaza supuso una grata noticia para las autoridades navarras. Aunque la alarma había desaparecido y la calma parecía volver a imponerse, no por eso los municipios navarros dejarían de sufrir los esfuerzos bélicos. Las tropas, tanto de tránsito como las acantonadas, causaron de nuevo graves perjuicios a diversas poblaciones, en la zona norte, media y en La Ribera. El ministro de Hacienda comunicaba no disponer de efectivo para pagar los servicios de transportes, a pesar de que habrían de continuar las mismas exigencias, limitándose a entregar los pagarés correspondientes. 
El 27 de julio de 1815, se evidenció el retraso en la formación de la «Sociedad para el Servicio de Bagajes» que se debía haber constituido en Lecumberri. La demora estaba perjudicando a otras poblaciones, como sucedía en los valles de Larraún y Araiz, y afectaba también a la provincia de Guipúzcoa. La causa principal era la falta de relevos en los transportes. A principios de agosto, los diputados asignaban ocho reales diarios de sueldo a los comisionados que se encargaban de los traslados en Orbaiceta, Alsasua y Zubiri, así como al correo del reino en Pamplona, Irigoyen. 

Las autoridades del valle de Santesteban soportaron inconvenientes dignos de mención. Ya se habían dirigido a la Diputación, a mediados de julio, denunciando el aporte excesivo de monturas y transportes. Las quejas eran del mismo tenor que de costumbre: el sacrificio que estaba realizando la comarca para contribuir al suministro del Regimiento de Voluntarios de Infantería de Rivero. El cuerpo militar mencionado había establecido cuatro días antes su campamento en la villa y las autoridades militares habían prometido abonar a los contribuyentes los aportes efectuados desde el principio de la estancia. A este cuerpo se le aprovisionaba a diario de:

-80 arrobas de leña.
-16 arrobas de hierba seca.
-11 libras de aceite.
-2 robos de cebada.
-40 caballerías de bagaje para la conducción de víveres.
-8 caballerías para el transporte de enfermos, soldados y oficiales.

Los ediles se lamentaban del gravoso esfuerzo que suponían los aportes. Recordaron la penuria soportada durante la anterior retirada del Ejército Francés, en julio de 1813, y la posterior permanencia de las tropas aliadas en la zona fronteriza, a finales del mismo año y principios del siguiente. Con el fin de solventar esta situación lamentable, se requirió el reparto de las cargas entre otros valles y poblaciones circundantes. En este caso, la demanda de los comunicantes se cifró en la esperanza de que fuesen los valles de Bertizarana y Basaburúa Menor, así como la villa de Sumbilla, quienes contribuyesen. En caso contrario, los demandantes alegaban la imposibilidad de seguir aportando al Ejército lo necesario, porque todavía en agosto de 1815 permanecían allí algunas unidades. 

La Diputación informó al virrey sobre la conveniencia de que al valle de Santesteban le fuese autorizada su petición, en cuanto al reparto equitativo de los bagajes. Los diputados no opinaban lo mismo en lo relativo a las raciones, ya que defendieron que debían ser sufragadas al menos en parte por la Hacienda Real. Las arcas nacionales, al parecer, ya lo estaban haciendo con algunos de los cuerpos estacionados en el reino, como se ha apuntado. Por si fuera poco, los diputados conocían en julio, extraoficialmente, que el conde del Abisbal había determinado que la 2ª División del Ejército a su mando se habría de acantonar en Navarra. La Diputación se dirigiría al virrey y al mismo militar para solicitar que la tropa se trasladase a Castilla y La Rioja, por lo muy gravado que estaba ya el reino. Abisbal replicaría no hallarse capacitado para ordenar traslados fuera de Navarra o Guipúzcoa, por ser las únicas «provincias» bajo su mando y que ni aunque tuviera facultades lo haría, por ser órdenes directas del Rey que las tropas permaneciesen próximas a la frontera. No obstante, prometía solicitar el traslado de algunas de ellas a La Rioja cuando las circunstancias fuesen propicias, lo que no habría de significar de inmediato mucho alivio para los naturales. 

Para comprender la magnitud de estos inconvenientes, el 5º Escuadrón de artillería, por ejemplo, necesitaba en agosto de 1815 nada más y nada menos que doscientas veinte nueve mulas, de las que le faltaban aún por recibir sesenta. La orden vino en este caso del comandante general Carlos O'Donell y el itinerario no se especificaba, por lo que los diputados pusieron pegas o tuvieron dificultades para cumplir con el cometido. El mismo día, el virrey demandaba cuatro carros y nueve «bagajes», para transportar efectos hasta Oyarzun, y caballerías que debían hacerlo hacia los puntos de Tafalla, Olite y Estella. Las interminables exigencias provocaron que los diputados tuvieran que recurrir a los animales de la capital, aunque incluso el comandante de Artillería ya hubiese requisado algunas monturas, lo que causaba más perjuicios a los agricultores particulares y a otros individuos. 

No por ello dejaban de quejarse también los mandos militares. El general de la 2ª División expresaba en agosto el entorpecimiento de los transportes, «por falta de actividad o de buena voluntad» de los representantes del reino. Esta declaración choca con los aparentes esfuerzos de los diputados, aunque al final del comunicado les eximía de responsabilidad y la achacaba a los subalternos. El parte incluía otra censura  del general O'Donell que irritó a la Diputación, quien a su vez  replicaría: «conoce muy poco los subidos quilates de la lealtad navarra…». El enfado de los gobernantes forales se refería a otras seis monturas que los militares habían retenido a sus dueños, a pesar de que la promesa dada era restituirlas a sus destinos una vez finalizado el trabajo. Aún se les volvía a exigir cincuenta y siete caballerías de tiro, para llevar de inmediato seis piezas de artillería a Oyarzun. Era imposible conseguirlas en la capital, por lo que había que buscarlas a «diez o doce leguas»
. 

Pero no acabarían aquí ni mucho menos los problemas con los transportes del Ejército. Ezpeleta pedía a los pocos días doscientas cabalgaduras más. Los diputados se mostraron favorables a la demanda y aseguraron el inmediato apronto de dieciséis procedentes del valle de Elorz. Sólo era una estrategia diplomática para recordar a Ezpeleta que, el día anterior e incluso ese mismo, los militares habían confiscado diferentes monturas a sus jinetes en los caminos, sin distinguir entre «seculares y eclesiásticos». En Pamplona se habían apoderado de noventa y seis, reunidas por la Diputación para el envío de víveres. También echarían en cara otro número sin determinar, que se habían apropiado jornadas antes cuando regresaban de Tafalla a Pamplona. Los diputados rogaron al virrey que las devolviesen en el patio de la Casa de Misericordia de Pamplona y advirtieron que de continuar esa conducta se haría imposible proseguir con el servicio. 
Hubo más demandas a mediados de agosto, en este caso del comandante del Parque General del Ejército: ciento cuatro mulas de tiro para la Artillería y otras sesenta para traslado de munición de fusil. Los diputados adujeron desconocer si las primeras eran para servicio provisional o permanente y que hasta no saberlo no darían la orden de reclutarlas. Poco después, el comisario de guerra de Reales Provisiones demandaría treinta caballerías diarias. Al día siguiente, Ezpeleta pedía un número inconcreto de bagajes para el transporte de vestuario de los Regimientos de Cazadores de Barbastro y Toledo, así como para conducir munición desde Roncesvalles a Errazu. El virrey había demandado además cien monturas para conducir víveres y galleta desde Puente la Reina a Pamplona. De inmediato, el comandante del Parque de Artillería pediría diez cabalgaduras más y Ezpeleta dos carros. Algunas mulas eran «tan coceadoras», a fe de algunos militares, que no servían para el servicio. El virrey exigiría nuevos transportes durante el otoño de 1815, para llevar calzado a Estella, y los militares de Pamplona para desplazar tres mil arrobas de paja. 
Como se puede apreciar, la intensidad y vehemencia de las exigencias resultaba asfixiante tanto a la población como incluso a los gobernantes del reino. Los problemas causados serían interminables y las quejas de los pueblos también. Por ejemplo, Huarte lo hacía por los perjuicios causados por los valles de Aranguren y Lizuáin, a la hora de no cumplir con lo establecido en los repartos. La crisis parecía no acabar nunca y de nuevo se necesitaban más acémilas para el transporte de los cereales procedentes de los impuestos del «Excusado y Noveno». En este caso también el órgano foral saldría en defensa de los transportistas y confirmó con rotundidad que los naturales estaban hartos de no recibir las pagas, como sucedía en Olite. Los mandos castrenses indicaban que las liquidaciones se irían realizando paulatinamente, siempre por la falta de liquidez, lo que habría de significar más inconvenientes y retrasos. Los diputados razonaban que era mucho mejor que se abonasen los servicios en el momento de realizarse, hecho casi imposible dada la situación hacendística. 
No por ello la Diputación dejaba de presentar las denuncias a la Real Corte por el incumplimiento en el servicio, lo que incluyó a las villas de Larraga o de Sesma. En el caso de la villa de Allo, fue por causa de que algunos particulares no acudían a prestar el servicio. Desde Cirauqui y Mañeru llegaron nuevos avisos de morosidad y de Aibar, El Busto, Luquin, Puente la Reina y Lerín protestas contra algunos vecinos, que se tramitaron en el tribunal, lo mismo que otras denuncias contra el valle de Esteríbar
.

Por la zona media debían transitar los cuerpos militares bajo el mando del conde del Abisbal, más setecientos hombres del Regimiento Imperial de Alejandro, camino de Peralta, Falces o Caparroso. Habían llegado el 7 de agosto de 1815 a Huarte, localidad muy próxima a Pamplona, y venían de la frontera francesa, por lo que se estaban replegando. Se había previsto que llegaran a Olite, pero finalmente lo harían con retraso a Tafalla. La causa, según el comandante de la 2ª División de Infantería Carlos O'Donell, era que no se habían facilitado lo medios para su traslado, al contrario de lo que sucedía en otras provincias limítrofes, por lo que amenazó a la Diputación con ponerlo en conocimiento de la Justicia.  

El 22 de agosto, los ediles de Tafalla suplicaban al órgano foral que las tropas se desviasen por la ruta de Puente la Reina o Artajona, evitando su localidad. Se esperaba allí al día siguiente a la Plana Mayor y a otra parte de la Milicia, por lo que propusieron que pernoctasen los cuerpos militares en el valle de Orba, en la misma ciudad de Olite o bien en los pueblos de la comarca. El consistorio tafallés recibió contestación al día siguiente: pasaría por Mendigorría, hacia Falces, el 2º Batallón del Regimiento de Alejandro; y por Artajona, hacia Peralta, el 3º del mismo cuerpo. Estas unidades también volvían de retorno desde la frontera, pero tenían órdenes de permanecer aún en Navarra. Otras tropas debían acantonarse de nuevo en la zona norte, en Elizondo,  y en otros lugares del reino
. 

Pero aún hay más testimonios del tránsito o permanencia del Ejército en Navarra por causa de los Cien Días. Carlos O'Donell, también teniente general de los Reales Ejércitos, expidió un pasaporte al coronel del Regimiento de Infantería Imperial de Alexandro, para que marchase de regreso hacia Vitoria, a marchas dobles, con el 1º y 2º Batallón. La orden dada en Pamplona constataba la obligación de que las autoridades con atribuciones de Justicia surtiesen al Ejército, en septiembre de 1815, de alojamientos, vino y bagajes. 
La ciudad de Viana, emplazada en la Navarra media y lindante con La Rioja, seguía contribuyendo con alojamientos y bagajes para tropas transeúntes y también para los batallones acantonados en el pueblo. Esta población fue otra de las que elevó protestas ante el virrey por las deudas acarreadas desde la guerra. Después, aparecía por allí el 3º Batallón del Regimiento de Infantería Imperial Alexandro, en septiembre del mismo año, permaneciendo durante 15 días entre sus habitantes. Al escuadrón se le suministraron raciones de vino por valor de más de seis mil quinientos reales. Por otro lado, el 1º y el 2º Batallón del mismo Regimiento habían transitado por Viana hacia Vitoria en esas fechas, con el resultado de haberse hecho un gasto de casi mil quinientos más. A estas cantidades habría que sumar la aportada a diversas tropas transeúntes, con un saldo total para la villa de más de ocho mil reales. No quedó ahí la cosa, todavía habría que añadir los costes por la atención brindada a los enfermos en el Hospital de Caridad. 
Las autoridades de Viana continuaron con sus quejas y sus demandas, por causa también de la permanencia del 3º Batallón del Regimiento de la Princesa. A este cuerpo tuvieron que suministrarle raciones de leña, que no era precisamente abundante en la localidad. A fin de dotar al Ejército de combustible, la ciudad requirió la colaboración de dos concejos dependientes de la villa: Aras y Bargota. Éste último se negó a los pocos días de ser emplazado, hecho que hizo incrementar las quejas de la población que más debió sufrir las cargas. Las localidades del valle de Aguilar, por encontrarse algo alejadas de la ruta de tránsito de los militares, se vieron libres de las contribuciones. El deseo de los de Viana era que aportasen leña, mientras que Aras y Bargota lo hiciesen con caballerías. La suplica de las autoridades de Viana, dirigida al virrey, se enviaba cinco meses después de la definitiva claudicación de Bonaparte, lo que es otro testimonio evidente de la continuidad de los perjuicios.
La villa de Los Arcos, perteneciente a la Merindad de Estella y por lo tanto de la zona media, suministró vino, utensilios, caballerías y otros servicios al Regimiento de Barbastro. Estaban acantonados allí mil cien soldados del Batallón Ligero de Voluntarios, desde principios de septiembre, y habían transitado siete batallones más, a parte de otras tropas sin especificar. Los representantes municipales solicitaron a las autoridades del reino en el mes de octubre la colaboración de otros municipios, como medio de repartir las cargas. También manifestaron la imposibilidad de aportar más acémilas para el transporte de impedimentas. La petición no era la primera, ya que a principios de ese mes ya se había solicitado el reparto equitativo. El tono de la segunda queja fue de gran malestar, argumentándose que las intenciones del Soberano no eran que sus pueblos se arruinasen, sino todo lo contrario, compartiendo entre todos los del reino los cuantiosos gastos. A tal extremo llegó la tensión en Los Arcos, que el alcalde amenazó con no aportar nada a la tropa de no ser ayudado por otros pueblos y serle restituidos antes los adelantos que se habían efectuado. La respuesta venida de Pamplona no fue la esperada por la autoridad municipal, recibiendo el edil recibió el consejo de no dirigir las quejas al virrey, quien no se hallaba al parecer muy dispuesto a conceder la solicitud.

También Falces, en los límites de La Ribera, estaba sufriendo problemas por tener que soportar el acantonamiento del 2º Batallón del Regimiento de la Princesa y abastecerle de setecientas sesenta raciones de vino al día, desde el día 6 de octubre hasta el 18, fecha esta última en que se formalizaba la protesta. De modo similar a otras localidades, solicitaban sus representantes que los aportes fuesen repartidos con equidad entre otros pueblos próximos. La contestación de las autoridades del reino fue negativa, argumentándose que no tenían competencias los diputados para decretar repartos. 

Tampoco el problema de los transportes encontraba solución. El alcalde de Echarri Aranaz se negaba a relevar los carros prestados para el servicio del Ejército y las poblaciones de Ostiz, Echauri, Estella o Pitillas sufrían consecuencias similares. Las dos últimas se quejaban por la misma causa que otros municipios, la no cooperación de los pueblos asignados a su grupo de asistencia, mientras que Gallipienzo lo hacía contra un vecino que no había satisfecho su obligación. La villa de Los Arcos y los valles de Berrueza y Ega elevaban consulta sobre las obligaciones de las sociedades constituidas para el servicio, ya que surgieron muchas dudas y reclamaciones como se puede comprobar. Lejos de mejorar la situación, el encargado militar de la Hacienda de la plaza de Pamplona demandaba, en noviembre de 1815, numerosos bagajes para el transporte de víveres. 
A finales de año, todavía el asunto traía de cabeza a las autoridades y a quienes los sufrían de forma directa: los agricultores, ganaderos y sobre todo los transportistas. Éstos últimos se negaban reiteradamente a continuar de no recibir las cantidades adeudadas. El intendente general del Ejército comunicaba haber destinado cuatro mil trescientos reales para el pago, eso sí procedentes de las rentas del reino. El general en jefe del Ejército de Observación ya había dado orden, a principios de septiembre de 1815, para que se liquidase la deuda con los comisionados y conductores. Debieron acreditarse los servicios, la duración de los mismos, etc., por lo que hubo muchas las molestias y pocos resultados positivos. La Diputación, por ejemplo, reseñaba que muchos bagajeros no tenían la documentación requerida, precisamente porque el mismo Ejército se había negado a entregársela. Incluso antes, en el mes de julio, el mando militar había dispuesto que se relevasen los transportes una vez llegasen a sus destinos, hecho que no se cumplía en muchas ocasiones. Las demandas continuarían, para conducir enfermos a los baños de Fitero o bien para otros cometidos. 

Otra de las promesa había consistido en el pago por adelantado la de la mitad del servicio, hecho que tampoco se cumplía. Dada la gravedad de la situación, se acordó continuar a pesar de no satisfacerse la anterior medida. Por el contrario, se habrían de expedir los certificados oportunos para facilitarles el cobro posteriormente. La villa de Monreal, por ejemplo, solicitaba en diciembre la exoneración del servicio al no haber recibido nada. Las poblaciones de Tafalla, Caparroso y Olite se negaron a continuar cumpliendo las órdenes y varios vecinos de ésta última argumentaron no contar con «talegas» suficientes para transportar la cebada del Ejército. También, dos días después, la villa de Betelu informaba no disponer de caballerías, mientras que en el caso de Basaburúa Mayor fue por no contar con número suficiente de carretas.
Los asuntos asociados a estos inconvenientes requirieron tantas gestiones, que el escribano real tuvo que dedicar ciento treinta y seis días a transcribir todos los documentos. A finales de 1815, el conde del Abisbal anunciaba algunas medidas al respecto. Las poblaciones quedarían en adelante libres de la obligación de alojar tropas, pero no de seguir contribuyendo a los transportes o a las entregas de víveres. Al respecto, el comisario de guerra de Pamplona se quejaría de los de Estella por no hacerlo de la forma debida. 
Todavía en 1816 proseguirían las exigencias, a pesar de que el golpe de Bonaparte ya quedaba muy lejos. Hay numerosas citas al respecto durante los primeros meses y de hecho las primeras son del virrey pidiendo carros y transportes para el Ejército «de la Izquierda», lo que da constancia de que algunos de los cuerpos destinados a la frontera todavía permanecían en Navarra. Los Regimientos de Observación de los Pirineos Occidentales pasarían a depender de forma oficial del intendente de Aragón, quedando en apariencia libres de vigilar la frontera con Francia (Real Orden de extinción, 25-3-1816). Con el fin de contabilizar todos los aportes y esfuerzos efectuados por el reino, era necesario presentar en la Contaduría del Ejército las liquidaciones de todo lo suministrado y el estado de los transportes, lo que acarrearía nuevos inconvenientes. Para hacerse una idea de lo que supusieron las movilizaciones, en necesario mencionar que incluso se había habilitado la casa de Misericordia de Pamplona como almacén de víveres.

A pesar de las muchas dificultades, los bagajeros fueron cobrando lo que se les adeudaba, al menos parte de ellos. Consta que se destinaron 6.542 reales de la Tesorería de Rentas, en febrero de 1816, para el pago de varios municipios sin especificar. Otros continuaban solicitando exención y alegaban ser poseedores de títulos de nobleza, hidalguía o por ser religiosos, reclamaciones que eran atendidas de forma positiva, lo que no da muestra de equidad
. 

Una de las demandas del virrey, de abril de 1816, se cifró en veinte mil reales, ya que una vez más se habría encontrado sin fondos para la tropa de Pamplona, al no llegar efectivo como esperaba desde la Capitanía de Aragón. Los diputados en esta ocasión se los concederían como adelanto, a pesar de no contar con facultades y ser contrario a los fueros. Dieron orden de entregárselos a cuenta del ramo de Caminos y en calidad de reintegro por la Intendencia de Aragón. Bien pudo deberse esta decisión a haberse extinguido el Ejército de Observación, a la disminución de las exigencias y al abono de parte de los costes de los transportes o quizá para evitar males mayores y represalias futuras. Aunque la cantidad solicitada no era cuantiosa, dada la penuria económica y tenida cuenta las anteriores negativas, bien pudo deberse a alguna o varias de las razones expuestas, incluida la solicitud de Cortes
. 

Parecía dar comienzo un periodo de mayor entendimiento, en el que no se observa tanta tensión con el virrey, pero es difícil precisar si los diputados le concedieron la ayuda bajo presión. Por lo tanto, hay que ser cauto a la hora de interpretar aquel gesto, ya que no por ello desaparecerían todas las molestias generadas por los militares. La opinión personal es que, en función del celo mostrado por los diputados para no hacer concesiones que vulnerasen las leyes del reino, se trató de un acto conciliador. Se dio en un momento en el que parecían arreglarse la situación, o al menos mejorar, y cuando la concesión de la asamblea estamental parecía más cercana. Por otro lado, y como ya se ha reseñado, el monto del préstamo no era muy abultado. 

Por esas mismas fechas, se seguían exigiendo algunos bagajes. El valle de Ulzama y la villa de Huarte Araquil enviaron sus protestas a la Diputación al respecto. Mientras, desde Estella había que transportar casi setecientos robos de trigo y algunos vecinos de Allo continuaban negándose a prestar el servicio. A su vez, los pueblos de Arriba y Betelu tenían que colaborar con los transportes del Ejército que salía de Guipúzcoa, etc. Poco después, Ezpeleta volvía a quejarse de la falta de peculio para atender las necesidades del Hospital militar y otros gastos e incluso había solicitado dinero al Ayuntamiento de Pamplona y al Cabildo Catedralicio. Llegado a este punto, amenazaba con un nuevo reparto de unos doscientos o trescientos mil reales, lo que volvió a encrespar los ánimos de los diputados y ya todas las buenas intenciones parecían lejanas. 

En los meses centrales de 1816, volverían a ser constantes los movimientos de tropas por Navarra y, consecuentemente, los problemas derivados de ello. Se repitieron similares situaciones a las que se venían produciendo desde la alarma pasada, al igual que las quejas de los militares por no relevarse los transportes, en Lecumberri, de dos batallones de San Marcial que debían venir desde Guipúzcoa. En este caso, los diputados replicaron ser culpa del Ejército, ya que no había sabido comunicarse de antemano con las poblaciones. Incluso la Diputación de Guipúzcoa intervino para manifestar los perjuicios derivados de la demora, porque deseaba evitar por todos los medios que los transportistas guipuzcoanos continuasen con el cargamento de munición más allá de los límites de la provincia. 

La villa de Olite, por su parte, acusaba nuevas exigencias, pero manifestaba estar dispuesta a cumplirlas. Al poco, eran las poblaciones de Peralta, Cirauqui, Cintruénigo, Azagra, y Cabanillas las afectadas, éstas dos últimas pidiendo se les librase de aportar carros, solicitud que no conseguirían. Más tarde, aparecería el caso de Tudela quejándose de que Cadreita no había colaborado, el de Tafalla arguyendo lo mismo de Pitillas y Santa Cara, así como el testimonio de Caparroso que se hallaba en situación similar con Villafranca y Traibuenas. El problema, por lo tanto, parecía no encontrar final tampoco en 1816. 

De modo similar, San Martín de Unx expondría no poder corresponder a las peticiones y contra la población de Arróniz se presentaba denuncia en la Real Corte por incumplimiento, mientras que el virrey continuaba exigiendo los transportes para traer trigo desde Estella y Lerín, eso sí, prometiendo la retribución estipulada. Vecinos de Olite protestaban porque no recibían la paga correspondiente de sus servicios, que a su vez tenían que haberlos realizado los de Peralta. Otro dato a destacar es el que guarda relación con el empleado de Rentas Reales, Elías Merino, quien declaró que desde Tudela marchaba sobre una yegua a Pamplona a entregar unos trece mil reales. Llegado al río Ebro se acercó a abrevar a la orilla, «llevándola el agua con todo el dinero». A causa del accidente, que era un tanto inverosímil, el aludido demandaba que se le condonase la referida cantidad, a lo que la Administración respondió que debía entenderse con la Real Hacienda
. 
En la segunda mitad de 1816, las exigencias y reclamaciones por bagajes y suministros al Ejército disminuyeron, aunque no desaparecieron del todo. Una vez que el Ejército de Observación se iba retirando, el órgano foral pudo dedicarse a la resolución de otros asuntos contemplados en las Instrucciones de los tres estados, a pesar de que el principal estaba por lograrse: la convocatoria y reunión de éstos en Cortes generales. Para ello se continuaban dando los pasos oportunos, en Madrid, a través del agente del reino y de otros delegados como el obispo de Pamplona. 

Otro de los problemas que se plantearon durante el periodo, que ya se ha mencionado, era la reclamación de la capitanía de Navarra para el virrey. Aunque el cargo incluía las funciones militares de forma tradicional, el general Areízaga estaba al mando del Ejército de Observación y, por lo tanto, de las operaciones militares en el reino. Por ello, la Diputación decidiría recordárselo al Rey, quien promulgó una Real Orden en julio 1815 por la que los capitanes generales de Cataluña, Aragón y virrey de Navarra debían en adelante realizar las funciones que desempeñaban los jefes políticos en el corto periodo constitucional. Se dio a conocer otra sobre el establecimiento de Comandancias Militares fijas en las «Provincias Subalternas», con el fin de atender a la seguridad y la persecución de delincuentes. Queda claro que Ezpeleta no dirigió las operaciones de los Cien Días, salvo en lo que se refiere al apoyo económico y logístico, sino que fueron los militares mencionados quienes estuvieron al frente del Ejército de Observación de los Pirineos Occidentales
.

Fernando VII solicitó informes sobre las atribuciones y prerrogativas del virrey. Con anterioridad, éste ya había pedido información detallada sobre ello, por lo que ya se habían revisado en enero diversos documentos de los archivos. El encargado de confeccionar el resumen, al haber hallado los registros en cierto desorden debido a las pretéritas turbulencias, contestaba al representante real que aún le llevaría tiempo tener dispuesto el dossier. La consulta venía por la competencia suscitada entre el Virreinato y la Cámara de Castilla, en relación con la concesión de moratorias, indultos y dispensas de leyes sin la consulta previa al Real Consejo del Reino. Había otras posibles intenciones, como el deseo real de imponer a Navarra contribuciones o el servicio militar obligatorio, que en síntesis se resumían en reducir o eliminar el sistema foral de autogobierno. Desde Madrid llegaba otro comunicado, en junio, sobre lo mismo y la Diputación respondía al secretario real, Juan Ignacio Ayestarán, que sería tratado el tema en la primera sesión que celebrase el órgano foral. Una vez efectuada la consulta, los diputados  darían a conocer en agosto que los virreyes siempre habían consultado con el Consejo, quien a su vez comunicaba a la Diputación las posibles gracias a conceder
. 
Pero para hacer una valoración completa de las exigencias e inconvenientes militares del periodo, es necesario recordar que el virrey argüía constantemente no  contar con recursos suficientes para salir al paso de una situación comprometida. Ya se había quejado en reiteradas ocasiones, incluso antes del golpe de Bonaparte. Por ejemplo, en enero había enviado un oficio a la Diputación en el que exponía el problema y anunciaba la decisión de disponer un empréstito, aun a costa de ir contra los fueros. Por aquellas fechas todavía se adeudaba alrededor de la cuarta parte de los 1.505.538 reales exigidos por la Diputación provincial antes de la restitución de los fueros. Ezpeleta había hecho apremio a los pueblos morosos como Tudela, Corella, Villafranca, Estella…, dándoles un plazo de ocho días para satisfacer la deuda . 
Poco después, la ciudad de Estella acusaba el apremio del virrey para que abonase lo adeudado, con amenaza de arresto para los capitulares en caso de incumplimiento. Los diputados se desentendieron del auxilio a los estelleses, a pesar de que esta ciudad se veía en la obligación de mantener a la tropa. En este caso concreto, la Diputación consideró que la carga impositiva la había llevado a cabo la extinguida provincial y se dedicó con mayor intensidad a la demanda de Cortes. Sin embargo, un año después serían los ediles de Estella quienes saliesen en socorro de los diputados.
Los ayuntamientos restantes habían declarado que la desastrosa situación económica en la que se encontraban no les permitía hacer frente a la exigencia. Ezpeleta ya había efectuado rebajas a algunos pueblos de la montaña, cuyos habitantes se hallaban en situación extrema, pero se negaba ante las demandas de Tudela. Como las contribuciones exigidas eran contrarias al Derecho Foral, los municipios y la Diputación del reino se aferraron a ese argumento. El virrey, por el contrario, argüía que la contribución se había decretado en periodo constitucional, por lo que no era incompatible con el sistema de los fueros. Esta declaración y hechos similares podrían indicar que «los mismos representantes del poder absoluto ―que habían barrido toda la obra legislativa liberal— se aferraron a determinados aspectos de las reformas gaditanas cuando les interesó». A pesar del apremio, algunos municipios se habían negado, tal es el caso de Estella, Tudela, Villafranca, etc. El consistorio estellés había provocado incluso que la tropa enviada por el virrey a cobrar la cuota retornara de vacío
.
En otros lugares como en Cintruénigo o Cárcar las protestas habrían sido enérgicas y se negaron a enviar los partes de anteriores entregas o pidieron que no se les molestase más con exigencias, respectivamente. El municipio de Azagra manifestó no tener recursos ni para la reparación de «la presa principal del regadío». Los ediles de Cascante se negaron a imponer más cargas vecinales, porque con anterioridad había acordado incluso prisión contra algunos habitantes y ya ni se deseaba que se le restituyese lo aportado, sino que se canjease por lo que se adeudaba. Corella había esgrimido argumentos parecidos, con la salvedad de que lo adeudado habría de ser el equivalente a lo que ya se había entregado en raciones. El Valle de Orba ofrecía pagar la mitad si se condonaban los intereses, comprometiéndose a satisfacer la otra media en dos años.
Así las cosas, todavía podían complicarse más, ya que por Real Decreto de julio de 1815 se había ordenado que los pueblos deberían reintegrar a la Real Hacienda las cantidades abonadas a los diputados, jefes políticos, otros gastos suplidos por las Juntas Provinciales, etc., durante la época constitucional. El monto total era de 16.533 reales, que los diputados deseaban satisfacer con lo que la Hacienda estatal adeudaba al reino del arriendo del tabaco, cuya concesión se haría oficial a finales de año. Por lo tanto, al problema de los aportes se sumaban otros de orden económico, que afectaban también a la Monarquía y a sus relaciones con el reino. 

Respecto de las condiciones del contrato del arriendo del tabaco, serían las mismas que se habían establecido en 1803, pero con algunas variaciones como la adopción de los pesos castellanos (aplicada desde 1-5-1807), a pesar de que los precios continuarían del mismo modo. Parte de las ganancias se invertirían en el arreglo de las vías de comunicación. La contratación del despacho traería problemas añadidos que complicarían el panorama político, convirtiéndose en otra de las rémoras de todo el periodo. La Corona dejaría la nueva escritura sin validez (Real Orden, 11-6-1816), al no haberse acomodado el reino a algunos aspectos de la misma. 

Al parecer, tampoco los diputados estaban habilitados para variar las condiciones económicas, por lo que el asunto quedaría de momento paralizado. Desde Madrid, se propuso que la contratación debería retornar a los mismos términos contemplados anteriormente por los administradores de Rentas y el virrey. En respuesta, la Diputación elevó una nueva solicitud a la Corona sobre el caso. Pasado bastante tiempo, en noviembre de 1818, continuaría el convenio sin cerrarse de forma definitiva, mientras que proseguían los dimes y diretes entre el reino y los ministros.

La escritura de concesión habría entrado en vigor por tres años (1-1-1816/31-12-1818), en las condiciones anteriormente descritas. Una vez vencida esta posibilidad, en abril de 1819, los diputados elevarían otra representación al Monarca. La nueva demanda se cifraría en que el reino quedase en libertad de administrarlo de la forma más provechosa, pero a pesar de ello los gobernantes navarros se mostrarían proclives a acatar las fórmulas anteriores de equiparación con los precios de Castilla, etc. Más adelante se continuaba negociando el nuevo contrato para el mismo periodo (1-1-1819/31-12-1821), que se haría formal en presencia del administrador de Rentas Reales a finales de julio de 1819. La Diputación contrajo entonces la obligación de condonar 46.500 reales, según un ajuste con la anterior escritura
. 
Se ha querido destacar este último aspecto, para poder comprobar cómo el normal funcionamiento de las fuentes de ingresos de la Hacienda navarra se vio entorpecido, tanto por la penuria económica de posguerra como por las exigencias de los Cien Días. El complejo convenio con el Gobierno en materia contributiva y las difíciles relaciones entre ambos poderes impedían cualquier atisbo de recuperación. Los conflictos se habrían extendido a la población, ya que hubo desacuerdos importantes entre los vecinos a la hora de abonar los impuestos especiales. Se referían a la forma de repartir la carga, porque mientras los más pudientes deseaban que fuese a partes iguales entre todos los censados, los más humildes deseaban que se hiciese de forma más justa según los recursos. La problemática expuesta no sólo demostraría las dificultades económicas de los pueblos y ciudades, sino que se habría evidenciado una actitud de resistencia «en la negativa a pagar diezmos, el pago de raciones o querellas en los tribunales contra curas que se oponían a entrar en los repartos fiscales…, que implica una actitud ideológica antifeudal»
.
Ezpeleta, ante tantas dificultades económicas, tuvo que ablandar finalmente su postura respecto de la contribución decretada por la Diputación constitucional. Declaró no continuar con el cobro hasta recibir nuevas providencias del Rey. La decisión, al parecer, la tomó de mutuo acuerdo con el Consejo del Reino, quien a su vez determinó sufragarla con los ingresos de la Diputación pertenecientes a los ramos de Caminos y Donativo, en calidad de reintegro o de descuento de próximas contribuciones. Por otro lado, el duque de Granada intercedió también por el reino respecto a la imposición, de igual modo que el obispo de Pamplona que se hallaba en Madrid
.
Todo ello denota el esfuerzo económico que realizaron los núcleos urbanos de Navarra. El apoyo logístico a las tropas afectó de forma muy directa a la población, sobre todo en el medio rural norteño, y supuso una de las mayores preocupaciones de las autoridades. Las movilizaciones militares que se sucedieron por territorio navarro, durante 1815 y aún en 1816, complicaron más el grave problema que se venía padeciendo ya de forma crónica. La situación era de verdadera crisis, tanto económica como social e incluso política. El abastecimiento a las tropas, o bien no dejaba otras posibilidades de actuación a los gobernantes o se desentendieron de ellas, como ha apuntado algún autor. De ser así, quien realmente controlaba la situación era la Monarquía, a través del virrey y los mandos militares, mientras que la Diputación fue un mero instrumento que permitió las exacciones. Por otro lado, lejos de aplazarse la entrega de los informes de la anterior guerra, continuaban llegando las instrucciones para ultimarlos, lo que significaba más presión para los consistorios en un momento especialmente delicado
. 

Destaca el celo puesto por los diputados por controlar el estraperlo de cereales, a través de las fronteras de Navarra con Aragón y Guipúzcoa, ya que el informe respectivo se elevó al Real Consejo. El aumento de los precios y las continuas exigencias del Ejército fueron las principales causas durante el periodo que hicieron se incrementase el control por parte del órgano foral, quien negó en reiteradas ocasiones el libre comercio. Por ejemplo, este hecho impidió a un vecino de la ciudad de Viana extraerlo a Álava. Los diputados tampoco concedieron permiso para exportar cuatro mil fanegas, que un vecino de Gaviria había negociado con la Hacienda nacional y que estaban destinadas la manutención de las tropas de Guipúzcoa, provincia menos próspera en cereal. La razón en este caso se refería a la prohibición de sacar granos fuera del reino, por lo que pasaron el asunto al virrey. 

Los pueblos más perjudicados como Lumbier también elevaron protestas a las instituciones navarras, denunciando conocer que los habitantes de los valles pirenaicos de Roncal, Salazar y Aézcoa sacaban mucho trigo a Francia de forma ilegal por los Pirineos. El mismo alcalde del Baztán se sinceraba sobre el tema y reconocía que por aquel punto se extraía «no poco» al país vecino. Los de Estella se quejaban del incremento de su valor, a lo que los diputados replicarían que en Pamplona estaba sucediendo lo mismo y que darían parte al Consejo del Reino. Similar incidente aconteció en Tafalla, en agosto de 1815, donde un regidor semanero del consistorio, al parecer debido a la carestía del cereal y el malestar de los vecinos, decidió embargar unos trescientos cincuenta robos de grano al contratista del Ejército Joaquín Idoy. Por lo tanto, las exigencias militares de manutención del Ejército causadas por las movilizaciones provocaron carestía de cereales y aumento de los precios.

Del mismo modo, se prestó especial atención a la introducción de otros géneros, como vino y aceite, desde otras provincias o incluso desde otras ciudades del reino, para evitar que se pudiese perjudicar a los productores navarros. Por ejemplo, un vecino de Tudela tuvo que padecer las restricciones porque que se le impidió que importase esos productos para surtir  a la fábrica de jabón y aguardiente que regentaba. La razón se cifraba en la prohibición existente, que a su vez protegía a los numerosos cosecheros de la ciudad. Por lo tanto, las limitaciones comerciales todavía se agravaron más por causa del golpe de Bonaparte
.
Otro de los problemas que afectó a muchos pueblos como Valcarlos, Burguete, Arive, Vera de Bidasoa, Zubiri, Roncal, Urzainqui, Garde, Vidangoz, Puente la Reina, etc., fue el impuesto de un maravedí por cada arroba de cebada
, alimento necesario para los animales y, por lo tanto, para las caballerías de los transportes. Al parecer, los atrasos hicieron que los diputados concediesen descuentos de una parte de lo adeudado o de incluso la mitad, como en Sumbilla. Estella pidió que se le condonase la totalidad de la deuda reclamada por el ministerio de Hacienda, a cambio de los perjuicios derivados del arriendo del tabaco en 1804. La ciudad debía 3.750 reales, mientras que las pérdidas de aquel año por el segundo concepto habrían ascendido a más de 16.000. Sin embargo, la Diputación se mostraría contraria a la medida, en abril de 1816, por necesitar del dinero para el ramo de Caminos y por considerar que el impuesto mencionado y el despacho del tabaco eran cuentas que debían gestionarse por separado. En julio, la ciudad volvería a solicitar aplazamiento de ocho meses en el trámite de apremio por lo que adeudaba del expediente de la cebada. 

El municipio de Ablitas también debía diez mil reales del mismo impuesto y unos cuatro mil en concepto de intereses. Los diputados determinaron que abonase la mitad con sus réditos, antes de septiembre de 1816, y el resto a fin de año. Al lugar de Esparza se le concedió rebaja de un tercio y al de Ibero de la mitad. Bacaicoa pidió también descuento por los años de la guerra y se le concedería de un tercio, a finales de 1818; y Huarte suplicaría exoneración de dos plazos que debía, pero habría de encontrar la oposición de los diputados entrado 1819.

Algunos particulares solicitaban similares rebajas, en la mayoría de los casos por tratarse de personas que regentaban mesones o ventas, como por ejemplo un vecino de Arbizu, de Muguiro u otro de Izu. A algunos se les concedieron de la tercera parte de lo debido, pero a otros de Barasoáin, Echarri Aranaz o al regentador de la Venta Blanca se les negó por ser reincidentes en la demanda o por otras causas. Una de las deudas más llamativas era la del arrendatario de la posada del lugar de Javier, que venía de once años atrás. Hubo quien pidió aplazamiento en el pago y los mesoneros de Pamplona solicitaron nueva escritura de arriendo, a lo que los diputados puntualizarían que el nuevo contrato estipularía el doble (8.000 reales) de la cantidad anterior, al haberse duplicado el impuesto por ley de uno a dos reales. 

Así las cosas, los consistoriales de Tafalla comunicaban a la Diputación que los posaderos no querían abonar 2.832 reales fuertes del gravamen de un maravedí por cada arroba de cebada. Este problema se agravaría a comienzos de 1820 y entonces habrían de incrementarse las protestas de las pequeñas poblaciones y de los mesoneros. Los municipios de Berbinzana, Gallipienzo, Azanza, El Pueyo e Ibero también se lamentaban del incremento, al igual que un vecino de Villafranca
. 

El nuevo sistema de recepción del impuesto, tanto para Pamplona como para las demás poblaciones, motivaría en febrero de 1819 un estudio de la situación pasada y presente que habría de verse en las próximas Juntas Generales «de Quasimodo», que se celebraban después de la pascua de Resurrección. Es una evidencia de la extensión del problema en el tiempo del Sexenio. Otros individuos de diferente estrato social también solicitarían rebajas en diferentes deudas. Es el caso, por ejemplo, del secretario del Consejo del Reino, Faustino Ibáñez. Argumentaría que por perjuicios de la guerra se le condonasen 1.500 reales que adeudaba de «fábricas» y se le perdonó la mitad
. 

En resumen, el Monarca español debió de experimentar un gran desasosiego por aquellas fechas, ya que el problema francés revestía una gravedad especial. Se hallaba reciente el recuerdo de su destierro en Valençay y la más cercana abdicación de Luis XVIII. A pesar del tiempo transcurrido, la memoria de los ajusticiamientos de Luis XVI y su consorte en la guillotina durante la Revolución Francesa también eran razones de peso para mantenerse alerta. Similar turbación habría sido compartida por las instancias gubernamentales navarras, dada la proximidad de la amenaza y las secuelas de los últimos desastres de la guerra. Las gestiones realizadas durante aquellos meses para contener el potencial riesgo que acechaba desde Francia fueron intensas. La Monarquía hizo público el peligro a través de órdenes circulares, dirigidas a las instituciones absolutas: Salas de Alcaldes de la Real Casa y Corte, Chancillerías, Audiencias, corregidores, gobernadores, alcaldes mayores, arzobispos, obispos y otros prelados. 
En los meses centrales de 1815, Fernando VII se dirigió a los navarros en términos absolutistas, los mismos que el Congreso de Viena intentaba restablecer o preservar en Europa. Mientras, en Inglaterra la primera Revolución Industrial avanzaba imparable y la filosofía liberal económica se abría camino. Desde hacía mucho tiempo ese país hacía gala de un incipiente sistema parlamentario bipartidista, representado por los «whigs» y los «tories». Por el contrario, España permanecía anclada en el atraso estructural, con una economía básicamente agropecuaria, el sistema gremial en vigencia y barreras comerciales proteccionistas. En Navarra todavía se agravaba más el problema, por su foralidad y el método especial de contribución al fisco, así como la pervivencia de aduanas interiores
. 
La censura del Gobierno prohibió la introducción y tráfico de cualquier libro o panfleto revolucionario venido allende los Pirineos. Quedó estrechamente vigilada toda actividad en la península de parte de los bonapartistas, en aras a evitar la propagación del peligro. La aplicación de estas medidas especiales, que sólo necesitaban la sanción real, implicó la imposición de penas a los posibles encausados. Los jueces y demás órganos judiciales quedaban obligados al cumplimiento de la aplicación de los castigos, del mismo modo que las disposiciones eran extensibles a todas las autoridades y ciudadanos, quienes debieron cumplir con celo la normativa. Los navarros hubieron de estar más pendientes de otras cuestiones relativas al reino, como las exigencias militares y las agresiones contra el sistema foral recién recuperado.
El diputado Sebastián Escudero solicitó al Rey la elaboración e impresión de folletos, en junio de 1815, con el fin de informar y legalizar de forma adecuada la situación en Navarra. Se enviaron a las cabezas de merindades y pueblos exentos, pero hay que destacar que Napoleón había sufrido la derrota definitiva dos días antes. Aunque las noticias llegasen a España con cierta tardanza, es de suponer que la tranquilidad volvería pronto a imponerse, tanto entre la Casa Real como en el Gobierno y las autoridades navarras. Por su parte, el Consejo Real del Reino comunicaba a los diputados que en el plazo de tres jornadas compareciesen ante sus jueces, porque debían informarles con carácter oficial de la nueva legislación real sobre las medidas adoptadas
. 

El régimen foral que acababa de reestablecerse no sólo encontró estos inconvenientes dentro de su normal desarrollo. En octubre de 1815, los temores de las autoridades navarras aumentaron ante las noticias de que el Gobierno deseaba abolir los privilegios forales, equiparando por igual a todas las provincias españolas. Se produjeron tensiones y luchas de competencias entre los mandos militares y la Diputación, por causa de la detención de algunos particulares. Hay que recordar que ningún navarro, en virtud de los fueros, podía ser detenido ni juzgado salvo por las autoridades y tribunales del reino
. 
Todo ello da idea de la inestabilidad política entre ambos poderes, de lo precario de la restitución y de los graves problemas económicos que se generaron durante los Cien Días. A pesar de que Fernando VII había reconocido la condición de reino, el régimen administrativo y fiscal de ambos chocaban de frente en una época de posguerra de máxima penuria. Como se puede comprobar, son pruebas del clima de tensión que se iba forjando con la Monarquía, el virrey, los mandos militares y los funcionarios de Hacienda del Gobierno. El resultado sería que las agresiones del Estado todavía se habrían de hacer más intensas y las diferencias de intereses más profundas.
En ocasiones parecía ser todo lo contrario y hay comunicados que así lo atestiguan. Por ejemplo, los diputados habían felicitado al intendente general del Ejército, en agosto de 1815, por «el celo de uno y otro [el virrey] por el mejor servicio de las tropas de S.M.» Añadían que de buena gana hubiesen hecho más, de no ser por hallarse «imposibilitados por las Leyes del Reyno» y por las Instrucciones dejadas por las Cortes. Declaraciones diplomáticas que desde luego chocan con todo lo que se estaba viviendo. Pueden ser interpretadas como un respiro o paréntesis en medio de las difíciles relaciones, pero no deben ser valoradas como un reflejo de la sumisión del reino, sino más bien como una forma de conseguir la concesión de Cortes. 
En conclusión, una vez analizada en profundidad la alarma que se generó en Navarra, se puede afirmar que el optimismo inicial de la restitución foral de 1814 dio pasó al malestar por la penuria de los habitantes de pueblos y villas. Asimismo, los diputados sufrieron una constante preocupación ante el nuevo problema, que avivaba el recuerdo de situaciones similares, como las que se habían producido durante las dos guerras anteriores con Francia. Las agresiones de parte de la Corona estaban muy presentes desde finales del siglo anterior, por los mencionados contrafueros. Por si fuera poco, las exigencias militares a causa del golpe de Bonaparte sacaron a relucir las peores consecuencias de la invasión francesa, que habían afectado y lo hacía aún sobre todo a los municipios norteños fronterizos. A la par que todo esto sucedía, el virrey y mandos castrenses hacían gala de su autoritarismo, por haber recibido órdenes expresas desde el Gobierno y por verse asimismo sin recursos.  
El periodo, por lo tanto, estuvo marcado por las cargas económicas causadas por la alarma militar de Bonaparte. Los esfuerzos estuvieron encaminados al mantenimiento del Ejército de Observación de los Pirineos Occidentales, así como al transporte de sus efectivos, impedimentas y suministros. Por causa de ello, continuó exigiéndosele a la población navarra en nombre de la Corona unos esfuerzos en muchos casos por encima de sus posibilidades y en contra de lo estipulado por los fueros y las leyes de Navarra. Las contribuciones tendieron a convertirse en un reparto impositivo y la Diputación las rechazó como contrafueros, en medio de un tira y afloja de competencias y atribuciones entre los diferentes organismos y con un claro protagonismo de los militares. Dada la escasez de recursos de la Hacienda española, las tensiones entre la Monarquía y el reino se avivaron. 
El panorama del reino era desolador, incluso mayor a lo que sucedía en el resto de la nación, por la mencionada penuria económica, por el caos institucional y por las continuas tensiones y enfrentamientos con el Gobierno. Las quejas de la población a través de sus representantes municipales fueron continuas. La indigencia se agravaba y originaba nuevos disturbios sociales y problemas de orden público, a la par que los pleitos contra los pueblos iba en incremento, por causa de impagos o por problemas y retrasos a la hora de entregar los informes de la guerra. La ruina alcanzaba también a los hospitales militares, donde los enfermos corrían el peligro de perecer por la falta de liquidez que sufragase los auxilios. 
Respecto de las actividades de la Diputación, en relación con las demandas militares y otros problemas derivados, hay evidencias que descartan que el órgano foral actuase totalmente de modo negligente. Los diputados se habían mantenido bastante firmes en defensa de los intereses económicos del reino, sobre todo hacia los dos estamentos preeminentes, ya que no en vano provenían mayormente de ellos. A pesar de ello, no hay que obviar la labor realizada en defensa de los pueblos o de los bagajeros, así como la presión a la que se vieron sometidos. Hay que tener presentes las continuas negativas al virrey, su posición firme en defensa de los fueros, ante el Consejo del Reino e incluso con el mismo Monarca; y el respeto a las decisiones anteriores de los tres estados y a las leyes de Navarra. Se opusieron a que se decretasen nuevos repartimientos y hay que recordar que la contribución del millón y medio la había estipulado precisamente la Diputación constitucional, aunque algunos de sus componentes formasen parte de la del reino. 
Por lo tanto, el Gobierno de España encontró mucha resistencia en las instituciones forales a la hora de aplicar sus medidas de reforma, sobre todo encaminadas al terreno de la Hacienda. Estos hechos demuestran que la Diputación era un elemento más de defensa de la Administración del reino, durante los periodos intermedios a la celebración de las Cortes. La imparcialidad obliga a reconocer el esfuerzo que realizaron los gobernantes, ya que tenida cuenta de sus competencias limitadas y de las intensas presiones recibidas, no merecen ser tampoco descalificados, como ya se ha apuntado con anterioridad. Pero hay que reconocer que, en algunos casos, la Diputación podría haber actuado de forma ambigua e incluso arbitraria en beneficio de los más pudientes. 
Destacan la indefinición de las facultades del virrey y su tardía asunción de la Capitanía de Navarra, por lo delicado de la situación y seguramente por causa de su avanzada edad. Hay que reseñar la imprecisión legal en no pocos asuntos del reino y en las relaciones con el Gobierno, así como la lentitud administrativa. Fue asimismo patente la agresividad mostrada por la Monarquía contra las instituciones navarras, encaminada a sacar el máximo provecho fiduciario.
Prueba de todo ello es que, de los asuntos tratados durante 1815 en las sesiones del órgano foral permanente, casi las dos terceras partes fueron de índole militar. El resto de actividades desplegadas por la Diputación se repartió entre los diferentes negocios de índole política, administrativa u económica. Estuvieron muy presentes los últimos pasos de la restitución foral y la completa rehabilitación de las instituciones del reino. Por otro lado, a finales del año 1815 el restablecimiento contaba todavía con serios problemas o dificultades. El primero de ellos se debió a la inexactitud, intencionada o no por parte del Gobierno, a la hora de cifrar el Real Decreto que devolvía a Navarra su condición de reino. El segundo, estrechamente vinculado al anterior, era no haber logrado todavía la convocatoria de los tres estados, máxime tenido en cuenta que desde 1797 no se reunían como tales y que desde entonces se habían sufrido numerosas agresiones de la Monarquía, en forma de contrafueros o leyes contrarias al reino. 

Lejos de solventarse todos los problemas de la pasada contienda, los perjuicios derivados de la última movilización crearon mayor confusión en las cuentas y perjudicaron sobremanera a las pequeñas poblaciones y a sus habitantes. El malestar e inseguridad propiciados influyeron mucho en las administraciones municipales y crearon numerosos quebraderos de cabeza a los diputados, quienes no contaban con atribuciones para inmiscuirse en cuestiones del ámbito militar. Éstas eran competencias casi exclusivas del virrey y del Consejo del Reino, pero cualquier contribución extraordinaria necesitaba ser aprobada por los tres estamentos reunidos en cónclave. La crisis de subsistencias alcanzó grados alarmantes en algunas poblaciones norteñas, que acusaron casos serios de mortandad. Fue por causa de varios factores, entre los que entraron las malas cosechas y las enfermedades, que se vieron agravados sin duda por las exigencias del Ejército. Sin embargo, la causa principal había sido las repercusiones de la anterior invasión. Es la prueba más evidente de que quien más sufrió todas las movilizaciones fue la población humilde de la montaña, aunque afectó a prácticamente todo el territorio del reino.
Para concluir, aunque la restitución foral habría causado alivio y esperanza de recuperación, los Cien Días supusieron un jarro de agua fría a todas las expectativas. Los municipios se hallaban aún ocupados en sufragar los gastos pendientes de la anterior contienda, tenían que dar apoyo a los hospitales militares donde convalecían numerosos enfermos. La crisis afectaba de forma directa a multitud de habitantes y parecía no finalizar jamás. Aún debían entregarse los informes pertinentes sobre la última conflagración. Para colmo de males, debían cumplirse las órdenes para suministrar al Ejército español en 1815.
Tanto los nuevos sacrificios que agravaron la penuria como el talante autoritario del virrey y otros militares de la plana mayor del Ejército, propiciaron nuevo e intenso malestar en la población, que en no pocos casos se hallaba al borde de la supervivencia. En consecuencia, durante los dos primeros años del Sexenio no fue posible realizar en Navarra ninguna reforma de importancia que hiciese recuperarse al reino de la crisis económica y administrativa. De no haberse producido el golpe de Bonaparte, es posible que la situación hubiera mejorado. Sin embargo, sucedió todo lo contrario, contribuyendo a que la penuria, el caos administrativo y el descontento fuesen aún mayores ante la indigencia del Ejército y la ineficacia de la Monarquía. 
En enero de 1816, la Diputación acusaba recibo de haberse designado a Juan Lozano de Torres como ministro de Estado, a José Vázquez Figueroa para el de Marina, a Manuel López de Irujo de Hacienda y la cartera de Gracia y Justicia la ocuparía el «Abad y [en blanco] Obispo eclesiástico de Mechoacán». A pesar del primer nombramiento, enseguida Pedro Cevallos ocuparía de nuevo la cartera de Estado. Aunque continuaron las exigencias militares, el año estuvo marcado por las negociaciones para la concesión de Cortes, en la que se cifraban todas las esperanzas de regeneración política, económica y social. También estuvieron muy presentes los problemas entre los diputados y la Justicia, por causa de deudas de la pasada contienda, pero este último aspecto se verá en el apartado siguiente
.  
4. Arresto de la Diputación. Emigrados a Francia.
Como se ha visto en el apartado anterior, las secuelas de la guerra continuaban padeciéndose en Navarra todavía en 1816. Una de las consecuencias de la misma eran las deudas, que complicó en ocasiones el panorama político motivado a su vez por los cambios institucionales.  Este hecho provocó que se diesen conflictos de bastante envergadura con la Justicia, tanto dentro del reino como con el Gobierno. Al respecto, mención especial merece la causa interpuesta por Francisco Ribed en los tribunales reales contra la Diputación del reino, por lo que es necesario exponer el pleito desde sus inicios.
El virrey había informado a los diputados, en noviembre de 1814, que Francisco Ribed, comisario de guerra honorario y como proveedor de los ejércitos durante el periodo constitucional, había adelantado dinero y productos entre enero y abril de aquel año para la manutención de la plaza militar de Pamplona. Como solución al pago de la deuda, la Diputación provincial había repartido la cantidad equivalente contra algunos municipios. Comoquiera que ciertos pueblos deudores no habían satisfecho la contribución, Ribed decidió por su cuenta el cobro del empréstito, negándose la Diputación del reino a responsabilizarse de cualquier decisión adoptada con anterioridad. 
Como era también comisionado del Crédito Público, en febrero de 1815 instigaba a poblaciones como Tudela a abonar las cantidades adeudadas, por orden de la Corona y del virrey. Pidió primero que parte del dinero le fuese satisfecho de la venta de las mulas de la División de Navarra. Ezpeleta, por su parte, había enviado días antes veinticinco ejemplares de la Orden por la que las «Justicias, Comunidades y particulares» también debían contribuir con todos los esfuerzos necesarios  a sufragar la deuda (Real Orden de 17-1-1815)
. 
A pesar de la orden anterior, en febrero el virrey notificaba a Ribed que no tenía atribuciones para inmiscuirse en el cobro y le aconsejó que llevase el recurso a los tribunales. El comisionado presentó la querella en el tribunal de la Real Corte, no contra los veintiocho pueblos deudores, sino contra la Diputación del reino que no era responsable de lo ejecutado por la provincial. A partir de ahí comenzaba la pugna entre los Tribunales Reales y la institución foral de Navarra. 
Ante la exigencia de que se abonase la deuda con intereses, los diputados rechazaron el recurso, argumentando que las Cortes no les autorizaban a entrar en ese tipo de litigios ni a asumir los perjuicios consiguientes. La sentencia promulgada por la Real Corte y ratificada por el Real Consejo del Reino obligó a que los municipios deudores abonasen la deuda, recayendo la responsabilidad del cobro en la Diputación del reino, tal y como Ribed pretendía. De este modo, las medidas adoptadas por los diputados de época constitucional se trasladaron a los miembros del órgano foral reestablecido en junio de 1814. 
La Diputación, una vez conocido el fallo el 25 de mayo de 1816, decidiría convocar en sesión extraordinaria a los miembros ausentes, por «ser este un asunto de la mayor gravedad». El 2 de junio, el mismo día que se decretaba la orden de arresto contra los diputados, éstos decidían presentar al virrey el memorial de contrafuero que habría de declarar ilegal la medida. Acordaron asimismo enviar una representación detallada al Rey y cartas al ministro de Estado, al duque de Granada de Ega y a otras personalidades de la Corte, con el fin de expresar la inquietud e indignación que les embargaba. 
El correo que llevaba las misivas a Madrid pasó al día siguiente temprano por Corella, donde se encontraba el diputado y ex-jefe político Miguel Escudero, junto al presidente de la Diputación, el abad de la Oliva, quien vio las credenciales y las firmó. Poco después, los miembros restantes examinaron en Pamplona las contestaciones del duque de Granada, quien comunicaba haberse entrevistado con el ministro de Estado, Pedro Cevallos, y haberle pedido la anulación de la sentencia. El proceso se hallaba en suspenso a la espera de ser aplicada la orden. Debido al derecho de sobrecarta que existía en Navarra, del que el Consejo del Reino era beneficiario, éste debería decidir en última instancia sobre su validez en territorio foral. 
Ribed no quedó satisfecho y promovió contra la Diputación «despacho de sobrecarta», con el fin de que el mencionado veredicto del tribunal navarro de la Real Corte se cumpliese. Los diputados replicaron que, si bien respetaban las decisiones judiciales, las leyes del reino les prohibían decretar órdenes que implicasen repartos económicos extraordinarios entre los municipios. Se apoyaron en el argumento de que la petición de contrafuero o anulación, dirigida al virrey, se había desestimado el 5 de junio, antes de que se hubiese cumplido el plazo para recurrir el veredicto. Estos hechos provocaron la decisión de solicitar al Monarca una nueva audiencia. 
Hubo en Madrid una intensa actividad diplomática al respecto y el pliego suplicatorio dirigido a Fernando VII se entregó el 9 de junio. De hecho, se trataba de la primera agresión directa contra el reino desde la restitución foral, porque la amenaza para los diputados era de reclusión, estando ajenos de responsabilidad de cualquier actividad de época constitucional. Por lo tanto, la tensión fue máxima entonces y ha quedado bien reflejada en sobrados testimonios. Los diputados volverían a realizar gestiones el 12 de julio de 1816, en los días previos a su detención. Se enviaron instrucciones al agente en la Corte, para que abogase por la Diputación ante la Cámara de Castilla y se suspendiese la sentencia a la espera de resolverse la reclamación. 
A pesar de los esfuerzos, la orden de reclusión contra los diputados vendría enseguida. Al punto de recibirla, se decidió celebrar una sesión extraordinaria. Los presentes escribieron un oficio al virrey, comunicándole que sería el presidente del órgano navarro quien sufriese el confinamiento. Lo haría en la sala de la Preciosa, situada en la Catedral de Pamplona, que era donde la Diputación celebraba sus sesiones. Los demás miembros quedarían libres para seguir con la actividad administrativa. Por lo tanto, se trataba de un arresto domiciliario que no implicaba prisión. Se solicitó a Vidarte, diputado y comerciante de Pamplona, que pusiese a disposición del agente en Madrid, Francisco Arrieta, la suma de cuarenta mil reales, que servirían para el abono de los costes del proceso judicial abierto en la Corte. El 15 de julio, se escribió de nuevo al duque de Granada para comunicarle el arresto del presidente y lograr su intercesión. Dos días después, se enviaba otra misiva al ministro de Estado. El virrey, el 19 de agosto, interpuso una solicitud ante la Real Cámara de Castilla para que a la Diputación se le eximiese de cualquier responsabilidad
.
Las autoridades navarras calificaron el proceso judicial de «atentado», porque las resoluciones de la sentencia eran contrarias a las leyes y privilegios del reino y se denegaba al virrey la capacidad de levantar el arresto. A finales de julio, las ciudades de Estella y Olite decidieron enviar representantes que mostraran sus respetos y confortasen a los miembros de la Diputación, lo que agradó sobremanera y motivó muestras de agradecimiento. Los respectivos alcaldes decidieron dirigir un oficio suplicatorio al Monarca, en el que solicitaban la libertad de los recluidos tras poner de manifiesto su lealtad y entrega al servicio del pueblo navarro. 
La Real Corte de Navarra pediría explicaciones a los consistoriales de los dos municipios por estas actuaciones, lo que aún complicaría más el conflicto, porque después los mismos ediles se quejarían de ello a los diputados. Sería la misma Diputación quien se dirigiese más tarde al Soberano, protestando contra el oficio intimidatorio que el tribunal había enviado a los consistorios. El tono de este último suplicatorio, dirigido también a denunciar «el hostil objeto de las intempestivas e ilegales preguntas contenidas en dicho oficio», muestra la gravedad máxima y tensión extrema que se vivía. Todo ello denota hasta qué punto las autoridades navarras se sintieron agredidas por la intromisión del Gobierno
. 

Llegaron noticias enseguida de Madrid, en las que se comunicaba que la representación al Rey no había sido satisfactoria. Para agilizar los trámites del recurso, uno de los diputados, Carlos Amatria, se desplazaría a la Corte al día siguiente, acompañado del síndico Florencio García. Se les dotó de las credenciales necesarias y se demandaron los pasaportes pertinentes al virrey. De inmediato, Ezpeleta respondía que el arresto implicaba a todos los miembros de la corporación, impidiéndoles salir del reino. A pesar de ello, la gravedad del asunto le obligaba a concederles la autorización, siempre y cuando la Real Corte de Navarra diese el visto bueno.  
Pocos días después Ezpeleta se negaba a conceder el salvoconducto a Amatria, alegando razones que no convencieron a los diputados, lo que provocó a su vez que su presidente, el abad de la Oliva, desistiese de demandarlo de nuevo. Al respecto, la Diputación no contaba con las facultades para solicitar este tipo de permisos, tenida en cuenta además la sentencia en su contra. Por causa de ello, el síndico García marcharía sólo a la Corte si el virrey le facilitaba la credencial. Era necesario que al menos él estuviese presente cuando la Cámara de Castilla tuviese la vista sobre el caso 
El virrey autorizaba al letrado a que se trasladase a la capital de España, donde habría de entregar nuevas cartas credenciales informativas para los duques de Granada y del Infantado, éste último presidente de la Real Cámara. Se dio aviso también al agente del reino en la Corte y a otras personalidades.  El 3 de agosto se escribía a Sebastián Torres, consejero de la Cámara. El motivo era informarle del recurso de contrafuero presentado al Rey sobre el caso, quien lo había pasado a su vez a éste tribunal junto con la orden de detención dictada por el Real Consejo de Navarra. A las cuatro semanas del inicio del arresto, la Diputación volvía a comunicarse con el duque del Infantado y con Francisco Ochoa con la intención de que mediasen a su favor.
Al poco se recibía otra carta del agente en Madrid, en la que informaba de la gran actividad que se estaba desplegando para llevar el proceso a buen término. Las noticias que transmitía no eran muy buenas, ya que en la Corte se hablaba sobre la actitud de resistencia de la Diputación, noticia que al parecer provenía de un informe del Consejo Real de Navarra. Tanto sus miembros como el virrey  habían calificado la actuación de los diputados de «escandalosa» y un mal ejemplo para todos los ciudadanos del reino. Añadieron que a su presidente y demás diputados les hubiera bastado con hacer circular las órdenes de pago a los pueblos, a favor de Ribed, y que se le estaba dando al pleito mayor trascendencia de la que tenía. 
El próximo comunicante sería el síndico Florencio García, quien acababa de llegar a la capital de España y escribía alertando que «Ribed tiene sus Patronos…, no le faltan aún entre navarros, y tal vez algún individuo de V.S.I. [del presidente, el abad de la Oliva]». Añadía que el agente Arrieta se había encontrado en Madrid con su homónimo del Consejo Real de Navarra, porque el demandante se estaba encargando de presionar  a la Cámara de Castilla, influyendo sobre los jueces y fiscales de ésta y de aquél. Así las cosas, se calificó al presidente arrestado como una persona que se había dejado llevar por la «animosidad» y la cabezonería, cumpliendo el confinamiento a costa del dinero público del reino. A la vez, el proceso judicial se estaba mezclando con las solicitudes de Cortes, por lo que la situación no podía estar más candente.

La sentencia de la Cámara de Castilla que decretó el fin de la condena de arresto, fechada el 14 de agosto de 1816, la remitía el agente Arrieta desde la Corte, destacando la rapidez de esta resolución. Al día siguiente, por Real Orden se decretó la puesta en libertad de los encausados, comunicándolo al virrey para su ejecución inmediata. Se escribieron cartas de agradecimiento al agente y al síndico García por sus gestiones, así como al fiscal de la Cámara José Evia, al duque de Granada y otras personalidades de la Corte o ligadas a ella.  
Cuando la Diputación se hallaba congregada, se le notificó de forma oficial el levantamiento de condena, con inclusión del «cúmplase» del virrey y el visto bueno de la Real Corte. Esto sucedía el 19 de agosto de 1816, pasado el mediodía. Una vez que la nueva sentencia levantó la pena a los diputados, se envió a Carlos Amatria a Madrid como legado durante un mes, quien debería influir en el ánimo del infante don Antonio para conseguir la celebración de Cortes. Se escribió a Justo Pastor, también natural de Pamplona y que había colaborado en Madrid para el buen desenvolvimiento del caso del arresto
.  
A finales de agosto, el síndico García comunicaba que la Cámara de Castilla había aceptado el borrador de la convocatoria, lo que era una noticia muy esperanzadora después de los graves acontecimientos descritos. La comunicación oficial de la Real Orden de concesión de Cortes al reino de Navarra se produjo casi de inmediato, el trece de septiembre de 1816 y ocho días después de la boda del Monarca. El enlace con la infanta de Portugal, María Isabel de Braganza, fue la ocasión propicia de la Corona para demandar demostraciones de «obsequio y liberalidad» por parte de los navarros, a la vez que se ordenaban «tres días de luminarias» para festejarlo. 
Por lo tanto, los últimos sucesos acaecidos entre la Diputación y la Justicia se solventaron después de muchas tensiones y dificultades. El matrimonio del Monarca y sus necesidades económicas habrían facilitado la concesión de Cortes. El siguiente paso consistió la recepción y reconocimiento de los Poderes Reales concedidos a Ezpeleta en octubre de 1816. Era imprescindible para el juramento de fidelidad que el virrey debía realizar, en ausencia del Monarca, ante los miembros de la asamblea
. 
Pero no todo eran buenas noticias, ya que Ezpeleta había resuelto en septiembre de 1816 gravar a los municipios con un nuevo reparto, que él mismo juzgó como «moderado». Debían recaudarse seiscientos mil reales, en cuatro plazos mensuales. Estarían destinados a las tropas de Navarra dependientes del virrey, quien prometía devolverlo a modo de descuento de la próxima contribución que deberían aprobar los tres estados. El gravamen excluiría, al menos sobre el papel, a aquellos ciudadanos que viviesen de su trabajo manual y no fueran propietarios de industria ni de comercio. Los diputados replicaron lo mismo de siempre: que no gozaban de facultades para autorizarlo. Además, pusieron el hecho en conocimiento de la Real Cámara, por lo que instaban a Ezpeleta a que suspendiese la ejecución del empréstito a la espera de la resolución judicial. No satisfecha la Diputación con esta medida, decidió elevar otra queja a «los pies del trono» de Fernando VII. Algún municipio como Peralta solicitaría información a los diputados sobre si debía obedecer o no la orden de Ezpeleta
.
Cabe reflexionar sobre las actitudes y comportamientos de la Monarquía y el Gobierno, del mismo modo que antes se ha hecho con los de la Diputación. A pesar de la obstinación de los diputados, de su desobediencia y de las continuas quejas y reclamaciones a Fernando VII y al ministro de Estado a favor de los fueros, se concedió a Navarra la convocatoria de Cortes. Pero, ¿por qué si sólo llegaron a congregarse en el reino? La razón primordial era el lamentable estado de la Hacienda. La Monarquía y el Gobierno se hallaban inmersos en una gran deuda y la necesidad de recaudar la contribución de los navarros era perentoria. Por otro lado, la posición de la Corona no era sólida, sino que partía desde una situación de debilidad, motivada por la falta de recursos y por todo lo acontecido con anterioridad. Además, la indecisión, ineficacia y ausencia de tacto que caracterizaron a Fernando VII fueron otros condicionantes de las relaciones. 
El Monarca bien podría haber amenazado con imponer Decretos contrarios por la fuerza e incluso contemplar la posibilidad de una invasión en el reino. Pero ya se han visto las condiciones paupérrimas en las que se encontraba el Ejército español, por lo que esta posibilidad era de momento del todo imposible. Sin embargo, el peligro de un enfrentamiento armado entre ambos poderes había existido desde la anexión de Navarra a Castilla. En caso de encresparse mucho los ánimos, hecho que se daría durante la celebración de Cortes, el riesgo sería mucho más evidente.
Al poco de la concesión de la asamblea estamental, se nombraría a José García de León y Pizarro ministro de Estado. El conflicto del arresto de la Diputación había finalizado. Al año siguiente, una vez que los tres estados se hallaban congregados en Cortes, decidirían remitir una nueva representación escrita a la Corona sobre el caso. Tras numerosos envíos de informes y réplicas entre las instituciones de Navarra y el poder central, la Cámara Real de Castilla contestaba a las exposiciones del Consejo Real de Navarra, de la Diputación y de los estamentos. En la última resolución, se detallaba que los tribunales navarros debían haber enviado las providencias para el pago de las deudas a favor de Ribed. A su vez, debían haber ido contra los municipios que le eran morosos y no contra la Diputación del reino, ya que de este modo se habría evitado el conflicto. 
El Rey ordenaría finalmente al Consejo de Navarra que satisficiese las cantidades adeudadas a Ribed, mediante recurso de apremio contra los pueblos deudores e incluso con medidas militares de presión. Mientras, los diputados quedaban totalmente libres de toda responsabilidad penal. Los debates sobre el arresto serían tan importantes para las Cortes como los que giraron en torno a la reparación de agravios. De hecho, la asamblea demandaría la inmunidad judicial de los diputados, al igual que sucedía con los miembros del congreso, petición que la Monarquía habría de denegar
.

Después de reflexionar sobre todo este entramado judicial y político, y en base a los datos, se pueden extraer varias conclusiones. La primera de ellas es destacar el clima de confrontación vivido, una de las prioridades de esta tesis, y por esto se ha querido exponer con detalle el desarrollo de todo el proceso. Los sucesos tuvieron mayor gravedad de lo que a simple vista pueda parecer, no sólo por lo que en sí significaba el arresto, que como se ha comprobado recayó nada más que en el presidente y lo habría cumplido en la misma catedral de Pamplona. La principal repercusión suponía una agresión directa contra las leyes del reino y en la figura, además, de un alto eclesiástico: el abad del monasterio de la Oliva. 
Por lo tanto, en 1814 el restablecimiento foral no había sido sencillo y hubo muchos problemas añadidos. Al año siguiente, se había originado un gran malestar entre las autoridades y la población por causa de las exigencias militares. En 1816, los hechos descritos encresparon mucho más los ánimos de las autoridades forales y afectaron a los ediles de algunos municipios. Estas situaciones serían la tónica general del Sexenio, a pesar de la concesión y celebración de Cortes. Los enfrentamientos con el Gobierno irían aumentando en frecuencia e intensidad, lo que denota a las claras el altísimo índice de conflictividad entre el reino y la Monarquía. De estas situaciones se deduce que foralidad y absolutismo no iban de la mano, evidencia que no sorprende tenida en cuenta la Historia de Navarra desde su anexión a Castilla. La novedad estriba en que ante estas pruebas se desmonta cualquier posible connivencia entre ambos poderes durante el Sexenio, al menos de la forma unilateral en que a veces se ha mencionado. 
Las autoridades del reino habían apoyado el restablecimiento absolutista por interés y con cautela. Debieron mantenerse de continuo ocupadas en asuntos militares, sin apenas recursos económicos, y saliendo en defensa de las leyes. Estuvieron muy presentes las agresiones sufridas con la Monarquía borbónica y sus intentos de minar el sistema foral. En el norte de Navarra, la crisis de subsistencias había provocado niveles de alta mortandad. El tercer estamento tenía que soportar aún las exacciones continuas, mientras que las administraciones locales se hallaban inmersas en el caos de la deuda pública y tenían que salir al paso de continuas reclamaciones, pleitos, etc. En el caso del arresto, no se puede achacar a la Diputación que descuidase los asuntos del reino o que pecase de sumisión a la Corona. Lo más fácil para los diputados hubiese sido ordenar el cargo contra los pueblos morosos. Sin embargo, no actuaron así sino que se negaron reiteradamente. A pesar de ello, serían los municipios quienes habrían de abonar los atrasos de la contribución extraordinaria decretada en el periodo constitucional. 
Cabe reseñar otros sucesos y actividades del órgano foral, acaecidos durante o después de la guerra. Estuvieron muy presentes durante el Sexenio y guardan relación con las causas abiertas por colaboracionismo. En septiembre de 1808, los diputados Bayona y Sarasa habían recibido la orden del general francés Moncey de formar una nueva Diputación que se adecuase a las necesidades del invasor. La «legítima» había huido y se encontraba en territorio bajo el Ejército español. Aquéllos no habían seguido el mismo partido que los restantes diputados al poco de la invasión y se les había acusado de colaborar con el enemigo. Bayona se habría negado a trabajar para el Gobierno intruso, mientras que los franceses le habrían forzado a integrarse en la institución provincial que habían conformado. 
En su declaración constaba que el general D'Agoult les sorprendió «con fuerza armada en la misma sala de las sesiones», después de que los restantes diputados huyesen de Pamplona. No habían querido comunicarle «la fuga de la Comunidad», para no comprometer el éxito de la operación y no arriesgar el «sigilo» que requería. Él habría permanecido en su casa por causa de «la grave enfermedad de una de sus hijas». Sin embargo, se le había anunciado que compareciese a la sesión de finales de agosto, a la que no se presentó a pesar de la trascendencia de los asuntos a tratar y de la cercanía de su residencia a unas tres o cuatro leguas. Aún se le habría enviado alguna carta más en tono confidencial, avisándole de lo que estaba sucediendo.
Bayona entró a formar parte de la Junta de Gobierno establecida por el duque de Mahón, de la que recibió 8.680 reales por 217 días de trabajo. El general Reille, quien gozaba de título de gobernador, dio la orden de abono. Por todo ello recaían sobre él importantes sospechas, a pesar de ser cierto que se habían encontrado enfermos su madre, mujer y algunos de sus hijos. También obraba en su favor que, con los restantes diputados, habían decidido previamente trasladarse a Lerín, hecho que no llegó a materializarse por la oposición del virrey legítimo. 
Después de todos estos acontecimientos, Bayona y Sarasa habrían delegado en Luis de Silva para que se entrevistase con la Junta Central Suprema. Debían recibir de ésta las pertinentes indicaciones a seguir, a pesar de formar ellos parte de la administración francesa. El secretario de la Junta, Garay, demandó algunos documentos relativos al caso, que habrían de ser examinados por el Tribunal de Vigilancia de Madrid. En este punto quedaron paralizadas las pesquisas, hasta que se deportó a Bayona a Francia.

Por lo tanto, a finales de agosto de 1808 la Diputación del reino había abandonado Pamplona por no doblegarse al Gobierno francés. Sus restantes componentes habían sido Pascual Belio, abad del monasterio de la Oliva; Miguel Valanza, Manuel Díaz del Río y Carlos Amatria; los síndicos Manuel Legalde, Francisco Ibáñez y Alejandro Dolarrea; y el secretario Diego Basset. Según la versión de Ibáñez, huyeron primero a Ágreda, unos por el camino de Aragón y otros por el de Castilla, donde se les unió Miguel Escudero, que no se hallaba con anterioridad en Pamplona.  
Allí eligieron a Valanza y Amatria para representar al Gobierno legítimo de Navarra en la Junta Central, mientras que los restantes se entrevistaron con el teniente general Pedro González y el mariscal de campo Luis Villaba. Después, partieron juntos a Tudela y unieron fuerzas contra el enemigo. Organizaron batallones de voluntarios de mutuo acuerdo con el Ejército Regular, a quien entregaron 180.000 reales para sus Divisiones. Tras la toma de la ciudad por los franceses acaecida el 23 de noviembre de 1808, la Diputación marchó a Huesca hasta que se disolvió el mes siguiente. En el periodo de estancia en Aragón, a principios de 1809, los diputados sufrieron el asedio de los franceses según afirmaba Miguel Escudero, «el único miembro que quedaba de aquella época». Debieron regresar al Ebro el abad de la Oliva, Manuel Díaz, el síndico Francisco Ibáñez y el secretario.  
Se reunieron después tres veces en Prejano, provincia de la Rioja, una en Arnedo y otra en Azagra, con el fin de resistir a los franceses. Los diputados se comunicaron con los generales Blaque y Areízaga de la Junta Central y concertaron y asistieron a reuniones en Andosilla entre abril y noviembre de 1809. No pudieron comparecer a las mismas en 1810 y 1811, por el acoso enemigo y por el traslado de la Junta Central de Sevilla a Cádiz. Volvieron a reunirse en 1812 una vez en Rincón de Soto y tres en Calahorra, en el domicilio de Ibáñez, quien habría estado preso de la policía francesa. Allí delegaron en Manuel Díaz y José Ibáñez, hijo del mencionado, para asistir a las Cortes extraordinarias de Cádiz. Debían entregar las «instrucciones y cartas credenciales» del diputado por Navarra, Francisco Escudero y de los otros representantes Miguel Valanza, Carlos Amatria y el síndico Alejandro Dolarrea, que entonces había pasado a ocupar la plaza de alcalde del crimen de la Audiencia de Sevilla. 

Joaquín Bayona, acusado de colaboracionismo, fue puesto en libertad tras la guerra. A pesar de ello, la Diputación reestablecida en mayo 1814 no quiso admitirlo como miembro. El motivo era tener la mencionada causa pendiente en contra, que estaba todavía sin clarificar. El sumario se debía al informe y reclamación expedidos por la Junta Central. El mismo aludido pidió examinarlos en agosto, cuando elevó la protesta por no haber sido requerido como diputado. El órgano foral le replicó que no obraba en su poder, ya que se había transferido a la junta de Vigilancia. El virrey no quiso o no pudo salir en su defensa, arguyendo que no podía inmiscuirse dado su parentesco con el encausado. En diciembre de 1814, Bayona decidía realizar una exposición detallada de su conducta, que envió por carta a los diputados. Promovió una audiencia real y la Cámara de Castilla le exculparía de todas las sospechas en junio de 1816, al igual que a Sarasa. Casi ya finalizadas las Cortes Generales, en agosto de 1818, los tres estados le concederían finalmente el decreto de purificación
. 
No fueron los únicos casos conocidos de supuesto colaboracionismo que afectaron a los navarros. Isidro Fernández, vecino de Pamplona y empleado en la Real Hacienda, había continuado en el cargo bajo el Gobierno intruso. Por ello, el tribunal de la Real Corte lo condenó a salir a ocho leguas de distancia de la capital. Más dura fue la pena impuesta a Félix Francas, en junio de 1815, que alcanzó cuatro años de destierro del reino, Corte y otros «sitios Reales». También un despacho del tribunal de la Real Corte, de julio de ese año, obligó a entregar los  documentos relativos al comportamiento de los diferentes funcionarios durante los años de la ocupación. La Diputación se negó a la entrega global, arguyendo que se hallaban mezclados con informes sobre los intereses económicos del reino, pero facilitaría cualquier documento suelto que se le demandase. Al poco, los diputados se mostraban proclives a entregar los libros de Actas del Consejo de Gobierno establecido por el general Dufour, así como las Actas del Consejo de Intendencia y un «Inventario General» que se había confeccionado.

Se habían dado situaciones complejas o cuando menos confusas durante la guerra. Por ejemplo, Francisco Viñas declaraba que los diputados le habían integrado en el servicio de bagajes del enemigo, en junio de 1808, sin haberlo solicitado. Cuando la legítima abandonó la capital se le renovó el cargo. Por ello, necesitaba un informe exculpatorio de la Diputación y reclamaba todo por escrito y firmado. Este mismo individuo, de orden de Fernando VII, sería el encargado de preparar las reclamaciones que debían hacerse al Gobierno francés, por todos los servicios prestados durante la guerra. 
Otros pleitos también tuvieron su origen en la invasión, como el caso de la familia Arbeloa, que demandó a los diputados que certificasen ser poseedora de carta de hidalguía, al carecer del expediente por haberlo entregado a los franceses. Destaca el litigio interpuesto por Joaquín Larraga y su mujer, vecinos de Cenoz, por causa de un testamento tramitado en la época del Gobierno francés. La vista, que se dio en el Consejo del Reino, era contra Ramón Jacobo, vecino de Madrid. A su vez, en agosto de 1816 éste demandaría Cédula auxiliatoria a la Diputación, para presentar recurso ante la Cámara de Castilla. Recibió respuesta negativa, ya que las leyes del reino no contemplaban la expedición de oficios a los notarios ni escribanos que no fuesen naturales, ni aunque hubiese contraído matrimonio con mujer de Navarra y hubiese residido diez años en su territorio
. 

Las reclamaciones por apropios indebidos durante la guerra afectaron a algunos particulares, que anteriormente habían ocupado cargos políticos o administrativos. Tal es el caso de Victoriano Esain, quien se habría embolsado unos treinta mil reales procedentes del impuesto estipulado por los franceses del doce por ciento sobre las «Casas de este Reino». Los diputados acordaron exigirle esa cantidad. Dentro de las medidas relacionadas con Francia, hubo también restricciones importantes a la hora de viajar al país vecino, ya que una  Real Orden de agosto de 1815 había dejado bien claras las indicaciones. Nadie podría desplazarse a partir de entonces sin el correspondiente pasaporte expedido por la autoridad de la provincia de procedencia, así como tampoco los franceses a España sin su debida autorización. Otra Real Cédula de noviembre de 1818 establecería después el reglamento sobre los visados
. 

Durante el primer periodo absolutista fernandino, se abrieron causas contra los que habían emigrado por afrancesados. Bastantes habían huido al término de la contienda por temor a las represalias y habían pasado ya más de dos años desde la expatriación. En junio de 1816, Fernando VII mediante un extenso reglamento que constaba de 19 artículos quiso regular la situación legal de estas personas, de sus familiares, así como la de los bienes incautados. La observancia debería tener efecto en el territorio navarro, a pesar de ser contrario a cualquier prerrogativa contemplada en los fueros. El Gobierno puntualizaba que la Diputación podría recurrir el proceso legal en el plazo de tres días, en caso de observar impedimento de orden mayor. En agosto, el virrey ordenaba al Consejo del Reino la ejecución de las leyes prescritas. Efectuado este trámite, las autoridades forales daban instrucciones de hacer circular el comunicado a las cabezas de merindad y pueblos exentos, para que se procediese a su publicación
. 
La ordenanza sobre emigrados a Francia iba dirigida a las instituciones del Antiguo Régimen dependientes de la Corona: Consejo de Estado, Audiencias y Chancillerías, corregidores, etc. El Monarca destacaba las vicisitudes en las que se había visto envuelto durante la invasión francesa y las penurias atravesadas por sus súbditos. Hacía hincapié en la huída de numerosos compatriotas al suelo francés, al amparo del gobierno intruso, una vez cercano el final de la guerra. Recordó asimismo el Real Decreto de 30 de mayo de 1814, por el que los servidores del enemigo habían quedado relegados de sus funciones y expatriados por traidores. En esa misma fecha, se había permitido el regreso de aquellos cuya colaboración había sido forzosa o no revestía la gravedad considerada como agravante. Los bienes pertenecientes a los desleales a la patria se habían embargado y la Dirección del Crédito Público fue la encargada de administrados en adelante. Los familiares de los afectados que no estuviesen de acuerdo con las medidas impuestas, podrían apelar ante la Junta Suprema de Secuestros. 
Fernando VII, ante la solicitud de las familias de los prófugos, ordenó en 1816 regular la situación de los encausados. Con este fin, dispuso hacer revisar los expedientes abiertos al poco de su regreso. La «Junta de Secuestros» facilitó al Monarca un informe previo en febrero de aquel año. Tras escuchar el partido de los fiscales reales, una nueva consulta daba como resultado la aparición de las Órdenes que a continuación se exponen. En primer lugar, respecto a los procesos abiertos contra los más claros colaboradores de los franceses, nada haría cambiar en el futuro la tramitación y cumplimiento de las penas impuestas. Por lo que a este punto se refiere, no existió novedad o signos de rehabilitación de los enjuiciados. No contento el Monarca al respecto, ordenaba a los jueces la exhaustiva investigación de las actividades desarrolladas con anterioridad por los colaboracionistas, así como sus lugares de residencia y movimientos. Podrían replicar en su defensa a través de apoderados, debido a hallarse lógicamente fuera del país. 
Una vez aplicadas las últimas resoluciones, serían sus familiares y herederos quienes acarreasen con las ventajas o inconvenientes de los trámites. Las sentencias contra afrancesados, antes de ser definitivas, debían pasar necesariamente por el Tribunal Superior del Rey. De este modo, no podrían ser después censuradas. Los jueces ordinarios deberían continuar embargando las pertenencias de quienes continuasen en el exilio. Habrían de informar al Crédito Público de todas las gestiones efectuadas, para que este organismo velase por la gestión administrativa de los bienes. Sus gestores podrían presentarse en las causas como acusación particular. En estas decisiones del Monarca no se observa visos de condescendencia o de perdón. En las que se refieren a la manutención de los familiares de los desterrados sí se contempla mayor magnanimidad. 
Quien como pariente de los extrañados desease percibir ayuda alimenticia, debería necesariamente dirigirse a los jueces ordinarios. Éstos recibirían potestad real, para tomar las resoluciones que estimase oportunas, a través del Consejo de Hacienda, intendentes, etc. Los curiales de la Justicia habrían de pasar informes de las ayudas propiciadas por el Gobierno a los hijos, viudas u otros beneficiarios de los considerados traidores. Las asignaciones serían efectuadas a la mayor brevedad y los herederos podrían recurrir ante los intendentes o subdelegados encargados de los casos. Además, tendrían la oportunidad de reclamar cualquier retardo de las retribuciones alimenticias   en los juzgados. Mientras que los juicios relativos a la suerte de los expatriados no concluyesen, los beneficios derivados del embargo de bienes serían destinados a la caja del Crédito, a la espera de contemplarse el destino que procediese, si antes no fuesen dilapidados a causa del imponente déficit público que asolaba al país. A los empleados de los tribunales se les advirtió de que habrían de proceder de acuerdo a las leyes reales, con prevención de que cualquier infracción o siquiera descuido sería penado sin contemplación. 
La institución del Crédito Público velaba por el cumplimiento de la entrega del patrimonio desamortizado, así como por la gestión de los réditos emanados del mismo. Los bienes sólo serían restituidos a sus dueños en el caso de haber obtenido el perdón, en virtud del mencionado Decreto por el que a algunos se les había autorizado a regresar a España. En cuanto a las personas huidas del país al final de la contienda, a pesar de no habérseles condenado a destierro, sus haberes habrían de continuar embargados sin remisión entrando sus familiares en la categoría de aspirantes a pensión alimenticia. El subdelegado de los «Mostrencos», quien instruía las causas en función de los términos previstos por las leyes, gestionaría las pertenencias patrimoniales no reclamadas por falta de herederos. Se notificaron otros Decretos al respecto (12-9-1816/10-10-1816), en los que se contemplaban más medidas. Los intendentes que hubieran servido al Gobierno intruso no podrían regresar aún a España, al contrario que las viudas de los emigrados, que sí serían admitidas
.
Por lo tanto, una de las características del Sexenio, tras la recomposición del esquema político absolutista, fue la represión ejercida contra las personas huidas a Francia acusadas de colaboracionismo. Del mismo modo, se abrieron causas contra otras que habían permanecido en suelo español. A pesar de que en 1814 ya se habían dado algunos pasos por parte del Gobierno fernandino, el episodio de los Cien Días reabrió las heridas e hizo que se retrasase hasta 1816 la regulación de los procesos. La burocracia y la falta de información y de pruebas contundentes en los trámites judiciales, convirtieron este problema en un caso muy complejo. Fue otra de las rémoras del periodo, que confrontó a diferentes sectores de la sociedad. Entre ellos se habría encontrado un amplio grupo de los liberales, que por diferentes circunstancias se expatriaron para huir del castigo monárquico. La legislación gubernamental y la casuística que se dio en los procesos encierran una gran complejidad, ya que se dieron diferentes situaciones. 
En Navarra faltan estudios al respecto, pero los indicios apuntan a que el apoyo al enemigo fue débil, aunque algunas personas tuvieron que servir forzosamente a los franceses. El caso de los diputados navarros, por ejemplo, bien podría incluirse dentro de este grupo, porque se les habría obligado a formar parte de la Diputación intrusa y a su vez estarían en el punto de mira de la Junta Suprema por sospechosos. Algunos religiosos debieron huir después de la guerra, no por claro colaboracionismo sino por haberse doblegado a las órdenes intrusas para evitar la muerte por inanición
. 
Respecto al municipio de Estella, después del examen de todas las Actas de Sesiones del periodo sólo se ha encontrado un ejemplo claro de colaboracionismo. Es el de «D. Gerónimo Navarro, individuo este de la Diputación intrusa, por causas que no es del propósito expresar…». Había ocupado la alcaldía en 1810, siendo propuesto para el cargo como cabeza de lista en un periodo de máxima injerencia por parte del Gobierno intruso, cuando era gobernador provincial el duque de Mahón. A finales de 1811, se encontraba preso de la División de Navarra junto a tres personas más. La guerrilla pedía por ellos un rescate de ciento veinte mil reales, que después de ser entregados no condujo a su liberación, ya que los guerrilleros no habrían cumplido su palabra. Más tarde conseguirían ser puestos en libertad. 
Le nombró intendente el conde Dorsene, el general en jefe del Ejército francés del norte (Decreto de 1-3-1812, Cuartel General de Burgos). En abril se designó nuevo alcalde, con casi cuatro meses de retraso sobre la fecha habitual y por causas relacionadas con problemas en la elección de los cargos. El edil entrante mostró el título que le había despachado el referido Navarro. A finales de año se le eximía de las candidaturas a la alcaldía, coincidiendo con el declive de los franceses y el ascenso de Espoz y Mina. Se le consideró falto de los requisitos necesarios para ocupar el cargo, al igual que a Ignacio Romeo, Joaquín de Arévalo y José Vicuña, que se encontraban ausentes. Con la restauración absolutista la Comisión de Bienes Nacionales secuestró su patrimonio. En 1818, los consistoriales de Estella desconocían si se encontraba en Francia o en Autol (La Rioja). 

Hubo algún otro caso en Estella, como el de Vicente Maldonado, a quien se le designó para el empleo de teniente de alcalde. En mayo de 1812, en un periodo de máxima represión por parte del enemigo, se negó a aceptar el cargo y prefirió que se le arrestase en el calabozo. ¿Significó su actitud un acto de cobardía o una negativa a colaborar con el invasor? Es imposible saberlo con certeza, debido a la parquedad de las fuentes. Sí sabemos que otros empleados municipales habían huido al arribo de la tropa; Andrés Olaechea, jurado, Apolinario Odériz, jurado semanero, y Fernando Ruiz de Galarreta, escribano. Mientras, el artesano textil Juan Modet y Agustín Riveros se hallaban presos en Pamplona. Las deserciones de cargos municipales motivaron amonestaciones continuas por parte del Ayuntamiento, llegando incluso a la amenaza de reclusión. Alguno de ellos permanecía fuera de la ciudad desde hacía diecinueve jornadas, esgrimiendo razones personales para no comparecer
. 

Las autoridades municipales tuvieron que obedecer forzosamente las múltiples órdenes e instrucciones de los militares franceses. Por otro lado, se encontraban también bajo el estricto control de la guerrilla comandada por Espoz y Mina. La ambigüedad reflejada en las Actas de Sesiones se habría debido a que podían leerlas tanto el enemigo como la resistencia, quienes solían exigir este tipo de documentos al arribo. Por ello, las noticias plasmadas se referían siempre a lo fundamental, omitiéndose cualquier detalle que pudiese comprometer a los consistoriales o a otras personas.
  El consistorio de Tudela dio a conocer, al poco del restablecimiento de los fueros, que uno de sus empleados había trabajado para el Consejo de Intendencia creado por los franceses. Otro caso similar era el del síndico de la Diputación del reino, el mencionado Francisco Ibáñez, quien supuestamente había servido bajo el Gobierno francés, ya que por circunstancias se habría separado del resto de la Diputación cuando partió de Pamplona. Sin embargo, a finales de 1815 reclamó de forma reiterada el cobro de sus sueldos devengados de aquel tiempo y el montante de dos mil duros de la multa que la policía francesa le había impuesto. Aunque ya habría aceptado la misma cantidad de Manuel del Río, sin orden del presidente de la Diputación, su insistencia fue tal que llegó a interponer una demanda en el tribunal de la Real Corte. 
Los diputados del reino le replicaron que se dirigiese a los tres estados una vez que se hallasen convocados en Cortes. En junio de 1816, demandaba a la Diputación un certificado que declarase haber estado detenido bastante tiempo por la policía francesa y habérsele maltratado y obligado a satisfacer una pena económica. Además, pedía que lo padecido por él se recompensase en la persona de su hijo. Poco después volvía a reclamar sus atrasos, a lo que la Diputación respondía «no reconozco deber a V.S. cantidad ninguna a título de los sueldos de síndico solicitados en la expresada demanda». 
Los diputados decidieron finalmente intentar la consecución de un acuerdo, que contemplaba la restitución por parte de Ibáñez de lo tomado y el abono de los sueldos. Éste afirmaba haber amonestado a Juan Miguel Piedramillera, porque el inspector francés Mendiry lo hacía culpable de haber «robado los caudales de la Diputación». Añadió otras declaraciones similares que supuestamente le libraban de toda culpabilidad. Insistía en que había servido al enemigo por su condición de síndico y estaba dispuesto a retardar el cobro hasta la celebración de Cortes. A pesar de esta actitud en apariencia positiva, los diputados tendrían conocimiento de que continuaba agilizando las gestiones para el cobro en la Real Corte. Obtuvo una copia del auto de concesión de sus emolumentos profesionales, consistentes en ochocientos pesos fuertes anuales y aprobados por la asamblea de 1794-97.

Otros síndicos se encontraban en situación similar. Manuel Legalde reclamaban los ingresos de su empleo, desde que la Diputación se había disuelto en Huesca hasta que habría conseguido una plaza de oidor en la Audiencia de La Coruña. La contestación de los diputados sería negativa, igual que sucedió con la demanda de su colega jurista Alejandro Dolarrea, prometiendo pasar el caso a los tres estados cuando se reuniesen. La decisión se basaba en un informe del procurador Ángel Sagaseta de Ilúrdoz, quien alegaba que los abogados habían abandonado sus empleos de forma voluntaria. Por lo tanto, habían perdido el derecho de recibir gratificaciones. Con todo, los demandantes se agarraban al argumento de que quien había decidido la clausura de la Diputación había sido su presidente. 
Estas razones no convencían y el informe destacaba que, aun siendo cierta la orden de disolución, se les habría instado a todos los componentes a que estuviesen en lugar seguro prestos a servir al reino. No debió de haber sucedido así con Legalde y Dolarrea, ya que había testimonios en contra. Carlos Amatria y Miguel Valanza, dos de los diputados de entonces y del momento a que nos referimos, lo contrariaban. Declararon que, sin ser requeridos a su puesto de letrados, les habían prestado servicios en Sevilla y Cádiz. A pesar de reconocerles el mérito, el hecho de no habérseles convocado a aquellas ciudades como síndicos les privaba de sus sueldos. Sin embargo, en enero de 1820 acabarían consiguiendo, en conjunto con los herederos de Francisco Ibáñez, 45.000 reales por los sueldos de los empleos ejercidos durante la guerra
. 

En vista de los casos y expedientes que se han examinado y de otras informaciones mencionadas, se puede concluir que en Navarra la colaboración con el enemigo habría tenido escasa incidencia. Ello se debió a la resistencia que el reino empleó contra los franceses, debido a su vez a varios motivos. La guerrilla se habría ido organizando en Navarra, en torno a Javier Mina, sobre todo para defender la tierra y los medios de vida de ella derivados, ya que el territorio contaba con un gran número de pequeños y medianos propietarios. El clero rural se sumó a la resistencia, asumiendo funciones organizativas, como en el caso del prior de Ujué con el Corso Terrestre, primer grupo armado que se formó contra los franceses. El mencionado sacerdote habría conformado una eficaz red de espionaje en torno del enemigo, consiguiendo conocer todos los pasos y movimientos dados por las tropas francesas. 
Otra de las causas del poco apoyo prestado al francés de forma voluntaria fue la situación geográfica de Navarra. Ya se expuesto cómo después de Bailén el territorio foral estuvo bajo la dominación francesa de forma muy intensa. La población, lejos de colaborar, se mantuvo siempre en contra, máxime teniendo en cuenta que la División de Navarra ejercía un control muy férreo sobre posibles afrancesados. Sin embargo, la capital sí que estuvo tomada por el enemigo durante prácticamente toda la contienda. Por lo tanto, aunque se dieran algunos casos, la incidencia fue muy escasa. Habría implicado nada más que a algunas autoridades, que de forma más o menos forzosa se vieron obligados a servir al enemigo, permaneciendo en la capital o en sus inmediaciones. De modo similar, a un sector del clero que no tomó parte activa en la resistencia se le acusaría después de doblegarse a la voluntad de los franceses, aunque ya se han explicado las causas principales
El fenómeno del clero rural durante la guerra fue destacable y ejemplos similares se dieron en otras regiones españolas, con características parecidas respecto a la distribución de la propiedad de la tierra. La misma alianza entre población rural y clero local se daría en Navarra durante las guerras Carlistas, pero con otras connotaciones específicas. Una vez más, se puede observar cómo las principales motivaciones eran económicas y no exclusivamente políticas, ideológicas o de mentalidad colectiva. La razón primordial de estas uniones simbióticas era la defensa de la tierra y del modus vivendi. Pero tampoco todo habría obedecido a intereses exclusivamente materiales. Los eclesiásticos de los pueblos, por ejemplo, habrían aprovechado está situación para luchar en contra del liberalismo utilizando a los campesinos o aliándose con ellos. Había sucedido así primero contra Bonaparte, quien clausuró bastantes órdenes monásticas regulares, y después contra el constitucionalismo español que amenazaba las propiedades de la Iglesia y su misma continuidad. 
Respecto a las actividades de la Diputación del reino en los últimos meses de 1816, y en concreto tras el levantamiento del arresto y la concesión de Cortes, hay que decir que experimentaron un giro considerable. Tanto en los asuntos abordados como el clima en las relaciones con el Estado se observó una mejoría notable. Las exigencias militares y los conflictos derivados, si bien no desaparecieron del todo, se rebajaron a una escala casi mínima. Los diputados pudieron ocuparse de bastantes cuestiones de orden administrativo y económico, reflejándose una situación de bastante normalidad dentro de la crisis. Los enfrentamientos con el Gobierno no estuvieron presentes, mientras que las autoridades navarras se afanaban por ultimar los preparativos de la convocatoria. 
Darían comienzo enseguida las penúltimas Cortes estamentales del reino de Navarra, que se han calificado como una de las más fructíferas de toda la Historia o incluso en último extremo de inclinación liberal. Se intentará demostrar, en el siguiente capítulo, hasta qué punto estas afirmaciones son válidas o no. Para ello, se analizará en profundidad pero de forma resumida la legislación aprobada y las complejas circunstancias que envolvieron el cónclave, así como los proyectos que quedaron sin plasmarse en ley y otros detalles de interés. De este modo, se podrá conocer en qué medida los tres estados intentaron solucionar los inconvenientes derivados de la guerra y de las mutaciones políticas. Asimismo, si la reforma contribuyó a solventar los graves problemas del Sexenio
. 
II. CORTES GENERALES (1817-1818).
1. Antecedentes, conformación.
Las Cortes habían surgido en la Edad Media en Castilla, Navarra, Aragón y Cataluña. El origen remoto parece encontrarse en los Estados Generales o Juntas Nacionales que se celebraban en los reinos hispánicos. Estas instituciones medievales se conformaron en el siglo XII y se caracterizaron sobre todo por participar en ellas los representantes de las ciudades, ya que hasta entonces sólo lo habían hecho la nobleza militar y la Iglesia. Este acontecimiento se habría dado por primera vez en León y Aragón hacia el año 1163, mientras que en Castilla sucedería lo mismo un siglo después, en 1250. En Navarra, hasta 1360 no se contó con la presencia de los reyes en territorio del reino, concretamente los de la dinastía Evreux. A partir de este periodo, se observa el desarrollo de algunas instituciones de la monarquía: la Cámara de Comptos, las Cortes del reino y el Consejo Real
.
En consecuencia, estaban compuestas por los tres estamentos o brazos citados, que al principio eran convocados por los diferentes reyes. En unos casos existió plazo para su celebración, como en Aragón o Navarra, y en otros no, como en Castilla. Una vez que los tres estados se reunían, el monarca les exponía los motivos de la convocatoria y esperaba la resolución de la asamblea.  Ésta se manifestaba en pro o en contra de la necesidad o conveniencia de la reunión, tras haber expresado cada jerarquía su parecer por separado. Esto era debido a que los reyes demandaban la contribución, que era su principal interés. También se convocaban a la hora de ser coronado un nuevo monarca y los componentes le rendían entonces vasallaje. En tercer lugar, se reunían cuando fallecía el rey y su sucesor era menor de edad. La asamblea recibía siempre el juramento del heredero de la corona del reino
.

Las atribuciones de las Cortes sufrieron muchos cambios a lo largo de su Historia. En Navarra, fueron antiguamente las más importantes la aprobación del donativo y la defensa de los fueros o privilegios del reino en materia económica y militar, y así se mantuvieron con ligeras variantes. La Diputación permanente era la encargada del cumplimiento y la gestión de los acuerdos durante los periodos que mediaban entre una convocatoria y la siguiente, así como de la salvaguarda de los privilegios forales. La comisión de diputados existió en Navarra, Aragón y Cataluña, pero no fue característica del reino de Castilla
. 
En la alta Edad Media, en el reino foral habían existido la «Curia Regia» y la «Curia Generalis» o «Cort General». La primera era un primitivo Consejo Real constituido por los barones preeminentes, el alférez, los representantes eclesiásticos, etc. Todos ellos asesoraban al monarca en materia de Justicia y componían, por lo tanto, un consejo privado. La «Curia Generalis» agrupaba en el S. XIII a los principales del reino, junto a los caballeros o infanzones constituyentes de la capa militar o nobiliaria de segundo orden. A este grupo se fueron uniendo paulatinamente los representantes de las «buenas villas» o universidades. El primer dato sobre  la participación de las villas en las asambleas corresponde a 1231. Su reunión se daba siempre y cuando hubiera de concederse una contribución económica al rey. En este organismo se halla el origen de las posteriores Cortes
. 

Las instituciones hispánicas continuaron reuniéndose entre los siglos XIV-XVII, aunque con claros síntomas de retroceso, porque los poderes reales fueron en aumento. En Castilla, a partir de 1538 quedaron constituidas exclusivamente por el estamento de las ciudades, debido a los enfrentamientos entre el poder regio y los brazos nobiliario y eclesiástico. Este hecho muestra la decadencia a la que se vieron sometidas durante ese periodo y la manipulación de las mismas por los reyes. Navarra, a pesar de que en 1512 fue anexionada a Castilla, conservaría en mayor o menor medida sus fueros o privilegios y su capacidad de convocar Cortes generales.

Con los Borbones se experimentaría un cambio drástico en cuanto a las instituciones peculiares de cada reino, por la centralización administrativa propugnada por el Estado y la consiguiente pérdida de autonomía. Por los Decretos de Nueva Planta, Felipe V abolió los fueros y cámaras representativas de Aragón, Valencia, Mallorca y Cataluña. Obedeció este hecho a un acto de represalia por el apoyo prestado a su contrincante, el archiduque Carlos, durante la guerra de Sucesión (1702-1713) y a los deseos absolutistas del nuevo Monarca. Sólo Navarra y las Vascongadas consiguieron preservar sus fueros. El reino foral sería el único que mantendría sus Cortes estamentales hasta bien entrado el S. XIX, ya que la última asamblea se celebraba entre 1828 y 1829. En Castilla, centro de la Monarquía española desde los Reyes Católicos, siguieron reuniéndose asambleas de forma casi simbólica durante el S. XVIII
.

Cabe recordar que la reunión de Cortes de 1817-1818 se producía después de casi tres años desde la recuperación del estatus foral. El caos en la administración estatal era más que patente y la deuda pública extrema, también en la provincia que volvía a ser reino. Durante el reinado de Carlos IV y el valimiento de Godoy se habían decretado leyes sin la pertinente aprobación  de los tres estados de Navarra. Este hecho se conocía entonces con el nombre de «agravio», contra el que los estamentos elevarían en 1817 numerosas peticiones de derogación o «reparación». Por otro lado, las Cortes no daban validez legal a la última reunión celebrada en la villa de Olite en 1801, porque había obedecido nada más que a la urgencia de la Corona por contar con el donativo, mientras que el Estado sancionó contrafueros sin cesar. Las disposiciones de la última asamblea reconocida, que se había celebrado en Pamplona en plena guerra de la Convención, habían establecido un periodo máximo de tres años para la siguiente convocatoria. Este plazo no llegó a cumplirse, como tampoco se habían cumplido las leyes anteriores que fijaban la reunión cada dos años. 
Después de todos los graves acontecimientos y del desorden reinante, no era de extrañar que urgiese la necesidad de celebrar un nuevo cónclave. La reunión de la asamblea interesaba a ambas partes. La Monarquía se hallaba sin recursos para hacer frente a la enorme deuda pública. Por otro lado, los principales del reino navarro tendían la ocasión de subsanar las anteriores faltas legislativas antes de determinar el importe y los plazos de la contribución. Según el Derecho Foral, para que las Cortes aprobasen el donativo tenía que darse previamente la reparación de agravios. El mismo juego de siempre de tira y afloja entre el poder central y el reino, característico de la Historia Moderna y Contemporánea de Navarra.

En función de sus atribuciones, la Diputación se ocupaba de muchos asuntos. Una de las más importantes era la puesta en práctica del derecho de «pase foral», consistente en la capacidad de anular de forma temporal los Decretos considerados contrafueros o agravios, hasta que las próximas Cortes los derogasen o diesen su aprobación. Previamente el Consejo del Reino, que a su vez tenía derecho de «sobrecarta», tenía que dar conocimiento de ellos a los diputados, circunstancia que en bastantes ocasiones no se respetaba y acarreaba no pocas tensiones. El incumplimiento de estas normas, aunque las medidas del Gobierno fuesen positivas, provocaba que el trámite ejecutivo de las leyes quedase paralizado a veces durante años
. 
La celebración de Cortes durante el Sexenio debe ser valorada como un hito histórico muy importante, por las circunstancias que rodearon el cónclave y por los motivos que se irán analizando. Esta apreciación ha de matizarse sin perder de vista el complejo entramado político, económico y social del reino, resultante de la pervivencia de sus antiguas estructuras organizativas dentro del Estado. A raíz de esta situación, se crearon en Navarra coyunturas particulares que se manifestaron en una resistencia más acusada a la desaparición del Antiguo Régimen, suponiendo un importante freno a la apertura de nuevas fórmulas de gobierno. Hay que tener en cuenta otros factores socio-económicos de importancia, como los ya expuestos sobre la deuda pública, la tenencia de la tierra o la diversidad geográfica.
 Las disposiciones de 1817 y 1818 marcan el eje axial de toda la actividad política, económica y social de las instituciones navarras del Sexenio. Tanto las leyes aprobadas como los proyectos rechazados resultan factores importantes de comprensión, ya que unos y otros representaron las aspiraciones de los diferentes sectores sociales. La organización institucional del último reino peninsular que lograba perpetuar la asamblea de Cortes, se muestra con claridad en este periodo que media entre el final de la guerra y el inicio del Trienio Constitucional. Las relaciones con la Monarquía absoluta reflejan la complejidad estructural de la organización navarra, dentro de un claro proceso internacional de evolución hacia el liberalismo. 
La concesión oficial se había comunicado el 20 de septiembre de 1816. El secretario de la Diputación envió la contestación pertinente al ministro Cevallos, comunicando que informaría de todo ello a los diputados en la primera junta a celebrarse. El Monarca la había otorgado en virtud de las necesidades económicas provocadas por las circunstancias y, sobre todo, por los problemas derivados de la última guerra contra los franceses según su propia versión. Destacó el espíritu combativo de los navarros contra el enemigo, así como el hecho de haberse costeado su propio vestuario, armamento y manutención. Este detalle entra en franca contradicción con el relegamiento a que había sometido a Francisco Espoz y Mina, ex-comandante de la División de Navarra. El Rey informó a su representante en el reino, el virrey conde de Ezpeleta de Beire, e instó de nuevo a los navarros a obedecerle en todo y a demostrarle la lealtad
. 
La Monarquía mencionó los perjuicios sufridos por los navarros durante la ocupación francesa, porque los esfuerzos requerían un ajuste económico inmediato. Por otro lado, la invariabilidad de la legislación navarra desde 1797 exigía la puesta al día de las leyes. Del mismo modo, las contribuciones debían ajustarse y ser mejorados los aspectos relativos a la educación de los jóvenes. La curia, los comerciantes, el sector agropecuario y el pueblo en general habían padecido los efectos de la contienda, por lo que era exigencia un profundo estudio sobre la coyuntura de aquella época. 
No se pasó por alto la alarma que se había suscitado en el reino durante los Cien Días y el esfuerzo económico que la población navarra había tenido que hacer también durante este periodo. Las atribuciones de la Diputación, ante todo este cúmulo de hechos fuera de lo normal, se hallaban limitadas para desempeñar las funciones que se le exigían. El Rey expuso todas estas causas a la hora de aceptar la celebración de la asamblea. El tratamiento que merecía el reino era de «preciosa piedra de mi Real Diadema». Dados los intereses de ambas administraciones, el clima previo a la inauguración parecía ser conciliador. Sin embargo, pronto comenzarían los problemas de orden contributivo o de otra índole.
El virrey había recibido una orden del Ministerio de la Guerra, el 29 de septiembre de 1816, por la que se le exigía al reino una nueva contribución de un millón y medio de reales, que habría de abonarse a plazos en un periodo de cuatro meses. La Diputación debería ser la encargada de efectuar el reparto impositivo entre los pueblos, en proporción a la riqueza territorial y al número de habitantes. Los diputados no tenían facultades para obrar de esta manera y estaban muy presentes los últimos sacrificios efectuados por la población. Por ello, se hacía aún más inminente la convocatoria, ya que allí se habría de decidir la aportación del donativo a las arcas del Estado y los pertinentes ajustes con los adelantos exigidos.
Por su parte, la Hacienda estatal deseaba percibir cuanto antes la contribución, que debía ser negociada con las Cortes navarras. Sin embargo, éstas retrasarían la decisión final, que incluía la aprobación del monto y el método de percepción del impuesto, como estrategia para derogar los agravios. Fernando VII tenía perfecto conocimiento de todo lo que sucedía en el reino a través del virrey, de los consejeros, ministros, etc. El Monarca sabía que otorgando la reparación, tal y como estipulaba el sistema foral, podría obtener mayor provecho fiduciario para intentar subsanar una economía tan malograda. Las relaciones mutuas entre ambos poderes no reflejan excesiva tensión en los pasos previos, pero sí cierta desconfianza que se observa en algunas maniobras diplomáticas. 
Tras estos preliminares, los miembros de los tres estamentos se reunieron en asamblea con el virrey el 1 de enero de 1817. Debían ratificarle el juramento de vasallaje a Fernando VII, tal y como estaba contemplado en la tradición de la Corona y en el Fuero de Navarra. Este acto sería recíproco, ya que Ezpeleta tenía que jurar el respeto hacia los fueros y leyes del reino, de parte del Monarca, y su compromiso a cumplir los nuevos acuerdos. Estaba autorizado a ello por los poderes recibidos, que al principio habían sido absolutos, pero que con el tiempo se fueron transformando en algo protocolario. El virrey se limitaba a leer el discurso inicial y a pedir el donativo, para lo que recibía órdenes secretas y precisas del Gobierno. Los consultores, nombrados por el ministerio, eran quienes en realidad tomaban las decisiones importantes. 
A continuación, los diferentes brazos exponían las agresiones cometidas con anterioridad. Cualquier otro ciudadano del reino gozaba del derecho a exponer sus quejas al congreso, protestas que debían examinarse y que el virrey decidía en última instancia sobre su validez. Entretanto, Fernando VII instó a los estamentos a asistir a las reuniones y a clausurar la celebración en presencia de Ezpeleta. Al poco del inicio del acto protocolario, la Diputación transmitió a los asambleístas las disposiciones emanadas de la anterior reunión, conocidas como Instrucciones, el estado de su cumplimiento, etc.
 

Antes de citar los miembros que participaron, es preciso exponer la configuración de los estamentos, en los que no podían integrarse los foráneos al reino. Los tres estados eran el brazo eclesiástico, la nobleza militar y las universidades o villas. Los componentes se reunían en una misma sala, pero separados. A la derecha del trono real, en este caso ocupado por el virrey, se sentaba el clero, la nobleza militar en el lado opuesto y los representantes de las ciudades en el centro. La pena que acarreaba romper el voto de secreto se resolvía con la pérdida de la ciudadanía del reino y con la privación perpetua de la posibilidad de ejercitar oficio alguno. En consecuencia, jamás volverían a ser admitidos en las Cortes. A los asamblearios se les leía el protocolo junto a la mesa del escribiente y realizaban la jura sobre su pecho y corona, de pie y con la cabeza descubierta. Lo repetían ante cada uno de los presidentes de los estamentos y después se sentaban en su escaño respectivo acompañados del secretario.
El grupo formado por la Iglesia era el principal y se le mencionaba siempre en primer lugar. Su presidente era el obispo de Pamplona, quien gobernaba a todo el congreso, y los restantes componentes pertenecían a la alta jerarquía eclesiástica. Entre las peculiaridades de sus miembros destacaba su edad avanzada, condición que provocaba bastante absentismo entre sus representantes. En la convocatoria de 1817-1818 estuvieron presentes un total de nueve miembros: el obispo de Pamplona, Joaquín Xavier de Uriz, perteneciente al Consejo del Reino; el prior de Roncesvalles, Juan Bautista de Reta, gran abad de Colonia y miembro también del Consejo; el abad del Monasterio de Santa María de Irache, fray Vicente Valcárcel; fray Mateo de Zuazu, abad del Monasterio de la Oliva; fray Lucas Ximeno, abad del Monasterio de Leyre; fray Bernardo García, abad del Monasterio de Iranzu y vicario general del orden; fray Ruperto de Aisa, abad del Monasterio de Fitero; fray Benito Huarte, abad del Monasterio de Marcilla, y José Luis de Landa, provisor y vicario general del Obispado
.
El segundo estamento en orden de importancia era el militar o de la nobleza. El escaño se obtenía normalmente por concesión real vitalicia, aunque en otros casos podía transmitirse el derecho de forma hereditaria o por fórmula matrimonial. En las últimas convocatorias el virrey había realizado concesiones temporales, que suscitaron rechazo en las Cortes, y la condición de miembro permanente pasó a ser de carácter transitorio. Los cambios en el número de componentes habían sido numerosos entre los siglos XVI y XIX.  En este grupo no existieron al parecer disputas por el orden de preferencia en los escaños. 

La lista de casas nobiliarias que tenían derecho de asiento era extensa, aunque sólo eran convocadas una pequeña parte, de la que apenas concurrían cincuenta personas. Ello obedecía al hecho de residir fuera, a mudanzas en las propiedades o a pérdida de los títulos nobiliarios. Las familias que eran poseedoras de dos o más heredades eran emplazadas por cada una de ellas de forma separada, aunque sólo tuviesen derecho a un voto. Cuando cambiaba la titularidad de las haciendas, los nuevos propietarios debían certificar su abolengo. Los linajes que tenían derecho de asiento desde antes de la anexión de Navarra a Castilla recibían la denominación de «nómina antigua», en contraposición a los de «nómina nueva». En caso de que alguno de los nobles llamados no fuese natural, habría de solicitar previamente la naturalización. El presidente era el condestable del reino, título que recaía en el duque de Alba. El segundo en importancia era el mariscal, cuya mención honorífica ostentaba el duque de Granada de Ega. Cuando ninguno de los dos comparecía en la asamblea, realizaba las funciones de gobernante de este brazo el primero que ocupaba el asiento de la presidencia. En las ceremonias de inauguración juraban guardar secreto sobre la cruz de sus espadas y después tomaban asiento
. 

En las Cortes de 1817-1818 se cuestionó la edad mínima de participación de los miembros de la nobleza militar. Se dedicaron dos sesiones a debatir el tema y una comisión o «Junta de Buen Gobierno» fue la encargada de examinar los requisitos exigidos con anterioridad en los diferentes congresos. En el S. XVII había quedado establecida la edad en catorce años, tanto para acceder a la asamblea como para votar. Había sucedido así, por ejemplo, en la asamblea celebrada en 1644. En el periodo que nos ocupa esta condición parecía poco ajustada a la realidad, por lo que la Junta propuso enseguida variarla. Aunque a esa edad los varones podían contraer matrimonio y hacer testamento, ello no era argumento suficiente para concederles derecho a voto. 
Otra de las razones apuntadas era que en tiempos pasados las asambleas se celebraban con mayor frecuencia. Por ello, sólo asistían uno o dos menores de edad, no pudiendo influir un número tan pequeño en las votaciones. En el momento presente el número era más considerable porque las Cortes se reunían después de mayores intervalos temporales y el resultado de los sufragios podía ser del todo distinto. Por último, si se diese el caso de salir elegido como diputado un joven de dieciséis o dieciocho años no existía ley contraria a ello. Tras presentar la Junta su informe a las Cortes, el 11 de febrero de 1817, los asambleístas votaron y aceptaron el cambio. Quedó finalmente determinada la obligatoriedad de haber cumplido catorce años para ser partícipe de las ceremonias de apertura y cierre, dieciocho para formar parte de la asamblea y veintidós para tener derecho al voto
 .

El brazo nobiliario estuvo representado por dieciséis componentes: los marqueses de Góngora, Bersolla y Montesa, el varón de Bigüezal, Luis Ayanz de Ureta, Blas Joaquín de Zerezeda, Julián María Ozcáriz, Miguel Escudero, Francisco Vicente de Azcona y Sarasa, Roque Jacinto de Gaztelu, Xavier María de Argaiz, Francisco Xavier Donamaría, Miguel José de Borda y Goyeneche, Miguel Valanza y Castejón, Manuel Ángel Vidarte, y José Joaquín de Aguirre
. 
El tercer y último estamento era el brazo de las universidades. Estaba conformado inicialmente por los representantes de las buenas villas o pueblos libres que no admitían señor particular ajeno al Rey, quien designaba a los alcaldes tras la pertinente proposición concejil. Tanto el reconocimiento de buena villa como el escaño que ocupaban sus representantes eran dos prerrogativas que habían de ser merecidas, juntas o por separado, y que obedecieron en general a méritos derivados de la fidelidad al monarca o a algún hecho destacable de la ciudad. Las Cortes habían intentado hacer extensivo este derecho en el S. XVI a varios municipios navarros de los valles merindanos de Pamplona, Estella y Sangüesa. El número de representantes, por lo tanto, varió a lo largo de la historia. Los pleitos sobre la ocupación de escaño y lugar de preferencia en la sala fueron numerosos entre los miembros de este estamento. Los cinco municipios por orden de preferencia eran Pamplona, Estella, Tudela, Corella y Sangüesa y la presidencia pertenecía a la primera. Todas las poblaciones participantes enviaban uno o varios delegados, aunque no podían emitir más que un voto, que tenía el mismo valor al margen de preferencias o del número de moradores. Los representantes debían ser vecinos de las universidades por las que acudían
.

La designación de procuradores se realizó primeramente mediante el sistema de concejo abierto o elección pública. Las villas mayores enviaban al alcalde junto con otro vocal perteneciente al regimiento. Después, apareció el método de insaculación o sistema por el cual se introducía en un saco o albornia el nombre de los candidatos. También, a partir de finales del S. XVII, se emplearon las veintenas o designación de ese número de candidatos para localidades más grandes y las quincenas u oncenas para las pequeñas. Los municipios estaban obligados a sufragar los salarios de sus representantes, dándose el caso de situaciones en las que no podían costear el gasto y los elegidos no comparecían ante la asamblea. Sólo el virrey tenía facultades para asignar sus dietas y los procuradores estaban protegidos por la inmunidad, siendo las Cortes muy celosas al respecto. Sus atribuciones eran amplias y variaban según los casos, pudiendo ir desde ser ilimitadas hasta hallarse establecidas con mandato imperativo. También podían necesitar un poder especial para tratar casos de trascendencia
.

En 1817, asistieron de este brazo, por la ciudad de Pamplona, cabeza del reino y presidenta del estamento: Blas Echarri, José María Vidarte y Tiburcio Joaquín de San Bartolomé. De parte de Estella estuvo presente Juan Bautista Vicuña y de Tudela asistieron José María Cortes y José Yanguas y Miranda. Por la ciudad de Corella acudió Joaquín María Morales de Rada y Galdeano, por Sangüesa Luis Ayanz de Ureta y Francisco Xavier Donamaría y San Juan. Desde Olite asistieron Luis Uriz y Manuel Navascués y Landivar, por la villa de Lumbier el licenciado Ildefonso Ilundáin y por Puente la Reina Nicolás Chavarri. En representación de Los Arcos se personó el doctor Fausto Galdeano y Marichalar y de Viana el licenciado Pedro Urbina. De Aoiz lo hizo Tomás Lusarreta, de Tafalla José María Recard de Landibar, de Villafranca Francisco María González de Uzqueta y por Mendigorría Manuel González de Villazón. En representación de Valtierra acudió Nicolás Gómez y Maya, de Santesteban Fernando Larráinzar, de Aybar el licenciado Toribio Arbeloa, de Cintruénigo Pedro Clemente Ligués y Navascués, de Echalar Francisco Xavier Berrueta, de Artajona Tadeo Jaurrieta y por Milagro lo hizo Antonio Bea. 

Hubo algunas protestas en los pasos previos a la apertura, como la que protagonizó el representante de Tudela al reclamar la preferencia que tenía sobre los estelleses para elegir asiento y demás honores. A los de Sangüesa les sucedió lo mismo con los de Corella, mientras que a los de Olite les aconteció otro tanto con aquéllos. En fin, las disconformidades por la preferencia se extendieron a los que acudieron de Lumbier, Viana,  Aoiz, Villafranca, Artajona y Milagro. En todos los casos fue por el mismo motivo y no debió de ser exclusivo de esta asamblea. Parecidos trastornos se daban respecto a la comparecencia y es muy difícil constatar el número de asamblearios a lo largo de toda la convocatoria. La regularidad no era precisamente la tónica habitual en este estamento, sobre todo si el cónclave se dilataba en el tiempo, como sucedió en el Sexenio por los mencionados problemas económicos de los municipios navarros. 

Las ciudades concedían los poderes a sus representantes, a quienes se les denominaba también diputados. En Estella, por ejemplo, la elección recayó en dos personas. El doble nombramiento obedecía a que los monarcas así lo habían establecido, lo que destaca la importancia histórica y económica de la ciudad del Ega. Asistirían Juan Bautista de Vicuña, quien ostentaba el cargo municipal de «alcalde de los hijosdalgos y labradores del mercado», y Felipe Martínez de Morentin, abogado del Consejo del Reino. Sin embargo, al menos en el acto inaugural sólo estuvo presente uno de ellos. Su obligación era la salvaguarda de los derechos municipales, presentando cuantas reclamaciones estimasen oportunas para el bien común de sus moradores. Como comisionados con autorización mediante apoderados, tenían facultades para disponer de los fondos de Propios y Rentas del Ayuntamiento. Debían dar cuentas del peculio, pero gozaban de inmunidad y estaban preservados de todo mal que pudiera derivarse contra ellos durante la asamblea
. 

Además de los tres brazos, existieron otros organismos secundarios integrantes de las Cortes. Cabe citar al secretario, quien prestaba juramento de guardar secreto, del mismo modo que los oficiales, ante los tres presidentes de los estamentos. Los dos síndicos, también llamados consultores, eran letrados y su origen databa de las Cortes de 1508, en las que por primera vez se nombró uno. Debían valorar, entre una convocatoria y la siguiente, las solicitudes de contrafuero de los particulares. También estaban los agentes del reino o embajadores, los depositarios del Vínculo, los porteros o ujieres y el rey de armas. 
Éste último se hallaba desterrado del reino desde comienzos de diciembre de 1816, por causa de la guerra, y su presencia era imprescindible en los actos protocolarios. La Diputación ya había solicitado al virrey que resolviese lo oportuno para ocupar la vacante, quien nombraría al poco a un escribano real para el cargo. Otra de las funciones de este empleo era la elaboración y custodia del Libro del Rey de Armas, donde figuraban los escudos heráldicos de las diferentes familias nobiliarias con calidad de hidalguía. Los diputados gratificaban a los municipios, en virtud de una anterior Instrucción de las Cortes, cada vez que denunciaban algún fraude en los procesos de reconocimiento de nobleza
. 

El virrey inauguró las Cortes y dirigió un discurso a la asamblea, que se hallaba congregada en la sala Preciosa de la Catedral de Pamplona. Antes de la alocución, se realizaron una serie de actos protocolarios. Incluyeron el envío de doce delegados elegidos por los estamentos, quienes debían dirigirse al palacio del virrey y acompañarlo a la sala, y la entrega de poderes. Una vez que todos los representantes se hallaron en el recinto, se pusieron en pie y se descubrieron la cabeza hasta que Ezpeleta se sentó. Después, éste leyó los poderes con que Fernando VII le había investido y dio comienzo al discurso. 
Expuso las dificultades del erario público navarro y se mostró muy interesado en reestablecer todas las prerrogativas concernientes a los fueros y privilegios, así como la reparación de agravios. Versó sobre la mejora y renovación de las antiguas leyes para que se adaptasen a las nuevas necesidades, aunque a costa de realizarse sacrificios voluntarios que habrían de equilibrar los muchos gastos de la Hacienda, pues los continuos esfuerzos bélicos anteriores habían dejado exhaustos los fondos de las arcas públicas. Mencionó los gastos de la Casa Real originados por los matrimonios del Rey y el infante Carlos, calificándolos de exorbitantes, a la vez que animaba a los presentes a colaborar con las manifestaciones de dignidad características de la Monarquía.

El consultor de Ezpeleta leyó otra disertación a la asamblea relacionada con la contribución o donativo. Las connotaciones y tono empleado en el discurso fueron similares a las del virrey. Las menciones a la Historia de Navarra, y sobre todo al pasado bélico reciente, fueron las mismas. La salvedad estribaba en que las citas a la guerra de la Convención y a las Cortes, que entonces se habían celebrado, fueron más explícitas y extensas. Los párrafos finales hicieron alusión a la riqueza agrícola del reino y a sus abundantes recursos. No faltó el recordatorio de la ausencia del donativo a la Corona desde 1797, aunque sí estuviese contemplado que debía hacerse con anterioridad
. 

Una vez inauguradas, dieron comienzo las deliberaciones al día siguiente. En octubre de 1816, ya se habían dado algunos pasos para que los asamblearios estuviesen al corriente del estado de los fondos del ramo del Vínculo y de Caminos. A los dos días del inicio, el consultor del virrey leyó otro escrito, exponiendo las circunstancias militares que habían rodeado la guerra de la Convención. Mencionó los alistamientos de voluntarios que se habían formado en el reino, el peligro que había supuesto la toma por los franceses de algunos pueblos del valle del Baztán, el coste económico de la contienda y el posterior acuerdo de paz. Recordó la época de agravios sufrida por el reino, a pesar de los sacrificios padecidos y la lealtad mostrada por los navarros. Tras estas argumentaciones y otras referidas a la guerra de la Independencia, volvió a exponer la oportunidad que tenían los navarros de mostrarse generosos, congraciándose con la Corona. Esta disertación no aportó nada original o que no hubiese sido dicho hasta entonces. Sin embargo, la intervención marcaba el preludio de las tensiones que poco a poco irían en aumento en los meses posteriores a cuenta de la contribución. 

La intencionalidad del Gobierno central se dejaba ya entrever en estos discursos. El consejero, en nombre del virrey y con indicaciones expresas de Fernando VII, se refería clara y directamente a la contribución que pagaban las provincias con regularidad y remarcaba las exenciones fiscales del reino. Este suceso inauguró la polémica, que más tarde adquiriría toda la intensidad. La verdadera causa de la negociación giraría en torno a la aplicación de la contribución proporcional y periódica de parte del Gobierno, según los planes del nuevo ministerio de Hacienda. Por el contrario, la postura de las Cortes habría de ser de total resistencia.
 2. Leyes aprobadas, tensiones con el Estado.
Antes de entrar a abordar la obra legislativa, es preciso hacer unas aclaraciones importantes sobre la reglamentación vigente en Navarra. El conjunto de leyes recopiladas hasta la época no debe entenderse como Constitución en el sentido literal —tal y como se aplica el concepto a la Edad Contemporánea y al ciclo liberal―, aunque así aparezca mencionado en ocasiones en los documentos. En base a la legislación del reino, las Cortes tenían unas atribuciones determinadas. Los principios fundamentales de la normativa foral se basaban en la facultad legislativa, ya que no podía ser aprobada disposición alguna sin el acuerdo de los tres estados. Una vez que las normas se establecían, era necesaria la sanción real para que tuviesen validez. Tras ello y hasta su publicación, la asamblea aún podía decidir no ratificar ciertas leyes que ya habían cumplido todos los cauces legales. Con posterioridad, sólo podían ser derogadas por acuerdo entre la Corona y las Cortes. Estas dos últimas medidas respondían a los problemas surgidos en torno al decreto de sanción real, que en ocasiones variaba en parte el texto de las leyes y transformaba la esencia de las mismas. El segundo pilar del código de los navarros estipulaba que el Rey no pudiese reclamar contribución alguna sin la aquiescencia de las Cortes, de ahí que al impuesto se le denominase «donativo voluntario o gracioso»
. 

La salvaguarda de la legislación foral preocupaba mucho a los componentes de los tres grupos de la cámara. Era habitual la entrega de comunicados en la «ratonera», que era el lugar donde se dejaban, de forma anónima o no, las solicitudes y quejas de cualquiera de los navarros. Un informe, que había hecho llegar un foráneo, hacía mención a los defectos de las leyes y se refería a la completa ausencia de una obra que contuviese la «Constitución de Navarra». El escrito planteaba interrogantes recogidos en veintinueve puntos numerados. El caso no sólo reflejaba un compendio de dudas, sino que era una crítica clara al sistema navarro, a los privilegios de ciertos estratos sociales y a la corrupción administrativa.  Como nadie supo darle satisfacción sobre el tema, ya que la legislación se hallaba desperdigada entre multitud de libros, los miembros del Consejo y el síndico examinarían la propuesta. La respuesta la daba el consultor Ángel Sagaseta de Ilúrdoz, el 1 de noviembre de 1817. De las cuestiones esgrimidas, catorce hallaban contestación en el Fuero y en el Código Civil, mientras que otros de los interrogantes planteados necesitaban ser estudiados por los tribunales. Es un ejemplo más de que la normativa en materia de leyes era en aquel tiempo bastante confusa y su aclaración se extendería a muchas de las sesiones de la convocatoria
. 
Por otro lado, en la recopilación que lleva por nombre «Idea sucinta de la Constitución de Navarra» aparece una especie de repaso por la Historia del reino, en relación con sus fueros y el juramento real, cuya fórmula se hallaba contenida en la Última Recopilación. En las Cortes de 1724 había quedado patente que la primitiva libertad de los navarros no se vio alterada, a pesar de los cambios sucedidos en el transcurso del tiempo. Era así desde que los primeres reyes del reino habían asumido la observancia de sus fueros, tal y como se expresaba en el Fuero General, y de este modo se cumplió siempre. Los monarcas ciñeron su corona bajo el compromiso del juramento y no podían legislar sino a petición de los estamentos. Su obligación era observar los fueros, usos y costumbres, sin trasgresiones
. 
A pesar de la conquista por Castilla, este procedimiento no se había visto alterado y se perpetuó la fórmula, tal y como figuraba en la Novísima Recopilación (leyes 3, 4, 7, 9 y 12 del lib. 1, tit. 3). Fernando el Católico juró los privilegios en una de las convocatorias a Cortes. Además, se había incluido en el pasado la claúsula de inviolabilidad del sistema foral. Según estos acuerdos, ninguna institución de la Monarquía como el Consejo Real, la Cámara de Castilla o el propio Gobierno podían ejercer jurisdicción en el reino. En consecuencia, la Constitución de los navarros no había quedado definida como un privilegio sino como un contrato formal. La incorporación a Castilla, por lo tanto, se habría realizado con la peculiaridad de poder ser corregidos los desafueros o leyes contrarias a los intereses forales a través de las Cortes y de la Diputación permanente. Estas relaciones de mutuo acuerdo entre la Corona y el reino trajeron como resultado la declaración de numerosos contrafueros a lo largo del tiempo que media entre 1512 y 1817, por causa de que las leyes contractuales no siempre se cumplían
.
La libertad de contribución, exacciones e impuestos figura en otras leyes forales de la Novísima Recopilación (5, 6 y 7 del lib. 1, tit. 25). En todas las disposiciones sobre servicios hechos por los tres estamentos, se encuentra la referencia a que la contribución a la Hacienda estatal debía ser de carácter voluntario y derecho privativo de la asamblea. Así constaba desde 1424, cuando Carlos el Noble de Navarra certificó haber recibido, por petición suya, el donativo de los tres estados. Felipe V había trasgredido este derecho en 1713 al exigir contribución general a los antiguos reinos hispanos. Tras la incorporación en 1517, Castilla había comenzado a exigir contribuciones sin autorización de las Cortes. Las disposiciones dimanadas de esta situación fueron enseguida declaradas contrafueros. Carlos IV sancionó los privilegios navarros, aunque bajo su reinado se produjeron numerosos agravios.  
Los ataques a la legislación de Navarra fueron, por lo tanto, una constante durante toda la Historia del reino desde la anexión a Castilla. En la convocatoria del Sexenio sucedería lo mismo. De ello hay constancia en no pocos sucesos del año 1818, que hacen referencia a las innovaciones que pretendían establecer los ministros de Hacienda y de la Guerra en relación con el donativo, las quintas y el arriendo del tabaco. Los cambios amenazarían la misma esencia de la Constitución de Navarra, a fe de los afectados. En esa ocasión, se buscaría el apoyo del decano del Consejo de Órdenes, Francisco Javier Ochoa, para salir al paso.  
Cabe indicar que se enviaron más protestas anónimas a las Cortes que dejan constancia de algunas de las aspiraciones de los navarros en cuanto a las necesidades de reforma. De todo ello se deduce la falta de un compendio claro de leyes y las difíciles relaciones existentes entre el reino y la Corona, propiciada por el confusionismo en el terreno de la jurisprudencia. Los continuos intentos del Estado por erosionar los pilares básicos de la legislación navarra, que no eran otros que los ya referidos sobre la elaboración de las leyes y la entrega de la contribución voluntaria, obedecen a la lucha del poder central por eliminar los privilegios forales. Cuando estas prerrogativas entraban en clara oposición con los intereses de la Monarquía, sobre todo en periodos de aumento de la deuda pública por enfrentamientos armados, es cuando más se puede observar el intento de derrocarlas a través de la promulgación de contrafueros contra el reino. Los intentos más decididos se habían producido durante el reinado de Carlos IV, por causa de la guerra de la Convención y del enfrentamiento contra Inglaterra entre 1797 y 1807. Se volvieron a dar durante la primera etapa del reinado de Fernando VII, originando una gran tensión, que se solventó a través de las difíciles y tensas negociaciones que se irán exponiendo
. 

Por otro lado, las Cortes despacharon diversidad de asuntos relativos a la Diputación permanente, ya que por algo era la comisión conformada con posterioridad al congreso que velaba por el cumplimiento de las leyes aprobadas y la salvaguarda de los fueros hasta la siguiente convocatoria. Al finalizar la asamblea, se formaba como se ha mencionado el conjunto de Instrucciones que había de servir de norma a los diputados entrantes. El vocal del brazo nobiliario era el encargado de entregar previamente el informe a las Cortes. El sistema que se utilizó en 1818 fue similar al que se había aplicado en anteriores ocasiones, concretamente el basado en el último informe de 1801, a pesar de que la reunión se consideraba ilegal por las razones ya expuestas. Unos artículos continuarían vigentes, mientras que otros sufrirían variaciones, y se incorporarían además los nuevos acuerdos
.    
Algunas de las necesidades de reforma estaban relacionadas con las atribuciones de la Diputación en relación con los fueros, leyes, usos y costumbres. Este organismo había demandado en varias ocasiones la facultad de recurrir los contrafueros, ya que los diputados deberían mostrar el mayor celo contra las normas contrarias a Navarra. Por ello, se deseaba habilitar a los diputados con la facultad de sobrecarta o anulación temporal de las Reales Órdenes y diversos reglamentos que, a fe de los síndicos, fuesen contra la legislación del reino. Respecto a las contribuciones económicas exigidas por el Gobierno o alguno de sus ministros, se estudió ampliar sus facultades para tomar decisiones concretas sobre los impuestos pecuniarios. Los fines de esta medida incluían evitar que se alistasen quintas para el Ejército español, como había sucedido anteriormente, o que éstas pudiesen ser sustituidas por el pago de una determinada cantidad de dinero. Sin embargo, este hecho volvería a producirse al final del Sexenio
. 

Dada la trascendencia que había tenido el caso del arresto de la Diputación, los asamblearios intentaron ampliar la inmunidad a los diputados. La ley foral determinaba que los miembros de los tres estados no podían ser encarcelados y se hacía extensiva la facultad a los síndicos y al secretario de la asamblea. A las Cortes les pareció oportuno que los diputados gozasen de la misma prerrogativa, ya que eran quienes velaban por el cumplimiento de las leyes y la defensa de la foralidad. Por lo tanto, se solicitó con premura, sólo a los quince días del inicio de la asamblea, que ningún diputado, síndico o secretario del órgano foral fuese multado ni detenido ni encarcelado en el futuro por ningún asunto concerniente al reino. 
La petición se envió al virrey, quien contestaría negativamente transcurrido casi un año. El retardo muestra la prudencia del Gobierno a la hora de examinar la demanda, mientras que las maniobras diplomáticas que lo envolvieron habrían tenido otro fin. Estuvieron encaminadas a que no se produjese crispación o contrariedad entre los asamblearios, con la finalidad  de que éstos aprobasen cuanto antes la contribución. Ello demuestra a las claras que la Monarquía recibió la propuesta con gran incomodidad, por lo que finalmente Ezpeleta alegó que los tribunales del reino serían los encargados de juzgar los diferentes casos, guardando consideración de los diputados, síndicos y secretario. Por lo tanto, la oposición de parte del Estado a conceder la inmunidad fue rotunda, ya que ésta hubiese supuesto investir a los diputados de facultades extensibles a otros campos jurídicos. Se habría habilitado a la Diputación con un poder casi equiparable al Consejo Real del Reino, órgano prácticamente dependiente del Rey
. 
Como los diputados representaban a los tres estamentos, mientras éstos no estaban reunidos en Cortes, con el añadido de que tenían menos atribuciones, eran mucho más vulnerables como ya se ha comprobado con anterioridad. Se observa cómo las tensas relaciones entre la Corona y las Cortes se extendían a la Diputación, llegando en ocasiones al mencionado arresto de los diputados u originando consultas y pleitos de gran complejidad y duración. 

Dentro del ámbito institucional del órgano permanente, la conveniencia de extender a perpetuidad el oficio de los síndicos o consultores ocupó también amplios debates, así como el salario que habrían de recibir y otros variados asuntos. Se creó una comisión que debía estudiar el tema y se dio repaso a las disposiciones decretadas en las Cortes de 1794 y 1801. Los comisionados presentaron el respectivo informe, distribuido en dos apartados, en octubre de 1817. El primero definía sus funciones, pero destacaba las preeminencias y los derechos del virrey. En vista de ello, se propuso que deberían dedicarse en exclusiva a los asuntos del reino concernientes a ellos, dejando de realizar reclamaciones a la Monarquía. El segundo apartado se refería al desempeño de realizar los encargos acordados anteriormente y la recopilación de las leyes vigentes, sin confusión con las derogadas, y de las temporales que no hubiesen tenido prórroga. Este trabajo habrían de realizarlo con concisión y claridad, anotando todas las observaciones que juzgasen oportunas y con la obligatoriedad de presentar el informe a la siguiente asamblea. Para el desempeño de su labor se deseaba que contasen con diez mil reales fuertes anuales. Con posterioridad, se aprobarían tanto la perpetuidad del empleo como la asignación económica
 .
   Respecto de la contribución que debían aprobar los tres estados, la «Junta de Estadística» se dedicó a la recopilación de datos que permitiese la distribución de la carga impositiva entre los municipios. La confección de los catastros, tal y como lo había estipulado el Gobierno, era una tarea inmensa, por lo que los asamblearios decidieron repartir el impuesto en base a la confección de censos poblacionales, dejando el penoso trabajo a los diputados entrantes. Este hecho pudo también deberse a una maniobra para retrasar y poner trabas al plan hacendístico nacional basado en la renta proporcional. Debe recordarse que la transparencia suponía una amenaza, ya que esa misma información podía ir en contra de los intereses del reino y a favor de la Monarquía. Si se realizaban censos demográficos, se sabría nada más que el número de habitantes del reino, mientras que los catastros de la riqueza territorial y personal eran más comprometedores a la hora de valorar e imponer una cuota fija a Navarra. Por lo tanto, la supuesta ineficacia por parte de las Cortes a la hora de la consecución de los informes estadísticos, bien pudo deberse a una maniobra para hacer fracasar el modelo que el Gobierno deseaba establecer en todo el territorio nacional.
La otra causa del fiasco de la consecución de los planes catastrales se debió al caos administrativo y a la penuria económica. Por más que hubiese intentado la Junta ultimar los informes durante 1817 y 1818, dependía de la entrega de balances efectuados por los pueblos. Los municipios se hallaban inmersos en un estado que bien podría calificarse de crítico, con multitud de problemas, pleitos y reclamaciones por solucionar, cargados de deudas y con una población al límite de la supervivencia. Por ello, era del todo imposible que los ayuntamientos se ocupasen de lleno en la confección de estadísticas. Aunque se dieron casos en los que se concluyeron algunos informes, su elaboración fue muy lenta e inexacta y contó con trabas de todo tipo, promovidas desde prácticamente todos los sectores sociales, aunque el clero y la nobleza fuesen los mayores opositores. Tenida cuenta de estas evidencias, las órdenes no alcanzaron finalmente su consecución y la reforma quedaría en el tintero, aunque la Corona y el Gobierno no apartarían su atención de las rentas del reino, debido a la exorbitante deuda pública
. 

Las disposiciones sobre la contribución directa ideada por Garay y la elaboración de los catastros debieron de causar cierta alarma en la población navarra. Las órdenes del Gobierno eran contrarias a los fueros y aplicables a los tres estamentos, en mayor o menor grado. Mientras que en el reino se celebraba la convocatoria, la Corona deseaba con mayor premura aplicar las nuevas medidas económicas en todas las provincias españolas. Esa misma tirantez entre el Gobierno y las Cortes, por causa de la autonomía contributiva, encontraba su equivalencia cuando la Diputación permanente exigía a los municipios navarros el abono de los plazos. Este aspecto se examinará con mayor detalle en el último capítulo.
Antes, cabe indicar que la asamblea hubo de sortear bastantes obstáculos durante la convocatoria. Entre ellos, la falta de recursos de las villas para sufragar la permanencia de sus representantes en la capital. A tal punto llegaba este problema que el virrey transmitió un oficio a las Cortes, en octubre de 1817, intentando que las poblaciones escasas de peculio no retirasen a sus miembros. Por otro lado, según la legislación vigente, los congresistas no podían ser invalidados de sus puestos y, por lo tanto, tampoco era posible que otros los sustituyesen una vez que se habían admitido sus poderes. Aunque existía alguna excepción nada más que para casos especiales, algunos pueblos hicieron caso omiso de estas medidas y actuaron al respecto por cuenta propia, lo que provocó la irritación del virrey y las amenazas de arresto consiguientes. La tesitura en que se hallaba Ezpeleta era que, si autorizaba a los representantes de algunos municipios a desertar, el ejemplo cundiría entre los demás. Es otra muestra más de la penuria económica que azotaba entonces a muchos de las poblaciones navarras, que o no tenían ni para pagar a sus delegados en Cortes o preferían evitar ese esfuerzo y dedicarlo a otros asuntos más urgentes. 

El congreso se dilataría hasta la definitiva aprobación del donativo, pero no sólo por las causas anteriores. Las deliberaciones se venían sucediendo durante casi diez meses desde la apertura del solio, acaecida el 1 de enero de 1817. El virrey se encontraba presionado por el Rey y sus más inmediatos consejeros de Hacienda e instaba reiteradamente a los congresistas a aprobar el donativo. Ezpeleta, ante la falta de resultados, recordó a la asamblea la proposición por él efectuada relativa a la conformación de la Milicia. Aunque este punto suponía toda una amenaza contra el Derecho Foral, las deliberaciones de las Cortes discurrían por otros derroteros
. 

Las diversas protestas, réplicas y contrarréplicas entre los asistentes continuaban, suponiendo otro serio obstáculo a la buena marcha de las sesiones. Las situaciones de conflicto entre los mismos asamblearios fueron variadas y muy abundantes, propiciando un informe sobre el tema en junio de 1818. En efecto, las polémicas entre los procuradores no fueron un hecho inusual, sino por el contrario algo casi cotidiano como así lo refleja la diversa documentación. La importancia de los desacuerdos, en casos concretos, no estribaba en su carácter de mera disconformidad de alguno de los tres brazos con las decisiones de los dos restantes. La trascendencia radicaba en la posibilidad de volver a sacar proyectos de ley que ya se habían rechazado antes en el congreso. Lo normal era que no se hiciese, pero el caso contrario había sucedido en la asamblea de 1780 y 1781, cuando se negó la clausura de las aduanas interiores. En esta ocasión, sí se había dado trámite a una contrarréplica propiciada por varios vocales de los estamentos
.  
A pesar de todas las dificultades y enfrentamientos, los tres estados del reino concluyeron una labor digna de tener en cuenta. A primera vista el alcance parece ser muy positivo, ya que se intentó imponer cierto orden dentro del enorme caos jurídico, económico y administrativo de aquella época. Cabe destacar la aceptación por parte del virrey, durante los primeros meses de la convocatoria, de la mayoría de las medidas encaminadas al restablecimiento del sistema político. En concreto, se trataba de revocar los Decretos Reales anteriores, que se habían impuesto en forma de agravio por no ser aprobados por los estamentos. Fue la demora en la aprobación del donativo, lo que impidió que el virrey no accediese durante unos ciento cincuenta días a la derogación de anteriores agravios, con la consiguiente ralentización de otros asuntos por parte de la asamblea. Por lo tanto, el optimismo inicial fue mudando a crispación, porque los intereses de la Corona chocarían en muchas ocasiones con el régimen de los fueros y viceversa. 
Superado este periodo, se aprobaron muchas disposiciones en materia jurídica, económica y social, que intentaron plasmarse en claros avances para la modernización de las estructuras y en estímulo para la recuperación económica. Hubo también reformas en el terreno del Derecho Civil, entre las que se encuentran el acuerdo de extinción de censos tras un plazo de cuarenta años, medidas restrictivas al desarrollo de los mayorazgos o la revisión de los permisos paternos respectos a los enlaces matrimoniales. En la normativa penal se dieron parcas mejoras y, entre ellas, la extinción de la tortura que ya se había abolido en el resto del Estado. La fiscalidad experimentaría algunas pequeñas novedades en cuanto a los repartimientos de las contribuciones según los diferentes territorios. La vida administrativa municipal también sufrió algunos cambios, aunque no esenciales. 

Quedaron importantes problemas sin solucionarse y otras reformas no pasaron de meros proyectos de ley. La perduración de las «pechas y censos» y el fracaso de otras medidas modernizadoras relativas al comercio o la perpetuación de las aduanas interiores, reflejan la pervivencia de las estructuras del Antiguo Régimen, propiciadas por los intereses de los estratos sociales más privilegiados. La Convocatoria recuerda bastante a la de 1780-1781, ya que las negociaciones con el Gobierno central se centraron en el sistema fiscal de Navarra y el traslado de los registros fronterizos a los Pirineos.   

Merecen especial atención las regulaciones económicas liberalizadoras sobre el comercio, la agricultura y la industria artesanal. No hay que perder de vista los debates sobre el ramo de Caminos, el contrabando, el Derecho Civil, las deudas, el Ejército o el bandolerismo de la época. Estos expedientes fueron abundantes, así como los relativos a la naturalización de extranjeros, al ganado, sobre la estructura gremial, los honorarios de los trabajadores, hospitales, niños expósitos, etc. Fue una labor ingente para la época, dadas las circunstancias, y las leyes del reino ocuparon bastante tiempo de los debates, habida cuenta de que las diferentes comisiones debían realizar el examen previo de las ordenanzas existentes. Los asuntos referidos a los tribunales, al Vínculo o al virrey forman parte también de los casi tres mil autos que comprenden las Actas de Cortes. En cuanto al cómputo de leyes habrían sido las más fecundas de toda la Historia del reino, porque los proyectos aprobados superaron el centenar. A pesar de que veintiséis obedecían a la derogación de Reales Decretos del reinado de Carlos IV , en anteriores convocatorias jamás se había alcanzado semejante cifra. 

La labor legislativa de las Cortes de 1817-1818 fue, por lo tanto, muy digna de tener en cuenta y habría obedecido, además, al intento de avanzar hacia la modernización de las estructuras sociales. Sin embargo, el tema merece ser analizado con más detenimiento, ya que no pocas de las leyes sancionadas se habían promulgado anteriormente en España. Este dato tan importante, al analizar más en detalle las características de la reforma, nos indica sin duda que no habría sido tan original o novedosa como se ha pretendido ver. Otro condicionante a tener presente es la coyuntura, porque la convocatoria se produjo en un momento especialmente crítico de la posguerra. Por ello, a la hora de extraer conclusiones hay que ser muy cauto. Para descubrir la verdadera intencionalidad de los asistentes y el alcance real que pretendían lograr mediante la modernización de las leyes, se hace necesario profundizar y conocer más datos. Quizá así se pueda determinar si fue o no una asamblea, además de prolífica, de inclinación liberal, tal y como se ha apuntado en algún estudio. Además, quedaría por analizar la trascendencia del cónclave o, lo que es lo mismo, la aplicación real de las normas en los años que mediaron entre las sesiones y el golpe militar constitucionalista de 1820. 
Las materias legisladas fueron dispares y abarcaron muchos asuntos difíciles de catalogar, porque en bastantes ocasiones se compenetran o confunden entre ellos. Por ello, aunque parece acertado agrupar la labor legislativa en un solo bloque, es imprescindible diferenciar los aspectos políticos, económicos y sociales. La asamblea no llegó a sacar adelante otros proyectos de ley, que se tratarán después, porque informan de muchas de las aspiraciones y necesidades de la sociedad de la época. El conocimiento detallado de la reforma, a través de las leyes aprobadas y de las que no llegaron a sancionarse, permitirá extraer las debidas conclusiones al final de este capítulo.
 En el ámbito político, la reparación de agravios supuso la prioridad para la asamblea, al igual que el donativo lo fueron para la Corona y las maniobras que alrededor de él se suscitaron. La derogación de Reales Decretos y Órdenes obedecía a la defensa que las autoridades habían hecho desde siempre de las prerrogativas del reino ante el Estado, tal y como estaba contemplado en las disposiciones forales. El Consejo Real del Reino había decidido desde 1797 aplicar las disposiciones del Gobierno sin avisar a la Diputación, sin contar con el pase foral, por lo que este hecho iba totalmente en contra de las leyes de Navarra.  En consecuencia, el paquete de las dieciocho primeras leyes aprobadas anuló la abundante normativa del tiempo de Carlos IV, que había sido rechazada por no contar con los requisitos legales de tramitación.
Sólo la primera ley anuló nada menos que ciento seis disposiciones reales. Al final del listado de ordenanzas suprimidas, aparece un párrafo ilustrativo del rechazo a la intromisión monárquica durante el reinado de Carlos IV y el valimiento de Godoy. En él se afirma que, aunque en aquel tiempo se hubiesen promulgado algunas Reales Órdenes beneficiosas para Navarra, el solo hecho de haber sido sobrecartadas sin comunicarlo a la Diputación las convertía en contrarias a los fueros. Las leyes de la Monarquía que acababan de invalidarse eran de variadas temáticas. Para  tener una idea de ellas, versaban sobre los pagos de las rentas de los arriendos de montes y terrenos destinados para maderas y cultivos de caña de la Real Armada o que la extracción de granos sobrantes se ejecutase libremente, no sólo por los vecinos de Mendavia, sino por las demás villas, ciudades y lugares del reino, etc. Otras normas guardaban relación con la prohibición de mandar reos a las minas de azogue de Almadén, o con la orden de 1801 que obligaba a formar relación de todos los nacimientos, matrimonios y muertes en toda España. Por lo tanto, la normativa no era necesariamente perjudicial al reino, sino que la abolición obedecía a la salvaguarda del poder legislativo de la asamblea ante las imposiciones del Estado monárquico absoluto .
Entre las suprimidas había algunas que hubiesen sido beneficiosas, ya que propiciaban medidas liberalizadoras de carácter profesional. Por ejemplo, la que permitía ejercer a todos los cirujanos aprobados en los Reales Colegios de Cirugía en cualquier territorio del reino. Por el contrario, los tres estados prefirieron mantener la legislación de Navarra, que ordenaba ser apto por el Colegio de San Cosme y San Damián de Pamplona. Caso parecido sucedió con las disposiciones que guardaban relación con la equiparación de pesos y medidas, que se hallaban sobrecartadas o en suspenso desde agosto de 1806. En 1817, la asamblea defendió tanto la ilegalidad de esta última como la inconveniencia de adaptarse al sistema español. Para defender este último argumento, se expuso la razón de que en el territorio foral ya se hallaba igualado mediante los «quintales, arrobas, libras, onzas, robos, medios robos y cántaros». Sin embargo, la diferencia con otros territorios había traído en ocasiones cierta incertidumbre.  Por ejemplo, a finales de 1814, cuando se quiso recuperar el arriendo del tabaco los diputados hubieron de preguntar al virrey si el sistema navarro no impediría la consecución del alquiler. Poco después, en enero de 1815, la Diputación recibía un oficio del virrey con un ejemplar inserto de la Real Cédula por la que se obligaba a la equiparación
.
 La reparación de agravios fue, por lo tanto, condición sine qua non para continuar con la labor legislativa de las Cortes y aprobar finalmente la contribución. Fernando VII y Ezpeleta eran plenamente conscientes y por ello sancionaron las primeras leyes derogatorias al inicio de la convocatoria, entre enero y abril de 1817. El procedimiento seguía unos pasos concretos. Primero los tres estamentos se dirigían a los secretarios del Real Consejo, quienes debían dar testimonio de todas las disposiciones sobrecartadas desde 1797 y que no se habían comunicado a la Diputación. Una vez que la asamblea tenía conocimiento de ellas, daba inició la labor para abolirlas, recuperándose así el cauce normal de legalidad entre el Estado y el reino.  
 La anulación de una Carta-Orden de 1796 tuvo trascendencia política, no por la temática en sí, ya que legislaba sobre el arriendo del tabaco, la prohibición de muselinas y la exención de derechos sobre el vino. La disposición revocada contenía un alto componente de intromisión del Gobierno central en los asuntos del reino, al querer anular el derecho de sobrecarta, una prerrogativa foral indiscutible. Por si fuera poco, Carlos IV había dispuesto en ella que una Junta de Ministros examinara el «origen, causa y objetos de los fueros» y no cambiase el carácter obligatorio de las cédulas reales y órdenes expedidas por la Secretaría de Estado, Consejo Real o Tribunales Reales. 
Al respecto, los reunidos en Cortes recordarían a Fernando VII, en el pedimento de la tercera ley, que el virrey de Navarra, el conde de Colomera, había jurado en 1794 como representante de Carlos IV el mantenimiento y custodia de los fueros, exenciones y privilegios. Los asamblearios añadieron que así se había efectuado desde siempre, incluso después de la anexión de Navarra a Castilla, y ahí residía la esencia del pacto entre la Corona y el reino. Los legisladores de la convocatoria de 1817-1718 calificaban este acuerdo como «prenda que aseguró su Constitución [de Navarra]». Por ello, resultaba absolutamente inaceptable que el sistema político navarro se viese sujeto a una Junta de Ministros. En consecuencia, y por los diversos avatares acaecidos desde 1796, la Carta-Orden mencionada nunca había hallado cumplimiento en el territorio foral. Por lo tanto, se derogó la ordenanza y el reino recuperó su autónoma capacidad legislativa, al menos de momento, sin tener que verse sometido al control monárquico directo. Se anularon también todas las Reales Cédulas que desde 1797 imponían contribuciones al reino u otras posteriores que las confirmaban. Hubo más dentro del grupo de los agravios reparados y algunas se tratarán en los siguientes apartados
.

Al menos, una de las ordenanzas aprobadas por las Cortes tuvo relación directa con la guerra (ley 12). Todas las medidas aplicadas con carácter extraordinario durante la ocupación quedaban abolidas, incluidas exacciones pecuniarias, servicios personales, prisiones, creación de nuevos tribunales, etc. La abolición se hacía extensible a los cambios acaecidos en las instituciones, desde el final de la contienda hasta el completo restablecimiento del régimen foral, porque las mudanzas provisionales habían obedecido al caos reinante en el periodo y a la gran presencia de tropas en el territorio navarro. 
La Administración de Justicia ocupó bastante tiempo de los debates. Se declaró nula la Real Orden de septiembre de 1802 sobre las condiciones para los exámenes de abogado: ningún bachiller podía llegar a ser jurista sin haber estudiado al menos cuatro años la legislación castellana, pudiendo dedicar la mitad al Derecho Canónico. Después de ese plazo, debería acreditarse una práctica de otros dos años con algún letrado de Chancillería o Audiencia. Los tres estados, a pesar de su conveniencia, declararon sin validez esta ordenanza (ley 11), por los mismos motivos que en las anteriores  anulaciones expuestas. 

El Real Decreto sobre robos de caudales del Erario Público, promulgado en 1797, era contrario a las leyes del reino, al eliminar la prerrogativa de las instituciones jurídicas navarras del conocimiento exclusivo de las causas. La norma preveía que los casos acaecidos en Navarra habrían de ser competencia de la Corona o de su Real Hacienda y no serían juzgados en el reino. Por ello se solicitó su anulación y el virrey la aceptó (ley 13). 
Se declaró sin validez el auto relativo a la percepción de asignaciones del sustituto del fiscal mayor del reino. La singularidad de esta medida, era que anulaba otra aprobada por la propia Diputación en noviembre de 1814. Los diputados habían reclamado que el suplente pudiese cobrar los mismos derechos que percibían los procuradores de los Reales Tribunales, quienes tenían asignada una cantidad determinada por el último Arancel de las Cortes de 1797. Sobre este último caso se encuentran referencias contradictorias, de diciembre de 1814, cuando la Diputación del reino calificó de contrafuero la decisión del virrey de igualar ambas gratificaciones
. 
La causa había sido la de siempre: a pesar del deseo de equiparación de los diputados, los tres estados no había aprobado la orden, por lo que tampoco contaba con la legalidad necesaria para estar efectiva. Además, era contraria a algunas de las leyes recogidas en la Novísima Recopilación (núms. 29, 30 y 31, lib. 2, tit. 4), que disponían que los sustitutos no percibiesen derechos ni dietas. Sólo una ley les permitía percibir estipendios y era en el caso de condenación de costas y cuando el reo no fuese pobre (nº. 56, Cortes de 1724). En consecuencia, el auto de 1814 resultaba según los asamblearios muy perjudicial para los municipios, porque en las causas en las que intervenía el fiscal mayor debían abonar el doble y, aunque ganasen el pleito, habrían de pagar las costas. El Real Consejo ya había suspendido la medida provisionalmente el 22 de agosto de 1815. El virrey ratificó la anulación del auto en 1817, tras ser acordado por los tres estados (ley 14). 
Los asamblearios aprobaron aumentar en la menor cuantía la expedición de causas en los procesos menores, en negocios verbales y por escrito. En ocasiones, los costes de las dietas procesales suponían mayor esfuerzo económico para los artesanos y los labradores que los intereses por los que litigaban. Del mismo modo, esta ordenanza estuvo encaminada a agilizar el proceso judicial que obstaculizaba el normal desenvolvimiento de los tribunales superiores. Las Cortes de Tudela, de 1565, habían aprobado que los alcaldes ordinarios recibiesen seis ducados «en bajo» por el conocimiento en primera instancia de los pleitos. La cuantía fue aumentando con el tiempo a treinta y nueve, quedando más tarde estipulada en veinticuatro. Los pleitos que no superaban la cuantía de los cuatro ducados no debían ponerse por escrito. Esta última cantidad se incrementó con posterioridad a doce (leyes 38, 41 y 42, lib. 1, tit. 10 de la Novísima Recopilación). 
Las Cortes de 1817-1818 acordaron que los veinticuatro ducados percibidos anteriormente por los alcaldes pasasen a cincuenta. Los pleitos que no sobrepasasen esa cantidad serían a partir de entonces de conocimiento exclusivo de los alcaldes ordinarios. Por otro lado, el proceso verbal de los trámites judiciales aumentó a veinticuatro ducados, de tal modo que por encima de ese valor todos los procesos se efectuarían por escrito. Quedaron en vigor las disposiciones recogidas sobre el método ejecutivo de las sentencias y el reconocimiento de las mismas por la Real Corte, en grado de apelación, o por el Real Consejo en trámite suplicatorio (ley 32). 

Se reformó otra ley de la Novísima Recopilación (ley 17, lib. 2, tit. 10), que se refería a la cuantía necesaria para que los receptores de Tribunales Reales participasen en la Administración de Justicia. Hasta entonces lo hacían a partir de ochenta ducados y desde ese momento lo harían desde doscientos, siendo privativo de los escribanos reales recibir asignaciones por debajo de esa suma.

Había juicios en los que existía acuerdo o compromiso entre las dos partes litigantes y sin embargo las sentencias se recurrían de forma habitual ante otros tribunales, a modo de reclamación. Una nueva norma dispuso que las sentencias arbitrarias o compromisales, sobre las que no existía causa pendiente, sólo podrían apelarse ante la Real Corte o ante el Consejo Real, en función de su pertinencia a una o a otra. A partir de ese paso, se acababa todo trámite de recurso aunque fuese la causa sobre pleito prorrogado en los Reales Tribunales (ley 33).

Se estipuló que los jueces del Consejo del Reino, que hubiesen participado en procesos de primera vista, sólo podrían tratar en la segunda con los que lo habían hecho anteriormente. La aprobación de esta norma ya se había solicitado en las Cortes de 1765-1766, quedando desde entonces en suspenso. Con esta medida se pretendía evitar algunos inconvenientes que se suscitaban entre los litigantes que perdían pleito. Estos problemas solían guardar relación con la sospecha de que la sentencia había sido promulgada por igual o menor número de jueces que el estipulado, tras haber obtenido antes sentencia favorable en la Real Corte o se revocase en la instancia de vista precediendo discordia (ley 66). 
Los escribanos reales, comisarios, receptores, secretarios del Real Consejo, escribanos numerales de la Real Corte y de juzgados y mercados,  serían en el futuro examinados en Lengua y Ortografía Castellana. Así se intentaba hacer desaparecer la ignorancia característica de los funcionarios del reino (ley 75). En adelante, los escribanos reales serían preferidos a los que no contasen con esa cualidad para ocupar cargos de escribanías de ayuntamiento y de juzgados. Se pretendía mejorar y regular de forma más adecuada las administraciones locales y de justicia. Sólo estaría permitido que escribanos sin atribución real ocupasen escribanías en las repúblicas que contasen con ese privilegio exclusivo. También, en el caso de que los empleos fuesen propiedad única de algún particular y no estuviesen bajo el amparo de servicio público (ley 82).  
Los escribanos numerales de la Real Corte solicitaron a la asamblea el reparto de sus atribuciones e intereses. Se establecieron ocho suertes, en función de un reparto geográfico, tal y como se había establecido para los secretarios del Real Consejo y para los notarios mayores del Tribunal Eclesiástico del Obispado. El repartimiento se igualó según el número de habitantes, los arbitrios de los mismos, las condiciones del suelo, etc. Quedaban incluidas ciudades, villas, cendeas lugares y valles. Los escribanos habrían de ocuparse de despachos, ejecutorias censales, sobrecartas y autos despachados por los jueces inferiores (ley 100). 

Los notarios de los obispos no podrían en adelante autorizar testamentos de legos, escrituras u otros documentos. Las Cortes apelaron a la Real Provisión que habían promulgado los reyes Juan III y Catalina, en 1496, prohibiendo que los notarios, incluso los apostólicos, se inmiscuyesen en contratos de leyes civiles. Sólo les estaba permitido entender de beneficios, causas eclesiásticas y testamentos. La asamblea de 1817-1818 pretendió atajar la intromisión de la Iglesia en los asuntos judiciales ajenos a las atribuciones religiosas. El incumplimiento de la medida se habría de satisfacer con la nulidad de las disposiciones y con el pago de veinticinco libras de multa (ley 81). 
Se prorrogaron también anteriores disposiciones que guardaban relación con la Justicia. Las providencias contenidas eran variadas, distribuidas en quince artículos, y abarcaban  el modo de arriendo de las haciendas a menores o las atribuciones de la Diputación para iniciar recurso contra quien se negase a alojar tropas (ley 97). Otro de los resultados de orden jurídico fue el establecimiento del Colegio de Abogados, al igual que sus ordenanzas (ley 104).

En resumen, la asamblea aprobó unas cuantas leyes, de las que las anteriores son un ejemplo, para realizar una serie de reformas en la Administración de Justicia. En el cambio se observa una clara intención de modernizar y agilizar las instituciones, haciéndolas más eficaces y asequibles a los ciudadanos. Sin embargo, se observan algunas contradicciones, ya que en unos casos se adoptaron providencias que suponían avance, como la que obligaba a examen a los funcionarios públicos, mientras que otras del mismo estilo se revocaron. Como ejemplos, la Orden que obligaba a los abogados a estudiar la legislación española o la que hubiese equiparado las asignaciones económicas del sustituto fiscal con la de los empleados de los Tribunales Reales.
Por lo tanto, se aprecia con claridad la resistencia del reino a aceptar algunas de las órdenes reales, que ya habían entrado en vigor en el resto del Estado. Aunque fuesen beneficiosas, el simple hecho de su tramitación ilegal, según las leyes de Navarra, las invalidaba. En el terreno de los avances reales, es de destacar la normativa que prohibió inmiscuirse desde entonces a la Iglesia en los pleitos civiles o la que estableció el Colegio de Abogados. Del otro polo se observa falta de uniformidad, insistencia por seguir revocando contrafueros, al margen de sus contenidos, y una disposición reformista poco o mal planificada. Además, es importante hacer hincapié, para comprender mejor la coyuntura, en las fechas en las que se desaprobaron las normas de la Monarquía. En los primeros meses de 1817, como ya se ha indicado, se produjo la derogación de reales ordenanzas en gran número, fuesen sus contenidos oportunos o no. 
Por el contrario, hasta finales de año no volvió a suceder lo mismo ni tampoco se propiciaron otras leyes que modernizasen la Justicia. Este hecho obedeció exclusivamente a las tensiones entre el reino y la Corona, que supusieron una traba importante a la hora de un resultado más positivo. El retardo contributivo y la poca disposición de la asamblea a tratar el asunto de las aduanas interiores, provocaron que el Monarca no sancionase durante aquellas fechas más leyes agrupadas dentro del grupo de reparación de agravios. A la postre, todo ello llevaría al fracaso de la reforma judicial, ya que los Códigos Civil y Criminal no ser aprobarían, a pesar de estar contemplada su realización en la convocatoria.

En consecuencia, las Cortes lograron algún avance en el terreno del Derecho, aunque no se consiguió ni mucho menos el objetivo de conformar un nuevo código de leyes. Uno de los progresos más significativos fue la erradicación del tormento o tortura, con la importante salvedad de que ya se había suprimido en todo el territorio español por Real Decreto el 25 de julio de 1814. Sin embargo, en agosto de 1816, se habría intentado «habilitar la cama del tormento inutilizada en las Reales Cárceles», lo que provocó que los diputados forales estuviesen al corriente de estos sucesos. Antes de examinar el contenido de las leyes en donde quedaron plasmadas estas disposiciones, quizá sea conveniente exponer algunos de los pasos dados para la aprobación de las mismas.   
La prohibición del tormento era obligación de las Cortes de 1817-1818, después de que el precedente lo había sentado el mismo Monarca español. Según un informe del síndico, la tortura sólo beneficiaba a los delincuentes habituales porque estaban preparados para aguantar las confesiones a la fuerza. Los más indefensos, por el contrario, preferían declarar delitos no cometidos antes que soportar el potro. En las Cárceles Reales del reino varios jueces aplicaban tormentos a los reos para arrancarles sus confesiones por medio del dolor. El Consejo de Estado, por su parte, había acordado en 1798 que la Sala de Alcaldes, el corregidor y sus tenientes diesen especificación de esas medidas y de las circunstancias en que se aplicaban. Por lo tanto, era imprescindible para Navarra suprimir estos métodos, ya que andaba a la zaga de tan importante reforma. 
Del informe presentado a la asamblea se dedujo que los métodos   empleados eran los grillos, las cadenas puestas en los pies, las esposas o brazos vueltos y la prensa en los pulgares. El Consejo de Estado, asesorado por los fiscales, ya había decidido suspender estos métodos en febrero de 1803, salvo en el caso  de los grillos y el peal o cadena puesta a los pies, que continuarían aplicándose por instancia de los ministros del Consejo que acudían semanalmente a las cárceles. También se había pedido información a las Chancillerías y Audiencias, resultando que los reos confesaban al sufrir diferentes apremios. El proyecto de ley resultante le pareció acertado al síndico Sagaseta y, en consecuencia, sugirió que los tres estados lo aprobasen. La observación que añadió era que habría de admitirse el sistema general de policía de cárceles adoptado por el Estado español. Se pidió la conformidad a la asamblea y la ley se aceptó con esta peculiaridad (ley 42).
 
Las Cortes aprobaron otras reformas en materia de Derecho Criminal, como la encaminada a atajar las arbitrariedades y abusos cometidos contra los reos acusados de delitos sexuales. Se abogó porque cumpliesen las condenas fuera de las cárceles, bien pagándose una fianza en caso de hacerlo o si no quedando en libertad provisional dentro de municipio con obligación de presentarse a las autoridades con regularidad (ley 38). La norma también había sido dictada por Carlos IV de forma provisional (Real Cédula de 30 de Octubre de 1796 sobre causas de estupros) y todavía no había sido revisada. El resultado en cuanto a la reforma criminal no parece por tanto tan positivo, ya que es discutible la eficacia de esta medida e incluso su conveniencia por razones evidentes. Aunque se realizaron otros intentos para reforzar la lucha contra el bandolerismo, que serán expuestos a su debido tiempo, tampoco llegarían a tener trascendencia
.   

En el terreno del Derecho Civil sí hubo innovaciones dignas de destacar, como en el caso de la reducción a cuarenta años de las prescripciones del cobro de los réditos de los censos (ley 27). Ocurrían numerosos casos en los que los acreedores censalistas no cobraban los réditos intencionadamente durante muchísimos años. El moroso, incapaz de pagar la deuda acumulada, llegaba a perder sus posesiones, mientras que los censalistas iban haciéndose más poderosos. Con la restricción del plazo máximo, esta estrategia quedaría anulada o al menos reducida, ya que si el acreedor no cobrase en ese tiempo, el rédito del censo quedaría extinguido y el propietario no podría ser ya embargado. 
La norma estaba contemplada en la Novísima Recopilación (ley 10, lib. 2, tit. 37) y había estipulado la prescripción de jurisdicciones, servidumbres discontinuas, etc., en el plazo máximo descrito, a excepción de los derechos de mayorazgo. Como al parecer no se cumplía, en las Cortes de 1796 se había elevado una instancia a Carlos IV, encaminada a que sancionase esta providencia. Se habían incluido las cláusulas relativas a los plazos máximos y los procedimientos a seguir en el cobro de las deudas sobre censos. Estas disposiciones, que el Monarca no sancionó en su momento, pretendían poner freno al habitual abuso por parte de los propietarios. 
Se concedió la regulación de las moratorias de deudas y se reguló el método para la prolongación de los plazos en el pago (ley 96). En el pedimento, había quedado expuesta la prerrogativa de los virreyes para conceder aplazamientos tras escuchar las razones de los solicitantes. Desde entonces, éstos contarían con la posibilidad de elevar recurso ante el Real Consejo. Primero, deberían ser entregados los depósitos de los deudores, tras el plazo de quince días de presentación de sobrecartas. 

 Las Cortes establecieron el «Oficio o Escribanía de Hipotecas de Hipotecas», con el que se pretendía dar fin al confusionismo y fraude existente en torno a estos gravámenes. Se daba el caso de que un mismo deudor tenía más de una hipoteca sobre el mismo bien, burlando así la confianza de un segundo prestamista. Por ello, los asamblearios consideraron necesario que se crease esta institución, que se gobernaría en adelante por un código contenido en dieciséis capítulos. Debería velar por el cumplimiento de la ley mediante un control riguroso de todas las escrituras censales y otras que se hallasen en la condición de hipoteca especial. Los municipios estarían obligados, desde la publicación de la norma, a llevar un registro donde figurasen todas las anotaciones. Del mismo modo habrían de figurar los mayorazgos, vínculos, aniversarios, fundaciones pías, capellanías, etc., tanto si pertenecían a la Iglesia como si no. El pedimento inicial no contemplaba que la medida se aplicase a las hipotecas anteriores a la fecha de la publicación. Por ello, las Cortes replicaron hasta que consiguieron la inclusión de esta última claúsula (ley 37).
   

Hubo más proyectos aprobados dentro de la temática del Derecho Civil, como el que estipuló el periodo del retracto por créditos personales o deudas sueltas en un año y el de la elección y apropio a dos meses (ley 102).  Esta medida pretendía devolver a sus antiguos dueños las tierras que eran acumuladas por los grandes propietarios, ya que de este modo podrían volver a ser puestas en cultivo. La Corona no tuvo a bien incluir dentro de la medida los bienes de la Iglesia, de las causas pías ni de repúblicas y mayorazgos, a pesar de que las Cortes replicasen este punto en el proceso de pedimento. Por el contrario, sí se instó a que todas las parceles pasasen a ser productivas, se encontrasen en la situación que fuere.

En las normas anteriores se advierte una clara disposición a modernizar las cláusulas sobre la regulación de los préstamos, ya fuesen censos debidos a obligaciones con instituciones nobiliarias o eclesiásticas o a deudas contraídas con particulares. Aparte de una innovación de las rígidas normativas anteriores, las medidas adoptadas significaban un claro intento por impedir que los grandes propietarios acumulasen más tierras y que por el contrario éstas volviesen a sus antiguos dueños poniendo las explotaciones en cultivo. Además, suponían una forma de agilizar la circulación del dinero. Sin embargo, en la ley sobre el retracto no parece quedar muy clara la eficacia de la medida por las restricciones impuestas, mientras que la regulación de las prórrogas de deudas parece más racional y adecuada a aquellos tiempos. 

Los tres estados debatieron sobre el consentimiento paterno para el matrimonio. El Estado había dispuesto que ni los varones menores de veinticinco años ni las hijas menores de veintitrés pudiesen contraer matrimonio sin el permiso paterno (Pragmática Sanción de 28 de abril de 1803). Esta disposición pasaba a convertirse en ley del reino (ley 41). La medida contemplaba los casos en los que el padre hubiese fallecido y la madre ostentase la capacidad de conceder la autorización. Estaban incluidas las situaciones en las que ambos cónyuges se encontrasen muertos y los vástagos se hallasen bajo el amparo de abuelos o tutores. Las edades necesarias para acceder al matrimonio serían sensiblemente más bajas en estas circunstancias. Los progenitores no estarían ya obligados a exponer los supuestos motivos por los que se oponían a los enlaces, mientras que los afectados sí podrían recurrir las decisiones ante la Real Corte o el gobernador del Consejo. La ley, aunque muy retrasada en el tiempo respecto al resto de España, supuso un avance social
. 
 Otras normas aprobadas mejoraron algunos derechos de las mujeres respecto a la propiedad, la tenencia de la tierra y el disfrute de usufructos. Para lograrlo, se presentó en febrero de 1817 un memorial a la «Junta de Legislación», que proponía cambios relacionados con los beneficios de los mayorazgos. Los tres estados ya habían solicitado en 1795 la conveniencia de que la asignación de la sexta parte de los productos líquidos quedase a voluntad de los cónyuges, durante el tiempo que durase su matrimonio. Así se habían querido evitar muchas de las discordias en cuestiones de herencia.  
El derecho de las mujeres al usufructo se había integrado en el Fuero General, en recompensa de la fidelidad o por viudedad. También había quedado reflejada la pérdida del mismo por faltar a esas condiciones, que era extensible a quienes no estaban casados. Otras leyes habían añadido algunas cláusulas, como la que concedió a los poseedores de mayorazgos facultad para destinar a sus mujeres la sexta parte de la renta, en caso de ser pobres y además «viviendo con el recato y honestidad propia del sexo, cesando la viudedad en caso de tomar estado…». Estas ordenanzas indicaban de forma clara que el usufructo sólo era posible en caso de quedar viuda y de haber guardado fidelidad al cónyuge fallecido. Si se contraía segundas nupcias el derecho se perdía, por lo que muchas personas dejaban de realizar nuevos matrimonios. Además, si la conducta del usufructuario era puesta en duda, se daban casos en que otros herederos pleiteaban en los tribunales contra aquél. 
Todas estas circunstancias dificultaban el crecimiento de la población al entorpecer nuevos enlaces. Otro perjuicio era el deterioro que sufrían las haciendas y bienes en poder de las mujeres en régimen de usufructo. Esto se habría debido a los numerosos impedimentos a la hora de conseguir valedores de las fianzas exigidas y ante otros requisitos legales. La ley en esta materia, por lo tanto, necesitaba ser revisada. Las Cortes autorizaron desde entonces el disfrute de la sexta parte de la renta, en concepto de usufructo, tanto a mujeres como hombres. Para ello no se habría de necesitar ningún tipo de trámite ante la Justicia una vez fallecido cualquiera de los cónyuges. La salvedad estribaba en que la escritura de consignación debería ser registrada en el Oficio de Hipotecas, añadiéndose además que se expidiese en el plazo máximo de cien días desde el fallecimiento (ley 61).
 
Aún se aprobaron otras leyes para evitar la amortización de tierras, como la que reguló la fundación de mayorazgos, fidecomisos, patronatos de legos y mejoras de los bienes vinculados. En la Novísima Recopilación habían quedado prohibidas las fundaciones de mayorazgos y fidecomisos perpetuos sobre bienes y fincas que no alcanzasen el valor de diez mil ducados o que no rentasen al año quinientos. A pesar de ello se habían tolerado las fundaciones de capellanías, aniversarios, obras pías y otras fundaciones parecidas sobre fincas y bienes inmuebles de menor valor y renta, con la cualidad de perpetuidad. Para evitar la amortización de fincas productivas mediante estos procedimientos, se prohibieron en adelante las fundaciones laicas mencionadas y otras similares conocidas bajo el nombre de patronato de legos. Estos patrocinios sobre fincas y bienes inmuebles, sujetos a cláusula de vinculación y no enajenación perpetua, no podrían ser a partir de entonces creados si no se enmarcaban dentro de las cuantías económicas necesarias para los mayorazgos. Sí se respetarían las anteriores, pero no podrían añadir de ningún modo más bienes (ley 53).

En la anterior normativa se ve una línea de actuación tibia, que no puede calificarse como una posición contraria a los principios del Antiguo Régimen. A pesar de estar compuesta la asamblea por representantes de los tres estamentos, de los que los principales eran el clero y la nobleza, las leyes descritas iban en contra de la acumulación de tierras y de las restricciones de su uso, pero con matizaciones que no deben ser pasadas por alto como, por ejemplo, que perduraba el derecho de enajenación. El reformismo ilustrado de Jovellanos y las doctrinas fisiocráticas eran conocidos en la época, lo que pudo influir a la hora de dar pasos a favor de la apertura en la tenencia de la tierra en aras a lograr mayor desarrollo de la agricultura y del crecimiento demográfico y económico. Sin embargo, habría que precisar hasta qué punto estas medidas se debieron a la aplicación de esos avances o a la necesidad de adoptar decisiones extraordinarias que aliviasen la deuda de la guerra, permitiesen el pago del donativo y sacasen al reino de la postración. No hay que olvidar que las leyes aprobadas iban en contra de la acumulación de parcelas, pero no afectaban a los eclesiásticos o a los nobles, porque las restricciones sólo se referían a la posibilidad de crear fundaciones laicas por debajo de un valor de unos doscientos mil reales. Por lo tanto, parece más que cuestionable que los cambios obedeciesen a la aplicación de un modelo liberal, tal y como se ha afirmado
. 

La asamblea contaba con mayor número de representantes de las ciudades, como hemos visto al referir su composición, más interesados en la libre tenencia. Aunque antes se hubiesen discutido las cuestiones en conjunto, cada estamento votaba por separado y debía existir conformidad entre los tres para aprobar una ley. Los representantes municipales tenían una gran responsabilidad en las Cortes, al encontrarse muchos de los pueblos arruinados. Su principal preocupación era la permanente crisis económica, que se vio agravada por la necesidad de satisfacer las deudas y disponer el reparto y el cobro de las partidas del donativo. En función de esas urgencias, es improbable pensar que la votación de las ciudades a favor del reformismo se debiese a concepciones liberales, sino más bien a la apremiante necesidad de salir del déficit público
. 
La nobleza había sufrido bastantes cambios y ello inclinaba la balanza del lado del reformismo, más teniendo en cuenta que las nuevas ordenanzas no tenían efecto retroactivo. El estamento no era homogéneo, ya que lo integraban individuos con títulos nobiliarios de renombre y dueños de propiedades extensas, como el duque de Alba o el de Granada, y otros de condición más modesta en mayor número. Los terratenientes menos ricos tampoco tenían porqué sentirse amenazados, a pesar de que los mayorazgos habían sufrido expoliaciones durante la guerra. En consecuencia, cabe entender que la nobleza no era contraria a esos cambios, sobre todo porque las últimas medidas apenas le afectaban, que es lo mismo que decir que no fueron tan importantes ni novedosas. Además, debió de ser consciente de que sin la apertura del derecho de propiedad y sin la revitalización de la agricultura, el comercio y la industria artesanal sus intereses se verían menguados, ya que se mantendrían al margen de las redes comerciales
. 
Cabe entonces pensar que la normativa, en su justa valoración, significó sólo una forma de regenerar las estructuras económicas del Antiguo Régimen en cuanto a la posesión del agro. Se hizo así para conseguir la revitalización económica que equilibrase la deuda, pero con ciertos condicionantes que no favorecían más que a los más pudientes, ya que de hecho se mantuvo el derecho de amortización a través de enajenaciones. No hubo, por lo tanto, un cambio que pueda ser interpretado hasta ahora como el inicio de las reivindicaciones liberales en Navarra. 
Por si fuera poco, la venta de comunales en los municipios se había venido sucediendo desde la guerra de la Independencia por problemas económicos. Tanto los sectores más ilustrados, partidarios de ver las tierras desamortizadas y productivas, como la nueva burguesía, estaban interesados en comprar parcelas. Sin embargo, esta medida perjudicaba a los ciudadanos de los municipios, que perdían la posibilidad de hacer uso de los disfrutes comunales. Dentro de éstos entraba un numeroso grupo de actividades y otros usos beneficiosos y normalmente gratuitos, como el aprovechamiento de la leña y su transformación en carbón vegetal o el acopio de hierbas para el ganado. Del mismo modo, estaban la posibilidad de construir pajares y corralizas, la extracción de madera para utensilios, la manufactura de abonos procedentes de la ceniza o de las hojas, la caza y la pesca, la producción de cal para desinfección, etc. Estos derechos no eran iguales para todos los grupos sociales, ya que por ejemplo los hidalgos tenían derecho al doble de comunal que otros individuos del pueblo llano. Los más pudientes eran de normal los más favorecidos y quienes podían invertir capitales y conseguir mejores rendimientos. Las Cortes legalizaron las anteriores enajenaciones de parcelas comunales propiedad de los pueblos que habían sido vendidas a particulares para sufragar la deuda de la guerra, quedando plasmada la medida en la ley 111.
 
El problema del déficit del Estado se había hecho más que patente desde el retorno del Rey. En consecuencia, y entre otras medidas, el Gobierno establecía en mayo de 1818 un sistema de Crédito Público sobre los arbitrios con el fin de sufragar la deuda en toda España. En el plan estaría incluida la venta de «baldíos y realengos», que a su vez tendría que servir para el fomento de la agricultura una vez que los terrenos se encontrasen en manos particulares. Entraban en el lote los baldíos y comunales enajenados durante la guerra, cuya venta debía rescindirse en diciembre de 1818. Estas indicaciones se darían por Real Decreto el 22 de julio de 1819, pero antes ya se emitió otra Real Cédula sobre enajenaciones y ventas de Propios acaecidas durante la dominación
.
Por lo tanto, y aunque a veces se ha visto en la aprobación de la anterior medida una de las manifestaciones del espíritu liberal de las Cortes, obedeció más a un intento de sanear la economía y evitar nuevos conflictos. Los problemas se habían derivado de la cantidad de recursos, entre los que se encontraban los de los municipios por recuperar sus tierras, presionados por los vecinos que habían perdido el disfrute de sus derechos. La localidad de Lodosa, por ejemplo, había sufrido las consecuencias de la guerra con mucha intensidad por su situación cercana al Ebro y se habían enajenado tierras comunales. Igual había sucedido en otras muchas poblaciones, por lo que los diputados solicitarían al Real Consejo que no se admitiesen reclamaciones sobre las ventas, con el fin de evitar los perjuicios derivados de las demandas
. 
Fue el único paso decidido que se dio en cuanto a liberalización de parcelas y el más perjudicado fue el tercer estamento. Antes de sancionarse, la disposición experimentó algún ajuste. Se podrían recuperar las que no habían salido a subasta sino vendidas de otro modo, siempre y cuando el valor de lo pagado hubiera sido inferior a los dos tercios de su tasación. Esta era la única posibilidad de rescatar comunales por retracto. Por lo tanto, a pesar de que quedase legalizada parcialmente la anterior venta de comunales, no quiere decir que obedeciese a las inclinaciones liberales de la asamblea ni mucho menos. Sí hubo asamblearios, sobre todo de la nobleza y de las universidades, que estuvieron a favor de la medida. Los primeros se mostraron proclives por la posibilidad de comprar más tierras y afianzarse en la posición de terratenientes agrícolas, con miras a la producción e integración en las redes comerciales. Los representantes municipales la apoyaron para evitar los conflictos que se pudieran derivar de los procesos. Además, muchos de los ediles o delegados pertenecían a la nobleza o al grupo de industriales artesanales y grandes comerciantes. Este grupo heterogéneo era proclive a las medidas del reformismo, de lo que no puede concluirse sin pruebas que participasen de la ideología liberal, ya que ésta además había convertido el reino en provincia, despojándola de los fueros ante la opinión pública de los navarros. Al clero, por el contrario, la ley podría resultar perjudicial, al sentar cualquier posible precedente de venta que recordase a desamortización.

Otra ley que merece especial atención es la que hizo referencia al gobierno y custodia de los campos (ley 110). Se aprecia en este caso semejanzas con el anterior, en cuanto a su carácter aperturista. Se ha asegurado que fue un reflejo del desarrollo que iba encontrando en el reino la concepción burguesa y liberal del derecho de propiedad privada, por cuanto que la disposición abogaba por ésta última y por el fomento de la agricultura según la corriente de pensamiento de la fisiocracia. El hecho de recalcar la inclinación liberal de las disposiciones, creo que precisa otra vez más de una matización
.

La posibilidad de tenencia a nivel individual —y no comunal como antes— con todas las garantías legales, así como la autorización a cerrar heredades particulares, pudo ser una solución a las dificultades económicas. La propiedad individual está sujeta a menos restricciones a la hora de ser puesta en venta y permite la circulación del dinero, del que la economía de Navarra estaba tan necesitada para satisfacer la deuda y la contribución. Aunque los individuos más pudientes podrían afianzarse en la burguesía, tras la adquisición de más terrenos adquiridos a bajos precios en época de crisis, también suponía una oportunidad para la nobleza de incrementar los latifundios. La agricultura se benefició, a pesar de que en ocasiones los campesinos arrendatarios fueron los más perjudicados. Éstos no estaban exentos de contribuciones, mientras que los jornaleros sí. En la época ambos tenían un poder adquisitivo similar o incluso era superior para los últimos por culpa de la crisis
. 
Ser despojados de su medio de vida o ver aumentados sus arrendamientos, unido a la pérdida del disfrute de los comunales, debió producir muchas dificultades y el rechazo de algunas de las medidas liberalizadoras. Por el contrario, en la ley sí se aprecia un intento racional por regular la normativa sobre los campos, que sería precisada después por la Diputación. Asimismo, estuvieron presentes la liberalización de los cultivos y la defensa de la propiedad privada en aras a sanear la deuda. Otras regulaciones guardaron relación con el disfrute de los montes del común, pero no encierran trascendencia. Tal es el caso de la prórroga de otra orden sobre la tala de árboles con destino a hacer leña —sancionada en 1794 y revalidada después en 1780-1781—. La ordenanza estipulaba multas a los infractores que cortasen madera sin la debida autorización, de cincuenta libras en caso leve, y siendo en cuadrillas o armados el castigo sería de cuatro años de presidio. Los guardas de montes serían los encargados de velar por su cumplimiento y estarían obligados a dar conocimiento a los superintendentes (ley 109). 
La problemática sobre la tala de madera y otros daños causados en los montes aparece sobradamente reflejada con anterioridad durante el Sexenio, ya que su salvaguarda era una de las Instrucciones que las Cortes dejaban a la Diputación permanente. Por ejemplo, se conocía el perjuicio derivado del descortezamiento de árboles u otros causados en sotos durante la guerra. También se produjeron algunos incendios de grandes proporciones, como el acaecido en las proximidades de Dicastillo, al pie de Montejurra, que al parecer podía haber sido provocado. Del mismo modo, una vez clausurado el cónclave, los diputados seguirían despachando las autorizaciones y los castigos oportunos. La normativa estipulaba que la poda y limpieza de montes debían realizarse en los meses de enero y febrero. En ocasiones no era posible, como sucedería en Valtierra en 1819 por causa de la falta de peculio, lo que hizo que las labores se pospusiesen. Se expondrán con mayor detenimiento este caso y otros similares en el último capítulo.

En cuanto a la forma de elección de los representantes municipales el sufragio era muy restringido. En las ciudades grandes o universidades se hacía por insaculación y era el Consejo Real del Reino quien previamente supervisaba la lista de los candidatos a regidores de los municipios. También participaba en la elección de alcaldes, ya que junto al virrey examinaba la terna que se proponía desde las localidades. El método de sorteo consistía en introducir en una bolsa o albornia los nombres de los candidatos, que eran seleccionados por los miembros del regimiento anterior con el visto bueno de las autoridades del reino. Como se puede apreciar, el procedimiento limitaba mucho la participación y suscitaba no pocas polémicas. Había tres recipientes, uno donde se introducían los nombres de los posibles alcaldes, otro para los regidores y otro para los jurados. En los concejos pudo ser el sistema algo más participativo, aunque es casi seguro que las oligarquías eclesiástica y nobiliaria controlasen las designaciones
. 

Una de las decisiones que se tomaron sobre los ayuntamientos fue, precisamente, la sustitución del método de elección de los concejos abiertos por el sistema de veintenas, quincenas y oncenas. Es una de las reformas a reseñar dentro de la Administración municipal, aunque bien examinada parece que no supuso mayor novedad. El cambió quedó contenido en dos leyes, la primera (ley 60) decretó el establecimiento de quincenas en los pueblos gobernados por concejo con un número superior a ochenta vecinos,  y oncenas para los que sólo llegasen a cincuenta. Las reglas para la formación de los ayuntamientos también se indicaron, bien por sorteo en los concejos o por insaculación en las ciudades conocidas como repúblicas. La disposición estaba encaminada a que los componentes se seleccionasen entre personas instruidas y a evitar desórdenes y alborotos. Las docenas o veintenas estarían compuestas en proporción al número de individuos pertenecientes a cada uno de los estados existentes en el pueblo, en función de los votos que cada uno de ellos tuviese en el concejo (ley 94).
 

Los asamblearios dispusieron el nombramiento libre de regidores para el Ayuntamiento de Pamplona, sin supeditarse a una parroquia determinada. De este modo, quedaba anulado el sistema de elección que el rey Carlos el Noble había establecido en 1423. El acuerdo, conocido como «Privilegio de la Unión», había estado encaminado a acabar con las disputas entre las tres poblaciones o barrios: el Burgo, la Población y la Navarrería. En la segunda década del siglo XIX, las Cortes consideraban injustificado continuar con el sistema restrictivo. A partir de mayo de 1817, la designación del alcalde y de los regidores de la capital del reino se efectuaría cada año, no por barrios o parroquias, sino indistintamente entre todos los vecinos y habitantes de la capital. El nombramiento del tesorero sería, tal y como habían dispuesto las Cortes de 1766, en condición de asalariado y sin obedecer al turno obligatorio por parroquias. En realidad, parte de estas novedades ya habían quedado contempladas en el Privilegio y la ciudad había tenido la posibilidad de realizar los cambios que considerase pertinentes en el sistema de designación de los cargos municipales. Por lo tanto, los asamblearios de 1817-1818 simplemente legalizaron las disposiciones que ya antes se habían previsto (ley 103).
 

Se establecieron las aclaraciones pertinentes sobre las exenciones e impedimentos para servir en los empleos consistoriales (ley 63). El problema de las incompatibilidades era de sobra conocido a la hora de ejercer estos cargos. Durante la guerra de la Independencia el asunto se había agravado de manera alarmante. Algunos individuos se zafaban de sus responsabilidades, alegando incompatibilidad o dispensas en base a ciertas prerrogativas, mientras los cargos recaían en ocasiones sobre personas de escasa preparación y los transmitían a sus directos sucesores. En algunos ayuntamientos se dieron casos en los que hubo infinidad de cambios, tanto en los componentes como en la forma de elección, dándose situaciones singulares como ya se ha visto
. 
Las Cortes abolieron el empleo conocido como «mudalafe» o persona encargada de poner precio a los comestibles. Este cargo era designado por sorteo en varios municipios del territorio foral y actuaba con independencia de los ayuntamientos. Se pretendía fundir sus funciones con las de otros empleados municipales como la de los jurados semaneros. La disposición obedeció al hecho de reducir el número de  puestos de la Administración local o de destinarlos a otras funciones más necesarias. Los consistorios quedaban relevados de establecer el precio de los alimentos y sujetos también a algunos cambios introducidos sobe la libre circulación y comercio de víveres dentro de las ciudades (ley 28). Las disposiciones municipales de este tipo se completaron con otra norma, que abolió la exacción de las estimas o exigencias que hacían los cargos del regimiento a los comerciantes en función de su puesto público (ley 56). Ambas se comentarán después en relación con la economía
.

Otra de las reformas extinguió la bolsa de los tesoreros de Tudela, ya que ejercían este cargo personas poco aptas según las valoraciones de la época. Estos individuos no contaban con la condición censitaria suficiente para ser insaculados, aunque hubiesen desempeñado cargos de tesorero, siendo habitual que ese empleo se ejerciese por criados de particulares incapaces de presentar fianzas de los caudales gestionados. La misma disposición contemplaba que el ayuntamiento nombrase cada dos años un tesorero general, que habría de dar las fianzas económicas que garantizarían la seguridad del erario público del municipio (ley 76).
Se planificaron acciones contra lobos y otros animales considerados entonces dañinos, por los que graves perjuicios que causaban al ganado, estipulándose las gratificaciones que habrían de recibir quienes los capturasen. Serían altas en el caso de los lobos, de doscientos cuarenta reales, mientras que por cada zorro se pagó a partir de entonces veinte y ochenta por cada jabalí. Los captores deberían presentar la piel para así evitar los fraudes habituales. El dinero habría de ser recaudado entre los dueños del ganado de un pueblo, por reparto proporcional entre ellos, según un procedimiento que quedó regulado. En caso de capturas de zorros, las recompensas deberían ser abonadas por la sección de Propios y Rentas de los municipios. Respecto a los gorriones, se incluyó una cláusula por la que cada vecino o morador de una localidad tendría que presentar ante las autoridades seis cabezas de esta ave por el día de Pascua de Resurrección, bajo pena de nueve maravedís por cada una que faltase. Los habitantes de lugares apartados contraerían la misma obligación, teniendo el mismo derecho a la hora de cobrar en el futuro las gratificaciones (ley 29).
Durante la convocatoria, se realizaron algunos cambios en relación con el calendario laboral y los periodos vacacionales de los empleados judiciales. El 2 de enero de cada año habrían de leerse las ordenanzas en la Administración de Justicia y al día siguiente se daría inicio a las actividades. Quedaban suprimidos cuarenta días festivos alternos durante todo el año, mientras que el tiempo de vacaciones se ampliaba a treinta y cinco jornadas. De este modo, se pretendía mayor actividad laboral al ganar días hábiles (ley 85).

Los festejos taurinos habían quedado anulados y en las Cortes de 1765-1766 se habían declarado no válidas varias disposiciones contrarias a su celebración. Con posterioridad, en la asamblea de 1794 se había eliminado el impedimento de realizar corridas con muerte y el conocido como toro ensogado que se soltaba por las calles de las localidades. Sin embargo, por dos resoluciones reales de 1805, que iban en contra de la legalidad de Navarra, se volvieron a prohibir las corridas. Las Cortes de 1817-1818 levantaron definitivamente la negativa de celebrarlas (ley 16).  
Las últimas disposiciones expuestas son las únicas que trataron sobre los aspectos lúdicos de la sociedad de la época. La primera se refería nada más que a los días de descanso para los empleados de la Justicia, ya que la mayoría de oficios no contaban con vacaciones salvo en días muy señalados. No existe mucha información al respecto. Un dato que puede resultar interesante es que durante la invasión francesa se siguieron celebrando en Estella las fiestas patronales de agosto, a pesar de que la ciudad se encontraba de continuo invadida por el enemigo. De ello hay constancia en los libros municipales, que reflejan el importe de los gastos que se realizaron en esas festividades. Tampoco los diputados olvidaron los festejos taurinos que se habían celebrado, durante los Cien Días, en honor del patrono de la capital san Fermín
.
Queda concluir que las disposiciones referentes a las Administración municipal, así como los nuevos sistemas de designación de sus  componentes, no implicaron grandes novedades. Los métodos continuaron siendo más o menos los mismos, con la salvedad de que se quisieron regular algunas situaciones problemáticas, con el fin de dotar a las instituciones de mayor eficacia para hacer frente a la crisis. Tampoco la legalización de las ventas de terrenos del común de los municipios puede considerarse un avance trascendental, porque obedeció a acciones emprendidas durante la guerra.

Se ha mencionado con anterioridad que los aspectos económicos, junto con la reparación de agravios, fueron prioritarios para las Cortes de 1817-1718. La deuda pública no sólo era una rémora del reino, sino que afectaba de modo parecido a todos los territorios de la Corona. Por ello, el Monarca se encontraba ansioso de que las Cortes aprobasen el donativo gracioso o contribución pactada entre los tres estados y la Hacienda estatal. Alrededor de este aspecto giraron principalmente las disposiciones de la convocatoria, sin olvidar las medidas aperturistas sobre el comercio destinadas a propiciar el crecimiento económico, que implicaban directamente a la supresión de las aduanas interiores.
La contribución que Navarra debía aportar a la Corona fue el asunto más escabroso que se trató y obedeció a un doble motivo. Por un lado, estaban las fricciones entre el reino y el Gobierno, representado por el virrey, quien instaba de forma reiterada y acuciante. La otra causa fue establecer el sistema para el reparto de la carga contributiva entre los municipios de Navarra, para lo que se hacía necesaria la confección de empadronamientos y catastros de la riqueza territorial. Para ello se estableció la Junta de Estadística. Para coordinar el repartimiento de modo más o menos equitativo y efectuar los descuentos pertinentes, era preciso tener en cuenta también los esfuerzos económicos realizados por las poblaciones durante los seis años de ocupación francesa y los Cien Días. 

 Los problemas y dificultades que hubieron de sortearse fueron innumerables hasta la aprobación definitiva de la cantidad y las condiciones de pago. La convocatoria se alargó de forma evidente por la discusión de estos asuntos, ya que el virrey había dispuesto la clausura del solio para una fecha bastante anterior al 28 de agosto de 1818.  Los asamblearios consiguieron tanto la reparación de agravios como la sanción de normas reformistas de índole económica y social, encaminadas al crecimiento económico que sacase al reino de la ruina, pero nadie quedó al parecer satisfecho con la contribución.
Los tres estados primero realizaron el ajuste de anteriores cuotas monetarias que había entregado el reino, incluido un adelanto decretado por Ezpeleta al principio de las sesiones. En efecto, la Corona tendría en cuenta el repartimiento de algo más de seiscientos mil reales efectuado entre los municipios, en septiembre de 1816, encaminado a hacer frente a las obligaciones con el Gobierno. Se había recaudado sólo la sexta parte, por lo que quedaban por abonar quinientos mil (ley 34). 
Al poco de comenzar las Cortes, los asamblearios hicieron promesa de entregar al virrey otros ochocientos mil reales, en cuatro plazos mensuales, como anticipo del donativo. Los tres estados demandaron entonces que se restase la cantidad de la contribución de 1816. Ezpeleta aceptó la petición, pero sólo en lo que se refería a los cien mil entregados. Así las cosas quedaban por recaudar unos setecientos mil reales, que sería conveniente que los municipios los entregasen sin demora. Por ello, la asamblea solicitó al virrey que concediese la facultad de decretar un nuevo reparto entre los municipios de seiscientos mil reales. Los municipios podrían recaudarlo entre los vecinos o extraerlo a ser posible de los impuestos indirectos de  arbitrios y mercaderías
. 

Hay que tener en cuenta que en 1815 el reino había realizado otro esfuerzo económico de más de trescientos cincuenta mil reales. Había sido otra medida impositiva decretada por el virrey para el abastecimiento de las tropas que transitaban por Navarra con motivo de los Cien Días. Tanto el aporte de 1815 como el no completado de 1816, que sirvió a las Cortes para ajustar el primer anticipo del donativo, los había decretado la Corona de forma ilegal según las leyes forales. La causa es de sobra conocida: los tres estados no habían aprobado las contribuciones. 
Es necesario explicar por qué el virrey, como representante de la Corona, aceptó el descuento del reparto exigido en 1816. Las razones parecen obvias, ya que se hacía necesario encontrar una solución más realista para el cobro de los plazos del donativo, dado que con la penuria económica que se padecía era la única manera posible de satisfacerlos. Por otro lado, sólo se había entregado la sexta parte de aquella carga, por lo que el descuento era mínimo y además se había decretado contra los fueros, al igual que en 1815. Por ello, aunque parezca existir en la rebaja una cierta disposición conciliadora de parte del Monarca, no lo fue tanto. Si tenemos además en cuenta que el anticipo distribuido en cuatro mensualidades fue, al parecer, una maniobra para intentar imponer la contribución periódica, más lejos quedan todavía las argumentaciones sobre las bondades del Estado y de su representante en el reino
.

 Para satisfacer el cobro de los repartos, se estableció la obligatoriedad subsidiaria de los pueblos a pagar las cantidades que las Cortes estableciesen como necesarias para satisfacer la contribución (ley 40). La medida era más que apremiante, dada la desastrosa situación económica de la Hacienda foral y de su ramo del Vínculo, que no podían adelantar cantidades. Los municipios debían abonar el dinero exigido que sería recaudado de los expedientes antiguos y de los nuevos por crearse. Cabe recordar que el procedimiento consistía en crear roldes o listas de artículos de consumo a los que se les añadía un gravamen determinado en función de sus características. La recaudación era destinada al pago de las contribuciones, en este caso, o a otros diferentes como había sucedido durante la guerra de la Independencia. El problema era que las recaudaciones salían a subasta y el arrendado pagaba una cantidad fija al ramo correspondiente de cada ayuntamiento. Con este sistema, y teniendo en cuenta la corrupción existente entre el entramado de funcionarios e intermediarios, los resultados eran más pobres de lo deseado. El consumidor quedaba finalmente perjudicado, ya que en la práctica ningún artículo de subsistencia quedaba sin experimentar inflación y los prestamistas tenían muchos problemas a la hora de recuperar las cantidades adelantadas. Mediante la nueva ley aprobada, las Cortes quisieron también dar garantías legales a los acreedores que prestasen dinero a censo o a interés. También a los propios municipios, quienes después se beneficiarían de los descuentos en la cuota total del donativo
. 

Por lo tanto, se ha visto cómo la Hacienda estatal, a través del virrey, estaba reclamando unas determinadas cantidades por plazos, que irían siendo ajustadas con la contribución general. A pesar de estas supuestas facilidades para el pago, la Hacienda foral continuaba con serios aprietos para cumplir los acuerdos. El peculio del Vínculo no estaba siendo suficiente para abonar las entregas, por lo que se vio en la obligación de extraer el dinero de otros ramos como el de Caminos. Este hecho, a fe de los tres estados, iba en directo perjuicio de los acreedores prestamistas del mencionado departamento. Vista la situación, las Cortes decretaban un nuevo reparto obligatorio entre los pueblos de más de un millón de reales el 2 de enero de 1818 y las condiciones quedaron reflejadas en ocho artículos. La carga recaería de nuevo de forma directa sobre los pueblos y sólo estaría exento de contribuir el clero, tanto regular como secular (ley 72).
El balance final de las poblaciones navarras era que habían entregado, como adelantos del donativo, cuatro cuotas de doscientos mil reales, distribuidas entre los meses de mayo, junio, julio y agosto de 1817. Por la necesidad de atender a la tropa española se había continuado aportando la misma cantidad, cada mes, hasta diciembre del mismo año. Suponían otros ochocientos mil, de los que se adeudaban ciento veinte mil. Aún quedaban por entregarse cuatrocientos mil reales más, distribuidos en cuotas iguales entre los meses de enero y febrero de 1818. Por lo tanto, el total de lo exigido, en concepto de adelantos del donativo, sumaba aproximadamente dos millones de reales
. 

El acuerdo definitivo de la contribución fue el causante de una intensa pugna entre la Corona y el reino. Los tres estamentos realizaron, con anterioridad a la primera oferta, un balance de las cargas sufridas durante la invasión francesa con el ánimo de lograr más descuentos. La primera cantidad propuesta por las Cortes fue de tres millones doscientos mil reales, pagaderos en seis años. Se habían tenido en cuenta los dos millones entregados anteriormente, pero el Gobierno no aceptó esta solución, por lo que virrey replicó el primer pedimento en febrero de 1818. El  argumento esgrimido fue que el reino tenía que hacer mayor esfuerzo, a pesar de haber sufrido ya tantas penalidades. 
En consecuencia, la asamblea volvió a ofrecer doce millones a ocho años, de los que habrían de deducirse alrededor de tres millones seiscientos mil reales, quedando por abonar un total de unos ocho millones cuatrocientos mil. El virrey contestó afirmativamente al importe en julio de 1818, pero no sucedió lo mismo con el plazo, ya que la Corona deseaba que se abonasen en un tiempo máximo de cuatro años y ocho meses.  
El tercer pedimento formal de los congresistas insistió en la conveniencia de los seis años, pero también fue desestimado. La cuarta y última réplica redujo el tiempo a cinco años y ocho meses.  El donativo quedó estipulado finalmente en doce millones de reales, de los que había que descontar los adelantos, quedando por abonar algo más de ocho millones en el último plazo propuesto (ley 112). 
Después de tantas polémicas, el fracaso de las negociaciones dejó un sabor amargo en los componentes de la asamblea. Las declaraciones al respecto son significativas, ya que reiteraban que el donativo había perdido las cualidades de ser voluntario y gracioso, máxime estando tan necesitado el reino de la cuota para atender a sus obligaciones. La frase que se reproduce a continuación es elocuente: «No nos queda otro recurso ninguno que no envuelva en sí la ruina inminente de este Vuestro fidelísimo Reino». Junto al debate de la clausura de las aduanas interiores y su traslado a la frontera francesa, que como se verá más adelante no se aceptó, fue el negocio más dificultoso y polémico
. 
Llaman la atención varias de las cuestiones suscitadas durante el proceso de sanción de esta ley tan importante. Entre ellas está el cambio tan brusco en la oferta de las Cortes, que de poco más de tres millones pasó a doce entre los meses de febrero y julio de 1818. Esto indica que las negociaciones estuvieron paradas durante este intervalo de tiempo, ya que fue la fase más tensa de la convocatoria. En la primera réplica, que fue cuando se aumentó la cuantía, los asamblearios manifestaron toda una declaración de principios que demuestra la situación que se estaba viviendo. La Monarquía y el reino mantuvieron una intensa pugna, no sólo por el retardo del acuerdo respecto de la cantidad y los plazos de abono, sino también a cuenta del rechazo de los tres estados a la imposición del servicio militar obligatorio, reflejado en una de las cláusulas del pedimento primero de la ley del donativo. 
Esta última circunstancia disgustó sobremanera al Rey, ya que la disposición la había acordado la Secretaría del Despacho de Guerra y debía tratarse directamente con ésta, sin mezclarla con asuntos pecuniarios. Al respecto, las Cortes no dejarían de hacer alguna observación a Fernando VII, porque el servicio personal era ilícito en territorio foral. Los presentes arguyeron con indignación que los reyes debían estar presentes en las Cortes y jurar los fueros del reino y sólo en caso de no poder hacerlo, como en aquella circunstancia, delegaban sus poderes en el virrey. Del mismo modo, según la constitución de Navarra, no tenía por qué negociar ningún asunto con los ministerios o tribunales del Estado, sino solamente con el virrey. Después de estos incidentes, la tensión disminuyó de tono en los últimos meses del congreso, aunque no el desagrado de los asamblearios.

Los tres estados estipularon el reparto impositivo entre las diferentes merindades de la geografía navarra y, en consecuencia, la cantidad que cada municipio habría de pagar (ley 113). Se informó previamente de los pasos que se habían dado para averiguar la riqueza territorial del reino, con el fin de lograr una distribución lo más equitativa.  Los detalles se establecieron a sólo quince días del cierre definitivo del congreso, el 13 de agosto de 1818, por lo que la sanción de esta medida supuso el paso previo antes de la ceremonia de clausura. 
Como se recordará, las Cortes habían expedido con anterioridad varias órdenes incluidas dentro de un modelo impreso, que se circuló por las localidades, entre febrero y marzo de 1817, con el fin de calcular los recursos de cada merindad. Más tarde, en el mes de mayo se envió otra ordenanza a los municipios, que debería dar como resultado la confección de una estadística fidedigna. Volvió a enviarse un recordatorio en agosto, dado que algunos municipios no habían obedecido los reglamentos, y se estableció la fecha límite del uno de octubre para el cumplimiento de las disposiciones. 

A pesar de las expectativas de las Cortes y de las juntas destinadas al efecto, las estadísticas entregadas no resultaron todo lo exactas y satisfactorias que se hubiera deseado. Por ello, se hacía necesaria la confección de unas nuevas, más completas y reales. En consecuencia, los tres estados decretaron de modo provisional la cuota de partición del donativo por el procedimiento de fuegos u hogares, tal y como se solía hacer habitualmente, tras ser desechados los métodos de «cuarteles y alcabalas». La división se efectuó entre el número de hogares de cada población, a su vez distribuidos en tres categorías, en función de la renta calculada. Los municipios más ricos serían gravados en mayor proporción
. 

El reparto total quedó en 12.673.950 de reales, distribuidos entre las cinco merindades de Navarra, a descontar los adelantos entregados. Las ciudades y pueblos deberían abonar las cuotas, asignadas en diecisiete plazos cuatrimestrales, entre el 1 de septiembre de 1818 y el 1 de marzo de 1824. El cumplimiento de los cupos y fechas de entrega daría plena satisfacción de los acuerdos pactados entre las Cortes y la Corona. Por otro lado, la Diputación del reino quedaría encargada de la confección de un nuevo catastro fidedigno de la riqueza territorial e industrial, que sería sufragado por cada municipio. Una vez concluido este informe se ajustarían las cantidades del reparto, en el caso de que hubiesen existido errores de apreciación derivados de la inexactitud de las anteriores estadísticas. El Estado puso como condición que cada seis meses se presentasen las cuentas al virrey, para que las entregase al Consejo Real. Las Cortes replicaron que esta última exigencia no era satisfactoria a Navarra. Para no complicar más la recepción del peculio, el Gobierno central desestimó su anterior petición y libró a la Diputación de entregar el informe con la periodicidad exigida
.

Es necesario hacer algunas puntualizaciones respecto de los procedimientos de pago del donativo y de los planes de elaboración de estadísticas de la riqueza territorial. La contribución debía ser sufragada de las cantidades recaudadas de la renta personal, excluyendo en gran medida a la Iglesia, y no a través de los impuestos indirectos o consumos como era lo normal. Hay que incidir en que los gravámenes sobre los diversos productos y manufacturas eran ya numerosísimos, asfixiaban la economía y el comercio, favorecían el contrabando y sumían en la ruina a los consumidores y ciudadanos, en general del tercer estamento. Por lo tanto, ya era casi imposible recaudar la cifra mediante este procedimiento tan explotado. 
Del otro lado, tampoco hay que perder de vista la mencionada reforma económica que el Gobierno, el ministro de Hacienda y el Consejo de Estado estaban intentando llevar a cabo. Había entrado en vigor en toda España el Decreto de 30 de mayo de 1817. Según esta ley, el Estado recaudaría setenta millones de reales distribuidos entre todas las provincias proporcionalmente, mediante una división equitativa de la carga entre las diferentes rentas personales. De la contribución no debían quedar exentos ni el clero ni la nobleza. Sin embargo, la medida encontraría muchas resistencias, sobre todo dentro de la Iglesia. Los resultados reales serían muy pobres, aunque Garay hubiese considerado no eliminar de golpe los impuestos indirectos y sí conservar algunos sobre consumos en las capitales de provincia y en los puertos de mar habilitados. Por primera vez quedaba confeccionado en España un verdadero plan de presupuestos, a pesar de que el éxito de esta medida fuese muy limitado. El pago de la cuota de Navarra, de doce millones de reales, apenas si llegaba para cubrir, por ejemplo, el gasto anual de uno de los ministerios con menos presupuesto: el de Gracia y Justicia. El Estado tenía en 1817 un déficit de más de ciento ochenta millones de reales
.  
Por lo tanto, la aplicación del procedimiento del reparto en Navarra, mediante la confección de catastros para gravar la renta, no llegó a ponerse en práctica porque se hizo por fuegos u hogares. ¿Hasta qué punto se debió esta circunstancia a la necesidad inminente de recaudación de la Hacienda foral? o ¿fue una forma de impedir o retardar que los planes del Gobierno se adoptasen en el reino? En Navarra, la fecha del inicio de la reforma hacendística nacional coincidió con la publicación del Decreto donde figuraban las órdenes para averiguar las rentas catastrales. Hasta ahí todo normal, ya que la ley 112 de las Cortes también especificó que la distribución de la carga se hiciese sobre las rentas y no contra los consumos, aunque siempre se hubiese preferido en el reino el segundo sistema . 
Sin embargo, el fracaso se habría debido a ambos factores. En primer lugar, hay que tener en cuenta la urgencia por recaudar el impuesto, tanto por parte de la Corona como por las propias autoridades navarras. Dada la coyuntura de crisis económica, no había tiempo ni medios para esperar a la confección de estudios catastrales. Por otro lado, fue palpable la resistencia de los representantes del reino a adoptar cualquier nuevo método contributivo, lo que habría supuesto despojar a los tres estados de la facultad de aprobar la contribución de forma pactada y voluntaria. En consecuencia, cualquier retardo o el mismo fracaso en la reforma beneficiaban a Navarra, mientras que perjudicaba sobremanera a la Monarquía.  
Todo apunta a pensar que el obstruccionismo fue palpable y que se propició desde todos los sectores sociales. Tanto la Iglesia como la nobleza habrían estado claramente en contra de la medida y respecto a las universidades cabe pensar que también, porque en principio dañaba sus intereses económicos y era una intromisión en los asuntos del reino. De hecho, hay que observar la negativa de los asamblearios a presentar los resultados de los estudios cada seis meses. Las Cortes aceptaron el reparto de la contribución según la renta personal, que debería valorarse a través de estudios fiables, aunque consiguieron de forma provisional que se realizase por fuegos. Con posterioridad, la crisis económica se agravó tanto en España como en el reino. Finalmente, ni el Gobierno conseguiría la transformación hacendística ni Navarra puso mucho empeño por aplicarla, pero el problema que se suscita es hasta qué punto tuvo cumplimiento en territorio foral
.

 Ya se ha indicado el poco éxito que tuvo en España, debido sobre todo a la resistencia que encontró entre las clases más pudientes de la población y a la inestabilidad política que en 1820 se volvería a generar. El reino no fue ajeno a estos acontecimientos y para que el plan de reforma nacional se hubiese llevado a cabo habría sido necesaria la aprobación de los tres estados, al menos en sus puntos más importantes, o una acción decidida del Gobierno. Como no sucedió así durante el cónclave y los diputados no tenían facultades para adoptar nuevos métodos contributivos, se deduce una vez más que las autoridades forales, aparte de no quedar nada satisfechas con la contribución a abonar, se limitaron de momento a cumplir las condiciones que más les interesaban. Éstas se cifraron en una solución provisional más, a las que ya estaban de sobra habituados los navarros. La fórmula era repartir la carga contributiva entre los municipios, en tres categorías según la riqueza estimada. Después, las poblaciones se encargarían de distribuir el impuesto entre los hogares mediante unas reglas no muy bien determinadas, que venían más o menos adecuándose a las necesidades y que ya habían sido puestas en práctica durante la guerra. De este modo, los estamentos privilegiados podrían salir al paso de los grandes apuros económicos, confiando a la vez en que en el futuro se seguirían manteniendo sus privilegios, lo que descarta una vez más las intenciones liberales de la asamblea. 

Si se examinan la evolución y resultados de las últimas Cortes del reino, que se habrían de celebrar en los años 1828 y 1829, se puede observar cómo las situaciones seguirían siendo similares respecto del pago del donativo. En esta ocasión se demoraría el acuerdo por culpa del traslado de las aduanas, tema que se debatió ampliamente en 1817 y 1818 y que también había estado muy presente en la anterior convocatoria. La cifra quedaría en siete millones y medio de reales, pagaderos en seis años, y la resistencia del clero a ser gravado se haría más evidente. Por otro lado, la elaboración de catastros se detuvo en 1820, por lo que la aplicación del impuesto de la renta personal fue prácticamente nula durante el Sexenio Absolutista. La última asamblea estamental dejaría bien indicado que los pueblos evitaran, en lo posible, los repartos entre los vecinos y que se sirviesen de los expedientes de arbitrios, etc., para la recaudación (leyes 64 y 65). Por todo ello, ni en la convocatoria de 1817-1818 ni en la siguiente y última se experimentó ningún cambio real respecto a las estructuras impositivas del Antiguo Régimen. La reforma de la Hacienda que inició Martín de Garay fracasó rotundamente en España y en Navarra por su condición foral con más motivo. Volvería a intentarlo Laureano Figuerola en 1869 y tampoco habría de dar resultado. Sin embargo, cabe incidir en que durante el periodo a estudio fueron más evidentes los intentos de la Monarquía por recortar las prerrogativas del reino en materia contributiva. A pesar de ello, el Gobierno no consiguió hacerlo en su totalidad, pero logró ciertos avances que se verán después
.
Una vez examinado el problema contributivo, en el ámbito comercial se promulgaron leyes que abogaron por las medidas liberalizadoras de la economía, tendentes a agilizarla y modernizar los métodos organizativos. Lo mismo había sucedido en toda España, por lo que el aperturismo en las transacciones no fue ni mucho menos exclusivo de Navarra. Quedaron abolidas algunas normas anteriores del reino que establecían que los alcaldes ordinarios pusiesen precio a los artículos comestibles y se permitió su libre circulación y venta. La inspección de las mercaderías quedaría bajo la supervisión de los regidores municipales en conformidad con las disposiciones de salubridad contenidas en la legislación de los fueros. Se suprimió otra ordenanza que dificultaba comprar artículos a los «regatones» o revendedores. Estas disposiciones dificultaban el crecimiento económico e industrial, además de que reducían la posibilidad del derecho de propiedad, por lo que se decidió su extinción (ley 28).

El Estado era muy proteccionista en el Antiguo Régimen respecto a las actividades comerciales. El Gobierno foral no lo era menos, como se podrá comprobar enseguida cuando se aborde el asunto de la clausura de las aduanas interiores. La liberalización económica comercial era, por lo tanto, una necesidad palpable, máxime en un periodo de penuria económica y de endeudamiento tan intenso como el del Sexenio. Sí se dieron medidas aperturistas en Navarra, pero mucho más en función de la crisis que de una planificación global tendente a liberalizar los mercados. A pesar de los avances, la puesta en práctica del liberalismo económico encontró serias oposiciones mientras perduró como reino por la existencia de muchísimos intereses creados, incluidos los beneficios del contrabando. 
En sentido positivo destacan algunas de las disposiciones de la asamblea, como la que autorizó la exportación de madera de haya y remos a Francia y a otros países extranjeros (ley 67). Había estado prohibido sacar hasta entonces tablas, leña, carbón y remos (ley 57, de las Cortes de 1724-1726). La abundancia de árboles permitió que se agilizase su venta porque en los montes de la zona norte llegaban a pudrirse. Además, los remos se podían antes comerciar desde Navarra a Guipúzcoa, trasladándose desde allí de estraperlo al país vecino, hecho que perjudicaba sobremanera a los navarros que aspiraban a tratar de forma directa. En casos de excepción, como cuando se diesen vientos huracanados que derribasen troncos, también se podría vender y exportar su madera al otro lado de los Pirineos previa consulta al Consejo Real (ley 91). Aunque esta última medida sólo prorrogaba otra resolución anterior de los tres estados (ley 9, 1780-1781),  algunos municipios norteños saldrían beneficiados.
Se abrió la puerta a la exportación libre de carnes y ganados, salvo el lanar más fino (ley 80). Esta disposición reforzaba otras facilidades temporales que se habían concedido con anterioridad en otras asambleas. Hasta alcanzarse la aprobación de la venta libre de carne a Francia, los tres estados debieron realizar una réplica, porque el Monarca quiso disponer que el Consejo se reservase la facultad de anularla siempre que las circunstancias lo desaconsejasen. Esta salvedad no fue del agrado de los asistentes, quienes no consiguieron que se aboliese la claúsula. Por lo tanto, esta norma aperturista no quedó estipulada con carácter permanente. Se suprimieron también algunas restricciones para comerciar con animales dentro del reino (ley 52). Otra disposición permitió vender aceite libremente (ley 74) ya que con anterioridad sólo podía comerciarse por medida por debajo de la arroba, mientras que a partir de esa cantidad debía venderse a peso
. 

La asamblea desbloqueó el comercio interior y la libre extracción de granos, disposición que necesitó seis meses para aprobarse, dado que los reunidos debieron elevar dos réplicas hasta hacerla definitiva (ley 98). La importancia del comercio de cereales era más que manifiesta para la economía del reino, por lo que las reformas en esta materia se hacían muy necesarias. A partir de 1817, la caída de los precios en toda Europa había agravado el problema, aunque Navarra contase normalmente con excedentes de cereales, en concreto de trigo. Muchos municipios navarros cultivaban estos productos y tenían la obligación de presentar las «tazmías» o balances. Los precios quedaban a veces muy a la baja debido a la superproducción, lo que perjudicaba al comercio. Esta circunstancia derivaba en un movimiento pendular que hacía que los agricultores no deseasen cultivar sus campos, pasándose de la abundancia a la carestía. En una sociedad con una economía de clara orientación agropecuaria y con un amplio sector de la población dedicado a estas actividades, como era característico del primer tercio del siglo XIX en toda España, la regulación y apertura del comercio de granos era un asunto que preocupaba. En consecuencia, los tres estados prepararon una ley que contenía diez artículos de carácter aperturista, en los que estaban incluidos la libre circulación interior. La venta exterior quedaría reglada mediante una compleja casuística de normas reguladoras de los precios, en la que se incluyeron las penas para los infractores. Quedaba también establecida la prohibición de utilizar los productos como moneda de cambio en el pago de deudas
.  

Por lo tanto, el Monarca tuvo a bien conceder la libre circulación de granos dentro del reino, en función de sus propias necesidades y las de los ciudadanos navarros. Sin embargo apuntó ciertas salvedades, como la imposibilidad de almacenamiento de la producción interna para especular con el precio y así evitar monopolios, y el respeto a las leyes que regulaban los arrendamientos de cereales. Respecto a los introducidos de fuera, existiría libertad para acumularlos y negociar con ellos. Sobre la exportación se mostró también favorable, siempre y cuando los precios no pasasen de unas cantidades determinadas. En tiempos de escasez, sería la Diputación quien velase por la toma de decisiones extraordinarias.

Las Cortes replicaron que estas condiciones suponían un impedimento al libre comercio y que frenaban el desarrollo de la agricultura, principal fuente de riqueza del reino. Para defender este argumento, los presentes arguyeron que el primer pedimento de ley había surgido después del examen minucioso de una comisión creada al efecto. Ésta había determinado que la norma sería muy beneficiosa, porque haría aumentar los precios en tiempo de cosecha y descender en los meses previos de mayo y junio, gracias a la libre concurrencia, y facilitaría siempre la existencia de reservas. Sin embargo, las limitaciones planteadas por el Gobierno podrían fomentar la exportación y crear carestías dentro de Navarra. Además, era improbable que se creasen monopolios como apuntaba la Corona, ya que hacía falta invertir mucho dinero para comprar grandes cantidades de producto, y en el reino existía diversidad geográfica en los cultivos. Por último, las limitaciones fomentarían la especulación de ciertos sectores, como los arrieros y trajineros,  e incitarían a almacenar los granos cerca de las fronteras. Así sucedería de no existir libertad interna global y si, por el contrario, fuera libre la exportación. Las Cortes citaron la Ley Agraria de Jovellanos en cuyos argumentos se apoyaban. 

El Rey cedió en algún terreno, pero no en lo esencial. Si el virrey o el Consejo Real considerasen oportuno suprimir provisionalmente la libre circulación interna, se reservarían esta facultad tras oír las razones de la Diputación. De ningún modo quedarían sin vigor las ordenanzas sobre los arrendamientos. Las Cortes elevaron aún otra réplica que contenía cinco artículos, como el que propugnaba que la decisión de suspensión temporal debía acordarse entre el virrey y la Diputación. La interrupción debería tener una duración determinada y, a partir de esa fecha, podría ser prorrogable si las circunstancias lo aconsejaban. Fernando VII no quiso atender las nuevas cláusulas y la ley quedó con las limitaciones de posible interrupción provisional en situaciones excepcionales. 
La libre circulación de granos no quedó, por lo tanto, completa en toda la extensión del término. En este caso concreto, el freno a la apertura total del comercio interior de cereales se debió a la actuación del Estado, cuyos intereses al respecto eran contrarios a los del reino. El Rey alegó para justificar la restricción que su abuelo Carlos III, en 1765 y por Real Decreto, había concedido a Castilla y a otros reinos el comercio de granos con algunas limitaciones. Éstas, a fe de la Corona, no habían sido suficientes para evitar los perjuicios que se habían derivado de la medida. Por ello, Carlos IV se había visto obligado en 1790 a reformar las condiciones de la concesión. 
Pasado un tiempo de la convocatoria, en diciembre de 1818, un oficio del virrey reafirmaría la obligación de pagar seis maravedíes de plata por cada robo de trigo que se exportase a Castilla. La villa de Mendavia se había dirigido previamente a los diputados para que incoasen expediente que declarara este impuesto contrario a la mencionada ley de libre comercio de cereales. Tras pasar el asunto por el Consejo del Reino, Ezpeleta se aferraría a las cláusulas restrictivas que se habían incluido en la misma y, por lo tanto, el gravamen se mantendría como venía siendo costumbre
.
Se tomaron algunas medidas complementarias para sanear la economía y así poder hacer frente a las obligaciones con la Hacienda estatal. Entre ellas, se suprimió el conocido como «tanteo en el  arriendo de yerbas y aguas». Esta norma prohibía a los naturales del reino la adquisición de derechos a los extranjeros, que a su vez los tenían alquilados o comprados a otros particulares o a los mismos pueblos, aunque los intercambios no tuviesen la finalidad de revender. En adelante, las concesiones saldrían a pública subasta, para que las compra-ventas no hicieran disminuir los precios y causaran grave perjuicio a otros ganaderos y agricultores (ley 78). 
Entre las disposiciones económicas adoptadas por las Cortes, aparece la supervisión de los expedientes del Vínculo y del Ramo de Caminos de la Diputación. Como resultado de la anterior guerra, el primero tenía contraída una deuda de más de seiscientos mil reales, mientras que el segundo de más de un millón y medio. El reino estaba necesitado de otros fondos para reparar las vías de comunicación que se habían deteriorado, acabar de construir los caminos reales de Logroño y Sangüesa y reparar varios puentes. Aunque ambas oficinas trabajaban por separado y contaban con diferentes depositarios, compartían algunas actividades como las relativas al impuesto de la lana. Por todo ello, la financiación de estos ramos públicos habría de experimentar algún cambio con la nueva normativa. 
Desde entonces se sufragarían con varios impuestos sobre los artículos comestibles y, aunque estuvieran unidos, las cuentas de cada uno irían por separado. Los municipios habrían de pagar sesenta mil reales anuales por el despacho de licores y aguardiente y se cobrarían cuarenta y ocho por cada saco de cacao, desapareciendo el estanco del chocolate. Se habrían de abonar dieciocho reales por cada uno de azúcar y treinta y seis por cada churro de canela, entre otros consumos. El Vínculo no debería entregar ya dinero alguno al otro ramo, que tendría otras fuentes de financiación derivadas del aumento de los derechos de portazgo a carruajes y acémilas, exceptuando los de los agricultores (ley 39).

En consecuencia, los métodos de financiación del Vínculo, una de la fuente de ingresos más importantes de la época, no variarían sustancialmente, ya que continuarían basándose en los impuestos indirectos sobre los artículos comestibles. Sólo se observa la adopción de ciertas medidas en cuanto a su gestión, con el fin de sufragar el déficit, y no un verdadero cambio estructural del sistema financiero. Cabe reseñar que todos los municipios contaban con su propio ramo, que incluía un almacén   donde se guardaban diferentes productos de subsistencia, que en ocasiones abastecían a la propia población. En la oficina pública, gestionada por el consistorio, se administraban los caudales públicos derivados de los diversos beneficios. Durante la invasión francesa se habían expoliado de forma reiterada, de ahí la enorme deuda que se había generado. Por lo tanto, algunos gravámenes sobre los consumos que se habían establecido en la guerra para hacer frente al enorme desembolso, continuaron por una causa u otra vigentes durante el Sexenio.

Se reguló el traslado de algunas ferias, como la del valle de la Ulzama, que se había dejado de celebrar en el lugar acostumbrado porque el recinto no reunía las condiciones. Como los habitantes de la comarca se dedicaban principalmente a la actividad ganadera y para que no tuviesen que desplazarse a otros sitios, se decidió rescatar la muestra y trasladarla de Belate a Lizaso, emplazamiento más cercano a los pueblos del valle. Las fechas estipuladas fueron entre los días 28 y 31 de agosto de cada año (ley 73). La de Puente la Reina también sufrió mudanzas. Antes se celebraba del 14 al 31 de julio y no era del gusto de los agricultores, porque se encontraban realizando faenas agrícolas Se repartió en dos periodos, del 24 al 27 de julio y del 18 al 26 de septiembre (ley 91). A la localidad de Lodosa se le concedió la feria anual, que antes Carlos IV le había denegado, para facilitar la venta de sus productos agrícolas. La fecha establecida fue entre el 31 de agosto y el 3 de septiembre (ley 44).

Hay que destacar que las anteriores normativas representaron un notable avance, aunque insuficiente, en pro de la libertad comercial. El hecho de que se estipulasen ordenanzas de este tipo, valga el caso de la libre exportación de madera, carne y lana
 o el permiso para comerciar con cereales, demuestra el atraso organizativo de la sociedad de aquella época, respecto de modelos como el de Inglaterra, Francia o incluso el mismo español, ya que algunas resoluciones elevaron a ley del reino anteriores decretos de Estado. Sin embargo, en el caso concreto de los cereales fue el Gobierno quien puso más trabas. 
Llama la atención el sistema de financiación de los ramos del Vínculo y el de Caminos, basado en los impuestos indirectos, lo que no aporta señales de modernidad o liberalismo. Sí, por el contrario, debe ser valorada positivamente la norma que denegó la prerrogativa de los alcaldes a la hora de poner precio a los artículos comestibles. De modo similar, la que ordenó que los regidores inspeccionasen los alimentos, medida indudablemente relacionada con la sanidad. En conjunto, las actividades comerciales no experimentaron un proceso de transformación notable, sino que fue una de las asignaturas pendientes de la época, complicada en grado sumo por el hecho de tener Navarra aduanas con Castilla, Aragón y Vascongadas. Sin embargo, las medidas de carácter comercial se complementaron con otras relacionadas con el trabajo, por lo que para hacer una valoración ajustada es mejor observarlas en conjunto. 

En materia social hubo una cierta evolución que se reflejó en varias leyes. Afectaron a un gran sector de la población, a la estructura gremial, a un amplio abanico de profesionales privados o de la Administración y a otros grupos más desfavorecidos. También se extendieron a campos como la sanidad. En general, aunque supusiesen un paso importante hacia la modernización de las estructuras del Antiguo Régimen, no significaron ni mucho menos un cambio global y profundo. 
Los gremios se habían abolido en Francia durante la Revolución  y en Inglaterra casi a la par. Sin embargo, el sistema se perpetuaba en España y en Navarra. En la época, estaba condicionado por las restricciones típicas del Antiguo Régimen, con claras pervivencias medievales que hacían mantener las cotas de poder de las corporaciones. Éstas se regían por una compleja casuística que impedía la liberalización de las industrias artesanales y el desarrollo económico. La red jurídica gremial se entremezclaba en un sinfín de complicados casos con otras instituciones de la Administración e incluso del clero secular y regular. Por ello, las reformas de carácter social y económico topaban inevitablemente con los obstáculos derivados de estos sistemas organizativos. 
Las Cortes del Sexenio dieron algunos pasos encaminados hacia la transformación de sus estructuras,  pero no aportaron cambios completos. El antecedente se había dado en la asamblea de 1561, celebrada en la ciudad de Sangüesa. Entonces se había dispuesto la supervisión de los estatutos gremiales por parte de los municipios para después enviarlos al tribunal del Consejo Real. A pesar de ello, las asociaciones relacionadas con los trabajos mecánicos habían logrado perpetuarse hasta 1817, manteniendo algunos aspectos en clara oposición con las leyes vigentes del reino. Por todo ello se hacía necesaria la revisión de las ordenanzas, aunque los gremios perdurarían en España hasta su extinción definitiva, que sucedería en 1834, en plena guerra Carlista.
Sin embargo, la penúltima asamblea sí aprobó alguna ley que afectó de forma directa a la cerrazón del corporativismo. Por ejemplo, todas las sociedades deberían presentar sus ordenanzas en el Consejo, en el plazo de cuatro meses, contados a partir del 23 de octubre de 1817. Además, las cofradías de los oficios quedaban disueltas. Otra de las cláusulas determinó que quienes ya hubiesen superado las pruebas necesarias para acceder al puesto de maestro gremial, no tendrían que volverlas a repetir al cambiar de lugar de residencia. De este modo, desaparecían algunos de los impedimentos con los que las compañías obstaculizaban el acceso al trabajo (ley 55).
Los asamblearios dieron validez legal a otras ordenanzas anteriores, que guardaban relación con los recortes de prerrogativas de los gremios. En adelante, las pruebas de calificación de cualquier oficio se abrieron a todos los aspirantes sin restricciones. La medida fue sancionada por el virrey salvo en el punto que guardaba relación con el traslado de las competencias de inspección de las ordenanzas. Mientras que los tres estados deseaban que se trasladasen a la Justicia ordinaria y a los Tribunales Reales, el Monarca quiso que permaneciesen en los intendentes y subdelegados (ley 68). 

Hubo otra derogación de la ordenanza gremial, extensible a todos los ramos. En 1790, un Real Decreto había prohibido a las viudas de los artesanos conservar sus talleres y locales de venta, en el caso de contraer segundas nupcias con individuos ajenos al oficio. Los asamblearios decidieron revocarla, añadiendo la condición de que las «botigas» estuviesen regidas por maestro reconocido, ya que se consideraba de interés público (ley 47).
Estas últimas disposiciones tienen un significado positivo, ya que representaron un avance inicial dentro del proceso de desintegración de los rígidos sistemas organizativos. Pero no hay que olvidar que la evolución del modelo también estuvo motivada, en gran parte, por las necesidades económicas de la crisis. Las mentalidades proclives a resistirse a estos cambios se habrían visto obligadas a ceder ante situaciones que requerían la adopción de decisiones extraordinarias. Tal es el caso de la Iglesia o de ciertos sectores de la sociedad a quienes la apertura no les beneficiaba. La manera de adecuarse a estas circunstancias fue ceder el mínimo terreno posible y el resultado general de la obra legislativa de 1817-1718 reunió estas características. 
Del otro lado, habrían destacado los grupos más dispuestos a aceptar o promover la puesta en marcha de soluciones prácticas. Obedecía no sólo al hecho de salir de la penuria, sino a la búsqueda deliberada del progreso económico y su mayor participación en las instituciones. Por ello, el fenómeno obedecía al beneficio que este amplio grupo podría obtener. En el colectivo había representantes del estamento de la nobleza militar, sobre todo de segundo orden, y de las universidades, que después conformarían la burguesía. Pero tampoco estuvo ausente un sector del clero, incluso de la alta jerarquía, en función de los intereses económicos. Fue el sector social más activo de la convocatoria y el que más luchó porque saliesen adelante los acuerdos más innovadores, incluida la supresión de las aduanas, tal y como se verá con mayor detenimiento en el apartado siguiente.
En relación con la normativa laboral, las Cortes se ocuparon de regular los horarios de trabajo de los jornaleros y peones y la de entrada a los artesanos asalariados. Otra disposición anterior había ordenado que los alcaldes y jurados vigilasen e hiciesen cumplir que peones y jornaleros trabajasen de sol a sol (ley 26, lib. 1, tit. 10 de los Alcaldes Ordinarios). De este modo, se había pretendido evitar que los trabajadores pasasen muchas horas en las tabernas. Al parecer la norma no se cumplía, por lo que los tres estados aprobaron una nueva en la que debía estar especificado que las autoridades municipales serían las encargadas de estipular las horas, teniendo en cuenta los diferentes oficios y estaciones del año (ley 30). 

Los alcaldes y regidores determinaban de forma habitual los salarios de los trabajadores en los municipios que se hallaban bajo su jurisdicción. La Diputación había decidido enviar una circular a las cabezas de merindad sobre el tema, en diciembre de 1814, juzgando entonces que los «jornaleros y artesanos» habían aumentado de forma arbitraria los jornales. La asamblea del Sexenio decidió abolir la legislación existente, tanto sobre la fijación de pagas como la obligatoriedad de su publicación en los municipios. De similar manera, se juzgaron innecesarias otras medidas que determinaban los precios de las calesas, coches y carros (ley 31). Los motivos fueron la imposibilidad de establecer los sueldos, ser contrarias las normas al derecho de propiedad privada y suponer además un freno para el desarrollo industrial. Los precios de los salarios quedarían a partir de entonces libres al acuerdo entre contratante y contratado, velando las justicias de los pueblos por la observancia de la legislación contra el fraude y el monopolio. Como se puede observar, la actitud de los diputados del reino había sido diferente al partido que adoptaron después los tres estados al aprobar la libertad de estipular los salarios. Se observa cómo el proteccionismo desapareció es este sentido, lo que supuso una medida liberalizadora en la línea del reformismo ilustrado
.
Los tres estamentos aprobaron la concesión de ciudadanía a los fabricantes extranjeros, bajo unas determinadas reglas, persiguiendo fomentar el desarrollo de la industria artesanal y el crecimiento de la población. Desde el siglo XVII, se había dado facilidades a los comerciantes y fabricantes textiles venidos de fuera, como la concesión de derecho de naturaleza mientras estuviesen fabricando en el territorio navarro. Las diversas leyes al respecto, que incluían la protección de los bienes de los extranjeros en tiempos de guerra, se habían prorrogado hasta la publicación de las Cortes de 1780-1781. Después de esta convocatoria, se venían dando contradicciones en su aplicación o incluso no habían tenido vigencia. Por ello, con la aprobación de esta norma (ley 35)  las anteriores disposiciones estarían en vigor y reforzadas hasta la siguiente asamblea
.
Se amplió la libertad de fabricación textil a la hora de copiar los productos extranjeros, inventar o variar los diseños con libertad. Estaban incluidas las novedades en cuanto al ancho de los hilos, peso de los tejidos, empleo de maquinaria diferente, etc. La producción debía sujetarse a algunas restricciones como la inclusión del nombre del fabricante, el lugar de residencia del mismo y el sello de la fábrica, con el fin de evitar fraudes (ley 46). Sin embargo, la reforma ya se había aprobado en España durante el reinado de Carlos IV (Novísima Recopilación, ley 10, tit. 24, lib. 8), porque respondía a los modelos del reformismo borbónico sobre el desarrollo artesanal e industrial. 

La asamblea se dedicó a la mejora de las condiciones del trabajo femenino, pero de nuevo para legalizar anteriores disposiciones de la Novísima Recopilación española (leyes 14 y 15, tit. 23, lib. 8), con el fin de que tuviesen vigencia y aplicación en territorio foral. Las mujeres y niñas podrían aprender y desempeñar trabajos adecuados a su fuerza física, dejando que los hombres se dedicasen a las tareas que requerían mayores esfuerzos. Se abrían las puertas de par en par al sexo femenino en las fábricas de hilos y demás talleres artesanales para beneficio y fomento de la industria artesanal. Ninguna normativa gremial podría ir a partir de entonces en contra de estos derechos (ley 48). 

En pleno restablecimiento foral, en agosto de 1814, se había despachado una circular prohibiendo la actividad de «buhoneros y marchantes». La asamblea de 1817-1818 invalidó toda la legislación anterior contraria  a sus intereses, quedando libres para el ejercicio de su profesión, que consistía en la venta ambulante de un amplio abanico de mercaderías. A pesar de ello, la distinción entre ciudadanos y foráneos continuó vigente, ya que los habitantes del reino inspiraban al parecer más confianza porque se comportaban mejor y eran «más cristianos». Sin contar conque los extranjeros se llevaban la moneda a sus lugares de origen, una vez realizadas las transacciones. Además, estaba la circunstancia de que la introducción de mercaderías de fuera perjudicaba la industria artesanal autóctona. Sin embargo, la libre venta por parte de los ambulantes habría de facilitar la adquisición de algunos productos y eliminaría la necesidad de tener que desplazarse a otros lugares a buscarlos, fomentando de paso el  estímulo del comercio y de la industria (ley 49).
 
Quedaron libres la venta de zapatos, vestidos y otras labores fabricadas dentro de Navarra. Las asociaciones gremiales se oponían con tenacidad al libre despacho de estos productos en sus pueblos, cuando eran fabricados por artesanos de otras localidades, otra razón por la que se juzgó necesaria la aprobación de esta ley. Las corporaciones quedarían sólo con las facultades de supervisar la calidad de las manufacturas y de reclamar los defectos que encontrasen. Los artículos deberían llevar el certificado del gremio del lugar donde hubiesen sido fabricados (ley 50). 
En 1273, Alfonso X el Sabio había reconocido el Honrado Concejo de la Mesta. Su origen derivaba de las agrupaciones locales, que se habían creado para defender los intereses de la ganadería contra la agricultura. Durante la Edad Media, el trabajo ganadero fue más factible que el agrícola en las tierras del Duero y del Tajo, por los continuos ataques musulmanes. La actividad pecuaria logró imponerse durante siglos, conquistando cotas de poder en muchos casos claramente excesivas, hasta su disolución paulatina en los diferentes territorios peninsulares. 
En Navarra, también llegó a hacerse muy molesta la presencia de las mestas o gremios pastoriles. Estas asociaciones eran opuestas al desarrollo de la agricultura y causaban perjuicios y humillaciones a los labradores. A fe de los asistentes a Cortes, habían logrado tal preeminencia sobre los agricultores que se habían atribuido facultades ilimitadas e insoportables. Solían salir siempre airosas de todos los litigios en los que se veían envueltas, anulándose así toda posibilidad de que los cultivadores y los municipios pudiesen recibir justicia de sus reclamaciones. Por lo tanto, la balanza estaba muy desequilibrada, ya que los ganaderos y pastores agrupados en asociaciones poderosas vejaban los derechos de agricultores humildes carentes de toda corporación. Aparte, los tres estados juzgaron innecesarias las mestas para el fomento ganadero, tal y como la experiencia lo demostraba.
Por ello, la asamblea decidió adoptar la legislación española y a finales de septiembre de 1817 se abolieron las corporaciones de mestas que seguían en activo en territorio foral Sólo perdurarían las que guardasen relación con obras pías y fundaciones de la Iglesia, que habrían de conservarse tal y como figuraba en los estatutos de los demás gremios y asociaciones de labradores. Por otro lado, se actualizaron las condiciones sobre el dinero a pagar por los derechos de paso del ganado cuando realizaban la trashumancia entre los valles norteños pirenaicos y las tierras llanas de La Ribera. La reglamentación quedó según una norma anterior de la Novísima Recopilación (tit. 22, lib. 1), por la que se regulaba las cantidades en todos los pueblos. Quienes tuviesen algún tipo de exención al respecto deberían notificarlo al Consejo en el plazo máximo de cuatro meses, para que fuese este órgano el que decidiese sobre cada caso concreto (ley 54).   
La condición de hijo ilegítimo, contemplada en algunos reglamentos de hermandades u otras asociaciones similares, no debería ser ya impedimento para el desempeño de cualquier arte u oficio La norma ya estaba incluida en la legislación del Estado (Novísima Recopilación de España, ley 9, tit. 23, lib. 8), por lo que las Cortes no hicieron sino dar legalidad en el reino a la Real Cédula que así lo había estipulado en 1780. La medida era de claro matiz humanitario y propiciaría el progreso social y económico, incluyendo a individuos muy cualificados en el mercado laboral. Además, se intentaba que la Administración no tuviese que hacerse cargo de trabajadores impedidos por normas irracionales y habría de permitir la recepción de herencias a personas antes consideradas ilegítimas (ley 70).
Los tres estados abolieron la denominación de oficios viles a la hora de nombrar algunos trabajos como el de los menestrales o cortadores de carne. Al parecer, estas personas sufrían el desprecio general de la población. Similares  providencias ya se habían tomado con anterioridad en los demás territorios de la Monarquía. Una de las disposiciones recogidas en la Novísima Recopilación española (ley 8, tit. 23, lib. 8), había estipulado que tanto los empleos de herrero, sastre, zapatero como el de carpintero, eran tan honestos como los demás y no debían ser obstáculo para ejercer cargos públicos de república ni para el disfrute de las ventajas que otorgaba la hidalguía. Se reguló también que las familias de los artesanos industriales o comerciantes, que demostrasen haberse dedicado durante al menos tres generaciones al mismo oficio, tendrían derecho a reclamar un reconocimiento especial, incluido el otorgamiento de carta de nobleza si los méritos hubiesen sido los apropiados. Los tribunales y las sociedades económicas deberían velar por el cumplimiento de la normativa, al igual que la jerarquía eclesiástica. Se distinguía entre empleos inferiores, que no viles, y superiores relacionados con la nobleza. Por ello, a pesar de que el avance era más que notable para la dignificación humana y laboral, no dejaba de contener todavía elementos de discriminación (ley 71).

En este último grupo de leyes se observa una clara disposición a favorecer el trabajo y el crecimiento económico y, de paso, alcanzar también ciertas mejoras sociales. Una de las normas más notables es la que obligaba a desaparecer a las mestas, pero ya se había aplicado en España, como gran parte de la reglamentación más progresista. Se quiso regular el sistema organizativo de los gremios o al menos controlarlo, pero los obstáculos eran numerosos. Algunos aspectos como el cambio en las pruebas de calificación, la autorización a las viudas para llevar el negocio, el acceso de la mujer al trabajo —salvo la incorporación de las niñas—, la liberalización de la industria artesanal etc., representan avances muy positivos desde la perspectiva social y económica. Sin embargo, tampoco reflejan una transformación profunda, imposible porque las estructuras del Antiguo Régimen estaban todavía muy consolidadas y en simbiosis con la foralidad. A pesar de todo, estas disposiciones fueron de las más valiosas de todas las aprobadas por la asamblea, incidiendo en la circunstancia del retraso en su aplicación respecto del resto de España.
Las Cortes regularon el funcionamiento de las instituciones de beneficencia y propiciaron la mejora de algunos aspectos de la sanidad. El Gobierno central había estipulado, en 1796 y 1797, que el traslado de los niños expósitos debía ser costeado por la sección de Propios de los pueblos y que los padres perderían el derecho a la patria potestad una vez que entregasen los hijos a los orfanatos. La Diputación había rechazado estas disposiciones por la ilegalidad del procedimiento y porque algunos capítulos indicaban acuerdos contrarios a la legislación foral. Aunque la experiencia demostraba que parte de la normativa habría de resultar beneficiosa para el reino e incluso era necesaria, se procedió a la derogación argumentando que en Navarra se atendía satisfactoriamente a los niños expósitos (ley 17).
Los tres estados legislaron al margen de las leyes españolas sobre la custodia y educación de los niños huérfanos, abandonados y de padres pobres. Este decreto del reino necesitó tres réplicas antes de su aprobación, resultando muy extenso el contenido de la regla. El problema dirimido fue el relativo a la financiación de la Casa de la Inclusa, ya que el Monarca se oponía a que los gastos generados por los hijos de progenitores sin recursos los sufragasen los pueblos. Sin embargo, después accedió a que los municipios, visto el celo que demostraban en una causa tan humanitaria, contribuyesen con los fondos de Propios y Rentas a la manutención de los niños legítimos. Los ciudadanos no deberían aportar cuota anual para contribuir con los últimos gastos, al menos de forma directa, y los padres que entregasen allí a sus hijos deberían demostrar su pobreza. El orfanato acogería a todos los niños sin distinguir su condición o sexo, corriendo con su cuidado y educación hasta los siete años. Las mujeres podrían permanecer en él hasta encontrar trabajo, mientras que los varones irían a partir de aquella edad a otra institución.
Las cuentas de la Inclusa y del Hospital General se llevarían por separado, del mismo modo a como habían quedado conformadas ambas instituciones. Aparte, tal y como ordenaba uno de los apartados de esta ley sobre expósitos (ley 77), se restauraban las cátedras de Medicina, Cirugía y Anatomía establecidas provisionalmente en Pamplona en 1757, porque habían sido suprimidas tras las Cortes de 1780-1781.
 

Había un pequeño sector social, sobre todo localizado en el Valle del Baztán, del que no se conocía muy bien su origen y que recibía la denominación despectiva de «agote». El problema, que ya se ha mencionado, no sólo era el nombre que se les había impuesto, sino que se les prohibía además el acceso al trabajo y no contaban con apenas derechos sociales ni civiles, a pesar de ser tan navarros como los demás ciudadanos. A partir de entonces, se les habría de considerar como cualquier otro individuo y quien incurriese en falta contra ellos sería acusado de injuria (ley 69). 
Se reguló la situación de ciertos individuos considerados vagos, vagabundos, algunos supuestos peregrinos, ermitaños hacendados que hacían uso de la mendicidad y otro tipo de pícaros. A todos se les aplicó la denominación de «pordioseros». Al parecer, se dedicaban a actividades poco recomendables que se contagiaban a otros ciudadanos honrados y que perjudicaban a los verdaderos pobres. La medida constaba de diecisiete apartados, entre los que se incluyeron las ordenanzas sobre los indigentes, quienes deberían acreditar su condición a través de los párrocos y de los alcaldes o de regidores en poblaciones pequeñas. Las autoridades tendrían la obligación de expedir las licencias temporales o en perpetuidad que les autorizasen a ejercer como mendigos, en condición del número de habitantes. 
Estaban contempladas las penas en caso de infracción. Con reincidencia sería de ocho años de servicio de militar, siendo apto. No reuniendo las facultades, el castigo habría de ser establecido por las autoridades del municipio. A los enfermos se les acogería en los hospitales, estándoles permitido después que pidiesen limosna. Ningún mendigo de cualquier naturaleza podría ir acompañado en el futuro de menores, salvo en lo que se refiere a los ciegos. Los pequeños deberían asistir a la escuela hasta los doce años y en ningún caso podrían limosnear hasta esa edad. Quedó también marcada la obligación de socorro mutuo entre padres e hijos, para evitar que se diesen situaciones de abandono. La orden se completó con otras cláusulas relativas a las obligaciones de los ayuntamientos y a las facultades de los alcaldes para juzgar las causas, incluso cuando no se contase con atribuciones criminales (ley 79).
 

Es necesario hacer un breve comentario a lo último expuesto, ya que esta legislación contiene aspectos muy positivos desde la óptica de la mejora de las condiciones de vida de los más desfavorecidos. Tanto la supresión del concepto de oficios viles, como la prohibición del nombre de agote, supusieron dos avances significativos de la época hacia la dignificación humana. La extensión del derecho de asilo a niños de padres legítimos también es un claro adelanto en pro de la justicia social. En la última norma sobre los vagabundos, también se advierte el deseo de mejorar algunos aspectos de la sociedad, aunque encierra ambigüedades quizá discriminatorias. En consecuencia, las anteriores disposiciones parecen de las más acertadas de la asamblea, aunque se quedaban cortas.
Las Cortes aprobaron una norma sobre la construcción de cementerios. Previamente, se habían anulado varias reales cédulas de 1804 y 1805 que incidían en la misma temática, porque los procedimientos no habían sido los correctos. Una vez recuperada la legalidad, se hizo pedimento de ley, añadiendo una serie de puntos que serían beneficiosos a la Iglesia. El primero de ellos estableció la obligatoriedad de construir camposantos extramuros de las poblaciones, quedando encargada la supervisión a uno de los funcionarios del Consejo Real. Deberían emplazarse en parajes apartados, previo examen de los médicos, con buena ventilación y fuera de todo posible riesgo de contaminar las aguas potables. Las autoridades de los municipios serían las promotoras de los proyectos, sobre todo en aquellos lugares que existiese más urgencia, bien por haber sufrido epidemias o por falta de recintos adecuados. 
Los planos, así como el presupuesto de los costes, los confeccionaría un arquitecto o en su defecto un maestro de obras. Los recintos deberían estar protegidos ante posibles profanaciones o destrozos producidos por los animales y contarían con superficie suficiente para albergar los cadáveres, reservándose un lugar para situaciones excepcionales de mortandad. Los eclesiásticos dispondrían de sepulturas especiales, en función de su rango, pudiéndose enterrar a los obispos dentro de los templos. Las obras de ejecución habrían de ser sufragadas por las iglesias, por contribuciones vecinales en diezmos y por la caja pública la mitad o tercera parte. La Iglesia no podría disponer en adelante de recintos separados, para evitar que se demorasen las obras por el confusionismo que se pudiera derivar de ello. Esta regulación no habría de anular de ningún modo la libertad que tenían los ciudadanos de elegir sepultura y fue una de las pocas medidas adoptadas en torno a la sanidad (ley 64).  

Otras excepciones fueron la resolución que establecía las cátedras de Medicina, Cirujía y Anatomía (ley 77) y la que declaró anuladas las ordenanzas del Monte Pío de Medicina, Cirugía y Farmacia (ley 23). Desde las Cortes de 1724-1726, había quedado establecido que los médicos, cirujanos y boticarios debían ser habilitados por el Consejo Real tras pasar examen. Con el tiempo, el Monte Pío exigió la obligación de pertenecer a esta fundación y además obligaba al pago de determinadas cantidades en concepto de ingreso y mensualidades. Ante tales abusos, los tres estados reaccionaron aprobando la mencionada ley. Se completó con la renovación  de una norma de 1743-1744, que prohibía introducir y vender en el reino algunos medicamentos compuestos, sales volátiles u otros productos químicos de utilización en farmacia. Continuó considerándose beneficiosa la medida, entre otras razones porque se argumentaba que había especialistas en Navarra que podían preparar las fórmulas (ley 101). Al final del Sexenio, el 28 de enero de 1820 y en vísperas de la proclama militar, llegaría de Madrid la Real Cédula que permitiría ejercer a los farmacéuticos titulados en cualquier territorio de la Corona
. 
3. Las aduanas interiores. Carencias de la asamblea. 

Se ha expuesto cómo algunas personas entregaban escritos anónimos a las Cortes, a través del lugar denominado ratonera, con la finalidad de suscitar mejoras en la organización legislativa del reino. Esta circunstancia, a la que tenía derecho cualquier navarro, da idea de las necesidades existentes en la época y de la inquietud de algunos sectores sociales. La convocatoria de 1817-1818, a pesar de ser uno de las más prolíficas de toda la Historia del reino, si no la que más, dejó en el tintero algunas reformas importantes reflejadas en las demandas públicas. Antes de valorar el alcance global de la legislación, es necesario abordar no sólo lo que se hizo. Hay que tener en cuenta los debates y proyectos de ley que no llegaron a concretarse, así como las causas que los motivaron. Para ello, se expondrán una serie de temas que se trataron en la asamblea, pero que no llegaron a hacerse realidad dentro del proceso de apertura que fue característico de la convocatoria. Se realizó un esfuerzo muy importante que debe ser tenido en cuenta, aunque este hecho no ha de llevar a interpretar la obra legislativa dentro de unos parámetros que no son los que le corresponden y, para ello, es necesario profundizar en las discusiones
. 
El traslado de las aduanas del Ebro a los Pirineos enfrentaba pareceres desde hacía tiempo como ninguna otra cuestión. En 1818 volvió a estar presente con mucha intensidad y fue el nudo gordiano de la convocatoria. El origen del problema se remontaba muy atrás, a los principios del S. XVIII. Felipe V había eliminado las barreras comerciales interiores entre Castilla y Aragón en 1716 por los Decretos de Nueva Planta. Después, extendió la orden a las provincias vascas en 1718 y a Navarra en 1722. La medida había respondido al proyecto de unificación económica entre todos los territorios de la Monarquía y a la lucha contra el contrabando que se generaba, porque los navarros introducían mercancías desde Francia y las pasaban a Castilla de estraperlo sin pagar aranceles. A su vez, el país vecino estipulaba altas tarifas para la importación bienes de consumo a su territorio. Sin embargo, el primer borbón que reinó en España hubo de retractarse, debido a las presiones que había recibido desde Francia y a las protestas que se generaron en Navarra y Vascongadas, lo que da indicio de la polémica que suscitaba la supresión de las barreras comerciales internas
. 

Durante la celebración de Cortes de 1757, la Monarquía había emitido otro comunicado que instaba al traslado. Se volvió a suscitar la polémica y los enfrentamientos entre los que apoyaban la medida y los contrarios a ella. En 1778, la Corona amplió las libertades respecto al comercio colonial e hizo que el problema se agravase porque ciertos sectores estaban muy interesados en sacar fuera sus productos y manufacturas. Fue durante las Cortes de 1780 cuando el Gobierno volvió a demandar el cambio, sugiriendo que las mercancías navarras pagarían un quince por ciento menos a la hora de la exportación, equiparándose en igualdad a Castilla. Esta posibilidad era muy interesante para el reino, porque los Decretos de Libre Comercio habían abierto muchas posibilidades de exportar hacia las colonias y proveerse a su vez allí de otros artículos. El balance con Francia era deficitario para Navarra y algunos productores deseaban comerciar con Castilla y América, una vez eliminadas las aduanas del Ebro. En consecuencia, la Administración foral solicitó entonces autorización para cargar navíos en el puerto de San Sebastián. 
Uno de los condicionantes económicos y comerciales, como se ha mencionado, era la disparidad geográfica, ya que Navarra estaba claramente diferenciada en muchos aspectos entre el norte y el sur. El primero tenía una economía básicamente ganadera y vivía además del comercio ilegal con Francia, sobre todo en los valles pirenaicos. La ciudad de Pamplona se beneficiaba de esas transacciones, porque gran cantidad de productos iban a parar a su feria. El sur, por el contrario, era mayoritariamente agrícola y tenía excedentes de producción en artículos como el vino. En 1780, el marqués de San Adrián expuso a las Cortes un estudio sobre el caso. El informe detallaba el traslado de las aduanas al Pirineo con un arancel similar al castellano, liberando algunos productos del impuesto y favoreciendo a los valles montañeses para evitar que salieran perjudicados. Esta solución habría de repercutir positivamente, ya que fomentaría la industria y el comercio y no iría en contra del sistema foral. Los detractores también mostraron su criterio y unos fueron más razonables que otros. En éstos segundos se podría ver la disconformidad de los contrabandistas, que como se ha explicado se enriquecían con el estraperlo entre Francia y Castilla a través del reino. Hubo después una propuesta de traslado condicionada que no prosperó, a pesar de que la votación contó con más votos favorables, pero como la encuesta se saldaba por estamentos el clero y las universidades se posicionaron en contra de la nobleza. Los intereses de ésta habrían estado estrechamente ligados a los de los industriales, comerciantes y contrabandistas. 

Por lo tanto, los asamblearios se habían negado desde siempre, de una manera u otra, a que las aduanas interiores se suprimiesen, trasladándose a la frontera con Francia. No existió nunca unanimidad de parecer entre los miembros de los estamentos, incluso ni dentro de los mismos, al ser la decisión a tomar más conflictiva para el reino. El tema de las aduanas era harto complejo por la disparidad de criterios que había sobre ello y porque obedecían a diferentes intereses económicos individuales o de grupo.  Desde la guerra de la Independencia, los problemas económicos se habían agravado aún más con el proceso paulatino de emancipación de las colonias americanas, por causa de la crisis agrícola europea que había hecho bajar los precios y por el aumento del contrabando. Contra éste, Fernando VII adoptaría más tarde la medida de establecer las llamadas «guías y tornaguías». El procedimiento consistía en que los comerciantes que quisieran llevar productos de Navarra a los pueblos próximos de Castilla y Aragón, tenían antes que recibir los salvoconductos en la Administración de Tablas de Pamplona. Con ello se quería evitar la introducción de las mercaderías en los territorios castellanos de forma fraudulenta
. 
La polémica continuó sin solución en la convocatoria de 1817-1718. La insistencia del Rey para el traslado no se hizo esperar y fue más que manifiesta, porque le habían asesorado que igualase a todas las regiones históricas. Entretanto, en la ratonera se recibió un escrito anónimo en contra del traslado que puntualizaba alguno de los perjuicios que iban a derivarse del cambio. Tenía en cuenta que la balanza comercial del reino era deficitaria en ese momento en diez millones de reales, por lo que en caso de efectuarse las medidas propuestas el déficit aumentaría en dos o tres más como consecuencia de los aranceles castellanos. Habría que sumar todavía los problemas relacionados con la exportación lanera, los estancos de la sal de Castilla, el papel sellado, las alcabalas, etc. Por todo ello, el cambio situaría a Navarra en clara desventaja respecto al conjunto de las provincias de la Monarquía. 

A las mencionadas imposiciones tributarias comerciales, se habrían de unir las relativas a los caminos y otras rentas de índole provincial y municipal. En consecuencia, se aconsejaba que se evitase todo tipo de negociación al respecto con el Gobierno central. Incluso el traslado forzoso sería menos perjudicial que el voluntario, porque existiría la posibilidad de volver al anterior sistema. El informe posterior, elaborado por la comisión encargada del tema, fue extenso y propuso una solución intermedia pactada.  En caso de que el proyecto prosperase, el arriendo del tabaco resultaría más ventajoso, al contrario que entonces que su rendimiento era pobre. La limosna recogida en Navarra a través de las bulas sería semejante a la de otras provincias. Se podría pedir la eliminación del aumento efectuado en el servicio postal destinado al ramo de Caminos Reales. Como recompensa de los derechos cedidos que no podían abonarse con peculio, el virrey podría solicitar la inviolabilidad de la Diputación, la ley de Propios, la derogación de la redención de censos, etc.
 
A pesar de estas posibles ventajas, el dictamen del síndico del reino fue contrario e informó a las Cortes que el traslado sería una forma clara de coartar la libertad del pueblo navarro, contemplado por los usos, costumbres y fueros. En consecuencia, el resultado de la votación resultó negativo. Sin embargo, se posicionaron a favor del traslado los abades de los monasterios de Irache y de la Oliva, Echalaz y Donamaría, y los síndicos de Tudela, Corella, Viana, Valtierra, Cascante, Cintruénigo y Arguedas, casi todos ellos representantes del sur. La villa de Sangüesa, en un oficio que había dirigido a las Cortes en julio de 1817, también se había mostrado favorable al traslado, arguyendo que las aduanas del río Ebro sólo eran beneficiosas para los comerciantes y no para los agricultores. Esta argumentación se basaba en anteriores experiencias en las que no habían estado operativas: en 1787 por causa de una inundación que hizo abrir la frontera con Aragón y durante el periodo de la guerra de la Independencia. 
Antes de enviar al virrey el balance de la consulta, se añadieron algunas salvedades porque el abad de la Oliva quería explicar su parecer con varios argumentos. Consideró que el cambio era una necesidad urgente, ya que los trastornos de la guerra habían alterado sobremanera el sistema hacendístico. No hay que olvidar que el cenobio había estado clausurado durante la invasión por orden de Bonaparte. El problema ya se había debatido con anterioridad y Navarra había resultado muy perjudicada por no haberse dado este paso en 1781, sobre todo en el mercado del vino, uno de los más perjudicados. A consecuencia de no haberse eliminado las aduanas, los industriales que fabricaban pañuelos no podían exportarlos a Castilla, a no ser que estuviesen dispuestos a pagar aranceles similares a los que soportaban los productos extranjeros. El reino resultaba muy dañado por no poder acceder al comercio con América y tenía que proveerse a través de intermediarios. Además, oponerse a la decisión de Fernando VII podría desembocar en la clausura de las Cortes y en la aceptación forzosa del traslado sin compensación alguna
.

Por lo tanto, a pesar de las posturas a favor, el reino se oponía también a estas medidas adoptadas por el Gobierno central, de forma evidente y como venía siendo costumbre desde tiempo atrás. La Corona insistió en que ya no era posible que se mantuviesen las ventajas fiscales, instando reiteradamente a los navarros a que se amoldasen al beneficio de toda la Nación y se equiparasen al resto de las provincias. El virrey transmitía a las Cortes la orden, de 3 de marzo de 1818, para que tomasen una determinación sobre el traslado en el plazo de ocho días. Argumentó que tenía la convicción de que la mayoría de los navarros estaban a favor del cambio, lo que quedaría demostrado si la asamblea votase de forma nominal, en número global de votos y no por estamentos como era lo habitual. Por último, la disposición estaría contemplada hasta la próxima legislatura y entonces se podrían revisar los posibles perjuicios derivados. 
Después de algunos sufragios más, el resultado fue, como era de esperar, contrario a la idea gubernamental. Quedó patente la gran disparidad de criterios, pero la negativa de las Cortes se redactó con mucho tacto, contemplándose en ella una posible avenencia con el poder central. Las razones dadas fueron que el Gobierno sólo habría contemplado sus beneficios en el terreno de la Hacienda, sin tener en cuenta otro tipo de privilegios legislativos, sociales o militares de los navarros. Aunque los tres estados se negaban al traslado absoluto, se posicionaban a favor de un acuerdo legal, firmado en forma de contrato y sancionado por ley. Debería garantizar el cumplimiento del convenio y contemplar la reparación de los agravios, en equilibrio con los problemas que atravesaba el Estado. 

En la primera votación sobre la eliminación pactada de las aduanas, se posicionaron a favor dos abades, uno de ellos el de la Oliva, quien volvió a exponer su parecer con claridad, apoyándolo con otra serie de argumentos a favor. Los síndicos de Tudela, Corella, Viana, Valtierra, Cascante, Cintruénigo y Arguedas, casi todos ellos también representantes de poblaciones de La Ribera del Ebro, lo hicieron del mismo modo. Por lo tanto, los datos de la consulta demuestran otra vez el interés de al menos parte del clero y de los representantes municipales del sur por la eliminación de los pasos aduaneros con Castilla y Aragón.

La interpretación de los acontecimientos se complica con las dos  siguientes  votaciones, sucedidas el 14 y 16 de marzo de 1818, que volvieron a ser contrarias, justo jornadas después de que el virrey instase a tomar una decisión en el plazo de ocho días. Después, la asamblea manifestó diferencias de pareceres hasta la negativa final del 21 del mismo mes. Durante esta fase hubo aún tres votaciones, que resultaron también contrarias, y fue cuando se debatió también sobre la posible imposición del servicio personal obligatorio. El Gobierno había advertido que no estaría dispuesto a conceder más que satisfacciones en el terreno de la Hacienda y que el traslado no era negociable con otras cuestiones. Por otro lado, intentaba erosionar uno de los pilares del reino: el que le eximía de aportar hombres al Ejército. 
La confusión fue la tónica habitual en los debates, porque se mezclaron diferentes intereses y estuvo muy presente la posibilidad real de que el reino se fuese desmoronando como tal. Los asamblearios que rechazaban el servicio militar obligatorio eran los mismos que se posicionaban frente al traslado, tanto absoluto como pactado. Por lo tanto, se radicalizaron algunas posturas, ya que éstos fueron conscientes de que el rechazo al servicio de armas bloquearía de forma definitiva las negociaciones del posible acuerdo. De otro lado, estaban quienes deseaban un convenio y aceptaban la imposición del servicio castrense. En consecuencia, hubo dos frentes difíciles de precisar en cuanto a sus componentes, ya que hubo cambio de pareceres durante las votaciones. Finalmente, el síndico comunicó que los técnicos del ministerio daban por cerrada la posibilidad de un pacto contractual, por lo que no había solución posible más que la negativa. Las represalias de la Corona no se harían esperar.
Un nuevo oficio del ministro de Hacienda intentó dar salida al conflicto, pero matizando que las condiciones que propusiera Navarra habrían de estar delimitadas al terreno contributivo. Ello da idea de que el Monarca estaba dispuesto de todos modos a imponer la asistencia de los navarros al Ejército —como la experiencia demostraría al poco tiempo— o al menos canjear la obligatoriedad por una suma de dinero que el reino debería entregar. Otra evidencia es que los técnicos de Madrid consideraron finalizado el caso durante el mes de mayo, por lo que el Gobierno ya había tomado sus decisiones al respecto. A pesar de ello, las Cortes continuaban reivindicando que los acuerdos no se refiriesen solamente a la ley contractual sobre las exenciones tributarias, sino también a la eliminación completa del servicio personal obligatorio, como estaba contemplado en los fueros. Por lo tanto, meses antes de aprobarse el donativo la tensión fue máxima. La causa fue la negativa al traslado de las aduanas, lo que propició una agresión directa del Estado contra el reino que quedó plasmado en la clara intención de imponer a Navarra, por la fuerza, el servicio militar obligatorio, equiparándola al resto de las demás regiones históricas españolas.
Cabe destacar que, en la fase final de la negociación, los contrarios al traslado fueron el obispo de Tudela, el abad de la Oliva —poco antes defensor acérrimo— y los de Leyre, Fitero y Marcilla; el marqués de Góngora, los condes de Guendulain, Elío, Agromonte y Antillón; Daoiz, Pérez de Rada, Ochoa de Olza, Vidarte, Ezpeleta y Echeverría, Ripa de Jaureguízar, Argaiz, Borda, Gaztelu y los síndicos de Pamplona, Lumbier, Puente la Reina, Los Arcos, Aoiz, Huarte-Araquil, Mendigorría, Lacunza, Santesteban, Echalar y Artajona. 
 En consecuencia, la oposición fue incluso más manifiesta, precisamente porque estaba en juego una de las prerrogativas del reino. Aunque todos los asamblearios fuesen conscientes de la posibilidad de eximir a los navarros del Ejército a cambio de una cuota, algo que ya había sucedido en otras ocasiones, el hecho en sí de imponer la obligatoriedad suponía un primer paso para el desmoronamiento de los fueros. Por ello, el congreso se negó de forma contundente y definitiva a aprobar la medida, sin el requisito previo de que el Gobierno asegurase la demandada ley contractual, un mes antes de la aprobación del donativo, el 18 de julio de 1818. 
Las aduanas interiores de Navarra con Castilla y Aragón no desaparecerían hasta 1841, cuando de forma definitiva se trasladaron a los Pirineos. Se ha debatido si esta actitud tan conservadora fue beneficiosa a la economía navarra, mientras que la postura contraria era vital para asegurar la pervivencia de la constitución política del reino y su esfera de poder. Se puede intentar responder a este argumento por partes. La primera premisa es cierta, la medida no era acertada para el desarrollo del comercio ni de la economía, como ya se ha visto. Sin embargo, en lo que respecta a la continuidad de la organización política y administrativa del reino, el deseo de la Corona era deshacerlas o al menas adecuarlas a sus intereses lo que incluía, sin ningún lugar a dudas, el establecimiento de la contribución periódica y proporcional entre todas las regiones del Estado, el traslado de los puestos aduaneros y la obligación del servicio militar. Las tres exigencias eran del todo incompatibles con el sistema de Navarra, que se fundamentaba en el Fuero General y en las diversas recopilaciones de leyes como la Novísima. 
Por lo tanto, el Antiguo Régimen navarro no sólo era opuesto a las reformas liberales, que a su vez hacían evolucionar lentamente y de forma convulsiva las naciones europeas y las colonias americanas hacia el Nuevo Régimen. También chocaba de frente con la Monarquía española, porque ambos poderes de entorpecían y enfrentaban de continuo a cuenta de sus intereses. En consecuencia, la esencia política del reino estaba amenazada y abocada a la desaparición, como la Historia lo demostraría, y sólo era cuestión de tiempo. La convocatoria de 1817-1817 resultó paradójica, a pesar de haber sido muy abundante en cuanto a leyes sancionadas. Por un lado, se intentó la reforma y la adecuación a los tiempos con mucha intensidad. Por otro, se evidenciaron los intentos de la Monarquía por minar los fueros, el fracaso en las negociaciones con el Gobierno y la incapacidad de ambos de adecuarse a las nuevas necesidades. Por todo ello, quedó un regusto amargo en todos los asistentes y nadie quedó satisfecho
.

Si en el reino existió cierta unión entre los diferentes estamentos y grupos sociales en cuestiones como la reparación de agravios, el donativo u otras decisiones a tomar respecto a la economía, no sucedió así con las aduanas comerciales. Fue en este punto donde se aprecian las discrepancias con más intensidad, ya que se enfrentaron intereses prácticamente irreconciliables. Esta lucha se explicaría en razón al provecho material o de influencia que del cambio se pudiera derivar, lo que muestra que no todos los representantes apoyaban el régimen navarro en su integridad. El sector menos proclive al traslado de los puestos aduaneros se identifica de forma clara con los ganaderos del norte, una gran parte del clero rural, numerosos habitantes  de la ciudad de Pamplona, comerciantes y contrabandistas. Por lo tanto, pertenecientes sobre todo a dos estamentos: el eclesiástico y el de las universidades. 
Por el contrario, el conjunto de representantes favorables al cambio de estructuras comerciales se localizaría principalmente en La Ribera y en la zona media, de tradición agrícola más o menos extensiva y con un sector artesanal y comercial importante. Estas regiones destacaban por la producción agrícola y manufacturera, que debía encontrar salida hacia el exterior, pero las redes comerciales se encontraban cerradas o al menos bajo muchas restricciones. Este segundo estrato social estaba integrado por miembros de los tres estados: parte de la alta jerarquía eclesiástica, la nobleza terrateniente e industrial y los representantes de bastantes municipios. Queda claro que la división interna de las Cortes no se debió a la condición estamental, al menos en esta cuestión concreta, sino que obedecía a intereses materiales. Tampoco se observa la existencia de una voluntad liberal colectiva en los individuos más proclives al traslado, ya que no hay en absoluto ningún dato que así lo evidencie. Por el contrario, sí parece acertada la correspondencia de la población del norte con la tendencia a favor de la foralidad más «tradicionalista». El caso opuesto se habría dado en la mitad de la zona media y en La Ribera, grosso modo, pero faltan quizá pruebas más concluyentes. El problema no se resuelve de forma tan sencilla, por causa de la complejidad de las actividades humanas, los estratos sociales y otros factores geográficos.  

Cabe concluir que aunque hubiese un grupo homogéneo favorable al cambio, no pudo prevalecer su partido. Lo impidió, casi con toda certeza, el propio mecanismo interno de votación de las Cortes por estamentos y no de forma nominal. Hay que recordar que cada estado daba su voto por separado y que debía existir conformidad de los tres a la hora de elevar una norma a pedimento de ley. Por lo tanto, no hay pruebas concluyentes que demuestren que algunos representantes estamentales del sur-centro tuviesen aspiraciones liberales, sino más bien reformistas. Sin embargo, sí habrían sido perfectamente conocedores de las ideas que circulaban y décadas después conformarían el bloque constitucionalista. En lo que respecta a la relación norte-sur y los consiguientes intereses económicos contrapuestos, la explicación es satisfactoria, aunque debería contarse con mejores estudios en materia económica. Se evidencian una gran disparidad de criterios, por lo que determinar de forma concreta la naturaleza del sector reformista es difícil, algo que no sucede durante el Trienio Constitucional. 

 Sí es evidente que los debates sobre las aduanas, presentes en las últimas convocatorias, pusieron de manifiesto la diversidad de intereses que existían en el reino, máxime durante el Sexenio por su especial coyuntura. Si la anterior propuesta no llegó a prosperar, era impensable que saliese adelante el plan general de ordenación de las actividades comerciales, además de otros inconvenientes que se mencionan a continuación. Las corporaciones gremiales dificultaban aún más la unificación de las leyes. El contrabando era una de las fuentes de ingresos que equilibraba la deficitaria balanza comercial de Navarra. El complejo entramado de impuestos indirectos sobre los artículos consumibles creaba un sinfín de situaciones. Estaba aún toda la casuística jurídica, en la que se entremezclaban los intereses del clero, de la nobleza y de las universidades. Se acababan de disolver las mestas y para colmo de males había un gran déficit público. 
El continuismo de las barreras aduaneras propiciaría después que las provincias vascas negociasen con el reino los términos comerciales. Por ejemplo, las autoridades de Vizcaya destacarían en abril de 1819 la necesidad de mantenerse unidas con las de Navarra, no sólo en este aspecto sino en la completa defensa de la foralidad. Añadieron que la «junta de reforma de abusos de Real Hacienda en las provincias exentas» trabajaba, desde hacía tiempo, por lograr que no se trasladasen las aduanas a la frontera con Francia ni a la costa del Cantábrico. Según los comunicantes, este hecho habría supuesto destruir «la franqueza que nos compete por fueros y pactos fundamentales», por lo que proponían entregar dinero a la Corona a cambio de que no se mudasen de lugar. Vemos cómo el caso de Vascongadas era similar, con la salvedad de que éstas no contaban con Cortes sino con Juntas. Aunque el sistema organizativo variaba, la esencia era más o menos la misma y se iba plasmando en las diversas negociaciones que se venían sucediendo con la Corona.
Los diputados navarros responderían a sus homónimos que las Cortes ya habían estipulado, tanto el importe del donativo como la garantía de que no se trasladasen, por lo que sólo debían cumplir las inmediatas disposiciones de los tres estados. Añadieron que si las aduanas se mudasen de lugar, la Diputación dejaría de abonar la contribución al Estado. Además, estaba por pagarse la tasa que había librado a Navarra del servicio militar obligatorio —aspecto importante que se verá en el próximo capítulo— y los asamblearios habían decidido que los dos impuestos se gestionarían por separado. Habían dejado asimismo libertad a la Diputación para que negociase el importe de la exención y diese orden a los pueblos para el apronto mediante reparto. Estas resoluciones eran contrarias a los fueros, sobre todo en lo que atañía al Ejército, y obedecieron exclusivamente a la presión ejercida desde el Gobierno central. La provincia de Guipúzcoa se sumaría después al alegato de unidad de su vecina Vizcaya y los diputados del reino replicarían lo mismo
.
De vuelta a las carencias de las Cortes de 1817-1818, se dedicaron varias sesiones de la convocatoria a la abolición de «pechas y censos». La ley no llegó a sancionarse, a pesar de la necesidad de estas reformas jurídicas y económicas. Para comprender este hecho, valga el ejemplo de lo que sucedía en los molinos harineros. Por cada robo de trigo se exigía en la molienda un almud, independientemente del precio en el mercado. Cuanto mayor era el aumento del coste de la materia prima, mayor beneficio experimentaba el molinero con la ganancia de la pecha. En Navarra existían cuatrocientos molinos, por lo que era necesaria una sola ley que rigiese a todos ellos. La «laca» o impuesto, que en la antigüedad había sido de la veinteava parte del robo, se deseaba hacerla proporcional a los precios y que las autoridades municipales la gestionasen
. 
Por lo tanto, otra de las deficiencias administrativas de la época, como tantas otras, no llegó a subsanarse en aquella convocatoria. Teniendo en cuenta estos datos, parece poco probable que pudiera haberse realizado una verdadera ordenación comercial dentro de las estructuras del Antiguo Régimen, ya que si se favoreciesen unos intereses se perjudicarían otros, no sólo dentro del reino sino también en las relaciones con la Corona. El tercer estado era el que salía peor parado y no es de extrañar que las protestas sociales prosperaran en las décadas siguientes. En consecuencia, una reforma en profundidad no era posible sin una gran convulsión, la misma que se daría durante la primera guerra Carlista, cuyo preámbulo fue el enfrentamiento Realista del Trienio. El cambio se llevaría definitivamente por delante el sistema foral y su antigua condición de reino, obligándole a adaptarse por necesidad a la evolución de la sociedad y a la nueva organización política.
Otra de las leyes que no prosperaron estaba relacionada con la regulación del tráfico fluvial de almadías, que transportaban la madera desde los valles pirenaicos al Ebro. Se plasmó en un proyecto para reglar el tránsito de las balsas por los ríos Ebro, Ega y Aragón. La anterior reglamentación  era confusa, se había olvidado y sólo la recordaban los trabajadores que se dedicaban a estas tareas. Como consecuencia de ello, el virrey dio orden de informar sobre la antigua normativa que se hallaba contenida de forma muy difusa en diferentes recopilaciones. Sólo hacía referencia parcialmente a algunos aspectos como la disposición de las presas en el curso del Bidasoa, que debían estar diseñadas de modo que no entorpeciesen la remontada de los salmones hacia los lugares de desove. El procedimiento al uso se basaba en el «Derecho Común», siendo privilegio de los navarros el pescar y navegar en aguas fluviales y marinas, pero estas actividades estaban sujetas a ciertas disposiciones reguladoras. Por ejemplo, el derecho de captura de peces había de estar restringido a los habitantes de las zonas regadas por las aguas, mientras que las labores de riego, las necesidades de agua para consumo humano o para abrevar a los ganados, lavar, etc., no estaban limitadas. Estos usos eran prioritarios sobre aquéllos, ya que se entendía que eran básicos para el funcionamiento de molinos o para el desarrollo de la agricultura. 

Para ampliar los escasos conocimientos que tenían los encargados de velar por las disposiciones reguladoras de las almadías, se hizo valer el «Derecho Consuetudinario» de transmisión oral. Los informes de viva voz de personas versadas sobre asuntos de las presas, de las condiciones de la pesca y compraventa de maderas, unidos a las compilaciones de leyes anteriores, dieron como resultado el nacimiento del proyecto de ley. La aportación principal a la hora de establecer una clara normativa fue, sin embargo, la de los expertos o prácticos y la de los almadieros consultados. Ellos informaron que en toda presa construida sobre cauce fluvial era obligatorio que estuviese establecido, en la porción de la misma por donde más corriente hubiese, una porción «desportillada», de altura menor a dos pies del borde superior del azud, conocida como «puerto de las Almadías». Estas bocas de tránsito, tanto en su ancho como en el grosor de las presas, habían de resultar practicables a la perfección para las balsas. Los pasos debían estar necesariamente abiertos y libres entre el 1 de noviembre y el 1 de junio, estando permitido que se cerrasen desde esta última fecha hasta el 31 de octubre. 
No se deseaba permitir bajar la madera larga y suelta por los ríos, sin ir acompañada de personas que la controlasen desde su superficie o sin dirigirla con maromas desde las orillas. Durante los meses de julio a octubre, quedaba terminantemente prohibido el paso de troncos en forma de almadías o mediante otro procedimiento. Los maderos de gran longitud, que entonces recibían el nombre de «docenos, catorcenos, secenos, aguilones, puentes, mástiles», también los de haya utilizados para la construcción de remos de marinería y toda clase de tablas, habrían de ir amarrados con vástagos de avellano. El resultado de la unión de los diferentes árboles no podía superar la anchura de nueve pies castellanos
 y sesenta de longitud. Cuando pasasen las balsas por debajo de los puentes habrían de hacerlo por el ojo más ancho, ya que éste es el que deja pasar mayor flujo de aguas. De este modo, se evitarían los desperfectos en machones y otros elementos constructivos. 

Sobre el amarre de las balsas en las orillas, en poblados o en otros lugares, estaba estipulado que se hiciera en los parajes destinados para ello. En el futuro los almadieros nunca podrían dejar sola la balsa, en caso de tener que desplazarse por cualquier motivo. Al menos una persona debería quedar a su cargo, para evitar que los jóvenes intentasen actividades peligrosas que solían acarrear no pocas desgracias. Los prácticos de presas que no observasen estas providencias, no podrían reclamar daños en las construcciones que estuvieran a su cargo. Los conductores de balsas serían responsables de los desperfectos causados a su paso, respondiendo éstos ante los representantes de la Justicia de los pueblos más próximos. A la madera que fuese bajada de forma libre y suelta por los cauces, se le aplicaría la ley que mejor se adecuase a la causa.

Los encargados de recopilar la normativa no pudieron averiguar la anchura establecida para los pasos de las presas. Ante esta imposibilidad decidieron aplicar la medida existente en la del Canal Imperial, que era de diecisiete pies y medio castellanos, especialmente recomendada para los ríos caudalosos. Una aclaración final, o mejor solicitud, cerraba la propuesta y hacía mención al paso de las almadías provenientes de los Pirineos por la porción del río perteneciente a Castilla. En concreto, se refería al tramo del Ebro que discurría entre la desembocadura del Aragón y las vegas de Castejón y Cadreita. Allí se encontraba emplazada la ciudad de Alfaro y, a pesar de que no había presa ni puente ni pensaban construirse, era del todo necesario que se cumpliesen también allí las ordenanzas y se protegiese a los almadieros navarros. Una de las Instrucciones que los diputados recibirían de las Cortes (nº 107), una vez que hubiesen concluido, sería la vigilancia y gestión de la «Venta y barca de Castejón»
.
Si una regulación en apariencia tan sencilla tampoco se acordó, al igual que la equiparación de pesos y medidas o la abolición de pechas y censos, ¿cómo podría haberse conformado un verdadero código comercial? Éste hubiera necesitado infinidad de sesiones y muchos estudios de las comisiones o juntas destinadas al efecto, sin contar con que difícilmente se hubiese podido reconciliar tal caos de intereses dentro del propio reino y, a su vez, con la Corona. Había negocios mucho más urgentes que solucionar, como el del donativo, el reparto de las cargas contributivas y las aduanas. Muchas de las actividades comerciales no eran legales y se permitían, porque suponían un reseñable porcentaje de la producción interna del reino. Haberlas integrado en un compendio organizado de leyes comerciales hubiese sido poco menos que impensable. De hecho, el código de comercio no se elaboraría en España hasta 1829 y habría de encontrar muchas trabas a la hora de aplicarse. 
Otro de los problemas por solucionar era el de la delincuencia y supuso una de las preocupaciones de los asamblearios. Los malhechores asaltaban a los viajeros, alteraban la paz de las vías de comunicación, dificultaban enormemente el comercio y «perturbaban las buenas costumbres con su conducta indecorosa». Habiendo sido infructuosos los esfuerzos anteriores por combatir esta lacra, se hacía necesario adoptar medidas extraordinarias relacionadas con las necesidades de transformar la financiación de los gastos procesales, el mantenimiento de las cárceles y la alimentación de los reos. En estos puntos se encontraban muchas de las causas de la ineficacia del sistema penal, ya que las personas encargadas de administrar Justicia hacían caso omiso o perdían interés por combatir el problema. 
Al poco de iniciadas las Cortes, a finales de enero de 1817, se publicó una circular que se envió a los pueblos para acabar o al menos combatir el bandolerismo. Los tres estados, de mutuo acuerdo con el virrey, decidieron costear a cargo de la Hacienda foral no sólo los gastos de los procesos, sino también la manutención de los penados y su traslado a las Cárceles Reales. Otra de las resoluciones a adoptar habría de ser la retribución a los delatores y captores de convictos. Recibirían en adelante ciento sesenta reales, si acompañaban personalmente al detenido, y ochenta en caso de que permitiesen su apresamiento. Para permitir el cobro, el denunciante debería traer un certificado que declarase que el malhechor era un perverso, con excepción de los casos en que fuesen de conocimiento público sus delitos o que se le hubiese hallado in fraganti.   
El 29 de enero de 1817, se leyó en las Cortes un oficio de Ezpeleta con la aprobación de las medidas para la persecución de malhechores. Un destacamento de cuarenta soldados, dirigido por cuatro sargentos y un teniente, debería patrullar el reino. De los militares, un sargento y ocho hombres deberían viajar a Lecumberri y los restantes a Caparroso. El secretario de la asamblea, al no encontrarse aún impresas las circulares, debía entregar el pasaporte a los oficiales que sirviese de credencial para transitar por los municipios. Sería necesaria la colaboración entre la tropa y los ediles con atribuciones judiciales, porque habría de facilitar las operaciones contra los delincuentes. Era obligación de los alcaldes y otras autoridades facilitar a los soldados guías conocedores de los terrenos comarcanos. Su salario se extraería de las arcas forales y la partida militar tendría orden de no demandar ningún servicio de transporte de bagajes a las poblaciones. Los empleados de la Justicia habrían de cumplir la obligación de comunicar los lugares donde se escondiesen los bandidos, el número de los mismos, las casas y bordas, etc. Debido al mal estado de las arcas del reino, se propuso abrir una bolsa voluntaria en los ayuntamientos con el fin de que los ciudadanos colaborasen en la consecución de la lucha contra la delincuencia. Se sugirió que el párroco del pueblo visitase las casas para recaudar dinero, acompañado del representante judicial, quien no debería tomar parte activa en la demanda
. 

 Del examen del proyecto de ley que tenía que regular las penas a imponer a los criminales, se deduce que fue una de las motivaciones principales de los tres estados. En las sesiones, salieron a debate los diferentes artículos que contenía la legislación vigente, incluidos los que se referían a vagabundos y rateros famosos o galeotes. Los asamblearios calificaron a los ladrones como «atentadores contra la salud pública» y «los más monstruosos enemigos de la misma». Debido al aumento de delitos, era imprescindible incrementar las medidas, debiendo favorecerse las capturas de los delincuentes y agilizar los trámites para la imposición de castigos. Las primeras disposiciones concretas que se conformaron eran similares a las expuestas con anterioridad y hacían referencia a la gratificación de los aprehensores de los criminales. La novedad estribaba en que la recompensa habría de ser tanto mayor cuanto más grave fuese el delito, llegando hasta las cuarenta pesetas en caso de tratarse de un bandolero con agravante de homicidio o violación. En casos excepcionales, habría de ser la Diputación la encargada de valorar la adopción de medidas extraordinarias de pago, siempre y cuando se lograse la captura de más de un fugitivo. Los captores deberían acreditar siempre la condición criminal de los rehenes, certificación que sería debidamente extendida por las autoridades para evitar las falsas acusaciones y oprobios motivados por la codicia. Los ladrones delatados por parientes recibirían un trato especial, ya que los vínculos de la sangre actuaban como un freno a la hora de iniciar las denuncias. 
Los supuestos reos, una vez apresados, no padecerían la pena capital ni siquiera los azotes, siempre y cuando se les acusase de robo por primera vez. Estarían libres de horca y garrote y, en caso de ser condenados a correctivo ordinario, habrían de ser eximidos de los diez años de arresto. En vez del presidio era preferible el destierro a «uno de los cerrados de los dominios de España». El tiempo que debería pasar el criminal, fuera del territorio del reino, estaría condicionado por el parecer del alcalde o tribunal que proclamase la sentencia. Cualquiera de éstos tendría poder de manifestar su criterio sobre la conveniencia del retorno. Los azotes, en caso de merecerlos, serían canjeables por un año de presidio, contando que cada cien de aquéllos correspondían a doces meses de confinamiento. 

El punto séptimo del proyecto de ley hacía referencia al modo de cobro al que tendrían que sujetarse los confidentes. Deberían dirigirse al sustituto fiscal, al receptor de Penas de Cámara o ante quien hubiese expedido la causa, dentro del municipio de la jurisdicción donde se hubiera cometido el delito. Si el caso entrase dentro de las competencias de la Real Corte, los interesados deberían acudir al receptor de los Tribunales Reales. Una vez allí, si hubiera fondos se entregaría el peculio de inmediato, a través de la libranza de un alcalde de Corte o uno de sus subalternos. En caso contrario, sería necesario que los demandantes del dinero se dirigiesen a la Diputación, con una certificación expedida por las mencionadas justicias. Después, se les haría entrega de una póliza pagadera de inmediato por el tesorero o el depositario del órgano foral.

Otra medida que se pretendió adoptar fue la de sufragar los gastos de los ayuntamientos, derivados de la persecución y captura de los malhechores. Debido a que estos costes eran del todo perjudiciales para las economías municipales, las Cortes propusieron que se les restituyesen con el fin de que las autoridades colaborasen con celo en la lucha contra el delito. La reclamación habría de ir firmada por un regidor, en caso de que supiese escribir, o en su defecto por un párroco o cura. Los reunidos en Cortes contemplaron que los gastos procesales correspondiesen al sustituto fiscal, a los receptores de Penas de Cámara y al fondo de gastos judiciales de la localidad donde acaeciese el delito. No pudiendo satisfacer estos entes jurídicos las cuantías reclamadas, deberían ser las secciones de Propios y Rentas de los municipios quienes las abonen como reintegros. 

Otros apartados de la ley contra el crimen se referían, dentro de la misma casuística relacionada con los métodos para sufragar los gastos, a la forma en que los tesoreros habrían de custodiar los fondos. Deberían tener un arca con dos llaves, una perteneciente al alcalde y la otra al receptor del dinero, quienes mantendrían semestralmente la obligación de enviar a la Diputación la relación del estado de las cuentas. Otras menciones se referían a los métodos de los juicios, deseándose establecer ocho días para la prisión preventiva, con el fin de evitar dilaciones innecesarias que retrasaban la administración de las penas. El juicio habría de estar concluido y la sentencia promulgada al mes y ocho días, con especificación de los plazos concretos establecidos para cada uno de los trámites del sumario procesal. Los capítulos siguientes aclaraban los trámites a observar por los alcaldes, en los diferentes casos de la aplicación de las sentencias. Estaban contemplados los plazos de apelación o las situaciones en las que los delincuentes fuesen vecinos de las poblaciones donde serían juzgados, en función de la gravedad de los delitos. 

Las sanciones punitivas que se contemplaba aplicar dan idea del funcionamiento de la Justicia de aquella época y de la gravedad que revistió el problema de la delincuencia. Por ello, algunos de los castigos se exponen a continuación. A todo salteador de caminos y a los ladrones que cometiesen latrocinio en los medios rurales o sobre los viajeros, en caso de no podérseles probar más que un delito, se les condenaría a seis años de presidio cerrado, en el supuesto de no portar ningún tipo de arma de fuego «u otras ofensivas». En caso contrario, habrían de sufrir doscientos azotes y ocho años de reclusión. El criminal, si además de aparecer armado en sus acciones hubiese cometido más de un robo, sería condenado sin remisión a la pena capital aunque las cantidades robadas fuesen mínimas. Respecto a quienes cometiesen hurto en lugares sagrados, bastaría con una primera vez para que se les condenara a muerte.   

Quienes realizasen los delitos escalando casas, tiendas u otros recintos o utilizasen violencia contra las puertas, hiciesen uso de llaves maestras, etc., por el primer delito habrían de pagar seis años de presidio, en caso de no portar armas. En caso contrario, serían doscientos azotes y ocho años de reclusión. Por el segundo delito y yendo armados se propuso la pena capital y si no lo fuesen doscientos azotes y seis años. Los cómplices, que fuesen criados de la casa o tienda, sufrirían los mismos castigos. Sin embargo, si se tratase de criada se le recluiría en «la Casa de la Galera» durante cuatro años. Las mujeres al servicio de los hogares no podrían ser azotadas en ninguno de los casos «por la decencia con que debe mirarse ese sexo», tal y como venía acordado desde las Cortes de 1780 (ley 33). A partir de los cuatro años y una vez cumplido el plazo del confinamiento, si su conducta hubiese sido laboriosa, moral y cristiana sería puesta en libertad. En caso contrario, habría de ser retenida hasta su rehabilitación. Todo ello debería estar certificado por el director, mayordomo o el administrador de la institución. A los asamblearios estas penas les parecían más acertadas que el destierro de por vida, como se había contemplado hasta entonces en la legislación vigente.  

La suerte de quienes forzasen arcas o escritorios iba a depender de si utilizaban o no llaves maestras u otros instrumentos similares. Habrían de ser merecedores de ser flagelados doscientas veces y de seis años de reclusión mayor, en caso de haber ido armados. De no haberlo hecho así, sufrirían cuatro años de encierro por el primer delito, seis años y doscientos azotes por el segundo y diez años y los mismos castigos corporales por el tercero. A los ladrones que se les sorprendiese dentro de una casa, pese a no haber consumado todavía la sustracción y en caso de darse la agravante de nocturnidad, se les castigaría con cuatro años de cárcel. Siendo de día la falta se reduciría a dos y si se fuese con cualquier tipo de instrumento ofensivo o de arma la pena se doblaría en ambos casos. Los criados cómplices serían tratados del mismo modo y las criadas pagarían los mismos plazos de reclusión en galeras. 

A las personas que recibiesen o cobijasen a los delincuentes, se contemplaba que se les tratase del mismo modo. Los familiares directos que amparasen a los fugitivos, padre, madre, suegro o suegra, hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, no serían considerados protectores de los huidos en caso de no constar que habían sido partícipes del botín.  Los ladrones que robasen dinero o bien otros objetos valiosos en los lugares públicos habrían de padecer cien azotes y dos años de correccional. En caso de que la naturaleza de lo sustraído fuese de menor importancia, como pañuelo u otra vestimenta, habría de ser el juez quien estimase la sentencia en función de la intencionalidad del detenido y del valor del botín. Sólo en el caso de la aplicación pena capital habría de ser atenuante la juventud de los criminales.  

Los asamblearios intentaron que entrase la nueva normativa sobre criminalidad en vigor. Añadieron la especificación de que, en caso de que el virrey la aceptase, las anteriores leyes y costumbres incompatibles con estas disposiciones quedarían anuladas. En junio de 1817 Ezpeleta la rechazaba, por lo que se desprende inducido por la decisión del Monarca o de alguno de sus consejeros. Los argumentos esgrimidos fueron que no era necesario motivar a los delatores con recompensas y que entonces se hallaba el reino libre de criminales, en mayor medida que otras regiones de España. Con todo, se invitaba a estudiar otras fórmulas de financiación de los gastos en los casos de capturas en pueblos y valles de montaña. En estas circunstancias, los vecinos los sufragaban por medio de repartimientos, medida que desalentaba a los habitantes.
Una de las reflexiones que surgen, se refiere a que la negativa de la Corona a sancionar estas medidas pudo deberse perfectamente al deseo de evitar una nueva carga a los municipios, que ya tenían serias dificultades para recaudar la contribución. Por su parte, los reunidos en Cortes deseaban liberar de cargas a la Administración foral y combatir el bandolerismo con la imposición de nuevas contribuciones a los pueblos. Hay aún otro posible motivo a tener en cuenta: la Monarquía no contemplaba la presencia de una fuerza armada en Navarra. Aunque hubiese estado controlada por el virrey, si su financiación la sufragaban las localidades sería dependiente del reino. 
Los tres estados no se dieron por vencidos y volvieron a debatir el proyecto, siendo apoyados inesperadamente por Ezpeleta, quien abogó por la aprobación del pedimento de ley a finales de julio de 1817. La nueva petición añadía la disconformidad con el parecer de que Navarra se encontrase con menor actividad delictiva ya que, como confirmaba la experiencia de los asistentes a Cortes, los rebrotes surgían con mayor intensidad. A finales de año, los tres estados retomaron el asunto sin demasiadas novedades, salvo las menciones a las leyes existentes desde antaño, así como a las ampliaciones efectuadas con posterioridad en la normativa que legislaba sobre ladrones, vagabundos y galeotes
.

Se quisieron añadir varios cambios respecto de la financiación, como que los gastos de apresamiento y demás diligencias judiciales serían abonados por el sustituto fiscal y el receptor de penas de cámara. Aunque en casos excepcionales los pueblos tendrían que colaborar, se evitaría así la desidia de las autoridades municipales por tener que sufragar los costes. En caso de no hallarse peculio en las instituciones anteriores, sería la Diputación quien lo adelantase en calidad de reintegro contra los bienes de los detenidos. Para sufragar los gastos judiciales en pueblos y valles donde no existiesen fondos, habría de contribuirse anualmente con un real por fuego u hogar. Los municipios que dispusiesen de bienes de Propios o de Arbitrios deberían disponer de esta caja para satisfacer el pago. Por el contrario, tendrían que estudiar la forma de abonar la cuota, bien por método de reparto o como estimasen oportuno. Los fondos habrían de ser ingresados a través del depositario del Vínculo de la Diputación. Ésta última sería la encargada de gestionar los abonos reclamados por los pueblos, en concepto de gastos adelantados por los trámites judiciales, y el pago se habría de realizar con la mínima demora. Los sumarios de los delitos serían tramitados por los alcaldes, en los territorios bajo su jurisdicción, y una vez que estas autoridades hubiesen enviado el oficio correspondiente a la Real Corte. En los casos de especial gravedad se enviaría un comisario de este tribunal. 
Fue deseo también de la asamblea renovar dos capítulos de la Novísima Recopilación (1º y 2º, de la ley 21, del libro nº 2, título 19). El primero  estipulaba el plazo máximo de un mes para la solución de las causas, mientras que el segundo determinaba que a partir del octavo día del apresamiento de un reo debía ser presentada acusación formal contra él. En consecuencia, en el tiempo de un mes y ocho días había de estar el pleito concluido y la sentencia promulgada. El  virrey contestó a la solicitud de forma satisfactoria y aceptó las respectivas propuestas en noviembre de 1817. La respuesta del Monarca se tradujo a otros términos, ya que aunque reconocía el celo manifestado por las Cortes respecto a la forma de sufragar los gastos, siguió manteniendo sus reservas. La Diputación, por su parte, respondió a Fernando VII con agradecimiento por ser reconocida su labor y volvió a solicitar la aprobación de los tres primeros puntos, que eran los relativos a la contribución de un real anual, que haría lograr una completa eficacia en la captura y enjuiciamiento de los criminales. En enero de 1818, llegó un nuevo comunicado de Madrid sobre la financiación, que no cambiaba apenas lo anterior. La comisión de Cortes encargada del proyecto no se sintió satisfecha con esta disposición, porque no se cumplirían los objetivos propuestos. A pesar de otra reclamación por parte de la asamblea, la respuesta de la Corona fue finalmente negativa
.  

Por lo tanto, la reforma criminal no se llevó a cabo a pesar de los tres pedimentos de ley. La oposición vino de parte del Gobierno, por las razones expuestas. Habían llegado previamente bastantes escritos anónimos a favor e interesa conocer los pareceres reflejados en ellos, que informan de algunas de las inquietudes de los ciudadanos de la época. Uno de éstos expresó la necesidad del establecimiento de un nuevo código legislativo, otra de las necesidades urgentes, por el caos y confusionismo de la legislación navarra, tanto en materias criminales como civiles. Estaban en vigor antiguas leyes desfasadas, penas dictadas de forma arbitraria por los jueces, así como un laberinto de réplicas en las leyes que creaban un mare mágnum legal incalificable. Las necesidades de la época se cifraban en conseguir una legislación clara y sencilla, lejos de la arbitrariedad reinante. El compendio debería conformarse de forma unitaria y separada, de modo que los profesionales de la jurisprudencia pudieran disponer de él ordenadamente. Esta medida hubiese sido muy beneficiosa para los navarros, evitándose tener que recurrir a las antiguas leyes del «Código Romano». 

Las asamblearios opinaron que la recopilación sería provechosa y que deberían llevarla a cabo los jurisconsultos, siendo los síndicos los más apropiados. La junta encargada del caso estaba de acuerdo, por lo que debían encargarse de agrupar las leyes, presentando después su informe a las Cortes. Sin embargo, algunos particulares mantuvieron otro partido y opinaron que debía ser una comisión de varios individuos quien la realizase. Según este criterio, la tarea no sería tan ardua como parecía porque el «Derecho Público» y el «Derecho Natural» se hallaban más o menos conformados
. 

Los tres estados examinaron en abril de 1818 el informe dado por la «Junta de Legislación» relativo al Código Civil y Criminal. El acuerdo alcanzado fue que los síndicos habrían de dedicarse a la conformación del cuerpo de leyes de Navarra, pero limitándolo sólo a las vigentes y haciendo presente al margen sus observaciones sobre lo que conviniese reformar de ellas. La medida era del todo insuficiente, por lo que la segunda resolución adoptada fue la formación de una «Instituta», a modo de la de Castilla, con anotación de las peculiaridades del «Derecho Navarro». Por último, habrían de eliminarse del Diccionario Geográfico los errores escritos sobre los fueros, la Diputación estaría obligada a conocer cuanto se practicase sobre el tema y el acuerdo habría de ponerse por «capítulo de instrucción». 

Éste fue el resultado de todas las negociaciones sobre la elaboración de un código de leyes. En el caso de la reforma criminal, fue la Monarquía quien se opuso por causa de la financiación de los costes a cargo de los pueblos y por las propias características especiales del cuerpo de seguridad, que lo hacía diferente a los demás territorios. La resolución contraria a la elaboración de un verdadero compendio legislativo vino de la propia asamblea y se debió a la complejidad del proyecto, a la urgencia por resolver otros muchos asuntos y a la oposición del Gobierno en algunos aspectos mencionados. 
De modo similar, tampoco se llevó a cabo la reforma de la enseñanza pública, desde la escuela hasta los estudios superiores, que incluía el establecimiento de una Universidad en Pamplona. Los debates sobre este último proyecto estuvieron muy presentes y se encuentran reflejados en varios autos de las Actas de Cortes. Este problema venía de lejos, como ya se ha mencionado, aunque cabe recordar que la Diputación había trabajado sobre ello desde octubre de 1814. En el plan se siguió como ejemplo el caso de las provincias vascas. Algunas medidas previas adoptadas tuvieron la finalidad de demandar a la Corona la rehabilitación de los clérigos regulares de la Compañía de Jesús y de los Colegios mayores que antes habían estado en activo. Por otro lado, una Real Orden de 1815 obligó a informar sobre las fundaciones religiosas que estuviesen al cargo de tareas educativas. En el fondo de este último comunicado existían razones económicas, porque la Hacienda Real se hallaba sin efectivo para sufragar la educación, por lo que los informes habrían de incluir el estado de las rentas y bienes de las mencionadas instituciones. Con este fin se envió la circular pertinente a los municipios navarros. Transcurrido bastante tiempo, en noviembre de 1818, el Consejo Real emitiría un informe sobre el establecimiento de la institución universitaria. La Diputación, por su parte, continuaba con las gestiones para que el proyecto llegase a buen término. Por lo tanto, el fracaso del establecimiento del centro universitario se debió sobre todo a problemas de financiación y de competencias entre ambos poderes
. 
El reconocimiento del derecho de vecindad a algunos habitantes del reino fue otra de las carencias de la asamblea. Una de las causas que más se oponían al desarrollo agrícola e industrial de Navarra era la dificultad de conseguir la naturalización, sobre todo en la zona montañosa del norte. Muchos individuos eran merecedores de vecindad por poseer casa propia o algún terreno, pero las diversas peticiones a los municipios donde habitaban no eran atendidas. La Comisión de Legislación juzgó que en el disfrute deberían incluirse a los residentes que, aunque no poseyesen vivienda propia, hubieran permanecido diez años en el término con hogar abierto, no importando que fuese alquilado. Deberían manifestar la intención de residir allí a perpetuidad, ya que ese era el principal fin de conseguir el derecho. Los legisladores hicieron una distinción para especificar la diferencia entre vecino del reino con casa propia o veinte robadas de tierra, que sería reconocido como «concejante» con disfrute de todos los derechos y obligaciones, y ciudadano que hubiesen residido durante el mencionado periodo, aunque sin casa propia. Sin embargo, la proposición de ley tampoco prosperó por falta de acuerdo y por la infinidad de asuntos que trató la asamblea del Sexenio
.
Sobre los protocolos en la vestimenta de los asistentes a Cortes y demás uniformes públicos, se suscitaron algunas cuestiones e intentos de reforma que tampoco dieron fruto. El virrey dirigió a la cámara una nota, en junio de 1817, en la que indicaba haber recibido la solicitud de su hijo, el mariscal de campo José María de Ezpeleta, para concurrir a la asamblea engalanado con traje militar. Los tres estados se opusieron, en función de Reales Decretos que declaraban contrafueros las disposiciones que habían permitido a los militares comparecer a la cámara con sus respectivos uniformes. Sólo les estaba autorizado asistir como vocales de Cortes con el traje de golilla, con una banda o faja distintiva sobre él. De este modo, habían comparecido anteriormente otros nobles como el duque de Granada de Ega o los mariscales de campo Manuel Eguía y Manuel Lapeña. Los representantes castrenses asistían por el brazo nobiliario y no en representación de su oficio como los eclesiásticos, quienes sí vestían traje diferente al de golilla. El propio marqués de las Amarillas, antiguo virrey, así lo había comunicado en 1801 a la Diputación, de parte del rey Carlos IV.

 Ante el desorden y confusión que se había generado con la indumentaria, también de los regidores y demás subalternos de la Justicia, se hacía del todo necesario reglamentar los uniformes de las autoridades del reino. Una comisión presentó un informe a las Cortes sobre la composición de los trajes de los estamentos militar y de universidades. Los encargados propusieron un traje negro que reuniese unas características específicas. Debía ser de capa corta, con calzón ajustado, con un lazo de cuatro hojas, media lisa. La ropilla de mangas, con ajuste y acuchilladas, de alto a bajo, desde el hombro hasta el codo, con cuatro aberturas por donde se descubriese el forro de tafetán blanco. La gola sería con otras cuatro hojas de rizo, confeccionada en tejido de muselina, blanca y lisa, y de media cuarta de anchura. Los vuelos habrían de ser de la misma materia, pero la mitad de anchos. La faja sería de tafetán blanco y llevaría borlas de plata. Los zapatos lucirían cuatro lazos, de igual número de hojas. El sombrero habría de ser redondo, con ala de media cuarta, con copa cilíndrica y portaría dos plumas blancas de un tercio. La espada, que completaría el atuendo, sería española.

Las instrucciones de uso del uniforme debían ser concretas. Sólo podría usarse en las convocatorias de Cortes, mientras los tres estamentos estuviesen reunidos. Tras la asamblea, los diputados tendrían autorización para vestirlo, con expresa prohibición de utilizar cualquier otro, incluido el manto en las reuniones oficiales. Algunos representantes públicos manifestaron el deseo de que el uniforme fuese austero, por lo que se contempló la posibilidad de portar plumas negras en vez de blancas en el sombrero. En vez de faja, podrían llevar una medalla de oro con las armas reales colgando de una cinta blanca. La vestimenta oficial debería haber comenzado a utilizarse desde el 6 de abril de 1817. 
En cuanto al traje que los miembros de Cortes deberían lucir fuera de las sesiones, se estableció que el de golilla no sufriría variaciones. El sombrero sería de media cuarta con pluma blanca, pero los síndicos, procuradores y secretarios habrían de portar pluma negra. La venera debería ser de oro o plata sobredorada, de tamaño de medio duro y de forma oval y tendría que ir colgando de una cinta roja, con alfileres amarillos. En el centro llevaría la imagen de san Francisco Javier y la orla estaría configurada por las cadenas. Además, debería portar la inscripción «voto en Cortes por tal Monasterio, Palacio, Ciudad ó Villa». Este distintivo podría usarse independiente del traje de golilla, de forma vitalicia en los tres estamentos. La salvedad sería que en los municipios sólo estarían autorizados a portarla, tras la celebración de Cortes, los cargos de república con más antigüedad
. 
La sanidad pública, otra de las asignaturas pendientes, a principios del siglo XIX había avanzado muy poco, tanto en el terreno de la prevención mediante los hábitos higiénicos como en la medicina curativa. Durante el periodo de celebración del congreso, se dio en el reino un problema sanitario que causó cierta alarma social. Sucedió en el pueblo de Igúzquiza, perteneciente a la merindad de Estella y cercano a esta localidad. Se expone este ejemplo, porque muestra de primera mano las condiciones en las que se encontraba la sanidad en la época. El caso se comenzó a debatir en el Ayuntamiento de Estella, en marzo de 1818, al tenerse conocimiento de que en el término descrito se estaba extendiendo una enfermedad epidémica muy perniciosa. Por ese motivo, se convocó al pleno municipal a los médicos, así como el cirujano del lugar afectado por el contagio. La intención de los presentes era formar un plan de prevención que atajase en lo posible la propagación del mal, que fue calificado como «calentura pútrida maligna con carácter contagioso». 
El plan de los doctores contemplaba la conveniencia de establecer dos habitaciones separadas con buena ventilación. Una estaría destinada a los enfermos que se hallaban en la fase más aguda de la enfermedad, la otra para los convalecientes. Al cargo de ambas estaría una enfermera o más si las circunstancias lo requiriesen. Las camas habrían de estar limpias, con la ropa blanca necesaria para atender a los enfermos y con las mudas que hiciesen falta. Los facultativos serían quienes considerasen la necesidad de cambiar las sábanas y de rigor se consideró que no adoleciesen de alimentos y medicinas los contagiados. 
Era necesario que se evitase el contacto con otras gentes del pueblo, incluso parientes. Una persona, hombre o mujer, sería la encargada de proveer de lo necesario a los enfermos, a poder ser sin que tuviese después relación con otros individuos. Algunas casas deberían ser evacuadas y enjabonadas, permaneciendo de forma necesaria con ventilación durante un periodo de tiempo. Tras el abandono forzoso de los hogares, serían remozados y pintados de blanco los cuartos. Si se diese la circunstancia negativa de que el mal arreciase, los vecinos acatarían la prohibición de sacar fuera del pueblo géneros comestibles de cualquier naturaleza. Por último, durante todo el año quedaba excluida la posibilidad de enterrar a nadie en la iglesia, siendo necesario que se diese sepultura a los cadáveres en el camposanto. Las fosas habrían de tener un mínimo de seis pies de profundidad. 

Estas fueron las medidas consideradas necesarias por la comisión, que dan idea de la precariedad de la sanidad en las primeras décadas del siglo XIX. El plan se comunicó a los encargados de la Justicia de Igúzquiza,  para que lo llevasen a efecto, y sería asimismo trasladado al regente del Consejo del Reino. Pocos días después, en una nueva sesión del Ayuntamiento de Estella, se anunciaron las noticias que comunicaba el protomédico del reino, quien se personaría junto a su escribiente por el término afectado, a fin de evaluar la magnitud y circunstancias concretas del mal. Acordó al llegar a Estella que el alcalde, junto a un médico y al cirujano que estaba asistiendo en el lugar afectado a los pacientes, le acompañen a la población contaminada para evaluar las condiciones y levantar la providencia pertinente. De apoyo, se nombró a otro galeno de conocedor del mal y residente en una población cercana. 

El protomédico visitó a todos los enfermos y a los convalecientes. El diagnóstico no fue muy grave «á excepcion de algun ligero entorpecimiento del sensorio en el mayor vigor o estado mas adelantado de ella [la enfermedad]». A pesar de haber fallecido cuatro personas al comienzo de la dolencia, las muertes se habrían debido a la falta de condiciones higiénicas de las familias afectadas, que carecían de un medio de vida digno y, en consecuencia, no practicaban el aseo personal mínimo. El sanitario determinó que habían comido carnes intoxicadas o putrefactas y que habían permanecido juntos y enfermos en una habitación muy estrecha, sin ventilación ni aseos. Los otros especialistas opinaron parecido: que la concurrencia de muchos mendigos casi desnudos, sólo vestidos con andrajos miserables impregnados de sus propios excrementos, expuestos a la intemperie y humedad, que activaba su fermentación, había sido letal. Se habían alojado en dos estancias reducidas, que un vecino del pueblo les proporcionaba para pernoctar por caridad, colocadas una sobre la otra y de una altura de nada más que de seis pies. Como resultado, se habían contagiado los «miasmas mefíticos» a los demás que iban allí a refugiarse.

Acto seguido los mendigos, al ir en busca de socorro por las casas, habrían propagado el mal por el pueblo. La epidemia había quedado controlada con la aplicación de algunas medidas básicas y unos simples vomitorios. Era necesario, no obstante, que las disposiciones acordadas se aplicasen con todo rigor con el fin de evitar un posible rebrote. En consecuencia, la vigilancia del protomédico debía ser estricta. Los doctores visitarían a los enfermos dos veces por semana y llevarían una anotación pormenorizada de las observaciones efectuadas. Sus salarios habrían de ser satisfechos entre todos los municipios del valle, del mismo modo que los gastos ocasionados por las gestiones del protomédico y del escribano acompañante, con dietas incluidas. El alcalde de Estella tendría que informar del cumplimiento de los acuerdos, por parte de las autoridades y vecinos de Igúzquiza. En caso de no realizarse así, se contempló el establecimiento de disposiciones más rigurosas. 

Las noticias que se dieron con el fin de no crear alarma social, así como las medidas adoptadas para atajar el brote, no lograron acallar del todo los rumores sobre la propagación de la enfermedad. Incluso se había difundido que, en Pamplona, se daban casos de peste. Las autoridades se dirigieron entonces al protomédico, quien debía informar sobre la veracidad de las noticias oficiosas, quien a su vez respondió a las Cortes días después, calmando la psicosis reinante sobre la epidemia. Dio a conocer que los accesos febriles experimentados por los pacientes en otros puntos del reino eran debidos a las dolencias habituales, según le costaba de los partes de los facultativos. Después, volvía a participar a las autoridades provinciales del seguimiento efectuado por los sanitarios, así como de la circunstancia favorable de la no propagación de la calentura por otros términos del reino. Añadió el hecho de tener previsto pasar en persona por Igúzquiza, para comprobar la evolución del mal. 
Estas informaciones eran algo contradictorias y estaban encaminadas a calmar los ánimos de la población. Después, el médico real comunicó que el brote estaba remitiendo y que desaparecería totalmente con la quema de los harapos de los contagiados. Creyó conveniente dar hospitalidad a los mendigos, proveyéndoles de camisas y de ropa limpia. Asimismo, aconsejaba impedir que se alojasen tantos juntos y estimaba que se debía aislarlos o recluirlos. Añadió que por causa de la falta de higiene y hacinamiento solía originarse el conocido como mal del tifus, causante de muchos estragos y consistente en unas fiebres pútrido-nerviosas habituales en las cárceles, hospitales y en el Ejército. Relacionó este mal con la peste experimentada en España en 1804, que había propiciado el estudio de la sintomatología en la villa de Hernani y otras localidades colindantes. La difusión de la epidemia había sido especialmente intensa en los lugares de tránsito de los emigrantes castellanos, obligados a expatriarse por el hambre y penuria que asolaba entonces a Castilla. El protomédico había elaborado, por aquellas fechas, un informe sobre cómo combatir la enfermedad e informó después detalladamente a los asamblearios y demás autoridades del reino sobre todo ello. Por lo tanto, los representantes forales tuvieron conocimiento de que las fiebres de Igúzquiza no eran de las más peligrosas. Estuvieron también pendientes de las gestiones realizadas para atajar otros brotes, que se estaban padeciendo en diversos lugares de la geografía navarra
. 

El caso expuesto muestra las condiciones higiénicas de la época entre algunos sectores de la población, sobre todo del tercer estamento. Da idea de los muchos avances que se necesitaban en la sanidad, aunque informa de otros a pesar de que fuesen parcos. Las Cortes apenas se ocuparon de la salud pública, salvo en los casos mencionados en el apartado anterior. Cabe recordar las ordenanzas comerciales sobre higiene en el despacho de artículos comestibles o algunas  de las medidas dirigidas hacia los más desfavorecidos. Durante la celebración del congreso hubo asuntos más urgentes que solucionar y tampoco éste era una de las prioridades, aunque causase cierta preocupación. Aun y todo, la necesidad de mejora era perentoria y en los escritos que se recibieron en la ratonera se solían incluir peticiones insólitas para aquel tiempo. Una de ellas fue la solicitud de la vacunación preventiva contra algunas enfermedades peligrosas, lo que informa de la existencia de individuos conscientes del problema. 

4. Alcance y repercusiones de la legislación. 
Las Cortes de 1817-18 se dilataron en el tiempo por la cuantía de la contribución y el modo de recaudarla, pero estuvieron presentes otras negociaciones de vital importancia. Los asamblearios habrían decidido retrasar el acuerdo final, más o menos deliberadamente, por todas las cuestiones expuestas. El virrey, también capitán general del reino, se hallaba sin fondos para sufragar las actividades militares. De hecho, se quejó a los tres estados a mediados de julio de 1818, por no haber recibido las mensualidades acordadas como anticipo. Ezpeleta amenazó a los estamentos con adoptar una medida ilegal, que no era otra sino ordenar un repartimiento contra los pueblos, deducible del monto contributivo final. El ultimátum era una forma de presión para que el congreso aceptase definitivamente la aprobación de la ley contributiva, porque tenía la determinación de clausurar las Cortes el 27 de julio. A su vez, estaba lógicamente presionado por el Gobierno y la Monarquía, quienes llevaban más de un año y medio esperando la resolución del cónclave.
Los asamblearios respondieron a Ezpeleta que no sería posible concluir en esa fecha, al quedar por resolver asuntos pendientes de gran importancia. Sin embargo,  pensaban poner a votación el pedimento de ley del donativo para el día 20 de julio y añadían que podrían quedar clausuradas las sesiones a mediados del mes de agosto. La réplica del virrey no se hizo esperar y accedía al cierre del solio para el día 14 de este último mes, siempre y cuando recibiese un adelanto para sufragar los gastos de la tropa. Deberían entregarse los días 1, 10 y 20 de agosto los doscientos cincuenta mil reales que habrían de cubrir los costes del Ejército. Las Cortes contestaron que intentarían satisfacer sus necesidades, a la vez que informaban de haber presentado ya la demanda para la aprobación de la cuota. Como se observa, la tensión que fue la tónica habitual durante el congreso se mantuvo hasta el final, porque aún quedaban por aprobarse las dos últimas disposiciones que estipularon la cuantía y el método de reparto (leyes 112 y 113, respectivamente), las más importantes para la Corona. El virrey ya había perdido la paciencia y dentro de la asamblea tampoco las cosas estaban más calmadas
. 
Entre los meses de junio y julio de 1818, se produjo el incidente que se ha mencionado al principio de este trabajo. El síndico de Arguedas y capitán retirado, Lorenzo Gomeza, estaba enviando correspondencia secreta al ministro Ramón García de Lleopart de las votaciones y otros detalles debatidos respecto al cambio de las aduanas. Se expulsó del cónclave a este miembro, sin darle oportunidad a recurrir la orden, porque informaba con todo detalle a Madrid de los pasos dados por los tres estados y, consecuentemente, por haber violado el juramento de secreto. Además, había aparecido un escrito en la ratonera que era atribuible al de Arguedas, por lo que se le citó después de que una junta examinase el panfleto y determinase que coincidía con su letra. No compareció en la primera de las dos ocasiones en que se le citó, pero finalmente lo hizo a mediados de julio de 1818 —en la fase final de la convocatoria—, negando la autoría del mismo. Sin embargo, la comisión investigadora aseguró que era obra suya, como se demostró después al confesar en Madrid que era de su puño y letra. El castigo que recibió de los tres estados no sólo afectó a su cargo, sino que se dio orden de confiscar sus bienes. 

Tiempo después de finalizar el cónclave, en diciembre de 1818, la Diputación daría de nuevo repaso al expediente promovido por el encausado. El problema estribaba en que Fernando VII había considerado que tenía derecho a defenderse y que había sido sancionado sin haberse celebrado recurso. No era extraño que el Monarca abogase por este miembro de las universidades que había hecho de confidente del Gobierno y de la Corona. Por lo tanto, desde Madrid no sólo no consideraban que hubiese infringido el juramento de secreto, sino le estaban agradecidos. Fernando VII llegó a puntualizar que él era la máxima autoridad de las Cortes del reino, que tenía la facultad de convocarlas y de disolverlas, así como de obrar cuantas modificaciones estimase oportuno en el transcurso de ellas. En consecuencia, nada debía permanecer oculto a los ojos de la Monarquía, por lo que no sólo no sancionaba su conducta, sino que incluso le parecía loable. Añadió que la pena impuesta había sido desproporcionada, carecía de Justicia y se declaraba nula «pues que en escribir dicha carta hizo un servicio a la Corona, a la Nación y a la Navarra». El Rey decidió finalmente rehabilitarle en el cargo, por Carta Orden del 8 de noviembre de 1818. 

Los diputados de momento se limitarían a acusar recibo, sin promover ningún trámite legal que se le opusiese a modo de contrafuero, a pesar de que la rehabilitación tenía que haberse decretado desde Madrid por Real Decreto. Después, la Diputación abriría una investigación sobre otro correo interceptado que había ido dirigido desde Madrid al representante Gomeza, lo que evidencia aún más los espionajes. La correspondencia de las autoridades forales con el síndico del reino en la Corte, por ejemplo, manifestaba a las claras el desagrado de la medida, a la vez que informaba de algunos pasos interesantes del proceso. El licenciado añadía haberse entrevistado con el ministro de Hacienda, a mediados de diciembre de 1818, quien le transmitió que «G [Garay]» era quien había firmado el expediente del caso contra los tres estados de Navarra. Éste habría informado a su vez al Monarca de todos los detalles y, por lo tanto, el letrado del reino lo hacía responsable de lo último sucedido. 
La «veintena» de la villa de Arguedas, por su parte, puntualizaría días después que no se habían secuestrado las posesiones del encausado, tal como éste afirmaba, a pesar de que las Cortes así lo habían contemplado por causa de su conducta. Sólo había tenido que abonar ochenta y cinco robos de trigo, no por esta causa sino por impuestos municipales destinados a sufragar la construcción de una presa y otras obras públicas. Los ediles avisaban a los diputados de este dato concreto, con el fin de que Gomeza no lo utilizase como un argumento a su favor. Además habría utilizado otras falsedades, porque los estamentos habían informado a la villa de lo sucedido después de su expulsión, sin autorizar a su veintena a que nombrara otro diputado a Cortes como Gomeza afirmaba. 

Tiempo después, en febrero de 1819, la Diputación intercambiaría correspondencia sobre el caso con el síndico Florencio García, quien seguía informando desde Madrid de todos los trámites. El problema residía entonces en un informe certificado que se le había enviado desde Pamplona y se había perdido, ya que en él figuraba la exposición que había de hacerse al Monarca sobre el caso. Los diputados reclamaron a la Administración de Correos el «extravío». Los responsables respondieron que constaba el resguardo, pero que se había enviado primero a Vitoria, como era norma, y esta circunstancia podría justificar la tardanza que ya era de casi un mes.

Los diputados no se darían por vencidos e incidirían en la ilegalidad de todo el proceso. También habrían de destacar la falta de formalidad jurídica, insistiendo en que mandatos de este tipo tenían que venir firmados del puño y letra del Monarca y no como una simple Carta Orden emitida por el secretario de Estado y Hacienda. Las leyes del reino y el reglamento interno de las Cortes eran claros: todo miembro estaba obligado a juramento de secreto, que en caso de violarse acarreaba la expulsión de por vida de la asamblea. Como se puede recordar, antes de abrirse el solio inaugural se leían los votos de silencio y las penas que acarreaba la violación de los mismos. Por todo ello, los tres estados habían insistido en los aspectos legales de la providencia, en julio de 1818, y Ezpeleta no les había replicado. Así las cosas, en marzo de 1819 la Diputación no reconocía el fallo emitido a favor de Gomeza, mientras que se le continuaba acusando de haber faltado a la verdad y haber utilizado falsedades para estimular los favores del Soberano.
El órgano foral consideró que los trámites realizados por los tres estados habían sido los correctos, porque habían comunicado de inmediato al virrey cuanto había sucedido. Éste, por el contrario, habría afirmado extraoficialmente que los asamblearios carecían de facultades para expulsarlo del cónclave, aunque calificó el comportamiento del de Arguedas como de «la mayor gravedad e importancia». Como representante del Monarca había autorizado de hecho la suspensión de Gomeza, aunque reconociendo su derecho a reclamar a los tribunales. Por lo tanto, a fe de los diputados no tenía sentido que el proceso en su contra se echase atrás y, de ser así, debería antes el encausado demostrar su inocencia ante la Justicia. Gomeza no estaba dispuesto a ello y sus empeños provocaron otra solicitud a la Corona para que fuese recibido en audiencia. Las autoridades forales   demandarían que el tribunal militar de la Capitanía de Navarra juzgase al encausado, tal y como estipulaba la ley por su condición de capitán retirado
. 

De vuelta a las Cortes, todavía en los últimos días de julio y primeros de agosto de 1818 la actividad fue muy intensa. Por ejemplo, se admitió la publicación de once leyes, mientras que por otro lado se sucedían las réplicas sobre el donativo. También se aprobó una norma referente a la moneda extranjera, que no podría circular en adelante sino a precios «convencionales» o no determinados previamente, sino fijados de mutuo acuerdo entre los interesados en el momento de la transacción (ley 89). Sin embargo, tiempo después el Monarca obligaría a aceptar en Navarra la Real Cédula de 10 de noviembre de 1818, expedida por el Consejo de Hacienda, que regulaba el uso y valor de la moneda francesa. Este hecho traería un nuevo conflicto entre ambas administraciones, porque los diputados recordarían otra ley aprobada por las Cortes, la que autorizó durante 1818 a exportar a Francia escudos de tres libras (ley 106). Opinaron entonces las autoridades del reino que la asunción de la Cédula traería graves perjuicios, porque ésta daba un valor al dinero francés que no se correspondía con la realidad. 
Bastante tiempo después de finalizado el cónclave, Beltrán Fitero, natural de San Jean de Pie de Port, solicitaría extraer a Francia el montante de cien mil reales de la moneda de cobre conocida como «groses». El órgano foral le concedía la autorización, de acuerdo con la ley aprobada que regulaba el calendario para estas transacciones monetarias y que había estipulado que se acuñasen treinta mil ducados en groses, medios groses, maravedís y cornados (ley 86). Tras muchos problemas para le ejecución de las piezas, vendrían las reclamaciones por la baja calidad y los defectos de forma. Llegó hasta tal punto el caso que hubo que suspender la acuñación de los groses
 . 
Durante el último periodo de la asamblea se deliberó sobre los transportes de bagajes y se nombró una junta para estudiar el proyecto de ley sobre el comercio. El 11 de agosto de 1818, se trasladaron los presidentes de los tres brazos al palacio del virrey, como era habitual, para llevarle el pedimento de otras dieciséis disposiciones. Al día siguiente, Ezpeleta envió la respuesta a la solicitud de otras veintiséis leyes y contrafueros, de las que ordenó se retirasen de su publicación más de las dos terceras partes. Quedó en esa misma jornada acordado que la Diputación asistiría a las corridas de toros, al haberse denegado el auto que lo prohibía anteriormente. 
La convocatoria concluyó definitivamente, sin más incidentes dignos de consideración, el 14 de agosto de 1818. Antes del acto final, una delegación de los tres estados se trasladó al palacio de Ezpeleta en varios carruajes. Una vez allí, recogieron al virrey y se dirigieron a la Sala Graciosa de la Catedral de Pamplona para realizar el protocolo que daría fin al congreso. Con el juramento del virrey concluyó la asamblea que se había inaugurado el 2 de enero de 1817, en total un año y más de siete meses de convocatoria. Ezpeleta juró sobre la señal de la cruz y los Evangelios con la ceremonia acostumbrada, que le obligaba a respetar los fueros, leyes, usos y costumbres del reino
 .
Aunque las Cortes se hubiesen clausurado de forma oficial, aún quedaba por hacerse la publicación de la «Patente General de las leyes y agravios reparados», por lo que algunas actividades continuaron hasta el 28 de agosto. Ésta era la forma de que se conociesen y fuesen respetados y cumplidos los nuevos acuerdos en todo el territorio de Navarra. Las disposiciones se expondrían en las calles y puestos habituales de las cabezas de merindad. El testimonio debía ser ratificado por cada una de las autoridades competentes de las cinco ciudades más importantes del reino: Pamplona, Estella, Tudela, Sangüesa y Olite. Quien no cumpliese las normas recién establecidas tendría que dar la satisfacción correspondiente a la Justicia. Estos últimos trámites no se verían totalmente concluidos hasta mayo de 1819, lo que da idea de la lentitud de la Administración 
 . 
Casi al final de la convocatoria, las Cortes habían realizado la elección de los diputados que formarían la próxima Diputación. En este caso se votaba por pluralidad de votos y no por estamentos. Salieron nombrados, por el brazo eclesiástico Benito Huarte, abad del monasterio de Marcilla; por el militar, Joaquín Mencos, conde de Guendulain; y por el de las universidades: Francisco Argaiz y los síndicos de los Arcos, Fausto Galdeano, y de Cintruénigo, Pedro Clemente Ligués. Al día siguiente se designaron los suplentes y se leyó el informe que reflejaba la transmisión de los «Reales Poderes». Este requisito era necesario, porque para hacer uso de sus facultades debían antes recibir la pertinente autorización de los estamentos. Se dieron a conocer las Instrucciones y después los congresistas votaron y aprobaron todos los puntos. El órgano foral, como era de rigor, habría de velar por el cumplimiento de las disposiciones emanadas de los tres estados. Antes de tomar partido respecto a las medidas a adoptar en el futuro, los diputados deberían escuchar el consejo de los consultores
.
Por lo tanto, los representantes tendrían que tramitar los diferentes asuntos legislativos del reino, desde la disolución de las Cortes hasta la convocatoria de las venideras. Debían gestionar los contrafueros contra las medidas adoptadas por el Gobierno que fuesen contrarios a la normativa estipulada en los diferentes acuerdos de los tres estados. Recibieron asimismo el encargo de defender a Navarra de las posibles agresiones contra el régimen foral. En consecuencia, la protección de las leyes del reino era cuestión prioritaria, así como brindar amparo a cualquier dignidad; «prelado clérigo, iglesia, caballero, gentil hombre, hijodalgo…» Los diputados estaban también obligados a tramitar con diligencia los recursos ante los diferentes ministerios, así como a enviar correos o incluso representantes a las Cortes nacionales , en caso de haberlas, siempre que se estimase oportuno y tras escuchar el dictamen de los síndicos. Como ya se ha mencionado, Fernando VII había prometido con anterioridad por Real Decreto (4 de mayo de 1814), que habrían de celebrarse en España. Este hecho no llegaría a producirse durante todo el Sexenio, debido a una causa u otra. 
Las Instrucciones dejadas a la Diputación constaban de ciento veintiún apartados. Aunque no informan de la labor de las Cortes, en su sentido estricto, sí son un referente de importancia para conocer algunas de las preocupaciones inminentes de los gobernantes navarros y las facultades de los diputados. Los temas que figuran en la disposición son variados y uno de los más importantes era la conservación de los fueros y acuerdos de las leyes emanadas de las Cortes. Otros hacían referencia a los posibles casos de corrupción de jueces u otros oficios, que por lo que se desprende en la época eran abundantes. Las mejoras sociales apenas estaban contempladas, salvo en lo que se refería a las quejas de los pueblos y personas particulares ante vejaciones. También aparecen las medidas a adoptar por excesos de la tropa, tanto en ciudades como en los puertos de montaña donde exigían contribuciones a arrieros y trajineros. 
Figuran disposiciones que afectaban a la propia Diputación, en cuanto a sus competencias y atribuciones. No faltan los puntos en los que se reflejan aspectos de tipo protocolario y diplomático, donde se tratan asuntos relativos a recibimientos de personas reales, besamanos, etc. La configuración de archivos documentales y administrativos ocupan otros apartados y hubo algunas instrucciones sobre industrias artesanales de seda, lienzos y paños y otros asuntos económicos de índole agropecuaria. Por último, no hay que olvidar que debían renovarse las listas de fuegos o padrones porque las anteriores eran inexactas y se requería una actualización que sirviese para los repartos contributivos
.

En resumen, las disposiciones dejadas por las Cortes a la Diputación eran en general de carácter legislativo y sobre la Administración foral, por lo que sólo se resaltan las más importantes y que guardan relación con este trabajo. Se centraban sobre todo en preservar los avances del reino en materia de leyes y de contrafueros y en las relaciones entre las instituciones de Navarra y el Estado. Aparecen asimismo algunos asuntos dispersos de carácter económico, como el fomento de las industrias textiles, la recopilación de proyectos útiles a entregar en la próxima convocatoria y la atención a las obras públicas. Por el contrario, eran muy pocos los asuntos que se ocupasen de continuar con las mejoras sociales del conjunto de la población, salvo en lo que se refiere al sostén y creación de nuevos hospicios y la ayuda a los presos de la cárcel de Pamplona. 
Respecto al fomento de la cultura, aparecen reflejadas muy pocas reseñas, como la que contemplaba proteger a los jóvenes que sobresaliesen en el campo de las artes o las letras. Esta instrucción se completó con la que dispuso premiar honoríficamente a los maestros de cualquier facultad que sobresaliesen en sus enseñanzas, así como a los discípulos aventajados. En cuanto a la reforma de la educación, se decidió que fuese la siguiente asamblea quien se ocupase del caso por su envergadura y por carecer la Diputación de la facultad legislativa. Previamente, se habría de facilitar la recopilación de todos los datos e informes que pudieran llevar al buen término de la organización de la enseñanza. La única salvedad contemplada era la urgencia en solicitar a Fernando VII la ley sobre la Universidad de Navarra
Por lo tanto, las Instrucciones reflejan con claridad la verdadera función de la Diputación, que era sin lugar a dudas la consolidación de la estructura político-económica de Navarra a través de sus instituciones y el mantenimiento de un equilibrio entre los poderes del Estado monárquico y del reino. El documento dejado por las Cortes suponía el continuismo de la misma línea reformista, dentro de la coyuntura y estructuras organizativas del Antiguo Régimen. Por ello, sólo se pretendía proseguir con la defensa del régimen foral, mediante la resolución de los contrafueros que contemplasen la reparación de posibles agravios, y con la labor de intentar atajar la penosa situación financiera. 

Una vez que se han visto la obra legislativa de la asamblea, los problemas que se suscitaron durante la celebración de la misma y las instrucciones que dejaron los estamentos a la Diputación entrante, se puede valorar con mayor acierto el alcance y repercusiones de las penúltimas Cortes del Reino de Navarra. Los tres estamentos utilizaron la aprobación del donativo y el sistema fiscal para recaudarlo como moneda de cambio, a la hora de conseguir la derogación de los Decretos no sancionados en el reino. No era nada nuevo, puesto que así lo contemplaba la legislación y así había sucedido en las anteriores convocatorias. Como consecuencia de las tensas negociaciones con el Gobierno y la presión de parte del virrey para la aprobación definitiva de la cuota, las sesiones se prolongaron mucho más tiempo del que Fernando VII habría deseado. Este inconveniente se subsanó con la entrega, a descontar del importe final de la contribución, de varios adelantos pecuniarios. Entretanto, se habían sucedido las disputas y tensiones alrededor del traslado de los puestos aduaneros. Además, la Corona quiso imponer el servicio militar obligatorio, cuya obligatoriedad terminó canjeándose por una determinada suma de dinero. 

A pesar de todos los inconvenientes y observaciones que se han ido reflejando a lo largo de este capítulo, las Cortes realizaron su labor legisladora que, aunque insuficiente y adoleciendo de carencias imposibles de solventar bajo el Antiguo Régimen, fue casi sin lugar a dudas una de la más fructíferas de la Historia del Reino. Se aprobaron ciento trece medidas de toda índole, de las que se han destacado las más importantes o que más trascendencia encierran dentro del periodo histórico a estudio. Las principales gestiones se centraron en la derogación de los Reales Decretos anteriores y en el donativo o contribución pactada con la Monarquía. Respecto a los primeros, no habían obtenido el «pase foral», o visto bueno de la Diputación, ni habían sido sancionados por los tres estados. Hay que tener en cuenta que casi la cuarta parte de las leyes aprobadas fueron derogaciones. En cuanto a la contribución, se alargó el consentimiento del monto definitivo y la forma de recaudarlo de forma más o menos intencionada, provocando la intensa presión de la Administración central hasta la sanción de la ley. No hay que menospreciar las reformas jurídicas, económicas y sociales, aunque siempre teniendo en cuanta su aplicación previa en el resto de España. Estuvieron muy presentes las complicadas negociaciones en torno a las aduanas, que finalmente no se trasladaron, al igual que había sucedido en ocasiones anteriores, pero que volvieron a evidenciar con mayor intensidad la disparidad de intereses de la sociedad navarra. 
El resultado de la convocatoria tuvo un claro componente aperturista y liberalizador en la mayoría de los casos, aunque con importantes limitaciones dada la rígida estructura social y administrativa de la época. A pesar de todo lo positivo que se habría conseguido, el balance final del cónclave dejó una sensación de malestar en prácticamente todos los asamblearios. Se debió a la elevada cifra económica de la contribución, en relación con los esfuerzos bélicos anteriores y a lo padecido por los navarros, a los plazos de abono, al peligro que suponía que las cuotas la fuesen convirtiendo en un impuesto periódico, etc. En contraposición, los resultados que se lograron respecto del afianzamiento del régimen foral fueron pobres. 

Por ejemplo, aunque los intentos del Monarca  y del Gobierno por minar el sistema navarro no consiguieron suprimir las barreras interiores, sí se plasmarían en la obligatoriedad de entregar una determinada cantidad de peculio como exención del servicio al Ejército. La reforma hacendística nacional tampoco tuvo éxito, mientras que el déficit en las arcas del Estado alcanzaba niveles alarmantes, la ineficacia ministerial era la tónica y, en consecuencia, el malestar de los ciudadanos iba aumentando. Todo ello se dio en un clima de enfrentamiento con el reino casi constante, mientras que la necesidad acuciante de efectivo desgastaba los resortes de la Administración estatal, sumida a su vez en la corrupción y la burocracia.
Las Cortes de 1817-1818 pueden calificarse de reformistas, sin pretender ver en las disposiciones cambios que puedan ser tachados de liberales, como han hecho algunos investigadores. Desde la perspectiva de la fase final del absolutismo ilustrado sí que se lograron algunos avances importantes en diferentes terrenos, aunque tarde, ya que no pocas de las innovaciones ya habían entrado en vigor en España. Tal es el caso de la abolición de la tortura o la regulación de las sociedades gremiales, que por la lentitud del funcionamiento del sistema político entre ambos poderes y por la propia cerrazón estamental del reino, se retardaron mucho respecto al Estado. Por lo tanto, la originalidad de las medidas debe ser tomada con mucha cautela y no ha de ser magnificada como se ha hecho. En consecuencia, la tesis de algunos historiadores que relaciona el programa aprobado por las Cortes del Sexenio con el origen del liberalismo en Navarra no sólo no está demostrada, sino que parece derrumbarse. 
Un hecho incuestionable es el carácter reformista y liberalizador de las leyes, propiciado sobre todo por un sector heterogéneo desvinculado de la naturaleza estamental, agrupado en función de sus propios intereses. En este grupo social hubo representantes de los tres estados: alto clero, nobleza militar y universidades. Allí tenían cabida algunos terratenientes, incluidos los abades de algunos monasterios, los industriales textiles y de otras manufacturas y parte de los comerciantes. Éstos conformarían de forma clara, dos décadas después y a consecuencia de la primera guerra Carlista, la burguesía navarra y el movimiento liberal. Sin embargo, la reforma de la asamblea respondió más a necesidades económicas y políticas, debidas a la coyuntura de posguerra, que a la aplicación de un plan o ideología concreta. 
Por todo ello, presuponer que la obra legislativa respondió a la acción del liberalismo, significaría aceptar que existió una conciencia colectiva organizada con una voluntad de cambio definida. En Navarra, dar por sentados estos planteamientos para aquella época resulta del todo anacrónico, por lo prematuro del fenómeno y por la simplificación de los argumentos. Por otro lado, el propio funcionamiento interno de las Cortes impedía cualquier resolución realmente novedosa, ya que no se votaba nominalmente por pluralidad de votos, como ya se ha indicado. Muy al contrario, cada estamento deliberaba por separado, mientras que era imprescindible la conformidad de los tres para elevar una petición de ley. Además, tras el examen de toda la documentación que ha servido para la realización de esta tesis doctoral, no se ha encontrado ninguna prueba concluyente al respecto. Ello no quiere decir que se deba afirmar que la mentalidad liberal fuese inexistente, ya que es evidente el conocimiento de las ideas constitucionalistas por parte de la población, sobre todo la más ilustrada. 
Por el contrario, la celebración de las penúltimas Cortes estamentales evidenció precisamente la fecha de caducidad del sistema navarro, dentro del inicio del ciclo evolutivo del liberalismo convulsivo internacional. La violencia y la duración del fenómeno, que fueron características de los estados europeos del sur y del este, en el caso español se habían originado desde la guerra de la Convención, por la introducción de las ideas revolucionarias francesas y por la propia amenaza del conflicto. A su vez, Navarra reunía todos los ingredientes requeridos en el proceso: atraso estructural pero producción interna elevada, conocimiento del constitucionalismo por el contacto con Francia e Inglaterra, situación fronteriza, territorio limítrofe entre España y Francia, orografía compleja y muy dispar localización geográfica de las actividades. 
En consecuencia, el caso navarro fue un claro y peculiar ejemplo del proceso de transformación de las estructuras políticas y sociales, pero en sentido involutivo y a pesar del reformismo del Sexenio. Estuvieron presentes todos los elementos necesarios para que la crisis del Antiguo Régimen comenzase a producirse, aunque la balanza se iría inclinando del lado opuesto del constitucionalismo. Prueba de ello serían las guerras Realista y Carlistas, en las que sí se produciría la verdadera crisis social y la polarización entre régimen liberal y tradicionalismo monárquico, predominando el segundo, al menos hasta la pérdida definitiva de la condición de reino. En las Cortes de 1817-1818 se evidenció, por así decirlo, el germen de la discordia, pero no llegó a desatarse en sus peores consecuencias, aunque no le restaba mucho tiempo para que la fractura social se produjese.
La diversidad y la complejidad de las relaciones políticas, económicas y sociales de aquel tiempo impiden determinar con exactitud el límite de algunos parámetros, a la hora de establecer las motivaciones concretas de cada estrato de la sociedad. Es quizá el punto más difícil, ya que las demandas de los ciudadanos eran muy dispares, en función a su vez de la localización geográfica y de las actividades económicas. Sin embargo, la explicación general del fenómeno de «modernización del Mundo Contemporáneo» tampoco es lineal o cerrada, del mismo modo que la visión de materialismo histórico. Estos métodos interpretativos siempre inciden en lo mismo, entre otras cosas, en la pluralidad de intereses interconectados y la dificultad de establecer conexiones concretas, ya que las barreras estamentales se iban difuminando. Con todo, para Navarra parece correcta la identificación de la población ganadera del norte con el sistema foral, mientras que las poblaciones del sur y la zona media, más proclives al traslado de las aduanas, habrían defendido con menos intensidad las prerrogativas integrales del reino. Por lo tanto, Fueros y supresión de aduanas interiores eran dos conceptos irreconciliables. A partir de la concesión del traslado a la Monarquía, comenzaría a derrumbarse la estructura institucional. 

Las penúltimas Cortes estamentales realizaron un gran esfuerzo por adecuar el método organizativo a las necesidades de aquel tiempo. A pesar de ello, las propias contradicciones del reino por su atraso estructural, la coyuntura violenta del periodo y la incompatibilidad de los intereses con los del Estado —sobre todo cuando éste se inclinaba después hacia el constitucionalismo—, habrían de provocar que gran parte de la población de Navarra se polarizase en dos posturas muy diferentes: la tradicionalista y la liberal. Este hecho se daría en el Trienio y, por lo tanto, la asamblea de 1817-1818 sólo marcó el preludio de forma soterrada. Así quedaría definitivamente demostrado cuando las barreras comerciales se abolieron en Navarra en 1841, por el convenio conocido como Ley Paccionada. Esta circunstancia obedeció al Pacto de Vergara, que dio final a la primera guerra Carlista, quedando en esta confrontación al desnudo la alianza del Derecho foral con el absolutismo monárquico tradicionalista. Sin embargo, esta connivencia no era puramente ideológica sino que respondía a intereses concretos, que se irán analizando en mayor profundidad.   

El clero navarro, sobre todo el rural, luchó en estos conflictos del largo ciclo liberal en contra del constitucionalismo, porque chocaba frontalmente contra sus intereses económicos y pretendía poner en marcha desamortizaciones. La Iglesia vería reducidos su poder e influencia en la sociedad en general, en concreto sobre el pueblo llano, si su ideología era atacada y puesta en entredicho. La nobleza militar, por su parte, reunía a un heterogéneo grupo que ya no respondía al parámetro clásico estamental. Había ido evolucionado porque las distancias entre un sector de nobles y el grupo más enriquecido de los industriales, comerciantes, y autoridades  municipales se difuminaban. De hecho, el estamento nobiliario ocupaba en ocasiones cargos municipales, como aparece reflejado de forma reiterada en las Actas de Sesiones de la ciudad de Estella, por ejemplo. 

Tanto un sector nobiliario como otro de las clases pudientes de las ciudades, relacionados ambos con actividades industriales y de comercio, lucharían en Navarra en contra del tradicionalismo. Éstos se habían agrupado en torno a los sectores descontentos del Ejército, incluido Espoz y Mina, quienes tomaron parte activa en la revolución militar de 1820 y mantendrían a los gobiernos liberales que mediaron entre el Trienio y las dos Regencias de Isabel II. Por el contrario, la aristocracia latifundista con mayor raigambre y el clero rural, sobre todo, se posicionarían claramente en el polo opuesto, ya que la consolidación del constitucionalismo habría de provocar la definitiva pérdida de su posición privilegiada. Al derrocarse las estructuras estamentales del Antiguo Régimen, tanto la Iglesia como la alta nobleza se verían expuestas, no sólo a impagos de impuestos sino a posibles desamortizaciones. 
No pocos agricultores se situarían frente al liberalismo.  El porqué de este vínculo no tiene sólo una explicación de mentalidades, sino que responde en el caso de los campesinos a la defensa de las tierras en propiedad, a evitar nuevas ventas de comunales y a frenar el aumento de las rentas propiciado por la liberalización comercial. Similar caso ya había acontecido durante la invasión francesa, contra las tropas de Bonaparte, aunque las connotaciones no sean idénticas ni mucho menos. En Navarra, hay que tener en cuenta el porcentaje medio-elevado de propietarios de pequeñas parcelas de tierra. La connivencia con el clero, sobre todo en los medios rurales, fue más que manifiesta en ambos enfrentamientos, aunque los intereses no fuesen los mismos.

El sector más progresista, que en 1834 ya casi podría calificarse de liberal, residía en las ciudades. Allí era donde se asentaba la poca industria existente, todavía mayormente sujeta a producción artesanal, y encontraban lugar las principales actividades comerciales. Por lo tanto, es imprescindible diferenciar, dentro del contexto concreto de la época y de la región geográfica e histórica, entre liberalismo y reformismo. En Navarra, para 1817-18 no se puede aplicar todavía la primera fórmula, mientras que la segunda es mucho más correcta. 
Por otro lado, hay que tener presente otro de los condicionantes principales que explican la defensa del régimen navarro estamental: el contributivo. El aporte de Navarra en relación a otras provincias españolas era menor y con respecto a Castilla sensiblemente inferior. Como contrapartida, se derivaban algunos gastos extras: los militares y los costes de construcción y mantenimiento de las vías de comunicación y otras obras públicas. El saldo de balanza comercial global era desfavorable al reino, pero se equilibraba en parte gracias al contrabando. Teniendo en cuenta el último inconveniente, propiciado sobre todo por la existencia de barreras aduaneras interiores, ¿cuál era el cómputo final? Pues bien, aunque los estudios de Historia económica de Navarra del siglo XIX han arrojado alguna luz al respecto, aún faltan investigaciones más exhaustivas. A pesar de ello, se puede afirmar que en conjunto resultaba ventajoso, pero las circunstancias acaecidas en las últimas décadas habían empeorado mucho la situación. El régimen foral ya no resultaba tan propicio económicamente, favorecía los intereses de los individuos más privilegiados y ya no se adecuaba a las nuevas circunstancias de la época. En consecuencia, el desmembramiento del régimen de los fueros, al menos en su esencia estamental, sería inminente. 
 Para concluir este apartado y capítulo, después de examinar las fuentes disponibles parecen claras las verdaderas motivaciones que llevaban a las autoridades navarras a defender a ultranza el sistema foral: las ventajas económicas y políticas, quizá por este orden. Para defenderlas, se amparaban en el Fuero General y en las leyes del reino, aprobadas por las anteriores asambleas y cifradas en la Nueva Recopilación. En esencia la estructura política se basaba en la condición de pacto mutuo o acuerdo político-económico con el Estado monárquico y centralista. Había sido así desde la integración de Navarra a Castilla y la consiguiente unificación de los reinos peninsulares. De este modo, fue el último que logró perdurar, sin Rey propio, asumiendo la regencia de otra Monarquía ajena, por otro lado algo muy habitual en su Historia medieval. Se acomodó a la dependencia y fue evolucionando hasta el Sexenio, pero sin perder sus características especiales más significativas. 
Se pueden resumir en la capacidad legislativa de las Cortes estamentales, con el Rey, ya que sancionaba las leyes, y en la libertad de determinar la cuota contributiva a la Corona. Del otro lado, el Monarca debía jurar el respeto y salvaguarda de los fueros y los Decretos Reales necesitaban ser reconocidos por los tres estados. De esta situación se derivaban no pocos enfrentamientos y agresiones, sobre todo de parte del Estado, como la imposición bajo el reinado de Carlos IV de la legislación estatal sin la aprobación pertinente. A pesar de los inconvenientes, mediante estos acuerdos el reino foral mantenía una autonomía nada desdeñable dentro de la dependencia, en comparación con otros territorios. Pero la situación se venía haciendo cada vez más difícil y compleja desde finales del S. XVIII, terminando por estallar durante el Trienio Constitucional con la guerra Realista. 
Sin ánimo de precipitar conclusiones antes de abordar el siguiente y último capítulo, cabe apuntar que durante todo el Sexenio tampoco parecen existir indicios de que hubiese realmente un sector social o grupo ideológico organizado al que pudiese calificarse de liberal. Este aspecto se abordará con mayor profundidad, pero puede deberse a la falta de noticias propiciada por la censura de la época y a la ausencia de testimonios directos. Sí hay datos comprobados que evidencian la existencia de liberales en Navarra durante el Trienio Constitucional. Por ejemplo, el Ayuntamiento de Pamplona dejó pruebas de ello el 16 de septiembre de 1823. Se elaboró un listado a modo de denuncia, que contenía en siete folios los nombres de las personas que tenían que detener las tropas absolutistas al entrar en Pamplona, comandadas por el mariscal de Francia y el conde de España. Sin embargo, aunque para fechas anteriores se cuenta con información aislada sobre individuos concretos, no hay evidencia alguna de cualquier tipo de organización
. 

Por lo tanto, el sector más reformista de la asamblea, que habría propiciado lo mejor de la legislación de 1817-1818 en cuanto a avances políticos, económicos o sociales se refiere, habría sido el precursor del movimiento liberal, pero nada más. El desarrollo industrial navarro fue lento y marchó en paralelo a la progresiva consolidación de la burguesía. Una de las causas del retardo, quizá la principal, fue la perpetuación del régimen foral dentro de las estructuras del Antiguo Régimen. De hecho, Navarra fue el último territorio histórico de España que logró mantener y reunir sus Cortes estamentales y uno de los casos europeos más singulares dentro del fenómeno. En consecuencia, cabe concluir que el movimiento constitucionalista era prácticamente inexistente en el tiempo de la convocatoria que se ha analizado. Por el contrario, el régimen foral se identificaba con la Monarquía absoluta, a pesar de mantener intensas fricciones con ella, pero por causa de su propia pervivencia. El tradicionalismo monárquico, tan ligado a la ideología carlista, perduraría en Navarra durante el siglo XIX. No sólo sería por cuestión de mentalidades, de cultura o de religión, sino como la única opción de conservar al reino con sus prerrogativas, logrando su continuismo medieval y perpetuando así los privilegios estamentales.  
III. EL REINO Y LA REVOLUCIÓN MILITAR (1819-1820).
1. Las instituciones forales al final del Sexenio.
Una vez que se ha visto y valorado la obra legislativa del cónclave estamental, máximo exponente de la foralidad y eje axial del Sexenio, así como las indicaciones oportunas que dejó al órgano permanente, se expondrán el estado y organización de las instituciones en la última fase del periodo. Es necesario profundizar en las mismas para de este modo lograr una mayor comprensión de la estructura política del reino, su régimen económico y administrativo y las intrincadas relaciones con la Monarquía y el Gobierno de España.

 Sobre las Cortes y la Diputación, ya se han ido viendo algunas de sus funciones principales y otros aspectos aparecerán enseguida. Asimismo, interesa conocer los diversos detalles de la organización política y los diferentes organismos judiciales, la Administración y sus correspondencias con el Estado. Todo ello quedaría incompleto si no se realizase una breve exposición de la Historia del Fuero, porque el reino se conformó a partir de este documento. Después, se precisa calibrar hasta qué punto la reforma de las leyes tuvo repercusión en los dos últimos años del Sexenio y si contribuyó de forma real a la recuperación económica y a la mejora de las condiciones de vida de la población. Pero antes, se dará un repaso a las actividades que realizaron los diputados del reino en el periodo comprendido entre agosto y diciembre de 1818. Durante este tiempo se dieron situaciones que hay que reseñar, por ejemplo respecto de la creación de la Universidad o las contribuciones, que volvieron a generar intensas polémicas tanto dentro como fuera del territorio.
Una de las primeras preocupaciones del órgano foral giró en torno a la enseñanza: el proyecto de ley de «Universidad Real y Pontificia del reino». Había sido uno de los encargos de los asamblearios, por lo que se decidió que habría que enviar en el mes de agosto una representación escrita a Fernando VII. El caso venía de muy atrás, desde el reinado de Felipe III, quien en 1619 había concedido a Navarra la prerrogativa de crear una universidad en Pamplona. Las constantes y excesivas contribuciones entregadas a la Corona durante el reinado de Felipe IV habían pospuesto el plan, aunque en 1630 se fundó la «Universidad Títula de Santiago», emplazada en el convento de Dominicos de la capital. A pesar de que se había creado de forma provisional, a la espera de que se erigiese la definitiva, continuó en activo hasta que Carlos III la extinguió en 1771. Esta medida se debió a la falta de un número suficiente de cátedras como estipulaba una Real Cédula por él promulgada, ya que sólo se impartían las ramas de Filosofía y Teología.
En la época que nos ocupa, el virrey Ezpeleta había  dado el visto bueno al plan en diciembre de 1817, tras eliminarse el escollo de que los estatutos de conformación provenían de tiempos pasados y no se adecuaban a la realidad del presente. Hechos los cambios pertinentes y resuelto el problema de la estructura y organización del centro universitario, las Cortes habían continuado con varios «pedimentos» hasta verse interrumpido el cometido por la clausura de la asamblea. El problema principal para que el proyecto de ley no saliese adelante fue, como casi siempre, el de la colisión de atribuciones entre la Corona y el reino. Casi al final del Sexenio, en octubre de 1819, se agilizarían las gestiones. Entonces se debatió sobre la instauración de cátedras de Medicina, Cirujía y Anatomía, promovidas por el consistorio de Pamplona, tal como lo habían dispuesto las Cortes (ley 77).

Durante el primer periodo de actividades de la Diputación se observa en general una tónica más distendida, quizá por haber concluido finalmente el cónclave estamental, a pesar de que el resultado no era todo lo satisfactorio que se habría esperado. Los diputados despacharon los encargos más inminentes de los tres estados, entre los que se incluía el envío de circulares informativas a los pueblos, la publicación de la «Patente General» de las leyes aprobadas y otros variados asuntos administrativos. Entre éstos últimos, destacan los trámites para la elaboración de una ley de Caza y Pesca. 
Las finanzas del órgano foral habían mejorado en comparación con los periodos anteriores, prueba de ello es que las autoridades del reino contaban con coches de caballos para desplazarse en sus actos oficiales, al contrario que durante los Cien Días, que hubieron de caminar por no disponerse de ellos. Los diputados volvían a destacar la falta de carruajes en diciembre de 1818, por lo que los «maceros del reino» deberían ir a caballo a los actos oficiales al no haber suficiente número de calesas para todos. En total eran cuatro las carrozas de que se disponía y la comitiva se componía de las autoridades, que iban acompañadas de los portadores de las mazas, los clarineros y los timbaleros. En general, se observa mayor fluidez monetaria en los asuntos del reino relacionados con la Administración. De hecho, se gratificó al pregonero y a los clarineros de Pamplona «por esta vez á cien reales fuertes», dado el trabajo extra que habían tenido con la publicación a viva voz de la Patente General de las leyes
.
Otra nueva representación a la Corona estuvo dirigida en septiembre de 1818 a habilitar al sustituto fiscal, porque este cargo había quedado en suspenso y se necesitaba que estuviese en funcionamiento para la buena marcha de la Justicia. Del mismo modo, era de rigor que se estipulasen las gratificaciones de los empleados de los Reales Tribunales, que tampoco  se habían aprobado, al no estar el aumento contemplado en equiparación al resto de la Monarquía. Por el contrario, los síndicos Ángel Sagaseta y el polémico Alejandro Dolarrea, recibirían diez mil  y seis mil reales de las arcas del Vínculo, respectivamente. Era a cuenta de gratificación y sueldos atrasados, con indicación expresa de la Diputación de que no figurasen en las cuentas los detalles de destinatario ni el motivo, lo que no deja de ser cuando menos llamativo. 
A los municipios «más granados» del reino no les aguardaban buenas noticias. La causa sería que habría de llegar a sus consistorios la orden de apronto de la contribución, correspondiente al primer plazo que había vencido el 1 de septiembre de 1818. El donativo se repartía en tres cuotas anuales, lo que hacía un total de unas veintidós para cada municipio. Los ediles de Estella contestaron no disponer de momento de efectivo, lo que demuestra las penalidades de una de las poblaciones que más había sufrido las consecuencias de la guerra y los efectos posteriores. Otro ejemplo contrario es el de Tafalla, desde donde se comunicaba que se iba a entregar la dieciseisava parte de su cuota. Entretanto, el abad de Zabalza solicitaba exención fiscal al habérsele incluido en el apeo del valle «como un vezino particular». La réplica en este caso sería la negativa, por no hallarse los diputados con facultad para intervenir en cargas impositivas
.  
Después de la calma experimentada entre agosto y septiembre de 1818, la situación comenzó a complicarse con las polémicas que surgieron en torno al servicio militar que ya habían estado muy presentes en las Cortes. La amenaza de que el Gobierno lo hiciese obligatorio se cernía siempre sobre el reino y de realizarse así habría supuesto el menoscabo de uno de los pilares principales de la foralidad. Tanto el virrey como el Real Consejo se mostraban dispuestos a reclamar gente que marchase a engrosar la tropa, mientras que el ministro de la Guerra preparaba un plan contributivo conjunto para Navarra y Guipúzcoa. En el mes de octubre, el nerviosismo de los diputados iba en aumento y decidieron realizar las gestiones oportunas  urgentemente, «porque la dilación de un solo día pudiera trastornar el feliz resultado de la exención». Por lo tanto, incluso en los periodos de menor tensión, las autoridades no podían bajar la guardia, por causa de que la Corona deseaba desde antaño eliminar este privilegio y otros muchos
.
Durante la celebración de la asamblea, dos Reales Órdenes habían estipulado que el reino debería presentar un contingente de individuos o «quinta», que se le asignó después en septiembre de 1818. El virrey y el Consejo Real dieron también las instrucciones oportunas con el fin de que se cumpliesen los mandatos de la Corona. Sin embargo, acto seguido y tras haberlo hecho saber al Monarca, los diputados solicitaban a Ezpeleta la anulación de esta norma, porque iba en contra de las prerrogativas del reino. La Diputación, por lo tanto, deseaba un nuevo Decreto por el que se debía eximir a Navarra de presentar hombres para el servicio militar con carácter obligatorio y permanente, para lo que enviaría al síndico Florencio García a la Corte. 
Entretanto, y ante la presión del Gobierno, se enviaron a Zaragoza algunos voluntarios. El virrey había aconsejado darles cierta cantidad de dinero a estos «filiados», a lo que la Diputación respondió asignándoles a cada uno media onza de oro, de la que se entregarían dos duros en Pamplona antes de partir y seis en Zaragoza. Poco después, en el mes de diciembre de 1818, el coronel Bray anunciaría que los soldados se habían reintegrado en el Regimiento de Toledo. El envío de hombres no fue una decisión exclusiva de los diputados, sino que la posibilidad ya se había contemplado en la fase final de la reunión de Cortes. 
En octubre de 1818 llegaron buenas noticias, ya que Fernando VII suspendía el alistamiento de quintas para el Ejército, tanto para Navarra como para las tres provincias vascas, aunque con anterioridad ya se había mostrado dispuesto a ello. El comunicante detallaba que ni siquiera se habían publicado las listas del reemplazo en las Vascongadas, por lo que la Corona había decidido anular la anterior Orden de julio que había obligado al reclutamiento, lo que suponía un gran alivio para el reino. El síndico García enviaba en noviembre «una cuenta de las plazas por las que corresponde cumplir a Navarra», Vizcaya, Guipúzcoa y Álava, lo que era todo un arreglo económico con el Gobierno. Adjuntaba una copia del contrato que habían formalizado los apoderados forales con el ministerio de la Guerra, en conjunto con las mencionadas provincias, y el cómputo de cantidades que debían satisfacerse. Por lo tanto, de estos últimos datos puede desprenderse que lo que realmente interesaba al Monarca era recibir el dinero a cambio de la exención.
Hubo objeciones formales a la hora de ultimar el tratado. El convenio sólo especificaba la dispensa en «términos generales e indefinidos» y la escritura mencionaba a «las cuatro Provincias» en conjunto, con la expresa calificación a Navarra como «provincia». Además, las instrucciones de la exención figuraban como Carta Orden y no como Real Cédula, lo que podría acarrear algunos problemas jurídicos. De este último punto, opinaba el letrado que las Reales Órdenes o Cédulas las emitía la Corona sin ser demandadas, mientras que las Cartas respondían a alguna petición determinada, por lo que no observaba mayor problema. Sin embargo, eran detalles que no agradaron en absoluto a los representantes forales. El importe total acordado con el Estado como contribución extraordinaria por la exención del servicio militar, en conjunto con las Vascongadas, ascendía a 10.000.000 de reales. 
El estado de las cuentas, de noviembre de 1818, reflejaba que a Navarra le correspondían aportar obligatoriamente casi 1.600 quintos en tres años, canjeables por unos 117.000 reales. A éstos había que descontar 27.000, por los mencionados hombres que se habían incorporado al Ejército durante la negociación, lo que daba un resultado de 90.000 reales por abonar. 
A Vizcaya le correspondían casi 900 soldados en cuatro años, por los que tendría que entregar unos 67.000 reales; a Guipúzcoa alrededor de 850 quintos en el mismo tiempo, lo que suponía 63.000 reales, y a Álava casi 550 hombres, con un resultado de 40.500 reales. Por lo tanto, el cómputo de este balance parcial para las Vascongadas era de 3.800 combatientes en el plazo convenido, que traducido a dinero arrojaba un saldo favorable a la Corona de más de 287.000 reales. 

La Diputación de Navarra informaba disponer de 90.000 reales para hacer efectivo el abono, mientras que la de Guipúzcoa no había quedado satisfecha con el acuerdo y reclamaba a aquélla compensación económica, que no sería abonada. Las condiciones generales del contrato especificaban que las cuatro provincias tenían que entregar en conjunto 3.000.000 de reales casi de inmediato, a mitad de diciembre de 1818. Tres meses después, 1.750.000, y la misma cantidad en tres cuotas más, correspondiendo al reino para este periodo más de 4.000.000 de reales.
Poco antes de remitir a Madrid el importe del primer plazo, que importaba más de 1.200.000, se contemplaba con temor que la entrega se realizase en metálico. Las vías de comunicación no eran seguras y la situación se agravaba aún porque el Ejército se hallaba acantonado y presto a embarcarse a América. Como solución, los diputados acordaron el abono mediante letra de cambio gestionada por la Casa de Balmaseda de Vitoria, entidad que ingresaría el cuatro por ciento como comisión. 
El pago del servicio se había acordado mediante un nuevo repartimiento entre los ciudadanos. El virrey emitió una orden para que cada municipio formase el padrón que habría de servir para abonar el nuevo impuesto. Las deliberaciones de los diputados ocuparon bastantes jornadas, porque contemplaron la posibilidad de gravar a los hombres solteros aptos para el servicio personal. Para recabar más información, demandaron al síndico García que notificase sobre quiénes estaban exentos de la contribución militar. 

El compromiso adquirido con el Gobierno libraba en cierto modo al reino de la obligatoriedad de presentar hombres al Ejército. Por ello, es necesario resaltar que el acuerdo habría satisfecho a ambas partes: al reino y a las Vascongadas, por zafarse del servicio obligatorio; y a la Corona por la necesidad que tenía de efectivo. En realidad no era así, porque la medida podría resultar contraria a las leyes de Navarra, sentando precedente como una forma de sometimiento a la Monarquía y no un servicio a la misma. Aunque en principio conservaría sus fueros íntegros, una nueva contribución recaía sobre el pueblo llano, que habría que añadir a la cuenta del donativo, lo que arrojaba cifras muy significativas para un tiempo de crisis al que aún podría calificarse de posguerra. Como era de esperar, las órdenes para el apronto del peculio se circularon de inmediato a los municipios y no tardaron en sucederse las súplicas y protestas de las poblaciones. El valle del Roncal, por ejemplo, exponía a mediados de noviembre que se tuviese en cuenta «su triste situación»
.
     Entretanto, las cabezas de merindad ya habían abonado, a finales de noviembre de 1818, la cuota correspondiente al primer plazo de la contribución general. No sucedía lo mismo con las poblaciones pequeñas, que atravesaban graves dificultades. Por ejemplo, el valle del Roncal solicitaba prórroga y la villa de Zúñiga deseaba que no se le incluyese en el reparto conjunto que le había correspondido dentro del valle de la Solana, que incluía la aportación del «barrio de Irache», perteneciente a Ayegui. No terminarían ahí las reclamaciones,  porque la polémica estaba servida una vez más a cuenta de la entrega del donativo, que se agravó bastante más con el nuevo impuesto militar.
Como no todos los núcleos urbanos pagaban con la prontitud requerida y en los plazos estipulados, las autoridades forales hicieron comisionar y enviar «Ministros Executores» que agilizasen el cobro. Por ello, los problemas surgidos con la contribución fueron innumerables y recuerdan a las exigencias y reclamaciones de tiempos pasados. El municipio de Ablitas consultó algunas dudas que tenía al respecto y el de Arbizu solicitó aplazamiento en vista de su «deplorable situación». Las quejas continuaron, en este caso las de los valles de Urrául Alto, Bajo y Romanzado, por causas similares: habérseles agrupado junto al «Corriedo de Liédena» y al Almiradío de Navascués y a su vez separados de los primeros, lo que al parecer había sido un error por parte de los tres estados. Asimismo llegaron otras consultas sobre el modo en que debían satisfacer la cuota, desde las villas de Arellano, Oteiza, Villatuerta y Morentin. 
No sólo eran los pueblos quienes tenían dudas, la misma capital del reino no estaba segura si había vencido o no el primer plazo, pero lo mismo le sucedería con el impuesto que eximía al reino del servicio militar. Poco después, en diciembre de 1818, la ciudad de Viana anunciaría no encontrar letra en la ciudad para abonar la misma cuota, a lo que los gestores del reino replicarían que debía abonar de inmediato no una sino dos. La Junta de Reparto de la Cendea de Olza también comunicó dudas al respecto. Otro asunto relacionado con los impuestos fue el recibo de una Orden, a finales de 1818, por la que el Rey autorizaba a la Diputación a ejecutar el cobro de más de cuatro millones de reales en los municipios comprendidos dentro del cómputo global aprobado por las Cortes
. 
Por lo tanto, continuaron los problemas en las diversas poblaciones de la geografía de Navarra derivados del reparto contributivo. Los diputados, por su parte, prosiguieron con las actividades destinadas a agilizar el cobro y autorizaron el reparto de sesenta mil reales correspondientes a la cuota. Las villas de Burgui, Isaba, Urdax y Arbizu exponían los daños sufridos durante la guerra, con la intención de obtener descuentos. Estas localidades, por su situación norteña, habían sufrido especialmente las incidencias de la invasión. La Diputación se mostró magnánima con los vecinos de Burgui, rebajándoles la mitad, y a los de Isaba se les condonaron trescientos reales por cada uno de los dieciséis plazos que debían entregar. A la población de Urdax ya se le había considerado en el reparto como pueblo de tercera categoría, por lo que el gravamen era menor, y a Arbizu se le descontaron casi dos mil reales en las mismas cuotas que a Isaba. 
La villa de Arguedas también tuvo dificultades a la hora de entregar la primera parte y pidió demora, que se le denegó. También enviaron comunicados Corella y Peralta, que tenían incertidumbres sobre el gravamen militar, y el valle de Aézcoa solicitando se le tomasen en cuenta veintisiete mil reales entregados en 1807 para el «servicio de hombres». Pero no sólo eran los municipios quienes no tenían las cosas muy claras. El cabildo eclesiástico de Cintruénigo también consultó a la Diputación sobre  qué parte le correspondía abonar de los treinta mil duros que se habían impuesto «a todo el clero de España», lo que era muy poca cuantía en comparación con otros impuestos. A finales de 1818, el consistorio de Estella pedía «respiro para el pago del segundo plazo del Donativo», solicitud que sería desestimada. Después, demandaría algunos cambios en el modo de recaudar el impuesto del servicio personal, pero en este caso tampoco obtendría autorización por haber quedado las condiciones estipuladas para todos los municipios por igual.
El órgano foral dio repaso a las cuentas de lo recaudado del primer plazo del donativo. Las anotaciones de los escribanos encargados del cobro parecían correctas, por lo que se les asignaban sesenta reales por cada uno de los días trabajados, salvo en el caso de uno de los gestores, Ángel Marín, quien habría tenido un comportamiento censurable. Se le acusaba de su «escandaloso exceso que ha obrado en la exacción de derechos». Los pueblos perjudicados podrían reclamar contra el escribano ante los tribunales y finalmente conseguirían que se les restituyese lo sustraído de forma fraudulenta. Caso similar se daría con José Insausti, del que se quejaron las autoridades de la Cendea de Galar por los mismos abusos
. 

Otro de los cometidos de la Diputación cifrado en las Instrucciones era la construcción y mantenimiento de las obras públicas. Casi a final de 1818 los diputados acordaron construir el puente de Mendívil, tras escuchar el partido del director de Caminos y del depositario. Se aprobó el proyecto de los tramos de carretera de Mañeru a Cirauqui y de éste a Lorca, con su «cadena» incluida. Para las vías de comunicación se destinó una partida de trece mil reales mensuales, aparte de lo que costase el puente y los ramales citados. 
Los tres estados habían dispuesto en la recién concluida asamblea la gestión de compra o alquiler de un lugar adecuado para que se reuniesen las Cortes. La precariedad se hacía notar en este aspecto y la Diputación tampoco contaba con un local que hiciese de archivo de toda la documentación acumulada. Ambas instituciones celebraban sus juntas en la Sala Preciosa de la Catedral de Pamplona, lo que suponía una falta de independencia que repercutía negativamente en la Administración del reino. Lo mismo sucedía con todos los documentos, que se acumulaban en una de las dependencias del templo. 
Había pasado bastante tiempo desde que los eclesiásticos de Pamplona cediesen las dependencias para secretaría y archivo, en enero de 1816, por lo que comunicaron a los diputados que sólo podrían disponer un año más de las salas. Por ello, la Diputación se trasladó al número veinte de la calle Tecendería con todos sus manuscritos, mientras que las estancias de la Catedral quedaron destinadas al cónclave de los tres estados, en tanto en cuanto no se encontrase otro lugar adecuado. Al poco, el veintiuno de diciembre de 1818, se celebró la primera sesión de diputados en la nueva sede
.
Una vez que se han visto las actividades del órgano foral durante los meses que sucedieron al cónclave, merece la pena hacer algunas reflexiones antes de abordar la organización institucional del reino. Cuando finalizó la reunión de Cortes, la nueva Diputación recibió las Instrucciones que contenían las normas y pautas de la labor que debía realizar. Entre las principales estaban el cobro de la contribución general a los municipios, tal y como se había establecido el reparto, y la confección de estadísticas fiables. Otro problema que vino a sumarse a los anteriores fue la amenaza de que el servicio militar obligatorio se impusiese a Navarra. Esta cuestión no resultaba novedad para las autoridades, porque era algo que venía de muy lejos. Ya había estado presente durante la convocatoria, así como la posible solución que finalmente se adoptó: canjear por dinero la obligación con el Estado. A pesar de los antecedentes históricos contrarios, la independencia militar era una de las prerrogativas forales, cuya contrapartida era la asunción de los costes de guerra, lo mismo que sucedía con las vías de comunicación y algunas obras públicas.
Por ello, el convenio con la Corona se tradujo en un nuevo impuesto, en conjunto con las tres provincias vecinas, que conservaban un régimen similar en no pocos aspectos al navarro. Navarra se vio en la obligación de abonar cuatro millones más de reales, que sumado a lo que quedaba de entregar del donativo, unos diez millones, arrojaba una cantidad bastante considerable contra las poblaciones del reino. Una vez más, tendría que ser satisfecha sobre todo por el tercer estamento, a través de los impuestos indirectos al consumo. Aunque se acabaron de confeccionar algunos informes sobre la riqueza territorial, con el ánimo de transformar la carga impositiva hacia un impuesto directo basado en la renta personal, la realidad no sería tan sencilla. Ello suponía un paso de gigante, comparable a pasar del Antiguo al Nuevo Régimen de repente. Numerosas resistencias de parte del clero y la nobleza militar a abonar cargas y otros inconvenientes —que se irán viendo— darían finalmente al traste con el aparente reformismo. A ello habría que sumar los problemas latentes de orden económico y social, así como la inestabilidad política dimanada del cada vez más ineficaz Gobierno central y de los descontentos del régimen absolutista.

Respecto al sistema organizativo de Navarra, hay autores que han defendido la constitucionalidad del sistema foral, basándose en que no es necesario que las normas de gobierno estén recogidas o cifradas en un texto concreto. Desde esta perspectiva, el método político de Navarra reunía las condiciones según el Fuero General y a otras colecciones de normas como la Novísima Recopilación. Aparte, este sistema legislativo había estado legitimado y respaldado desde la integración en Castilla por unas instituciones propias, pero mediatizadas por la Monarquía, en las que sólo encontraban representación los tres estamentos, siendo preeminentes el clero y la nobleza militar
. 
Sin embargo, emplear términos que se refieran al constitucionalismo es totalmente anacrónico antes de la promulgación de las constituciones liberales, a no ser que se entienda exclusivamente el término como conjunto de leyes tradicionales del reino. A pesar de ello, la evidencia demuestra que reinos como el de Navarra, que fue el último de España en conservar y hacer uso de sus Cortes estamentales entre 1828 y 1829, tenían cauces legales diferentes en algunos o bastantes aspectos al resto del Estado. Desde la anexión a Castilla, esta forma de gobierno había sido resultado de un pacto contractual entre la Monarquía y el reino. Aunque la experiencia demostraba la inestabilidad del convenio y los intentos del Gobierno por minar la autonomía, el sistema de los fueros lograba perpetuarse a pesar de tener los días contados.   

En consecuencia, el régimen foral resultaba atrasado en el tiempo por su carácter medieval, pero a su vez parecía aventajado en cuanto a ciertas connotaciones de autonomía que cabe puntualizar. Esta última apreciación conceptual, lo mismo que la idea abstracta de constitucionalismo defendido por ciertos investigadores, no pueden aplicarse ni mucho menos a Navarra en la fase inicial del proceso de desintegración del Antiguo Régimen. Este periodo fue prematuro y violento y perduraría durante décadas. La situación del reino era realmente difícil, porque se encontraba entre dos frentes: por un lado sus propias contradicciones internas de origen medieval y del otro la convivencia inarmónica con la Monarquía. Todo ello creaba aún mayores incongruencias, abocando a su estructura a un cambio radical y virulento que se plasmaría en las dos siguientes guerras. El saldo humano y económico serían desastrosos y la foralidad desaparecería como tal con la Ley Paccionada de 1841, fagocitada por el liberalismo doctrinario del Estado.
Interesa también comprobar la verdadera repercusión de la reforma legislativa, su influjo en la fase final del Sexenio y la situación social generada. Para ello, se va a intentar precisar hasta qué punto el método administrativo era eficaz, se adecuaba a las necesidades de la época y era compatible con el modelo central. Con arreglo a esta exposición, resultado a su vez del análisis de las instituciones, quizá se puedan concretar también las causas que motivarían lo acontecido en Navarra y España en las décadas posteriores. Pero antes, es preciso hacer un somero repaso a la historia de los fueros, para hacer más factible la comprensión de los intereses de los navarros de la época. 
El Fuero Antiguo de Navarra se configuró en 1238 por iniciativa de los nobles y del monarca Teobaldo de Champaña, sobrino de Sancho VII el Fuerte. Éste había firmado un pacto de hermandad en 1231 con el rey de Aragón, Jaime I, por el que si alguno de los dos resultara muerto el superviviente heredaría ambos reinos. El acuerdo de filiación mutua no era del agrado del estamento nobiliario navarro. Tras la muerte del rey Sancho resultó todavía más inaceptable para los señores feudales, quienes eligieron a Teobaldo como rey de Navarra. 
De esta sucesión nació el Fuero, fruto de la necesidad de regular las relaciones de la nueva dinastía francesa con los súbditos navarros. La comisión creadora del primer documento la presidieron el Rey y el obispo de Pamplona y la integraron «10 ricos-hombres, 20 caballeros y 10 eclesiásticos». Este pliego, por lo tanto, habría de limitar la autoridad monárquica y regularía los derechos de los nobles. Los inmediatos sucesores de Teobaldo I de Champaña recibieron además la orden de caballería y fueron alzados sobre el escudo, al modo de las tradiciones germánicas. El texto completo se conformó en una serie de etapas, en lengua romance, y los monarcas no lo ratificaron hasta el año 1330 —bajo el reinado de Felipe III de Evreux— aunque sí estaban obligados a jurarlo. Los fueros o privilegios de los otros reinos hispánicos nacieron de forma similar.

Tras la unificación española y la conquista de Navarra por Fernando el Católico, época en la que la vigencia del Fuero era plena, Navarra mantuvo un pacto contractual con los Austrias. En el siglo XVIII desaparicieron los privilegios en varios reinos antiguos peninsulares, como antes se ha apuntado. En plena guerra de Sucesión, en 1707, Felipe V eliminó los de Valencia y Aragón. A los de Mallorca les tocaría correr la misma suerte en 1715 y al año siguiente quedaban abolidos los de Cataluña. La causa fue el apoyo brindado por estos reinos a las fuerzas del bando contrario, así como el deseo de centralización de la nueva Monarquía. Sin embargo, los fueros de Navarra y de las provincias vascas de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya perduraron bajo ciertas condiciones pactadas con la Corona.  

Una vez efectuadas estas puntualizaciones, lo que se expone a continuación es el funcionamiento de la Administración foral tras la celebración de las Cortes de 1817-1818. Hasta el golpe militar de 1820, tras el que Navarra volvería de nuevo a convertirse en provincia perdiendo su sistema peculiar de gobierno, las instituciones del reino funcionaron casi como venía siendo habitual. Aunque la asamblea parecía haber completado el restablecimiento de los fueros, la estructura comenzaba a resquebrajarse y la mejor prueba era que se había introducido el servicio militar obligatorio o su equivalente en metálico. La recuperación económica no llegaba y algunos problemas se iban agravando, con el saldo de que la conflictividad social se mantuvo e incluso se incremento a lo largo del Sexenio. Por otro lado, estaban las aspiraciones de los sectores más liberalizadores, como ya se ha visto, que no se encontraban cómodos dentro de un sistema estamental con barreras arancelarias interiores. 
En el Antiguo Régimen no existía la división de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. Por ello, se hace necesario analizar las instituciones del reino y sus competencias, las relaciones con la Monarquía y los cauces legales de ambas administraciones. El Rey ostentaba el poder ejecutivo del Estado y en Navarra lo ejercía a través del virrey, que era a su vez capitán general, aunque la Diputación contase con la obligación de hacer cumplir las leyes de los tres estados navarros. El Gobierno publicaba las leyes nacionales que se enviaban al reino en forma de decretos reales, cédulas, órdenes, cartas órdenes, etc.   
La peculiaridad del caso navarro impedía que las disposiciones del Gobierno entrasen en vigor sin el consentimiento de sus Cortes. De forma provisional, tenía que ser el Consejo Real del Reino quien las mantuviese en suspenso hasta la próxima asamblea, ya que disfrutaba del conocido «derecho de sobrecarta». Sin embargo, este organismo hacía cada vez menos uso de la prerrogativa e incluso ni comunicaba las órdenes reales a la Diputación, quien también gozaba del «pase foral». Por lo tanto, los cauces legales se alteraban al ser el Consejo dependiente del Monarca. A su vez, era un órgano consultivo que asesoraba al virrey, pero también tenía otras funciones. Al igual que éste, tenía facultades ejecutivas, pudiendo despachar ordenanzas no contrarias a la foralidad en situaciones excepcionales. En el tiempo que nos ocupa, sus verdaderas atribuciones eran judiciales, al ser el órgano superior de Justicia comparable a un Tribunal Supremo. 

El virrey presidía el Consejo del Reino, pero sólo cuando se trataba de aspectos de gobierno y no judiciales. Por lo tanto, ambos poderes se hallaban confundidos en este tribunal, que gobernaba a su vez las administraciones municipales, mientras que el virrey ostentaba el cargo militar más relevante. El Consejo había ido convirtiéndose cada vez más en el cuerpo fiscalizador de los municipios navarros, asumiendo atribuciones del tribunal de la Cámara de Comptos. Se entrometía en diferentes asuntos, como el examen de los requisitos de los candidatos a los puestos de regidores, y decidía entre los tres candidatos a alcaldes propuestos por los consistorios de las ciudades. Cualquier venta de bienes de propios o comunales, así como su intercambio, debía ser aprobada por el Consejo
.

En Navarra, la función legislativa correspondía a las Cortes estamentales, pero no hay que olvidar que quien finalmente sancionaba las leyes del reino era el Monarca, que delegaba sus poderes en el virrey.   Por ello, la capacidad de legislar de los tres estados se veía alterada en no pocas ocasiones porque la sanción real cambiaba de un modo u otro el contenido de las leyes. Una vez aprobadas, se publicaban y se daban a conocer también por medio de bandos. En consecuencia, la facultad de legislar de ambas administraciones chocaba frontalmente, complicando no sólo la vida política sino también otros aspectos de gobierno relacionados con la economía o la sociedad. En diferentes periodos de la Historia, como es bien sabido, se habían querido imponer a Navarra una serie de leyes de Estado sin cumplir los cauces legales expuestos, lo que originaba tensiones y la petición de anular los contrafueros en la siguiente asamblea de los tres estamentos. Ello originaba retrasos importantes y problemas de forma que llegaban a un grado difícil de calificar, lo que demuestra la ineficacia absoluta del sistema, al menos en los que se refiere a las relaciones mutuas. 

También se ha visto cómo las Cortes aprobaban la contribución a la Hacienda estatal, conocida como donativo, y el método de recaudación. Aunque el hecho de pactar la cuantía demuestra un grado de autonomía elevado, los consiguientes perjuicios derivados del incumplimiento de los plazos de celebración de la asamblea daban al traste con cualquier beneficio del método «voluntario». Hay que tener además en cuenta otros inconvenientes, como la complejidad de las valoraciones económicas, por la falta de datos catastrales, la dificultad consiguiente de realizar los ajustes, las deudas y daños heredados de los conflictos bélicos, el modo de sufragar las cantidades exclusivamente contra los consumos o gravando a los hogares, etc.. Son evidencias que denotan el atraso estructural, no sólo de la Hacienda sino de la Administración, y la ineficacia y caducidad del método político y administrativo. 

La Diputación permanente, que se había consolidado a partir de 1569, realizaba la labor de control que las Cortes le encomendaban al concluir la asamblea. Su principal cometido era velar porque el reino no sufriese la imposición de medidas contrarias a las leyes del reino, los conocidos agravios, y que se cumpliese la aplicación de las normas aprobadas por los tres estados, incluida la recaudación del donativo. Sin embargo, con el tiempo lo diputados fueron desempeñando funciones administrativas de gobierno. En consecuencia, la Diputación estaba facultada con cierto poder ejecutivo, pero muy limitado por el virrey, el Consejo y otros empleados reales de la Hacienda estatal. El presidente pertenecía al estamento eclesiástico, así como otro miembro de la misma. De los seis restantes, dos eran de la nobleza —elegidos por el mismo estamento— y cuatro de las universidades —dos designados por los representantes de Pamplona y los otros dos por el resto del brazo—. 
Para evitar altercados cuando transitaban tropas por Navarra, era la Diputación y no el virrey quien solía marcar los itinerarios. Los tribunales de Justicia estaban obligados a mostrar los expedientes procesales requeridos por los diputados, quienes los examinaban para ver si cumplían la legalidad foral, evitándose así que se diese la indefensión de los naturales del reino. Entre las gratificaciones que recibían sus componentes estaba la «propina de luto», que consistía en la percepción de una determinada cantidad por las exequias fúnebres de alguna personalidad ilustre. 
El órgano foral, entre sus muchos cometidos, debía responsabilizarse de las relaciones diplomáticas. Por ejemplo, los diputados enviaban las pertinentes felicitaciones, como al duque de san Fernando por su nombramiento para el ministerio de Estado. A los días, el Rey anunciaba de forma oficial su enlace matrimonial, a pesar de que ya se había celebrado en Dresde a finales del mes de agosto, y al poco los diputados celebraban un acto religioso en honor de los contrayentes. A mediados de diciembre, varias delegados del reino felicitaban en Madrid a Fernando VII y su esposa por el enlace.

En el mismo ámbito, se debatió sobre la conveniencia o no de que las autoridades forales se desplazasen a Guipúzcoa, porque debían rendirse honores a la futura reina María Amalia de Sajonia a su paso hacia la Corte. El caso se estudió con detenimiento, porque la ausencia de los diputados forales podría acarrear un enfrentamiento de competencias con los políticos vecinos. La decisión final fue agasajarla, ya que si otra provincia como Vizcaya lo hacía y Navarra no, podría ser aprovechado contra el reino por «conocidos émulos que atacan su constitución». La legación estuvo compuesta por tres representantes y el secretario, desplazándose a principios de septiembre de 1819 a Tolosa, donde la Diputación de Guipúzcoa y el duque de Granada les recibieron. Allí aguardaron hasta el tres de octubre, día en que la infanta llegó a Irún. 

El órgano foral debía velar por la salud pública. En el mes de octubre de 1819, llegaría a Navarra la noticia de la enfermedad que se estaba extendiendo en San Fernando, Cádiz, y en otros municipios andaluces. Dada la gravedad de la misma, que tanta repercusión tendría en los sucesos del año venidero, los diputados decidieron hacerla pública en los municipios, realizándose rogativas para su completa extinción. Entre otros cometidos, daba a conocer las reales cédulas que afectaban al reino. Hay que reseñar la que prohibía la entrada de cualquier hebreo a España y otra sobre los testamentos que guardasen relación con las viudas de combatientes de la guerra. La Diputación cambió de presidente dos días antes de las Juntas Generales de San Francisco Javier, que se celebraban a final de año. El puesto recaía en Tiburcio Ordóñez, al habérsele nombrado abad de Marcilla
. 

Como se ha comprobado, la Diputación permanente era la institución que gobernaba en el reino en ausencia de las Cortes, ocupándose de multitud de asuntos de diversa índole, en función de los mandatos de la propia asamblea. Aunque sus atribuciones estaban recortadas por el virrey y el Consejo Real, actuaba como un verdadero órgano administrativo, contando con cierta autoridad y capacidad de decisión en varios terrenos de la vida pública. Sin embargo, el hecho de no estar bien definidas sus facultades, unido a su incapacidad de legislar y la dependencia que mantenía bajo el Estado, provocaban que la labor de los diputados encontrase numerosas trabas, retrasando la ejecución real de las medidas. 

Además de los diputados estaban los síndicos, que eran designados por aquellos y realizaban funciones de asesoría, y por eso se les llamaba consultores. Por último, el secretario realizaba también otras tareas, como la custodia y gestión de caudales. Durante las reuniones de los tres estados era el mismo, pasando después de su clausura a la Diputación permanente. Aún existían otros empleos ligados a este organismo, como los depositarios, agentes, ujieres, etc.
 

El poder judicial correspondía a los tribunales del reino, aunque estaban mediatizados por el Gobierno central. El Fuero General (cap.1, lib.1, tít.1) establecía «que los oficios, beneficios y mercedes del reino» recaían en naturales, salvo cuatro de ellos, que los ocupaban el «regente» y dos oidores del Consejo, el alcalde de la Corte Real y el fiscal, que lo era a la vez de los dos. El principal cuerpo de Justicia era el mencionado Consejo Real del Reino y estaba constituido por el presidente o regente y seis consejeros, de los que cuatro eran navarros. El tribunal superior tenía competencias civiles y criminales y era el último recurso de apelación posible dentro de Navarra. La sentencia final no podía ser revocada por el Rey. 
Los otros cuerpos eran el tribunal de la Corte Real, que estaba compuesto por cuatro alcaldes que juzgaban un amplio espectro de causas apelables ante el Consejo. Cuando quedaba alguna plaza vacante, y habiendo ya un juez no natural del reino, los diputados protestaban al Monarca de forma enérgica si se nombraba un sustituto que tampoco tuviese carta de naturaleza. La medida tenía sentido porque los tres alcaldes que correspondían al reino representaban a los estamentos y la ausencia de uno de ellos suponía una amputación de la foralidad. La Cámara de Comptos era el tribunal que juzgaba las causas relativas a la Hacienda y estaba compuesta por cuatro «oidores y maestros de finanzas». Sus sentencias también se podían recurrir ante el Consejo, pero había ido perdiendo facultades su favor. 
Por último, los alcaldes ordinarios con atribuciones sobre causas criminales y civiles de escasa cuantía, administraban la Justicia en los municipios libres. Desde antiguo, así lo habían hecho con los «villanos», mientras que en los pleitos de «hidalgos y ricos hombres» habían sido las Cortes quienes impartían las sentencias, hasta la instauración de la Corte Real en 1413 por Carlos III el noble. A los ciudadanos del reino sólo podían procesarles los mencionados tribunales en todo tipo de causas, tal y como legislaban las leyes forales. Tampoco podían ser detenidos sin orden judicial, ni siquiera por el virrey y sus oficiales, como tampoco multados. La jurisdicción militar, por lo tanto, no tenía competencia sobre los civiles y en tiempo de guerra se necesitaba que un juez del reino acompañase al magistrado castrense. No se podían realizar registros ni en caso de acusación de contrabando, salvo con la autorización pertinente, y estaba prohibida la detención en las iglesias, a no ser que se tuviese constancia probada de que el perseguido era «ladrón manifiesto, traidor probado o preso fugado»
. 

En cuanto a otros derechos, los habitantes del reino se encontraban libres del servicio militar obligatorio, como se ha visto, pero en caso de peligro Navarra tenía la obligación de gestionar su propia defensa. El Fuero General y las leyes de las Cortes así lo habían estipulado, mientras que la Diputación debía ser el garante de su cumplimiento. Los navarros gozaban de carta de naturaleza, que se adquiría por nacimiento —«ius sanguinis»— o por concesión, que era atribución exclusiva de los tres estados y que sólo se daba en casos excepcionales. Con el tiempo este derecho se extendió, como sucedió en las Cortes del Sexenio, cuando se otorgó carta a los fabricantes venidos de fuera (ley 35).
 
A pesar de las prerrogativas judiciales de los ciudadanos navarros, la lucha de competencias y el confusionismo entre los diversos tribunales generaba multitud de problemas. La intromisión de la iglesia se hacía patente incluso en materias civiles. Valga el ejemplo del pleito promovido por la marquesa de Falces, que era patrona de la abadía de Azagra, en marzo de 1819. Se había iniciado en el Tribunal Eclesiástico del Obispado de Pamplona. El juez del mismo, provisor y vicario general de la Diócesis, era a su vez miembro de los tres estados por el estamento eclesiástico. Se dirigió al Monarca y efectuó declaraciones injuriosas contra las leyes del reino, lo que provocó un conflicto de competencias con la Diputación, provocando a su vez la queja de ésta a la Corona. Tras el juicio, el provisor decretó pasar el auto al Consejo Real y denegar la apelación en el Tribunal Eclesiástico. Las autoridades navarras consideraron el acto como una cobardía, que motivó incluso demanda de contrafuero. A su vez, el juez eclesiástico arguyó que esta última circunstancia no era posible, ya que el órgano foral no debía inmiscuirse en materias eclesiásticas, aunque existieran antecedentes lejanos
. 
En el caso anterior, no era tanto la cualidad de la sentencia como la forma de llevar el proceso por parte de un miembro de la Cortes. Por lo tanto, las competencias entre tribunales, tanto del mismo reino como con los del Gobierno chocaban en no pocas ocasiones frontalmente. Aunque las leyes de Navarra estipulaban que los procesos judiciales debían quedar dentro del territorio, hay que recordar algún caso de excepción. Por ejemplo el del arresto de la Diputación, cuando el pleito llegó a la Cámara de Castilla por voluntad de aquélla o el del confidente Gomeza, que también transcendió las fronteras del reino.
Todo ello denota que si ya era complicado delimitar las competencias entre los propios organismos judiciales, más lo era cuando sucedía algún enfrentamiento institucional entre ambos poderes. Esta situación era común, debido a que los dos legislaban, aunque el Estado no estuviese obligado a cumplir las leyes del reino. Mientras, Navarra sí debía observar las normas de la Monarquía, pero siempre y cuando el cónclave estamental las aceptase. En consecuencia, las disposiciones forales obligaban a naturales y foráneos, pero sólo dentro del territorio foral. De ahí la enorme dificultad de conjugar intereses tan contrapuestos, a pesar de que otros eran comunes. El proceso inevitable de cambio propiciado por el ciclo liberal, haría cada vez más difícil el ensamblaje, llevando finalmente a la ruptura con la estructura heredada de la Edad Media.
Para concluir, después de celebrarse la penúltima asamblea estamental, el sistema de los fueros y su administración estaban casi en plena vigencia. La salvedad principal era la obligatoriedad de entregar una suma a cambio de la exención militar, pero no era el único problema ni mucho menos. El resultado de las negociaciones con el Gobierno no había sido nada satisfactorio y Fernando VII siguió emprendiendo una serie de acciones contra el reino, sobre todo por causa del déficit económico. No era nada nuevo y suponía el continuismo de la misma línea agresiva que sus antecesores habían comenzado, tanto Austrias como Borbones. El Monarca habría contemplado finalmente acabar con los privilegios y equiparar a Navarra al resto de los territorios, a pesar del restablecimiento foral, pero no podría lograrlo durante el Sexenio. Por otro lado, el viejo reino era interesante para la Monarquía por su fidelidad histórica a los Borbones, por el anterior nivel elevado de renta y por su estratégica situación fronteriza. A pesar de ello, resultaba un reducto muy incómodo dentro de un Estado centralista que había conseguido la unificación desde hacía siglos. Navarra se negaba a aceptar la supresión de las aduanas interiores, la contribución periódica equiparada al resto de las provincias, así como a enviar a sus ciudadanos al Ejército. Este último aspecto no preocupaba de momento a Fernando VII, que habría de percibir una importante suma a cambio de la exención.
Por otro lado, la división interna entre los representantes navarros se había hecho más que evidente desde la asamblea. A pesar de que habían casi desaparecido las anteriores exigencias del Ejército, el nuevo impuesto venía a empeorar la coyuntura económica y social, con el añadido de que había que acabar de abonar los otros plazos contributivos del donativo. Por ello, aunque las finanzas de la Hacienda navarra se recuperaban de modo paulatino, no sucedía lo mismo con las arcas locales, ya que de un impuesto se pasaba a otro, en caso de que no hubiese que abonar varios a la vez. Como siempre, los gravámenes iban contra el consumo y, por lo tanto, la población de a pie era quien en realidad los sufragaba. En consecuencia, la vida municipal que era el sostén de la economía no tenía posibilidad casi de recuperación. 

Por todo lo expuesto con anterioridad, la crisis social se iría agudizando en el último periodo del Sexenio. Lo mismo sucedería en el resto de España, con la salvedad de que fuera del territorio foral el índice de conspiración liberal habría sido mucho mayor. No se cuenta con datos sobre las posibles actuaciones de los militares y las logias masónicas antes de la Revolución de 1820, salvo de las actividades de Espoz y Mina en Francia. Estos últimos aspectos se irán exponiendo a continuación.
2. Fracaso de la reforma y crisis social.
Una vez conocido el estado y funcionamiento de las instituciones forales cabe destacar que, después de la celebración de Cortes, fue la Diputación permanente la encargada de dirigir y supervisar la confección de padrones y catastros que, como se recordará, había quedado en suspenso. Los diputados acordaron a finales de diciembre de 1818 que en virtud del encargo dejado por la asamblea sobre el reparto del donativo, debía realizarse la elaboración del catastro «de la riqueza territorial, comercial e industrial» de cada una de las poblaciones. Esta ingente tarea era necesaria tanto para la recuperación económica como para el reparto de cargas impositivas. Pero los informes suponían un serio peligro, porque las órdenes para su confección habían venido desde el mismo Gobierno, a partir de que Martín de Garay ocupase el ministerio de Hacienda. Dadas las dificultades de la empresa y los inconvenientes que podría acarrear la medida para el reino —recuérdese los intentos por implantar la contribución proporcional y periódica para todas las provincias de España—, los diputados decidieron escribir en abril de 1819 un oficio a varios individuos expertos de cada merindad. Se les encargaba recopilar toda la información al respecto, para presentarla en las siguientes Juntas Generales de la Diputación.
Hay muy pocas noticias sobre la confección de catastros, pero sí hay algunas reseñables. El abad de Iza ya había enviado en febrero de 1819 el catastro confeccionado durante la guerra en la misma Cendea. En abril de este mismo año, los vicarios parroquiales de Lizarraga y de Aranguren remitieron correspondencia sobre la forma de realizarlos, así como las autoridades de Sesma. Como ejemplo catastral hay que destacar el de la ciudad de Estella, ya que supone toda una novedad para la época por sus detalles sobre la renta personal y de algunos colectivos sociales
.
Otro caso es el de la villa de Los Arcos, que expresaba sus dudas sobre si los inquilinos debían contribuir y de qué modo. Desde el lugar de Badostáin informaban de que los datos de fuegos entregados a las Cortes eran erróneos, con el argumento de que cuatro casas estaban exentas de contribución, hecho que la Diputación desestimaría. El valle de Egüés solicitaba copia de la «matrícula de fuegos» que se había presentado al comienzo del cónclave, tal y como se había ordenado en febrero de 1817. No faltó tampoco quien presentara actitudes de desobediencia, como el Administrador del canal de Buñuel que se negó a entregar la relación de rentas que éste producía con el ánimo decidido de no entrar en el reparto.

Los diputados, por su parte, comenzarían en el mes de mayo de 1819 a revisar la documentación aportada. Sin embargo, y vista la dificultad de la tarea por falta de datos, a los tres días se decidió posponerla hasta la siguiente Junta de San Fermín. Se habría de celebrar entre el diez y el diecinueve de julio y daría inicio con el repaso a las Instrucciones de las Cortes. Después, se recibieron algunos informes de los encargados de recopilar más detalles, que a su vez se habían valido de otros expertos para realizar sus cometidos
.
En resumen, los pocos datos estadísticos existentes en Navarra sobre las actividades humanas, basadas sobre todo en el sector agropecuario, arrojaban datos positivos, lo que resultaba atrayente para la Corona. A pesar de ello, el pueblo llano era siempre la clase más desfavorecida, porque era quien contribuía realmente a las arcas del Estado a través de los diferentes gravámenes. La Hacienda española estaba configurada en un espectro muy variado de casos peculiares, de modo similar a lo que sucedía con el caso navarro. Por lo tanto, variaba el método de recepción de cargas impositivas no sólo de un territorio histórico a otro, sino que era diferente en no pocas ciudades y villas e incluso había muchas sociedades y particulares que mantenían derechos de recaudación. 
Respecto a las exigencias del Ejército regular en el periodo posterior al congreso, los diputados hicieron imprimir la orden sobre bagajes. Como ya se ha visto en el apartado de los Cien Días, era una medida imprescindible ante tantas exigencias de los militares. En cuanto a la contribución que el reino debía abonar por no enviar hombres a filas, se dieron casos similares a lo que estaba sucediendo con el donativo y con la confección de catastros: retrasos, reclamaciones y dudas por parte de los municipios de toda la geografía foral
.

Por ejemplo, las autoridades de Corella, así como varios particulares de esta localidad, solicitaban aplazamiento para el abono de la primera cuota, que no se concedería ante la premura de Madrid por recibir el peculio. También comenzaban las consultas sobre las estadísticas de la riqueza territorial, haciendo que poco a poco la magnitud de la empresa, y sobre todo el cambio radical que supondría su aplicación, fuesen factores de desequilibrio más que de recuperación. Una de las primeras villas en dirigirse a la Diputación fue Lodosa, demandando datos anteriores sobre las rentas. Pero no sólo los inconvenientes vendrían derivados de la dificultad de la realización de los informes. La causa principal del fracaso habría de deberse a las demandas de exención respecto a los impuestos, así como a los retrasos a la hora de abonarlos. Por ello, los asuntos contributivos se mezclaron con los catastrales y generaron mayor desorden en los ayuntamientos y concejos. 
Ya durante la celebración de Cortes se habían dado situaciones parecidas, como en Cáseda, donde sucedió un incidente a destacar. Para dar cumplimiento a la orden que decretaba un reparto de aproximadamente un millón de reales (ley 72), se enviaron circulares a los municipios navarros. En enero de 1818, el correo Martín Barasoáin viajaba con casi trescientos ejemplares y otros documentos para las ciudades de Tudela, Olite, Tafalla, Cascante y Corella. El alcalde de Cáseda informó que cuando aquél pasaba por Carcastillo se oyó un disparo, apareciendo poco después su cadáver en el término de Larrate. El informe no aclaraba las causas y se limitaba a informar que los hechos se habían puesto en conocimiento del tribunal de la Corte Real. El incidente pudo guardar relación con la resistencia a aceptar el gravamen y, sobre todo, con la forma de aplicarlo mediante repartos, a pesar de que en este caso concreto lo hubiesen aprobado los tres estados
.
 Respecto de la exención del servicio militar por dinero, algunos particulares de diferentes estamentos demandaron exoneraciones o descuentos de las cuotas. Así sucedió con el coronel Francisco Arnedo, quien solicitó que se le eximiese de la carga militar que le correspondía por ser dueño del despoblado de Berbel, petición que no fue satisfecha. El prior del lugar de Ubago y otros propietarios del valle de La Berrueza actuaron de modo similar, pero en este caso se accedió a sus demandas. Incluso los maestros de «primeras letras» de Tudela pidieron dispensa del servicio personal, aunque los diputados se desentendieron del asunto.
En los municipios sucedió algo parecido, pero aquí el descuento se haría efectivo. La villa de Obanos solicitó rebaja del impuesto del servicio militar, en concreto el equivalente a «un mozo» que ya había marchado al Ejército por orden de la Real Corte. Desde Milagro se demandó una relación de los «soldados filiados» que habían partido a filas y Tudela preguntaba cuántos de los veinticuatro hombres que había dispuesto se habían integrado al cuerpo. También los valles de Basaburúa Mayor y Araquil alegaron haber presentado tres individuos y así otras localidades: Mañeru, Echauri, Lazagurría, Artázcoz, Uterga, Los Arcos, Valtierra, Ustárroz, Cintruénigo… La respuesta de la Diputación fue en todos los caso la misma: tenían derecho a la reclamación, ya que los hombres que se habían integrado a filas lo hicieron antes de la firma del acuerdo entre el reino y el Gobierno.  
La villa de Lerín anunciaba serle imposible pagar el segundo plazo correspondiente al servicio obligatorio, que estaba a punto de vencer el 15 de enero de 1819, lo mismo que sucedía en el pueblo de Desojo. Más atrasados andaban los municipios de Tiebas y Fitero, que solicitaron aplazamiento de quince días en el pago de la primera cuota cuando ya había vencido el plazo. Las autoridades de Burgui, por su parte, pedían prórroga para las dos cuotas. Bajo estas últimas circunstancias, la respuesta habitual del órgano navarro sería la negativa. Incluyó a la población de Ostiz que, como había contribuido a las partidas formadas para la captura de delincuentes, solicitaba que se le descontase de la factura militar lo invertido en aquella empresa. La villa de Artajona tuvo dificultades para acabar de pagar el primer cupo, pero los consistoriales se equivocaron en las cuentas y abonaron de más, por lo que el descuento vendría en la segunda cuota. La villa de Torralba recurrió a la tala de una porción de monte y venta de la madera para hacer frente a los dos impuestos. Por lo tanto, se dieron una gran variedad de situaciones que muestran las dificultades de los municipios a la hora de abonar los impuestos. 
Aún se expondrán otros casos que guardan relación o que tienen que ver con las prerrogativas estamentales. El lugar de Pedriz solicitó exoneración completa, tanto del servicio militar como del donativo, porque sus habitantes «no son más que unos Colonos de los de la Religión de San Juan», cuyos réditos iban a parar al Rey. La respuesta de los diputados fue que debían contribuir. Otro caso de defensa de prerrogativa para no abonar el impuesto lo encontramos en el convento de San Benito de Corella. La ciudad tuvo que interponer un pleito contra aquél, porque al parecer existía un documento de la Cámara de Comptos que lo había eximido de contribución y después el Consejo Real lo había ratificado en sentencia. En consecuencia, el consistorio pidió rebaja al no contar con la ayuda del cenobio, pero la Diputación le replicó de forma negativa, ya que «varios o muchos pueblos» se encontraban en igual situación. El ayuntamiento de Tudela, por su parte, presentó un oficio en el que se detallaba la resistencia de los eclesiásticos de la ciudad a entregar lo que les correspondía del servicio personal
. 

El pueblo de Arbizu pidió que se le condonase la obligación, alegando que los franceses habían dado fuego a sus casas. Consiguió una rebaja de casi dos mil reales en cada uno de los dieciséis plazos que restaban, lo que daba un total de más de treinta mil. Lo mismo le sucedía al lugar de Aspurz, aunque su actitud era más modesta. Pedía descuento sin especificar, dejándolo a la voluntad de los diputados quienes decidieron rebajarle dos tercios de los quince plazos que quedaban por abonar, lo que arrojaba un total de casi cinco mil reales. La villa de Gallipienzo demandó pagar menos, por una claúsula de la ley sobre la contribución, lo que evidencia una casuística muy variada. 
Mientras, continuaban las peticiones de aplazamiento de las localidades a la hora de aportar las cuotas del donativo y, en consecuencia, también los retrasos. El valle de Arce argüía no poder cumplir con ninguno de los dos gravámenes hasta que pudiese recoger la próxima cosecha. La villa de Los Arcos pidió prórroga cuando tuvo que abonar la segunda cuota, tanto de la contribución como del servicio personal. Ante el apremio de las demandas del Gobierno, los diputados contestaron de forma negativa
.
Aunque bastantes localidades tuvieron dificultades, otras fueron pagando puntualmente. En consecuencia, la Hacienda foral presentaba cierta recuperación económica debido a que entraban ingresos y las exigencias eran menores, a pesar de tener que cumplimentar dos impuestos diferentes. Habría que conocer hasta qué punto la población sintió el mismo alivio, porque los problemas impositivos proseguían sin solución. Las exigencias y el confusionismo continuaban siendo la tónica habitual, aunque se hubiese celebrado el cónclave de los tres estados, en el que se había intentado normalizar la Administración y la vida económica del reino. De hecho, los problemas se incrementaron y la crisis social se agravaría paulatinamente, como se podrá comprobar a continuación.
Al respecto, son muy significativas las siguientes referencias. Por ejemplo, los diputados informaron al agente del reino en Madrid, en marzo de 1819, de que estaban buscando particulares que fiasen el dinero para dar satisfacción a la siguiente letra. La causa era las dificultades de los municipios a la hora de abonar las cuotas. Después, la Diputación envió a las localidades una circular informativa, detallando que se había encontrado el fiador del importe del segundo plazo, que vencía el quince de abril. Por todo ello, a los consistorios se les prorrogaba el pago hasta el uno de septiembre, a cambio de que se comprometiesen a abonar el «medio por ciento al mes» de rédito.
 Los ediles de Pamplona contestaron que le satisfacía la medida y que habían dado orden para el apronto del tercer cupo. Los de Lumbier agradecían el respiro y, aunque ya habían abonado el segundo plazo, pedían que se le aplicase la medida para el siguiente en ambos impuestos, propuesta que se aceptó a condición de que abonasen los réditos. Los consistoriales de Tudela, Tafalla, Olite, Sangüesa y Murillo el Fruto se sintieron también aliviados con la prórroga. Así fueron contestando paulatinamente desde San Martín de Unx, Lacunza, Puente la Reina, Estella, Los Arcos, Viana, Sumbilla, Navascués, Ergoyena, Cáseda, Azagra, Eslava, Abaiz, Larrasoaña, Urrául Alto y Bajo, Allo, Urroz, Aranaz, Romanzado y Corriedo de Liédena y valles de Arme, Lizuáin, Ega y Yerri, etc. Todas estas poblaciones lo hicieron con el fin de acomodar los pagos del segundo plazo a la forma propuesta, lo que da idea de las enormes dificultades económicas de estas localidades. Sin embargo, otros municipios prefirieron abonarlo sin acogerse al aplazamiento para no pagar interés, como los valles de Guesálaz y Santesteban de Lerín.
El pueblo de Ibero fue más original, porque se adelantó y pidió rebaja de la tercera cuota, lo que provocó el no rotundo de los diputados. Por su parte, el Consejo Real multaba a las poblaciones de Dicastillo y Peralta, a pesar de haberse «arreglado dichas villas a la ley del donativo para el pago de éste». Ante esta agresión, se pidió contrafuero para defender a la primera, mientras que de la otra se estudiaría el caso con más detenimiento por si existieran irregularidades. Hubo otras demandas insólitas, promovidas por particulares. Por ejemplo, un vecino de Cárcar pidió que la villa le abonase, del peculio destinado a la contribución, los réditos de un censo que le adeudaba el ramo de Caminos. La propuesta recibió la oposición más enérgica de los diputados, quienes facilitaron prórrogas pero no estaban dispuestos a realizar este tipo de concesiones, al menos en algunos casos.   
En el mes de abril de 1819, continuaban las gestiones de la Diputación y del síndico en Madrid para buscar fiadores que adelantasen el dinero de la próxima letra —con un interés del seis por ciento y vencimiento en septiembre—. Los diputados se mostraban proclives a abonar al Gobierno con anticipación lo estipulado, siempre y cuando el ministro de la Guerra prometiese algunos asuntos de interés. Por ejemplo, los casos mencionados del confidente Gomeza, así como el de la forma de pago a los miembros de los tribunales, tendrían que concluir de modo favorable al reino. De modo similar, habría que ajustar las cantidades entregadas al virrey antes de la celebración de las Cortes, con las cuentas que éstas habían dispuesto para el donativo. Para ello, los gobernantes navarros se dirigieron al «pagador» de la Real Hacienda, con el fin de que equilibrase la cuenta de más de un millón de reales adelantados por el ramo del Vínculo. De lo anterior se deduce que, como venía siendo habitual, se estaba dando el mismo tira y afloja entre ambas administraciones. Sucedía sobre todo a la hora de satisfacer los impuestos a la Monarquía, que era cuando el reino se encontraba en posición favorable para defender sus intereses
. 
En el mes de mayo de 1819, el agente Arrieta comunicaba desde Madrid malas noticias. Los prestamistas habían fallado y los sueldos de los jueces debían pagarse como en el resto de España, por lo que se daría orden al tesorero general para que los abonase contra el expediente del Papel Sellado. El síndico alertaba sobre la actitud agresiva de Villela Aragonés, del grupo de los nuevos «camaristas». Durante el ministerio de Garay había hecho todo lo posible contra las provincias Vascongadas e igualmente estaría dispuesto a hacerlo contra Navarra. Por lo tanto, el peligro continuaba planeando de continuo sobre el régimen foral y el Gobierno no cejaba en su empeño por equiparar al antiguo reino al resto de las provincias, más si cabe después de aprobarse el donativo y el impuesto militar
.
Con el tercer plazo de la contribución general no tardaron en llegar las solicitudes de aplazamiento y se dieron aún mayores problemas de morosidad. Por ello, las autoridades recurrieron a medidas disuasorias, de modo similar a lo que sucedió con el gravamen militar. El valle de Ilzarbe fue el más madrugador a la hora de pedir prórroga de éste último y seguidos fueron El Busto y la Cendea de Ansoáin. Respecto a la cuarta cuota del donativo, Estella se anticipó y demandó que se invirtiese el importe de ambas en la reparación del Camino de Logroño. Las razones que dieron los ediles se cifraban en que los vecinos ya habían realizado grandes esfuerzos, con lo aportado anteriormente, pero este argumento no convenció a los gobernantes forales. En virtud de las Instrucciones los diputados no estaban autorizados a aprobarlo, aunque sí en casos de daños sufridos, etc., como ya se ha visto. 
Por este mismo motivo decidían estudiar la solicitud de Viana, que propuso descuento en la contribución a cambio de treinta y cuatro cabezas de ganado vacuno que había entregado a los franceses en 1808. A pesar de ello, la villa no obtuvo respuesta positiva, pero los consistoriales no se dieron por vencidos y reclamarían después veintiocho mil reales que les adeudaba Puente la Reina por suministros de la última guerra a los hospitales militares.   

Hay más ejemplos ilustrativos: el consistorio de Cárcar se lamentaba de «la suma miseria en que se ven sus vecinos» y por ese motivo no pudo hacer frente ni a dos cuotas del donativo ni al plazo tercero del servicio personal. A resultas de ello, el comisionado para el cobro detuvo a algunos ediles. Aunque los restantes miembros propusieron a la Diputación un arreglo económico provisional, ésta delegó el caso a la Justicia. En la misma situación se verían otras poblaciones respecto a estos cupos: Fitero, por ejemplo, pidió aplazamiento y tampoco lo consiguió. El valle de Basaburúa Menor se lamentaba de que sus vecinos del valle de Santesteban contribuían en menor proporción, por lo que pedían mayor equidad. También se le negó, aunque recibió la promesa de revisarse su catastro para ocasiones venideras. Al Corriedo de Liédena le sucedía lo mismo con el valle de Urrául, ya que sus autoridades se quejaban del reparto contributivo. 
Así continuaron llegando demandas de aplazamiento, a las que de forma sistemática el órgano de gobierno fue contestando: «no ha lugar». Una de las más destacables fue la de los valles de Urrául, cuyas autoridades llegaron a solicitar cuatro meses de prórroga. Los gobernantes municipales de Corella cifraron su petición en otros términos: que se les relevase de la responsabilidad de percibir el importe de las cargas, ya que al parecer no debía de ser tarea muy grata dado el alto índice de pobreza y morosidad. Sin embargo, a Cárcar, Sangüesa y a los valles de Olaibar y Roncal se les autorizó a retardar el pago durante dos semanas. A pesar de ello, al municipio de Cáseda se le negaba el aplazamiento en la misma sesión. La Diputación había comunicado días antes a las poblaciones que, con la entrega de la sexta cuota, deberían entregar una relación de todos los plazos efectuados hasta aquel momento
  . 
Por lo tanto, se dieron situaciones de todo tipo a la hora de entregar las cantidades que correspondían a los municipios, tanto del donativo como del otro impuesto militar. En general, todo fueron demoras y solicitudes de descuento o exención. Hubo diferentes casos en los que se provocaron pleitos relacionados con las dispensas de la Iglesia a abonar las cargas, que se expondrán después. Todo ello denota las dificultades económicas de la inmensa mayoría de las localidades navarras a la hora de hacer frente a las contribuciones que les correspondían. Cabe recordar que la asamblea estamental había aprobado el donativo, los cupos del mismo y aún quedaban por ajustar algunas cantidades entregadas anteriormente a modo de anticipo. La Diputación, por su parte, acordó el gravamen militar con el beneplácito de los tres estados, porque el congreso había contemplado la posibilidad de canjear por dinero la obligatoriedad de presentar hombres. Respecto al dinero necesario para abonar los sueldos de los miembros de los tribunales reales, aspecto que se verá enseguida, fueron el Consejo Real y el virrey los responsables de decretar el gravamen. En consecuencia, en este último caso se trató de una imposición en toda regla. 
Vista la situación económica al final del Sexenio, se puede afirmar que el fracaso de la reforma hacendística se evidenció en Navarra, lo mismo que sucedía en todo el Estado. En el reino fue si cabe mayor, por el problema añadido de la foralidad y las relaciones entre los dos poderes. Aunque se dieron pasos decididos en pro de la confección de catastros y se experimentó cierta mejora en las arcas forales, el resultado general fue muy pobre y desigual. Las trabas que se interpusieron a la conclusión de la tarea fueron múltiples, debidas tanto al caos administrativo y a las dificultades económicas como a la resistencia que opusieron diferentes sectores sociales. La Iglesia, la nobleza terrateniente e incluso las universidades pusieron freno a la reforma, ya que recordaba a algunas desamortizaciones acaecidas durante el reinado de Carlos IV y podría sentar de nuevo precedente. Cualquier intento de imponer la contribución periódica y proporcional atentaba de forma directa contra la misma esencia de la foralidad del reino. Aparte de todo ello, han quedado sobradas evidencias de las enormes dificultades de los municipios para satisfacer las cantidades. Este hecho lleva a afirmar, de acuerdo con los documentos examinados, que un elevado porcentaje del pueblo llano continuaba al borde de la ruina, si no en la misma indigencia. 

A pesar de los problemas económicos mencionados, sobre todo de las economías locales, durante el periodo que medió desde el final de Cortes hasta el inicio del Trienio, se observa mayor circulación monetaria en la Administración foral. Los empleados públicos fueron recibiendo paulatinamente sus gratificaciones y se destinaron algunas cantidades a las obras públicas, como las realizadas en los Caminos Reales de Tudela  Caparroso y Cirauqui, según las Instrucciones dejadas por las Cortes
. 
En cuanto al reglamento de este ramo, el secretario de Estado había reclamado en agosto de 1816 un informe sobre la construcción de las obras públicas. El director era Pablo NolascoVentura y se le pidió que expusiese el estado de las vías de comunicación y su mantenimiento. En concreto, las que enlazaban Pamplona con Sangüesa y Logroño y las labores de conservación efectuadas en las que conducían a Castilla, Aragón y Guipúzcoa. Estas líneas resultaban imprescindibles para el reino, porque permitían una notable mejora de las comunicaciones y eran un acicate para las actividades comerciales, a pesar de los problemas aduaneros. Las obras se sacaban a subasta pública, pero cuando se trataba de algún tramo con dificultades especiales, como la existencia de agua o terrenos difíciles, era la Administración del ramo quien se encargaba de su realización. Debía abonar también los jornales correspondientes, con excepción de los aportes de materiales y desmontes de terreno, que solían recaer en manos privadas. 

El responsable, cuya principal misión era encargarse de la obras de las calzadas y hosterías, contaba con varios aparejadores a su cargo, quienes a su vez se ocupaban de la ejecución y del control de los jornaleros destinados al desmonte de terraplenes, traslado de materiales, etc. El pago de salarios se realizaba cada siete o cada quince días, debiendo presentar los depositarios anualmente el estado de las cuentas, con el visto bueno del principal responsable del expediente. Las vías habían quedado en un estado ruinoso después de la guerra por los desperfectos causados por la confrontación y las inclemencias de la meteorología y porque no se había realizado ninguna labor de mantenimiento desde entonces. Después, la penuria económica había impedido cualquier reparación.
Antes de la reunión de Cortes, en agosto de 1816, se había preferido que las labores las realizaran asentistas que no peones a contrato como en otras regiones. Cuando se daban casos de retrasos o incumplimientos de contratos, los diputados realizaban las gestiones oportunas para que se finalizasen los acuerdos. Así sucedería con el camino de Mañeru, cuya obra se había acordado en 1815 y pasado bastante tiempo, en febrero de 1819, seguía sin realizarse. Dos meses después, una nueva providencia de la Diputación, circulada a todas las poblaciones, obligaba a la limpieza de las zanjas de los caminos reales. Del mismo modo, se dictaron ordenanzas para que se derribasen los taludes de las rutas, «que no disten de las losas de ellos seis pies castellanos». En este sentido, y dada la desobediencia de algunos pueblos a realizar esta tarea, los gobernantes habrían de ordenar en diciembre de 1819 que las efectuasen trabajadores contratados a costa de los mismos municipios. A finales de ese año, el órgano foral aprobó otras obras públicas que afectaban a los caminos de Logroño, La Ribera, el de la Barca de Castejón hasta Castilla y el de Lorca. Se dio el visto bueno a la construcción del puente de Murillo las Limas y se examinó el informe sobre las reparaciones en el de Sangüesa. Por lo tanto, al menos iban realizándose algunas mejoras en las infraestructuras
. 

Sobre la normativa comercial, en los años finales del Sexenio el Gobierno decidió gravar con un empréstito de dieciocho millones de reales a los comerciantes de toda España. Estarían destinados a sufragar las expediciones militares americanas y su devolución se habría de realizar por la junta de Reemplazos de Cádiz, con un cinco por ciento de interés. El comercio de Pamplona se movilizó enseguida para no abonar los ciento sesenta mil reales que le correspondían y en enero de 1819 consultó a la Diputación sobre la legalidad de la norma. El órgano foral le replicaría, después de asesorarse con el síndico, que la medida era obligatoria y contraria a los fueros, por lo que se trataba de un empréstito en toda regla. 
El Consejo Real, en connivencia con el virrey, quiso imponer por su cuenta otra carga impositiva a los municipios navarros. Se trataba de un impuesto que iría destinado a satisfacer los sueldos de los miembros de aquel tribunal, que no percibían desde hacía cerca de diez meses, al igual que sucedía con los empleados de la Corte Real y la Cámara de Comptos. El conflicto de los salarios venía de muy atrás. Ya en la convocatoria de Cortes, los asamblearios se habían visto forzados a aprobar el abono de los cuatro meses inmediatamente anteriores. Más tarde, el administrador general de «esta aduana» de Pamplona se negaba a continuar satisfaciendo el estipendio a los jueces, a pesar de que eran órdenes reales. 

El regente del Consejo, por su parte, se quejaba además de que los empleados de Rentas Reales sí percibían sus ingresos, cuando Fernando VII había decretado que todos los recibiesen por igual. Opinaba que, en vista de la necesidad, era preferible demandar el dinero dentro del reino que no solicitarlo a Madrid, ya que el Gobierno sin duda habría de decretar un nuevo impuesto más gravoso todavía en «cantidad y calidad». Aunque el regente confiaba en que los diputados habrían de estudiar el asunto «con detención y madurez», éstos no opinaban lo mimo. 

Con esos antecedentes, en 1819 se exigía a la Diputación que recaudase el dinero de los ramos municipales de Arbitrios, Propios, Rentas u otros expedientes, en la misma proporción distributiva en que se había dividido el donativo. Se daba la oportunidad de que la cantidad exigida recayese directamente contra la Hacienda de Navarra, debiéndose transferir el peculio de los sueldos en el plazo máximo de poco más de diez días. En este último caso, el montante sería restituido después del donativo o se habría de abonar a costa de los municipios. Sin embargo, los diputados rechazaron cualquiera de las propuestas, alegando como siempre que la medida era opuesta a la foralidad. A mediados de febrero de 1819, solicitaron que la medida fuese declarada contrafuero, pero se les negó provocando una nueva réplica de protesta. 

Por si fuera poco, el máximo tribunal también reclamaba los salarios de los empleados de la Oficina de Totalización de Suministros ya clausurada. Este problema todavía era más antiguo y como se puede recordar se había iniciado a principios del Sexenio. Así las cosas, en marzo de 1819 Ezpeleta daba a conocer un oficio por el que reclamaba casi veintisiete mil reales a cuenta de la Hacienda foral, deducibles en las dos cuotas contributivas siguientes de abril y mayo. En este caso, la Diputación sí accedió a la demanda y el conflicto se resolvió al menos de momento
.
Una vez analizada la situación política y económica del reino, tras la celebración de Cortes, se expondrán algunas referencias sobre las condiciones de la población y otros ejemplos de las luchas sociales que se dieron entre los diferentes grupos. Pero antes, es necesario ahondar en algunos datos importantes para tener mejor comprensión del contexto. Guardan relación con las actividades humanas, la distribución de la superficie cultivable y la tenencia del agro. En general, las actividades económicas se repartían de este modo: alrededor del sesenta y ocho por ciento de las personas pertenecientes al tercer estamento se dedicaba a las actividades agropecuarias, un diecisiete por ciento eran artesanos, el nueve por ciento se ocupaba en servicios domésticos y el seis por ciento eran militares y empleados de la Administración. 

Los dos estamentos preeminentes eran los grandes poseedores de la tierra, a pesar de que en Navarra existía una cantidad destacable de pequeños y medianos propietarios. En proporción al resto de España, donde la mitad de la población dependía del latifundio, en el reino sólo el catorce por ciento de la tierra cultivada era propiedad del clero o de la nobleza y ocupaba más o menos al mismo porcentaje de la población. Las propiedades de un mismo señor o las de las corporaciones religiosas se hallaban repartidas geográficamente, por lo que la explotación era más del tipo multifundista, con una tendencia progresiva a lo largo del siglo a concentrarse en latifundios. Mientras que las fincas de nobles ocupaban un ochenta y tres por ciento de la superficie, las eclesiásticas componían el restante diecisiete por ciento. Los datos globales manifiestan una clara diferenciación geográfica, ya que era manifiesta la dicotomía norte-sur. Apenas se daban señoríos ni mayorazgos en la montaña, mientras que en la zona media estaban dispersos y en La Ribera meridional, llana y surcada por el río Ebro, era donde más se concentraban. 
En los valles altos del Pirineo más del ochenta por ciento de las familias eran propietarias, pero la tierra ofrecía escaso rendimiento agrícola y se ocupaba sobre todo en pastos y otros aprovechamientos más o menos secundarios. Bastantes vecinos accedían al arrendamiento hereditario, que no era al parecer muy gravoso, lo que beneficiaba en parte su situación. Respecto al resto del reino, la proporción era mucho menor: en «los valles de la Baja Montaña y en los de Tierra Estella» era superior al sesenta por ciento, «pero apenas superaba la mitad en los valles del noroeste y en los piedemontes». La Cuenca de Pamplona contaba con la presencia del «inquilino», que era un arrendatario de mediana o de pequeña hacienda, y la tenencia era menor del cincuenta por ciento. En La Ribera el mayor número de campesinos eran jornaleros sin propiedades, pero también había  propietarios y un sector social más amplio de labradores acomodados
. 

La ley de Señoríos de las Cortes de Cádiz, de agosto de 1811, había supuesto un primer paso para la supresión de los privilegios nobiliarios. Pero la disposición no llegó a hacerse práctica debido a la dificultad de expropiar los terrenos, principio contrario al derecho de propiedad individual. Además, los diputados gaditanos dispusieron una clara diferenciación entre «señorío jurisdiccional y solariego o territorial». El motivo era que había un número importante de nobles entre sus componentes y existían muchos intereses creados desde tiempos inmemoriales, que no serían tan sencillos de extinguir. Mientras que los jurisdiccionales se suprimieron, los segundos incluían los mayorazgos, instituciones antiquísimas que impedían la disolución de las haciendas mediante el método de traspaso de la herencia al hijo primogénito.  Fernando VII restituyó estos derechos de origen feudal por Real Cédula, a mediados de septiembre de 1814. La crisis de posguerra estimuló después la roturación de nuevas parcelas a manos de los campesinos más modestos, que se veían amenazados por la caída de los precios —muy marcada desde 1817―, hecho que se vio además favorecido por algunas de las medidas aperturistas de las Cortes navarras del Sexenio
.

En vísperas de la revolución burguesa, los señoríos ocupaban buena parte de la Monarquía española, mientras que en Navarra esa proporción era mucho menor. Para ésta, la valoración respecto a la superficie cultivada perteneciente a la Iglesia, antes de las desamortizaciones, es de ochenta y cinco mil robadas (7.633 hectáreas). El noventa por ciento de las tierras cultivadas pertenecientes al clero se dedicaban al cereal y eran trabajadas por arrendatarios, con una media de seis robadas (0,53 hectáreas) por unidad familiar. 
En Navarra se distribuía así la totalidad de los cultivos en 1818: cien mil hectáreas estaban destinadas a herbáceos, treinta y cinco mil a productos anuales de regadío, veinticinco mil a viñedos y siete mil quinientas a olivos y frutales. A finales de siglo, en 1895,  el cultivo de «secano» alcanzaba más de doscientas veinticinco mil hectáreas y el olivo casi se había duplicado, manteniéndose los restantes
.

A principios del siglo XIX, el mayor índice de superficie cultivada se daba en la zona media, en los piedemontes del norte, en los valles de Tierra Estella, con cultivos de cereal, y en la Cuenca de Pamplona, alcanzando el veintiocho por ciento del total. Las nuevas roturaciones de toda la centuria elevarían la cifra al cuarenta por ciento. La Ribera del sur apenas superaba el veinte por ciento, ya que la ganadería extensiva y la baja densidad demográfica eran condicionantes a tener en cuenta, aunque a finales de siglo duplicaría el porcentaje, igualándose con la primera. Los principales productos agrícolas de Navarra eran los cereales, de los que el trigo ocupaba el sesenta por ciento del total de granos y el maíz el diez por ciento. Le seguían la producción de vino y de aceite, concentrada sobre todo alrededor de Tudela. Aunque la agricultura experimentase crecimiento extensivo, la productividad evolucionaría a la baja. 

Por lo tanto, los progresos de la agricultura en Navarra se propiciaron en su mayor parte por la roturación de mayor superficie de cultivo. La agricultura del reino disponía de un método de abonado pobre, que no podía fertilizar convenientemente todo el suelo deseable. Además, la escasa mecanización impedía el laboreo profundo de la tierra. Ambos condicionantes habían originado que las soluciones intensivas a la hora de incrementar la producción se redujesen a introducir nuevas plantaciones como la patata, hacia 1800, la vid en tierras de cereal cultivadas en año y vez y la ampliación del regadío. Éste último fue posible gracias a las infraestructuras que se habían concluido a finales del siglo XVII: el Canal de Tauste y el Imperial.

La aplicación práctica de las novedades agrícolas era posible siempre y cuando el abastecimiento de cereales se encontrase asegurado. A pesar de las mejoras, la extensión del área de cultivo supuso en las tierras marginales de secano un descenso de los rendimientos y un aumento de los costes de producción. Aunque pueda parecer chocante, el crecimiento de la agricultura, que posibilitó por una parte la expansión demográfica en la primera mitad del siglo, sería después uno de los factores desencadenantes del parón poblacional, por causa precisamente de su naturaleza extensiva. Por otro lado, la cabaña ganadera contaba en 1818 con casi seiscientas mil cabezas de ovino, más de cincuenta y siete mil de ganado caprino, cuarenta y un mil de bovino y casi veintisiete mil de ganado equino, con claro predominio cuantitativo del norte ganadero
.
Respecto a los montes y sus aprovechamientos, la Diputación estaba encargada de conceder los permisos para talar árboles y se daban muchos incidentes al respecto. Por ejemplo, el comisionado de Valtierra autorizó a los vecinos a extraer leña para de este modo llevar a cabo la limpieza del bosque, según la versión del consistorio. Cuando el regidor de la villa José Ferrer se encontraba recogiéndola, el encargado José Baquedano y un empleado de la Justicia lo detuvieron, lo que acarreó una queja del pueblo a los diputados. La versión del guarda aseguraba que lo había encontrado cortando «innumerables árboles» y que además colaboraba con él un jornalero, que estaba talando de forma indiscriminada «tiernos arbolillos» para realizar parapetos en sus melonares, negándose a abandonar el trabajo. Ante esa actitud, el comisionado no había encontrado otro partido que detenerle, aunque después lo dejaría en libertad. También negó de forma categórica que hubiese dado licencia a los del pueblo para disponer libremente, a la par que se quejaba de los insultos que había recibido después de parte de los consistoriales en la sala de sesiones. 

Diferente caso sucedió en Aguilar, donde de forma solidaria el regimiento solicitó que veinte «maderos» talados con autorización se distribuyesen entre sus vecinos. La villa de Ezcároz solicitó cortar «siete mil pies de árboles» con el fin de recomponer la iglesia, pero los diputados decidieron valorar la demanda. Los guardas denunciaban las talas incontroladas, como las llevadas a cabo en Aguilar, Torralba, Marañón, Iruñela, Azcona y Errendazu. También lo hacían los comisionados de montes, como ha quedado constancia de otras poblaciones: Azcona, Basaburúa Mayor, etc. Miguel Esparza, por ejemplo, había comunicado a la Diputación del reino en diciembre de 1814 «el gravísimo perjuicio que sigue de descortezar árboles» en los montes de Muru, Bearin, Eraul, Arizala y Andéraz, de la Merindad de Estella.  Por su parte, el superintendente de montes, el marqués Jiménez de Tejada, informaba de los destrozos causados por los franceses en el soto de la Sardilla de la localidad de Funes. 

Se dieron más protestas de los pueblos sobre talas sin autorización, como es el caso de la villa de Azagra. En situaciones como éstas, las denuncias se limitaban a algunos particulares que recogían ramas de las orillas traídas por las avenidas del río Ebro o por cortes de árboles de pequeño grosor para combustible doméstico. A pesar de la poca gravedad de estos hechos y de tratarse en la mayoría de las situaciones de artículos para la subsistencia cotidiana, las penas podían ser hasta de cárcel, ya que según los diputados las prácticas eran muy frecuentes. Por ejemplo, a un vecino de Tudela se le impuso un castigo de tres días de prisión y dieciséis reales fuertes, al ser sorprendido «cortando un árbol verde de grosor de una muñeca». La Diputación debía velar para que estos hechos no sucedieran y además concedía los permisos oportunos para cortar maderas, por ser una de sus funciones contempladas en las Instrucciones. Sin embargo, algunas de las medidas parecen excesivas para aquella época en que primaba la supervivencia, aunque pudo deberse quizá también a la proliferación de otros delitos
. 

Ya se ha visto que, durante el Sexenio y concretamente en los años que median entre la celebración de Cortes y el inicio del Trienio, el problema de la crisis económica no se encauzó de forma satisfactoria, a pesar de las reformas. Las especiales circunstancias posbélicas, el continuo tránsito de tropas, el sistema contributivo, las tensiones con la Monarquía y la incapacidad de ambos sistemas políticos para gobernar, tanto por separado como en conjunto, propiciaron que el tiempo transcurriese sin experimentarse ningún alivio notable. Es importante conocer hasta qué punto influyó en ello la gestión administrativa de las autoridades navarras, así como ahondar en los conflictos sociales que se sucedieron. La crisis del Sexenio repercutió de forma especial en los sectores sociales más desprotegidos: los agricultores arrendatarios, pero sobre todo en los jornaleros. Habida cuenta de que el sector agropecuario reunía el mayor porcentaje de los individuos que participaban en las actividades económicas, no es de extrañar que sobre todo la población agrícola de los municipios pequeños se encontrase en situación calamitosa. Para dejar constancia de ello, se han recogido algunos datos que se exponen a continuación.
En aquella época, las rentas de los agricultores eran bajas sobre todo para quien no disfrutaba de la tierra en propiedad, en cuyo caso podía oscilar entre los mil doscientos y trescientos reales al año o incluso la indigencia. Si a la escasez de ingresos sumamos los numerosos impuestos indirectos al consumo y las contribuciones especiales, con la salvedad de que los jornaleros estaban exentos de éstas últimas, se encuentra un panorama desolador. Por ejemplo, entre 1814 y 1817 el Ayuntamiento de Cortes hubo socorrer a los vecinos más pobres con el doble del trigo del que solía dar por Navidad, por las tormentas de granizo y los continuos aportes a los militares. En Mendigorría se dio similar caso en 1817, ya que de trescientos hogares existentes en el pueblo sólo cuarenta podían mantenerse sin ayuda económica. 
A raíz de estas situaciones de auténtica crisis de subsistencias, en 1815 se habían dado numerosos «conflictos, camorras y revueltas de ex-guerrilleros sin empleo en la zona media. Impago de diezmos e impuestos por toda Navarra. Pleitos y querellas eclesiásticas reclamando las rentas impagadas.» En Mendigorría se produjeron actos de bandidaje e insubordinación, por lo que las autoridades decidieron repartir doscientos robos de trigo, pero el fiscal de los tribunales de Pamplona se negó rotundamente a la medida. Casos parecidos se dieron en Los Arcos en 1816, donde se contempló la venta de propiedades concejiles, a pesar de la prohibición del Consejo de Navarra. Después, el alcalde estuvo preso por no abonarse las deudas contraídas por el municipio y los vecinos tuvieron que entregar «en muebles, ropas y plata el equivalente a la cuota». En ese mismo año, jornaleros de ambos sexos de la Ribera ocuparon corralizas, por encontrarse sin trabajo y sin medios de vida, y en San Martín de Unx se produjo un motín en la sala del Ayuntamiento. Hay otras referencias importantes a destacar, como que el Consejo Real advertía del peligro de jornaleros en paro en La Ribera. Además, hubo conflictos por el pago de diezmos en los pueblos colindantes al Canal Imperial y diversos municipios presentaron recurso ante los tribunales contra diversos cenobios, por negarse a pagar la cuota del donativo en 1819.
 
Por lo tanto, la población de estos municipios afectados, y de otros muchos de toda la geografía del reino, manifestó con claridad y contundencia su rechazo a los abusos y a las medidas represivas que se adoptaron para el apronto de algunos gravámenes. La Corona, por mediación del virrey, empleó métodos coercitivos contra las poblaciones para ultimar el cobro de las cuotas, en ocasiones con empleo de la fuerza militar. La Diputación tuvo que acatar las disposiciones de las Cortes sobre la contribución, mientras que los pueblos no podían hacer frente a más gastos. Otra solución adoptada, la venta de bienes comunales por parte de los ayuntamientos, tampoco habría sido la solución a los problemas para satisfacer las deudas, porque después no había nadie que adquiriese lo enajenado por falta de liquidez. 
Sobre el problema de la venta de tierras comunales, que se venía produciendo desde la guerra de la Independencia, los campesinos sólo habían podido acceder a la compra de pequeños lotes, mientras que los más hacendados acapararon las restantes. Además, los menos pudientes perdieron derechos de utilización de los terrenos concejiles, como ya se ha visto en el capítulo dedicado a la legislación de las Cortes. De esta medida se derivaron situaciones dispares, como que los agricultores más desafortunados llegasen a cultivar tierras ajenas sin autorización o algunos acreedores se hiciesen con tierras del común a cambio de lo que se les adeudaba por préstamos u otros conceptos. 

Por su parte, los vecinos se excusaban de no poder hacer frente a lo que se les exigía, mientras que los consistoriales les hacían responsables, tal y como estipulaba el Consejo de Navarra. También «muchos arrendadores de bienes concejiles» salieron perjudicados y no pudieron «siquiera pagar la renta estipulada». Se dieron muchos de estos casos en gran parte de la geografía navarra, que perjudicaron sobre todo al sector agropecuario. La mala coyuntura se complicó más si cabe por los fenómenos climatológicos adversos y por las epidemias del ganado, que ya de por sí se había visto mermado sobremanera por el constante consumo de las tropas. 

Otra práctica habitual, ejercida por parte de personas que no podían mantenerse de otro modo, era la recolección ilegal de cosechas. Normalmente se daba  el conocido «espigueo», que fue muy común en otros países de Europa, y que consistía en aprovechar de los campos todo lo que quedaba después de la recolección de los frutos. Era una actividad tolerada e incluso había leyes en algunos casos que la protegían. Sin embargo, la crisis de subsistencias de posguerra dio paso a situaciones como la que se expone. «En el verano de 1816 una multitud de campesinos pobres y empobrecidos se había dedicado a espigar por los campos aún sin recolectar: provocando el temor entre los propietarios grandes y pequeños.» El problema llegó a tal punto, que es una prueba del número de individuos que habrían llegado a encontrarse en condiciones penosas. 

En efecto, lo anteriormente descrito guarda estrecha relación con la normativa de campos, que los diputados revisaban en abril de 1819. Lo más destacable de esta legislación era que señalaba las penas económicas para quien introdujese ganado en terreno ajeno o causase daños en propiedades de otros. También contenía las ordenanzas sobre «racimas» en viñedos, campos de cereal y olivares, consistente en tolerar que los más desprotegidos aprovechasen los frutos que quedaban después de las labores. A pesar de ello, como la práctica se había extendido incluso a los momentos previos a la cosecha, hizo falta la determinación del órgano navarro para intentar atajar estas prácticas fruto del hambre
. 

El Consejo Real también prohibió que se realizasen ese tipo de actividades y que los jóvenes de ambos sexos pernoctasen juntos «en el campo o en corralizas fuera de sus respectivas casas». Otra sentencia del mismo tribunal, de mayo de 1816, había ido en contra de la masiva afluencia a entierros y había censurado la excesiva duración de las fiestas patronales. Al parecer, la gente acudía en gran número a los sepelios,  acuciada en la mayoría de los casos por el hambre, mientras que las autoridades habrían visto en estas concentraciones un potencial peligro de crímenes y alborotos. 

De modo similar, puede verse en la aprobación de la norma de las Cortes «contra los pordioseros» (ley 79) una manifestación por controlar los desórdenes sociales y la marginación, aunque de un modo represivo. Dentro del grupo descrito por los tres estados, que era bastante heterogéneo y ambiguo, estarían también incluidos quienes habían luchado en la División de Navarra. Parte de ellos habían desertado en los momentos previos a su disolución, aunque también los había que no habían podido reintegrarse satisfactoriamente a la vida civil por motivo de la crisis. Se dieron no pocos casos, en diferentes poblaciones, en los que los protagonistas de los desórdenes eran precisamente estas personas. 

Así sucedió en Cirauqui y en Artajona, mientras que en Mendigorría hubo treinta y nueve detenidos en agosto de 1815 durante una algarada que se calificó de «motín». La pendencia no habría pasado de ser un mero incidente de cierta gravedad, de no ser porque los protagonistas eran voluntarios que habían desertado y que supuestamente habían apedreado al alcalde y disparado contra su casa. Habrían tenido atemorizadas a las poblaciones con su conducta y para lograr su detención hizo falta recurrir a la fuerza militar. La mayoría eran jornaleros entre los dieciocho y veinticinco años de edad: «una muestra representativa de campesinos y artesanos a los que el empobrecimiento generado por la guerra les ofrecía pocas alternativas que no pasasen por la delincuencia o el malvivir». Contra estas actuaciones se tomaron medidas de prisión para los encausados, que oscilaron entre los seis años en el peñón de Alhucemas y un año y seis meses de reclusión
.

Situación parecida se había dado en mayo de 1815, entre vecinos de Valcarlos y excombatientes durante una festividad religiosa celebrada en la localidad de Sorlada. Ante la proliferación de estos hechos, el tribunal de la Real Corte acabaría prohibiendo las «mecetas» o celebraciones de los patronos, por la sangre que llegaba a derramarse en las mismas. A pesar de las medidas, los incidentes y ataques a las autoridades prosiguieron en otros municipios como Monreal. Junto a los desórdenes públicos se había ido desarrollando el bandidaje desde 1813, tal y como se ha visto, «como una de esas respuestas individuales a la privación de unas mejores condiciones de vida…» 

Cabe destacar el disturbio que protagonizaron unos cincuenta jornaleros de Larraga. Después de que el alcalde exigiese la contribución a uno de ellos y tras una negativa y altercado por su parte, el edil decidió encerrarlo en la cárcel. Los campesinos asaltaron la prisión logrando liberarle y «obligaron al pregonero a publicar un bando…, ordenando a nombre de la Junta de los Pobres que ningún jornalero o pobre pagase la contribución, y que ésta se satisficiese con el valor de las corralizas» En este caso concreto, fueron los propios braceros quienes deseaban que se vendiesen propiedades del común para satisfacer las exigencias de la guerra, antes que tener que abonar ellos la proporción correspondiente de las contribuciones. Los incidentes de Larraga continuaron entre labradores y ganaderos miembros de la mesta hasta 1817, ya que éstos tenían derechos sobre el alquiler de las «yerbas y aguas». 
Otro de los problemas del Sexenio fue la emigración campesina, porque los jornaleros de los valles montañosos del norte se desplazaban a La Ribera para las labores de siembra y recolección. Los agricultores del sur vieron peligrar sus habituales medios de subsistencia, porque en época de crisis el rendimiento agrícola era mínimo y les hacían la competencia. Esta difícil situación creo más conflictos sociales que llegaron a la violencia, juicios y arrestos de hasta cuatro años en el presidio de Cartagena. Caso parecido se dio entre los artesanos del norte con sus colegas franceses, en abril de 1816, al tener que defender sus escasos medios de vida de la introducción de mercaderías del otro lado. 

Hay que mencionar también las disputas que se dieron en los pueblos entre residentes y foráneos. En la segunda categoría estaban los nobles que tenían propiedades, pero que no residían en la localidad, estaban libres de impuestos municipales y se beneficiaban de usufructos concejiles. Cuando algunos municipios vendieron parte de sus tierras, dejaron fuera deliberadamente a estas personas, con el fin de que no acaparasen más parcelas. Esta situación provocó después la denuncia de terratenientes como el conde de Guenduláin, porque los campesinos estaban roturando terrenos que se utilizaban para pasto de su ganado, mientras que él no abonaba ninguna renta por unas parcelas que eran en realidad de uso común. También, se dieron enfrentamientos entre los propios vecinos por el reparto poco equitativo propiciado por los ayuntamientos a la hora de sacarlas a la venta
. 
Estas situaciones sociales se mantuvieron durante todo el periodo, fueron una preocupación constante para las autoridades y una rémora para la población. Los numerosos testimonios ofrecen la muestra de la magnitud del fenómeno en aquel tiempo de crisis y la mayoría de los esfuerzos por solventarla fracasaron por todas las razones expuestas hasta ahora. La única medida que prosperó fue la ley de Cortes sobre custodia de campos (ley 110), que ya se ha comentado y cuya eficacia fue muy pobre debido a que los municipios debían sufragarse los gastos. 

Los problemas originados por las asociaciones de mestas fueron dignos de tener en cuenta. En ocasiones, como la sucedida en Cárcar en julio de 1815, los ganaderos se resistieron a la venta de una corraliza e instaron a que las contribuciones se abonasen por reparto y no mediante liquidación de bienes. Por su parte, los nuevos propietarios de tierras enajenadas recibieron reclamaciones de algunos ayuntamientos como Marañón y La Población. Por el contrario, algunos particulares de Viana defendían sus posiciones alegando que las ventas habían sido algo habitual en toda Navarra. Por lo tanto, los compradores no podían permanecer tranquilos por miedo a que sus adquisiciones se anulasen. En frente estaban algunos de los consistorios, cuya intención era recuperar la tierra que habían tenido que empeñar. 

Otro de los argumentos esgrimidos por los adquirientes fue que las ventas habían evitado mayores desgracias, al haberse dispuesto de dinero en metálico con el que hacer frente a las contingencias bélicas. Finalizado el conflicto, ya no tenía sentido que se les reclamase algo que había supuesto un gran servicio a la sociedad y que convertía las peticiones en una muestra de ingratitud. Esta filosofía es la misma que habían manifestado las Cortes a la hora de legalizar las ventas, en este caso por evitar problemas y retardos en la elaboración de otras leyes
. 

La complejidad de las relaciones de producción en el mundo agrario produjo tantas tensiones que es difícil agruparlas en un esquema lineal o definirlas en una explicación simplista. Sin embargo, todas obedecen a una misma causa: la defensa de los intereses básicos en un periodo de crisis extrema. En consecuencia, los enfrentamientos y alianzas que se producen alrededor de las actividades económicas entre los diferentes grupos sociales obedecen a lo mismo. A su vez, las luchas están condicionadas por el régimen político y administrativo, por lo que si éstos no se adaptan a las necesidades del momento se producen los cambios necesarios para derrocar el orden establecido. 

Las situaciones sociales concretas de cambio varían en función de no pocos factores. El primero en importancia es el retraso estructural, directamente relacionado con la intensidad de la violencia de los acontecimientos a producirse. A su vez, dentro del modelo económico estamental influyen el origen de la renta individual y su cuantía, la distribución de la superficie cultivable, la diversidad de las actividades económicas, la situación geográfica, etc. En Navarra se conjugaban a la perfección todos estos condicionantes. Aún hay que sumar el contacto que la población había mantenido con varias fuerzas foráneas durante los conflictos armados. Además, estaban las mudanzas políticas que se habían experimentado en poco tiempo y las difíciles relaciones con un poder superior. 

Por todo ello, se observa cómo el clima de conflictividad social fue muy alto, y a la vez complejo, porque implicaba a un amplio porcentaje de la población, sobre todo rural. El tejido de las actividades humanas interrelacionaba a los tres estamentos sociales, mayormente en función de la agricultura, que era la principal base de la renta. Este hecho complicaba todavía mucho más la situación y evidenciaba la ineficacia e injusticia del sistema estamental, así como su inminente caducidad. Hay que recordar los antecedentes acaecidos durante la ocupación y el periodo constitucional, cuando habían comenzado a manifestarse las primeras negativas a la hora de satisfacer los impuestos al clero y la nobleza. Este detalle es una prueba de que el tercer estado era consciente de su relación con los otros dos: de inferioridad y de sumisión, que se iba transformando en rebeldía. Por si fuera poco, todo lo mencionado se englobaba a su vez dentro de otro poder superior, el del Estado, que intentaba absorber todo el beneficio posible del reino, a costa de sus privilegios ancestrales.

La crisis económico-social afectó al clero y la nobleza en la medida en que se vieron despojados de algunas de sus exenciones fiscales. El antecedente de los campesinos que se habían negado a abonar la «renta feudal», que se cifraba en diezmos y otros derechos; o el empleo del gravamen para sufragar la guerra, habrían supuesto no sólo una amenaza para los estamentos privilegiados sino un cambio de actitud y de mentalidad del campesinado. Tras la restitución foral, en septiembre de 1814, el Consejo Real había dictado sentencias favorables al clero de Pamplona, relativas al pago de los diezmos que le adeudaban diferentes municipios navarros. 
Sin embargo, el precedente contrario ya había quedado de manifiesto antes. Por el Real Decreto de julio de 1814 la Iglesia había recuperado sus exenciones fiscales, pero aun y todo algunas localidades desobedecieron o cuestionaron la norma real debido a la penuria económica que atravesaban. En consecuencia, durante el Sexenio se dieron conflictos en diferentes poblaciones, bien por no satisfacerse las exigencias del clero o porque algunos municipios  llevaron a los eclesiásticos a los tribunales. Sucedió así en el Valle de Larraún, por las cuotas que la Iglesia adeudaba del breve periodo constitucional. A pesar de que las sentencias de los tribunales navarros solían ser favorables a los religiosos, prosiguieron las negativas a abonar los diezmos. Ante estos problemas, el virrey, el Consejo Real y la Diputación remitieron las circulares a los pueblos en diciembre de 1818, con las órdenes relativas al pago de impuestos atrasados de 1807 y 1808. 

Otra estrategia de los campesinos consistió en crear nuevos cultivos no sujetos al gravamen, lo que motivó protestas enérgicas de los religiosos, como había sucedido antes en Azagra en 1813. Caso diferente fue el del obispado de Tudela, propietario de las «fincas cuarteras de Murchante», que percibía por arrendarlas un cuarto de la cosecha. Con la venta de parte de ellas por la desamortización de Godoy, los eclesiásticos habrían querido seguir percibiendo lo mismo de las parcelas que ya no disfrutaban en propiedad. El litigio se perpetuó hasta 1818, así como la negativa a abonar los supuestos derechos, y el Consejo Real daba finalmente la razón al obispo de Tudela, quien había alegado como argumento a su favor que las tierras se habían tasado por debajo de su precio real. 

Por lo tanto, se observa que tanto las sentencias de los tribunales navarros, como las órdenes emitidas por el virrey o la Diputación, solían ser favorables a los dos estamentos privilegiados, como era habitual en el Antiguo Régimen. Sin embargo, los diputados se mostraron favorables también hacia algunos miembros o colectivos del pueblo llano, sobre todo en lo que se refería a asuntos municipales o de índole humanitaria. Habría sucedido así por dos motivos principales: por un lado, debían favorecer la economía del reino, uno de cuyos pilares era las rentas de los municipios y por otro estaba la defensa de los navarros, que gozaban del derecho de naturaleza independientemente del estamento a que perteneciesen. En este último aspecto aventajaba el reino a la Monarquía, en cuanto a status individual y colectivo, así como en el reconocimiento del individuo como ciudadano y no como vasallo. Con todo, la prerrogativa era más teórica que práctica, como la evidencia lo demuestra. Además, los naturales del reino debían vasallaje a la Corona como toda la población del resto del Estado.

Similares conflictos se dieron entre algunos pequeños municipios y los monasterios navarros. Como ejemplo, destaca el intenso enfrentamiento de los vecinos de Ayegui con el cenobio de Irache. Se originó por «el disfrute de las tierras colindantes» y por la negativa una vez más a abonar «los réditos de los censos perpetuos y pechas y diezmos». Otros conventos como el de Fitero contrataron guardias para defender «sus términos, ríos y pesca». Los monjes llegaron a cortar el agua de riego y los consistoriales de esta población enviaron hombres armados al monasterio para restablecer la labor del molino harinero que habían interrumpido. La represalia se produjo después en 1817, cuando el pueblo quiso roturar nuevas tierras y el monasterio les negó la gratuidad del agua, lo que provocó que el Ayuntamiento recurriese al Consejo de Castilla sin contar con los organismos navarros. 

A pesar de posicionarse en bastantes ocasiones a favor del clero, el Consejo de Navarra facilitó en 1818  la puesta en cultivo de nuevas tierras, tal y como habían dispuesto las Cortes recién clausuradas. Asimismo, exigió al cenobio de Fitero que presentase la escritura de titularidad de las aguas, requisito que los monjes no pudieron cumplimentar debidamente. Por ello, el tribunal sentenció «que la villa y los religiosos nombrasen peritos que fijasen el disfrute de las aguas…, no siendo adecuada retribución al aumento de diezmos…». La resolución judicial supuso toda una novedad para la época, siendo una muestra de las transformaciones sociales que se venían gestando. 

En este contexto podría situarse la tímida reforma propiciada por las Cortes de 1817-18, que había previsto reducir las exenciones fiscales —según contemplaban las leyes de la Novísima Recopilación— y pretendía gravar algunas rentas de la nobleza y del clero. La negativa de «los monasterios de Marcilla y Fitero, los cabildos de Pamplona y Tudela, la orden de San Juan, la colegiata de Roncesvalles, y los conventos de monjas de Corella, Cintruénigo y Vera de Bidasoa» a abonar lo que les correspondía del donativo estipulado por las Cortes, fueron patentes en el último periodo del Sexenio. Destacan también las dificultades que tuvieron algunas comunidades, como la Oliva o Leire, a la hora de elegir «alcaldes en sus respectivos territorios de abolengo». Los enfrentamientos de los vecinos y autoridades contra los cenobios, derivados de la crisis económica, fueron casi constantes y produjeron delitos contra la propiedad
. 

Hay diversos testimonios de otras disputas de índole similar, lo que evidenciaría la alta conflictividad social del periodo que, aunque no muy documentada, sí lo está lo suficiente como para no pasar por alto aspectos tan importantes. Hay que reseñar que en Navarra la cuarta parte de la población habría habitado en «villas y lugares de señorío» —según el censo de Floridablanca de 1786—. Sin embargo, respecto al conjunto del Estado ocupaba el penúltimo lugar en la distribución relativa de tierras señoriales. A pesar de ello, la poca magnitud del latifundio no impidió que los campesinos activasen sus mecanismos contra las exenciones fiscales de clero y nobleza, por supuesto motivados por una crisis que se podría calificar de subsistencias. Tampoco hay que perder nunca de vista el antecedente que se había producido durante la invasión francesa, cuando Bonaparte había abolido los derechos feudales en la Constitución promulgada para España. El texto se había enviado por escrito a todos los municipios navarros, el 4 de diciembre de 1808. Con la restitución foral se hizo público que se habían dejado de pagar muchas rentas a la nobleza durante la guerra, práctica habitual que se perpetuó durante el Sexenio al parecer no de forma aislada
.

Pero la nobleza también dejaba de pagar las contribuciones y valga el ejemplo del duque de Granada de Ega. Era uno de los propietarios más importantes y había dejado de abonarlas entre 1808 y 1814, pero «se permitía la desfachatez de exigir los censos y pechas impagados en los pueblos de su jurisdicción». Las sentencias de los tribunales eran normalmente favorables a la nobleza, como la que en 1817 ordenó embargar bienes a los vecinos de Subiza que adeudaban al duque. El mismo noble había expulsado de sus tierras en 1815 a los agricultores arrendatarios que más se opusieron a pagarle las cuotas, como los del señorío de Fontellas. Los campesinos se rebelaron y se negaron a abandonar los cultivos. El Consejo Real dictaminó finalmente, en abril de 1818, que tenía derecho a desalojar de sus propiedades «a las familias que generación tras generación las habían hecho productivas»
. 
Los problemas económicos y sociales no fueron exclusivos del campesinado u otros sectores sociales del pueblo llano, sino que afectaron también a «algunos miembros de las oligarquías locales que copaban los ayuntamientos». El método habitual de elección por insaculación, censitario, en función de la renta personal, dejó fuera a quienes se vieron empobrecidos por causa de la crisis de posguerra. También hubo casos en los que se alegaron otro tipo de incompatibilidades para ejercer los cargos o las ausencias se debieron a pleitos anteriores relacionados con deudas, arrendamientos y delitos cometidos. Los ejemplos al respecto son numerosos: Estella, Arguedas, Ochagavía, Ujué, Aibar, Fitero, Pitillas, Marcilla y Viana. Aun y todo, los agricultores sufrieron las peores consecuencias y algunos se vieron abocados a ejercer «la mendicidad, el bandolerismo o la rebelión local para sobrevivir». Grupos de antiguos combatientes de la División y desempleados circulaban por la geografía navarra y en ocasiones, como se ha visto, realizaban acciones punibles.
En relación con algunos sucesos acaecidos en los consistorios, el caso de Estella es muy significativo. El alcalde, José María Chavier, había recibido parte en agosto de 1814 de que en el pueblo de Ubago se había producido un asesinato. El que era a la sazón juez del crimen, se personó en el lugar para tramitar las debidas diligencias en compañía de su asesor. Una vez en la población, se encontró con la sorpresa de que dos individuos, receptores de los Reales Tribunales por orden de la Corte Real, le conminaron a que entregase el informe sobre lo sucedido. El magistrado estellés habría replicado respetuosamente que no había lugar para darles el dossier, ya que lo acontecido era competencia de su jurisdicción. 
Acto seguido, la Corte Real adoptaría imponerle una sanción que ascendía a «miles de libras». No quedó ahí la cosa, ya que después sería condenado a sufrir arresto «por muy largo tiempo». Los componentes del consistorio intentaron revocar la sentencia ante el Consejo del Reino, cuyos jueces replicaron que no era viable el recurso. A pesar de que la imposición del pago del dinero y el confinamiento del juez municipal eran hechos contrarios a las leyes forales, la ciudad tendría que sufrir la usurpación de sus atribuciones y el alcalde la reclusión. La sentencia, que incluía la pérdida de las facultades para impartir Justicia como magistrado del mercado, se recurriría dos años más tarde, en 1816. 
Son de destacar los comentarios del alcalde, quien afirmaba que los informes del sumario «presentan un cuadro demasiado lastimoso, y tal que me holgaría no haber tenido que fijar la vista en él». Opinaba que el oficio tramitado por la Corte Real no tenía ninguna validez, desde el inicio hasta el final. Añadía que los procedimientos empleados por el cuerpo de Justicia que había llevado el caso, ajenos por completo a las competencias sobre la muerte acaecida en Ubago, que pertenecían a la jurisdicción de la alcaldía, «fueron verdaderos atentados». Como justificación a estas declaraciones tan duras como directas, se dirigió después al virrey en estos términos: «perdonará V.S.I. la claridad, y libertad de mi lenguaje, porque son hijas del convencimiento, y valentía que inspira la verdad». Además, el informe que resaltaba la negativa del alcalde a entregar el sumario contenía algunas irregularidades, ya que ni se encontraba firmado ni contenía el auto.

El Ayuntamiento de Estella presentó al inicio de la celebración de Cortes un recurso de contrafuero, como respuesta a la sentencia sancionadora pronunciada contra su alcalde en 1815. A pesar de haberse negado solamente a entregar el sumario del crimen, la apelación tampoco conseguiría el objetivo de eximirle de la pena. El síndico Sagaseta de Ilúrdoz examinó la sentencia y se dirigió a Ezpeleta, manifestándole que deberían adoptarse medidas a fin de resarcir a la ciudad de los daños que había recibido. Sin embargo, y a pesar de diversos intentos de solución, bien entrado 1818 las diligencias continuarían aún
. 

El alcalde de Lodosa también tuvo problemas con la Justicia, como evidencia la queja presentada en enero de 1819 ante la Diputación, por haber sufrido «una tropelía» de manos de los guardas de Castilla en la demarcación de la villa. Después los diputados contestaban a la ciudad que, al estar el pleito en la Corte Real, se comunicaría la sentencia cuando se diese a conocer. Hubo más quejas respecto a los mismos guardas por parte de varios particulares de la misma localidad que denunciaron las «tropelías» que venían cometiendo en los corrales del ganado ovino, a pesar de haberse declarado contrafuero el embargo del mismo. Vecinos del valle del Roncal denunciarían un decomiso de ovejas, seguramente cuando descendían a los pastos de La Ribera en la trashumancia otoñal. En Pamplona se dieron abusos en los portazgos de entrada y salida, donde se exigían exacciones en dinero a la hora de pedir los pasaportes
.

Por lo tanto, los mismos representantes de los ayuntamientos navarros tuvieron conflictos de cierta gravedad con los funcionarios estatales de Justicia o de Hacienda, de modo similar a como había sucedido entre la Diputación y el Gobierno. Ello denota que los problemas afectaban, en mayor o menor medida, a todos los niveles de la Administración y a casi todos los estratos sociales. En el primer caso, las tensiones tuvieron su origen una vez más en la lucha de competencias entre ambos poderes.  Repercutían sobre todo en la vida municipal, imbricando a su vez a los tribunales y a los diputados. Estos hechos producían gran indignación entre las autoridades locales y los ciudadanos, quienes veían estas actuaciones como un atentado más contra los navarros. Así se iba incrementando el encono acumulado contra el Estado, aunque la actitud pública de las autoridades hacia el Monarca fuese siempre de respeto y cautela.
Uno de los problemas más acuciantes era el del bandolerismo, originado como consecuencia directa de la crisis del Sexenio. Ya se ha visto este aspecto, así como las razones sobre el fracaso de las medidas empleadas contra la delincuencia. Cabe incidir en que la primera de ellas fue la continuidad del contexto en que había surgido. Estuvo muy presente el hecho de que los bandoleros hubiesen desertado de la División o se les licenciase a la fuerza tras extinguirse. Por último, el principal condicionante vino de los problemas económicos a la hora de organizar y costear un cuerpo que los controlase. En general los actos delictivos se limitaban a la sustracción de alimentos, enseres o metálico proveniente de algunos pudientes, por lo que el valor de lo sustraído no solía ser de mucha importancia. Pero había grupos profesionalizados y hasta 1819 hay constancia de partidas como la que frecuentaba Corella. La Real Corte, por ejemplo, dictó sentencia contra quince bandidos en noviembre de 1819, condenándolos a penas de presidio que oscilaban entre ocho y dos años en lugares tan alejados del reino como la Gomera, Melilla o Ceuta
. 
Los ediles de Estella ya se habían quejado, en diciembre de 1815, de la inseguridad que reinaba en los caminos de las inmediaciones de la ciudad, debido a la indigencia de parte de la población El problema no era fácil de solucionar, por lo que continuarían las actividades de los malhechores y las medidas de represión contra ellos. Al no existir un cuerpo especializado que controlase la delincuencia y visto el fracaso de las Cortes al respecto, se prosiguió con el método de organizar «partidas de persecución»
.
Hubo otras medidas adoptadas para atajar esta lacra social. La Diputación, ante la proliferación de hechos delictivos, ordenó en noviembre de 1818 que se reclutase a los delincuentes. La Real Sociedad Económica de Tudela, por su parte, había presentado un proyecto para conformar «un escuadrón de 40 o 50 caballos, con título de carabineros o cazadores de Navarra, con un batallón de 200 o 300 infantes, a expensas de todos los del reino». En el plan, los malhechores serían empleados en trabajos dentro del territorio navarro, tales como «reparar caminos, desecar pantanos, plantar árboles…» A pesar de todo, ninguno de estos proyectos llegaría a materializarse.
La Corte Real ordenó la restricción de las armas de fuego y blancas, en febrero de 1819, pero cinco años antes el virrey ya lo había dispuesto así. Dejó indicaciones claras para que todos los individuos entregasen, en el plazo de tres días, todos los «fusiles, armas blancas de munición, inglesas, francesas, ó españolas». Debían llevarlas a «las justicias» de su municipio, bajo amenaza en caso de incumplimiento de treinta días de cárcel y diez ducados de multa. Los militares y los empleados del ramo de Rentas estaban libres de esta obligación. La medida provocó que la Diputación solicitara que se declarase contrafuero y así lo conseguiría. El dato puede ser un indicio de que no sólo había delincuentes profesionales, sino que las actividades criminales se extendían a otros grupos, incluidos los jóvenes, y tenían diferentes manifestaciones. A pesar de todo, el crimen organizado proseguía y los diputados tuvieron conocimiento, en septiembre de 1819, de que en Lumbier había una «partida de tropa que exige pasaportes a los naturales». 
A finales de 1819, el virrey quiso organizar una compañía de sesenta soldados, que velase por la seguridad en las vías de comunicación y limpiase los caminos de delincuentes. Aunque recibía indicaciones expresas de la Corona, el problema continuaba siendo el mismo: la financiación. El costo total estimado era de cinco mil duros anuales, como siempre a cargo de los municipios. Ya había quedado en evidencia durante la celebración de la asamblea la dificultad de cubrir los gastos. Después, Ezpeleta se lo había comunicado a Fernando VII de este modo: «que en Navarra no creía pudiese hallarse ningún arbitrio» sin el visto bueno de la Diputación
. 
Para recordar el caso desde el inicio, es necesario remontarse a los antecedentes del proyecto. El cuerpo creado por la Diputación provincial, en 1813, se había encargado de perseguir a los malhechores y contrabandistas. Sus actividades habían quedado interrumpidas en 1815, por lo que se hacía del todo necesario conformar uno nuevo. Lo había dirigido el ex-combatiente Félix Sarasa, como ya se ha visto, junto a Agustín Apesteguía. A ambos se les hizo entrega de seis mil reales, por haber dirigido «las partidas de seguridad», y se les habría de gratificar con otros diez mil. Las provincias vascas habían formado unidades denominadas «miñones, escopeteros», que al parecer habían resultado eficaces a pesar del sacrificio económico. Ezpeleta decidió seguir su ejemplo en el virreinato de Navarra, arguyendo que el Ejército regular no podía hacerse cargo de este cometido, entre otros motivos por la complejidad de la orografía del reino. En 1816, los «malhechores habían empezado a infestar los caminos» y los municipios exigían más seguridad. Sin embargo, las autoridades forales resaltaban a finales de 1819 «la tranquilidad que en el día goza Navarra», lo que no deja de ser chocante o contradictorio cuando la realidad demuestra que no era así.
La Diputación respondió al virrey, en relación con su último proyecto de 1819, que carecía de atribuciones para ello, a pesar de agradecerle el interés mostrado sobre el asunto. Los diputados le recordaron que debían seguir estrictamente las indicaciones contempladas en el pedimento de ley de los tres estados. Añadieron que el gasto posible estimado por las Cortes era de cuarenta y cinco mil reales anuales, uno por cada hogar del reino, destinados a las gratificaciones por detener a criminales, traslados y costas judiciales. Con la mencionada cantidad, menos de la mitad de lo propuesto por el virrey, no alcanzaría para formar una compañía de sesenta hombres. Por causa de todo lo expuesto, el órgano foral se opuso al proyecto de la Corona. A pesar de que el problema ya se había debatido en la asamblea, la financiación abortó cualquier plan sobre persecución de malhechores. Por lo tanto, las razones dadas por los diputados sobre el clima de bonanza que experimentaba Navarra a finales de 1819, se debieron a la necesidad de zafarse de una responsabilidad que competía exclusivamente al cónclave de los estamentos
.
Hay que tener en cuenta otro condicionante del fracaso y las declaraciones de Ezpeleta al respecto son elocuentes. Afirmaba que el Monarca se hallaba muy dispuesto a la creación de una unidad militar, porque era importante mantener el orden público y que ningún extraño al reino penetrase desde Francia para desestabilizarlo. Esto sucedía sólo unos pocos meses antes de la revolución militar y en Cádiz se venía gestando el brote epidémico dentro de las tropas que debían embarcar hacia América. El abandono de la marina por parte del Gobierno iba produciendo que la actividad de las logias se incrementase y que el grado de conspiración fuese alarmante. Por lo tanto, el proyecto de establecimiento de una fuerza organizada podría haber tenido la finalidad de que se vigilase la frontera con el país vecino, debido a la inestabilidad política y a las noticias de que Espoz conspiraba desde el exilio. Se trataría de un cuerpo afín al virrey y, en consecuencia, bajo el directo control monárquico, lo que suscitaba grandes recelos entre los diputados forales. 
Dentro de los problemas sociales, también hay que destacar la pervivencia de la estructura gremial, que era otra de las rémoras para las actividades económicas. Como caso ilustrativo se expone el acaecido en Estella, donde en 1732 se habían fusionado los oficios de torneros y cajeros a la corporación de carpinteros y ensambladores, formando una única entidad. Las ordenanzas resultantes de esta unión habían estipulado que ningún ciudadano, que no fuese maestro del oficio, pudiese comprar para revender tablas ni otro tipo de maderas empleadas por los profesionales del gremio. Esta entidad ya había tenido pleitos con el consistorio de la ciudad y el fiscal real en relación con sus estatutos. En mayo de 1817, presentó a las Cortes un memorial de proposición que debería incluir varias cláusulas en sus ordenanzas, justo en un periodo en el que se trataba la temática referente a la ordenación de los gremios. 
Las disposiciones que los carpinteros pretendían transformar guardaban relación sobre todo con la normativa comercial. Según su versión de los hechos, la reglamentación no se cumplía y muchos ciudadanos traficaban con estos materiales con ánimo especulativo, derivándose perjuicios importantes para la agrupación. Por el contrario, los oficiales del oficio debían adquirir los artículos a precios altos, bien a los comerciantes venidos de fuera o a los mismos revendedores de Estella. A pesar de haberse multado a varios sujetos con cincuenta ducados, sanción que se contemplaba en las ordenanzas, el incumplimiento de las leyes gremiales se había generalizado a resultas de los últimos trastornos bélicos, con el agravante de haberse observado el almacenamiento y venta al por mayor de las mercancías. 
Consecuencia de todo ello, los maestros propusieron en 1817 que no sólo se multase a los infractores, sino que se les incautase el material. El beneficio económico resultante tendría que ser repartido a partes iguales entre el fisco, el denunciante y la «bolsa común del grupo». La prohibición de especular con los artículos con ánimo de lucro habría de extenderse también a los mismos responsables del gremio, salvo en lo que se refería a los materiales necesarios para construir industria propia. Los demandantes deseaban que ningún extranjero pudiera comprar maderas provenientes de las montañas circundantes u otros artículos antes de las dos de la tarde, almacenados de común en los portales y calles del pueblo, para facilitar así la adquisición a los artesanos del ramo. 
Las prohibiciones habrían de extenderse a la tasación o ejecución de obras de carpintería, por parte de maestros albañiles que se empeñaban en diversos trabajos, y a la colocación de la maderas en las obras. Estos hechos redundaban en perjuicio del gremio, ya que solían suplantar las actividades propias del mismo. Similares labores eran realizadas por trabajadores de fuera, en faenas de carpintería para venta pública o de tornería para construcción de industrias y edificios diversos en las aldeas circundantes. Resultado de ello era la mala calidad de las obras, por lo que el prior del gremio y los veedores o inspectores del mismo deberían ser autorizados a inspeccionar las actividades de los trabajadores ilegales, con el fin de evitar que continuase el fraude en el oficio. Los artífices de obras a los que se les descubriese, deberían abonar veinte mil libras
 a los supervisores como multa y tres pesetas en concepto de contribución al salario de los mismos. 

Las peticiones continuaron en torno a la cuestión de  la asistencia a las sesiones ordinarias y extraordinarias de la junta gremial. Dada la falta de comparecencia a las reuniones, se había dispuesto que a quien no concurriese se le reclamaría en su domicilio. En el caso de no hallarse ausente de la ciudad o indispuesto se le habría de sancionar con una multa de dos reales fuertes, siendo del doble si se trataba de una autoridad de la corporación. La misma falta de asistencia era observada en los funerales de los difuntos de la hermandad, con el agravante de darse el caso de no hallar personas suficientes para ni siquiera portar el cadáver a la iglesia. Al considerarse este comportamiento indecoroso e impropio de una cofradía, deseaban los maestros ver establecida la obligatoriedad de comparecer a estos actos, debiendo quedar contemplado el incumplimiento con el pago de la misma cuantía. Con el fin de que el cadáver no adoleciese de porteadores que lo trasladasen al camposanto, tanto si se tratase de un maestro gremial como de su cónyuge, se propuso que se estableciesen ciertas disposiciones obligatorias. Serían el prior y los veedores en funciones, y el superior del año anterior como reservista, quienes habrían de cumplir con este cometido, bajo pena de dos pesetas en caso de no acatar la disposición.

Consideraban aún los artesanos que nadie del gremio debería salir fuera de los portales a comprar maderas, por cuanto de ello salía perjudicada la hermandad corporativa. Por el contrario, beneficiaba a los especuladores. Del mismo modo, deseaban que quedase prohibida la misma actividad en la plaza de Santiago, lugar por donde al parecer se introducían los materiales de estraperlo. Ambas restricciones bajo pena de cincuenta libras al infractor. Por último, se propuso a la Diputación el establecimiento de una cláusula para mejor armonía y colaboración de los componentes del gremio. Se refería a la obligación de ceder hasta la mitad del lote de materias primas que un maestro hubiese adquirido, a un hermano de la asociación, en caso de adolecer éste de los materiales necesarios. Quien ejecutase la cesión tendría el derecho de demandar lo prestado, a partir de la hora transcurrida del anticipo, sin ningún tipo de recargo sobre el precio original
. 

El caso precedente es una muestra del sistema gremial y de la compleja casuística que lo regía. Otros ejemplos reflejan los mismos métodos cerrados y las normativas antiguas de las corporaciones. En general, destaca la atención a las restricciones comerciales y de libertad de contrato, con lo que la estructura de los gremios se protegía así del posible intrusismo de otros colectivos o de particulares. Llama la atención la última medida solicitada por los carpinteros de Estella, la que obligaba al socorro mutuo, o la misma exigencia aplicada a las funciones fúnebres. Eran dos disposiciones de carácter humanitario, por lo que se valoran de forma positiva, mientras que las restantes parecen en general restricciones. Otros datos importantes se refieren a la falta de comparecencia a las juntas  o a los actos religiosos y el constante incumplimiento de la normativa, lo que denota que la estructura gremial se iba debilitando conforme la crisis del Antiguo Régimen avanzaba. 

En resumen, con el retorno al absolutismo se reactivaron las estructuras del Antiguo Régimen, que en Navarra tenían por su Historia una gran raigambre. Una de ellas fue el restablecimiento del Tribunal de la Inquisición, cuya clausura Bonaparte ya había contemplado en la Constitución de 4 de abril de 1808. Parece interesante reseñar alguna de las noticias relacionadas con este organismo al servicio de la oligarquía, porque informa de las mentalidades de los grupos sociales más favorecidos y más ligados al caduco sistema. 
Pablo Modet era vecino de Estella y perteneciente a una de las familias con más presencia en las actividades económicas y administrativas de la ciudad. Fue nombrado en diciembre de 1816 por el Tribunal de la Inquisición de Logroño, «Familiar, y Teniente Alguacil Mayor del Santo Oficio de la Inquisición de Navarra». Esta institución consideraba necesario que en Estella existiese un teniente que, como representante inquisitorial, habría de dar cumplimiento a las ordenanzas que se dictasen. En consecuencia, tras haber superado Modet la pureza de sangre, así como la de su mujer natural de Durango, se le concedía el cargo.
Con este nombramiento podría beneficiarse de preeminencias, privilegios y prerrogativas, como los emolumentos y la facultad de portar armas. La contrapartida sería la desobediencia, bajo pena de excomunión mayor y doscientos ducados en concepto de costes procesales para el Tribunal. Acto seguido se comunicó el título a las justicias y al Ayuntamiento de Estella, con el fin de que le fuesen guardados los debidos honores que se le concedían por vía apostólica y real. Las inmunidades emanadas del cargo eran de tipo criminal, mención aparte de algunos delitos especiales señalados por las leyes y pragmáticas sanciones. Después Modet debería presentarse en el Ayuntamiento, para que se registrase su nombre junto a los de otros «familiares» de la Inquisición. A la Diputación del reino se le informó del nombramiento y el Consejo Real también examinó el título de concesión. En enero de 1817, se dio a conocer la noticia a los tres estados reunidos en Cortes
.
Para concluir este apartado, las esperanzas reformistas cifradas en la convocatoria de Cortes se saldaron mayormente en fracaso. Si las negociaciones en torno al donativo causaron malestar entre los asamblearios, pero se mantuvieron unidos, no pasó lo mismo con las deliberaciones en torno a las aduanas, donde se dejó entrever la fractura social que estaba por venir. Por si fuera poco, el deseo de la Corona de imponer el servicio militar obligatorio enseguida se hizo realidad, plasmándose en la imposición de aportar una determinada suma de dinero al Estado.

Otra de las dificultades fue la recaudación de ambos impuestos, porque muchos municipios tuvieron enormes problemas a la hora de abonar las diferentes cuotas. La elaboración de catastros de la riqueza territorial, labor que pasaron las Cortes a la Diputación permanente, resultó más dificultosa de lo que en principio parecía y contó con numerosas trabas, sobre todo de la Iglesia y la nobleza militar. Por ello, se decidió recaudar los gravámenes en base a las matrículas de hogares, lo que excluía como siempre de la obligación a los más privilegiados.

Aunque la Hacienda foral experimentó cierta recuperación entre 1818 y 1819, las arcas municipales seguían padeciendo las peores consecuencias. Los ciudadanos de a pie tenían que hacer frente a numerosos impuestos al consumo, mientras que la crisis social se agravaba. Se dieron numerosos conflictos de toda índole, sobre todo protagonizados por excombatientes de la División, labradores y jornaleros de la zona sur. Éstos seguían oponiéndose en bastantes casos al abono de diezmos y otras pechas, tras haberse adoptado estas prácticas durante la ocupación y en el corto periodo constitucional. También implicaron los problemas a los consistorios, quienes interpusieron no pocas demandas contra las comunidades religiosas por negarse a contribuir. En general, los conflictos afectaron a todos los sectores de la población, pero fue el sector agropecuario, el principal motor de la economía, el que más los padeció.
En consecuencia, las esperanzas cifradas en el restablecimiento foral se fueron poco a poco debilitando, primero por causa de los Cien Días y por el arresto de la Diputación. Después, con la celebración de Cortes se dio el máximo exponente del ejercicio de la foralidad. Sin embargo, en la asamblea se evidenció la ineficacia del sistema navarro, por su propia caducidad y también por las enormes dificultades de conjugar su sistema político dentro de los intereses del Estado. Así quedó demostrado, ya que después del cónclave lejos de mejorar la coyuntura económica y social se fue agravando. 
Por lo tanto, los conflictos sociales que se produjeron en Navarra durante el Sexenio fueron más que notables e incluso se habrían incrementado al final del mismo, por el abono de las contribuciones. La situación era realmente compleja por las propias características y condicionantes del reino. Navarra reunía todos los elementos para que se diese la crisis con toda su intensidad y así sucedería al poco de comenzar el Trienio. De hecho, el territorio foral representaba uno de los casos más característicos y a la vez más peculiares del proceso europeo de transformación de las estructuras. A su vez, sus connotaciones escapaban a la tónica general del Estado, como por ejemplo el hecho de que lograse mantener aún su asamblea estamental hasta bien entrado el siglo XIX. 
Habitualmente, y salvo excepciones destacables, los estudios históricos olvidaron estos aspectos o no profundizaron en ellos. Tampoco se les dio la importancia que merecían ni se situaron en el contexto adecuado. Sin embargo, décadas atrás nuevos estudios comenzaron a llenar este vacío informativo y a contextualizar de forma acertada el problema, que a su vez se ha ido completando con los trabajos sobre economía y demografía. Hoy en día el panorama es cada vez más esperanzador, en cuanto al conocimiento de la realidad política, económica y social de la Navarra del primer tercio del siglo XIX. Por ello, ha parecido muy interesante mostrar las  reseñas anteriores, que permiten a su vez situar y definir las diferentes fuerzas sociales que actuaron durante el periodo, así como las directrices seguidas por las mismas y su intensidad. De este modo, quizá se pueda lograr una perspectiva amplia y una verdadera comprensión de la realidad de la época, la incidencia del liberalismo, etc., cuestiones que serán ponderadas en las conclusiones.
3. Proclama constitucional en Pamplona.
El año 1820 trajo cambios importantes en el panorama político español. En el mes de enero, la insurrección militar del Ejército Expedicionario que debía embarcarse a América era protagonizada por Rafael de Riego, segundo comandante del batallón de Asturias, quien proclamaba la Constitución en Cabezas de San Juan. Por su parte, Antonio Quiroga, al frente de los de España y La Corona, se dirigía hacia Cádiz tras tomar San Fernando. Con posterioridad, la revolución se caracterizó por su ineficacia en la gestión, la descoordinación y falta de decisiones acertadas, y la lentitud y la poca respuesta firme por parte de la Monarquía. Hasta pasados dos meses del primer pronunciamiento, la rebelión no se extendería a Galicia y Aragón. Fue entonces cuando el movimiento constitucionalista cobraba verdadera fuerza en el Ejército y en los sectores políticos, mientras que el pueblo llano se habría mantenido al margen
. 
Antes de profundizar en las repercusiones que estos acontecimientos tuvieron en territorio foral, se expondrán algunos de las actividades políticas del primer trimestre del año. El Gobierno permitió la libre circulación sin limitaciones de aceite, cereales y derivados, legumbres, semillas, etc. Las razones de esta medida, según la versión del virrey, eran la caída de los precios, la crisis agrícola, las demandas de los campesinos y el exceso de cargas tributarias. Si el mismo representante de Fernando VII daba estos argumentos a los diputados, parece del todo evidente que el descontento y malestar eran generales. La nación entera se encontraba al borde del colapso, del mismo modo a lo que había ocurrido en el reino, tal y como se ha visto en el anterior apartado.   
La disposición aperturista promulgada por el Monarca no habría de solucionar los problemas contributivos de las poblaciones y, en consecuencia, de los ciudadanos. En efecto, los comunicados de los pueblos a la Diputación se sucedían sin parar y algunos eran especialmente elocuentes. Por ejemplo, el Real Consejo negó a Arguedas y Fustiñana el permiso para vender varias fincas de Propios, por lo tanto, bienes comunales. Esta situación, que recuerda a tiempos de la invasión francesa, era el simple reflejo de la penuria económica de la mayoría de municipios al final del Sexenio. Las causas a su vez eran el déficit anterior y las últimas exigencias contributivas. Otros núcleos urbanos continuaban demandando prórrogas para el pago, mientras que los diputados les enviaban las circulares para el cobro. 
Entretanto, proseguían aún los problemas con la contabilidad de los suministros de la guerra. La dificultad residía entonces en que la Contaduría de Aragón demandaba, después de seis años, los precios de los productos que se habían despachado y su procedencia. Al parecer, la Hacienda Real iba a realizar devoluciones, como atestigua la advertencia del órgano foral al representante del valle de Anue, quien tenía que entregar los documentos en breve plazo si deseaba cobrar. Francisco Ribed, viejo conocido de los diputados y causante de su anterior arresto, seguía siendo uno de los responsables de la Oficina de Suministros. En consecuencia, recibía aún las asignaciones económicas destinadas al efecto de la misma Diputación a la que había provocado tantos perjuicios. En el primer trimestre del año, se observa bastante actividad en el ramo de Caminos y, por consiguiente, en las obras públicas. Se realizaron reparaciones en el puente de Sangüesa y en el camino de Mañeru, pero en éste último hubo problemas, ya que los contratistas solicitaron devolución de lo invertido
.
En el mes de febrero, volvió a retomarse el caso que tantas disputas había originado al final de la asamblea estamental: el del confidente Lorenzo Gomeza. Se preparaba otra representación de protesta, dirigida a Fernando VII, pero que debería pasar primero necesariamente por el ministro de Estado. Este hecho supuso toda una revisión del litigio y sus antecedentes, con inclusión del detalle de que la Carta Orden de rehabilitación en el cargo no había venido firmada por el Monarca ni se había dado conocimiento previo a la Diputación. Las declaraciones de los diputados al respecto fueron explícitas y elocuentes: el reino ha sido atacado «por uno de sus hijos espurios, sin fe, sin palabra y que tiene la vil osadía de llegarse al Trono con una instancia que rebosa falsedades». Por esos motivos, el ejecutivo foral no podía aceptar la disposición venida desde Madrid que, aunque la había emitido el ministerio de Hacienda, su réplica habría de iniciarse en el de Estado. Por todo ello, se solicitaba al Rey que quedase sin efecto la mencionada Carta Orden.

Durante el mismo mes, tampoco se difundieron noticias oficiales en Navarra sobre la rebelión militar. El general de la Plaza de Pamplona pasó un oficio a la Diputación el día 18 y al consistorio de la ciudad la jornada siguiente, pero sin informar de forma directa de los cambios políticos que se avecinaban. Sí que figuran algunas reseñas al respecto en las que serían las últimas sesiones de la Diputación del reino. Los diputados, a pesar de ello, se mantuvieron más ocupados con el extenso informe sobre la universidad que se deseaba instaurar y sus estatutos de conformación. 
Una orden del gobernador militar, que concedía el permiso para una colecta con el fin de reconstruir el santuario de la Virgen del Monte Carmelo, traería una lucha de competencias con los representantes forales. La polémica estaba de nuevo servida en vísperas de la insurrección militar en el reino. La causa era que una ley de las últimas Cortes, sobre demandas de limosnas de los Santuarios y Casas Pías (ley 58), prohibía de forma taxativa cualquier recolecta de limosna para edificios religiosos de fuera de Navarra. Las únicas excepciones eran el Hospital General de Zaragoza, la basílica del Pilar y la Casa de Jerusalén, siempre y cuando las dádivas se recogiesen de forma espontánea y no organizada como se pretendía
.
Al margen de las actividades descritas del órgano de gobierno, la primera referencia oficial del golpe militar fue un comunicado del virrey al conde de Guenduláin, uno de los diputados por el brazo nobiliario. Se producía el 1 de marzo de 1820 y Ezpeleta le indicaba que se personase en su palacio acompañado de otro miembro de la Diputación. Comparecieron el mencionado Joaquín Mencos y Francisco Argaiz, quienes trasmitieron después al ejecutivo foral las noticias e indicaciones recibidas. Se decidió convocar a todos los miembros ausentes de la Diputación, con carácter de urgencia, por tener que tratarse «asuntos de la mayor gravedad». Sin embargo, aunque la sesión extraordinaria se había previsto para el sábado día 4, se celebró dos días más tarde porque dos componentes no habían podido regresar a Pamplona por «el mal temporal». Es posible que esta última declaración encerrase doble sentido, ya que las circunstancias eran de máxima tensión, como se comprobará enseguida. 
El día 6 de marzo, se reunieron los seis diputados en pleno, presididos por el abad de Marcilla y en compañía del letrado. El secreto mejor guardado era que el virrey ya había preparado una orden para que los pueblos enviasen una relación de todos los hombres solteros que hubiesen combatido contra los franceses y «otros pormenores». Todo induce a pensar que Ezpeleta contemplaba un posible alistamiento contrarrevolucionario ante el inminente peligro que se cernía sobre la capital y en toda Navarra. Se conocía a la perfección que Francisco Espoz había cruzado el 26 de febrero la frontera, acompañado de «6 o 7 compañeros». Este hecho habría sido el que motivó verdaderamente la alarma en Navarra, porque hasta el conocimiento de esta noticia no se habían adoptado medidas de ningún tipo. Por si fuera poco, la orden del virrey a los municipios era clara: lista de hombres solteros, que hubiesen combatido, mayores de cuarenta años y «aptos para tomar las armas». 

Por lo tanto, parece no quedar ninguna duda sobre la intencionalidad de la medida encaminada al alistamiento de efectivos contrarrevolucionarios. A pesar de ello, sorprende la iniciativa de Ezpeleta, porque la Corona no había reaccionado desde que en enero se produjeron los primeros actos de insubordinación. Parece poco probable que el virrey hubiese actuado por su cuenta, sin consultar previamente al Monarca. Desde que se conoció la entrada de Espoz en territorio foral, la incertidumbre y el desasosiego habrían sido todavía más intensos. Por lo apretado de las fechas en las que se sucedieron los acontecimientos, los retrasos en las comunicaciones y la estrecha vigilancia a la que se veía sometido Fernando VII, pudo ser posible que el virreinato adoptase sus propias decisiones. Se intentará después precisar este detalle.
¿Cuál fue la reacción del órgano foral ante lo que se avecinaba? En principio fue de resistencia a acatar la disposición de Ezpeleta, arguyendo que las leyes del reino sólo contemplaban este tipo de acciones excepcionales consignadas dos casos en el Fuero General: cuando entrase a Navarra ejército invasor o cuando alguna ciudad o plaza militar quedasen sitiadas. Aún en el supuesto de que la medida de excepción se adecuase a la foralidad, puntualizaron los diputados, el alistamiento habría de provocar problemas añadidos por el abandono de los hogares de los llamados a filas. 
De momento, ahí quedaron las decisiones que se adoptaron en la primera sesión convocada con carácter extraordinario y urgente. Cabe destacar que los diputados no habrían estado de acuerdo en absoluto, al principio, con una posible proclama constitucional de los militares. Pero no aceptaron ni pusieron en práctica recursos para combatirla que fueran contrarios a la legalidad vigente en el reino. Tampoco se observa ninguna connivencia entre el virrey y el órgano foral, aunque sí cierta colaboración, ya que ambas instituciones estaban vigentes en aquel momento. La negativa de la Diputación puede ser una evidencia de que Ezpeleta habría actuado por libre, ya que no hubo ningún decreto ni orden real que obligase al reclutamiento en el reino
. 
Como se puede comprobar, las autoridades y la inmensa mayoría de la población de Navarra se habría mantenido ajenos al golpe militar hasta que la proclama constitucional se extendió a la Plaza de Zaragoza. Sería entonces, el día 9 de marzo de 1820, cuando la Diputación del reino anunció a Fernando VII la decisión de publicar al día siguiente la Constitución Política de la Monarquía. Pero para examinar y comprender el proceso y la incidencia de la revolución liberal protagonizada por los militares, es preciso remontarse a los días previos al juramento, que fueron bastante agitados. Se experimentó mucha actividad política encaminada a decidir qué partido se debía tomar y cómo se había de conducir situación tan delicada.

Con anterioridad, el día 8, se había celebrado otra sesión del órgano foral en la que participaron los diputados, un síndico y el secretario, pero no se acordó nada definitivo. En las reuniones de la mañana siguiente se decidió la elaboración de varias cartas y comunicados y se dio repaso a los correos llegados desde otros puntos de la geografía vasca y española. Una de las prioridades de los reunidos fue la confección de una proclama, que debía enviarse a las cabezas de las merindades navarras. Hacía alusión al Ejército Expedicionario de Andalucía y a la sublevación militar, pero instaba a no obedecer las indicaciones del virrey y a mantener la calma. Por lo tanto, se observa con claridad la división interna evidente entre las decisiones de Ezpeleta y las medidas adoptadas por la Diputación. A su vez, esta misma escisión y desgobierno era el fiel reflejo de lo que sucedía en Madrid, donde Fernando VII asumía su papel desde una posición de debilidad. En el resto de España, la sublevación se iba propagando conforme las plazas militares se sumaban al pronunciamiento.

Los diputados decidieron que para aceptar la medida propuesta por Ezpeleta deberían contar con mayor información, por lo «vagas, confusas e inexactas» que eran las noticias que llegaban. Ello evidencia la incertidumbre existente, mientras que las declaraciones dirigidas a la población iban en la línea de que «el Reino de Navarra goza de perfecta tranquilidad…, no ofrece motivo alguno para creer que [se] turbará…», etc. Un alistamiento forzoso podría provocar que otras regiones españolas que se hallaban en situación de inestabilidad lo tomasen como un desafío o, al menos, como un ejemplo de discordia con la tónica nacional. Por lo tanto, aunque los diputados no contasen con datos concretos de otras provincias, eran conocedores de la magnitud del problema, pero todo apunta a pensar que ganaban tiempo hasta ver el rumbo de los acontecimientos.
Lo más grave era que Ezpeleta dio a conocer un comunicado del consistorio de Tafalla, en el que se exponían sucesos alarmantes. Entrada la noche del día anterior, del día 8, se habían presentado en la ciudad dos antiguos oficiales de la División con unos doce hombres armados. Uno de los cabecillas era Joaquín Mendiondo y al otro no se le había podido reconocer. Sorprendieron e intimidaron al alcalde, obligándole a acompañarles a la casa de Manuel Subirán, comerciante y administrador del Real Noveno. Acto seguido, se apoderaron de unos treinta mil reales   perteneciente al ramo, manifestándole que obraban bajo las órdenes de Francisco Espoz y Mina. 
De allí, condujeron al edil al domicilio de Sebastián Eslava, administrador de otro impuesto: el Excusado. La mujer de éste comunicó a los asaltantes que su marido había partido a llevar la recaudación a Pamplona y aún no había regresado. Más tarde, condujeron al rehén a la casa de Joaquín Lizarraga, «comerciante de la fábrica de Filipinas». Los rebeldes le obligaron a ensillar y entregar su caballo, gratificándolo con siete onzas de oro.
El siguiente paso de los asaltantes fue llevar al alcalde hasta el domicilio de Joaquín Yanonas, a quien tomaron otra montura e hicieron entrega de cinco onzas de oro. Después acompañaron al prisionero hasta su casa, donde le instruyeron bajo amenazas para que previniese a los administradores del alto clero de que no entregasen ni vendiesen a nadie fruto alguno de trigo, cebada, etc. Estos hechos acaecidos evidencian que los conjurados a las órdenes de Espoz se estaban preparando para posibles contingencias. Además, los rebeldes dijeron tener cercada la villa, pero el representante municipal no pudo verificar ese importante detalle porque «no me dejaron de su vista hasta la realización de cuanto expongo».

Por lo tanto, el clima de confrontación se iba incrementando. Todo ello refleja la difícil situación en la que se encontraban las autoridades, tanto las de las instituciones monárquicas como las del reino, que tenían la necesidad de tomar una decisión inmediata en pro de la defensa de los fueros. Los diputados debatieron sobre la carta circular que debería enviarse a los municipios principales, con el fin comunicar los graves sucesos que se estaban produciendo. Una copia del borrador fue dirigida al virrey, quien puntualizó que conocía las leyes forales, pero que la inadecuación de las mismas a las circunstancias le había obligado a reclamar las quintas. Reconocía haber dispuesto que fuera la Diputación quien sufragase el servicio de armas, a descontar después de los plazos del donativo, pero para «infundir mayor confianza a los pueblos en la puntualidad del pago». Pese a la precaria situación de la fuerza armada disponible se decantó, llegado el caso, en defensa del Rey y en contra de los rebeldes. Por último, reclamó a los diputados noticias de qué partido pensaban tomar, así como de los apoyos con que contaban.

El órgano foral ya había debatido previamente, la misma mañana del día 9, sobre la conveniencia de hacer pública la circular destinada a los municipios. Hubo disparidad de opiniones y el abad de Marcilla, quien presidía la cámara, opinó que era conveniente hacerlo sólo en caso extremo. El resto de los diputados apoyó la idea de la presidencia, excepto el conde de Guenduláin que creía en la conveniencia de realizarlo de inmediato. Finalmente, en vista de los nuevos informes y de lo caldeada que se hallaba la situación, decidieron dar a conocer la proclama y así se lo hicieron ver con determinación al virrey. Respecto a los apoyos que podrían ofrecer a Ezpeleta en caso de enfrentamiento armado, el presidente le respondió que serían los que «me permitan mis facultades, que me están conferidas por los tres estados». Añadió que era necesario conocer con detalle qué auxilios reclamaba y que, de poderlos ofrecer, se darían en caso de que la Diputación estuviese de acuerdo con sus decisiones. 

Por lo tanto, hasta el momento no se observa ninguna actuación irregular por parte de los diputados, limitándose a mantener íntegra la foralidad a la espera de los nuevos sucesos. Sobre la legalidad del cambio constitucional propiciado por los militares, lo mismo se podría cuestionar la proclama absolutista de mayo de 1814 o, incluso antes, la publicación de la Constitución de 1812. La causa es que fueron cambios que se salieron de los cauces políticos habituales y obedecieron más bien a fenómenos tan fuera de lo común como necesarios. Estos aspectos se abordarán en el espacio que corresponde a las conclusiones, tras el análisis que se extraiga de los últimos acontecimientos que se exponen a continuación. Antes se verán con detalle todas las circunstancias que envolvieron aquellos sucesos tan trascendentales.
El mismo día 9 por la tarde, volvieron a reunirse las autoridades forales y se aprobó el texto del comunicado dirigido a los municipios navarros . Se envió una copia al virrey y otra al impresor, con orden de que éste tuviese «mojado y preparado en debida forma el papel», hasta que se recibiese la contestación de Ezpeleta. La proclama hacía pública la inestabilidad de otras regiones españolas y, a pesar de que el reino se encontraba en relativa calma, se instaba a permanecer así y a no dejarse influir por otros ejemplos. La Diputación reconocía como único soberano a Fernando III de Navarra y VII de Castilla, recordaba su juramento a las Cortes y el pacto mutuo de fidelidad entre el reino y la Corona. Por lo tanto, se trataba de un llamamiento al orden público, contrario a la idea de formar un cuerpo con hombres reclutados que se enfrentase al movimiento revolucionario
.
Al día siguiente, por la mañana, volvieron a reunirse las mismas autoridades que lo habían hecho el día anterior. Dieron repaso a una misiva enviada desde Madrid cuatro días antes por el síndico Florencio García a su compañero Ángel Sagaseta. Exponía que el general O’Donell, al frente del Regimiento de Asturias y Zapadores, había jurado la carta magna y había interceptado las comunicaciones con Andalucía. Circulaban rumores de hechos similares en otros puntos de la geografía española. Incluso, corría la noticia de que Fernando VII iba a jurar de inmediato la Constitución y que convocaría Cortes constituyentes. Nuevos sucesos habían hecho cambiar los acontecimientos. El abogado aseguraba que en la capital «reina un desasosiego espantoso» y que se avecinaba «una explosión», a la par que confiaba en que el Rey habría de dar su brazo a torcer antes de emplear la violencia. Añadió que era urgente que la Diputación conociese todo lo que estaba aconteciendo, con el fin de que estuviese preparada ante cualquier imprevisto. En la misma reunión, se examinaron las proclamas y el «Acta Impresa» de cuanto había acontecido en Zaragoza. Tomaron los diputados la determinación de que el conde de Guenduláin se entrevistase con el virrey quien, a su vez, decidía después reunirse con la Diputación en pleno
. 
La misma tarde del día 10 de marzo, Ezpeleta tuvo noticia de que la guarnición militar de la capital del reino había resuelto proclamar la Constitución y que el Ayuntamiento seguiría el mismo proceder. Una vez que los diputados se hallaban reunidos con el virrey, éste les expuso las nuevas con detalle: el coronel del sexto Regimiento de Barcelona, Antonio Bray, le había comunicado que la fuerza militar de Pamplona ya había decidido la jura constitucional, al margen de la Diputación, para el día inmediatamente posterior. El coronel había manifestado desconocer si el consistorio pamplonés se sumaría, hecho que al parecer no le habría preocupado mucho porque aquél conocía por el mariscal de campo Roselló «que la curia, el comercio, así como la industria deseaban el texto constitucional». El mariscal confiaba en que aquella noche lograría mantener los ánimos tranquilos, no de la tropa sino de los partidarios de Espoz y Mina. La resolución tomada por el virrey y los diputados, esa misma tarde del día 10, fue adoptar un «papel pasivo y no concurrir a la publicación de la Constitución sino en el caso de ser apremiados»
.
Acto seguido, concurrieron el gobernador militar y el coronel de la Plaza de Pamplona. Se volvió a debatir el conflicto y se corroboraron todas las informaciones recibidas hasta el momento, sobre todo la que hacía referencia a evitar disturbios en las calles aquella misma noche. El gobernador añadió que se carecía de un jefe que tomase el mando. La Diputación, antes de dar la junta por finalizada y al comprender que sus facultades no le permitían implicarse activamente en tan grave cuestión, «rogó encarecidamente» a Ezpeleta que se responsabilizase del orden público en nombre del Rey. La actividad de los diputados continuó en la casa del conde de Guenduláin, donde se escribieron dos misivas, una dirigida a Fernando VII y la otra para Ezpeleta. Eran comunicados que anunciaban la jura constitucional y el deseo de que el virrey continuase, de momento, al mando del gobierno político y militar del reino. 
Mientras estos hechos sucedían, el virrey reclamó a Joaquín Mencos noticias de última hora recabadas de su reunión con Julián Ocáriz, presidente del Ayuntamiento de Pamplona, el gobernador militar y el coronel Bray. El consistorio no tenía la intención de jurar la Carta, salvo «si el pueblo lo pedía» y las últimas novedades no eran nada halagüeñas: estaba en grave peligro la paz ciudadana, al haberse congregado más de doscientas personas armadas con el ánimo de saquear algunas de las casas de la capital. 
Espoz habría intentado reclutar gente con el ánimo de proclamar la Constitución, porque en el informe de los últimos sucesos aparece su nombre tachado. Él mismo escribiría que la plaza de Pamplona estaba guarnecida por el 6º Regimiento ligero de Barcelona, «cuya oficialidad, ardiente y generalmente patriota, no deseaba más que un pequeño estímulo para pronunciarse abiertamente». Aseguraba también que los militares mencionados, cuando habían tenido noticias de su presencia en Navarra, le enviaron unos emisarios para concertar que él quedaría al cargo de la insurrección de Pamplona
  .

Por lo tanto, las autoridades civiles de Navarra resolvieron finalmente adherirse a la proclama constitucional, ante la inminencia de la publicación y con el objeto de evitar males mayores. El virrey aceptaba tomar el mando de la situación y se comprometía a mantener la paz ciudadana durante la noche y en los días posteriores. Entretanto su hijo, el mariscal de campo y marqués de Monthermoso José María Ezpeleta, sería el encargado de comunicar lo decidido al coronel Bray. Éste, a su vez, envió a un capitán a la residencia del gobernador militar, para que trasmitiese algunas disposiciones en el cuartel. Efectuadas estas diligencias en apariencia pacificadoras, concluyó la actividad política del día 10 de marzo de 1820, casi a medianoche
.
Como se ha visto, pocos días antes Florencio García había enviado desde Madrid diferentes comunicados a la Diputación, informando de la actitud política que debería mantenerse en el futuro. En el primero de ellos,  se puntualizaba que la Constitución española de 1820 sería más moderada que la de 1812 y también concernía a los navarros. A partir de entonces, el poder legislativo residiría en las Cortes con el Rey, correspondiendo a aquéllas tomar la iniciativa a la hora de promulgar las leyes, que después tendrían que ser sancionadas. A pesar de este trámite real, los diputados estatales tendrían la libertad de publicarlas o no, mientras que el Monarca ya no podría alterar la moneda ni declarar la guerra sin el consentimiento de la Cámara. Asimismo, a la hora de decretar cualquier impuesto sería necesaria la aquiescencia del nuevo cuerpo legislativo del Estado. En lo que concernía a Navarra, el cambio político que se contemplaba debería realizarse de forma contractual entre Fernando VII y las Cortes del reino foral, bajo supervisión de la nueva legislación parlamentaria. 
En consecuencia, las últimas noticias recibidas debían servir para preparar la adecuación del sistema navarro a las nuevas circunstancias. El Monarca, previamente a recibir el juramento de fidelidad, debería garantizar el suyo en la persona del presidente de la asamblea navarra, a fin de garantizar el cumplimiento de la Constitución. Estos detalles parecen más una quimera que una posibilidad real y los acontecimientos por venir así lo habrían de demostrar. Por ello, cabe deducir que las razones que el síndico cifraba en su correspondencia con los diputados forales guardaban más relación con falsas promesas. Habrían tenido la finalidad de que el reino se doblegase a la sublevación y a la proclama constitucional, a cambio del reconocimiento de sus instituciones, al menos en la fase inicial del proceso de cambio.   
Otra de las promesas que se contemplaba era el mantenimiento de la independencia judicial de los naturales. Como en el reino no existían los jueces de comisiones, ni el Soberano ni el virrey podrían en adelante encausar a sus habitantes. Respecto a la principal institución del reino, el síndico recordaba que las Cortes solían reunirse todos los años, como mucho cada tres, hecho que en las últimas décadas se ha visto que no era cierto ni mucho menos. Como la convocatoria era una concesión que sólo el Rey podía autorizar, instaba a los diputados navarros a gestionar con celeridad la próxima reunión, con argumentos tales como el reducido tamaño del reino o la rapidez con que se habían celebrado en aquel siglo. 
Este conjunto de argumentos contradictorios que el abogado daba a conocer a los diputados, no era sino una estrategia encaminada a que las autoridades navarras se fuesen adaptando al orden constitucional. El Gobierno habría pretendido suavizar la coyuntura prometiendo a Navarra concesiones políticas respecto al mantenimiento de la foralidad que nunca se habrían de cumplir. El mismo sector liberal habría presionado al Rey para que se fuesen dando las indicaciones pertinentes. Aunque el síndico argumentaba las ventajas que reportaría la adhesión «á la gran familia española», lo que en realidad anunciaban aquellos comunicados era la inminente pérdida de los fueros. No faltó el elemento disuasorio, ya que se mencionó el peligro de que Navarra viese invadido su territorio en caso de no aceptar el cambio por las buenas. Tampoco eran amenazas desconocidas, porque similares circunstancias se habían dado años atrás. La novedad era que la inminente agresión contra el sistema foral venía de la revolución liderada por el Ejército español y no por una fuerza de ocupación extranjera.  
La urgencia por convocar al cónclave navarro no tenía sentido, ya que era una expectativa nada realista e incongruente, por lo que debió de obedecer a otras causas. La principal habría sido que las Cortes decretasen su propia extinción voluntaria, o al menos disolución, transmitiendo los poderes del reino al jefe político y a la Diputación constitucional. De este modo, los diputados del reino se eximirían también de una responsabilidad tan trascendental como pesada. Una vez extinguido el cónclave estamental se perderían las facultades legislativas, con la consiguiente desaparición del carácter voluntario contributivo, el final de las exenciones militares, etc.   

Tras la disolución de las Cortes del reino permanecería una comisión de siete personas, una «Diputación constitucional», que tendría que velar en el futuro de que no se produjesen intromisiones de parte de otros poderes ajenos al ejecutivo. Los diputados serían los responsables de los atropellos cometidos contra los ciudadanos y velarían por el cumplimiento de la carta magna a través del contrafuero o derecho de veto que, por otro lado, iba perdiendo paulatinamente atribuciones. El órgano de gobierno para los demás asuntos no contaría ya con competencias. La situación de las vascongadas era, al parecer, menos comprometida. Sus diputados podrían reunir Juntas Generales, que habrían de decidir la suerte del régimen foral de sus provincias, lo que estaba por verse. 
Por lo tanto, al principio del cambio político por parte del Gobierno estuvo presente la promesa de que las prerrogativas forales habrían de continuar más o menos vigentes. Entre ellas, la más importante que le quedaba al reino después de anularse la exención completa del servicio militar: la capacidad de celebrar Cortes y la posibilidad de negociar la cuota que debía ir destinada a la Hacienda estatal. Sin embargo, la medida sería provisional, ya que se trataba de una forma de transición en la que el cónclave navarro habría de perder progresiva y definitivamente sus facultades y la Diputación vería recortadas sus competencias. En consecuencia, la preocupación de las autoridades se cifraba en qué sucedería si el nuevo periodo liberal acabase de nuevo minando los derechos ancestrales del reino. Parece evidente, pues, que la ingenuidad de los políticos de Navarra no era tal ante la confusión y desgobierno de aquellos días. A pesar de las promesas venidas de Madrid, habrían estado preparados para lo peor
. 
El triunfo del liberalismo, promovido sobre todo desde el ámbito castrense parecía plausible y cada vez más cercano. Este hecho entra dentro del fenómeno de injerencia de los militares en la vida política, característico de las fases convulsivas del ciclo constitucional español. Los militares habrían utilizado al Gobierno y a la Corona, antes de instalarse la Junta de Madrid, para que instase al reino foral a doblegarse a la rebelión. La causa principal era el conocimiento de que Navarra era un enclave de la foralidad y un territorio que podría ser conflictivo para el buen desarrollo del proceso. De este modo, se pretendía restar fuerzas a la posible contrarrevolución que podría desatarse, consecuencia a su vez de la simbiosis existente entre el Derecho Foral y el absolutismo en caso de verse ambos amenazados. Al parecer, Espoz y Mina y sus fuerzas de apoyo estuvieron al tanto y dirigieron esta estrategia. Mientras, Fernando VII permanecía sumiso y expectante, al igual que la Diputación del reino. El virrey, por su parte, intentó tomar la iniciativa por su cuenta pero sin llegar a materializarse. De ello hay constancia, por ejemplo, en la prudencia que manifestaron los diputados, que contrasta con la vehemencia de Ezpeleta por organizar los alistamientos forzosos. Si el reclutamiento que proponía hubiese prosperado, posiblemente la guerra civil se hubiera desatado en territorio navarro desde el inicio del Trienio. Aunque no fue así, la fractura social no tardaría en llegar y con ella la guerra Realista.

La realidad era que el Rey y la guarnición militar habían jurado ya la Carta Magna y, en consecuencia, Navarra debía adaptase a la nueva normativa liberal. Comenzaba así el llamado Trienio Constitucional, que abarcó el periodo que media entre 1820 y 1823. La Junta Provisional se ocupaba en Madrid de la convocatoria a Cortes nacionales, con arreglo al texto constitucional  y previa elección de diputados, mientras que el síndico navarro se afanaba por conseguir la convocatoria de la asamblea estamental en el reino. El desánimo por la dificultad de reunirlas en Navarra era patente, al ser una idea del todo descabellada e irrealista en pleno proceso de rebelión constitucional. El gestor en Madrid se quejaba de ello y demandaba a los diputados navarros parte de los catorce mil reales que se le adeudaban. Comunicaba hallarse a la espera de realizar una entrevista con los diputados de las vascongadas, con el fin de comprobar el partido que tomarían al respecto. Las noticias informaban también de los graves sucesos que se habían producido en Madrid, el día anterior de hacerse pública la Constitución. Parte del pueblo y de la tropa habían causado disturbios antes de llegar la orden. Otras fuerzas militares, por el contrario, cargaron sobre aquéllos en la plaza de San Antonio, produciéndose mucho derramamiento de sangre.
El sábado 11 de marzo, a las siete y media de la mañana, se volvieron a reunir las autoridades navarras y dieron repaso a un escrito borrador confeccionado por el diputado Echarri, en el que se debían dar a conocer las últimas noticias a los ciudadanos. La Diputación ya conocía, como se ha visto, que la guarnición de Pamplona se encontraba lista para jurar la Constitución, siguiendo el ejemplo de las de Zaragoza y La Coruña. Era consciente del apremiante cambio político e instaba a mantener el orden público, mientras se acomodaba como podía a la nueva situación. Los diputados argumentaron no tener atribuciones para inmiscuirse ni conocer la voluntad de la población navarra. Antes de tomar ninguna decisión, creían necesario y acertado comunicarse con las autoridades de la capital y de las cuatro cabezas de merindad. Los ediles locales se encargarían de instruir a la población y decidirían, en asambleas de representantes de cada distrito, el partido que debía adoptar la Diputación. Los delegados habrían de comparecer en el plazo más breve, tras adoptar la resolución, con los poderes que les autorizasen para ello. El órgano foral instaría además a las justicias locales a que celasen en la conservación del orden y bienestar públicos. Por lo tanto, cabe deducir que la actitud de los diputados fue pasiva y cautelosa, a la espera del devenir de los acontecimientos
. 
Estas medidas acordadas pueden evidenciar el ánimo de eludir responsabilidades. Los diputados dejaron bien clara la intención de que se realizase una consulta más o menos popular, lo que era del todo imposible por falta de tiempo, ya que se contempló el mismo día de la jura. Por otro lado, el órgano foral asistiría a la proclamación coaccionado por los militares, aunque no de forma directa o con empleo de la violencia. De este modo, llegado el caso de que la revolución no llegara a materializarse o a prosperar, la Diputación quedaría eximida de cualquier implicación o responsabilidad ante la población de Navarra, pero también ante el propio Monarca. 
Los diputados Mencos y Galdeano marcharon a entregar al virrey una copia del último comunicado, a quien le pareció correcta la misiva. Por su parte, Echarri hizo lo mismo con otro dirigido al Ayuntamiento de Pamplona. Al llegar al consistorio arribaron unos oficiales de la milicia, comunicando que la guarnición se hallaba presta a jurar el texto constitucional. Los miembros de la curia municipal, al parecer más proclives al cambio liberal o inducidos por el miedo, preguntaron a los militares la hora del acto. Después de darla a conocer y con los ediles dispuestos a marchar, la Diputación finalmente resolvió acudir. Una negativa de ambas corporaciones habría complicado mucho la delicada coyuntura, dada la determinación de los militares y el progreso creciente de la rebelión
. 
Los restantes diputados recibieron un comunicado del Ayuntamiento —a través del alcalde teniente de Justicia José María Abadía— en el que se les informaba que el acto oficial sería a las diez de la mañana e invitándoles a pasar con anterioridad por la casa consistorial. Allí se esperaba que compareciesen los oficiales comisionados por la guarnición de la Plaza para después «acompañar» a los consistoriales al acto. La Diputación aceptó la «invitación», que era lo mismo que someterse a la jura constitucional sin haber esperado el parecer de los municipios navarros, tal y como había dispuesto sólo unas horas antes. Cuando los diputados salían de la sede a secundar la ceremonia se presentó, de parte de la tropa militar de Pamplona, el coronel de Ingenieros Melchor Silvestre comunicando que tanto la Guarnición como el Ayuntamiento habían nombrado sendas comisiones que comparecerían ante el virrey tras la jura. Instó asimismo al órgano foral al nombramiento de sus propios comisionados, propuesta que lógicamente también fue aceptada. 
Tras estos tensos preliminares, el acto de proclamación y juramento constitucional se habría de realizar según lo dispuesto. No sólo estuvo promovido por el Ejército regular, sino que también intervinieron activamente otros sectores sociales, aunque minoritarios. El grupo de civiles estaba liderado por Espoz y Mina
, algunos de los excombatientes de la guerra y familiares o simpatizantes, perfectamente coordinados entre ellos y con los militares. También se contó con el beneplácito voluntario del Ayuntamiento de Pamplona, al menos de una parte de los ediles que representaban a algunos de los comerciantes, a dueños de industrias artesanales y a otros intelectuales y artistas de la capital, que también habrían tenido su presencia. 
Por lo tanto, parece evidente que la actuación de los diputados obedeció sobre todo a motivaciones de perpetuación del sistema foral y contra el régimen liberal. Sin embargo, como la jura estaba prevista para aquel mismo día, el ejecutivo navarro no tuvo otro remedio que asistir al acto y reconocer el cambio político. A pesar de lo forzoso de la situación, parece no hubo amenazas y empleo de la violencia por parte de los militares presentes en Pamplona, pero sí cierta coacción encubierta en los comunicados y comparecencias. De todo ello, parece deducirse con claridad que el movimiento liberal en Navarra durante el Sexenio no contó con mucha fuerza. Estuvo sobre todo representado por los excombatientes, que sufrieron la represión por causa del pronunciamiento de Espoz, aunque también hubo civiles que se inclinaron a favor del constitucionalismo.  
Fue precisamente a partir del inicio del Trienio cuando el liberalismo comenzaría a organizarse como fuerza social y a tomar parte activa en los cambios políticos, de forma aún moderada pero progresiva. Influyó en ello la reacción antiliberal, que habría de tener mucha incidencia en Navarra, provocándose la guerra entre las dos facciones. A pesar de las malas relaciones con la Corona, la «tradición» del reino siempre había estado ligada a la Monarquía. Ésta con la Constitución perdería facultades a favor de la potestad del Estado, quien a su vez se habría de nutrir de muchas de las prerrogativas que la foralidad había concedido a Navarra. 
De vuelta a los sucesos acaecidos, en el consistorio de Pamplona se reunieron la cúpula militar de la Plaza de Pamplona, la Diputación y el Regimiento de la ciudad con sus trajes de gala. A las diez horas del 11 de marzo, marcharon en comitiva hasta la plaza del Castillo, donde ya estaba apostada la tropa acompañada de sones marciales. Los diputados, síndico, secretario y porteros se habían vestido previamente con traje de «golilla» y los maceros portaron las «gramallas», como en cualquier otro acto oficial. Acto seguido se ensalzaba la Constitución y los mandos militares, la tropa, los diputados y los ediles de la ciudad le rindieron juramento. Después, una comisión de varias personalidades, tres del Ejército e igual número en representación de la Diputación y del Ayuntamiento, pasó a ratificar la proclama ante el virrey. Le instaron a que se sumase, hecho que consiguieron como era de esperar. Más tarde se cantó un Te Deum de acción de gracias en la catedral de Pamplona con la presencia del obispo y cabildo catedralicio y el «majestuoso estruendo de la artillería» inundó las calles de Pamplona. 

Tras el acto principal, los participantes felicitaron a Ezpeleta por haberse adherido a la causa, lo que no dejaba de resultar irónico, sugiriéndole, por otro lado, que contribuyese a mantener el orden público. También se decretó que la capital luciese iluminación nocturna. Por el comunicado recibido por correo extraordinario, a las seis de la tarde del día 11 de marzo se conoció la noticia de que Fernando VII había dispuesto también acatar la carta magna. Aunque este hecho ya se había materializado dos días antes, el retardo de los partes venidos desde la Corte hizo que la noticia no fuese aún oficial en Pamplona. Por ello, las autoridades anunciaron durante la noche a la población suceso tan importante, mientras se festejaban las luminarias
.

Firmaron el Acta de Juramento, entre otros: el virrey, los diputados y el alcalde y consistoriales de la ciudad. A ellos hay que añadir un gran número de militares, entre los que se encontraban Antonio Roselló, gobernador de la Plaza de Pamplona, el coronel del regimiento de Barcelona, Antonio Bray, y el brigadier Juan Bautista Mencos… Tras los actos oficiales, la Diputación debatió en el palacio de Ezpeleta sobre la conveniencia de enviar una comisión al Rey para entregarle el parte de todo lo acontecido. Mientras tanto, los diputados Galdeano y Sigüés deberían cumplimentar al mariscal Espoz y Mina a su llegada a la capital.
Cabe destacar que la comisión que ratificó al virrey estaba compuesta por igual número de militares que de civiles, a pesar de que los diputados y parte del consistorio pamplonés no habrían asistido de buen grado. Pudo deberse a la iniciativa del Ejército y del grupo de ediles que apoyaban la causa para legitimizar el cambio ante la opinión pública. Por otro lado, también llama la atención la ausencia de Espoz y Mina a la proclamación. El motivo parece evidente, ya que de haber estado presente habría resultado un elemento importante de desestabilización. Por otro lado, estaba el hecho de que todavía no había recibido ningún cargo oficial previo a la jura, a pesar de su evidente activismo a favor de la revolución. Además, parece que mantuvo algunas tensiones desde la fase inicial del proceso en Navarra con el sector del Ayuntamiento de la capital menos proclive al cambio. Queda claro, entonces, que nadie era indiferente a la persona de Espoz, bien a favor o en contra. 
 Las autoridades forales volvieron a reunirse esa misma tarde del 11 de marzo. Mientras los presentes decidían si debían enviarse otra circular a los pueblos sobre lo acontecido, llegaba una carta desde la Diputación de Álava, que a su vez había enviado el síndico Florencio García desde Madrid tres días antes. A pesar del carácter urgentísimo de la misiva, daba a conocer tardíamente la noticia oficial de que Fernando VII había resuelto jurar la Carta Magna, hecho que ya se había publicado en la Gaceta de Madrid en edición extraordinaria. El orden público en la capital de España parecía garantizado y el agente navarro informaba del júbilo que se respiraba por fin en sus calles. 
En el número anterior de la Gaceta,  se había dado a conocer la Real Orden que disponía la convocatoria de Cortes constituyentes, que era otra de las razones esgrimidas por Fernando VII para jurar la Constitución. De este modo pretendía evitar retrasos, por las dudas que podrían surgir en sus Consejos respecto a la conformación del próximo congreso de diputados nacionales. Este argumento habría sido del todo falso, obedeciendo exclusivamente a la presión de los liberales. Ha de recordarse, por ejemplo, la anterior promesa de convocar a los estamentos durante el Sexenio. Jamás llegó a cumplirse y, en 1820, el cambio de actitud del Rey fue totalmente en contra de su voluntad.
Las nuevas llegaban a Pamplona a través del correo extraordinario procedente de Álava, con varios días de retraso respecto a su publicación en Madrid. El diputado Joaquín Mencos pasó a transmitir al virrey las últimas novedades. Después, dos regidores del Ayuntamiento informaron de que la guarnición había acordado redactar un parte de todo lo acontecido. Las autoridades forales firmaron el informe e hicieron entrega a los representantes municipales de sendos ejemplares de la Gaceta. Los partes se harían públicos a través de bandos y la decisión real de jurar la Constitución habría se publicó esa misma noche. Aún fue elaborado otro escrito para el virrey, en el que se detallaba que la Diputación cesaba en sus funciones y se le solicitaba que dispusiese lo oportuno con el fin de que el reino no quedara sin representación política
. 
El día siguiente, domingo 12 de marzo, la guarnición militar y el Ayuntamiento designaron los comisionados para la elaboración del acta de todo lo sucedido el día anterior. La Diputación eligió al diputado Galdeano para representarla. Al día siguiente, el órgano foral se reunió en «Junta» y dieron los presentes repaso a un oficio del virrey, en el que exponía tanto la necesidad de adaptarse a la nueva situación como de tiempo para hacerlo. Ante la dificultad de llegar a un sistema de administración provincial conjunto para toda España y antes de tomar decisiones para Navarra, el virrey propuso esperar al partido que habría de tomarse en Aragón. Ezpeleta creía que las transformaciones habrían de hacerse desde el Gobierno central, extendiéndose después «a las ramificaciones». Consideró que era mejor una actitud prudente, manteniéndose a la expectativa sin tomar partido. Al haberse aceptado la Constitución en todo el Estado, los cambios que habrían de producirse llegarían de modo paulatino. El virrey opinó asimismo que la Diputación debería seguir, de momento, al cargo de sus funciones. Parece ser que en todo estuvieron de acuerdo los diputados.
La reunión continuó con la lectura de algunas cartas del síndico y los presentes decidieron darle respuesta y reconocerle los servicios prestados en una coyuntura tan delicada. En el envío fueron incluidas las proclamas de la guarnición militar y del consistorio pamplonés, al tiempo que se le comunicaba que la Diputación no había efectuado manifiesto alguno. Se le hizo saber también la elaboración en curso del «Acta Constitucional», que habría de dejar constancia del acto político. Al poco, aparecía en la sede el sargento mayor de la Plaza, el teniente coronel Juan Vázquez Quevedo, con la memoria mencionada ya concluida y firmada, tanto por los comisionados como por parte del virrey y del gobernador militar
.
Por lo tanto, las instituciones forales se doblegaron ante la determinación del Ejército, una vez que la rebelión se había extendido a plazas tan importantes como La Coruña o Zaragoza. Lo mismo sucedió con el Virreinato, máxima expresión de la Monarquía absoluta en el reino, ya que Ezpeleta acabó asimismo cediendo ante los militares, antes incluso de conocer que Fernando VII había reconocido la Constitución. Sin embargo, el virrey había intentado previamente reclutar una fuerza armada contrarrevolucionaria, al parecer por cuenta propia. No habría sucedido lo mismo con el Ayuntamiento de Pamplona, que se mostró en apariencia favorable al cambio. Al menos parte de los ediles, en representación de los sectores sociales que deseaban mayor aperturismo, se decantaron por el régimen liberal. También hay que tener en cuenta las actividades de Espoz y sus allegados, durante aquellos días, que fueron intensas y estuvieron bien coordinadas a su vez con el Ejército. A pesar de ello, el ex-comandante de la División no compareció al acto constitucional por el que se iniciaba el Trienio en Navarra, casi seguro que por cuestiones estratégicas de seguridad. Una vez que se había realizado el cambio, que no revistió actos violentos aunque sí momentos de gran tensión, el reino debía adaptarse a la nueva situación constitucional. Sobre la transición había todas las dudas posibles ya que, a pesar del carácter más o menos pacífico de la revolución, en Navarra la incertidumbre era absoluta.
4. Reacción antiliberal. 
Con el fin de acomodarse cuanto antes y de la mejor manera posible al régimen constitucional recién impuesto por los militares, la Diputación  celebraba su antepenúltimo pleno el día 14 de marzo de 1820. Los diputados Galdeano y Ligués informaron de que, cumpliendo las instrucciones de su presidente, habían ido a visitar al mariscal de campo Francisco Espoz y Mina la tarde anterior. Ambos se desplazaron en coche de caballos a cumplimentarle tras haber pedido entrevista y recibir contestación de que cualquier momento era bueno para  encontrarse con las autoridades del reino. De hecho, se les habría tratado con bastante deferencia y «agasajo». Mientras se encontraban allí, hicieron acto de presencia los tres delegados del consistorio pamplonés. Por último, los diputados comunicaron a Espoz que la Diputación deseaba repetir la visita de forma oficial, a lo que respondió que la recibiría gustoso cuando el abad de Marcilla, su presidente, lo estimase oportuno. Con este fin, se comisionó al conde de Guenduláin y a Pedro Ligués.  Por lo tanto, los diputados habrían retornado satisfechos a su sede y, sobre todo, muy aliviados por las atenciones recibidas en casa de Espoz. En realidad, sin miedo ante posibles represalias futuras por su tibieza de actuación en los momentos previos al juramento constitucional
. 
En la mañana del 16 de marzo, el órgano foral dio repaso a las Actas que comprendían las sesiones que se habían realizado desde el día 9. Todos los presentes expresaron su conformidad y decidieron hacer una copia del oficio enviado a Madrid al síndico García, para cada diputado. Más tarde llegaba una carta de la «Junta Gubernativa Interina» conformada por el Ayuntamiento de la ciudad, explicando la causa de su origen. No era otro, a  fe de los capitulares, que el de amoldarse con la mayor brevedad a las nuevas circunstancias y en la misiva figuraban los nombres de los siete miembros de la comisión. Estarían bajo las órdenes de la «Junta Suprema de la Corte». El consistorio de Pamplona detallaba que la Diputación tendría que cesar en sus funciones, a lo que ésta respondió darse por enterada
. 

Al día siguiente, la Junta envió otro pliego similar en el que se puntualizaba que la Diputación debía entregarle de inmediato todas sus atribuciones políticas. Resultaba ser un ultimátum en toda regla, al que el abad de Marcilla contestó que cesaba en sus funciones desde aquel momento. Una vez manifestado el abandono del cargo, se pasó comunicado de ello al virrey, pero antes de la disolución definitiva del órgano foral se dio repaso y aprobación a las cuentas del impuesto del donativo y del servicio personal. Asimismo, se vieron informes de los oficiales de la Secretaría y sus gastos, procuradores, etc. Se decidió gratificar a los cuatro porteros con cuatro onzas de oro y a otros dos empleados de la Secretaría con otras cuatro. Al depositario del ramo de Caminos, Juan Pío Jaén, se le concedieron dos mil reales fuertes, por una reclamación que había efectuado. Por último, se asignaron al secretario ciento veinte mil reales «para que pueda acudirse al pago de la mensualidad de abril» y al tesorero Juan Piedramillera algo más de cien mil, para «que vaya haciendo frente a las obligaciones vencidas». De este modo terminaron las actividades de la segunda Diputación del Sexenio Absolutista, la posterior a las penúltimas Cortes del reino
. 
Como la proclama liberal se había realizado sin la orden de las Cortes constituyentes nacionales, se acordó realizarla oficialmente en Pamplona en las cuatro parroquias el día 19 de marzo. Tras la celebración constitucional en la iglesia de San Saturnino, se rindió homenaje a Espoz y Mina con un banquete. Las ceremonias también se sucedieron en otras poblaciones. El mismo día, Espoz tuvo conocimiento de que Miguel Escudero había sido repuesto en el cargo de jefe político. Entre otras actuaciones irregulares, se le achacaba haber firmado un acta felicitando a Fernando VII por la abolición constitucional, cuando asumió por cuenta propia la presidencia de la Diputación del reino, reconformada al inicio del Sexenio. Sin embargo, tampoco hay que olvidar que el propio Espoz había publicado el Manifiesto de los Persas en la imprenta de la División y supuestamente habría fusilado de forma simbólica un ejemplar de la Constitución. También había felicitado por lo mismo a los diputados, actuaciones ambiguas que ya se han visto al principio de este trabajo, como se podrá recordar. Algunos liberales, al conocer la llegada de Escudero a Pamplona, salieron a su encuentro y le interceptaron el paso, haciéndole regresar al punto de origen. En opinión de Mina, esta actitud evitó muchos problemas, por más que el reestablecido Ayuntamiento de Pamplona lo rebatiese en su célebre manifiesto. 
El 24 de marzo, el Rey nombraba a Espoz comandante general del distrito de Navarra, con reconocimiento de grado y puesto de mariscal de campo. La Junta lo ratificaría enseguida en el cargo, consiguiendo finalmente la capitanía de Navarra como había sido su deseo. Entretanto, los consistoriales pamploneses cesados dejaron vía libre a sus sucesores, el día 27, que se designarían en virtud del artículo 313 de la Constitución. En el primer periodo de transición de la Monarquía absoluta a la parlamentaria, hubo disputas entre la Junta Interina y el Ayuntamiento de Pamplona, a pesar de haberse reconformado éste según la nueva legislación nacional. Al menos una parte de sus ediles se habrían mostrado partidarios de restituir a Miguel Escudero en el cargo de jefe político, mientras que la Junta Interina y Espoz eran del todo contrarios. A resultas de ello, el consistorio publicó el mencionado manifiesto en el que calificaba de anticonstitucional la postura de Espoz y cuestionaba la capacidad legal de la Junta.   
Con posterioridad, se nombró a Manuel José Quintana jefe político interino. Había nacido en la capital de España y era poeta, político, defensor de las ideas liberales y amigo de Jovellanos. De filiación claramente liberal, había estado confinado en Pamplona durante el Sexenio, recuperando la libertad con el cambio constitucional. Antonio Roselló, antes gobernador militar, le relevaba del cargo por indicación de la Junta porque tuvo que desplazarse a Madrid. También permaneció poco tiempo al frente, ya que desde la capital de España se designaría en el mes de abril a Pedro Clemente de Ligués. Natural de Cintruénigo, había sido miembro de la última Diputación del reino y vocal de la Junta Interina de Gobierno. En consecuencia, las decisiones de ésta última cobraban fuerza en contra del consistorio pamplonés, que se inclinaba paulatinamente contra el cambio constitucional. Por lo tanto, en Navarra al comienzo del proceso predominó la tendencia liberal, aunque un amplio sector se fue agrupando en torno a la contrarrevolución. Fue precisamente en el consistorio pamplonés donde se comenzó a gestar el movimiento de resistencia anticonstitucional o al menos fue uno de los frentes más importantes. Son evidencias de la polarización de intereses y posturas ideológicas encontradas de la sociedad navarra, que a su vez iría en incremento en los meses venideros
.  
La mudanza llegaría también al poder judicial, pasando los tribunales del Consejo Real y la Corte Mayora convertirse en la Audiencia Territorial desde el 17 de marzo de 1820. Por su parte, la Junta Interina dio las instrucciones pertinentes para la configuración de los nuevos ayuntamientos. Por estas mismas fechas, envió una orden circular con el fin de que las autoridades de los municipios pasasen a ser considerados «alcaldes constitucionales interinos». Bastante más tarde, en los meses de noviembre y diciembre, se habría de concretar el método de renovación de los consistorios y la forma en que debían realizarse las elecciones municipales
.
Cabe destacar que, al comienzo del proceso, algunos componentes de la Junta Interina habrían querido dimitir y Espoz se vio obligado a convencerles de lo contrario. Lo habría hecho así hasta la conformación de otro comité elegido por las merindades de la «provincia», quienes debían enviar cada una un representante. Espoz envió el 28 de marzo una circular a los municipios, exponiendo las circunstancias que habían rodeado el cambio liberal y la necesidad de establecer una nueva comisión de cinco individuos. Al día siguiente, se instauró la Diputación provincial y mudaron los síndicos o consultores. Más tarde, se reunía la nueva Junta conformada por delegados de las cinco merindades, a la que se agregaron dos miembros del Ejército: el mencionado gobernador militar Roselló y el capitán del Regimiento de Barcelona, Pedro José de Villena. 
La nueva comisión era más representativa de toda la geografía navarra y, en consecuencia de la población en general. Sin embargo, integraba a dos miembros del Ejército, impidiendo que fuese un cuerpo provisional de Gobierno constituido exclusivamente por civiles. Una de las razones de incluir a militares era la inestabilidad política. Como se ha comprobado, el Ayuntamiento de Pamplona había nombrado la primera Junta Interina, desatándose la división interna. Una vez reconstituido el consistorio bajo el orden liberal, la reacción se hizo enseguida más patente, inclinándose contra al nuevo orden constitucional. La consecuencia inmediata sería que el sector dirigido por Espoz comenzaría a sentirse sin apoyos dentro del propio territorio navarro
.
En resumen, con la proclama del 11 de marzo de 1820 había dado inicio el Trienio Constitucional en Navarra. La adopción del sistema liberal tampoco traería los efectos deseados, porque este periodo sería muy turbulento para la provincia. Se habría de protagonizar un importante y violento episodio, dentro de la reacción absolutista en contra del constitucionalismo español: la guerra Realista, el primer enfrentamiento fraticida de la Edad Contemporánea. Aunque no es el objetivo de esta tesis adentrarse en el estudio de aquellos años, es preciso mencionar que la resistencia al cambio constitucional se dio desde el comienzo, justo al finalizar el Sexenio. Al parecer, también se urdieron conspiraciones desde lugares lejanos a la geografía navarra para desestabilizar la revolución militar en el antiguo reino. De hecho, se dio un evidente tira y afloja entre Espoz y Mina y el poder central. El comandante de navarra deseaba mantener su influencia y amortiguar el poder de los militares que, como el marqués de las Amarillas, mostraron una actitud tibia o incluso en algunas ocasiones contraria al nuevo orden.
Por causa de estas influencias contrarias a la adopción del Nuevo Régimen, las recién instauradas autoridades constitucionales debieron andar muy alerta en los inicios del proceso y, por supuesto, después una vez consumada la confrontación. Ante el peligro de que la revolución militar se viese abortada, se adoptó la medida de aumentar la fuerza castrense. Sin embargo, una Real Orden del 2 de abril mandaba licenciar a una parte de los soldados. El Regimiento de Barcelona, que guarnecía la Plaza fuerte de la capital navarra, tendría que quedar reducido. Este cuerpo era fiel a la causa constitucional, por lo que la Junta dio la posibilidad de reengancharse a los soldados que iban a ser cesados.
Otra de las medidas adoptadas consistió en crear varias compañías de voluntarios de Navarra que, al igual que en el caso anterior, estarían en activo hasta finales de 1820. Espoz supo por la Junta que el Ayuntamiento de la capital era partidario de conformar la Guardia Nacional, pero él lo desaconsejó «porque se hallaba precisamente una parte de la población de Pamplona entonces en estado de no hacer muy prudente esta medida». Así las cosas, Mina convino con el órgano provisional de gobierno en llevar adelante sólo el primer plan, siendo el teniente Joaquín Mendiondo quien recibió el encargo de formar el cuerpo. Cuando ya se habían alistado más de doscientos hombres en la merindad de Olite, llegaba una orden del ministro de la Guerra, el marqués de las Amarillas, oponiéndose a ello. La decisión no fue del agrado de Espoz, ya que según su versión en Navarra existía mucho más peligro de reacción que en el resto de las provincias españolas
.
Por lo tanto, aunque la Constitución se había jurado el 11 de abril en Pamplona, la situación posterior era bastante delicada e inestable. Espoz y Mina contaba con el Regimiento de Barcelona y con la Junta formada entre las cinco merindades y el Ejército, pero aún así se habría sentido falto de apoyos como evidencian sus declaraciones. En contra tenía al consistorio de la capital. También a la ciudad de Tudela, donde sus ediles habían desobedecido las órdenes de la primera Junta y no habían enviado ningún representante para la nueva. Este ejemplo de rebeldía habría cundido a otras poblaciones de los alrededores. La razón apuntada por Espoz era que La Ribera era adicta a Miguel Escudero, a quien no se le había admitido como jefe político, pero pudo no ser la única causa ni mucho menos. En consecuencia, la oposición se iría haciendo paulatinamente mayor, más organizada y violenta. Además, el capitán general de Navarra debía estar muy atento ante las conspiraciones que comenzaban a resquebrajar la unidad y fortaleza de los mandos militares que habían iniciado la revolución. 
Los días 12, 13 y 14 de abril de 1820, comenzaron las revueltas callejeras junto a la catedral de Pamplona, por lo que Espoz tuvo que dar conocimiento de la situación al jefe político, quien no pareció dar demasiada importancia a los sucesos. El causante de los desórdenes era, al parecer, el consistorio de Pamplona. Los ediles contrarios se habían movilizado, fijando carteles por las calles con un bando que excitaba a los vecinos a aparecer armados en la casa consistorial, por lo que tuvo bastante responsabilidad en los altercados. El día 15, se reunió parte de la población con las autoridades municipales, en sesión permanente, pero ante la gravedad de los hechos, Espoz decidió no tomar ningún partido. Los congregados se dispersaron al día siguiente de forma pacífica, mientras que la fuerza militar patrullaba la ciudad y tomaba medidas para defender la ciudadela y otros lugares estratégicos. Después, los realistas lanzaron vivas al depuesto virrey, el conde Ezpeleta de Beire, al paso por su casa
. 
Francisco Espoz envió una orden al Ayuntamiento de la capital para que se creasen partidas de voluntarios que habrían de mantener el orden público. Era partidario de emplear medidas duras contra algunos de los agitadores, pero el jefe político no era del mismo parecer. Incluso se presentaron hombres armados en casa de Mina, antiguos combatientes de la División de Navarra, que querían echarse a las calles a contener a los reaccionarios. Sin embargo, éste lo impidió y comunicó al jefe político que tomase contacto con los alcaldes navarros para que mantuviesen el orden. Mientras, Espoz continuó enviando patrullas de vigilancia a las calles y decidió asimismo despachar un correo al ministro de la Guerra y otro al de Gracia y Justicia. 
El capitán general de Navarra decidió poner en marcha, de acuerdo con la Junta, patrullas de voluntarios armados que habrían de recorrer la provincia. A pesar de la iniciativa, el 21 de abril se recibía una carta del Rey en la que expresaba que pronto llegarían las órdenes para actuar y que de ningún modo se alistasen partidas de jóvenes, por lo que Espoz tuvo que abandonar por segunda vez el proyecto. A finales de mes, se pondría a sus órdenes un regimiento de infantería que, junto a la Milicia Nacional, serían los encargados de velar por la paz y la seguridad en Navarra. Con posterioridad, se crearían «Sociedades patrióticas» en Pamplona y Tudela y se habría de proceder a la destrucción de símbolos de vasallaje en la Ribera
.

Como se puede comprobar, el tiempo inmediatamente posterior a la proclama constitucional fue muy tenso y Espoz se encontraba cada vez más mediatizado por el Gobierno central y el ministro de la guerra. Esta situación conduciría sin remedio a la guerra Realista, que tuvo una especial incidencia en Navarra, donde hubo una relación evidente y directa entre la foralidad y el movimiento antiliberal. La simbiosis se daba en los momentos de mayor precariedad, cuando las personalidades navarras más relevantes deseaban recuperar de nuevo los fueros y privilegios hacendísticos, así como el sistema político estamental basado en la convocatoria y celebración de Cortes. Por lo tanto, se observa de nuevo el mismo fenómeno regresivo o involutivo que inclinaba la balanza hacia el absolutismo monárquico y la tradición, hacia el Antiguo Régimen, por el solo hecho de conservar el régimen foral. Sin embargo, esta circunstancia claramente antagónica, en la que las fuerzas progresivas y retrógradas se enfrentaron hasta la muerte, fueron normales tanto dentro del ciclo liberal español como en el de otros países. 
Las características del proceso se agudizaron en función del atraso estructural del territorio histórico a estudio. Navarra tenía una producción interna agropecuaria y artesanal aceptable, pero los estamentos preeminentes mantenían sus áreas de influencia dentro del tradicionalismo monárquico. El dato más relevante fue que la reacción se produjo de inmediato, promovida no sólo por el sector absolutista de la provincia, que era amplio. Dentro de éste, el Ayuntamiento que se conformó en Pamplona después de la jura tuvo un papel relevante. Las influencias desestabilizadoras habrían venido también desde otras regiones españolas e incluso desde las altas instancias contrarias al nuevo orden liberal
. 
En realidad, fue durante el Trienio cuando se dio en el territorio navarro una verdadera organización constitucionalista. La iniciativa no fue exclusiva del ámbito castrense, tal y como sucedió con la proclamación, sino que paulatinamente se fue agrupando parte de la población civil. En este periodo, por lo tanto, se produjo la verdadera fractura social de Navarra en dos sectores claramente definidos, con intereses materiales contrapuestos y mentalidades e ideologías enfrentados. Los partidarios de la constitución habrían estado en minoría y estuvieron dirigidos por los militares, entre los que tuvo un papel primordial Espoz y Mina. No hay que desdeñar que parte de la nobleza industrial, del comercio y del sector servicios, algunos intelectuales y artistas, así como la parte más desfavorecida del pueblo llano se habrían posicionado a favor del cambio constitucional y del mantenimiento del mismo. Sin embargo, el nuevo orden político —que abría la puerta a otros modelos de organización más acordes con la Europa constitucionalista del Nuevo Régimen— no conseguiría hacerse realidad, al menos de momento. 
Para precisar la incidencia del movimiento liberal en Navarra, así como la identidad de algunos de sus componentes, se expondrán a continuación algunos datos biográficos clarificadores. Por ejemplo, se sabe del confinamiento en Pamplona del mencionado Manuel José Quintana, que era visitado por la familia del conde de Guenduláin. Había sido secretario de la Junta Central durante la invasión francesa, permaneciendo en prisión durante todo el Sexenio, hasta que con la proclama constitucional fue liberado. Su presencia en la capital pudo propiciar cierto clima favorable a la circulación de ideas liberales. Era amigo de Jovellanos y defensor del liberalismo, llegando a destacar en el género literario de la poesía. Al final del Trienio correría la misma suerte, porque era uno de los blancos de la represión fernandina. Con posterioridad ocuparía diferentes cargos, llegando a ser instructor de Isabel II entre 1840 y 1843.  
Sobre los ex-voluntarios de la División de Navarra, conocemos que de los 835 pertenecientes al 9º Regimiento en septiembre de 1814, 57 habían desertado entre julio y agosto y 375 se habían licenciado. Después, 207 soldados abandonaron sus respectivas compañías y otros marcharon a Teruel. Muchos de estos individuos, así como sus más inmediatos allegados, habrían pertenecido al sustrato social más humilde de los liberales
.
Hay otros datos interesantes a la hora de calibrar el alcance del liberalismo en Navarra durante el Sexenio y en la revolución de 1820, así como el nivel de participación sobre todo de los civiles. Aparte de los militares de la División que, tras el pronunciamiento de Espoz de septiembre de 1814 sufrieron destierro, se les confinó o fueron ejecutados, no se debe olvidar a otros civiles citados en las fuentes. De los primeros, se exiliaron voluntariamente Asura, Boira, Gastón, Linzoáin, Mendívil, Gurrea, Ibáñez y, por supuesto, el mencionado Espoz y Mina. Su hermana, Simona Espoz, y su marido Baltasar Sainz, también sufrieron persecución tras el intento de asalto a la Ciudadela de Pamplona. Por otro lado, Gandiaga, Miranda, Unciti e Iribarren fueron detenidos y José Górriz ejecutado.  
Los civiles eran mayormente personas ligadas al sector comercial: Juan Ruin, Ignacio García, Juan Ángel Mezquíriz, Joaquín Ignacio Irisari y Juan José Villanueva, quien había huido de Pamplona. Están documentadas las actividades desarrolladas después por éstos, a favor del constitucionalismo. Ruin, por ejemplo, se adhería a la Guardia Nacional en abril de 1820. Algo después, sirviendo como miliciano de caballería, aunaba fuerzas contra la reacción absolutista en Salvatierra de Álava. García se encontró en la misma situación y más tarde se unía a la Milicia que se había reconformado. Mezquíriz se sumó también a la Guardia Nacional y a la Sociedad Patriótica. Por su parte, Irisarri ocupó la Intendencia de Navarra durante el Trienio. Villanueva, empleado de rentas, que habría estado junto a Espoz durante los días de la proclama, se adhirió también a la Milicia. 
En consecuencia, sí que existen algunas informaciones sobre la militancia liberal durante el Trienio. Cabe recordar que el Ayuntamiento de Pamplona consignó alrededor de cuatrocientos individuos en el listado de liberales que confeccionó en 1823, poco antes de entrar el Ejército francés en la capital. De ellos, veinte eran comerciantes, había unos setenta tenderos y artesanos, algunos agricultores y, lo más sorprendente, veintiún miembros de la Iglesia. Por lo tanto, queda en entredicho el carácter «exiguo» del movimiento defendido anteriormente por algunos investigadores, al menos para el periodo constitucional. No sucedió así durante los seis años anteriores, en los que queda demostrado que era casi inexistente, a pesar de que las ideas constitucionalistas contaban con adeptos, pero no estaban organizados. 
  Se han visto algunas relaciones existentes entre algunos representantes de las Cortes del Sexenio y las inclinaciones progresistas. En concreto, la afinidad se habría puesto de manifiesto alrededor de las mencionadas votaciones sobre el traslado de las aduanas. La mayoría de los partidarios eran representantes de los municipios, aunque hubo algunos de la nobleza militar o de los cenobios. Destacan nombres como el del licenciado de Estella, Felipe Martínez de Morentin, y el de Sangüesa, Toribio Arbeloa, cuyas afiliaciones liberales serían después manifiestas. Como representantes de la tendencia opuesta cabe destacar al conde de Guenduláin, que era perfecto conocedor de las ideas liberales y amigo de algunos militantes, a pesar de pertenecer a la alta nobleza del reino. El conde de Agramante, Policarpo Daoiz, Ripa de Jaureguizar, Antillón o el obispo Uriz son otras de las personalidades de inclinación reaccionaria. Por lo tanto, los primeros habrían manifestado posturas liberales desde al menos 1817-1818, del mismo modo que el propio José Yanguas y Miranda, quien también estuvo presente en la penúltima asamblea. Para intentar precisar la veracidad de estos datos, se ahondará aún en algunos de los aspectos biográficos de interés
. 

Felipe Martínez de Morentin había sido magistrado de la Audiencia Territorial, en noviembre de 1813, formando también parte de la Diputación constitucional. No hay más noticias suyas tras el restablecimiento absolutista, de lo que se deduce que se había fugado para evitar la represión. Después, fue un militante activo durante el Trienio, llegando a ser capturado en 1822 por una partida anticonstitucional. Se negó a que se abonase su rescate y, finalmente, fueron los milicianos liberales quienes le devolvieron la libertad. 

Por el contrario, del lado de la reacción se habría encontrado Policarpo Daoiz. Pertenecía a una casa nobiliaria de Pamplona y ocupó el cargo de regidor del consistorio en diciembre de 1821, aunque no estuvo en activo más que unos meses, por integrarse enseguida a la Diputación restaurada. Hay que puntualizar que Navarra se encontraba en plena guerra y que las instituciones estaban mediatizadas por el bando antiliberal. Ripa de Jaureguizar había sido miembro de la Diputación constitucional, tras la proclama, pero después abandonaba el cargo para sumarse en agosto de 1822 a la causa absolutista. Era dueño de los Palacios de Cabo de Armería, mientras que Antillón era señor de Nobar y dueño del palacio de Iturbide en el Baztán. El conde de Agramonte había sido edil del consistorio constitucional de Pamplona, entre 1820-1821, pero ya se ha visto como los ediles propiciaron paulatinamente el fracaso de la revolución. 

Para concluir estas aclaraciones, se podría agrupar a la intelectualidad navarra en tres grupos. La primera generación, que medió entre 1800 y 1839, habría asistido a la pugna entre las fuerzas burguesas-liberales y las reaccionario-absolutistas, concretadas en las guerras Realista y la primera Carlista. Las personalidades más relevantes corresponden al grupo liberal e incluyen a Francisco Espoz —con matizaciones, porque fue más un ideólogo que un intelectual―, a José Yanguas y Miranda, la más destacable de todas, o a Alonso, Oraá, etc. Yanguas había nacido en Tudela, en 1782, y fue político, escritor e historiador. Entre 1796 y 1830 ocupó los cargos de amanuense y escribano en el Ayuntamiento de Tudela. Durante la guerra de la Independencia, había estado mes y medio preso de la División de Navarra por problemas con los suministros, ya que la principal ciudad de La Ribera se hallaba tomada por los franceses después de la derrota en la famosa batalla. Durante el Sexenio se le acusó calumniosamente de falsificar moneda, pero una sentencia del Consejo Real le eximió el 10 de diciembre de 1819 de toda responsabilidad y obligó al denunciante a pagarle cuatro mil libras. También participó en las Cortes de 1817-1818, como se ha visto, a las que acudió como representante de Tudela. 

En mayo de 1823 sería detenido de nuevo, bajo la acusación de haber hecho desaparecer el libro de Actas de Sesiones del Ayuntamiento de Tudela, del periodo constitucional del Trienio, durante el que había desempeñado su oficio de escribano. Días después, se le confinaba en el presidio de Puente la Reina, donde permanecería un año en prisión. En 1830 pasó a ocuparse del Archivo de Navarra, muriendo en 1863, pocos meses después de abandonar el cargo de secretario de la Diputación por su avanzada edad. En consecuencia, fue uno de los militantes liberales más destacados de la primera mitad de siglo. Por ejemplo, cuando se firmó la Ley Paccionada de 1841 que cercenó el Derecho Foral, ocupaba el puesto de la secretaría de la Diputación. Desde ese cargo, se habría esforzado porque Navarra conservara parte de sus fueros, dentro de un esquema constitucional por el que abogaba
.  
La información existente durante el Sexenio sobre el activismo   liberal es nula. Puede deberse a la censura del Gobierno, que incluyó la supresión de la prensa no oficial, y a la falta de testimonios directos. «Prácticamente, entre 1814-1820 y 1823-1833 no existió en Navarra casi ningún periódico ―salvo durante el Trienio liberal—». Sin embargo, todo apunta a pensar que no hubo un activismo organizado, aunque habría estado latente. Para el primer tercio de siglo, y a falta de más datos concretos, la cultura y mentalidad de los diversos grupos sociales son poco conocidas. Durante todo el siglo XIX, economía y cultura habrían ido a la par y, en consecuencia, el atraso de la primera influyó en que la demanda cultural no alcanzase cotas como en otras regiones más desarrolladas. También habría influido la estructura demográfica de Navarra, ya que a comienzos de siglo sólo Pamplona, que tenía quince mil habitantes, podía ser considerada como urbe
. 
En síntesis, el mismo sistema político navarro habría frenado el desarrollo económico y social, al verse Navarra inmersa de nuevo en la contienda, primero a favor del absolutismo fernandino y en contra del cambio constitucional. Después se trasladaría el mismo fenómeno a la primera guerra Carlista, volviéndose a evidenciar el apoyo prestado al bando absoluto en la persona del infante Carlos de Borbón. Por lo tanto, el reino o la provincia se vio envuelto en un conflicto tras otro, casi de forma ininterrumpida, desde la guerra de la Convención hasta el Convenio de Vergara. Tras éste se sancionaría La ley Paccionada, por la que el reino perdía de forma definitiva su condición y la mayoría de las prerrogativas asociadas a su anterior status político. Sin embargo, aún quedaba por contemplarse el desenlace definitivo del conflicto de sucesión monárquica, que concluirá con la victoria del Alfonso XII en la tercera guerra Carlista y en la que Navarra tuvo de nuevo un protagonismo indudable.

Las causas del fracaso liberal, al menos durante las primeras dos décadas de siglo, habría que verlas en la misma condición de reino estamental y en sus evidentes contradicciones con el constitucionalismo. La defensa de las prerrogativas de los privilegiados, derivadas a su vez de las ventajas económicas que propiciaba la autonomía, eran razones de peso para defender a ultranza el régimen foral. Las turbulencias políticas propiciaron el comienzo de la desintegración del Antiguo Régimen, que se plasmó enseguida en la aguda división interna de los representantes estamentales. La intensa reacción antiliberal que se produjo durante la guerra Realista y la posterior intervención del Ejército francés, motivada por los acuerdos de Viena, dieron fin al segundo episodio constitucionalista, recuperándose de nuevo la condición de reino. Quedaba así inaugurada la Década Ominosa, periodo de contracción dentro del ciclo de apertura del liberalismo doctrinario y convulsivo, durante el que sí que se habría consolidado la organización liberal, como quedó patente por la represión ejercida desde el Gobierno central contra los liberales navarros
. 

El constitucionalismo se impondría poco a poco, como había sucedido y sucedería en otros países europeos, motivado más si cabe por los métodos absolutistas desplegados por la Monarquía en todo el Estado español. En Navarra, sin duda contribuyó el descontento general que se estaba generando y la imposibilidad de solventar la crisis crónica política y social. Con estos condicionantes, era imposible a su vez salir del déficit económico constante y el atraso estructural del comercio y de la industria, que fueron las causas principales de toda la inestabilidad del primer tercio del siglo XIX. La evolución de esta provincia de España hay que observarla siempre por separado, con diferente perspectiva, ya que durante toda la centuria las connotaciones evolutivas fueron diferentes a las del resto de España, aunque similares a las de las provincias vascas. 
En esencia, el movimiento liberal organizado en Navarra se caracterizó por cierto retraso en su inicio respecto al de otros territorios, por la resistencia a su aceptación, por la aguda polarización y violencia extrema que se produjeron y, finalmente, por la larga duración del proceso. Aunque estas características fueron la tónica general para todos los territorios nacionales, se agudizó en este caso concreto. Fue debido a la pervivencia de la condición de reino de origen medieval y, en consecuencia, al hecho de que fue la última región española que celebró Cortes estamentales entre 1828 y 1829.
Navarra mantenía con la Monarquía unas relaciones difíciles y complejas y ésta pretendía recortarle los privilegios, del mismo modo que los gobiernos constitucionales. Sin embargo, cuando la balanza se inclinaba hacia el parlamentarismo, la Corona utilizaba al reino a su favor y viceversa. Por ello, en circunstancias críticas en que el continuismo de ambos peligraba, la relación de conveniencia fue mutua. La paridad fue evidente entre el absolutismo y las instituciones forales, así como con otros representantes de los estamentos de la sociedad navarra. De este modo, el territorio foral se convertiría en el campo de batalla donde se habrían de dirimir las pugnas entre los liberales y los monárquicos más reaccionarios. Por ello, es especialmente significativo el papel que desempeñaron los ciudadanos navarros en el proceso. Debido a una u otra causa, se convirtieron en participantes directos de las fases más violentas, inclinándose respectivamente hacia cada una de las dos tendencias opuestas. 
Lo expuesto, es otro reflejo más de la trascendencia que alcanzó la transición del Antiguo al Nuevo Régimen en el antiguo reino foral, agudizado por su situación fronteriza. La proximidad a Castilla y a Francia provocaba que Navarra se encontrase entre dos territorios muy dispares y anteriormente enfrentados. Se situaba en una posición muy estratégica y apetecible, convirtiéndose en el escenario donde se manifestarían con máxima crudeza y encono las guerras fraticidas. También el hecho de ser vecina de las provincias Vascongadas, aunque su régimen no fuese tan compacto como el navarro, animaba a las autoridades para agruparse en torno a la cohesión de los sistemas forales. Pero la defensa de los fueros sería todavía más difícil de conjugar con la monarquía constitucional que con la absoluta, aunque con ésta última las relaciones tampoco habían sido nada fáciles  
 A  los monarcas españoles de la Edad Moderna les resultaron muy incómodos la presencia de los territorios históricos forales y su régimen político. Sin embargo, se apoyaron en sus representantes cuando los  intereses de la corona se vieron amenazados. El caso español más evidente se dio en Navarra, cuyo reino tenía una tradición histórica ancestral. En las situaciones en las que peligró el continuismo, tanto de la Monarquía absoluta como del sistema foral navarro, se manifestó claramente la alianza entre ambos poderes con mayor intensidad. Por ello, un importante sector social de los navarros se agrupó en contra del sistema liberal y a favor del absolutismo monárquico, precisamente para intentar garantizar la pervivencia de los estamentos y sus intereses. 
El heterogéneo grupo reaccionario congregaba a representantes de las altas instancias del clero, la nobleza estamental de mayor raigambre y riqueza, parte de la población agrícola propietaria de pequeñas o medianas porciones de suelo cultivable, contrabandistas, ganaderos de los valles del norte y bastantes religiosos y párrocos del medio rural. Del otro lado, habría estado un amplio sector del Ejército regular, excluyendo a los mandos absolutistas agrupados en torno al general Elío, a Ezpeleta de Beire, etc. También encontraron cabida no pocos excombatientes de la guerra de la independencia sin olvidar a algunos eclesiásticos, a la nobleza industrial y comercial, parte de los comerciantes del tercer estamento, licenciados y empleados del sector servicios, intelectuales y artistas, algunos productores agrícolas, arrendatarios y jornaleros.

En consecuencia, las luchas se debieron a un enfrentamiento de intereses, más o menos manipulado por la propaganda política de los dirigentes de ambos bandos o facciones. Uno de los escenarios más cruentos fue el territorio foral, donde incidieron de forma especial las manifestaciones más agudas del proceso. La explicación que se ha dado de todo este fenómeno ha sido exclusivamente ideológica. La raíz del problema residía en los intereses materiales de grupo, a pesar de que hubo factores que indican que las mentalidades que se iban forjando estuvieron presentes y, a su vez, se inclinaban hacia polos opuestos. Los privilegios estamentales y otras trabas organizativas del Antiguo Régimen hicieron cada vez menos viable la adaptación de las nuevas necesidades al modelo organizativo y, por lo tanto, la misma continuidad del sistema. En consecuencia, los resortes o anclajes de la antigua organización se resintieron y, finalmente, acabaron por resquebrajarse dando paso a un nuevo orden político, social y económico. El inicio del proceso fue prematuro en España y en Navarra también, pero además se vio frenado por el régimen foral, a pesar del contacto con las ideas revolucionarias venidas desde Francia e Inglaterra. Lejos de solucionarse la crisis política y social a corto plazo, habría de resultar muy duradera en el tiempo, por el atraso estructural y por la injerencia de las élites en la vida política, incluido el Ejército, que alcanzó durante todo el siglo un protagonismo que no le correspondía. 
CONCLUSIONES.
La Monarquía del Reino de Navarra se había reconformado en el S. XIII, por causa de un cambio dinástico, alrededor del régimen jurídico concretado en el Fuero General. El documento había estipulado el ordenamiento legislativo, servía de salvaguarda de los intereses de las personalidades preeminentes del clero y de la nobleza militar y limitaba el poder de la realeza. Con el advenimiento de la Edad Moderna y la unificación de los reinos peninsulares, el territorio pasó a depender de la corona de Castilla, aunque logró conservar su condición mediante un acuerdo mutuo con el poder central. Ni siquiera perdió su status con la guerra de Sucesión y el ascenso del primer Borbón al trono de España, a pesar de que la esencia de su autonomía se fue desvirtuando de modo paulatino. De hecho, los sucesores de Felipe V intentaron minar los pilares constituyentes que sustentaban al reino mediante la imposición de las leyes del Estado centralista e ilustrado. 

La prerrogativa que permitía que los tres estamentos reunidos en Cortes aprobasen la carga contributiva resultaba cada vez más inaceptable para los monarcas y era el motivo principal que propiciaba las agresiones por parte del Estado. Además, estaba la exención del servicio militar obligatorio, salvo en circunstancias excepcionales, y otras ventajas económicas y políticas que beneficiaban sobre todo a los más privilegiados. Por todo ello, durante el reinado de Carlos IV, se aprobaron bastantes medidas legislativas reformistas que debían entrar también en vigor en territorio foral en contra del derecho navarro, que establecía la sanción de los estamentos para la validez legal de las ordenanzas del Gobierno. La convocatoria celebrada en Olite en 1801 fue deslegitimada por las autoridades de Navarra, porque se limitó exclusivamente a tratar de la contribución que debía entregarse a la Hacienda estatal. En consecuencia, desde la última asamblea reconocida por los tres estados —celebrada entre 1791 y 1794—, no se habían aprobado una serie de Decretos Reales y, por lo tanto, no se habían cumplido los cauces contemplados por las leyes del reino. 
La invasión francesa, que se prolongó durante casi seis años, hizo perdurar sus consecuencias durante todo el Sexenio. La población de Navarra, por su situación fronteriza, sufrió la guerra con más intensidad que otras regiones españolas más meridionales. Esta circunstancia se hizo patente a partir del triunfo del Ejército español en Bailén, momento en el que las tropas enemigas se vieron obligadas a replegarse paulatinamente hacia el norte. La lucha contra los franceses fue muy intensa y persistente, la población vivió bajo la represión de sucesivos gobiernos intrusos y la capital estuvo tomada por el enemigo prácticamente durante toda la contienda. Estella, segunda población del reino, tuvo un papel fundamental en la liberación del territorio. Asumió de una manera u otra un gran peso en cuanto a suministros entregados a los ejércitos, no sólo franceses, y otras responsabilidades que costaron a sus autoridades y ciudadanos arrestos y exacciones. 

La resistencia se fue organizando, tras la captura de Javier Mina en 1809, en torno a los Regimientos de la División de Navarra comandados por Francisco Espoz Ilundáin (Espoz y Mina), quien durante algunos intervalos de tiempo situó su cuartel general  en Estella.  El comandante de la guerrilla se convirtió poco más o menos en la máxima autoridad de Navarra, durante el corto periodo de aplicación de la normativa constitucional de 1812, por la que el reino había pasado a convertirse en provincia. Estableció todo un sistema organizativo fiscal, intentando hacer pagar lo menos posible los perjuicios a la población—según su propia versión—. Además, creó unos tribunales de Justicia que luego se convirtieron en la Auditoría de Navarra, que a su vez mantuvo tras la guerra intensos enfrentamientos con algunos municipios.  

La primera experiencia constitucional en Navarra, aunque breve, dispuso que el reino se igualase por primera vez al resto de las provincias españolas, pero la aplicación real fue distinta debido a la situación bélica y al indudable liderazgo de la guerrilla. Aunque se designaron diputados navarros para asistir a las Cortes nacionales, se conformó una Diputación constitucional, etc., las autoridades elegidas se esforzaron desde sus cargos por recuperar el sistema foral. Cabe destacar que se originó una actitud de rebeldía por parte del campesinado a la hora de abonar los gravámenes a los dos estamentos preeminentes. En la mayoría de los casos, las cargas se destinaron al ejército invasor o a los batallones de guerrilleros. La peculiaridad estriba en que una vez terminado el conflicto continuaron las mismas prácticas, inducidas por la penuria económica de posguerra, por el licenciamiento de los voluntarios de la División y, en suma, por el retorno al absolutismo y la restitución foral. 

Como resultado de todo ello, Navarra quedó devastada, el déficit económico era exorbitante, el caos administrativo lo inundaba todo, el vacío de poder era palpable y había perdido la condición de reino y sus prerrogativas. A pesar de que el saldo humano hubiese sido menos catastrófico que el daño patrimonial o político, las secuelas la sumieron en un sinfín de penurias, porque en realidad se estaba comenzando a producir el desmoronamiento del régimen estamental y era del todo necesario adaptarse a la evolución de los nuevos sistemas. Por lo tanto, el conflicto bélico marca el comienzo real del proceso de transformaciones en el reino de origen medieval, que había estado integrado dentro de un Estado regido por la monarquía absoluta. 
A su vez, ambos poderes políticos experimentaban fuertes tensiones en su relación mutua, porque las contradicciones dimanadas de esta situación eran muchas y muy intensas. La principal era que Navarra mantenía una cota de autonomía nada desdeñable, desde el punto de vista de la Corona, a su vez insuficiente para el propio reino que veía peligrar de continuo esta situación precaria. Las propias pervivencias medievales inclinaban la balanza hacia formas organizativas obsoletas que dificultaban la agilidad administrativa, las relaciones económicas y la modernización social. Lo mismo había sucedido dentro del Estado, pero la ilustración había aportado ciertos adelantos, aunque no en lo esencial. En el reino, por las dificultades burocráticas y de competencias entre ambos sistemas políticos, la reforma se había quedado mucho más atrasada.
En consecuencia, mientras que la actitud institucional de Navarra era de resistencia a la adopción de un nuevo orden por causa de los condicionantes expuestos, el ciclo liberal avanzaba imparable en un tiempo de crisis, como suele ser habitual en los cambios sociales significativos. Incluso, la misma presión de la monarquía por imponer sus decretos y extraer la contribución agudizó la oposición del reino, como entidad política, hacia cualquier cambio nada más que reformista. La causa principal no era exclusivamente una cuestión ideológica o de mentalidades. En gran medida estaba provocada por la defensa de los privilegios cifrados en la foralidad, que eran sobre todo económicos en comparación con el resto de regiones españolas. Tampoco la producción interna de Navarra era nada desdeñable desde el punto de vista comparativo, lo que permitía alentar las ansias de autonomía. Sin embargo, hay que comprender esta realidad desde la perspectiva estamental que beneficiaba indudablemente a los dos sectores preeminentes.
Por lo tanto, dentro del proceso de modernización general que afectó a la mayoría de los estados europeos y americanos durante el primer tercio del siglo XIX, España y Navarra no se mantuvieron ajenas. Los dos regímenes experimentaron el sistema constitucional durante la invasión francesa, lo que nos lleva directamente a destacar que la primera experiencia liberal se produjo en un contexto convulsivo y por la influencia de ideas foráneas. Además, ambos poderes contaban con un gran atraso estructural —más agudizado si cabe en el caso navarro por las razones expuestas—. Es otro de los condicionantes que explican los procesos prematuros de transición del Antiguo al Nuevo Régimen, caracterizados por la violencia de sus manifestaciones,  por la dicotomía entre revoluciones y reacción, así como por la perdurabilidad en el tiempo. Pero, ¿cómo respondieron ambos territorios y se adaptaron a las nuevas circunstancias?
 Llegado el inicio de este periodo histórico, las dos entidades jurídicas reaccionaron más o menos del mismo modo ante las influencias externas, pero con peculiares características debidas a intereses concretos. Eran obvios los intentos de fagocitosis del Estado hacia el reino y consecuentemente la dificultad de armonizar sus relaciones. Sin embargo, la monarquía absoluta y la foralidad se coaligaron en contra del constitucionalismo cuando se propició su adopción. ¿Por qué? La respuesta es sencilla: porque la misma continuidad de sus sistemas políticos se encontraba en serio peligro de desaparecer ante este nuevo orden social. Hasta tal punto llegaría la relación simbiótica en pro del absolutismo —«tradicionalismo»—monárquico, que las guerras fraticidas del siglo XIX tendrían especial protagonismo en territorio navarro, incluso mucho después de perdida la condición de reino y de la adopción de la monarquía constitucional. Esta es una de las principales conclusiones de esta tesis doctoral, que determina la verdadera imbricación entre el Estado y el reino, después del análisis de los datos concretos que definen la estructura y la interacción entre ambos.
Tras el conocimiento previo de todos estos condicionantes, la conclusión principal no es otra sino que en Navarra el rechazo al liberalismo y la resistencia a su adopción tuvieron especial incidencia por su condición foral. Por la trascendencia de esta idea basada en el estudio exhaustivo y pausado, se desarrollará con más detalle en los párrafos siguientes, en relación con otros aspectos también vitales que en ocasiones se han olvidado. Por otro lado, la afirmación se adapta con importantes peculiaridades a los modelos vigentes sobre la adopción del Nuevo Régimen, concepto que también es necesario matizar a lo largo de estas líneas.
Las fases regresivas del proceso de transición se experimentaron tras el regreso de Fernando VII del exilio. Sus consecuencias afectaron a todo el territorio nacional, pero en Navarra tuvieron peculiaridades concretas. La medida que derogó toda la normativa constitucional, el Real Decreto de 4 de mayo de 1814, hizo retornar al sistema del Antiguo Régimen. Si al parecer este hecho fue bien recibido por una gran parte de la sociedad española, para los navarros supuso la recuperación del estatus de reino y la consiguiente restitución de los fueros, pero esto no debe llevar a engaño. El orden social jamás volvería a retornar en sentido pleno a términos estamentales, a pesar de quedar por celebrarse dos asambleas de Cortes. Un reflejo de ello sería, por ejemplo, la manifiesta y creciente conflictividad entre diferentes grupos, cuyos integrantes e intereses no respondían ya al modelo de origen medieval. En los periodos involutivos que se dieron durante los inicios del liberalismo español, se muestra con claridad la inclinación político-estamental de los dirigentes del reino navarro, pero asimismo las dificultades para armonizar el régimen foral con la monarquía absoluta.
También queda demostrada la relación entre las autoridades navarras —al menos el sector más reaccionario— y el general Elío y otros miembros de la nobleza militar que tomaron parte activa en la restauración absolutista. Este aspecto está evidenciado en el proceso de restitución foral, inmediatamente posterior a la derogación constitucional. Cabe matizar que el apoyo brindado al Ejército fiel a Fernando VII o a las personalidades políticas influyentes que propiciaron el retorno al absolutismo, fue exclusivamente moral o simbólico y encubría sin ninguna duda el ansia por recuperar los fueros y el orden anterior. En consecuencia, tanto durante el corto periodo liberal como en el tiempo que comprende el proceso de retorno al Antiguo Régimen, las personalidades navarras se esforzaron por recuperar el sistema foral y sus prerrogativas, teniendo siempre muy presente la necesidad de celebración de Cortes estamentales.
El organigrama foral no sólo era incompatible con cualquier intento constitucional, sino también con el absolutismo. La explicación se encuentra exclusivamente en el origen medieval del régimen jurídico navarro que, a pesar de haberse ido adaptando a la integración dentro de un estado monárquico centralista, había logrado conservar en esencia su carácter estamental, convirtiéndose en uno de los casos más atípicos y peculiares de todo el continente europeo. Además, el mismo Fuero General había nacido como una forma de limitar el poder de la realeza y sus representantes habían heredado una larga experiencia en cambios dinásticos. En síntesis, la fidelidad a las diversas monarquías foráneas se basaba en la conveniencia de ambos intereses, dándose la característica de que Navarra era, en cierto modo, «un reino sin rey propio».
El proceso de restitución foral no fue inmediato, sino que se inició formalmente a partir de los Decretos de mayo de 1814 y se dilató hasta la concesión de Cortes de 1816. Las causas fueron varias, pero principalmente se debieron a problemas formales entre las dos administraciones, motivadas a su vez por las incompatibilidades expuestas. Desde incluso antes de la abolición constitucional, las autoridades de Navarra estuvieron muy atentas de la situación política. Aunque no apoyasen expresamente el Manifiesto, no escatimaron esfuerzos encaminados a la recuperación de los fueros y se enviaron diversas legaciones a la Corte en pro de ello.  
Por lo tanto, entre 1814 y 1816, la prioridad principal fue la restitución del sistema político basado en el Fuero General y posteriores recopilaciones de leyes, cuyo máximo exponente era la celebración de Cortes estamentales. La peculiaridad estriba en que ningún otro territorio hispánico contaba con la vigencia de esta asamblea estamental. La actividad de las instituciones forales también se encaminó a salir de la crisis interna y superar la enorme deuda pública que afectaba a todos los sectores. Por otro lado, la Administración del reino encontró serios obstáculos a la hora de cumplir ambos objetivos, cuyo alcance real se ha valorado de acuerdo con los datos concretos, y no fue tan halagüeño como cabía esperar. 
El esfuerzo económico siguió encaminándose al sustento y mantenimiento de las unidades del depauperado Ejército español, que permanecían en Navarra o en las provincias limítrofes a pesar de haberse finalizado el conflicto bélico. Éste fue uno de los problemas principales que impidió la recuperación social y se complicó aún más cuando Napoleón huyó de la isla de Elba en marzo de 1815 y volvió a tomar el poder en Francia, creándose una gran alarma en todo el Estado español. Se movilizaron bastantes tropas hacia la frontera, aglutinadas en los Cuerpos de Observación de los Pirineos Occidentales, que transitaron o permanecieron en Navarra durante un periodo importante de tiempo. Estas acciones causaron nuevas cargas económicas contra los municipios y las consiguientes y numerosas protestas de los mismos, tenida cuenta de los esfuerzos extremos que ya habían realizado durante la invasión. 
La escasez de la cabaña ganadera, por ejemplo, debida al desmesurado consumo de las tropas durante la guerra,  aún se hizo más patente con las nuevas exigencias. La requisa de monturas y carros, la obligatoriedad de presentar carreteros por parte de los pueblos, etc., fueron prácticas habituales no sólo durante los Cien Días, sino que continuaron mucho tiempo después de la desaparición de la alarma. Esta circunstancia impidió el desarrollo de actividades tan básicas para la población como la agricultura y la ganadería, que ya de hecho se hallaban bastante dañadas. Ante los continuos requerimientos, no pocos individuos del sector agropecuario optaron por desobedecer las órdenes. Estos hechos motivaron las denuncias por parte del tribunal del Real Consejo, así como de los mismos diputados, quienes a su vez obedecieron las constantes órdenes del virrey y de la cúpula castrense, salvo en ocasiones concretas en las que también adoptaron actitudes contrarias. 
Cabe indicar que los bagajeros sufrieron de forma acusada el secuestro de sus acémilas, la falta de cobro por sus servicios o retrasos interminables en los mismos, debiendo dejar a su vez descuidadas sus ocupaciones y sus familias. Quienes más soportaron esta situación fueron las poblaciones situadas en los valles norteños limítrofes con Francia, como el del Baztán o Santesteban. Sus moradores ya habían sufrido hasta lo indecible durante la guerra, llegando a padecer verdadera crisis de subsistencia y una mortandad considerable que se vio agravada por las malas cosechas, la climatología y las enfermedades.

A estos problemas se sumó el del licenciamiento forzoso de los voluntarios de la División de Navarra, según el Decreto de disolución de los cuerpos francos. Las dificultades a la hora de conseguir una reinserción satisfactoria fueron palpables y hubo un abultado número de personas —de los diez mil soldados que aproximadamente habían conformado los cuerpos de la guerrilla— que no lo hicieron. Este grupo se convirtió en un foco de conflictividad social, en algunos casos motivados por la subsistencia y en otros por el afán de delinquir y de lucro. De hecho, los sucesos acaecidos que pueden relacionarse con este sector comprenden prácticamente todo el Sexenio. Si se incluyen los mandos de los regimientos, incluido Espoz, es indudable el protagonismo de estos militares en Navarra también en periodos posteriores al tiempo en estudio.
 Respecto de la asamblea estamental, las autoridades del reino solicitaron formalmente la celebración de una nueva convocatoria de Cortes al poco de conseguida la restitución foral, aunque antes ya se había apuntado su necesidad al Monarca. Era el máximo exponente del régimen navarro, se hacía imprescindible reorganizar la Administración y la Hacienda y tenían que repararse los anteriores «agravios» o imposiciones legislativas que la monarquía había efectuado contra Navarra. Fernando VII también estaba interesado en que se reuniesen los tres estados, porque necesitaba urgentemente la contribución conocida como «donativo voluntario o gracioso». En consecuencia, el cónclave se inauguró el 2 de enero de 1817. 
Pocos días después del comienzo de las sesiones en Navarra, Martín de Garay asumió la cartera de Hacienda. Presentó un plan hacendístico que fue aceptado con algunas objeciones por parte del Monarca, el Consejo de Estado y los ministros. Lo más reseñable de la reforma era la futura aplicación de un impuesto directo de setenta millones de reales, extensible a todos los estamentos sociales incluido el clero, proporcional a la renta y distribuido por igual entre todas las provincias. Elaboró los primeros presupuestos del Estado español, en los que se consignaba el déficit público para 1817 en más de ciento ochenta y cuatro millones de reales. Además, el Gobierno central estudiaba la opción, poco factible por la ausencia de fondos, de mandar un nuevo ejército expedicionario a América. 
Las nueva disposición contributiva chocaban frontalmente con las leyes, instituciones y sistema administrativo de Navarra, donde la cuota a entregar a la Hacienda estatal sólo podía ser determinada y sancionada por los estamentos reunidos en Cortes. Como cabía esperar, su aplicación en territorio foral no fue inmediata ni mucho menos sino que tardaría décadas. Por el contrario, los asamblearios utilizaron una vez más la aprobación de la cuantía del donativo y su método de recaudación como moneda de cambio para conseguir otras reivindicaciones. Esta práctica habitual, que se hallaba contemplada en las leyes forales, permitía que los monarcas sancionasen previamente disposiciones como la reparación de agravios. Como consecuencia de las tensas negociaciones con el Gobierno y de la presión de parte del virrey para la aprobación definitiva del importe, las sesiones se prolongaron mucho más tiempo del que Fernando VII hubiera querido. Este inconveniente se subsanó con la entrega de varios adelantos pecuniarios, que debían deducirse del monto global. 

Las Cortes realizaron una labor legisladora que fue una de las más intensas de la Historia del reino, en cuanto a su actividad, y la primera en número de leyes aprobadas. Esta cuestión hay que ponderarla en su justa medida porque, aunque los tres estados aprobaron ciento trece medidas de toda índole, las principales gestiones se centraron en la derogación de los reales decretos y en la aprobación definitiva del impuesto contributivo. A pesar de ello,  no hay que olvidar algunas reformas jurídicas, económicas y sociales. Es necesario tener presentes las complejas negociaciones en torno al traslado de las aduanas con Castilla, que finalmente permanecieron igual tal y como había pasado otras veces. Sucedería lo mismo en la última convocatoria estamental de 1828 y 1829, lo que evidencia la continuidad de las barreras comerciales mientras el reino se mantuvo como tal. 
A pesar de estas importantes aclaraciones, el resultado de la asamblea del Sexenio tuvo un claro componente restaurador, vislumbrándose un aperturismo en la línea reformista e ilustrada. Sin embargo, lo más positivo de la reforma ya se había aplicado con anterioridad en los restantes territorios de     la España, pero por problemas de competencias legislativas no había entrado en vigor en el reino. Con todo, la especial coyuntura de crisis posbélica imprimió cierto espíritu liberalizador al cónclave, pero con limitaciones dada la rígida estructura social característica del Antiguo Régimen.

Las Cortes generales celebradas en Navarra en 1817 y 1818 deben valorarse simplemente como reformistas, sin pretender ver en las disposiciones cambios que puedan ser calificados de liberales. Desde la perspectiva de la fase final del absolutismo ilustrado, sí que se lograron algunos avances importantes en diferentes terrenos, aunque bastantes de las innovaciones ya hubiesen entrado en vigor en las demás provincias. Tal es el caso de la abolición de la tortura, las regulaciones gremiales o el acceso de la mujer al trabajo. Por lo tanto, la originalidad de las medidas debe ser tomada con mucha cautela y no ser magnificada como se ha venido haciendo. 

 La investigación que relacionaba el programa aprobado por las penúltimas Cortes con el origen del liberalismo en Navarra, no sólo no está demostrada sino que es anacrónica con la realidad de la época. Esta clarificadora circunstancia queda evidenciada por el examen documental del Sexenio. Por si fuera poco, basta observar el mismo funcionamiento interno de la asamblea u otros principios del régimen institucional del reino. Por ejemplo, el método de votación por estamentos —no nominal o según el número total de votos— exigía la unanimidad necesaria de los tres estados a la hora de sacar adelante un proyecto de ley, debiendo votar cada uno de ellos primero por separado. Esta práctica aleja la posibilidad de ser cierta la inclinación liberal de las Cortes, porque básicamente anulaba cualquier opción que se saliese de los cauces al uso. En consecuencia, resulta  del todo improbable que un cónclave de origen medieval, que se perpetuaba en el tiempo, tuviese orientación constitucionalista como se ha asegurado. 
Del examen minucioso de las leyes se deduce con claridad que no fue así, aunque como se ha indicado sea manifiesto el carácter reformista y liberalizador. El resultado jurídico más positivo lo habría propiciado sobre todo un sector de la nobleza y de las universidades, sin obviar a parte del alto clero. Este grupo heterogéneo comprendía a algunos terratenientes agrícolas, incluidos varios abades de los cenobios del sur, a industriales artesanales y a parte de los grandes comerciantes. Todos ellos estaban motivados por la necesidad de exportar sus productos, porque las barreras comerciales en los límites del reino lo impedían. Como consecuencia de ello, la balanza comercial de Navarra era deficitaria y se equilibraba en gran parte mediante el contrabando con Francia, que beneficiaba sobre todo a los pobladores de los valles norteños y algunos de la cuenca de Pamplona. Los representantes menos proclives a las reformas, como parte del clero regular de la capital y la nobleza militar más rancia, debieron asumir las innovaciones ante la delicada coyuntura que afectaba al reino. 
Por lo tanto, aceptar que la obra legislativa tuvo carácter liberal significaría presuponer que existió un grupo social con una ideología concreta y con una voluntad de cambio determinado. Tras el examen de la documentación que ha servido para la realización de esta tesis doctoral, no sólo no se ha encontrado ninguna prueba concluyente al respecto sino más bien lo contrario. Para Navarra, dar por sentados planteamientos simplistas para la época resulta fuera de lugar por su propio carácter institucional y por lo prematuro del fenómeno. Sin embargo, y por prudencia, la idea no debe ser descartada del todo debido a la ausencia de testimonios directos, aunque con importantes aclaraciones. 
Es evidente que dentro de las penúltimas Cortes hubo individuos de clara orientación constitucionalista —algunos de cuyos ejemplos se han expuesto—, pero de ahí a afirmar que fue la voluntad general de la asamblea hay una gran diferencia. Otro de los argumentos que se han venido exponiendo, la legalización de la venta de comunales enajenados durante la guerra, obedeció nada más que al caos administrativo y a las dificultades económicas posbélicas. Por si fuera poco, la ley contiene matizaciones restrictivas que no deben olvidarse y la medida perjudicó a los más desfavorecidos, porque perdieron los beneficios derivados del aprovechamiento de los recursos de algunas parcelas municipales.
Por el contrario, para entender la realidad social de la época hay que prestar atención a la diversidad y la complejidad de las relaciones políticas y económicas de aquel tiempo. Los datos impiden determinar con exactitud el límite de algunos parámetros a la hora de establecer las motivaciones concretas de cada grupo. Las demandas de los ciudadanos eran muy dispares, porque los intereses materiales se veían muy condicionados por las actividades humanas. Estaban basadas en mayor medida en el sector agropecuario y se veían ralentizadas por el régimen institucional navarro y por la coyuntura posbélica de crisis. 
Otros factores determinantes eran la localización geográfica y la situación fronteriza, la diversidad orográfica y la climatología, dándose una clara dicotomía norte-sur que se equilibraba en cierto modo en una zona media o de transición, en la que se encontraban Pamplona y Estella como principales ejes vertebradores. En consecuencia, parece correcta la identificación de la población del norte, dedicada sobre todo a la ganadería y al estraperlo con Francia, con el sistema foral más íntegro; mientras que las poblaciones de la zona media y sobre todo del sur habrían sido más proclives al traslado de las aduanas y habrían defendido con menos intensidad las prerrogativas forales. Por lo tanto, fueros y desaparición de barreras interiores eran dos conceptos irreconciliables y así quedó demostrado cuando las trabas comerciales se suprimieron, a la par que la condición de reino, por el convenio de 1841 con el Estado conocido como Ley Paccionada. 

Para precisar las siguientes conclusiones, hay que analizar el régimen fiscal con el Estado, porque el saldo contributivo de Navarra en relación a otras provincias españolas era menor y con respecto a Castilla sensiblemente inferior (la quinta parte). Como contrapartida, el reino debía hacer frente a algunos gastos extras como los de las obras de las vías de comunicación y su mantenimiento. También estaban los militares, pero precisamente por hallarse los navarros exentos del servicio obligatorio eran más simbólicos que reales. Se solían traducir en cierta colaboración con la monarquía en casos de invasión (guerra de la Convención o de la Independencia, por ejemplo) o en la entrega de ciertas cantidades pecuniarias en caso de no ser así.  
Se hace muy difícil la realización de un cómputo contributivo exacto, no sólo para el primer tercio de siglo sino para el propio Sexenio Absolutista. Las causas son, por orden de importancia; el gran peso financiero soportado durante y después de la invasión, las mutaciones políticas, la ausencia de datos fidedignos y completos, el caos administrativo y el propio carácter variable del donativo aprobado por los tres estados. Con todo, después de examinadas las fuentes disponibles, el saldo era favorable para el reino sobre todo en tiempo de paz. De acuerdo con estas valoraciones, parece quedar clara la principal motivación que justificaba la defensa a ultranza del sistema foral por parte de las autoridades: las ventajas económicas. Aunque no deban descartarse otras causas como las históricas, de identidad, culturales, etc., las primeras tuvieron sin duda mayor peso.
Analizado en su conjunto el régimen foral desde la conquista de Navarra y su integración en la Corona española, su esencia jurídica se sustentaba en la condición de pacto político-económico vigente con el Estado. El acuerdo mutuo había ido lógicamente evolucionando hasta 1817, pero sin perder sus características especiales más significativas. Éstas se pueden resumir en la prerrogativa fiscal mencionada y en la necesidad de que los tres estados sancionasen los Decretos Reales, según las leyes aprobadas por otras asambleas anteriores y por las contenidas en las diversas recopilaciones y otros documentos. Por otro lado, las normas del reino aprobadas por las Cortes necesitaban la sanción del monarca para entrar en vigor. Aunque de estas relaciones recíprocas se derivaban no pocos enfrentamientos, el reino foral mantenía una autonomía nada desdeñable en comparación con otros territorios nacionales. En consecuencia, de nuevo es inimaginable reconciliar un sistema ligado al Antiguo Régimen, basado en una estructura jurídica e instituciones de origen medieval cuya máxima expresión eran las Cortes estamentales e integrado en un Estado centralista, con una obra legislativa de orientación liberal. 
La facultad de aprobar la cuantía de la contribución de mutuo acuerdo con la Corona era, en la práctica, el pilar más importante que sustentaba la autonomía. Por ello, era inaceptable que el reino asumiese el impuesto obligatorio y distribuido por igual entre todas las regiones, que tampoco tuvo éxito por otro lado en el resto de España. Al observar la tenacidad con que los asamblearios de las penúltimas Cortes defendieron sus prerrogativas hacendísticas, diferentes a las del resto del Estado, parece poco probable que esta circunstancia esté cercana a cualquier idea liberal de igualdad contributiva entre las provincias. Más bien, el hecho parece ligado a la defensa de los intereses y prerrogativas estamentales, aunque estuviesen desfasados y ya no se adecuasen a las circunstancias como en tiempos pretéritos. Contra estos últimos principios se hizo más activo el sector reformista, conformado por representantes de los tres estamentos —detalle a destacar que diluye los parámetros anteriores—, porque vio la necesidad de una adaptación del sistema foral, lo que era muy poco probable por la propia estructura del régimen de los fueros.
La realidad fue que la asamblea de 1817-1718 trabajó con intensidad para eliminar las agresiones infringidas anteriormente contra el sistema foral, mientras prolongó la negociación sobre el importe del pago del donativo. Las negociaciones finales dejaron un sabor amargo, porque los asamblearios habrían esperado una contribución menos gravosa después de todo lo padecido y aportado durante la dominación y por causa de los Cien Días. El Monarca, necesitado de fondos, no dudó en reconocer la reparación de agravios con tal de recibir la cuota, que se acordó en unos doce millones de reales —menos los descuentos a realizar por anteriores aportaciones exigidas—. Por poner un ejemplo comparativo, la cantidad fijada suponía aproximadamente el mismo importe que el presupuesto estatal del Ministerio de Gracia y Justicia. En la última fase del cónclave, las deliberaciones se complicaron en extremo, debido tanto a la presión ejercida por el Gobierno para la supresión de las aduanas con Castilla como para imponer el servicio militar obligatorio. 
Los navarros estaban libres de este último según el Fuero General, salvo en circunstancias muy extremas y concretas. Si el reino deseaba lograr finalmente la exención del servicio de armas, debería abonar a cambio otra contribución obligatoria —de modo similar a las provincias vascongadas—,   cuya cuantía negoció la Diputación tras la disolución del cónclave. Los municipios se vieron desbordados ante los nuevos impuestos, mientras que la crisis económica continuaba cebándose en los más desfavorecidos. Como resultado de ello, el malestar y la conflictividad social fueron en aumento y los diferentes avatares posteriores no ayudaron tampoco a sacar al reino de la postración. 

En resumen, las relaciones institucionales entre las Cortes y la Monarquía alcanzaron niveles de desencuentro y tensión máximos, por motivos que en absoluto tienen que ver con la orientación política de la asamblea. Por otro lado, aunque los representantes navarros se reafirmaron ante las agresiones contra el sistema foral, los desencuentros entre los mismos fueron más que evidentes en relación con el tema de las barreras aduaneras interiores. Estos hechos concretos, en los que se vislumbra la fractura social entre los asistentes, provocaron incluso la expulsión del representante de Arguedas por romper el voto de secreto e informar al Monarca de las deliberaciones. 
Cabe deducir que el sistema foral íntegro resultaba ya inaceptable para un sector de representantes, porque impedía la libertad comercial y obstaculizaba el satisfactorio desarrollo productivo. Por lo tanto, aunque el origen del problema que tendría enorme repercusión en el futuro fue la disparidad de intereses económicos en un tiempo de crisis aguda, también imbricaría paulatinamente al régimen político y social. Sin embargo, durante la asamblea del Sexenio no se debatieron ni mucho menos estas cuestiones estructurales, salvo de forma muy velada en los últimos sufragios sobre las aduanas, de los que se conservan datos muy significativos. Por el contrario, todas las decisiones importantes que se adoptaron estuvieron encaminadas a reducir o eliminar la deuda pública, a facilitar sobre todo la recuperación mercantil y administrativa y al mantenimiento del orden público.

Queda por concretar la implicación de los diferentes sectores en el proceso de cambio, así como los motivos que explican sus líneas de acción.  Aunque la estructura social ya no respondía a los parámetros habituales, es necesario definir la composición de los tres estamentos y su participación en la vida política. El clero reunía una amalgama diferente de individuos y, a su vez, de situaciones dispares. La autoridad principal era el obispo de Pamplona y le seguían en orden de importancia los abades de los cenobios más prósperos e ilustres, situados principalmente en la zona media-sur. En el escalafón inferior de la jerarquía se encontraban los sacerdotes rurales,  que sobre todo en el norte mantenían un estrecho contacto con sus feligreses. En general, la Iglesia se posicionó en contra del liberalismo, al ser contrario a sus intereses económicos porque, por ejemplo, fomentaría futuras desamortizaciones. Otra de las causas fue la ideológica o religiosa, que se comprendería dentro del fenómeno de mentalidades colectivas y que le permitía mantener un influjo nada desdeñable dentro del modelo social. 
Esta pauta habitual de actuación tuvo muchas y variadas excepciones, por ejemplo a la hora de defender los mencionados intereses económicos de algunos monasterios, que debido a los impedimentos del libre comercio no podían exportar sus productos agrícolas. Las restricciones y cargas arancelarias provocaron que sus superiores eclesiásticos deseasen romper en cierto modo el orden establecido. Esta actitud, que se observa con claridad en los conflictos de la última fase de la asamblea, se tradujo en un apoyo al traslado de los puestos fronterizos interiores y, en consecuencia, en un deseo de modernización del sistema foral.  Sin que haya que ver cualquier simpatía hacia el constitucionalismo en estos comportamientos, son muy diferentes de las actuaciones de eclesiásticos del norte que defendían otros intereses. 

El propio desmembramiento latente de la estructura estamental por causa de los conflictos bélicos, así como la configuración lenta pero progresiva de un nuevo orden económico de carácter burgués, también influyeron a la hora de definir las posturas de los eclesiásticos. El antecedente más directo se encuentra durante la invasión francesa, donde el clero adquirió de un modo u otro un gran protagonismo. La Iglesia se vio directamente involucrada en el problema de la recepción de pechas del sector agropecuario, originado durante la guerra, que se consolidó durante la fase constitucionalista y se perpetuó durante el Sexenio de forma parcial. En consecuencia, tampoco el estamento eclesiástico era en absoluto desconocedor de la ideología y praxis liberales, como quedaría demostrado en la participación de algunos de sus miembros contra el tradicionalismo en las guerras venideras.  Por lo tanto, durante los seis años a estudio, el primer estado no mantuvo una postura uniforme ante los cambios estructurales que se comenzaron a producir.
El estamento nobiliario reunía a un grupo de personas muy variado y se iba alejando del clásico modelo de nobleza militar terrateniente, dándose un caso similar con la situación anterior en cuanto a la pluralidad de intereses. Bastantes de sus componentes, de los que hay que excluir normalmente a los que pertenecían a los principales linajes poseedores de grandes haciendas agrícolas —escasas en Navarra—, habían evolucionado en relación con sus actividades humanas motivados por diferentes circunstancias. Sus necesidades de participación en la vida administrativa fueron quedándose cortas ante las restricciones del sistema y el estancamiento de la economía a raíz de la crisis. Sus directrices de actuación, por lo tanto, se fueron haciendo similares a las del grupo más aperturista del clero y del sector más enriquecido de las ciudades. 

A diferencia de los nobles de alcurnia, su identidad social se iría diluyendo lentamente en la nueva clase emergente conocida como burguesía. Algunos nobles de segundo o tercer orden participaban de la vida pública en los municipios ocupando cargos de ayuntamiento, como aparece de forma reiterada en algunas actas municipales. A su vez, los representantes locales pertenecientes al tercer estamento habían logrado una relevante posición social como licenciados, juristas, industriales artesanales o comerciantes acaudalados. 
El pueblo llano no contaba con ninguna representación en el sistema estamental, porque no influía en absoluto en la designación de los dirigentes locales ni en la de los asamblearios a Cortes o cualquier otra institución del reino. La única salvedad ocurría en los pequeños municipios donde existía todavía el sistema de elección basado en los concejos, pero estas localidades no contaban con derecho a «asiento en Cortes». Con todo, no hay que olvidar al sector de campesinos más desfavorecidos, de donde procedían no pocos de los individuos licenciados de la División de Navarra. Aunque este grupo no tuviese representación directa en las instituciones, fue una fuerza social a tener en cuenta por el grado de conflictividad que protagonizó. Los militares surgidos durante la invasión intervinieron tanto en los conflictos de la época —aunque normalmente al margen de la legalidad hasta 1820— como posteriormente en el apoyo al liberalismo activo y violento.
En consecuencia —y sin pretender caer en generalidades simplistas como ya se ha reseñado—, el grupo social favorable al proceso de cambio en Navarra tuvo representación de los tres estados. Por un lado, tuvieron inclinaciones reformistas algunos religiosos de la élite de la Iglesia navarra. Bastantes nobles segundones y algunos terratenientes del sur compartieron actitudes similares, así como otros muchos individuos pudientes de las ciudades. Éstos últimos se vieron motivados sobre todo por sus propios intereses relativos a la actividad industrial y de comercio, por la lamentable situación económica de las finazas municipales o bien bajo presión de los grupos marginales mencionados. 
Éstos, los excombatientes de la guerrilla liderados por Espoz,  apoyaron al sector descontento del Ejército y fueron los protagonistas iniciales del proceso revolucionario constitucionalista que se dio en Navarra en 1820. Entonces, pero no durante el Sexenio, debido a la polarización social provocada por la guerra Realista, se agruparían organizados alrededor de una ideología común junto a los miembros de los otros grupos. 

Por lo tanto, personas muy diferentes en cuanto a su origen estamental acercaron sus posturas durante el Sexenio, sobre todo por la semejanza de sus intereses económicos. Las directrices de actuación se fueron haciendo comunes, al estar la actividad comercial muy limitada y el consecuente desarrollo productivo ralentizado, circunstancias agravadas por la coyuntura bélica y la inestabilidad política. Su participación en las instituciones era insuficiente, porque estas mismas eran inadecuadas a las nuevas necesidades y mucha de la legislación era ambigua y obsoleta. A pesar de la intensa actividad de las últimas Cortes, por ejemplo, se hizo imposible regular un código de comercio, tampoco fue posible hacerlo con el compendio de leyes criminales y ni siquiera se llegó a unanimidad en cuestiones organizativas menos relevantes. 
El sector social reformista, compuesto por representantes de los tres estados, después apoyaría la lucha liberal en contra del tradicionalismo absolutista. Lo habría de hacer de modo lento y progresivo, conforme recibiese garantías de que su lucha podría tener mayores visos de éxito, siendo rentable en términos económicos y políticos. Resultado de ello, su influjo no se haría notar tanto durante la guerra Realista como en las posteriores confrontaciones civiles del siglo. 

En este grupo habrían de encontrar cabida muchos de los jornaleros, con inclusión de no pocos indigentes, porque no tenían nada que perder y ocupaban el último escalón de la pirámide social. Incluso, dentro de este sector social existió no poca variedad, desde un número amplio de analfabetos hasta personas con mayor nivel cultural que tenían conocimiento de los idearios políticos. De estos últimos, los representantes más destacados se encuentran entre los excombatientes de la División, que habían tenido contacto con tropas extranjeras, con algunos intelectuales de inclinación liberal o habían sufrido reclusión o exilio.

Por el contrario, parte del alto clero, párrocos y sacerdotes rurales, la nobleza latifundista —más escasa en Navarra porque la tenencia de la tierra estaba más repartida y no se daba concentración de grandes superficies— y algunos comerciantes y campesinos se posicionarían claramente en el polo opuesto. Las razones son varias, pero en general en lo que se refiere a las élites obedecen a la definitiva pérdida de sus posiciones privilegiadas y al peligro que suponían posibles desamortizaciones de propiedades que la naciente burguesía deseaba adquirir. 
Dentro del pueblo llano que apoyó al absolutismo, bien por conveniencia de intereses o por manipulación, se encontraban no pocos agricultores propietarios, pequeños comerciantes, contrabandistas y artesanos. Las causas son que sus actividades eran en general las más atrasadas desde el punto de vista estructural y estos individuos fueron los más susceptibles a las manipulaciones ideológicas propiciadas, por ejemplo, por el clero de las pequeñas poblaciones. Los argumentos esgrimidos eran la posible pérdida de las propiedades, así como otros de carácter religioso. 
En consecuencia, algunos agricultores se posicionarían frente al régimen liberal junto al sector más reaccionario de la Iglesia, dándose un cierto paralelismo o continuidad con lo que había ocurrido durante la invasión francesa. Si entonces la cohesión entre ambos se debió casi exclusivamente a la defensa de las propiedades agrícolas y a la lucha contra el enemigo, durante los periodos posteriores los motivos no serían exactamente los mismos, sino que habrían de incrementarse los factores ideológicos. 
Un condicionante que marcaba diferencias en Navarra era el régimen de tenencia de la tierra, siendo más significativo el reparto que en otras regiones españolas, configurando un espectro variado de medianos y pequeños propietarios. Debido a este hecho indiscutible, la relación de los campesinos con el clero fue más que manifiesta en las guerras del siglo XIX. Queda demostrado que este vínculo no tiene sólo una explicación bajo la perspectiva de las mentalidades colectivas, sino que responde a la defensa de las tierras en propiedad, a evitar nuevas ventas de comunales y a frenar el aumento de las rentas propiciado por la liberalización comercial. 
Otra de las cuestiones más relevantes del Sexenio fue la intensa actividad militar, a pesar de haber finalizado la guerra hacía tiempo, y la consiguiente intervención de los militares en la vida pública. El fugaz resurgimiento de Napoleón contribuyó a levantar la alarma y a intensificar el movimiento de tropas, lo que evidencia una vez más que la situación geográfica del reino influyó de manera notable en su evolución estructural. Podría decirse que Navarra era un territorio entre la monarquía absoluta y las ideas constitucionales, un enclave fronterizo delimitado por la cordillera de los Pirineos y el río Ebro. En consecuencia, el caso navarro no sólo responde al esquema evolutivo de modernización del mundo contemporáneo, sino que dentro del fenómeno de transición del Antiguo al Nuevo Régimen representa uno de los casos más peculiares de toda Europa. Sin ninguna duda, es además el más significativo de toda España en cuanto a la resistencia a la adopción de los nuevos modelos, por la mencionada defensa de la foralidad y sus privilegios. 

Por otro lado, los seis años a estudio fueron al igual que en el resto España de ajustes económicos. Hubo intentos por solventar los problemas derivados del déficit ocasionado por la guerra, pero no hay que olvidar la ineficacia en las gestiones administrativas de la Monarquía, la corrupción existente en torno al Gobierno central y la descoordinación entre ambas administraciones. Estas circunstancias influyeron de forma notablemente negativa en la Hacienda foral. 
No se pueden pasar por alto las actividades subversivas de un sector de los mandos militares del Ejército regular, en colaboración con las sociedades secretas. Tampoco se pueden olvidar las acciones emprendidas por los exiliados de la guerrilla, que a su vez se vieron impulsadas por el descontento general de la población. Todos estos condicionantes desembocaron en la atípica revolución de 1820, que se caracterizó por la lentitud en su expansión y éxito, en lo que al Ejército rebelde se refiere, y a la falta de una respuesta firme por parte del Monarca y de la facción militar fiel a él. En Navarra, Espoz jugó un papel importante en la misma, aunque no de forma directa, y previamente mantuvo contactos que al menos propiciasen su regreso de Francia. 

En el periodo previo a la proclama militar, el nivel de malestar era creciente en el reino, no sólo entre los más desfavorecidos, sino también entre los representantes municipales y otros muchos individuos de un amplio espectro social. Las causas principales eran variadas, pero la principal era la presión del Gobierno para obtener ingresos de Navarra y cercenar sus ventajas fiscales. Ello originaba que la escasez de efectivo de los municipios fuese alarmante, por las dificultades de los ayuntamientos a la hora de abonar tanto las cuotas de la contribución como las que eximían de la obligatoriedad de presentar hombres al Ejército regular. La población más humilde salía muy perjudicada, porque no tenía medios materiales para hacer frente a la subsistencia diaria. 
Por lo tanto, la recuperación económica nada más que benefició medianamente a la Hacienda foral, mientras las arcas de los municipios continuaban disponiendo de muy poco efectivo y en no pocos casos arrastraban importantes deudas. Estas circunstancias no se pueden desligar de todos los sucesos padecidos desde la guerra de la Independencia, de la inestabilidad política, la creciente conflictividad social o el incremento del bandolerismo.  Los condicionantes expuestos propiciaron sin duda un nuevo giro en el proceso, en sentido evolutivo, a pesar del indudable protagonismo de los militares en la revolución liberal de 1820. 

Poco más de un año después de la clausura del congreso, se produjo la revuelta militar en Cádiz. Tras realizarse el acto de proclamación constitucional en Barcelona y Zaragoza, y de haber reconocido Fernando VII la Carta Magna, el Ejército acantonado en la Ciudadela de Pamplona la secundaba de forma pacífica, jurándose la Constitución el día 11 de marzo de 1820. Las autoridades forales asistieron coaccionadas por la cúpula castrense y por el sector de Espoz y Mina, a pesar de que en ningún momento hubiese empleo de la violencia física o verbal, pero sí amenazas implícitas en los comunicados dirigidos por las autoridades militares a las civiles. El Ayuntamiento de la capital mostró una postura favorable al cambio, al principio, para dar paso después a una actitud de resistencia. De hecho, se conformaron dos juntas, la primera más adicta al ex-comandante navarro y la posterior contraria y, por lo tanto, favorable a la reacción que enseguida se comenzó a experimentar en territorio navarro y que marcaba el preludio de la guerra Realista.

La aceptación del constitucionalismo liberal en toda su amplitud suponía para Navarra ir directamente contra sus propios intereses, sobre todo los de los grupos más privilegiados. La evidencia demuestra que un amplio sector de los navarros secundaba el tradicionalismo monárquico en el siglo XIX, al menos en el primer tercio, y que se habría debido en gran medida a la defensa de las prerrogativas de autonomía que, por otro lado, beneficiaban en mayor medida a los pudientes. Por lo tanto, aparte de las discutibles consideraciones ideológicas que pudieran existir, la tendencia general de la población por mantener las estructuras del Antiguo Régimen habría obedecido más que a ninguna otra razón a los intereses de conservar el sistema foral y las ventajas económicas que de ello se derivaban. 
El apoyo que se brindó en Navarra al bando de la reacción, durante la guerra Realista, fue también consecuencia directa de ello. Esta circunstancia sería determinante en el posterior apoyo que parte de la población ofrecería al carlismo. Se puede afirmar que el sistema foral navarro, aunque carecía del carácter absolutista de la Monarquía española —al menos durante el periodo a estudio—, sí se coaligó con el tradicionalismo monárquico durante las guerras fraticidas del S. XIX. Pero la interpretación del caso navarro tiene otros aspectos que lo enriquecen. Por ejemplo, los sectores más liberales también salieron en defensa de los fueros cuando no se vio otra salida. 
¿Por qué?: porque era mejor conservar al menos parte del ordenamiento jurídico propio, aunque muy desvirtuado, que perderlo definitivamente como les había ocurrido a otras regiones históricas. La evidencia fue la Ley Paccionada de 1841, que se promulgaba al poco tiempo  del Convenio de Vergara, que a su vez dio fin parcialmente a la primera confrontación dinástica del siglo. Entonces, cabe concluir que la implicación de Navarra en estas luchas obedeció casi exclusivamente a la defensa de su régimen jurídico, lo que sin duda contribuyó a que su territorio se convirtiese en uno de los escenarios principales de las confrontaciones. 

El sector más reformista se fue conformando, como se ha expuesto con detalle, por integrantes de los tres estamentos. Sus posturas se fueron asimismo definiendo y acercando. Ya podría calificarse como liberal a partir de 1834, porque comenzó a organizarse política y militarmente desde entonces en defensa de sus intereses. Residía principalmente en las ciudades, porque la poca industria existente se ubicaba en los escasos núcleos urbanos y allí encontraban lugar las principales actividades comerciales. 
Por lo tanto, es vital diferenciar entre liberalismo y reformismo, a su vez éste último un tanto desvirtuado. Para el Sexenio no se puede aplicar todavía la primera fórmula, mientras que la segunda es más correcta. Sin embargo, en la penúltima asamblea sí se vislumbró el germen del movimiento liberal navarro, que comenzaría a manifestarse con la proclama de 1820, polarizando a la sociedad de forma definitiva a partir de la confrontación inmediatamente posterior. 
Se ha precisado la orientación política de la labor de las Cortes de 1817-1818. Pues bien, tampoco durante todo el Sexenio parecen existir indicios de que hubiese habido una clase social o grupo ideológico organizado al que pudiese dársele el apelativo de constitucionalista. Puede deberse a la falta de noticias propiciada por la censura de la época y a la ausencia de testimonios directos. Sí hay datos que apuntan a que existían personas conocedoras de la ideología y proclives a ella, pero el alcance de su fuerza organizativa está por determinar incluso para el Trienio Constitucional. 
Valga como ejemplo la lista que el Ayuntamiento confeccionó poco antes de la capitulación de Pamplona, sucedida el 16 de septiembre de 1823. Contiene unos cuatrocientos nombres de los individuos que tenían que ser detenidos por las tropas absolutistas, al entrar en la capital navarra comandadas por el mariscal de Francia y el conde de España. Los perseguidos consiguieron huir y eran pertenecientes a diversos grupos sociales, entre los que se encontraban más de veinte eclesiásticos. Su influjo, aunque parece ser menor si lo comparamos con el bloque tradicionalista, tampoco era inexistente como se puede apreciar. Además, este sector parece que estuvo dirigido y controlado desde ámbitos castrenses, dándose un paralelismo y continuidad con las características del golpe de 1820. Éste se había propiciado indudablemente por los militares descontentos coordinados en las logias masónicas y por algunas influencias externas como la de Inglaterra.
Conforme el primer tercio de siglo fuese finalizando, sí que emergerían grupos más amplios de población que conformarían décadas después la burguesía. Este conglomerado social —que como se ha visto resulta difícil de concretar por la variedad de la extracción de sus componentes— estuvo potenciado principalmente por los propietarios de las manufacturas y los grandes comerciantes. Desde esta perspectiva temporal, se pueden entender claramente las polémicas suscitadas en torno a las aduanas durante las tres últimas convocatorias de Cortes. La explicación surge tras conocer los intereses de grupo en tema tan complejo como el traslado. 
En el segundo tercio del siglo XIX, la consolidación de la burguesía obedeció a la suma de los intereses individuales de un grupo heterogéneo, cuyo esfuerzo iba encaminado al desarrollo industrial y al enriquecimiento económico. Estas personas, al margen de su origen estamental, reagruparon sus intereses y aunaron sus esfuerzos para lograr la consecución de sus fines, casi siempre dentro de un contexto convulsivo. Queda demostrado cómo el sector más reformista que había propiciado lo mejor de la legislación de 1817-1818, en cuanto a los mencionados avances políticos, económicos o sociales se refiere, fue el precursor de la burguesía industrial. Las diferencias sociales se irían diluyendo paulatinamente, aunque en Navarra permanecieron durante más tiempo por la perpetuación del régimen foral. No hay más que observar el tardío desarrollo industrial y la incidencia de las guerras carlistas en territorio navarro hasta al menos 1876. 
Se han querido aclarar y matizar estas cuestiones —a pesar de que escapan en cierto modo al acotamiento temporal de esta investigación— no sólo por su relevancia sino por las consecuencias en todo el ciclo liberal navarro y español. Ambos procesos estuvieron muy ligados y en su correspondencia se encuentran no pocas explicaciones del fenómeno. De hecho, ha quedado definida la relación causa-efecto entre los acontecimientos sucedidos durante la primera restauración absolutista y la restitución foral con los avatares posteriores del ciclo liberal decimonónico. 

De todo lo expuesto, cabe concluir que de haber existido una inclinación liberal en Navarra durante el Sexenio su incidencia fue escasa y falta de cualquier organización, aunque se estaba gestando la fractura social que definiría dos posturas antagónicas y enfrentadas. Las contradicciones entre la aplicación de un verdadero sistema de reforma institucional y las pervivencias del Antiguo Régimen hicieron inviable cualquier otro tipo de cambio en la penúltima convocatoria y en todo el periodo a estudio. Esta dicotomía es un reflejo evidente de las tensiones políticas y sociales de la época, tanto entre el Estado y la Administración de Navarra como entre los mismos estamentos o grupos sociales del reino foral. 
La identidad individual de pertenecer a un estrato social determinado, aunque presente todavía, se iba diluyendo por causa de los graves sucesos acaecidos, los cambios políticos y la crisis económica. A mitad del Sexenio los límites todavía estaban definidos, pero comenzaban a romperse. No sería hasta después de la muerte de Fernando VII y la aplicación práctica del  liberalismo doctrinario en España, que coincidió con la primera guerra Carlista, cuando apareciese también en Navarra una verdadera concepción liberal organizada. 
La defensa de la condición de reino propició la incidencia de las guerras Realista y Carlistas y el consiguiente retraso en la instauración del liberalismo y el desarrollo industrial. Fueron consecuencias directas de la vigencia del régimen foral íntegro, anterior a la Ley Paccionada de 1841 que transformó el panorama político de Navarra en cuanto a sus relaciones con el Estado monárquico y constitucional. La polarización social que se produjo no admite sólo una opción cerrada, en el sentido de que sólo existían dos alternativas políticas: el tradicionalismo defensor de los fueros y la contraria.  
Es evidente que la escisión se produjo durante la celebración de Cortes de 1817-1818, que fue el verdadero eje axial del Sexenio y el máximo exponente de la recuperada foralidad tras la primera experiencia constitucional. Surgió de forma intensa en la última fase de la asamblea, dejando ver de forma clara la fractura social que se estaba gestando y que estallaría durante el Trienio. En este periodo concreto, sí que se produjo una relación directa por parte del sector tradicionalista con la defensa de la foralidad y el rechazo a cualquier novedad contraria al sistema estamental. 
Una vez aclarados los aspectos peculiares del caso de Navarra —siempre en base de los modelos interpretativos de la transición del Antiguo al Nuevo Régimen—, queda por reseñar alguna aparente contradicción del mismo. Por ejemplo, no se observa ninguna oposición clara o rotunda a los fueros por parte de los sectores más reformistas, sino lo contrario. Este importante hecho ineludible —que ha sido un argumento utilizado por parte de la historiografía con una u otra finalidad más o menos interesada— no anula que estos grupos sociales estuviesen a favor de medidas como la eliminación de las barreras interiores o un mayor dinamismo comercial. Para lograrlo, se hacía inevitable un cambio en las instituciones que las dotase de mayor representatividad e incluso de un texto constitucional adecuado al régimen navarro.  

Por lo tanto, incluso los sectores reformistas —a partir de 1834 liberales— defendieron la foralidad, pero adaptada a las nuevas circunstancias, como pudo comprobarse después del Pacto de Vergara. La consecuencia última sería la pérdida del carácter estamental de los fueros y la condición de reino medieval, facilitándose de forma paulatina la consolidación de la burguesía y el desarrollo de la industria, pero no la paz social ni la verdadera mejora de los más desfavorecidos.
Conocidas estas importantes aclaraciones, el grupo tradicionalista —que se consolidó como fuerza armada durante el Trienio
— defendió tanto el sistema foral como la monarquía absoluta, de la que dependía su continuidad. El sistema político navarro, en el sentido más íntegro de su régimen jurídico, sirvió como baluarte para la defensa del tradicionalismo monárquico y católico durante el siglo XIX, de forma evidente al menos hasta 1841. 
Mientras, el bando liberal luchó en contra del absolutismo y de los aspectos más arcaicos del régimen foral, con el fin de adecuar a Navarra la monarquía constitucional. Sin embargo, los liberales no actuaron de forma directa contra los privilegios contemplados en el Derecho Foral, sino que los defendieron o intentaron adecuarlos a la coyuntura del Estado cuando era inevitable su pérdida. Por ello, el movimiento constitucionalista tuvo también en Navarra unas connotaciones especiales, como es característico de este territorio durante todo el proceso. 
En consecuencia, se alejan de la verdad los argumentos que pretendían explicar el fenómeno basándose en ideas preconcebidas y asumidas por la historiografía foralista. Por el contrario, cada vez se hace más evidente una nueva estructuración social basada en la búsqueda del desarrollo material y tecnológico, en contraposición a unas pervivencias estamentales que obedecen a la perpetuación de privilegios. Cuestiones apuntadas anteriormente como la idiosincrasia de las costumbres, la antigüedad del régimen político o la identificación de sus pobladores con el sistema institucional pudieron influir en el proceso de cambio, pero no fueron los verdaderos determinantes. 
El problema de las líneas de actuación de los diferentes grupos sociales parece quedar resuelto desde la óptica interpretativa de los intereses materiales de grupo. Las peculiaridades del caso estriban en las características estructurales del territorio, que mantenía un status político con pervivencias de la Edad Media. La sociedad, polarizada en dos tendencias principales como en el resto de España, adquiere unas connotaciones específicas en Navarra. Entonces, no ha de extrañar que los mismos liberales negociasen la conservación de parte del ordenamiento foral dentro de la articulación del Estado, a su vez en un contexto nacional e internacional violento. Por lo tanto, se puede entender y aceptar que, a pesar de la supuesta contradicción, también el liberalismo navarro deseó o adecuó la conservación de al menos algunos privilegios forales en casos de crisis extrema, como al final de la primera guerra Carlista.   

Entretanto, el sector más conservador se aferraría al anterior sistema durante décadas, a pesar de haberse perdido de forma definitiva el status privilegiado de reino y la posibilidad de celebrar Cortes por estamentos. Aunque en ocasiones se haya negado la relación entre la defensa de la foralidad más integra y el tradicionalismo español, la evidencia se muestra en el apoyo prestado por la reacción de Navarra al bando carlista aún durante la tercera y última guerra. Sin embargo, en lo que atañe a los aspectos ideológicos o de mentalidades, ambos principios eran dispares al menos en algunos aspectos y la alianza obedecía principalmente a los intereses de grupo. 
La interpretación de los fenómenos históricos del viejo reino ha solido venir acompañada de no pocas dosis de apasionamiento y maniqueísmo, de modo similar o incluso más que en el resto de España. La dicotomía entre tradición y liberalismo ha estado muy presente y las corrientes historiográficas de una y otra tendencia se han esforzado por defender hipótesis antagónicas. Pues bien, otra de las conclusiones principales de esta investigación muestra cómo la población de Navarra no respondía exactamente a este modelo explicativo anterior. De hecho, y tal como se ha apuntado, la diversidad geográfica y la consiguiente pluralidad de actividades humanas crearon disparidad de situaciones en función de los intereses materiales. 
Cabe afirmar que la población  no era desconocedora de los cambios políticos, ya que se publicó la Constitución de 1812, se envió a los municipios e incluso se leyó el texto en las iglesias. Existía el antecedente que se había dado durante la invasión francesa y el corto periodo constitucional, en relación con la negativa a abonar los impuestos agrícolas a los estamentos privilegiados. Estos hechos, sumados a la venta de comunales durante la guerra —que respondió nada más que a las necesidades económicas—, invalidan los argumentos de la supuesta ignorancia de los componentes de al menos parte del pueblo llano y son detalles a tener en cuenta.   

  La crisis social que se produjo durante aquel tiempo fue intensa y compleja, porque afectó a prácticamente todos los sectores, aunque especialmente a pequeños propietarios, jornaleros, excombatientes e individuos sumidos en la indigencia. No pueden achacarse estos fenómenos de rebeldía, de forma directa para la época, al influjo de las ideas liberales sino a la crisis de subsistencias. Sin embargo, es evidente que desde la imposición del texto constitucional de Bonaparte, e incluso antes, el campesinado adoptó como suyas reivindicaciones contrarias a los privilegios de los dos estamentos preeminentes. 

En resumen, aunque la población en general de Navarra recibió con cierta satisfacción el restablecimiento foral, ya se habían sentado unos precedentes relacionados con el Nuevo Régimen que perdurarían de forma inevitable. Por lo tanto, la coyuntura no volvió a ser jamás la misma, por muchos esfuerzos regresivos que las autoridades y ciertos grupos sociales más reaccionarios ejercieron. Las nuevas exigencias bélicas con motivo de los Cien Días crearon mayor malestar respecto al Estado absolutista, así como la imposición de abonar una cuota a cambio de la exención del servicio militar. Ante el cúmulo de situaciones desfavorables del Sexenio, propiciadas en gran medida por la propia Monarquía, no es de extrañar que parte de la sociedad se inclinase posteriormente por los cambios. 
Como resultado de ello, cabe determinar que la cohesión social en torno al sistema foral no era tan compacta como se ha venido exponiendo, ni tampoco tan sencilla la relación de los diferentes sectores con él. Del mismo modo, la defensa de las prerrogativas tampoco obedecía exclusivamente a una motivación ideológica o de identidad, dimanada del hecho de ser natural de un reino con una gran antigüedad y unas instituciones ancestrales. Aunque quizá sea indudable este hecho como condicionante, por sí solo no explica la defensa del sistema foral. Por el contrario, tuvieron mucho más peso los intereses materiales y de representatividad de grupos opuestos, lo que evidencia la disparidad de imbricaciones humanas e institucionales.
Para concluir, el estudio de las fuentes demuestra que la realidad fue muy compleja, pero el fenómeno encuentra una clara explicación dentro del proceso internacional y revela a su vez detalles peculiares que quedaban por determinar. La sociedad de la época comenzó a diferenciarse de forma clara durante el Sexenio y a romper sus barreras estamentales. Sucedió así por la coyuntura de crisis de posguerra, que no hizo más que evidenciar la incapacidad del sistema organizativo de origen medieval a la hora de adaptarse a las nuevas necesidades. Las complejas relaciones con el Estado complicaron más todavía el funcionamiento institucional del reino y las conexiones internas de los diferentes estratos y, en consecuencia, la eficacia política. 
Por lo tanto, la imagen que se ha ofrecido en ocasiones de una Navarra unida en defensa de los fueros, parece más un mito que una evidencia. No se observan acciones promovidas por el constitucionalismo, como movimiento organizado para los seis años a estudio, del mismo modo que las Cortes del Sexenio tampoco tuvieron orientación liberal. Sin embargo, sí que se estaban dando fenómenos hacia una y otra tendencia, pero no de forma absoluta o determinada, sino en función de una gran complejidad de intereses y situaciones. De hecho, es en la celebración de la penúltima asamblea y en el tiempo posterior donde mejor se pueden observar las tensiones entre los propios dirigentes navarros. Estos enfrentamientos influyeron también en la población y marcan el preludio de las guerras fraticidas, que a su vez tuvieron un especial protagonismo y repercusión en este territorio, dificultando la implantación del constitucionalismo, la consolidación de la burguesía y el desarrollo industrial.  
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ANEXO.

Nº I. 

Estado de los suministros hechos por la Ciudad de Estella á los Ejercitos españoles, aliados y franceses, suplimientos, exacciones violentas, de buen grado, perjuicios, servicio de gente voluntarios de Nabarra, los que existen en el dia, los que han fallecido y los deportados â Francia desde el principio de la Guerra hasta su conclusion.
Exercitos a los cuales se ha suministrado: Division de Nabarra (DN),  Exercito de Reserva (ER), Varios Cuerpos (VC),  Tropas francesas (TF).
Recibos                    DN          ER         VC           TF               Total             

y liquidación:        34.105    17.129      3.951        9.045         64.230
Raciones (unidades):
-pan:                    268.691    75.917    13.668    474.536       832.812
-vino:                   306.895    17.338      3.191    493.283       820.707
-carne:                 198.775     52.479       —        396.864       648.118
-etapa:                    10.865      5.136    10.224         ―             26.225
-legumbre:             24.058     11.539       ―        182.605       218.202
-aceite (libras):        3.805       1.148           22        1.141           6.416
-sal:                            —            ―          —        228.760       228.760                       
-vinagre:                     ―            ―          ―          10.738         10.738
-aguardiente:          29.561      9.930        —            4.038         43.529
-leña:                      48.362      2.368      2.349     150.353       203.432
-carbón:                  10.216         ―          —            4.883         15.099
-yerbas:                       763         243              1            245           1.252
-cebada:                  45.153    10.848      1.456       47.317       104.775
-fierro (arrobas):         ―            —          ―                 19                19
Exacciones extraordinarias (reales  vellón)              TF                  

Por violencia:                                                       480.303          
Perjuicios en edificios y campos:                     4.417.872       
Multas políticas:                                                    97.200       

Extraordinario en dinero de grado (r. v.):

       DN                    ER                VC                      TF                Total.

625.065,10       441.279,15     16.236,17      2.144.891,11       3.227.472,19      

Individuos que salieron voluntarios a los exercitos de la Division: 178
Idem. muertos en la guerra: 26
Idem. muertos por la policia: 20
Existentes utiles: 122
Idem. inutilizados: 10
Deportados â Francia: 48
Valor de las sobre dichas raciones (r. v.): (no se especifican por no hacer demasiado extenso el documento)
TOTAL REALES VELLÓN………………………………..14.938.491,5

                                                  Advertencias.

                                                           1ª.

Los almacenistas de la ciudad los dos primeros años de la Guerra, apoderados de un terror y pánico â la llegada de las tropas francesas rompieron una […] de la porción de recibos que tenían de pan, vino, carne, cebada, y paja suministradas â los voluntarios cuio montante no ha podido averiguar la Ciudad no obstante las diligencias que ha practicado y por consiguiente tampoco lo ha comprendido en este estado.
                                                 2º

Esta Ciudad fue por su situación local el punto céntrico de todas las tropas durante la Guerra, pues en toda su época la ocuparon constantemente. Fue también el teatro de barios encuentros, y choques de los Voluntarios, y tropas francesas, sin que por las amenazas y rigor que estas la trataron huviese desistido en suministrar â la división de este Reino quanto necesitaba, y darla protección por todos medios, â cuias resultas los Gefes, y Comandantes Franceses llenos de indignación â su arribo á esta Ciudad la trataron con la crueldad, barbarie, y opresión que se hacen ver por la relación histórica que se ha formado, autorizando el saqueo repetidas ocasiones en que lo ejecutaron de ropas, dinero, géneros de comercio, víveres, y otras cosas que no ban comprendidas en el resumen de este Estado por ser incalculable su valor, y el de los perjuicios que sufrieron los vecinos en tan continuos, y gravosos los alojamientos de la tropa francesa compeliéndoles sus Oficiales â mantenerlos con abundancia, y regalo en lo que expendieron crecidas sumas.

              De mi Ayuntamiento 17 de Noviembre de 1817.

                    La Ciudad de Estella, y en su nombre.

[Fmado:]
Licenciado D. José María Vicuña, Miguel José Iribas, Pantaleón             Lorente, Francisco Olaechea, Urbano Hermoso de Mendoza, Juan Ramos     Nausía, Eusebio de Arteaga, Bauptista Yoldi, Norberto Arteaga. Con su acuerdo: Thomas Razquin, escribano
.
Nº II. 
Oficio del Señor Virrey remitiendo la Real orden sobre el contrafuero del arresto del la diputación del Reino ejecutado á virtud de una sobrecarta de la Corte para el pago de un crédito que reclamaba Don Francisco Ribed (22 de julio de 1817).
Ilustrísimo Señor:

De orden de la Real Cámara me comunica su secretario Don Juan Ignacio de Ayestarán, con fecha del 15 del corriente [julio 1817] la Real resolución siguiente.

Excelentísimo Señor: con fecha de 19 de Agosto del año próximo [1816] avisó Vuestra Excelencia a la Cámara [de Castilla] haber pasado la orden correspondiente para que la Diputación del Reyno de Navarra, fuese puesta inmediatamente en libertad como lo había acordado la misma Cámara, del arresto que sufría y la había impuesto el Consejo de Navarra por no haber dado cumplimiento á lo mandado por sentencias conformes de la Corte Mayor y del dicho Consejo, sobre la reclamación que Don Francisco Ribed para el pago de lo que se le debe, como Proveedor de las tropas en Pamplona: añadiendo Vuestra Excelencia en su carta que el Tribunal de la Real Corte le había contestado haberse ya verificado el alzamiento del arresto y libertad de la Diputación. 
Después se recibió la compulsa de los autos formados sobre este particular que remitió V. E. conforme al acuerdo de la Cámara; y también recurrió a ella D. Francisco Ribed, instando en su recurso de 16 de Octubre [de 1816], que tuviesen efecto las dichas sentencias del Consejo y Corte Mayor, mediante á que por los documentos que acompañó, resultaba probado que la Diputación del Reyno había tomado á su cargo el pago de algunos créditos que la Provincial dejó contra sí al tiempo de su extinción.

El Señor Fiscal, á quien la Cámara mandó pasar todos los papeles de este negocio, los devolvió con su respuesta de 5 de Diciembre [de 1816]; y estando el expediente en poder del Relator para dar cuenta á la Cámara, se publicó en ella una Real Orden de 28 de Enero de este año [1817], para que se reuniese el expediente, y se tuviese presente al tiempo de evacuarse la consulta, una representación que venía inclusa, hecha a Su Majestad en 16 del mismo [1817], por los Tres Estados del Reyno de Navarra, que están juntos celebrando Cortes generales, demostrando la ilegalidad de los procedimientos de la Real Corte y Consejo, con respecto á la Diputación, adhiriéndose á las solicitudes hechas por ésta, y pretendiendo que se declarase que en lo sucesivo no se procediese al arresto de ella, sin preceder el Real mandamiento correspondiente.
Y con fecha del 27 del propio mes de enero [de 1817], los mismos Tres Estados presentaron nuevo recurso documentado para manifestar que, á pesar de los apuros e imperiosas urgencias de la pasada guerra, habían respetado las Autoridades militares la justa resistencia de la Diputación del Reyno á intervenir en materia de contribuciones, y que en las impuestas, y no cobradas, por la Diputación Provincial, que es el caso del día [de hoy], lo tenían así practicado los Jefes militares del Reyno de Navarra; y que acompañaban dichos documentos para que se tuviesen presentes al resolver el expediente general.

También remitió a la Cámara el Consejo de Navarra una representación, fecha 21 de febrero [de 1817], diciendo que por conductos al parecer fidedignos había llegado á su noticia que los Tres Estados de Navarra habían hecho una representación en que aparentando censurar, tachar, y aún acriminar la conducta de los Tribunales de S.M. en el asunto de Ribed, realmente se tiraba á excitar la Real indignación contra ellos; y después de manifestar la justificación de sus providencias, concluyó expresando que ojalá se dignase S. M. proporcionar al Consejo de Navarra la particular satisfacción de informarle extensamente sobre todo. 

Enseguida un Procurador, en nombre y en virtud de Poder de los Ministros del Tribunal de la Real Corte Mayor de Navarra, mostró parte pidiendo en la Cámara que se le entregase el expediente para exponer lo conveniente á la defensa de la conducta de sus partes en el expresado negocio: cuyo pedimento se mandó unir al expediente y pasar á la vista final.

Por otro lado D. Francisco Ribed ocurrió á S. M. exponiendo que con motivo de las desavenencias que tenían entre sí las Autoridades de Navarra, se hallaba estancada la decisión de su auto, y sin hacerse el reintegro de sus alcances; y concluyó suplicando que se le mandase pagar su crédito, aunque fuese sin perjuicio de continuarse después, tratando del contrafuero: cuyo recurso se remitió con Real Orden de 27 de febrero [de 1817], para la providencia que estimase la Cámara, con presencia de los antecedentes.
El Sr. Fiscal, después de haber visto todos estos nuevos papeles, con los demás que pertenecen á este asunto, le devolvió con su copiosa respuesta de 23 de Marzo [de 1817]: y hallándose así el expediente por los Tres Estados del Reyno de Navarra, se dirigió á S. M. un nuevo recurso recordando el antecedente y añadiendo que tenían noticias fidedignas de que los Ministros del Tribunal de la Corte de aquel Reyno, habían dirigido y hecho presente á los de la Cámara una exposición aunque sin firma igual en todo á la que acompañaban; en la cual hablando de los Tres Estados se decía: que el sobreponerse á las Leyes, ó quizá ideas más funestas para todo el Reyno de Navarra, y aún para el resto de la Nación, pueden haber influido para que las Cortes se hayan decidido á dar un paso que se halla sin caracterizar por la prudencia y la razón que debieran ser compañeros inseparables de Congreso tan respetable: y después de manifestar su sentimiento concluyeron suplicando á S.M. que se dignase mandar tomar los informes y noticias convenientes para averiguar si dicho papel ó exposición era cierta, y sus autores, y resultando serlo, acordar las providencias oportunas para que el honor de los Tres Estados quedase completamente acrisolado. 

Y con fecha de 9 de abril [de 1817] se remitió por el Ministerio de Gracia y Justicia, diciendo, que enterado S. M. de la citada representación e igualmente de las expresiones que en el mencionado anónimo se vierten, se había servido mandar que se pasase á la Cámara la dicha representación y anónimo para que en vista de de uno y otro, acordase la providencia que estimase ó hiciese el mérito que le pareciese, en la consulta que sobre el expresado negocio debía hacer á S. M. 

La Cámara en su cumplimiento, habiendo examinado con la reflexión que acostumbra y delicadeza que exige el asunto de que se trata; y en consideración al resultado del punto principal; exposiciones del Consejo de Navarra, Diputación, y Tres Estados, dirigió su consulta con fecha de 31 de Mayo próximo [1817] y por resolución señalada de la Real mano al margen de la misma consulta, se ha servido S. M. declarar, conformándose con el parecer de la Cámara, que el Consejo y la Corte de Navarra en uso de sus facultades de la jurisdicción que exercen, debieron dirigir sus providencias para el pago legítimo y liquidado á D. Francisco Ribed contra los Pueblos del Reyno de Navarra, que le eran deudores, y de ningún modo contra la Diputación, y de esta manera se hubieran evitado los encuentros y disgustos que se han seguido y son consiguientes cuando no se guarda la mayor delicadeza entre los cuerpos más respetables; y con el fin de restablecer la armonía que tanto exige el buen ejemplo, el bien público, y la justicia, se ha servido también S. M. mandar que el Consejo de Navarra haga efectivo el pago de las cantidades á que es acreedor D. Francisco Ribed con arreglo á derecho y á las Leyes de aquel Reyno, apremiando á los Pueblos deudores, valiéndose en caso necesario del auxilio militar: y debiendo cortarse de raíz toda discusión como opuesta á las intervenciones piadosas [y que] S. M. ha tenido por bien denegar la comunicación de estos autos solicitada, sin tomar en consideración las expresiones del anónimo que por esta calidad, no pueden perjudicar el decoro de la Diputación.
Lo que traslado á noticia de Vuestra Señoría Ilustrísima para su inteligencia y gobierno.

Dios guarde a Nuestra Señoría Ilustrísima muchos años. Pamplona 22 de Julio de 1817.

[Fmado:]                                  El conde de Ezpeleta.

[Contestación de] los Tres Estados de este Reyno juntos en Cortes generales. 

Excelentísimo Señor: 
He recibido el pliego de Vuestra Excelencia de 22 del corriente [Julio de 1817] comprensivo de la Real Resolución sobre el contrafuero que tenía pedido a S. M. de las sentencias pronunciadas por los Reales Tribunales de Corte y Consejo de este Reyno en causa litigada en los mismos por D. Francisco Ribed contra mi Diputación.

Dios guarde a Vuestra Excelencia muchos años. Pamplona 24 de Julio de 1817.

Los Tres Estados de este Reyno de Navarra y en su nombre:

[Fmado:] 

Juan Bautista de Reta, Prior de Roncesvalles, Xavier Argaiz, Blas de  Echauri, con acuerdo de V. I. Por mi presidente D. José Basset, secretario.

Excelentísimo Señor Virrey y Capitán General de este Reyno
.

Nº III.
Cuadernos de las leyes y agravios reparados a suplicacion de los Tres estados del Reino de Navarra, en sus Cortes Generales, celebradas en la Ciudad de Pamplona, los años 1817 y 1818 por la Majestad del Señor Rey Don Fernando III de Navarra, y VII de Castilla nuestro Señor.

Y en su Real nombre, por el Excmo. Señor Conde de Ezpeleta de Beire, Capitan General de los Reales Egércitos, Virey, y Capitan General del Reino de Navarra, sus fronteras y comarcas.

Con acuerdo de los del Real y Supremo Consejo del mismo Reino de Navarra que asistieron con él en dichas Cortes […]

LEY I. Se declara que no se traigan en consecuencia ni paren perjuicio á los fueros y leyes de este Reino diferentes Reales Cédulas libradas en contravención de los mismos y sobrecartas sin comunicación
 ([aprobada el] 30 de Enero de 1817).

LEY II. Se declaran nulas y ningunas las Reales Cédulas y Sobrecartas libradas por el Consejo, por las cuales han sido creados ochenta y cinco Escribanos Reales (30 de Enero de 1817).

LEY III. Se declara nula y ninguna, y que no se traiga en consecuencia ni pare perjuicio á los Fueros y Leyes de este Reino la carta-Orden de 1º de Septiembre de 1776 relativa al arriendo del tabaco de este reino, Reales pragmáticas y Cédulas sobre la prohibición de muselinas y exención de derechos de los vinos de este reino (30 de Enero de 1817).

LEY IV. Se declaran nulas y ningunas la retencion de diez y ocho saquetas de lana de Blas Soto, vecino de Sesma, autos formados y sentencias pronunciadas en su razón (30 de Enero de 1817). 

LEY V. Se declara nula y ninguna la Real Cédula de 22 de julio de 1814, concediendo facultad al Conde de Gomara, Marques de Grañina, para vender tres casas pertenecientes al Mayorazgo de Beaumont (10 de Febrero de 1817).

LEY VI. Se declaran nulas y ningunas de ningun valor ni efecto varias Reales cédulas que imponían contribuciones y confirmaban las impuestas libradas desde el año de 1797 (10 de Febrero de 1817).

LEY VII.  Se declara que no se traiga en consecuencia ni pare el menor perjuicio la Real Cédula de 19 de Junio de 1806, y su sobrecarta sobre que todos los Cirujanos aprobados en los Reales Colegios de Cirugía, puedan establecerse en cualquier pueblo de este reino (10 de Febrero de 1817).

LEY VIII. Se declara nula y ninguna la Real Cédula de 13 de diciembre de 1815 y sobrecarta, concediendo facultad á Doña María Concepción de Bobadilla para continuar en la tutela de su hijo (10 de Febrero de 1817).

LEY IX. Se declaran nulas y ningunas las Reales Cédulas de 26 de enero, 6 de Marzo de 1801, 4 de Marzo de 1805, y 19 de Junio de 1806, y su sobrecarta sobre igualacion de pesos y medidas (10 de Febrero de 1817).

LEY X.  Se declaran nulas y ningunas como opuestas a los Fueros y Leyes, y que no se traigan en consecuencia la Real órden de 29 de Noviembre de 1800, y todas las demas Reales cédulas, decretos y órdenes comprendidas en la misma (6 de Marzo de 1817).

LEY XI. Se declara nula y ninguna la Real Orden de 29 de agosto, inserta en circular de 14 de Septiembre de 1802, sobre los requisitos, práctica, y examen de los que han de recibirse por Abogados (6 de Marzo de 1817).

LEY XII. Se declara nulo y ninguno todo lo obrado en Contravencion y quiebra de los Fueros y Leyes hasta el restablecimiento del antiguo órden de cosas y retirada de egércitos (6 de Marzo de 1817).

LEY XIII. Se declara nulo y ninguno el Real Decreto de 30 de agosto de 1797 inserto en Cédula de 16 de Diciembre del mismo sobre los robos de caudales pertenecientes al Real Erario (26 de Marzo de 1817). 

LEY XIV. Se declara nulo y ninguno el auto acordado de 22 de Noviembre de 1814, sobre derechos del Substituto Fiscal (6 de Marzo de 1817).

LEY XV. Se declara nula y ninguna la prisión del Licenciado D. Miguel Gandiaga de órden del Ilustre Visorey (6 de Marzo de 1817).

LEY XVI. Se declara nula y ninguna la Real Orden de 10 de Febrero, y Cédula de 12 de Junio de 1805, prohibitivas de las fiestas de toros y novillos (14 de Abril de 1817).

LEY XVII. Se declara nula y ninguna la Real Cédula de 11 de Diciembre de 1796, su auxiliatoria y sobrecarta comprehensivas del reglamento para la policía general de expósitos (14 de Abril de 1817). 

LEY XVIII. Se declara nula y ninguna la Real Cédula de 25 de Julio de 1814, y su sobrecarta, sobre que los Jueces inferiores ni superiores no puedan usar de apremios ni de genero alguno de tormento personal (Septiembre 20 de 1817).

LEY XIX. Se declara, que si en alguna cosa han padecido agravio los Fueros y Leyes por la comision dada al Alcalde de Corte Don Mariano Rufino Gonzalez, no se traigan en consecuencia, ni les pare el menor perjuicio (Septiembre 20 de 1817).

LEY XX. Se declara nula y ninguna la Real Orden de 19 de Abril,  de 1804, sobre los curatos de las Iglesias, cuyo patronato egerzan en virtud de merced Real los donatarios (3 de Enero de 1818).

LEY XXI. Se declaran nulas y ningunas las sentencias de la Real Corte y Consejo en el pleito de Joaquin Armendariz y Graciosa Goicoa, contra Luís Garcia Gaston (22 de Mayo de 1818).

LEY XXII. Se declara no se traigan en consecuencia las multas impuestas y exijidas sin audiencia, y que en lo sucesivo no se exijan sin oir á los reos (22 de Mayo de 1818).

LEY XXIII. Se declaran nulas y de ningún efecto las ordenanzas del Monte Pio de Medicina, Cirujía y Farmácia, que tratan del ingreso en él, y exacciones forzosas de los examinados, é igualmente la sentencia de el Real Consejo que aprobó el establecimiento (22 de Mayo de 1818).

LEY XXIV. Se declara nula y ninguna la alteración de horas de los Acuerdos, Audiencias de Litigantes, y visitas de Cárcel hecha por los Tribunales de Corte y Consejo (8 de Agosto de 1818).

LEY XXV. Se declara nulo y ninguno el embargo del ganado lanar de Xavier Morales ocupado dentro de este reino por Guardas del de Castilla, y cualesquiera introduciones de estos con igual objeto (12 de agosto de 1818).

LEY XXVI. Se declara nula y ninguna la Carta-Orden y tarifa sobre derechos del Secretario del Vireinato (13 de Agosto de 1818).

LEY XXVII. Sobre la prescripción de los capitales de los censos, no  cobrándose los réditos en el espacio de cuarenta años, dando principio á contarse el tiempo de la prescripcion desde la publicacion de esta Ley (2 de Mayo de 1817).

LEY XXVIII. Quedan abolidas la Ley 23, Lib. 1, Tit. 10 de los Alcaldes Ordinarios, las capítulas 17 y 26, lib. 4, tit. 1 de las Ordenanzas del real Consejo, y la Ley 1 tit. 6 de los regatones, y se permite á los vendedores de Vituallas, provisiones, y demas comestibles el libre tráfico, quedando á cargo de los Regidores la inspeccion de ellas sobre la salubridad de los géneros y las medidas señaladas por las Leyes y Fueros de este reino (2 de mayo de 1817).

LEY XXIX. Sobre medidas adoptadas contra los lobos y otros animales nocivos (2 de Mayo de 1817).

LEY XXX. Se establecen las horas en que deben salir del trabajo y volver de él los jornaleros, y las en que deberán empezar sus oficios los artesanos asalariados (2 de Mayo de 1817).

LEY XXXI. Aboliendo las Leyes, Ordenanzas y Estatutos que señalan y ponen precio fijo á arbitrio de los Regidores y Alcaldes á los jornales, mano de obra y demas efectos (2 de Mayo de 1817).

LEY XXXII. Aumentando la menor cuantía en negocios verbales y por escrito (2 de Mayo de 1817).

LEY XXXIII. Sobre el valor de las sentencias compromisales (2 de Mayo de 1817).

LEY XXXIV. Repartimiento de 602.203 Reales Vellón, Reino de Navarra, año de 1816 (19 de Mayo de 1817).

LEY XXXV. La Diputación pueda conceder naturaleza a los fabricantes  extranjeros (6 de Junio de 1817).

LEY XXXVI. Sobre el nombramiento libre de Regidores de Pamplona sin restriccion á parroquias (11 de Junio de 1817).

LEY XXXVII. Establece el servicio de hipotecas (19 de mayo de 1817).

LEY XXXVIII. Eleba a Ley la real Cédula de 30 de Octubre de 1796 sobre causas de estupros (22 de Junio de 1817).

LEY XXXIX. Sobre expedientes del Vínculo y del Ramo de Caminos (10 de Abril de 1818).

LEY XL. Establece la obligación subsidiaria de los Pueblos al pago de las cantidades que se tomen para el Donativo (10 Septiembre de 1817).

LEY XLI. Eleva a Ley la Sanción de 28 de Abril de 1803 sobre matrimonios (10 de Septiembre de 1817).

LEY XLII. Que en adelante no puedan los Jueces inferiores, ni los superiores usar de apremios ni de género alguno de tormento personal (Septiembre 20 de 1817).

LEY XLIII. Creando Escribanos Reales a Santos Cuello, Angel Marín, Luis Velaz y Matias Irúrzun (Septiembre 20 de 1817).

LEY XLIV. Concede feria anual a la villa de Lodosa (Septiembre 20 de 1817).

LEY XLV. Eleva a Ley las Reales Resoluciones de 22 de Junio de 1787, y 15 de Mayo de 1788 (Septiembre 30 de 1817).

LEY XLVI. Eleva a Ley de este Reino la 10, Tit. 24, Lib. 8 de la Novísima Recopilacion de España (Septiembre 30 de 1817).

LEY XLVII. Eleva a Ley el Real Decreto de 20 de Enero de 1790 (Septiembre 30 de 1817).

LEY XLVIII. Eleva a Ley de este Reino las 14 y 15, Tit. 23, Lib. 8 de la Novísima Recopilacion de España (Septiembre 30 de 1817).

LEY XLIX. Derogatoria de las Leyes 7, Tit. 3, Lib. 3 de la Novisima Recopilacion, y de la 55 de 1724, y de la 26 de 1780 y 1781 (Septiembre 30 de 1817).

LEY L. Aboliendo el empleo y bolsa de Mudalafe (Septiembre 30 de 1817).

LEY LI. Que residan en Pamplona cualesquiera Medicos, Cirujanos, y Boticarios de este reino, aunque no sean Colegiales, y puedan egercer su profesion (Septiembre 30 de 1817).

LEY LII. Derogatoria de las ocho primeras Leyes, Tit. 6, Lib. 3 de la Novísima Recopilacion (Septiembre 30 de 1817).

LEY LIII. Sobre fundaciones de Mayorazgos, y Fidecomisos, Aniversarios, Patronatos de Legos, y mejoras en los bienes vinculados (Septiembre 30 de 1817).

LEY LIV. Aboliendo las Corporaciones de las Mestas (Septiembre 30 de 1817).

LEY LV. Que todos los Gremios u Oficios dentro de cuatro meses presenten en el Real Consejo sus Ordenanzas, y se rectifiquen con audiencia de la Diputacion (23 de Octubre de 1817). 

LEY LVI. Cese en todos los Pueblos la exacción de las estimas que por cualquiera título se perciben de los vendedores de comestibles y otros efectos (Septiembre 20 de 1817).

LEY LVII. Se establezca Veintena en la villa de Dicastillo, compuesta de los seis individuos del Ayuntamiento actual, de los cinco primeros del anterior, y de otros diez del Estado de Francos (23 de octubre de 1817).

LEY LVIII. Sobre demandas de limosnas de los Santuarios y Casas Pias (23 de octubre de 1817).

LEY LIX. En la villa de Izalzu se establezca Alcalde propio nombrado anualmente en la forma ordinaria entre sus vecinos (23 de octubre de 1817).

LEY LX. Se establezcan Quincenas en los Pueblos compuestos de ochenta vecinos y oncenas en los que lleguen á cincuenta (23 de octubre de 1817).

LEY LXI. Los poseedores de Mayorazgos hombres o mujeres puedan asignar á su consorte la sexta parte de los productos por via de usufructo (23 de Octubre de 1817).

LEY LXII. Creando Escribanos Reales a Don Faustino Zarraluqui Y Don Juan Josef Frances (19 de Noviembre de 1817).

LEY LXIII. Determina las Exenciones e impedimentos para servir oficios de República (23 de octubre de 1817).

LEY LXIV. Sobre construccion de cementerios en los pueblos de este reino (27 de Diciembre de 1817).

LEY LXV. En los pleitos civiles y criminales no se comuniquen recíprocamente los articulados, sino que se entreguen originales á los Receptores (27 de Diciembre de 1817).

LEY LXVI. Que los jueces del Consejo que lo fueren en vista, no puedan conocer en revista habiendo en el mismo Consejo, y en su defecto en la Corte otros Jueces que anteriormente no hubiesen conocido en la misma causa (27 de diciembre de 1817).

LEY LXVII. Derogatoria de la 57 de 1724 en la parte que prohibe la extracción á Francia de Hayas y Remos (27 de Diciembre de 1817).

LEY LXVIII. Elevando a Leyes de este Reino las Reales Resoluciones de 2 de Octubre de 1784; 26 de Mayo de 1790; 9 de Julio de 1795, y 4 de Diciembre de 1797 (Septiembre 30 de 1817.)

LEY LXIX. Que a nadie se llame agote, bajo las penas que se expresan (27 de Diciembre de 1817).

LEY LXX. Elevando a Ley de este Reino la Real Cedula de 2 de Setiembre de 1784 (27 de Diciembre de 1817).

LEY LXXI. Elevando a Leyes de este Reino la Real Cedula de 18 de Marzo de 1783, y Circular de 10 de enero de 1804 (27 de Diciembre de 1817).

LEY LXXII. Repartimiento de un millón cuatro mil veinte y ocho reales vellon hecho por los tres Estados de este Reino á los pueblos que expresa este rolde (2 de enero de 1818).

LEY LXXIII. Traslación de la Feria del valle de Ulzama  (3 de Enero de 1818). 

LEY LXXIV. Derogatoria de las Leyes 41 de 1757, y 53 de 1765 Y 1766 (3 de enero de 1818).

LEY LXXV. Que los Escribanos Reales, Comisarios, Receptores, Secretarios del Real Consejo, Escribanos Numerales de la Real Corte y de los Juzgados, y de los Mercados sean examinados sobre su inteligencia en la lengua y Ortografía Castellana y acerca del modo de escribir (3 de Enero de 1818).

LEY LXXVI. Suprime la bolsa de Tesoreros de la ciudad de Tudela, y que su Ayuntamiento de dos en dos años nombre Depositario general (3 de enero de 1818).

LEY LXXVII. Sobre la conservación y la educación de los niños expósitos medios para atender á ellas (22 de Enero de 1818).

LEY LXXVIII. Aboliendo el tanteo en los arriendos de yerbas (10 de Abril de 1818). 

LEY LXXIX. Sobre varias medidas contra los pordioseros (10 de Abril de 1818).

LEY LXXX. Permite extraer libremente a Francia sin limitación alguna y pagando los derechos acostumbrados todo género de carnes y ganados excepto el ganado fino de lana (10 de Abril de 1818).

LEY LXXXI. Que los Notarios Públicos y Ordinarios creados por los Reverendos Obispos no autorizen testamento de Legos, Escrituras ni otros documentos en donde interviene alguno de los mismos (10 de Abril de 1818).

LEY LXXXII. Los Escribanos Reales sean preferidos a los que no tienen esa cualidad para egercer las Escribanías de Ayuntamiento y Juzgado (10 de Abril de 1818).

LEY LXXXIII. Traslación de la feria de la villa de Miranda de Arga (10 de Abril de 1818).

LEY LXXXIV. Sobre que las sentencias del Tribunal de la Camara de Comptos Reales, Contrabando, Conservaduría del Tabaco y Chocolate confirmadas por la de Vista del Real Consejo, no haya grado (10 de Abril de 1818).

LEY LXXXV. Subrogando vacaciones desde 14 de Septiembre hasta el otro dia de San Lucas, ambos inclusive, en lugar de las Fiestas de Tribunal (10 de Abril de 1818).

LEY LXXXVI. Que se batan 30,000 Ducados en Groses, Medios  Groses, Maravedís y cornados (22 de Mayo de 1818).

LEY LXXXVII. Que se ascienda a Don Ramon Martin y Clemente a la bolsa de Alcaldes de Cascante, y á Don Vicente Gil á la de Regidores de Tudela (22 de Mayo de 1818).

LEY LXXXVIII. Se suspenden las Residencias hasta la publicacion de las Leyes de las primeras Córtes (22 de Mayo de 1818).

LEY LXXXIX. No corra la moneda estrangera sino a precios convencionales (27 de Julio de 1818).

LEY XC. Mandando la observancia de las Leyes sobre la cantidad que debe pagarse por el tránsito y cañada de los ganados (8 de Agosto de 1818).

LEY XCI. Traslación de la Feria de la villa de Puente la Reina (8 de Agosto de 1818).

LEY XCII. Creando Escribano Real a Don Prudencio Dallo (8 de Agosto de 1818).

LEY XCIII. Concediendo al Escribano Real Don Angel Granche, el que pueda actuar como los demas Escribanos del Reino (8 de Agosto de 1818).

LEY XCIV. En todos los Pueblos de Tres Estados se formen docenas o veintenas según el vecindario (8 de Agosto de 1818). 

LEY XCV. Fijando los acuerdos de Corte y Consejo, visitas de Carcel y audiencia de litigantes (8 de Agosto de 1818).

LEY XCVI. Señalando el método para la obtención de Moratorias (8 de Agosto de 1818).

LEY XCVII. Prorogacion de las Leyes temporales (8 de Agosto de 1818).

LEY XCVIII. Sobre el comercio de granos y extracción de los mismos (10 de Abril de 1818).

LEY XCIX. Derogatoria de las Leyes 57 de 1724, 1725, y 1726, y de la Ley 9 de 1780 y 1781 (12 de Agosto de 1818).

LEY C. Sobre reparto de negocios entre los Escribanos numerales de la Real Corte (12 de Agosto de 1818).

LEY CI. Prorogacion de la Ley 49 de 1743 y 1744 (12 de Agosto de 1818).

LEY CII. Reduce a un año el termino del Retracto Gracioso, y a dos  meses el de la eleccion y apropio en los créditos personales, ó deudas sueltas (12 de Agosto de 1818).

LEY CIII. Establece el método de eleccion de Regidores y dacion de cuentas de la Ciudad de Pamplona (12 de Agosto de 1818).

LEY CIV. Establecimiento de Colegio de Abogados (13 de Agosto de 1818).

LEY CV. Arancel de la Secretaria del Virreinato (13 de Agosto de 1818).

LEY CVI. Extracción a Francia de los Escudos franceses de tres Libras hasta fin del actual año (13 de Agosto de 1818).

LEY CVII. Nuevo arreglo de partidos a los Escribanos reales (13 de Agosto de 1818).

LEY CVIII. Establece el metodo del servicio de bagages (13 de Agosto de 1818).

LEY CIX. Prorogacion de la Ley 44 de 1794 y siguientes con alguna modificacion (13 de agosto de 1818).

LEY CX. Establece el metodo y custodia de los campos (13 de Agosto de 1818).

LEY CXI. Sobre las ventas y enajenaciones hechas por los Pueblos durante la última guerra (13 de Agosto de 1818).

LEY CXII. Servicio gracioso y voluntario hecho a S. Majestad por el Reino en estas Córtes, bajo las condiciones que contiene (2 de Agosto de 1818).

LEY CXIII. Repartimiento de las cantidades del servicio gracioso y voluntario (13 de Agosto de 1818).»

N º IV. 
Instrucción general que deja este Ilustrísimo Reyno de Navarra á su Diputacion, en las Cortes de la Ciudad de Pamplona. Años de 1817 y 1818.

1. Conservacion de los fueros, leyes, usos, y costumbres, y observancias de los acuerdos de Cortes […]

2. Que el obispado y Dignidades Eclesiásticas y seculares, se dén á Naturales…

3.  Se favorezca a los pueblos que se quejaren…

4. Se pida el castigo de los escesos de la tropa…

5. Sobre excederse los Jueces en las dietas…

6. Sobre escesos de los guardas y soldados en los Puertos y otras partes…

7. Sobre contribucion ó servicio no intervenga la Diputacion…

8. No convenga la Diputacion en socorro ó alejamiento de la tropa…

9. Imparcialidad de la Diputacion cuando y como se debe interesar…

10. Cuando hubiere queja, de Ministro ó personas públicas…

11. Legados que se enbian a la Corte…

12. Cartas de favor…

13. Sobre la Beatificación del venerable Dn. Miguel Grez…

14. Se cele se proceda al castigo contra todo género de personas que excedieren en sus comisiones…

15. Sobre la falta de Jueces en los Tribunales…

16. Que declare la Diputacion lo que fuere contra las leyes…

17. Se remita la nomina para que paguen los acostamientos…

18. Lo que se ha de practicar en la vacante de Jueces…

19. Modo de hacer los cumplidos a los señores Virreyes…

20. Sobre prestamo de dinero…

21. Pleitos de las Montañas sobre repartimientos y utensilios…

22. Deposito general…

23. Gastos de legados y en ayuda de costa…

24. Se examinen los poderes Reales para Cortes [de los virreyes]…

25. Se procure se hagan los roldes de pleitos [Real Consejo y Real Corte] para el despacho y si fuere necesario se interese con el Señor Virrey para que lo mande…

26. Formulario para gobierno de la Diputacion ó inventario de los papeles del Archivo que se examina…

27. Lugares del Partido de Viana…

28. Se insista ante S. M. sobre los contrafueros negados…

29. Sobre los que pretenden ser exentos de repartimientos [lugares de Guenduláin y Erice]…
30. Fabricas de seda [lana y lino]…

31. Fabricas de Lienzos pintados…

32. Fabricas de paños…

33. Cortes de Madera y su conduccion…

34. Gasto del recivimiento de los Señores Virreyes, forma de hacerse y Trajes de los Señores Legados…

35. Asociados por falta de Ministros [en los tribunales]…

36. Casos en que debe llamarse á los [diputados] ausentes…

37. Quienes deben ser nombrados para las Legacías…

38. Posesion de Diputados…

39. Se haga oposicion á entrada en Cortes, Palacios y acostamientos…

40. Recivimiento de Personas Reales…

41. Que el depositario de las rentas del Vínculo dé cuentas en cada año…

42.  Eleccion de Canonigos…

43. Cuentas del Depositario General…

44. Limosnas secretas…

45. Alojamiento de tropas [y bagajes]…

46. Propiedad de la Secretaría del Reyno…

47. Libro de Armería…

48. Uso de Mitra en los Juramentos Reales…

49. Proyectos utiles…

50. Tesorería y Contaduría de Güerra

51. Archivos pleitos pendientes…

52. Archivo Eclesiástico su coordinacion…

53. Derechos de caminos…

54. Conduccion de maderamen para la Real Armada…

55. Toros, asiento del Regente [del Real Consejo del reino] con el Virrey…

56. Sobre las obras de la habitacion del Regente…

57. Tarazona, Vicario general…

58. Sobre introduccion de moneda corta y estrangera…

59. Cacao de Caracas…

60. No se den futuras de Porteros…

61. Dictámenes…

62. Sobre recibimiento de Personas Reales y competencia de B. M. [besamanos] con Vizcaya…

63. Sobre eleccion de Agente en la Corte…

64. Exequias y Proclamaciones…

65. Alduides [usurpación por parte de los franceses]…

66. Idalguías [de los naturales navarros en otros reinos]…

67. Venerable Palafox [beatificación del obispo]…

68. Sobre arvitrios para los hospicios…

69. Sobre la prohivicion de la introduccion de vino de Aragon…

70. Sobre lo mismo…

71. Sobre que no se despachen en Palacio los pedimentos de Contrafuero y Leyes…

72. Sobre hacer examinar la obra del P. Risco continuador de la España…

73. Los pedimentos de Ley negados [en 1781]…

74. Poderes para Cortes…

75. Caminos se hagan poner corrientes y se obtenga Real Cedula igual á la de los caminos Reales…

76. Caminos de Logroño y Sangüesa…

77. Regalos de Navidad en Madrid [no se hagan]…

78. Vacantes de Obispos y Dignidades…

79. Cedulas ó Reales órdenes que vengan á este Reyno ofendiendo sus Fueros y Leyes [prohibiendo la entrada de los géneros o manufacturas]…

80. Obligacion de la Diputacion [de contemplar los 9 capítulos añadidos el 1796 a la Instrucción sobre memoriales de particulares o comunidades contra los ministros por opresión o violencia]…

81. Sindicos no haya mas que dos y su perpetuidad se examinara…

82. Servicio de gentes y dinero [que se niegue en caso de haber rompimiento con la Francia]…

83. Camino de Castilla se construya é incorporación con el de Cintruenigo…

84. Asesores Escribanos y demas Ministros que actuan con provisiones de los Intendentes y otras personas no sean nombrados Síndicos ni se les dé comisiones del Reyno…

85. Pesos y medidas [comprobación]…, Ratonera [que esté puesta en tiempo de Diputación igualmente que lo está durante las Cortes]…
86. Hidalguías fraudes que se cometen y premios a los delatores (evacuada)…

87. Protocolos…

88. Puerto franco…

89. Tazmías se soliciten anualmente…

90. Favor á la Ciudad de Sangüesa [sobre extracción de frutos a Aragón]…

91. Venta del Palacio de Urdaniz…

92. Socorro a los presos de la cárcel…
93. Fabricas de casa para el Reyno y Tribunales é indice anual de pleitos pendentes…
94. Sobre arrendar los bagages, y de averiguar el medio con el que la Provincia de Guipúzcoa reclama y cobra la paga de bagages…

95. Averiguar la patria de Antonio de Leiba, celebérrimo General Navarro…

96. Sobre lo que pueda proteger a lo Jóvenes que se singularicen por sus talentos y aplicación á las bellas artes y letras.

97. Sobre que se dispense el favor á los Pueblos en establecimientos utiles [construcción de caminos, puentes]…

98. Premios a los Mestros de cualquiera facultad que se distingan [en la instrucción de sus discípulos y a estos]…

99. Que procure hacerse con las aguas termales…

100. Universidad Seminario y otra Enseñanza pública…

101. Preferencia B. M. al Consejo…

102. Sobre que puede indemnizar á los Pueblos cantidades [asegurándose de la certidumbre de los incendios y otros daños causados en la última guerra]…

103. Sobre que represente [a Su Majestad] que no deben cubrirse los ministros de los Reales Tribunales en los juramentos…

104. Formacion del Codigo Navarro…

105. Reimpresion de la [Novísima] Recopilacion…

106. Para que pueda representar sobre el capitulo primero del expediente del Vínculo…

107. Venta y barca de Castejon [solicite la Diputación aumento de otra fincas]…

108. Averigue las cantidades que el Reyno debía á la Depositaría General…

109. Plan caminos de travesía…

110. Fuegos numeracion…

111. Voluntarios funcion de difuntos…

112. Derechos y emolumentos del Secretario…

113. Sobre que solicite la concesion de unas Leyes [de ladrones, educación e insaculaciones, e igualmente la Ley de propios]…

114. Arriendo del tabaco…

115. Reeleccion del oficial primero de la Secretaría García de Galdeano…

116. Resolucion sobre inseculaciones se ponga primer capítulo de instruccion…

117. Que cobre las cantidades que se deben…

118. Que arregle el sueldo de las personas que se emplean en la recaudación del chocolate…

119. Sobre aumentar ó rebajar los salarios de los Depositarios…

120. Haga la solicitud [a S. M.] sobre la [Ley de] Universidad…

121. Que á los señores Diputados [residentes] fuera se les dé 3 duros diarios [en tiempo de Juntas]…»

Nº V. 
Catastro y Padrón de Estella y Merindad.
Catastro de Estella y otros ejemplos de informes catastrales: 
El Archivo Municipal de Estella contiene información que permite conocer el estado de la economía de la ciudad, durante un periodo tan crítico como es el del Sexenio Absolutista. Tras la guerra de la Independencia, que había supuesto un verdadero expolio a las arcas municipales, la situación de los habitantes era extrema. Los datos aluden a las enormes dificultades para satisfacer el reparto o cuota correspondiente para el donativo, así como los adelantos que se habían querido establecer como contribución periódica. 
Entre las noticias halladas están el pago de 8.209 reales, como consecuencia de una orden dada por el virrey  el 20 de junio de 1815, en concepto de la supuesta aportación anual correspondiente. Al año siguiente, se abonaron a las arcas del reino 13.230 reales, a petición de otro oficio de Ezpeleta del 7 de septiembre de 1816. Para satisfacer esa cantidad, la municipalidad hubo de decretar un reparto obligatorio entre los vecinos y fue necesaria la elaboración de una lista para llevar a cabo la recaudación. Después, el virrey ordenaba nuevos aportes de dinero el 3 de enero de 1818 que supusieron en Estella la entrega de 22.051 reales, de los que 18.240 fueron prestados por diferentes vecinos de forma no voluntaria, tal y como consta. El ramo del Vínculo aportó los 3.811 restantes en categoría de reintegro.

Demos un salto en el tiempo, hasta septiembre de 1818, una vez ya finalizada la convocatoria de Cortes. La Diputación foral enviaba entonces un comunicado al consistorio estellés, en él que se reclamaba la cantidad de 21.297 reales, cuota correspondiente a la diecisieteava parte de la contribución total del reino de ese periodo. Sobre esta última cuantía se realizó el descuento de otra entrega anterior, quedando el total en 18.735 reales. El Vínculo hubo de adelantar de nuevo el peculio y los gestores del ramo advirtieron que la suma correspondía a las cuentas del primer plazo, que vencía el 1 de septiembre. En total se habían entregado hasta la fecha,  desde la orden del virrey de 1815, un total de 62.285 reales. Los aportes para el donativo deberían haber salido todos de la contribución de los vecinos, tal y como habían regulado las Cortes, y no por préstamos de otros ramos de la actividad económica municipal, a los que después sería necesario reintegrarles las cuotas aportadas. El Regimiento ideó que fuese la Comisión de Estadística, formada por el mismo consistorio, quien habría de organizar el reparto que se trataba de instaurar entre la población. 
Por lo tanto, la situación lejos de mejorar tras la bancarrota económica de la pasada contienda continuaba empeorando del mismo modo que sucedía en cualquier municipio navarro o de cualquier territorio del Estado. Sumados después 17.735 reales más a la deuda del segundo plazo del donativo, cuyo pago era inminente, resultaba que la ciudad había de afrontar casi 60.000 reales. Para restituir este dinero que había salido de otros ramos de la administración local, el Ayuntamiento estaba autorizado a exigir a los vecinos la cuantía por orden del Consejo del Reino. El consistorio, ante la decadencia económica del vecindario, estimó oportuno sólo aplicar la mitad de la cifra. Los acreedores saldrían perjudicados de esta medida y la administración local era consciente de ello. A pesar de ello, acudiría a los tribunales del reino para que se le autorizase la puesta en marcha de su plan. 

Entre las deudas adquiridas figuraba el compromiso pendiente con el duque de Granada de Ega, consistente en más de 9.000 reales. En este caso la petición municipal de aplazo ante la Real Corte no tendría efecto, ya que esta tribunal obligó al pago inmediato mediante reparto entre los vecinos contribuyentes. Otro tanto sucedía con los dos representantes de Estella en las Cortes, a quienes se les debían casi 14.000 reales. Otras deudas tenían su origen en la anterior guerra y provenían de las continuas exigencias de repartos para sufragar las exacciones. Valga de ejemplo el adeudo de casi 25.000 reales contraído con las monjas que se hallaban por entonces en el convento de San Benito, que ahora deberían pagarse a la casa de Recoletas de Pamplona. Diversas cantidades a abonar correspondían a un alfarero estellés, por el arreglo de la fuente de los chorros; al Valle de Allín o al Valle de Ega, también por causa de la guerra. 

La Junta de Estadística se puso a elaborar el informe catastral sin dilación, ya que debía efectuarlo enseguida para poder repartir las contribuciones entre los vecinos en base a la renta estimada. Se hizo necesaria la confección de un extenso listado que daría a conocer adecuadamente los recursos de cada hogar. A pesar de las prisas del consistorio, la elaboración del informe llevaría más tiempo del deseado dada la complejidad de la tarea y de otros obstáculos añadidos. De la primera cuota de 30.000 reales asignada por el regimiento en el reparto a los vecinos, se hizo necesario ascender la suma a casi el doble. Así estaban las cosas en noviembre de 1818 para la hacienda municipal y para las economías de los ciudadanos. 

Además estaba el problema de los censos o contribuciones debidas a los Cabildos eclesiásticos, comunidades religiosas regulares y a la nobleza. A los deudores de censos sobre fincas sería necesario que los dueños les descontasen un tanto por ciento, con el fin de que pudiesen abonar satisfactoriamente las cargas. La dificultad estribaba en que los dos estamentos más privilegiados, sobre todo el eclesiástico, se hallaban exentos de contribuciones al donativo impuesto por el virrey, ya que gozaban de bastante inmunidad impositiva. Sin embargo, sí que tendrían que colaborar con la deuda pública, hecho que había sido corroborado por los abogados que consultó el Ayuntamiento. Las órdenes de monjes que se habían clausurado en Estella durante la guerra; los dominicos, franciscanos, mercedarios y agustinos, estarían libres de la tributación bajo las dos modalidades. La Junta, por lo tanto, propuso que cabildos y las restantes comunidades, dueños ambos de censos, rebajasen a los deudores un porcentaje. Después, el regimiento sería quien arreglase con aquellos la diferencia entre lo descontado y lo que tenían que contribuir a las arcas locales. 
Así las cosas, la Junta de Catastro concluyó la confección del informe que era extenso y comprendía dos partes el 12 de diciembre de 1818. En la  primera está recogido el estado de las fincas, en la segunda el impuesto con el que estarían gravadas para completar los más de 60.000 reales requeridos, que según el administrador serían imposibles de cobrar en su totalidad. El desglose del inventario comprende varios aspectos y en primer lugar aparece el número de individuos dedicados a las diferentes actividades económicas. Seguido, se encuentra el estado de la propiedad agraria de toda la población de la ciudad. Otro aspecto importante es el de la renta estimada de cada uno de las personas que representan los núcleos familiares o fuegos, tanto derivados de su trabajo, como de los inmuebles y tierras. 

Los labradores y artesanos eran los más numerosos entre los trabajadores, con unas rentas medias de alrededor de 1.000 reales al año. Solían ser pequeños propietarios de terreno, de unas 25 robadas
. La mayoría tenían casa propia, aunque los menos privilegiados, jornaleros agrícolas sin tierra, habitaban bajo régimen de alquiler. Bastantes eran arrendadores o arrendatarios de algunas porciones de suelo que contribuían al sustento familiar. Otros oficios estaban deficientemente retribuidos, como los de trajinero o molinero, que no superaban en algunos casos rentas superiores a los 500 reales anuales. Dependía de los casos y, además, la situación de los arrieros escapaba seguramente más al control fiscalizador de las autoridades. 

A continuación, aparecen algunos ejemplos de los oficios existentes en Estella y sus rentas en reales, las ganancias por otras actividades, el valor de las tierras, etc. Se han ordenado por los sectores de ocupación y de más a menos por la cuantía de sus ganancias.

Sector servicios de la Administración:
—Abogado con una renta anual de 5.250 reales por su oficio, propietario de dos casas valoradas en 678 r. de renta. Además le eran atribuidos a este individuo, en función del manejo de su hacienda, 200 r. Era poseedor de 26 robadas de olivar de 2º categoría, 16,5 de regadío de 2º y 85 peonadas de viña de 2º. Estos terrenos producían una renta anual de1.406 r., por lo que el total de la valoración resultó de 7.354 r. anuales.

―Escribano real que cobraba 4.000 reales de renta anual por su trabajo y 2.180 r. por 6 propiedades inmobiliarias; 588 r. por 52 robadas de diversas categorías (sobre todo de 2º y 3º) y el resto hasta 7.365 r. por otras actividades comerciales y de administración.  

—Escribano real que tenía valorado su trabajo en 5.250 reales. Contaba sólo con una casa de su propiedad y unas 60 robadas de tierra. El total de sus rentas ascendía a 6.850 r. 

—Escribano real asalariado por la ciudad, ganaba 5.250 reales y vivía en régimen de alquiler. 

Sector artesanal:
—Maestro cerrajero con 1.950 reales por su oficio; más 3 propiedades inmuebles, 2 peonadas de viña de 1º y 2 robadas de olivar de 2º, que arrojaba un  total estimado de 3.106 r.  

― Maestros pelaires, padre e hijo, que ganaban por el oficio de ambos 1.053 reales; eran propietarios de dos inmuebles de 764 r. de renta. Además se les pretendía hacer pagar impuestos sobre 2.800 r. más,  por la realización  de tejidos en casa; y sobre 26 r. por actividades en el regadío. El total de renta anual acumulada era de 4.643 r.

―Bastero, con su suegro labrador ocupado en su patrimonio, que ganaban 1.415 reales entre los dos, siendo la cifra a favor del primero, ya que el segundo sólo aportaba al hogar 330 r. Eran propietarios de 10 robadas de 3º categoría, que según el catastro no cotizaban.  

—Molinero con 1.200 reales de renta por su oficio. 

―Molinera (arrendataria de piedra de molino) que conseguía 800 reales anuales. Era dueña de un inmueble, a pesar de vivir de alquiler, y tenía además 15 peonadas de viña de 2º. Ganaba en total 1.115 r. anuales, como un jornalero humilde. 

―Jornalero (sin especificar) y su madre viuda con renta anual de sólo 400 por oficio. Vivían en casa de alquiler.

—Peón albañil con renta de 400 reales.

―Jornalero alpargatero con 400 reales. 
―Jornalera sirvienta y su padre, ganaban 400 reales y vivían en alquiler. 
—Jornalero molinero con 300 reales por oficio. Vivía en casa de alquiler.
―Jornalero albañil empedrador, con madre viuda que embolsaba al año 200 r. y vivía en alquiler.  

Sector agropecuario:
—Jornalero esquilador que ganaba hasta 1.800 reales por su oficio y vivía en alquiler. 

―Labrador con 900 reales de oficio, con dos inmuebles rentando 280 r. y con hacienda de 14 robadas, más 20 peonadas de viña. Todo le daba un valor estimado de  1569 r. 

—Labrador que ganaba 900 reales de oficio; con casa de 270 r. y 248 r. más  de hacienda compuesta por 3,5 robadas, 9 robadas de pieza, más 22 peonadas de viña, con un saldo total de 1.453 r.

―Labrador con 750 reales de oficio; dos casas valoradas en 520 r. y 6 robadas de regadío, más 1,5 peonadas de viña, estimadas en 181 r. 
El total era de 1.481 r. anuales. 

―Labrador con 900 reales por cultivo de su hacienda; más 114 r. de valor de 8 robadas  y 7 peonadas de viña, y 270 r. por casa propia. 
Total estimado: 1.410 r. 

—Agricultores (2) con ganancia de 1.500 reales por ambos oficios, con hacienda de 9 robadas de olivar y pieza y 25 peonadas viña. 
Total: 1.901 r. 

—Labradores (2), que habitaban junto al administrador de una casa del mayorazgo de Tarazona y que sumaban entre los 3 unos ingresos anuales de 2.238 reales. Contaban  con la propiedad de 8,5 robadas y 20 peonadas de viña. El administrador recibía nada más que 18,75 r. del mayorazgo por la administración.  

—Jornalero labrador con 300 reales. 

—Jornalero labrador con 400 reales, en régimen de alquiler.

―Jornaleros labradores (2), que nada más que contaban con poco más de 200 reales para cada uno. Vivían en casa de alquiler.
Viudas: 
―Viuda que rentaba sobre una base de 988 reales por 3 propiedades inmobiliarias y aún tenía importantes beneficios por las rentas de la escribanía del mercado. El conjunto le hacían aportar a su patrimonio la modesta pero nada desdeñable cantidad de 2.733 r., en los que se incluían 453 r. por 65 robadas de tierra.   

—Labradora hortelana arrendataria, que habitando con su hijo conseguía 250 reales como arrendataria, mientras el vástago aportaba 900 r. de su oficio. Además eran propietarios de 2 casas, con renta estimada de 520 r., más una hacienda de 5,5 robadas de tierra y 42 peonadas de viña, con un saldo total de 1.922 r.

―Viuda, con su hijo (de oficio indeterminado) que aportaba al hogar 900 reales, a los que había que sumar los 250 r. que ganaba la madre como arrendataria de hortaliza, con un saldo total de 1.150 r.

—Tocinera que ganaba 250 reales por la venta del tocino y tenía casa en propiedad valorada en 135 r., con un total estimado de 385 r. 

—Panadera con 75 de reales por su labor en la elaboración y venta del pan. Tenía que compaginar esta tarea con el cultivo de una pobre hacienda consistente en 7 peonadas de viña y 1 robada de secano. Arrojaba un total de 299 r.  

―Viuda que cobraba 100 reales anuales por renta de guerra, en concepto se supone de viudedad causada durante la contienda contra los franceses.  

—Viudas (3) y varios individuos indigentes que no computaban absolutamente nada. 

Estos son algunos datos del catastro detallado que confeccionó la Junta de Estadística de la ciudad de Estella, por orden de la Diputación del reino, al poco de finalizar las Cortes generales de 1817-1818. La importancia del testimonio reside en que es el primer informe catastral más o menos completo que se realizó en esta población y seguramente uno de los primeros de Navarra
.
Cabe destacar que la gente más pobre no disponía de vivienda en propiedad. Bastantes de estas personas vivían en inmuebles pertenecientes al mayorazgo de Tarazona o al hospital de Nuestra Señora de Gracia de Estella. Las propiedades de los mayorazgos y de otros propietarios particulares eran importantes y acogían bajo sus inmuebles a numerosos subarrendados. Allí habitaban gentes de una extracción social muy variada, generalmente de clase humilde o muy humilde, con rentas muy bajas que rayaban la miseria. 
El labrador de mediana o pequeña propiedad podía sobrevivir con el cultivo de su hacienda. Tal era el caso de los numerosos individuos ocupados en las faenas agrícolas. La mayoría de las tierras de estos propietarios eran de 2º y 3º categoría (tierras de cultivo de secano, bien sea cereal, olivar o viña), siendo muy escasa la posesión de regadíos de 1º categoría. Éstos solían ser propiedad de las personas hacendadas, como industriales artesanales; poseedores de grandes lotes de tierra, tal es el caso de cenobios y terratenientes, o ambos casos a la vez. En términos generales los sueldos de los jornaleros, sobre todo los agrícolas, eran muy bajos y del todo insuficientes para afrontar la subsistencia diaria.
El sector de la población de las viudas era otro de los grupos problemáticos, ya que no existían en la época ningún tipo de prestaciones sociales. Además, algunas mujeres habían quedado sin marido después de la guerra de la Independencia. Contaban, eso sí, con alguna ínfima ayuda de los gremios o cofradías a las que habían pertenecido sus esposos, relativas al entierro del mismo, etc. La legislación social de las Cortes de 1817-18 cambió algunos aspectos de la viudedad (ley 47), aunque en lo fundamental las condiciones del común del colectivo continuaron siendo muy penosas.

Otro documento que se ha examinado es el catastro de la riqueza territorial de Estella y figura bajo el enunciado «Estado que manifiesta la riqueza territorial, comercial e industrial de la Ciudad de Estella». En él aparecen especificadas las actividades económicas de la ciudad y el  número de fuegos. Figura el cómputo de propietarios (429) y el de inquilinos (762). También aparecen censados 312 jornaleros; 2 médicos, 6 cirujanos, 2 boticarios, 6 maestros de enseñanza, 60 comerciantes, 442 artesanos, 19 empleados de curia, y 10 arrieros. Son reseñadas las diferentes industrias de la ciudad, con un resultado de 6 molinos, 3 trujales, que rentaban anualmente 6.660 reales; 14 aguardenterías, con 7.000 r. de renta; 9 adoverías,  con 5.400 r. estimados; 7 lavaderos de lana, valorados en 7.400 r.; 7 industrias de vasija diversa, con 7.000 r.; 5 talleres de paños variados, con renta de 35.000 r.; y 3  batanes con 3.000 r.

 En cuanto a la superficie de tierra cultivable y otras magnitudes agrícolas la relación es la siguiente:

―robadas de tierra blanca, de 1º categoría: 620; de 2º: 347, y de 3º: 877

―robadas de regadío, de 1º categoría: 199; de 2º: 263; de 3º: 192. En este apartado están incluidas las huertas. Los productos considerados fruta de todas las clases rentaban una cuantía de 1.400 reales.

―peonadas de viña; de 1º categoría: 737; de 2º: 5.202; y de 3º: 2.050.  

―robadas de olivar; de 1º:281; de 2º: 299; y de 3º: 449.
Es de destacar la ausencia total de cabezas de ganado, tanto en lo que se refiere al lanar, como a las reses de pelo, animales vacunos o de las especies porcinas. Es casi seguro que la ausencia total de toda actividad ganadera se debiese al consumo incontrolado de carnes, de parte del enemigo, que se había producido durante la guerra de la Independencia. Aparecen nada más contabilizadas 6 unidades de ganado cerril; una yunta de bueyes, 11 yuntas de caballerías menores y 40 caballerías menores. 

 Las rentas de los comerciantes se valoraron en el informe en 200.414 reales y las de los artesanos en 392.104 r. El producto de los profesores se estimó en 53.500 r., el de los médicos en 16.500 r. (entre 2 individuos), cirujanos 8.000 r. (entre 2), boticarios 8.000 r. (entre 2). Los 6 maestros censados contabilizaban 21.000 r., los 19 curiales existentes habrían ganado 50.000 r., mientras que los 10 arrieros trajineros y carreteros 10.000 r. Los jornaleros, en conjunto rentaban 124.800 r., mientras que los comerciantes 200.414 r. y los artesanos 392.104 r.
El resumen numérico de los productos da una suma total de 1.146.098 reales y 439 robos de trigo, éstos últimos procedentes de censos de las casas. En este primer cómputo, procedente del sector agrícola, sólo estaban incluidos los productos hortofrutícolas.  
Las rentas procedentes de la agricultura se dividían entre los tipos de tierras cultivables, en función de su calidad y superficie. El producto total de la tierra era de 100.819 reales. Se indicaba en el cómputo que, en los 35.000 r. contabilizados de las 5 fábricas de paños, estaban también incluidos los procedentes de la producción de los  maestros artesanos del ramo, a pesar de que a éstos se les incluye además en las rentas referentes a los artífices
. 
Se han querido reflejar aún otros datos estadísticos de la riqueza territorial de la merindad de Estella, sin pretender hacer un estudio exhaustivo de los recursos de la comarca habidos en 1817.  En uno de los tres ejemplos que he tomado, el valle de Amescoa Baja, con 190 fuegos según el documento ―187 cita el empadronamiento—, el número de propietarios de viviendas era de 172, frente a 18 inquilinos. Había en el valle 2 cirujanos y un «albéitar» (veterinario), 4 maestros de enseñanza, y 125 artesanos. 
Respecto de las industrias existían sólo 2 molinos, aunque aparecen mencionados 5 colmenares. La actividad era mayoritariamente agropecuaria, como en toda la Navarra de principios de siglo, con más intensidad aquí al tratarse de un valle montañoso, aunque perteneciente a la zona media. 
La superficie de suelo cultivable estaba dividida entre 6.505 robadas, 584 de tierra de secano, pertenecientes a las tres categorías; y 81 de regadío, del mismo modo repartidas. 

El ganado era abundante, como cabía esperar, ya que las reses se aclimataban bien al tipo de terreno y clima propios de las zonas montañosas, además de ser una de las principales fuentes de ingresos. Aparecen contabilizadas más de 2.500 cabezas de ganado lanar, unas 1.000 de pelo, igual número de vacunos, cifra semejante de cerdos, la mitad aproximadamente de reses cerriles y 140 yuntas de bueyes. La suma total da 6.285 animales, entre adultos y crías, para ser atendidas por una población de 1.043 individuos, lo que toca a poco más de 6 por persona. Cifra realmente importante al lado de la ausencia total de reses en el cómputo de Estella. 
Repartida esta riqueza, de forma hipotética y proporcional entre el número de fuegos daría 34,2 robadas de secano por familia, menos de ½ de robada de regadío y 33 animales por hogar. 
Traducido a términos económicos, a niveles generales, la tierra de secano aportaba anualmente algo más de 3.000 robos
 de trigo (unos 66.000 kilos). 
Si el reparto fuese en proporción, hecho imposible a tenor de las diferentes categorías del suelo cultivable y las dispares condiciones de tenencia de la tierra, corresponderían unos 350 kg. anuales por familia y 10,84 reales por cada unidad familiar y año, por el beneficio por el disfrute de las huertas. 
Los beneficios de los artesanos y otros trabajadores especializados, el aporte en concepto de montes, por la madera, leña y carbón; y el de los pastos, colmenares, hierbas y aguas era de 59.560 reales anuales —dejando al margen el producto de los 2 molinos—. 
Dividida esta cifra entre el número de habitantes del valle, una vez descontados los artesanos y otros profesionales, o sea sólo las 911 personas dedicadas exclusivamente a las tareas del campo, da el producto de 65,36 reales por cabeza o 358,4 r. por familia. 

Como resultado, tendríamos que un núcleo familiar en condiciones medias debería pasar el año con algo más de 368 reales (sitúese el umbral de la pobreza, aproximadamente, en una renta inferior a 1.460 r. anuales), más el producto de unos 300 kg. de trigo y una cabaña de 33 animales. A simple vista no parece una perspectiva halagüeña dada la inestabilidad climática y su influjo en las cosechas, la mortandad en el ganado, etc.; y además es una estimación aproximada. 

Aun y todo, el valle de Amescoa Baja se habría visto más favorecido, en cuanto a superficie cultivable o comunicaciones, respecto al de Amescoa Alta o el de Lana. Entonces, ¿qué conclusiones se pueden extraer sobre estas dos últimas comarcas mencionadas? El hecho es que ambas perdieron población entre 1648 y 1818. Sin embargo otras poblaciones como Los Arcos o Viana, situadas en el somontano; o las localizadas en la depresión estellesa (valle de Yerri, por ejemplo) experimentan en el periodo mencionado crecimiento de la población, sobre todo las primeras. Este hecho estaría propiciado por la mayor extensión de las parcelas cultivables y las mejores condiciones económicas
.  

Aún hay otros ejemplos como la villa de Lerín y el bosque de Baigorri. Aquí se encontraban 424 fuegos, resultando 374 propietarios de vivienda y 215 inquilinos, para un total de 403 casas. De ello se deduce que 21 familias vivían bajo techo ajeno. 
Respecto a las actividades humanas había 22 jornaleros; un médico, un cirujano, un boticario, un maestro de enseñanza, 3 comerciantes, 52 artesanos, 2 profesores de ciencias, 9 empleados de curia, y 1 arriero. El cómputo daba un total de 71 trabajadores especializados y 22 jornaleros de peonada (rentando 318,4 reales anuales cada uno). Mientras, el resto (más de 2.000 personas) se dedicaban la mayoría al cultivo de la tierra propia o arrendada y a la explotación ganadera; aunque los menos dependían del empleo asalariado en los 2 molinos existentes, de un trujal, de 10 aguardienterías, de una tejería y de 6 colmenares. 

El trujal, las fábricas de aguardiente y la tejería no daban para mucho, ya que rentaban al año 640 reales, 2.000 r., y 40 r. respectivamente, frente a los 13.572 r. de los molinos. El conjunto de esas industrias mal podía alimentar a 40 familias, con una renta anual de poco más de 400 reales. 
Se ha visto que había otros 93 individuos, entre jornaleros y otros oficios, con profesión declarada. Si suponemos que éstos estaban al cargo de otras tantas familias, todavía existían 291 fuegos u hogares que deberían subsistir con otros productos derivados del campo. Estas fuentes de subsistencia estarían derivadas del cultivo de la superficie de suelo cultivable; colmenares, montes (madera, leña y carbón), fruta de toda clase, hierbas y aguas, los beneficios derivados de la ganadería y las rentas de alquileres en concepto de vivienda. 

En conjunto suponían 181.340 reales, a 622,8 r. al año por familia. Por el contrario los 6 profesores de toda clase, donde se incluyen médico, boticario y cirujano, embolsaban cada uno 5.372 r. La valoración está hecha en términos generales, ya que los médicos eran los mejor pagados, seguidos de los maestros. Los 9 individuos de la curia, por su parte,  recibían 2.030,8 r. cada uno. En cuanto a artesanos y comerciantes, tocaba a 1.547 r. a cada uno, mientras el arriero trajinero embolsaba 1.600 r. Por lo tanto, se trataba en términos absoluto de una economía de subsistencia. A pesar de ello, era más favorecida que la de los pueblos situados más al norte, en la verdadera montaña de los valles pirenaicos, que como se sabe se ayudaban del contrabando
.

Todavía queda por exponer el caso del Real Monasterio de Irache, que incluía la granja de Legardeta, considerada barrio del cenobio en el informe catastral; y el caserío de Zumbeltz, situado bastante distante pero dentro de la misma jurisdicción. En este conjunto habitaban 8 familias, de las que sólo una era propietaria, mientras el resto eran inquilinos. Había nada más que 2 jornaleros, que ganaban 430 reales al año cada uno, y no existía ningún trabajador especializado. Las 7 familias de inquilinos pagaban a razón de 173 r. de media anual de alquiler. 
No existía ninguna industria, reduciéndose el medio de vida de los habitantes a los frutos de montes, baldíos, al cultivo de 820 robadas de secano, etc. El ganado no era muy abundante, aunque en proporción al número de fuegos resultan a 127 cabezas (mayoría de ovejas) por cada uno, sin tenerse conocimiento del número que los monjes explotaban directamente. Las tierras rentaban 2.000 reales al año, incluida la huerta; más 229 robos de trigo (5.038 kg.), a lo que hay que sumar los 6.320 r. que daban los montes por pastos. 
Es arriesgado extraer conclusiones respecto a la renta anual de los inquilinos que vivían bajo el amparo de los monjes, ya que sería necesario profundizar en la forma del contrato y en las relaciones económicas que mantenían con la comunidad religiosa. Es de suponer, no obstante, que serían bastante más favorables al monasterio. Por último, en el documento consta que los dominios de Irache contaban con 3 yuntas de bueyes adultas, una joven, 2 pares de tiros y una unidad de caballería menor, con las que cultivar la tierra o hacerlas trabajar como bestias de carga
.

Padrón  de Estella y otros ejemplos de informes censales: 
Con motivo del reparto de la contribución los municipios recibieron orden de confeccionar un padrón fidedigno, a través de los párrocos de las iglesias y sobre los datos o «matrículas» de 1816. El plazo estipulado para la realización del censo fue de 4 días y el informe habría de detallar no sólo el número de fuegos, sino la totalidad de los individuos de la unidad familiar, exceptuando a los menores. Esta orden se aprobó el 22 de febrero de 1817 y los párrocos recogieron después los datos que habrían de ser enviados a Pamplona.    

El resultado final del empadronamiento de Estella fue que el número de casas computadas ascendía a 961 y el de hogares era de 1.191 (de unos cuatro o cinco individuos). Los religiosos de las parroquias advertían que en el cómputo estaba registrada cualquier unidad familiar que mantuviese fuego. Se incluían a los pobres que se acogían en un cuarto y que vivían de las limosnas, resultando de esta clase al menos 250 núcleos. El cómputo total de habitantes fue de 3.747, con la salvedad de que no se hallaban incluidos los niños menores. De un cálculo aproximado resultaría que el número de individuos que vivían en la ciudad, en 1817, sería de unos 6.000.

El informe está realizado por parroquias; San Pedro Larrúa, San Miguel, San Juan Bautista, San Pedro de Lizarra y Santa María Yus del Castillo. A su vez la división se efectuó por distritos parroquiales, detallada también por calles. Respecto a la primera, que conformaba el barrio de San Pedro y que comprendía a su vez la vía de la Rúa y plaza de San Nicolás (paso obligado de los peregrinos a Santiago), los datos fueron extraídos por su párroco del cumplimiento pascual de 1816 y arrojaban un cómputo de unas 500 personas, con la exclusión mencionada. La segunda parroquia, San Miguel, contabilizaba entre las calles Zapatería, Astería, San Miguel, Ibarrola, y un apunte final que aparece con la denominación «extra», unos 600 individuos. San Juan comprendía las calles Nueva, Calderería, Cedacería, Pilar, Larga (Mayor), Tecendería,  Nabarrería, Hospital y la Plaza del Mercado. En este barrio habitaban 2.250 personas censadas, mientras que en el de San Pedro Lizarra lo hacían unas 200. Por último, alrededor de la iglesia de Santa María, que comprendía también la iglesia del Santo Sepulcro, un número similar al anterior.

En cuanto a la división por casas y fuegos de las respectivas iglesias; en San Pedro Larrúa había 112 casas y 178 fuegos, en San Miguel 189 y 199 respectivamente, en San Juan 569 y 711, en Santa María 13 y 23, en el Santo Sepulcro 38 y 38 y en San Pedro Lizarra 40 y 42.

Estos son los datos globales más relevantes. El balance final merece ser comentado a través de un pequeño bosquejo demográfico en función a los datos conocidos. La distribución de la población censada por barrios resulta desequilibrada. San Juan se llevaba aproximadamente el 60 %, mientras que en San Pedro Lizarra y Santa María habitaban sólo algo más del 10 % entre las dos. La densidad de la población se cifraba en 78,87 familias por Km. cuadrado (1816) o en 388,45 habitantes por Km. cuadrado (1818). Era la más alta de la Merindad en contraposición a la más baja, 1,75 familias por Km. cuadrado del valle de Lana. 
Al desconocerse el número exacto de niños, así como la edad de los estelleses tanto censados como menores, es imposible reconstruir la pirámide de la población por edades. Sólo se han realizado algunas sobre los censos de 1786 y para toda la Merindad. La base de la misma debió de ser muy abultada, por el abundante número de niños menores de 15 años, aunque la mortalidad infantil fuese muy alta. Aproximadamente el 50 % de los nacidos no llegaba con vida hasta los 10 años. La cúspide de la pirámide, que refleja el número de mayores de 65 años sería apenas inexistente, ya que la esperanza de vida no alcanzaba para el conjunto del Estado los 30 años. En cuanto a las magnitudes por sexos ocurre parecido, dada la parquedad de los informes es difícil reconstruir con exactitud las tasas de masculinidad y feminidad, aunque existen algunos estudios para años anteriores (1786). 
Respecto a la estructura de los hogares que existían en la época eran de dos tipos en Navarra; la familia nuclear y la troncal. La primera se caracterizaba por que la «transmisión de los bienes se basaba en un reparto igualitario entre los hijos» y era característica de la zona sur o La Ribera. Por el contrario en la segunda, similar al método de mayorazgo, la herencia era exclusiva de un solo hijo o hija y era común en los valles norteños y en la zona media, donde se encuentra Estella y su merindad
. 
Otros informes recogen las matrículas de los valles de la merindad de Estella. En el valle de Yerri, aparecen censadas un total de 3.348 personas distribuidas en 637 familias, con un total de 614 casas;  en el valle de Ega había censadas 1.270 personas, entre 265 familias y 152 casas; en el de Amescoa Alta 635 personas, entre 118 familias y 23 casas ; en el de Amescoa Baja 1.043 habitantes, repartidas entre 187 familias (casas sin especificar); en el de Goñi había 840 individuos y 159 familias. Del valle de Santesteban de la Solana sabemos que tenía 204 fuegos, mientras que el de Lana tenía 90, ambos sin especificación del número de habitantes. Las cifras son muy similares a las del censo de Floridablanca de 1786.
 
Para concluir, en el periodo que media entre esta última fecha y 1900 la población navarra ascendió de 227.382 habitantes a 307.669. Por lo tanto, el crecimiento medio era de 2,65 habitantes anuales por cada mil. Este ritmo de crecimiento demográfico habría sido bastante modesto ya que era uno de los más parcos de toda Europa. Por ejemplo, la población total española habría crecido en ese mismo tiempo un 5,09 por mil anual. 
Por comarcas, las evoluciones demográficas no fueron semejantes entre sí, sino que se hallan bastantes disimilitudes. En 1786 habitaba el 37 % de la población total de Navarra en la montaña, conformada por las tres regiones de la Navarra húmeda y las dos pirenaicas; mientras que en 1860 había descendido al 27,0 % y en 1900 al 24,8 %. 
En la Navarra media, que englobaba las cuencas prepirenaicas y las dos comarcas medias, ascendió del 38,8 % (1786) al 39, 2 % (1860) y luego bajó al 37,1 % (1900). 
En La Ribera, por el contrario, la población se incrementó en más de 4 unidades; pasando de  24,2 % (1786) a 26,1 % (1860) y después a 28,6 % (1900). 
Entre 1786-1824 destaca la antagonía entre las bajos crecimientos del norte y los mucho más elevados de las zonas medias y meridionales. La solución a esta evolución tan dispar se halla en los altos índices de mortalidad de la montaña, que ha llegado a ser calificada de «extraordinaria». 
«En las economías tradicionales como la navarra a lo largo del siglo XIX el número de habitantes desempeña, por su doble papel de fuerza de trabajo y de mercado de consumo, un papel crucial. A las guerras se sumaron entre 1786 y 1860 otro tipo de adversidades: las mortandades originadas por epidemias y malas cosechas, algunas de ellas vividas en coyunturas bélicas. En 1813-1814, la retirada de los franceses y la estancia de las tropas aliadas hispano-anglo-lusas originó un súbito y pronunciado aumento de la mortalidad en algunas zonas de la Montaña, como las Cinco Villas, por el hambre y la disentería, enfermedad esta vinculada con la ingestión de materias indebidas»
.  

Nº VI.
Fueros fundamentales del Reino de Navarra. Documento de imprescindible lectura para los amantes de nuestra patria…
                                      Título I. Del Reino de Navarra.

Artículo 1º. El antiquísimo Reino de Navarra es indivisible y no se puede partir. (Ley 1º, tit. 1º lib. I de la Novísima Recopilación de Navarra, págs. 67 y 68).

Art. 2º. La incorporación del Reino de Navarra á la corona de Castilla fue por vía de una unión eqüe-principal reteniendo cada uno su naturaleza antigua, así en leyes como en territorio y gobierno. (Ley 33, tit. 8º lib. I de la Novísima Recopilación).

Art. 3º. Verificada la unión, Navarra quedó y permaneció Reino de por sí, rigiéndose por sus fueros, leyes, ordenanzas, usos, costumbres, franquezas, exenciones, libertades y privilegios: es Reino distinto en territorio, jurisdicción, jueces y gobierno de los demás reinos del Rey de España. (Ley 59, tit. 2º, lib. I de la Nov. Rec. Y los Reales juramentos).

                                         Título II. De los Navarros

Art. 4º. Son Navarros:

          1º. Los procreados de padre ó madre navarro habitante actual en Navarra. (Ley 6ª, tit. 8, lib. I de la Nov. Rec. y Reales juramentos).

          2º. Los que hayan obtenido carta de naturaleza de los tres Estados ó de su Diputación en los casos que ésta pueda concederla. (Leyes 1ª y 3ª tit. 8º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 5º. Unos mismos códigos navarros rigen en todo el Reino de Navarra, y en defecto de ley del Reino rige el derecho romano. (Ley 1ª tit. 3º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 6º. Todos los navarros son admisibles á los empleos y cargos públicos, teniendo las calidades prevenidas por las leyes. (Reales juramentos.)

Art. 7º. No puede ser detenido ni preso ni separado de su domicilio ningún navarro, ni allanada su casa, sino en los casos, en la forma y por los jueces que las leyes han establecido. (Leyes 11, 12, 13, 14, 17 y 19, tit. 8º lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 8º. No puede suspenderse ninguna ley en ningún caso, por privilegiado que sea, sin consentimiento de los tres Estados, aunque lo pida la Diputación del Reino. (Ley 31, tit. 3º lib. I de la Nov. Rec.)
Art. 9º. Ningún navarro puede ser procesado ni juzgado sino con arreglo a lo dispuesto y por los tribunales designados por las leyes. (Ley 1º, tit. 1º lib. II de la Nov. Rec.)

                                           Título III. De las Cortes.

Art. 10. La Potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey. (Cap. 1º, tit. 1º, lib. I del Fuero. Proemio del amejoramiento del rey D. Felipe.)
Art. 11. Las leyes, las disposiciones generales á manera de ley ni las ordenanzas decisivas no se hagan sino á pedimento y con voluntad, consentimiento y otorgamiento de los tres Estados. (Leyes 3ª, 4 y 12, tít. 3º, lib. I de la Nov. Re.)

Art. 12. Las Cortes se componen de tres Brazos ó Estamentos. Eclesiástico, Militar ó de Nobles y de Universidades ó de pueblos. (Proemio del amej. Del Rey D. Felipe y reales juramentos.)

Art. 13. A las Cortes deben ser llamados todos los que tuvieren derecho. (Ley 7ª, tit. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 14. No se juntan Cortes sin que primero se responda á los agravios. (Ley 16, tit. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 15. No se trate en las Cortes de concesión de servicio mientras no se reparen ó respondan los contrafueros y agravios que representase el Reino. (Ley 18, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 16. Los llamados a Cortes generales no sean echados, ni inhibidos, ni vedados sino precediendo conocimiento de causa. (Leyes 9 y 10, tít. 2º lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 17. Los concurrentes a Cortes no pueden ser encarcelados ni arrestados, por cosa ninguna en los lugares donde son llamados, por todo el tiempo que estuvieren en ellos entendiendo en Cortes, ni los Síndicos, ni el Secretario. (Leyes 11, 12, 13 y 14, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

                       Título IV. De los Brazos, Estamentos ó Estados.

Art. 18. Los tres Brazos son iguales en facultades, y reunidos en un mismo salón discuten y resuelven juntos los negocios. (Reales juramentos.)
Art. 19. El número de individuos de cada uno de los Brazos no es limitado: puede el Rey conceder asiento á los particulares ó pueblos que le parezca, y éstos justificando con audiencia del reino las calidades requeridas por las leyes, son admitidos. (Ley 25. Cortes de 1794 y siguientes.)

Art. 20. Los pueblos no pueden nombrar por diputado suyo sino á personas que tuvieron su continua residencia ó habitación en el mismo pueblo. (Ley 21, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 21. A los Diputados á Cortes nombrados, después de presentados y admitidos sus poderes, no se les puede revocar y nombrar otros. (Ley 20, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

                 Título V. De la Diputación permanente, de Cortes a Cortes.

Art. 22. El encargo principal de la Diputación permanente es velar la estricta observancia de los fueros, leyes, ordenanzas, usos, costumbres, franquezas, exenciones, libertades, y privilegios, sin tolerar la más pequeña infracción, reclamando contra ella sin cesar hasta obtener la reparación completa. (Ley 32, tít. 3º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 23. Los Diputados, Síndico y Secretario no pueden ser encarcelados, asignados, detenidos ni multados por asuntos concernientes al Reino, ó en los que intervengan á virtud de sus destinos en la Diputación. (Ley 43. Cortes de 1828 y 1829.)

Art. 24. La Diputación examina los poderes reales para la convocación á Cortes, y los devuelve, ó aprobados, ó con los reparos que advierte, y que deben subsanarse antes de darles curso. (Ley 17, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 25. Examina los poderes de los pueblos.

Art. 26. La Diputación asiste al juramento que los Virreyes prestan al ingreso de su dignidad. (Ley 2º, tít. 1º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 27. La Diputación entiende en los demás asuntos que designan las leyes y en los que los tres Estados le dejan encargados por sus resoluciones. 

                      Título VI. De la celebración y facultades de las Cortes.

Art. 28. Las Cortes deben reunirse, á mas tardar, de tres en tres años, excepto si este plazo estuviere prorrogado por las últimamente celebradas. (Leyes 3, 4 y 5, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)
Art. 29. Si el Rey no convocare las Cortes al tiempo correspondiente, la Diputación permanente se lo hace presente, recordándole la disposición de las leyes y la obligación de cumplirlas.

Art. 30. Los tres Estados forman el reglamento para su gobierno interior y examinan los poderes de los diputados, ó procuradores que no hubiesen sido aprobados por la Diputación permanente.
Art. 31. El Rey abre y cierra las sesiones en persona ó por medio del Virrey, á quien confiere poderes especiales absolutos, cuya forma se halla inserta en la Novísima Recopilación. (Ley 17, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 32. Los tres Estados no pueden deliberar en presencia del Rey ni del Virrey.

Art. 33. El Rey y los tres Estados tienen la iniciativa de los negocios y las leyes.

Art. 34. Las resoluciones en cada uno de los Brazos se toman á pluralidad absoluta de votos, y para la resolución de las Cortes se necesita la conformidad de los votos de los tres Estados.

Art. 35. Si uno de los Estados desechase algún proyecto de ley ó algún otro asunto, se propone en las dos sesiones siguientes, y subsistiendo la discordia por tres veces, queda negado.

Art. 36. Además de la potestad legislativa que ejercen las Cortes con el Rey, les pertenecen las facultades siguientes:

          1º. Recibir al Rey, al sucesor inmediato de la corona y al regente, ó regencia el juramento de guardar los fueros, leyes, ordenanzas, usos, costumbres, franquezas, exenciones, libertades, preeminencias y privilegios del Reino.

          2º. Recibir igualmente juramento del Virrey, en ánima del Rey, al final de las sesiones.

          3º. Conceder por sí solas las cartas de naturaleza.

          4º. No publicar y por consiguiente dejar sin efecto las leyes decretadas por S. M. que estimen conveniente retirar.

          5º. En la unión eqüe-principal de la Corona de Navarra á la de Castilla, se llamó por sucesora del rey señor D. Fernando el Católico á su hija doña Juana, y después de sus días, al príncipe D. Carlos su nieto, y á sus herederos en los reinos de Castilla, guardando los fueros y costumbres del de Navarra.

Art. 37. El número de consultores del Virrey para los asuntos de Cortes debe cuando menos ser igual de navarros y no navarros. (Ley 25, tít, 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

                                              Título VII. Del Rey.

Art. 38. El Rey á su advenimiento al trono debe jurar solemnemente ante los tres Estados, por sí ó por medio de su Virrey, habilitado con poder especial, la observancia de los fueros, leyes, ordenanzas, usos, costumbres, franquezas, exenciones, libertades y privilegios de Navarra, y que lo tendrá como Reino de por sí, separado é independiente de los demás reinos y señoríos; que deshará bien y cumplidamente todas las fuerzas y agravios que se hicieren á los particulares, comunidades y pueblos: que en Navarra no podrá emplear sino hasta cinco que no sean navarros. (Cap. I, tít. 1º del Fuero General.)
Art. 39. Los tres Estados, á nombre del reino, recibido el juramento del Rey, juran que defenderán al Rey, su persona, corona y tierra, y le ayudarán á defender y mantener fielmente los fueros y leyes á todo su leal poder. (Cap. I, tít. 1º del Fuero general.)

Art. 40. El Rey decreta las leyes y las devuelve al reino para su otorgamiento, que es acto enteramente libre. (Real Cédula de 28 de mayo de 1726 inserta al final de las Cortes de dicho año.)

Art. 41. El Rey cuida que en todo el Reino se administre justicia pronta y cumplidamente. (Ley 6º, tít. 3º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 42. Indulta á los delincuentes con arreglo á las leyes. (Cap. 5º, tít. 1º, lib. II del Fuero, Ley 54 de 1724 y siguientes.)

Art. 43. Nombra todos los empleados públicos y concede honores y distinciones de todas clases, conforme á las leyes. (Cap. I, tít. 1º, lib. I del Fuero.)

                                     Título VIII: Del poder judicial.

Art. 44. A los tribunales y juzgados pertenece exclusivamente la potestad de aplicar las leyes en los juicios civiles y criminales, juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado. (Leyes 59 y 60, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)
Art. 45. Las leyes determinan los tribunales y juzgados que ha de haber, la organización de cada uno, sus facultades y el modo de ejercerlas. (Leyes 59 y 60, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)
Art. 46. Los Tribunales de Navarra son los Alcaldes ordinarios, la Corte mayor y el Real y Supremo Consejo, con el número de jueces cada uno y calidades de individuos determinados en las leyes. (Las antes citadas.)

Art. 47. En el Tribunal de la Real Corte mayor debe haber cuatro alcaldes, que hayan de entender en el fecho de la justicia, á saber: es el primero por el rey; el segundo por el Brazo y estado de la Iglesia; el tercero por el Brazo y estado de los Ricos-hombres é Hijosdalgo, y el cuatreno por el Brazo de las Universidades. (Cap. I, Ordenanzas del rey D. Carlos III, titulado el Noble, año de 1413.)

Art. 48. Los mandamientos de justicia van sellados con el sello de la Cancillería de Navarra. (Leyes del tít. 5º, lib. II, y 1º, tít. 19, lib. II de la Nov. Rec.)

Art. 49. Los navarros no pueden ser juzgados fuera de los tribunales designados, aunque la causa sea de estado ó guerra. (Ley IV, tít. 23, lib. II de la Nov. Rec.)

Art. 50. Todas las causas y pleitos deben rematarse en el Supremo Consejo, sin que se puedan sacar ni llevar procesos fuera del Reino. (Leyes 59 y 60, tít. II, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 51. El Virrey y el Consejo no hagan autos y provisiones acordados, sino conforme á los fueros y leyes del reino, y en casos de necesidad y evidente utilidad, y que pidan brevedad y convengan al servicio de Dios y bien público del Reino; y los hechos con estas condiciones, representando el Reino junto en Cortes ser de inconveniente ó perjuicio, cesan y no tienen efecto. (Ley 12, tít. 3º, lib. I de la Nov. Rec.)
Art. 52. No se pueden dar cédulas reales de suspensión sobre pleitos pendientes en los tribunales, y las que se dan, son obedecidas y no cumplidas. (Ley 19, tít. 4º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 53. El Príncipe heredero, que se titula Príncipe de Viana, jura con la misma solemnidad que el Rey. (Reales juramentos.)

                                             Título IX. Del Virrey.

Art. 54. El Virrey presenta poderes reales para el ejercicio de su dignidad, y en su virtud tiene las mismas facultades que el Rey. (Ley 2º, tít. 1º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 55. Jura la observancia de los fueros en ánima suya y también en deshacer los agravios y contrafueros. (Ley 2º, tít. 1º, lib. I de la Nov. Rec.)

Art. 56. Es Presidente de los Reales Tribunales. (El Real poder.)

                                      Título X. De los Ayuntamientos.

Art. 57. Para el gobierno interior de los pueblos ó valles que forman una comunidad, hay Ayuntamientos nombrados en la forma prescrita por las leyes. (Ley 66, tít. 2º, lib. IV de la Nov. Rec.)

Art. 58. Las leyes determinan la organización y atribuciones de los Ayuntamientos. (Ley 66, tít. 2º, lib. I de la Nov. Rec.)

                           Título XI. De las contribuciones y fuerza armada.

Art. 59. La facultad de hacer repartimientos ó imponer contribuciones de dinero está reservada á los tres Estados juntos en Cortes generales. También lo está hacer el reparto de la gente que pide el Rey, si la otorga el Reino. (Cap. 1º, tít. 1º, lib. I del Fuero.)

Art. 60. Las fortalezas del Reino de Navarra deben estar en manos y al cuidado de militares navarros. (Ley 1º, tít. 5º, lib. I de la Novísima Recopilación. Reales juramentos.)
                                Título XII. Del recurso de contrafuero. 

Art. 61. Agravio ó contrafuero es toda infracción de cualquiera de los fueros, leyes, ordenanzas, usos, franquezas, exenciones, libertades y privilegios hechos por el Rey, Virrey, tribunales de justicia ó empleados como tales. Ley 2º, tít. 5º, lib. V de la Nov. Rec.)

Art. 62. El Reino ó su Diputación, como protector de los fueros y demás, y celador de su observancia, por simple querella propone la infracción al Virrey, quien oyendo á sus consultores decreta la reparación. (Ley 20, tít. 5º, lib. V de la Nov. Rec.)

                     Título XIII. De los juramentos reales y de los Virreyes. 

Art. 63. Los juramentos reales y los de los Virreyes, contienen la claúsula de que observarán y guardarán todos los fueros, leyes, ordenanzas, usos, franquezas, libertades, privilegios y oficios del Reino de Navarra, como en ellos se contiene, desharán los agravios y contrafueros, la de no ir contra los fueros, leyes y demás, y que si contravinieren en todo ó en parte, los tres Estados y pueblo de Navarra no sean tenidos á lo cumplir, antes todo sea nulo y de ningún valor. (Reales juramentos.)
Extractado de los cuerpos legales de Navarra.

Valencia 21 de diciembre de 1839. =Dr. Ángel Sagaseta de Ilúrdoz
.

Nº VII. 
Comunicado de Espoz y Mina a las cinco merindades de Navarra para formar una nueva Junta interina de Gobierno (28-3-1820).
 «A luego del reconocimiento y publicación de la Constitución en esta capital, se trató el formar una Junta interina de Gobierno para la provincia, en virtud de las circunstancias críticas en las que ésta se encontraba, mientras se reunía el Ayuntamiento constitucional y se procedía a la elección de la Diputación Provincial en los términos que previene la Constitución. 
Según ésta, todas las autoridades que habían regido hasta el día cesaron en el momento, y la Junta interina de Gobierno creada por el Ayuntamiento de esta ciudad quedó instalada. Uno de sus primeros objetos fue dirigirse a la Junta provisional de Madrid nombrada por S. M., de la cual la interina de Navarra ha recibido después respuesta de que acompaño copia. La Junta interina se ha ocupado incesantemente en cuanto ha creído oportuno al bien público y al mejor servicio de la patria; mas al haberse observado que algunos pueblos de la provincia se han rehusado a reconocerla aun interinamente, negándose a obedecer sus órdenes, ha parecido a la Junta hacer su dimisión formal en el día de ayer, según verá V. S. por su oficio, de que igualmente acompaño copia. 
En estas circunstancias, en las que la provincia queda sin gobierno alguno político, y en la de haber dado parte a la superioridad de la existencia de la Junta de Navarra, no queriendo yo, por otra parte, reunir al mando militar que ejerzo, ni aun remotamente, el político, me ha parecido lo más conveniente por ahora suplicar a dicha Junta continúe ejerciendo sus funciones como hasta aquí, mientras que yo tomaba las disposiciones que he creído más oportunas, a fin de conciliar la tranquilidad de la provincia con la satisfacción general de los pueblos. En este supuesto, he juzgado lo más conveniente que cada merindad envíe a esta capital un individuo, persona de toda satisfacción, a fin de sustituir a los actuales de la Junta interina, cuya elección podrá hacerse en la cabeza de merindad en los términos que V. S. juzgue más a propósito, y en este caso la junta se compondrá de cinco individuos, en lugar de siete que tiene al presente. 
Yo espero que V. S. no se rehusará por su parte a medida tan justa, que evitará los inconvenientes que se seguirían indispensablemente a la provincia de lo contrario, y ésta tendrá la satisfacción de verse representada a gusto de todos sus habitantes  mientras tiene lugar la provincial. Y como de la pronta presentación de cada uno de los individuos para la formación de la Junta se seguirá a la vez la extinción de la actual, he creído oportuno se presenten en esta capital para el día 6 del próximo mes, en cuyo día serán instalados, si es posible, hallándose todos reunidos.»

Nº VIII.
Valor de las monedas y medidas de la época:
1. Monedas:

-Peseta: 2 reales fuertes: 4 reales de vellón.

-Real fuerte: 2 reales de vellón: 38 maravedíes.

-Real de plata: 1 real fuerte.

-Real sencillo: 36 maravedíes.

-Real de vellón: 19 maravedíes navarros.

-Maravedí: 2 cornados.

-Tarja: 8 maravedíes: 16 cornados.

-Peso (imaginario): 15 reales de vellón.

-Ducado: 11 reales sencillos.

-Onza de oro: 320 reales de vellón: 80 pesetas.

          -Gros: 5 sueldos (en los estados alemanes, 10 céntimos de peseta.)

-Sueldo: en Castilla, 10 centavos.

2. Medidas de peso:

-Arroba: 36 libras primas: 12 kilogramos, dependiendo de las regiones.

-Robo de trigo: 22 kilogramos.

-Robo de cebada: 18 kilogramos.

-Robo de avena: 16 kilogramos.

-Libra prima: 12 onzas: 360 gramos.

-Libra castellana: 16 onzas: 480 gramos.

-Libra inglesa: 453,6 gramos.

-Libra vasca: 17 onzas: 510 gramos.

-Libra carnicera: 36 onzas: 1.080 gramos.

-Onza: 31 gramos.

-Quintal: 100 libras; en Castilla 46 kilogramos; quintal métrico: 100 kilogramos.

3. Medidas de capacidad:

-Cántaro: 8 robos: 225,28 litros.

-Robo: 16 almudes: 4 cuartales: 28,16 litros.

-Robo de trigo, de cebada y de avena: 28,13 litros. 

-Carapito: 11,77 litros.

-Almud navarro: 1,76 litros.

-Libra de aceite: 0,41 litros.

-Fanega: dependiendo de regiones; castellana: 12 celemines: 55,5       litros.

-Celemín: 4 cuartillos, en Castilla 4, 625 litros.

-Cuartillo: 1,156 litros

4. Medidas de longitud: 

           -Legua española: 20.000 pies: 6.666 varas y 2 tercias: 5.572 metros y 7 decímetros. 
           -Vara: variaba de una región a otra; en Aragón medía 722 milímetros, mientras que en Castilla 835.

           -Pie castellano: 0,278635 metros: tercera parte de la vara, dividido a su vez en 12 pulgadas. 

           -Pie inglés: 0,304799 metros.

           -Pie estadounidense: 0,3048 metros.

5. Medidas de superficie:

-Robada: 898,456 metros cuadrados. 

-Peonada: ½ robada.
















� Cabe citar la obra de PAYNE, Stanley G., Ejército y sociedad en la España liberal (1808-1936). Madrid, 1977, pp. 5-13, en la que aborda el tema de los paralelismos internacionales. 


� Una buena referencia para conocer el estado de la cuestión de los estudios históricos de la navarra del primer tercio del siglo XIX es RÍO ALDAZ, R., Orígenes de la guerra carlista en Navarra. 1808-1820. Bilbao, 1992, p. 19-24: «Al igual que pasa en Cataluña en relación a la guerra de Sucesión, en Navarra ha sido deformada por la historiografía foralista la revolución liberal, momento en que desaparecerán los fueros del Reino de Navarra. Pero si en Cataluña a partir de los años 50 comenzó una corriente historiográfica renovadora, en Euskadi no empezaría hasta mediados de los 70 ―trabajos de Fernández de Pinedo y Fernández Abaladejo— y en Navarra, prácticamente, hasta 1981, fecha en que María Cruz Mina publicó su Fueros y revolución liberal en Navarra…El sector más importante en Navarra es el foralista, cuyo máximo representante para el Trienio es Jaime I. del Burgo… Junto a del Burgo y a los foralistas navarros ―pero en su opuesto extremo político― ha surgido en los últimos años —aunque derivada de la ideología del PNV— una corriente historiográfica neoforalista, que defiende la identidad política de Euskadi en lugar de la de Navarra y, sobre todo, trata de justificar la ideología de la ETA. Aunque con fines opuestos, los neoforalistas suscriben la misma visión idealizada del Antiguo Régimen navarro que defendían los foralistas navarristas… Si nos atenemos a las interpretaciones de las historiografías conservadoras, foralista y neoforalista, no hubo enfrentamientos de clase en Navarra ni antes de la revolución… Al margen de estas corrientes, ―aunque influenciados por la foralista—, tenemos a una serie de escritores no encuadrados dentro de las estructuras académicas, como Jimeno Jurío, Florencio Idoate y Luis del Campo… y las desiguales obras de Rodríguez Garraza…»


� Aunque las obras aparecen en el listado bibliográfico, para hacer más asequible su acceso se ordenan aquí por temas las relacionadas con el estado de la cuestión. Sobre las instituciones del reino: LACARRA, J. M., Estructura político-administrativa de Navarra antes de la ley Paccionada. «Príncipe de Viana» 92-93, Pamplona, 1963; BURGO, Jaime I. del, Origen y fundamento del Régimen Foral de Navarra. Pamplona, 1968; SALCEDO IZU, Atribuciones de la Diputación de Navarra. Pamplona, 1974; GARRÁN Y MOSO, El sistema foral de Navarra y Vascongadas. Pamplona, 1935. Sociedad y economía: TORRE, Joseba de la (dir.), Navarra siglo XIX, cien años de historia. Pamplona, 1994; —Lucha antifeudal y conflictos de clases en Navarra (1808/1820). Bilbao, 1992; LECEA YÁBAR, «Problemas sociales y económicos de Navarra a finales del siglo XVIII y comienzos del XIX», en Príncipe de Viana, 150-151, Pamplona, 1978. Demografía: BIELZA DE ORY, Vicente, Tierra Estella, estudio geográfico. Pamplona, 1972; ERDOZAIN, Pilar, Propiedad, familia y trabajo en la Navarra contemporánea, Pamplona, 1999; ERDOZAIN, Pilar y Fernando MIKELARENA, «La demografía de Estella y su Merindad entre 1786 y 1930», en Príncipe de Viana, año LI, nº 190, Pamplona, 1990; FLORISTÁN IMÍZCOZ, Alfredo, La Merindad de Estella en la Edad Moderna: los hombres y la tierra. Pamplona, 1982. Guerra de la Independencia: OLÓRIZ, Hermilio de, Navarra en la guerra de la Independencia. Pamplona, 1910; MIRANDA RUBIO, Francisco, «Colaboración del clero navarro con los franceses durante la guerra de la Independencia», en Príncipe de Viana, año LXII, nº 224. Pamplona, Príncipe de Viana, 2001;  ―La guerra de la Independencia en Navarra. La acción del Estado. Pamplona, 1977; ERCE EGUARAS, Juan L., Navarra bajo Napoleón. El caso de Estella. Tafalla, 2005.











.











� Actas de las Cortes de Navarra (1530/1829), tomos 17 y 18 (1817-1818) (Fortún Pérez de Ciriza  L. J., dir.). Pamplona, 1991. En estos dos volúmenes está contenida la trascripción de los libros nº. 17 y 18 de Actas de Cortes que se encuentran en el Archivo General de Navarra (AGN). Sobre los agotes, que constituían una etnia especial localizada en el valle norteño del Baztán y que fueron despreciados y perseguidos por los navarros del mismo modo que los judíos y leprosos, existe abundante bibliografía al respecto. Por ejemplo, consultar AGUIRRE DELACROIX, María del Carmen, Los Agotes. Pamplona, 1977 o ANTOLINI, Paola, Los Agotes. Historia de una exclusión. Madrid, 1989.


� MINA APAT, María Cruz, Fueros y revolución liberal en Navarra, crisis del Antiguo Régimen en Navarra (1808-1841). Madrid, 1981. Escribe a modo de conclusión de la obra legislativa de las Cortes: «Libertad de industria, libertad de comercio, libre concurrencia, libertad de contratación, derecho sagrado de propiedad privada, interés individual…La clase dominante navarra apostaba por el Liberalismo», p. 85.  


� RODRÍGUEZ GARRAZA, Rodrigo, Navarra de Reino a Provincia (1828-1841). Pamplona, 1968, pp. 43-53, su aportación principal se reseña bajo el epígrafe «Legislatura 1817-1818».  


� RÍO ALDAZ, Ramón del, Las últimas Cortes de Navarra (1828-1829). San Sebastián, 1985, pp. 179-185. El primer apartado mencionado lleva por título «El planteamiento del traslado de las aduanas en las Cortes de 1817-18: El problema de las guías y el contrabando» y está inserto dentro del capítulo III, pp. 179-185; los datos económicos los toma de YANGUAS Y MIRANDA, J., Diccionario de Antigüedades del Reino de Navarra (1840). Pamplona, 1964 (3 vols.); —Diccionario de los fueros y leyes de Navarra (1828). Respecto al caso del representante de Arguedas, que enviaba diversos mensajes informativos a Madrid sobre el debate del traslado de las aduanas, hecho conocido a través de la carta dirigida a Ramón María de Lleorgart (12 de junio de 1818), ver: HUICI GOÑI, M. P., Op. Cit., p. 233, nº 186, donde viene recogido este comentario sobre el caso: «…Según nuestro pestífero formulario interior (…) y como todos los subalternos síndicos, secretario, tesorero y hasta los Porteros están corrompidos y son antiaduanistas…». Los autos de Actas de Cortes,  Op. Cit., p. 551, relativos al traslado de aduanas también mencionan el caso, que a su vez se abordará con detalle en este trabajo en el capítulo referido a las Cortes y en su apartado correspondiente. 


� LABORIE ERROZ, María C. «Navarra ante el constitucionalismo gaditano», en Príncipe de Viana, núms. 112-113 y 114-115, pp. 60 y 61. 


� SUÁREZ, Federico. «Estudio preliminar». Documentos del reinado de Fernando VII. IV. Martín de Garay y la reforma de la Hacienda (1817) (Vol. I). Pamplona, 1967, p.83. Sobre Martín Garay escribe Pérez Galdós: «…que más que un hombre era una escuela, pues trajo al Ministerio todo un plan e idea completa para reformar la Hacienda pública, tarea equivalente a beberse el mar, o a ponerse por montera el Moncayo…; pero todos los hombres de mi tiempo, desde el Rey y los ministros y el clero hasta el último zascandil se pusieron en su contra…» PÉREZ GALDÓS, B., Episodios Nacionales (segunda serie, 13, p. 30). También en Actas de las Cortes, Op. Cit., p. 12, aparece un reseña a lo mencionado sobre Garay.   


10 Todo sobre la ley 112 relativa al establecimiento del donativo en  Cuadernos de las Cortes del Reino de Navarra. Pamplona, 1964, (v. II) pp.  382-399.		


� PINTOS VIEITES, María del Carmen, La política de Fernando VII entre 1814 y 1820. Pamplona 1958.


� ARTOLA, M., La Burguesía revolucionaria…, p. 47-49.


� De modo similar, se ha puesto atención a las informaciones extraídas por otros autores del Archivo Municipal de Pamplona, concretamente para analizar con detalle las actividades de su Ayuntamiento tras la proclama militar de 1820. En este hecho concreto que dio final al Sexenio, similares noticias son repetidas por los diferentes investigadores, ya que todas provienen de la misma fuente: las Actas de Sesiones y de los manifiestos efectuados por el consistorio de la ciudad. En base a ello, se ha juzgado suficiente el análisis de estos datos bibliográficos, quedando para una próxima y posible investigación un examen documental profundo que se enmarcaría dentro del Trienio Constitucional.


� AGN, Reino, Actas de Cortes, L 17 (1817-1818) y L 18 (1818);  Idem, sección de Cortes, documentación general, lg. 11, cs. 26-29, 33 y 36; Idem, Actas de la Diputación, T. XXX  (28-5-1814/20-12-1816) y T. XXXI (17-8-1810/16-3-1820); Instrucción general que deja este Ilustrísimo Reyno de Navarra á su Diputacion, en las Cortes de la Ciudad de Pamplona. Años de 1817 y 1818, Idem, sección de Cortes, lg. 11, c.55.


� Sobre la publicación de las leyes, la primera edición apareció con el título Cuadernos de las leyes y Agravios Reparados á suplicacion de los Tres Estados del Reino de Navarra. Pamplona, 1819. Después se reeditaron bajo la denominación Cuadernos de las Cortes del Reino de Navarra (2 vols.). Pamplona, 1964, vol. II, pp. 406-408.


� AME, Actas Sesiones, Ls; 93 (4-11-1808/27-5-1811), 95 (28-5-1811/12-10-1812), 99 (6-10-1812/17-7-1814), 101 (1814/1815), 103 (1815/1817), 105 (1818/1819), 106 (1819/1820), 107 (1820/1821); Idem, Catastro, L 0104 (1817/1818).


� ESPOZ Y MINA, Francisco, Memorias, Madrid, 1962 (2 vol.); GIRÓN, Pedro. A., Marqués de las Amarillas, Recuerdos (1778/1837) (vol. II). Pamplona, 1979; Memorias de d. Joaquín Ignacio Mencos, conde de Guendulain, 1799-1882. Pamplona, 1952. La biografía de IRIBARREN, José María, Espoz y Mina el Guerrillero, 2 vol., Madrid, 1965, es una de las únicas que existen que tengan cierto grado de madurez, pero tampoco quizá pueda ser tomada como una fuente del todo fiable por carecer de rigor metodológico.








� Francisco Javier Elío y Olóndriz (1767/1822), general español natural de Pamplona que destacó en la defensa de Orán y Ceuta, y en la campaña del Rosellón de la guerra de la Convención (1974). Fue virrey del Río de la Plata (1810), y capitán general de Cataluña y de Valencia. En la capital del Turia, una vez restablecida la Constitución (1822), sería ajusticiado mediante el garrote. Habría aceptado su muerte con entereza, muriendo con dignidad. Se puede consultar la obra de MINGUEZ Y ALBORS, El general Elío y su tiempo. Valencia, 1922-23, 2 vol.


� En TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…Bilbao, 1992, p. 28: «En síntesis, la historiografía foralista y neoforalista consideran que Navarra fue hostil al proceso abierto por la constitución». El autor menciona que MINA APAT, M., Op. Cit., pp. 67-68 y RÍO, R. del, Op. Cit., pp. 11-15 recogen opiniones semejantes. En la línea contraria cita a BURGO, J. I. del, Op. Cit., cap. III, pp. 87-89 y GAMBRA, Rafael, La primera guerra civil en España (1821-1823). Madrid, 1950, p. 57; Una Real Cédula declaró «nulas todas las redenciones de censos hechas durante el gobierno intruso, en vales o cualquiera otra especie de papel» (3-8-1818). En AGN. Reino, sección de legislación, lg. 23, c. 44; Idem, Actas Diputación, L 31/ 49 r.


� Habían sido elegidos como diputados nacionales «Veremundo Arias Texeiro, obispo de Pamplona, el general Carlos Areízaga, Alexandro Dolarrea, y como suplente José Lombardo». Fuente AGN, sección de Cortes, lg. 11, cs. 22 y 24, en MINA APAT, M., Op. Cit., pp. 128-137, donde analiza las «Elecciones Generales de 1813» y otros datos de interés sobre el periodo constitucional.


� Respecto al primer periodo constitucional en Navarra, TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…. Bilbao, 1992, pp. 28-33: «Y con la misma naturalidad actuaron en las convocatorias para elegir los diputados a Cortes, los miembros de la diputación y el nombramiento de ayuntamientos constitucionales ―donde hubo tiempo a realizarlos—, transcurriendo con relativa normalidad si lo comparamos con otros puntos de España.» El autor recoge testimonios de la proclama en diferentes municipios; sobre la elección de los diputados a Cortes, los miembros de la Diputación constitucional y los ayuntamientos, pp.36-39. Es uno de los pocos autores que ha estudiado en profundidad las repercusiones de estos cambios en la sociedad navarra. El autor cita también las siguientes fuentes: AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 22; ARTOLA, R., La España de Fernando VII. Madrid, 1978, pp. 510-511; y FONTANA, J. La crisis del Antiguo Régimen (1808-1833). Barcelona, 1983, p.109. 


� En relación con la guerra pueden consultar las mencionadas obras para el periodo: OLÓRIZ, H., Op. Cit., pp. 278-285; MIRANDA RUBIO, F., Op. Cit.; ERCE EGUARAS, J., Op. Cit. Sobre la rebaja de la Diputación; AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/ 85 r.


� Parte de la documentación utilizada para abordar estos aspectos procede del AGN, Reino, sección de estadística lgs. 17 a 42; Idem, Actas Diputación, L 30/83 v; también se han consultado del AME, L 0104,  Catastro (1817/1818) y otros documentos que aparecen en el listado de fuentes documentales.  


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/249; Idem, 280 v, Real Orden. 


� Ver Anexo Nº V: «Catastro y censo de Estella», donde aparece el resultado sobre un informe pedido por las Cortes de 1817-18 sobre la riqueza territorial de la merindad de Estella, dentro de la línea de actuación para confeccionar datos estadísticos que adecuasen la realidad económica a la nueva fiscalidad periódica y proporcional entre todas las regiones de España, como proponía la reforma de Garay. Según este informe, había en 1818 en Estella: 6 molinos, 3 trujales, que rentaban anualmente 6.660 reales; 14 aguardenterías, con 7.000 reales de renta; 9 adoverías,  5.400 reales…; 7 lavaderos de lana, 7.400 reales…; 7 industrias de vasija diversa, 7.000 reales…; 5 talleres de paños variados, 35.000 reales…; y 3 batanes, 3.000 reales… En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/244 v-245, aparece la solicitud de Tomás García, vecino de Pamplona, para instalar un alambique que produjese aguardiente (16-2-1816). Destaca en su testimonio: «En la actualidad se fabrica muy poco aguardiente, porque no tiene salida, debiendo atribuirse esto a su mala calidad proveniente de su mal color y gusto requemado…». El Rey le concedía el permiso (4-3-1816) por ser beneficioso «el que se generalice el uso de un descubrimiento tan importante y ventajoso para un suelo tan feraz en la producción de vinos», Idem, 248 v-249 r. Datos económicos extraídos también de TORRE, J, de la (coord.), Navarra cien años…Siglo XIX. Pamplona, 1994, pp. 111-112 y p. 286.


� Por merindades la riqueza quedaría de este modo: a la de Pamplona le corresponderían 28.344.413 reales, entre 14.946 familias, con un saldo familiar de 1.896 reales; a la de Estella 22.385.897 reales, entre 10.954, arroja una renta por fuego de 2.043 reales; Tudela y su merindad producían 11.771.402 reales, entre 6.724 familias, 1.750 reales; la de Sangüesa 14.653.364 reales , existían 7.089 hogares, que percibían una media de 2.067 reales; y por último la de Olite producía 12.651.679 reales, entre 6.467 hogares, que da una media de 1.956 reales. Todas las cifras aparecen en reales vellón, cuyo valor era la mitad de un real fuerte y la cuarta parte de una peseta, moneda esta última que ya fue utilizada durante la guerra de la Independencia. En YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit. (vol. 1), pp. 305-316. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, traslado de prisioneros, 14 r; Reclamaciones de los comisionados del Crédito Público para recuperar documentación, «mesas y demás efectos pertenecientes al Gobierno Intruso y su oficina de Bienes nacionales», 19 r y 25 r; Una de las demandas más relevantes (20-7-1815) estaba encaminada a equipar la oficina de Contaduría, 169; Lerín, 158 v; Instrucción a la Diputación (nº 102), Idem., L 31/ 16 r. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/27 r; sobre los combatientes en la guerra, el Pontífice romano les absolvería de las «censuras, y del impedimento de irregularidad», 234 r. (19-1-1816); en relación con los empréstitos, todavía en noviembre de 1818 se debatiría en las sesiones de la Diputación sobre uno que habían exigido los franceses en 1811, Idem., L 31/51 v-52 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30. En fs. 154 r-155 r aparece una buena exposición sobre las actuaciones de Ormaechea. Los diputados reseñaban «el genio inquieto y orgulloso de dicho contador», empeñado en ir contra las leyes del reino y cuya supuesta cabezonería hizo que no obedeciese ni las Reales Órdenes.


� AGN. Reino, sección guerra, lg. 19, c. 36; Navarra está dividida según la orografía en zona Norte o valles de montaña, zona Media o somontanos y Ribera o zona Sur. En los ejemplos expuestos se detalla la localización geográfica, con el fin de mostrar que los suministros habían afectado a todo el territorio navarro.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/91 v, 92 r, 136-137; lo relativo a Estella también en AME, Actas Sesiones, L 99 (6-10-1812/17-7-1814). Son constantes las citas a suministros, por lo que no se citan los folios concretos, sino que todo el periodo estuvo marcado por las exigencias militares.


�AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, suministros, 136-137, 175 v; sobre Echalecu, 231; quejas de los responsables de la oficina de Totalización y de la Diputación, otros trámites, 255 v, 284, 300 v; «Real Orden sobre las liquidaciones de los suministros hechos en la última guerra a las Tropas Inglesas», 247; sueldos de los empleados, bagajes, Idem., L 31/75 r; Badostáin, 78 v; Real Orden sobre gestores de caudales de la guerra, 112 r; Juan Bonada, 147 r; intendente de Aragón, 157 r, el virrey alarga el plazo hasta el mes de noviembre de 1819, 161 r; entrega en la Intendencia de Aragón, 170 r, 171 v, 172 r; 175 r.


� El enunciado completo del informe es «Estado de los suministros hechos por la Ciudad de Estella á los Ejercitos españoles, aliados y franceses, suplimientos, exacciones violentas, perjuicios, servicio de gente voluntaria de Navarra, los que existen en el dia, los que fallecieron y los que fueron deportados á Francia desde el principio de la guerra de la independencia hasta su conclusion». AGN. Reino, sección guerra, lg. 19, c. 45. Se reproduce en ANEXO I; Otra fuente: AME, Actas Sesiones, L 101, fs. 111 r-117, donde el Regimiento de Estella se quejaba a la Corona: «como los gastos eran inmensos se acabó en breve con todos sus fondos…»


� Los datos sobre el coste económico para Navarra en OLÓRIZ, H., Op. Cit., pp. pp. 278-285 y MIRANDA RUBIO, F., Op. Cit., pp. 295-298. El robo equivalía a unos 20 kg., dependiendo de la materia que se tratase. Era, por lo tanto, una medida de capacidad y el almud era su 16ª parte.


� Antes de tomar el mando de la División, Espoz y Mina estaba al frente del 1º batallón de infantería, que luego dirigió Cruchaga. Barrena mandaba el 2º, los hermanos Górriz el 3º, el 4º Asura, el 5º (que había sido 1º de Álava) Fernández, De Pablo el 6º (1º de Aragón), Oro el 7º (2º de Aragón), Esaudi el 8º (3º de Aragón) y el 9º (2º de Álava) no había tenido comandante fijo. Cada batallón llegó a contar con unos 1.000 hombres bien disciplinados. Cada soldado recibía una ración diaria, que era la mitad de la de un oficial, consistente en 2 libras de carne, 4 de pan y 1 pinta de vino. Su sueldo era la tercera parte de lo que se cobraba en el Ejército regular: 1 real diario. ESPOZ Y MINA, F, Memorias…, Op. Cit., (v. I) pp. 200, 201, 204, 205. Ver también TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, p. 45.


� Ver PAYNE, S., Op. Cit., pp. 12-13.


� Sobre el golpe de Porlier en Galicia, una Real Orden (26-9-1815) ordenaba secuestrar todos los ejemplares de su proclama, etc. AHN, sección de Diversos Reales, lg. 2412, cédulas; Idem, sección de Estado, lg. 5220, exp. 456. En este último se puede comprobar la repercusión internacional del golpe de Porlier y cómo las potencias coaligadas estaban al tanto de todo lo que sucedía en Europa, ya que Pedro Gómez Labrador escribía desde París al ministro de Estado, Pedro Cevallos, narrándole las impresiones que allí se tenía de España y otros detalles de interés (6-10-1815).


� El Real Decreto de 17 de junio estableció «el restablecimiento de las pruebas de nobleza para los cadetes de artillería…, creando con ello una típica tensión entre los militares de carrera y los procedentes de la guerra.» En ARTOLA, M., La España de Fernando VII…, p. 552; Galdós describe en las primeras páginas de La Segunda Casaca todos los pronunciamientos con detalle, llegando a contabilizar trece pronunciamientos o conspiraciones, y aún añade: «La 14 se verá más adelante». Sobre la Marina nos informa de su situación lamentable y de la compra de barcos rusos con dinero inglés durante el Sexenio, negocio que resultaría catastrófico, ya que los buques se encontraban en condiciones lamentables. No deja de citar la impaciencia del Rey por cerrar el trato, mención que parece interesante transcribir, ya que es una supuesta muestra del desgobierno existente y de la ineficacia en la gestión administrativa: «El tratado secreto que se hizo para comprarlos, firmélo yo como secretario íntimo; pero fue el Rey quien lo hizo. Era tal su impaciencia por cerrar el trato de una vez, que estaba fuera de sí. Yo quise ir con tiento, yo quise establecer alguna garantía; pero, amigo Pipaón, si vieras cómo estaba, cómo se puso ese hombre… Parecía sediento, ávido, apréciale que si no se compraban pronto los barcos, se iban a convertir en humo las 500.000 libras [50 millones de reales] de los ingleses.» PÉREZ GALDÓS, B., La Segunda Casaca. Episodios Nacionales, segunda serie, nº 13. Madrid, 2003, pp. 8-10, p. 29 y pp. 75-77, respectivamente. 


� La fuente que asegura que Espoz fusiló la constitución proviene de NOGUÉS, Romualdo, Aventuras y desventuras de un soldado viejo natural de Borja. Madrid, 1896. Después ha sido repetido por Olóriz, Iribarren, del Burgo, etc., por casi todos los historiadores navarros que han investigado el periodo. Sin embargo, el único testimonio es el mencionado y su validez documental es más que cuestionable. 


� Espoz había nombrado jueces del Tribunal de la División a Manuel Arbizu, presidente; Crisanto Arteaga, abogado; y Fermín Sanz y López, fiscal. La jurisdicción sobre el Alto Aragón desapareció cuando se pudo restablecer la Audiencia en Zaragoza. Espoz informó a la Regencia de la creación del tribunal y, aunque no obtuvo aprobación oficial, sí la habría recibido de forma «tácita». «Al establecimiento del tribunal civil se siguió la reunión del eclesiástico en el cuartel general de la división.»  ESPOZ Y MINA, F., Op. Cit., p. 207; AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/34. 


� El virrey dirigió a Espoz esta misiva (5-9-1814): «Aunque no se me ha comunicado de oficio la noticia de la paz entre España y Francia, he visto por la Gaceta del Gobierno haberse publicado en Madrid, y deseando con este motivo dar a los pueblos de este reino algún alivio en lo mucho que padecen con los suministros a las tropas, he dispuesto que por el término de tres meses se dé licencia a la mitad de la división del mando de V. S. y guarnición de esta plaza, si voluntariamente quisiesen usar de ella, a fin de que pasen a sus casas o donde más les convenga, no siendo fuera de Navarra; en inteligencia de que no deberán disfrutar la ración de pan, etapa y sobras durante dicho término, más sin perjuicio de percibirlas cuando regresen a sus cuerpos… » Espoz respondió de forma negativa al virrey: «Que si las fuerzas que mandaba no conservasen sus cantones de orden de S. M., comunicada por el general en jefe del cuarto ejército, y no formasen una parte del de observación del Pirineo, y si bajo de este aspecto no dependiesen…, en las circunstancias en las que me encontraba, S. E. conocería bien me era imposible adoptar la medida indicada…»; Del intento de asalto y toma de la Ciudadela de Pamplona escribía: «Mi objeto era apoderarme de la ciudadela de Pamplona, figurando fuerza, y plantar en ellas la bandera de la libertad, promoviendo la reunión de Cortes; y extender comunicaciones inmediatamente a todas las provincias del reino para obtener de ellas la correspondiente cooperación al propio fin». Tras el fracaso, decidió huir en compañía de Gurrea, su secretario Boira, un vecino de Pamplona llamado Juan José Villanueva, su asistente Luis Gastón y varios oficiales de la División, pisando suelo francés el 4 de octubre de 1814. En ESPOZ Y MINA F., Op. Cit., (t. 1) pp. 197-199; Sobre la gratificación de Teresa Ilundáin, AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/85 v-86 r, 135 v.


� Observaciones extraídas de TORRE, Joseba de la, Lucha antifeudal…, (―relación dada a la diputación por la oficialidad del 1º regimiento de voluntarios sobre las ocurrencias del 25 y 26 de setiembre, el 12 de octubre de 1814—, AGN, Guerra, lg. 17, c. 50), pp. 65-80. Sobre las tropas licenciadas escribe: «de los 835 miembros que componían el 9º regimiento a finales de setiembre de 1814 —de los que habían desertado 57 entre julio y agosto― 375 fueron licenciados, mientras que 207 abandonaron la División en las semanas siguientes…, los demás fueron destinados a Teruel…», pp. 73-74. Para defender la tesis del grupo liberal se apoya en las Memorias…del conde de Guendulain 1799-1882, quien habla del confinamiento del poeta liberal Manuel José Quintana, que era visitado por algún miembro de la familia del conde, p. 41-42; y en LLUCH, E. y otros, «en torno a una familia liberal pamplonesa del siglo XVIII: los Vidarte», Príncipe de Viana, Anejo 4. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, la Diputación envió a los diputados Escudero y Azcona a entrevistarse con el virrey, quienes debían presentarle un escrito que se había preparado. No solo Félix Sarasa estaba interesado en el indulto de Espoz, sino que el eclesiástico Pedro Garbisu fue quien intermedió entre Sarasa y el obispo de Pamplona, f. 55. Figura también la respuesta de Pamplona, Corella, Estella, Cascante y Los Arcos, 55-56; en Idem., L 31/145 v-146 r: «Tomos manuscrito e impreso de la historia de sucesos militares de la División de Navarra...»; Idem, L 30, cita a la proclama de Espoz contra la deserción, f. 36 v; licenciamiento forzoso de voluntarios, 45 v. y 46 v; comunicados de Álava sobre el Regimiento de Fernández, 48; retardo en licenciamientos, 263 v; ver también ESPOZ Y MINA, Op. Cit., t. 1, 195 y ss; y TORRE, Joseba de la, Lucha antifeudal…, pp. 60-61 y pp. 63-65.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, 65 v; El teniente coronel Benito Irigoyen, comandante interino del primer Batallón de la División de Navarra fue el artífice de la lista de oficiales, 66 r; El vecino de Burguete, José Gurpide, suplicaba a la Diputación (5-11-1814) que se le absolviese de pagar una deuda de 6.000 reales, por «haber sido pagador de una de las compañías de paisanos armados.» Los diputados desestimaron la súplica y le instaron a que pagase 1.000 reales al año, 67 v; Fermín García, comisionado de bagajes y escribano real, informaba (7-11-1814) de «los perjuicios que experimentaban los Bagajeros que conducen la pólvora», 68; La villa de Funes argumentaba haber contribuido sobremanera al mantenimiento del hospital militar del segundo Regimiento de la División, por lo que pedía se le exonerase en el futuro de otras contribuciones. La Diputación contestaría no tener competencias, 75 v; Villafranca protestaba por «las raciones con que diariamente contribuye a un destacamento de caballería Usares de Navarra», 83 v; En relación con los símbolos de los cuerpos disueltos 225 r, 227 v, 228 r.


� Reclamaciones al Gobierno francés: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/31, 44 v; Pablo Foronda recibió por las gestiones en París 175 francos y 3.000 reales, 133 v.


� En Pamplona las celebraciones fueron promovidas por los militares y secundadas por el Ayuntamiento y el Cabildo. EN LABORIE ERROZ, M. Op. Cit. pp. 55-57, entresacado del Manifiesto de los Militares en que se hace relación de las funciones públicas en obsequio de Fernando VII. Pamplona, p.5; En Estella, el día 8 de mayo se ofició misa solemne en la iglesia de San Pedro de la Rúa, con motivo de acción de gracias por el retorno del Rey. La prédica corrió a cargo del vicario de la iglesia de San Juan Bautista, sacerdote que no ahorraría elogios al Monarca y a su prodigioso retorno. Un historiador navarro recoge la frase final del sermón: «Un príncipe cuya vida, cuya conservación y cuyo restablecimiento al trono es un portento que todos admiramos y ninguno entendemos». BURGO, Jaime I. del, Historia General de Navarra. Desde los orígenes hasta nuestros días, T.III. Madrid, 1992, p. 480-482.  


� Sobre el régimen constitucional y su incidencia en la población, la mención se refiere a TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 27-33; AGN. Reino, sección de fueros y privilegios, lg. 5, c., 57: las Cortes constitucionales habían incorporado al Estado los señoríos jurisdiccionales, abolieron las prestaciones personales y reales que procediesen de  título jurisdiccional, exceptuando las procedentes de contratos libres, suprimiendo también los privilegios originados de señoríos (6-8-1811). Fernando VII restituía después estos derechos de origen feudal al estamento nobiliario (Real Cédula, 15-9-1814); Sobre las celebraciones a la vuelta del Monarca y su rehabilitación en el Trono: AHML, P. XI, 7.


�AGN. Reino, sección Diputación, lg. 3, c. 9 (19-2-1814).


� LABORÍE ERROZ, M. Op. Cit., pp. 53-55; ver también TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 36-47, donde realiza una buena exposición de las actividades de la administración de Navarra (jefe político, Diputación, ayuntamientos, etc.) durante el periodo constitucional. En Idem., p. 56 aparece el gravamen decretado por Roselló de 1.505.538 reales de vellón, que debía repartirse del siguiente modo: merindad de Pamplona 567.123, Estella 306.466, Sangüesa 273.788, Tudela 192.269, Olite 165.892. El autor añade el siguiente comentario: «La dificultades para recaudar el millón y medio mostrarían que la vuelta al absolutismo no excitó a los campesinos a pagarlo, pues ya el 12 de junio se envió un comisionado “con un sargento y veinticinco soldados”… Tres meses después únicamente se había cubierto el 25 % de la contribución. Entresacado de: AGN, Gobierno Francés, Reino, lg. 24, nº 5», p. 57.


�  La obra de referencia para Navarra es: DIZ-LOIS, M. C., El Manifiesto de 1814. Pamplona, 1967, p. 107. Sobre los diputados navarros a Cortes constitucionales y la abolición liberal ver OLAVE, Serafín, El Pacto Político…, de la Soberanía Independiente de Navarra, Madrid, 1878, pp. 158-159: «al abolirse, en 1814, la Constitución de 1812, revivió en Navarra su especial sistema representativo, celebrando Córtes en 1817… »; El Rey dictaminaría después (16-6-1815) que las dietas que habían recibido debían ser reintegradas a la Real Hacienda. En Navarra, una vez más se haría por reparto entre los vecinos de las poblaciones con derecho a asiento en Cortes por el brazo de las universidades. Los navarros había abonado a los representantes nacionales 16.533 reales de vellón. De esta partida, 9.933 reales se habían entregado a Alejandro Dolarrea, mientras que 6.600 había recibido Manuel José Lombardo. Los diputados del reino replicarían (18-7-1815) que la cantidad sería abonada a la Hacienda estatal de los ingresos dimanados del arriendo del expediente del tabaco. AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/165-166; Ver también PINTOS VIEITES, M., Op. Cit., pp. 15-105, quien defiende la aceptación del absolutismo por parte de la población y la falta del empleo de violencia.


 


� Los hermanos Elío habrían entregado al Rey las misivas ocho días antes de la conformación extraoficial de la Diputación del reino «legítima », el 28 de mayo, durante la audiencia que tuvieron con Fernando VII para solicitarle la restitución del régimen foral. Elío habría comunicado al Rey que en Navarra «son los tres Estados, congregados que debían ser al efecto en Cortes generales, en quienes con su soberano (que es y será siempre V. M.) residen únicamente las facultades para variar, añadir o aclarar el precioso tesoro de sus instituciones fundamentales». En BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del…,  p. 91.


� AGN. Reino, legislación general, lg. 22, c. 33.


� En Navarra se había instaurado la Diputación provincial después de entrar las tropas coaligadas (finales de 1813). Después se designó el jefe político constitucional, quien en noviembre de ese año determinó la entrada en funcionamiento de la Audiencia Territorial, tal y como estipulaba la Carta de Cádiz de 1812. Habían formado parte de la Diputación provincial o constitucional: Joaquín Javier de Uriz (prior de la Real Colegiata de Roncesvalles), Joaquín Elío Olóndriz (hermano de Javier Elío), José María Navascués, Julián Ormaechea, Vicente Carasusan, Pablo de Ujué (prior de Larraga) y el licenciado Felipe Martínez de Morentin. De éste último, que era de Estella, sabemos que se perdió su rastro cuando se disolvió esta Diputación tras el restablecimiento absolutista (16 de mayo de 1814), lo que era debido a que «era el único diputado liberal…―militante activo durante el Trienio, en que llegó a ser secuestrado por una partida ultra, a finales de 1822, se negó a pagar el rescate hasta que los liberales lo rescataron (R. del Río, 1987, p.269)—, había sido nombrado magistrado de la Audiencia Territorial en noviembre de 1813…» En TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 38, 47 y 48. 


� Una vez conocidos los Decretos por las autoridades de Estella, determinaron los ediles hacer públicos sus contenidos por la ciudad. Además serían comunicados a toda la merindad, mediante el reparto de los boletines en 19 pueblos. A su vez, los representantes de éstos habrían de hacerlo a los 8 restantes, a causa de la escasez de ejemplares. Debía darse debido cumplimiento además al oficio de las rogativas, etc. AME., Actas Sesiones,  L 99, fs 364 bis y 366.


� Los 10 ejemplares de los edictos fueron enviados por el Ayuntamiento estellés a 5 pueblos de la merindad nada más, a causa según alegan las autoridades locales de no haberse recibido el suficiente número de ejemplares. En Estella fueron publicadas las órdenes «con boz de clarín» en los lugares de interés público. Los miembros del consistorio declararon por último dar respuesta a Francisco Espoz, para comunicarle haber dado cumplimiento de cuanto en el envío de disponía. Fuente: AME, Actas Sesiones, L 99, fs 359-360 bis.


� La Audiencia era el alto tribunal de Justicia, que con frecuencia era presidido por los Reyes. Se convirtió en el cuerpo judicial supremo. Después fueron instituidas audiencias menores por los Reyes Católicos en distintos lugares a principios del siglo XVI, tanto del territorio español como de América, a fin de recortar los privilegios nobiliarios de los señores feudales en materia de derecho. En el siglo XVIII se instauraron en Aragón, con los Decretos de Nueva Planta (1707/1716) establecidos durante y después de la guerra de Sucesión (1702/1713) por el primer monarca Borbón de España, Felipe V de Anjou. En 1717 se crearían nuevas audiencias en Asturias, Galicia, Extremadura y Sevilla, con el fin de continuar con el proceso centralizador de la Monarquía borbónica. En 1808, bajo el reinado de Carlos IV, se fusionaran con las Chancillerías, bajo la supervisión del capitán general a quien correspondiese su jurisdicción. Las Intendencias eran instituciones creadas por Felipe V en el siglo XVIII para gobierno de las provincias y para garantizar su representación. Tuvieron también su origen durante la guerra de Sucesión y fueron instaurados por las mismas motivaciones de control absolutista que los Decretos de Nueva Planta. Abarcaban funciones de hacienda, guerra, policía y justicia. Eran de total confianza del Monarca y debían residir en la capital de provincia bajo su control. La institución era de origen francés.


� «El 24 de mayo se suprimieron los ayuntamientos constitucionales, indicando que “continuen en ellos los sugetos de quienes actualmente se componen sin perjuicio de proceder desde luego contra los que resulten criminales”, y ordenando que “sus individuos no puedan ejercer otras funciones que las que les competían y podían ejercer en el año 1808” y que “se borren de los libros de ayuntamiento las actas de elecciones constitucionales.» En AMP, Actas del Ayuntamiento, lib. 72, 1º ―cédula del 25 de junio de 1814—; ARTOLA, M. (La España de Fernando VII. Madrid, 1978, p. 543); y TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, p. 56; También en AGN. Reino, sección Diputación, lg. 3, c. 9, (16-5-1814); Idem, Actas Diputación, L.30/ 13 v.


� Aparece documentado el protocolo constitucional en Estella a partir de septiembre de 1813: «En la ciudad de Estella casa de su regimiento y sala de la consulta viernes a primero de Octubre de mil ochocientos, y trece: La ciudad constitucional tuvo su consulta ordinaria en la forma acostumbrada presentes los señores…» AME, Actas Sesiones, L 99, f. 228 bis.


� Todo sobre el Ayuntamiento de Estella en: AME, Actas Sesiones, L 101, fols 21 bis-25.


� AME, Actas Sesiones, L 101, fols. 26 a 49.


� El comunicado de la Ciudad de Tudela en AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/38 v y 39 r.


� En Estella, por ejemplo, se reunían las diferentes autoridades del gremio de fabricantes de lanas en la capilla que era conocida con el nombre de San Jorge, situada dentro del cementerio de la iglesia de San Miguel, bajo la atenta mirada del prior del ramo y con presencia del escribano real infrascrito. El gremio estaba conformado de dos veedores o inspectores, cuatro diputados y dos mayordomos, amén de los maestros del oficio. Los cargos eran designados por sus antecesores y entrarían en vigor para un año, a partir del 2 de julio de 1814. En AME, L 170, Nombramientos de cargos gremio fabricantes de lanas (no está numerado por folios el libro).


� La conformación de la Diputación del reino en AGN, Reino, Actas Diputación, L. 30, 1 y ss,. Los diputados que habían constituido la diputación tras las Cortes de Olite de 1801, la denominada «legítima», eran: los mencionados Miguel Escudero y Miguel Valanza, por el estamento militar, Joaquín Bayona, abad del monasterio de la Oliva, por el estamento eclesiástico, Carlos Amatria y Díaz del Río, del brazo de las universidades y Antonio Sarasa por la ciudad de Pamplona. El síndico Felipe Baráibar pasaría después a formar parte del tribunal de la Real Corte (4-1816); El 28 de mayo de 1814 se decidía restablecer la Diputación del reino, institución que recibía los poderes de la Diputación provincial y del jefe político, al darse por sentado en Navarra que la abolición de 4 de mayo así lo requería. Abad del monasterio de la Oliva, 274 v; Ver también: BURGO J. I. del, Origen y fundamento del régimen foral...., p. 91; LABORIE ERROZ, M. Op. Cit., pp. 57-59; y TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, p. 55, quien califica a Miguel Escudero de «epiléptico…».  


 





� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/4 v; Gobierno de España, Consejo del Reino, Alejandro Dolarrea.


� Idem, L 30/39, 85 r; sobre el traslado de aduanas, 83 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L. 30/46 r. Sobre la villa de Lezo ver 43 r.; Idem, legislación, lg. 22, c. 34; En URZAINQUI, T. y OLAIZOLA, J. M. de, La Navarra Marítima. Pamplona, 1998, p. 298: «Nuevamente, el 6 de septiembre del año 1805, la diputación del Reino de Navarra solicitó del rey la reintegración a Navarra de las ciudades de Irún y Hondarribia [Fuenterrabía], manifestando la importancia que tenía pare Navarra la posesión de un puerto de mar, puerto que antaño le perteneció. El rey accedió por Real Orden de 26 de septiembre del mismo año. El 10 de octubre siguiente, D. Miguel Escudero, representante de Navarra, tomó posesión de Hondarribia e Irún. La Diputación de Guipúzkoa envió a Carlos IV diversas representaciones protestando contra la reincorporación, que no fueron atendidas por el rey, quien ratificó la orden el 26 de septiembre. Guipúzkoa siguió intentando recuperar dichos territorios hasta que el 18 de agosto de 1814 el virrey de España en Navarra, conde de Ezpeleta, comunicaba a la Diputación de Navarra la decisión de Fernando VII de entregar los territorios a Guipúzkoa, hecho que tuvo lugar poco después.» 


� AGN, Reino, Actas Diputación, L. 30, representaciones al Rey sobre el Ejército español, fs. 2 v-3 r, 16 v-17 v; Manuel Ormaechea había sido contador de las Tablas Reales hasta la invasión francesa, siendo restituido por la Regencia del reino (2-1814), 3 v, 11 r-12 r; En ARTOLA, M., La España de Fernando VII…, p. 546, sobre la rehabilitación de la figura de los intendentes y subdelegados de rentas, que se había producido el 15 de junio de 1814. 


� En AGN, Reino, Acta Diputación L30/1-50, que corresponde al inicio del libro de sesiones de la recién inaugurada Diputación del reino (28-5-1814), se encuentran citas constantes a los problemas de índole militar. Hasta tal punto es así que se puede asegurar que ocupan más de la mitad de las cuestiones abordadas por los diputados, que guardan referencia a su vez con el mantenimiento del Ejército, las dificultades para abastecerlo y las quejas constantes de los pueblos. En Idem, 5 v, se encuentran constantes referencias al ámbito castrense, desde mayo de 1814, y en concreto la que refleja la contribución exigida por Antonio Roselló, de 1,5 millones de reales vellón. También aparecen reflejados los  viajes de Juan Manuel Crespo y Antonio Sainz a la montaña y a La Ribera, a fin de cumplimentar disposiciones del comisionado de la División Galbete. El día 10 de mayo se pagaban 1.000 reales fuertes al cobrador y director del hospital militar de Irache, tal y como correspondía de la parte que debía abonar la ciudad de Estella de los primeros días del mes. Última fuente: AME, Entras y sacas, suministros tropas y santo hospital, L 0102, fs 60-63. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L. 30/6 y ss. Lo relativo a las cuentas de la provincial, 50.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/12 v-13 r, Félix Sarasa y Partidas de Seguridad. La Diputación provincial había establecido una paga de 1,5 reales de vellón diario para cada soldado, 8 para cada comandante subalterno, 10 al segundo comandante y 20 al mismo Félix Sarasa, quien puntualizaba no haber recibido nada desde el 28 de febrero de 1814.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, 35-42 y 45-52. Sobre Ezpeleta de Beire destacar que salió el veinticuatro de agosto de Madrid y llegó a Ágreda cinco días después. Los diputados Miguel Escudero y Carlos Amatria fueron a recibirle cerca de esta localidad. Del mismo modo, Tudela, Cintruénigo, Caparroso y Tafalla prepararon alojamiento para el virrey, 42 v.


� AGN. Reino, negocios de la Diputación, lg. 3, c.10. El 14 de julio de 1814, Joaquín Elío volvió a tener otra audiencia con el Rey, por encargo de la Diputación del reino. El caos administrativo era patente en Navarra, debido al vacío de poder que había quedado tras la abolición constitucional y que había sido ocupado por la autoridad militar, que no cesaba de exigir nuevas contribuciones. El 19 de junio, por ejemplo, los municipios de la merindad de Tudela habían enviado al Rey algunas protestas al respecto y las consiguientes súplicas para el restablecimiento foral; ver BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del régimen foral…, p. 91-92; Para conocer la repercusión de la Orden en la División de Navarra consultar ESPOZ Y MINA, F. Op. Cit., (t.1) pp. 190-194; mientras que en pp. 195-196 aparecen 11 artículos  de la misma; también AGN, Reino, Actas Diputación, L. 30/15 v, 45 y 46;  Sobre la toma de posesión de la plaza de virrey y la disolución del Tribunal de la Auditoría, Idem., 29 v, 34 r, 42 v, 47 r; y BURGO, J. I. del, Idem., p. 92.


� «Las sentencias a las que se aluden iban referidas a la prisión del alcalde de Estella por irregularidades en la entrega de suministros…» En TORRE, Joseba de la, Lucha antifeudal…, pp. 61-63. Sería muy interesante disponer de una monografía en el futuro que se ocupase en profundidad de las actividades de la Auditoría de Navarra y sus relaciones con los municipios, asociaciones y particulares, ya que faltan más datos para valorar las actividades del tribunal creado por Espoz.


� Lo relativo a Estella: AME, Actas Sesiones, L 99, fs 375-378; En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/ 234 r: sobre los cautivos en Francia, Fernando VII por Real Decreto les permitiría pedir limosna a partir de 1816; En Idem, 254 r, 255, figura el caso del vecino de Dicastillo, natural de Torres del Río, José Manuel Nalda, desterrado por el tribunal de la Auditoría durante 2 años a 4 leguas del pueblo, a principios de 1814. Mientras cumplía el castigo en Logroño, el corregidor de esta ciudad quiso obligarle a integrarse en el reemplazo de las «Milicias», a lo que el aludido habría replicado que se le considerase navarro y no castellano. Después de huir de Logroño, al igual que otros ciudadanos del reino que se hallaban en la misma situación, se cursó orden de captura contra él, por lo que recurriría a la Diputación en marzo de 1816 pidiendo auxilio.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L. 30, 29 v; En ERCE EGUARAS, J, Op. Cit., p. 200 y pp. 207 y 208, se pueden comprobar los pleitos mantenidos sobre el comercio del vino.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L. 30, 31 v., 32 r., 33 r., 34 y 41 v.; ver también TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 64 y 65, quien afirma que el 14 de septiembre «se abolió definitivamente el Tribunal guerrillero… Así se resolvían las quejas presentadas ante el Consejo de Castilla en el mes de julio. Restablecidas la Real Corte y el Real Consejo de Navarra con la llegada de Ezpeleta, se cesaba el tribunal militar y civil de la División de Voluntarios (Fuente: AGN, Real Consejo Libros de gobierno y administración, subsecc. III ª. ,  nº 80, fol. 80 y v.―proveido por el virrey el 19 y por el real consejo el 20 de setiembre de 1814.»)


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/53-54.


� He aquí otro testimonio: «En este tiempo, Espoz y Mina daba muestras de la misma religiosidad y patriotismo que sus paisanos y blasonaba de ser adicto a Fernando VII y enemigo de los liberales. Y para no quedarse atrás ante la actitud de los vecinos de Pamplona, procedió al fusilamiento de la constitución colocando el libro sobre una silla y disparando contra él sus voluntarios.»  En BURGO, J. I. del, Historia general…(III), p. 481. Entresacado a su vez de NOGUÉS, R, Op. Cit.; GIRÓN, Pedro A., Op. Cit., (vol. II), pp. 19 y 20, escribía: «Presentóse en aquellos días en la Corte el héroe de Navarra don Francisco Espoz y Mina… Díjome el Rey entonces, prevenido ya por sus enemigos que le habían dicho había sido muy cruel, a lo que le contesté que le había sido forzoso ser muy severo para crear y mantener en unas provincias dominadas por el enemigo, nueve Batallones de Infantería y dos Regimientos de Caballería; díjome entonces S.M. que había robado mucho, a lo que le repuse que el que se lo había dicho, ignoraría probablemente lo que costaba vestir y mantener la fuerza que acababa de indicar, a lo que cierto personaje que se hallaba inmediato dijo bien se ha aprovechado, contestando yo con mucha amabilidad, que no había registrado sus bolsillos, pero sí admirado sus victorias. El Rey pasó a hablar a otros y cuando llegó a donde estaba el entonces ilustre Espoz, besóle éste la mano y S.M. no le hizo más caso que a un perro. Así precipitaron a aquel valiente y orgulloso guerrero, que se avino mal con aquel desprecio y humillación en premio a tan altos servicios. Eran sus enemigos todos los palaciegos y muy particularmente don José Palafox a quien la verdadera gloria de Espoz y Mina hacía sombra y estorbo. Más adelante las intrigas de aquel dieron su fruto y llevaron a Espoz a un mal paso de donde empezaron sus aberraciones y desaciertos, perdiendo el Rey uno de sus más gloriosos súbditos y últimos guerreros, por los interesados manejos de la envidia de unos cuantos seres despreciables; así sirven a los Reyes los que de ordinario le rodean.»


� AGN. Reino, Actas Diputación, L. 30/38 r. Sobre la felicitación de Espoz a la Diputación ver Idem., sección Diputación, lg, 3, c. 26: La Diputación del reino había comunicado al general Espoz y Mina (20-8-1814) la ratificación, por parte del Monarca (14-8), de los fueros y leyes del reino anteriormente abolidos en el periodo liberal. El militar de Idocin respondía, desde su cuartel general de Muruzábal (22-8), lo grata que le había resultado la resolución, a la par que felicitaba a los diputados por su labor en el empeño depositado para la consecución del restablecimiento foral.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L. 30/7 y ss; Tudela anunciaba a la Diputación (10-10-1814) haber recibido, de orden del capitán general de Aragón, al Regimiento de Dragones de Madrid, mientras que se esperaba en la ciudad al Regimiento de Usares de Navarra, fs. 57-59.    


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/57-59; El 11 de octubre se daba a conocer el nombramiento de Juan Garrido para ocupar el puesto de regente del Consejo, que era designado por el Rey y dependía de él, 58 r; El 14 de octubre, Ezpeleta comunicaba a los diputados la necesidad de entregar en la Contaduría de tablas los documentos existentes en la Cámara de Comptos, así como los de la secretaría de la anterior Diputación provincial, 59 v; La directora de  la «Casa de la Galera» o cárcel de Pamplona era Lorenza Zuazo, en Idem., L 31/69 r; Ver también SALCEDO IZU, J. La Diputación del Reino de Navarra. Pamplona, 1969, p.96: «La Casa de la Galera era cárcel y reformatorio femenino, al cuidado de la Diputación. Por eso uno de sus diputados tenía el cargo de superintendente, para el que era designado por el diputado eclesiástico cada dos años.» 


� Las leyes del Reino se hallaban reunidas en la Novísima Recopilación. Las Instrucciones en Resumen de la instrucción determinada por los tres Estados de este Reyno en Olite, año de 1801, y del puntual cumplimiento dado por la Ilustrísima Diputacion que lo presenta para las actuales Cortes. AGN. Reino, Sección de Cortes, lg. 11, c. 36; El 17 de octubre se notificaron a la Diputación 17 Reales Cédulas y ésta dio aviso de recibo hasta que los tres estados reunidos en Cortes generales las ratificasen, tal y como estaba estipulado en el reino, Idem, Actas Diputación, L 30/60 v; Sobre el embargo de algodón ver 61 v; Respecto a los problemas con el reconocimiento del sistema foral, la inconveniencia de demandar Cortes y otras actuaciones de la Diputación, 62 v y 63 r; Ramón Cadena había fiado a la Diputación provincial, vía de empréstito, 4.000 pesos. La Diputación del reino tuvo conocimiento, a finales de octubre de 1814, de habérsele entregado por el depositario de Caminos 17.000 reales, 63 v, 64.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/73, 181, 254, 255 r, 259 v, 266: La concesión del arriendo del tabaco se había iniciado en 1803, cuando era virrey Pedro Girón, marqués de las Amarillas. La concesión había sido por tres años y después continuó en régimen libre para el reino, hasta verse interrumpida por la guerra; Sobre el retrato de Fernando VII encargado a Goya, que costó 2.000 reales de vellón, más 30 de embalaje y encerado, 25 r, 76 v; Fermín Sanz, «juez conservador del expediente del chocolate» comunicaba en marzo de 1816 que se introducía ilegalmente desde Guipúzcoa para la venta en Navarra, lo que al parecer perjudicaba al comercio navarro, 252 r; En noviembre de 1814, los diputados aconsejaron que las festividades de san Francisco Javier y la Purísima se celebrasen del modo más austero posible, 68 v, 71.


� El procedimiento de la contribución mediante recargo a los bienes de consumo se encuentra reflejado de continuo en los libros de Actas de Sesiones del ayuntamiento de Estella, en reseñas como la que aparece con fecha de 23 de mayo de 1814. En ella se especifica el remate de la subasta de arriendo del expediente de la lista séptima. En estos listados se agrupaban por roldes artículos similares, para hacer más factible la recaudación de impuestos mediante el arriendo a través de un canon o cantidad fija que el arrendado debía pagar. Mientras, y a su vez como en este caso concreto, el gestor debía cobrar 8 reales por cada transacción que se efectuase en la ciudad de cada saca de lana fina y la misma cuantía por igual volumen de la churra. Por su parte, el receptor del impuesto debería abonar anualmente por el arriendo del servicio 150 pesos fuertes. De este modo, ambas partes salían interesadas; de un lado el Ayuntamiento contaría con una cantidad fija anual sin aparentes riesgos, ya que pedía siempre fianzas al arrendado; del otro, éste conseguirá una ganancia con la percepción del impuesto. El contrato de arriendo era cerrado finalmente cuando el gestor presentaba fiadores, que debían ser varias personas pudientes que acreditasen el pago de la tasa anual y su buen comportamiento. Fuente: AME, L 0099, Actas Sesiones.


� Datos económicos de TORRE, Joseba de la (dir.) Navarra siglo XIX…. Pamplona, 1994, pp. 135-140.												


� AME. L 93, Actas Sesiones, f 69 bis.


� Sobre la solicitud de la ciudad de San Sebastián: la flota había quedado reducida de 40 buques a 5 y ya sólo se exportaban por ese puerto 10.000 quintales de hierro, la décima parte de lo que había sido habitual.  El gobernador de las aduanas de Cantabria había dirigido un oficio al administrador del puesto aduanero de Tolosa (1-1816), anunciando que en adelante todos los productos provenientes de San Sebastián debían llevar acreditación del «juez de contrabando» de dicha ciudad, al contrario de lo que estipulaba la Real Orden  de 14-7-1793. En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/240 r-244 r, 253; Álava,  259-261 v; carta sobre aduanas y contrabando, Real Orden, 267; comunicado de Guipúzcoa sobre comercio con Navarra después de la concesión de Cortes, 321 v.


� En TORRE, J. de la (coord.), Navarra cien años de Historia. Siglo XIX. Pamplona, 1994. p. 75 y ss, todos los datos económicos expuestos; AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/217 r: respecto al contrabando se dieron algunos pasos encaminados a controlarlo. Por ejemplo, el diputado general de Guipúzcoa enviaba una carta a la Diputación de Navarra (6-12-1815) en relación con crear una junta que indagase sobre el estraperlo, ya que el Gobierno así lo había dispuesto (6-11-1815). Por lo tanto, se pedía también la colaboración del reino. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/201v-202 r, 203 v, 204, 212 v, 215 v, 220, 226 v-227 v. La cantidad mencionada equivaldría a algo más de 400.000 reales. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/31 r y 34 r; 240 r, Ormaechea, 447 v, 248 r; el agente del reino en Madrid estuvo al tanto de la posibilidad de que se le nombrase administrador general de Rentas reales, ya era contador de tablas de Navarra. Los diputados por su parte opinaban que era necesario evitarlo, por lo que decidieron realizar algunas gestiones, 266 v, 273 r; nombramiento de Ormaechea como administrador de Rentas, 302, 304 v. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/140 r-141 v.


� «Navarra, durante la invasión francesa, se colocó en segundo lugar entre las 33 provincias españolas como productora de trigo, fue la primera en vinos y licores, con una elaboración de aguardiente de la cuarta  parte del volumen total nacional, y se situó en el puesto decimotercero de producción de aceite y el noveno por el valor de su ganado.» En TONE, Jhon, La guerrilla española y la derrota de Napoleón. Madrid, 1999, p. 121; «La expansión de la agricultura navarra en la primera mitad del siglo XIX fue notoria y habría evolucionado por un desarrollo agrario basado en la extensión de los cultivos. (Las) circunstancias negativas (guerras, hambre, enfermedades) explicarían suficientemente los bajos niveles relativos de crecimiento de la población navarra entre 1786 y 1860 (2,65 habitantes anuales por cada mil habitantes) en comparación con los del conjunto (5,09 habitantes anuales por cada mil…) y las demás partes del Estado.» En TORRE, J. de la (coord.), Navarra cien años… Siglo XIX. Pamplona, 1994, p. 162-165.


93 Sobre el convenio de paz con Dinamarca: AMPC, Actas del Ayuntamiento; nº 10, legajo A (1), (1814/1822), pp. 45-50. Carlos José de los Ríos, embajador en Inglaterra, fue el representante español y por parte de Dinamarca Edmundo Bourke, consejero de Federico VI. El tratado constaba de preámbulo y 10 artículos y se redactó en francés. 





� Las referencias a Navarra en AGN. Reino, guerra, lg. 19, c. 29; Las nacionales en AHN, sección de Diversos Reales, lgs. 2349, 2358, 2387, cédulas.


� Correspondencia con otras naciones en AHN,  sección de Estado, lg. 5220; Francia: exps. 9, 10, 11, 29; Inglaterra: lg. 5467; Austria: lg. 5880, exps. 115, 116, 120, 126.


� Los diputados dieron por concluido el Congreso de Viena con fecha de 12-12-1814. Cuando llegó la noticia extraoficial de su clausura, los diputados se preguntaron en qué estado y número debía quedar el Ejército en territorio navarro, así como el futuro que aguardaba a los mandos y soldados de la División de Navarra que ya se habían licenciado. Informaban, catorce días después, que el ministro de la Guerra había comunicado que el Rey decidiría el número de efectivos que debían quedar en tiempos de paz, así como el «premio o licencia debido a la oficialidad y demás individuos de la División de este reino». En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/83; Idem., legislación general, lg. 22, c. 35.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/147 r. Como ejemplo de estas reclamaciones, que perduraron hasta prácticamente el final del Sexenio, en julio de 1819 aparecería la solicitud de un vecino de Burguete. José Gurpide deseaba que se le descontase lo que no había cobrado del ramo de Caminos, durante 1811y 1812, de los réditos mencionados. Adeudaba, por su parte, 2.000 reales de vellón.


�AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/93 r, 94 v, 95, 97, 98, 101, 187 v., 188 r; Los diputados recordarían asimismo la prohibición de enajenar terrenos en las sierras colindantes de Andía, Encia, Urbasa y otros «Montes Reales», donde muchos particulares gozaban de aprovechamientos comunales. Urbasa era «solar de todos los navarros» y cualquier ciudadano podía pastorear en sus montes, bajo la observación de ciertas reglas. El dinero desviado del ramo de Caminos ascendía a 47.049 reales y se reintegró con fecha de 11-2-1815, f. 99; Idem, legislación general, lg. 22, c. 38. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/102, 105-107, 294 v.


� AGN, legislación general, lg. 22, c. 37.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/109 r-115. Napoleón Bonaparte había mandado disolver las comunidades de regulares en 1809 por Real Decreto; En Estella se clausuraron cuatro conventos. Al respecto consultar: ERCE EGUARAS, J., Op. Cit., p. 62 y ss.; Sobre el Real Decreto que obligaba a oficiar un Te Deum en todas las ciudades de España:  AHML, P. XI, 8.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/136-137.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/116. La Diputación comunicó al virrey en relación con la llegada del Ejército a Puente la Reina: «Son repetidas las leyes de este Reyno por las cuales se dispone que la gente de guerra no obligue a los naturales a darles pan, cebada ni otros mantenimientos sino pagándolos primero y cuantas veces se ha ejecutado lo contrario he pedido a las Justicias de los Reyes y sus virreyes la declaración de contrafuero», f. 117 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/117 v, 121, 160 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30: Sobre la aportación de efectivos humanos la Diputación aclaraba lo siguiente (17-4-1815): «Si en mil setecientos noventa y tres la Diputación dispuso y llevó a cabo la formación de Batallones, sin juntar Cortes, hizo realmente lo que no pudo, y le fue desaprobado por el Reyno en las Cortes que inmediatamente se juntaron», fs. 122-127; Sobre la Real Orden de 6-4-1815 ver: AHN, sección de Diversos Reales, lg. 2344, cédulas. Se emitió a través del secretario de Estado y del Despacho e iba dirigido tanto a autoridades militares como políticas y religiosas; El 8 de octubre de 1814 se había rehabilitado el Consejo de Órdenes Militares, recayendo la presidencia en el duque de Granada, quien tenía vinculación con Navarra y derecho a asiento en Cortes del reino por el brazo nobiliario militar. Última fuente: ARTOLA, M., La España de Fernando VII…, pp. 545-6:


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/128-132, 133 r, 135 r, 137 v, 138 r; 136 r., en relación con los sueldos de los carreteros, habían quedado estipulados en las Cortes de 1724 celebradas en Estella en 40 maravedíes de plata por legua, para un yunta de bueyes y un hombre…; Sobre el estado del camino de Orbaiceta a Zubiri, 138; la referencia a los caballos que los voluntarios habían confiscado, 139 r.


� AGN. Reino, guerra, lg. 19, c. 36.


� AGN, Reino, Actas Diputación, L 30/139 v, 140.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/141, 143 r. Las tropas acantonadas en Castilla habrían de recibir «doce cuartos diarios por plaza que será el coste que tiene cada ración de etapa…», 143 v-144; a Olite se le exoneraba del servicio (30-6-1815), 158 v; sobre el vecino de Arizaleta, 162 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/147 v, 148 r, 152 r, 155, 156 v, 157 r, 159. 


� AGN. Reino, guerra, lg. 19, c. 36;  Idem, Actas Diputación, L 30/151: sobre las nuevas imposiciones a los valles del norte; El montante de los ramos de Caminos y del Vínculo ascendía a 55.176 reales, 156 r, 174 r; Los movimientos del Ejército y transportes 155, 156 r, 157 r, 159, 160 v, 161 v, 164 v, 165 r. 


� Idem, Actas Diputación, L 30/169 r, 170.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, fs 176, 178 v-181 r, 182 v, 183, 184 r.; Idem., sección de guerra, lg. 19 c.28.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/186 r; de las 96 caballerías confiscadas, 19 procedían de Mendigorría, 12 de Miranda de Arga; 19 de Artajona, 16 de Aibar y 30 de la Cendea de Galar, fs 186, 188, 191 r, 194-195.; protestas de Huarte, 204 v. La arroba de paja sería pagada a 1,5 reales de vellón, pero la Diputación se negó a ordenar el reparto por ser contrario a las leyes del reino y por figurar en las Instrucciones dejadas por las Cortes a los diputados, 205 r, 206 v, 207 r; vecinos morosos de Allo, 255; Existía un gremio, al menos en la villa de Olite, de «afeitadores de acémilas», Idem., L 31/157 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/182. Carlos O'Donell declaraba «no haberse presentado un solo bagaje» para el traslado de Huarte a Tafalla, pese a haberse requerido con antelación, lo que denotaba que el «entorpecimiento por falta de actividad o de buena voluntad en las mismas autoridades es muy común en Navarra», 183 r.  


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, fs 212-214, 216 r, 217 v, 218 r, 219 v, 220 v, 224 r, 226 r, 230 r, 238 r, 240 r, 244 v; Sumbilla, 256 r; Estella, 256, 292 v; Sobre los baños de Fitero, fs. 196 v, 199, 200 r, 293-294: la diputación tendría noticia del abandono en que se encontraban (18-7-1816), por lo que se decidió despachar un oficio al virrey solicitando todos los documentos sobre el caso, con el fin de tomar una resolución. Con anterioridad, cuando el marqués de las Amarillas había ocupado el virreinato, ordenó realizar nuevos planos y las  reformas consiguientes del balneario, aportando además piedra y madera para las obras; Sobre el abono de 6.542 reales, f. 239; transportes para el Ejército de la «Izquierda», 247 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30. Real Orden mandando clausurar el Ejército de Observación y las instrucciones para los recuentos, cuyos problemas fueron manifiestos, ya que a partir del mes de marzo de 1816 debían dirigirse las reclamaciones a Aragón, fs. 257-258; agradecimiento de Ezpeleta por la concesión de un empréstito de 20.000 reales de vellón, 280 v-281 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30; quejas del valle de Ulzama y Huarte Araquil, f. 264 r; Arriba y Betelu, 265 v-266 r; Allo, 268 v; demanda de exención de bagajes por posesión de título de la Casa de Cuño y Moneda, 282 v; los diputados navarros echaron en cara a los militares que su mala actuación había hecho que el valle de Larraún tuviese que aportar 71 caballerías mayores, 2 menores, 44 carros, conduciéndolos hasta Uterga y Obanos, muy distantes del punto de partida, por falta de relevos, f. 269; Diputación Guipúzcoa, 271-272 r; Cirauqui, 270 r; Mañeru, 270 v; Aibar, 271 r, 273 r; Peralta, Cirauqui, Pitillas, Azagra, Cabanillas, 272 v; valle de Esteríbar, 273 r; Tudela, 273 v; Tafalla, Caparroso, 274 v; Lerín, El Busto, Puente la Reina, 275 v; El Busto, Luquin, 276 r; Lerín, 278; Cintruénigo, 278 v; San Martín de Unx, Arróniz, virrey 282 r; Elías Merino lleva exactamente 12.740 reales, 290 v. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/164 v.


� Idem, legislación general, lg. 22, c. 38; sobre las agresiones al reino ver también lg. 23, c.41; e Idem, Actas Diputación, L 30/184 v-185. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/96; las apreciaciones últimas provienen de TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, p. 75-77.    


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/208 v, 209 r. Sobre el estanco del tabaco; 216 v, 218 v, 219, 315 r; e Idem, L 31/41; 115 v-116 r, 146 r, 151 r.


� En la localidad de Marañón varios vecinos arguyeron que las cargas debían distribuirse entre los habitantes según las posibilidades y no por partes iguales como otros pretendían. La sentencia del tribunal fue favorable a la primera opción (25-5-1816). Cita textual en TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 78-80.  


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30. La cita sobre la decisión del virrey y el Consejo del Reino, f. 136 v; Sobre las legaciones en Madrid para tratar de la contribución del millón y medio, 138. 


� «Las únicas soluciones de la diputación fueron las prisiones y multas de los morosos. Una corporación que mantendría idénticas medidas tras el golpe de Estado de mayo de 1814, y que entonces sólo se preocupó por garantizar el cobro de los sueldos del jefe político y de los préstamos adquiridos por los diputados», en TORRE, J., de la, Lucha antifeudal…, p. 80.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30. En relación con la libre circulación del trigo, otros cereales, el vino y el aceite, 146, 147, 157 r, 158; El vecino de Tudela era Manuel Ibarra,  150-151 r; Sobre la villa de Lumbier, 152 r, Estella, 153 r; Viana, 158 r, en este caso el vecino se llamaba Francisco Montoya y era natural de Moreda, Álava; Sobre el caso de Tafalla, 191-193;  En relación a las fábricas de jabón, la Dirección General de Rentas de Navarra emitió un informe, por orden del Gobierno central, sobre el estado de las mismas y sobre la repercusión que tendría la prohibición de que este producto se introdujese de Francia (18-1-1816), 235 v-236.


� Un real fuerte equivalía a 2 reales de vellón y, a su vez, a 38 maravedíes o 19 maravedíes navarros. La arroba pesaba alrededor de 12 kgs., dependiendo de las regiones, mientras que el robo de cebada equivalía a 18 kgs.


 .





� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, Tafalla, impuesto de un maravedí, 195 v; Berbinzana, Gallipienzo, Azanza, 197; Ibero, Villafranca, 199 r; aplazamiento en el pago, 258 v; Puente la Reina, 259 r; Ablitas, 292 v; Esparza, 304 r; Arive, 324 r; Venta Blanca, 325 v; Ibero, 329 r; Faustino Ibáñez, 329 v; En Idem, L 31/57 r: Bacaicoa; posada de Javier, 67 r; mesoneros de Pamplona, 68 r; Huarte, 80 v-81 r; reforma del impuesto de un maravedí, 86 v.


� El término «Quasimodo» procede del latín, en concreto del introito de la misa de Pascua que rezaba así: Quasi modo genito infanti (como niños recién nacidos). Sobre las fechas de celebración de las Juntas Generales de la Diputación ver SALCEDO IZU, J., La Diputación del reino..., pp. 156 y ss.  


� Los comunicados de Fernando VII a los navarros en: AGN. Reino, sección guerra, lg. 19, c. 28; Adam Smith (1723/1790) había expuesto en el libro Investigaciones sobre la naturaleza y las causas de la riqueza de las naciones  la filosofía del “laissez faire” (dejar hacer, lo que significaba libre comercio y liberalismo económico). 


� AGN. Reino, guerra, lg. 19, c. 28.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/230-231 v, detención de particulares: el cuerpo de Artillería reclamaba a Mario Vergara (14-3-1816), vecino de Pamplona, que había sido detenido por orden del tribunal de la Real Corte, por tener un altercado con un soldado del 5º Escuadrón, resultando aquél herido. También se menciona similar caso ocurrido en Corella; demandas de Ezpeleta, 263 v-264 r, 267 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, nombramiento del nuevo Gobierno, 235; Pedro Ceballos, 237 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/67 v, 79 r;  el montante adeudado era de 289.566 reales de vellón, al parecer con inclusión de los intereses, tal y como informaba el virrey a la Diputación (14-12-1814), fs. 100 v, 101 r; en relación con las exigencias de Ezpeleta, poco antes de los Cien Días, figura que la deuda era de 245.018 reales de vellón, más los intereses, sin especificar, que comenzaron a contar desde el mes de mayo del mismo año, fs 276-277. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/273 r; contrafuero, 276; envío de correspondencia y legaciones, 278 v-280 v, 282 v; Los diputados se cartearon también con Francisco de Paula Escudero, Francisco de Arrieta, Francisco Ochoa, Justo Pastor, Alejandro Dolarrea, etc. El agente del reino en Madrid era Manuel Sola, 282 v-283 r; contrafuero Ribed, 283 r-284 r, 289, 297-298 r; orden de arresto y pasos posteriores (13-7-1816), fs. 290-292; El presidente de la diputación, el abad de la Oliva, en representación de los demás componentes de la corporación, se dirigía a pedro Ceballos en estos términos: «se me ha notificado de nuevo una sobrecarta…, se me puso desde luego en arresto. Este procedimiento sin ejemplos en los fastos de esta corporación ha causado en mi una viva y dolorosa sensación, y para devolver íntegro y sin mancilla el honor de los tres estados…, he creído en mi obligación dirigirme a la piedad del Soberano…», 293 r.


� La capacidad del virrey de revocar la sentencia estaba contemplada en la ley 2º, tit. 1º, libro 1º y ley 83, tít. 1º, libro 1º de la Novísima Recopilación; AGN. Reino, Actas Diputación, L 30: Para visitar a la Diputación Estella envió a Vicente Maldonado, miembro del consistorio, mientras que de Olite compareció Jerónimo Armendáriz, acompañado del vecino de Pamplona Faustino Zarraluqui, fs. 295, 298 r, 305 v, 309 v-310 r


138 AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/295; Correspondencia y legaciones a la Corte, 299, 301, 302 r, 305, 308 v-309; Final del arresto: 310 v-313; Justo Pastor Pérez era caballero de la orden de Carlos III y miembro de la Secretaría de Gracia y Justicia, 313. 


 


� Sobre la boda real y del infante Carlos: AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/320 r-321; A los nueve meses, Fernando VII anunciaría que la Reina se hallaba próxima a dar a luz, por lo que solicitaba del reino las rogativas pertinentes, Idem, L 31, 52, 70 v-71 v; Al mes siguiente, se produciría el fallecimiento de Isabel de Braganza y se decretaban en Navarra los «lutos acostumbrados». Después, la Diputación acudiría al palacio del virrey, con todo el protocolo acostumbrado y en compañía del cortejo de porteros y los maceros cubiertos de «gramallas» y faldones, donde se celebró una ceremonia de pésame, fs. 74-75; Poco después, moriría María Luisa de Parma, madre del Monarca, y casi seguido lo haría Carlos IV, repitiéndose en Navarra los mismos actos de condolencia que en el caso anterior, fs. 80 r, 82 v-83 v, 87, 90-91 r; Los porteros y maceros del reino, Antonio Eguaras, José Lapena, José Irigoyen y Felipe Goyena solicitarían aumento de sueldo o gratificación (18-2-1819), f. 93 r; Sobre las bodas reales también se ha visto AHML, P. XI, 9. 


140 AGN. Reino, Actas Diputación, L 30.; concesión de Cortes y Poderes, 317-318 r, 319 v-320 r 322 r; repartimiento de 600.000 reales, 318; Peralta, 326 v; El palacio de Ezpeleta se encontraba en la calle Mayor  y anteriormente había pertenecido a la familia Echeverz, que ostentaba el título del marquesado de Aguayo. El edifico se construyó a principios del siglo XVIII y luce todavía una magnífica fachada barroca. En ANDUEZA UNANUA, P., Op. Cit., pp. 226-230.








� Ver en Anexo nº II: Oficio del Señor Virrey remitiendo la Real orden sobre el contrafuero del arresto del la diputación del Reino ejecutado á virtud de una sobrecarta de la Corte para el pago de un crédito que reclamaba Don Francisco Ribed. (22-7-1817). En AGN. Reino, sección de la Diputación, lg. 3, c. 26; Idem., Actas Diputación, L 30, viaje de Carlos Amatria a la Corte, 312 v-313 r; felicitación al nuevo ministro de Estado, 327 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/83, 86 v, 87 r; sobre el caso concreto de Bayona y Sarasa, ver 162 v-164, 284 v; más información detallada sobre las actividades de la Diputación durante la guerra, 281. A la Diputación se le había abonado «todos los gastos ocurridos desde la fuga de esta capital» hasta su extinción, que se traducía en 640 reales fuertes a cada miembro, más 1.700 por sus ocupaciones desde 1809 y por los perjuicios sufridos. El 27-12-1814 la Diputación reestablecida decidía abonar la misma cantidad a su secretario, Diego María Basset. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/155 v, 172, 173, 284 r, 287 v, 304 r, 306-307 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/187 r; Idem., sección de legislación, lg. 23, c. 42: «Real Cédula estableciendo el reglamento sobre pasaportes…» Constaba de 18 artículos; «Copia de la real cédula que comprende el reglamento sobre pasaportes… Está firmada por el General Espoz y Mina sin duda cuando en 1820 ejercía la capitanía general de Navarra.» En efecto, al final de la copia aparece estampada su firma, Ibidem, c. 45. 


� El documento se inicia con una estructura diplomática más propia del tiempo de los Reyes Católicos. El protocolo se adorna con los títulos reales de forma prolija, sin escatimar detalles, figurando el Monarca absoluto a la antigua usanza,  hecho que resultaban anacrónico ante la penuria económica que atravesaba el país y la insurrección liberal, masónica y militar que se iría gestando. Todo lo relativo al Decreto Real de 28 de junio de 1816 en AGN, Reino, legislación general, contrafueros, lg. 22, c. 40. 





� AGN. Reino, legislación general, contrafueros, lg. 22, c. 40; Idem., Actas Diputación, L 30/322 v.


� En Navarra contamos con algunos estudios al respecto y hay que destacar el trabajo: «Colaboración del clero navarro con los franceses durante la guerra de la Independencia», MIRANDA RUBIO, en Príncipe de Viana, año LXII, nº 224. Pamplona, 2001. 


� En ERCE EGUARAS, J., Op. Cit, p. 169 y ss, 203-204, 221; AGN. Reino, sección guerra, lg. 21, c. 21; AME, L 95, Actas Sesiones,  fs 249 v-250.


� El comunicado de la Ciudad de Tudela en AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/38 v y 39 r; sobre Francisco Ibáñez, fs. 224, 281, 294 r, 296 v, 298 v-299 r, 313, 324 r. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/307-308 r; Idem, L 31, 189 r; Alejandro Dolarrea sería nombrado miembro del Consejo de Castilla (2-1810), f. 196 v.


� En los días previos al inicio se despachó libranza de pago de 200 reales para un retrato de la Reina y varios empleados de la Diputación solicitaron gratificación extraordinaria por todo lo trabajado en el último periodo. El síndico Sagaseta recibió 100 duros, el secretario Basset 40 y el procurador Zarraluqui 100 reales fuertes (14-12-1816). En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/330.


� RAMÍREZ VAQUERO, Eloísa, «Reinar en Navarra en la Edad Media», en Ceremonial de la Coronación…de los Reyes de Inglaterra, Pamplona, 2008, p. 281.


� IGLESIAS SELGAS, Carlos, Las Cortes Españolas. Pasado, Presente y Futuro. Madrid, 1973, pp. 33-39. Esta obra permite lograr una visión general de las Cortes, dentro del contexto de la Monarquía española.


� SALCEDO IZU, J., Atribuciones de la Diputación del Reino de Navarra. Pamplona, 1974. En esta obra se pueden consultar las facultades de la Diputación en la Historia de Navarra. 


� Historia de Navarra II. La Baja Edad Media. Pamplona, 1993, (V. 2) pp. 28-29.


� IGLESIAS SELGAS, C., Op. Cit., 39-45.


� «La constante preocupación del Reino por mantener inalterable su sistema jurídico fue la causa de los pedimentos de contrafuero y del establecimiento del derecho de sobrecarta. Toda disposición real, antes de conseguir su ejecutoriedad, debe ser revisada por organismos navarros… En la primera mitad del siglo XVII, surge el llamado pase foral o conocimiento que la Diputación debe tener de toda disposición real antes de que el Consejo la sobrecartee. Este nuevo control puede justificarse en razón de haberse creado una institución totalmente vinculada al Reino, como es la Diputación, y libre de toda sospecha de parcial inclinación al Monarca, de la que no lo estaba el Consejo Real. Este organismo, antes de sobrecartar, notifica las disposiciones a la Diputación y si ésta da el pase, aquél puede ejercer su derecho.» En SALCEDO IZU, J., Op. Cit., (v. II) p. 359 y 363.


� En AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 36; c. 26, en esta carpeta se encuentra también parte de la información de las comunicaciones entre la Casa Real y la Diputación referentes a la convocatoria.; respecto a los problemas con el reconocimiento del sistema foral y la conveniencia de demandar Cortes: Idem., Actas Diputación, L 30, sobre la problemática del reino y la necesidad de reunir a los tres estados (31-12-1814), fs. 62 v, 85 v; las gestiones continuaron por mediación del duque de Granada de Ega y Alejandro Dolarrea, a quienes los diputados escribieron (6-1-1815) para que agilizasen los trámites, 90 r; el 6-2-1815, la Diputación decide escribir de nuevo al duque de Granada por el mismo motivo, 98 r.


 


 





� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 28;  Idem, c. 55, Actas Diputación, L 31/3 r-18 r; Las Instrucciones están contempladas en 123 apartados, más 5 puntos o «Casos reservados á Cortes». Se reproducen en ANEXO IV, Idem, sección de Cortes, c. 29; El 2 de octubre de 1816, el Gobierno hacía llegar a Ezpeleta los poderes reales que le autorizaban a inaugurar la asamblea, pero la Diputación no dio constancia de haberlos recibido hasta siete días después, Idem, c. 33; Actas Diputación, L 30/326 r: Ezpeleta no había observado ningún impedimento o fallo en los reales poderes que se le habían concedido, por lo que señalaba que el 1 de enero inmediato  darían comienzo las sesiones, con el acto protocolario conocido como la «apertura del Solio». La Diputación recibiría al punto la comunicación oficial; Sobre los poderes ver YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (v. I) pp. 253-254.    


� AGN, Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 35, Idem, Actas de Cortes, L 17, fs. 55 y 56; HUICI GOÑI, M. P., Op. Cit., pp. 6 y 7: De forma tradicional componían el brazo eclesiástico; «el obispo de Pamplona, el prior de San Juan de Jerusalén, el prior de Roncesvalles, el abad de Iranzu, el abad de la Oliva, el abad de san Salvador de Leyre, el abad de Irache, el abad de Fitero, el premostratrense abad de Urdax, el administrador del monasterio de Marcilla, que entra en Cortes en el siglo XVII; el deán de Tudela y el Vicario General. El abad de Nájera aparece solamente en seis convocatorias del siglo XVII, lo que no quiere decir que asistiera. Los abades, menos el de Urdax, eran todos cistercienses. En la Edad Media asistían también los obispos de Tarazona, Calahorra y abad de Montearagón. Asimismo, antes de de 1512, venían los obispos de Bayona y Dax. Antes de 1500 se veían también canónigos de la catedral.» 


� YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (v. 1) pp. 246-251; sobre los ceremoniales y juramentos de guardar el voto de secreto: AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, cs. 34 y 35.


� He aquí parte de las argumentaciones: «Pero como quiera que sea á pesar del respeto, y veneración que se merecen las antiguas instituciones, no puede menos de chocar á todo el mundo, el ver que un joven, que apenas ha llegado á la pubertad, que no esta habilitado para el manejo de sus intereses, y negocios privados, por considerarlos no obligados á la inteligencia de sus decisiones, haga parte, y sea miembro de un cuerpo que determina estas mismas leyes, de cuya inteligencia está dispensado...» En AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 49; Idem, Actas de Cortes, Op. Cit., auto 265, p. 69 y auto 274, pp. 70; En HUICI GOÑI, M. P., Op. Cit., pp. 7-9 se pueden consultar más datos relativos a la historia del brazo militar de la nobleza dentro del contexto de las Cortes.


� AGN, Actas de Cortes, L 17, f. 56; Vicente Álvarez de Eulate solicitó que se le admitiese a la convocatoria, por el brazo nobiliario, como perteneciente a la casa palacio y cabo de Armería de Eulate y sucesor del derecho de asistencia. Para ello, la petición tenía que ser revisada por el Consejo Real del reino y después ser aprobada por la Cámara de Gracia y Justicia, por lo que no podría hacerlo hasta la siguiente convocatoria, en Idem., Actas Diputación, L 31, 156; Recuérdese que dos de los presentes, Miguel Escudero y Miguel Valanza, habían constituido la Diputación tras las Cortes de Olite de 1801, la denominada «legítima». A su vez, el primero había sido jefe político durante el periodo constitucional y conformador de la Diputación de 1814.


� En YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (v. I) p. 251, aparece la lista de los municipios que tenían asiento en Cortes y su orden de preferencia.


� Por ejemplo, la ciudad de Sangüesa había solicitado que se habilitase en las listas para alcalde y regidores a dos individuos sin ser «insaculados», que a su vez habían desempeñado cargos municipales durante la guerra. La Diputación replicó que el hecho era contrario a las leyes del reino, por lo que se posicionaba en contra (22-12-1815). AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/ 225 r, 226 r.


� Esta representación fue amplia gracias a las disposiciones de las Cortes anteriores. El listado de miembros de las universidades proviene de AGN, Actas de Cortes, L 17, fs. 56 y 57: aunque se especifique que asistieron representantes de 33 municipios, es difícil precisar el número exacto de componentes por la duración de la asamblea y por los problemas de comparecencia a las sesiones de Pamplona. De hecho, en algunas fuentes varía el número, como por ejemplo el caso de Estella; Ver también HUICI GOÑI, M., Op. Cit., pp. 135-155; La inmunidad tenía su origen de la claúsula «Yudisium sisti et yudicatum solvi». En AGN, Reino, sección de Cortes; poderes de los pueblos a sus procuradores en Cortes, lg. 26, c. 70; formulario de algunas cosas que se practicaron en las Cortes de Pamplona y nota de los diputados que asistieron por los pueblos, Idem., lg.11, c.35; sobre sus dietas: Idem., Actas Diputación, L 31/67 r. 


� Sobre el rey de armas desterrado: AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, 328 v-329 r; una de las instrucciones dejadas por las Cortes, la nº 47, contemplaba que «los Escudos de Armas…, se copien del mismo modo que en el Libro del Rey de Armas…», Idem., L 31, 8 v-9 r; «premios que deben darse a quienes descubren algún fraude en las Hidalguías», por la instrucción de las Cortes nº 86, f. 147 r; en Idem, sección de Cortes, lg. 11, c. 35 figura sobre los consultores: «Que juran á Dios y á los santos cuatro Evangelios aconsejarán el bien universal de este Reino según su conciencia, sin atender a consideraciones particulares y guardaran el secreto correspondiente, y en todo harán lo que buenos síndicos deben y son obligados»; Sobre los empleos mencionados ver YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (v. I) pp. 268- 275, (v. II) pp. 472 y 493 y (v. III) p. 177; El Vínculo era uno de los tres expedientes que componían la Hacienda foral, junto con el de de Caminos y la Inclusa. Para conocer su funcionamiento consultar RÍO ALDAZ, R., Op. Cit., pp. 337-338; en los municipios también existía esa oficina. En AME, Actas Sesiones, L. 099 y ss., se encuentran constantes referencias a los depositarios del Vínculo, que eran los tesoreros de este ramo que controlaba la actividad comercial.  


� AGN, Reino, sección de Cortes,  lg. 11, c. 37 y c. 38; Idem., Actas de Cortes, Op. Cit., L 17, pp. 66-68.  y pp. 72-75.


� YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (v. I) p. 244.


� El documento aparece con el epígrafe «Papel anónimo presentado á las Cortes con varias observaciones  acerca de los defectos de la legislación de Navarra». En AGN.  Reino, sección de legislación, lg. 23, cs. 9 y 32; También se puede ver en HUICI GOÑI, M. P., Op. Cit., p. 5.  


� El cap. 1, tít. 1, lib. 1 del Fuero informa: «que Rey ninguno que no hubiese poder facer Corte ni Consejo de los ricoshomes naturales del Reino, ni con otro Rey ó Reyna guerra ni paz ni tregua ni otro granado fecho ó embargamyento de Reyno sin conseio de doce ricoshomes ó doce mas ancianos sabios de la tierra.» El fuero general de Navarra (Edición y versión: Juan F. Utrilla, 2 vol.). Pamplona, 2003; En 1817 los ricos hombres eran los tres estados, en virtud de las Leyes 7 y 8 del libro 1, tit. 25, de los años 1604 y 1617. En AGN, Reino, sección de legislación, lg. 23, c. 2.


�AGN, Reino, legislación general, lg. 23, c. 2. —La Novísima Recopilación se publicó en 1735. «La legislación navarra se compone de once volúmenes, á saber: uno el fuero; dos la Novísima recopilación; y ocho cuadernos de Cortes ó por lo menos siete si excluimos el de las de Estella de 1724». En ALONSO, José, Recopilación y comentarios de los Fueros y Leyes del antiguo Reino de Navarra…Pamplona, 1964. Hay que tener en cuenta que el autor se refería a la legislación de Navarra después de la Ley Paccionada de 1841, que minaría definitivamente la integridad del sistema foral, debiéndose adaptar por necesidad al ciclo liberal doctrinario.


� Otro de los documentos examinados, sobre protestas entregadas en la ratonera, está fechado el 12 de enero de 1817. En AGN. Reino, sección de legislación,  lg. 23, c. 32. 


� El informe está firmado el 13 de diciembre de 1817. Las Instrucciones provienen de AGN. Reino, sección de la Diputación, lg. 3, c. 28: «Instrucción general que deja este Ilustrísimo Reyno de Navarra á su Diputación, en las Cortes de la Ciudad de Pamplona. Años de 1817 y 1818.» Se reproduce en el ANEXO IV; Las nuevas propuestas de la asamblea provienen de Actas de Cortes, Op. Cit., p. 482 (auto 2665).


� AGN. Reino, sección de la Diputación, lg. 3, c. 28. 


� AGN, Reino, sección de la Diputación, lg. 3, cs. 26 y 27, las leyes que regulaban la inmunidad de los asamblearios son: 11, 12 y 13, tít. 2º, libro 1º, de la Novísima Recopilación. Los autos relativos a la Diputación aparecen detallados en Actas de Cortes, Op. Cit., p. 560 (los más interesantes son los autos 101 y 1180, de 16 de enero y 24 de julio de 1817, respectivamente, pp. 38-41 y p. 205);


� Todos los autos de Cortes que guardan relación con los síndicos en Idem, Actas de Cortes, Op. Cit., (autos 1631-1634) pp. 267-269 y p. 572; Sobre el informe elaborado por la comisión, consultar: «Informe dado á las Cortes por la comisión nombrada acerca de la perpetuidad de los síndicos, su dotación y obligaciones.» En Idem, sección de la Diputación, lg. 3, c. 25. Los encargos que debían cumplir eran los que la Diputación había adoptado en 1793 y los dispuestos por los tres estados en 1796.





� Ver YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit.,  (vol. 1), pp. 305-316; También recoge comentarios al respecto FLORISTÁN IMÍZCOZ, A., Op. Cit. p.182-183, quien asegura que no todas las poblaciones habrían enviado los informes que se habían demandado (5-3-1817) y que además los datos remitidos por los pueblos eran aproximados y no muy fiables. La Diputación, añade, cogió el relevo a las Cortes y fue recogiendo informes de diferentes personalidades, sobre todo eclesiásticos, a finales de 1818 y 1819, quienes reconocían las dificultades y la necesidad de superar los cómputos por fuegos. Cita la fuente: AGN. Reino, sección de Estadística, lg. 49, cs. 23, 27, 28-30.





� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 45.


� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 51; En las Actas de Cortes, Op. Cit., (v. II),  ha quedado fiel reflejo de estas situaciones de conflicto en diferentes autos, p. 570, que hacen referencia a diferentes cuestiones. Entre ellas se encuentran el donativo, el comercio de granos, los gremios, preferencia de asientos, traslado de aduanas, ventas de los propios de los pueblos, etc.   


� AGN. Reino, Actas Diputación L 30/84 r, 92.


� Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 195-204. La Ley VI fue la que anuló las Cédulas que habían impuesto contribuciones.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/77 v.


� El reparto de las ocho suertes de la Ley 100 figura en Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 353-361; las Ordenanzas del colegio de Abogados incluyen 28 puntos, entre los que figuran el patronato a cargo de «la Santísima Virgen María», la financiación a cargo del Colegio o, en su defecto, de los colegiales; el nombramiento de su decano y elección del mismo, etc., Idem., pp. 367-370. 


� Se reproduce parte del informe: «…he tenido a bien mandar, que en adelante no puedan los Jueces inferiores ni los superiores usar de apremios, ni de genero alguno de tormento personal para las declaraciones, y confesiones de los Reos ni de los testigos quedando abolida la practica que había de ello, y que se instruya el expediente oportuno con audiencia de los Fiscales del mi Consejo, para que en todos los Pueblos, si es posible, y de pronto en las capitales, se proporcionen ó construyan edificios para cárceles seguras y cómodas, en donde no se arriesgue la salud de los presos ni la de las poblaciones, ni la buena administración de justicia, haciéndose los reglamentos convenientes para fijar un sistema de policía, de cárceles por el que se llenen los objetos de su establecimiento, y los delincuentes no sufran una pena anticipada, y acaso mayor de la que corresponde á sus delitos ô que tal vez no merezcan en modo alguno, y para que estos establecimientos no consuman parte de la renta del Erario, y se destierre la ociosidad en ellos lográndose que los presos durante su estancia se hagan laboriosos contribuyan á su manutención, y salgan corregidos de sus vicios, y vasallos útiles…»  En AGN. Reino, sección de legislación, lg. 23, c. 16; Idem., Actas Diputación, L 30/301 v, sospecha de rehabilitación del tormento en Navarra; Actas de Cortes, Op. Cit., (auto 982) p. 167 y (auto 1098) p. 195; 


� Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) p. 266 y pp. 256 y 257.


� Pueden consultarse los detalles en Cuadernos de Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 252-255.


� Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 263-266


� AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c. 27;  la nueva norma se reflejó bajo el epígrafe «Los poseedores de Mayorazgos hombres o mujeres puedan asignar á su consorte la sexta parte de los productos por vía de usufructo». Éste estaba anteriormente contemplado en el Fuero General, cap. 3, tit. 1 y 3, lib. 4. La ley 39, de las Cortes de 1780-1781, era la que había añadido algunas cláusulas. En Cuadernos de las Cortes,  Op. Cit., (v. II) pp. 282-283.


� En Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 274-275 se pueden ver las cláusulas de esta ley. Las leyes 5 y 6, lib. 3, tit. 15, de la Novísima Recopilación, habían reseñado las restricciones expuestas; Para conocer los autos de Cortes relativos a los mayorazgos y fundaciones, consultar: «Mayorazgos, bienes, (autos nºs.) 755, 1266, 1273, 1275, 1276, 1472, 1597, 2751; dinero en el depósito general, 1802; fundación, 2270». En Actas de Cortes, Op. Cit., p. 566. 


� En el censo de Floridablanca, de 1797, figura que el clero y la nobleza eran propietarios en Navarra del 15% de la superficie cultivada. Su localización estaba sobre todo en el sur, conocida como La Ribera del Ebro, y en la zona media. El número total de propietarios arrojaba una cifra de 17.381, mientras que había 7.574 arrendatarios y 12.578 jornaleros. En RÍO ALDAZ, R., Op. Cit., p. 170; MINA APAT, M., Op. Cit., p.81, afirma: «que los principios económicos liberales y las reformas que estaban en el programa de la oligarquía navarra a final del antiguo régimen queda bien claro al analizar las Cortes de 1817- 1818».


� Después de un exhaustivo análisis de las sesiones del Regimiento de Estella, queda constancia clara del alcance y prioridad del problema económico en los municipios. Fuente: AME, Actas Sesiones, Ls; 93 (4-11-1808/27-5-1811), 95 (28-5-1811/12-10-1812), 99 (6-10-1812/17-7-1814), 101 (1814/1815) y 103 (1815/1817). 


� Sobre la nobleza en Navarra consultar VIRTO IBAÑEZ, Juan J., Tierra y nobleza en Navarra (1850/1936). Pamplona, 2002.


� Los montes del Estado en Navarra venían a representar unas 77.500 Ha., mientras que la superficie del común de los pueblos más de 500.000 Ha. Los comunales compartidos por varios pueblos se llamaban facerías. Cabe exponer la siguiente cita: «En definitiva, y en contra de los que en muchas ocasiones se ha dicho, la existencia de bienes comunales y el acceso vecinal a los mismos, lejos de amortiguar las desigualdades, servía para perpetuar e incluso incrementar las diferencias sociales existentes dentro de los municipios». En TORRE, J, de la, Navarra cien años…Siglo XIX. Pamplona, 1994, p. 57-59. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/11 r: Real Cédula sobre enajenaciones y ventas de los pueblos; También en AHML, R-XLI.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/219 v, 220 r, en el caso concreto de la villa de Lodosa, el problema salió a relucir ante la necesidad de la reparación del puente que cruzaba el río; MINA APAT, M., Op. Cit., pp. 81-85, defiende la línea interpretativa de la actuación liberal de las Cortes; Ver también TORRE, J. de la, Financiación de la guerra napoleónica y venta de bienes concejiles en Navarra (1808-20). Madrid, 1991, cap. 6.3, donde se realiza «un estudio de las actitudes de las cortes de 1817-18 y la legalización de las enajenaciones de la guerra».


� TORRE, J. de la, Financiación de la guerra napoleónica…, pp. 73-77.


� TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, p. 82-83.


� AME,  Actas Sesiones, Ls 93, 95 y 99. 


� Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 90-91 y pp. 337-338. En las Cortes de 1794-1797 ya se había regulado que los municipios de un número igual o superior a cien vecinos se rigiesen en concejo mediante las veintenas.


� Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 365-367. La ley 44 de las Cortes había estipulado sobre el nombramiento del tesorero. El capítulo 20 del Privilegio de la Unión era el que había contemplado las variaciones expuestas.


� Para conocer con exactitud las exenciones e impedimentos consultar: Cuadernos de las Cortes, Op. Cit, (v. II) pp. 284-286. 


� Los jurados semaneros eran cargos municipales, que se encargaban de diversas tareas de control e inspección de las actividades comerciales del municipio. Su labor, como el nombre indica, era semanal y rotaban en el cargo. Durante la guerra de la Independencia su actividad fue incesante para asegurar la provisión de víveres al enemigo. Despachaban los partes a la «Casa del Regimiento», en los que se informaba, por ejemplo, de los gastos hechos en los mesones públicos por los soldados que habían transitado de forma itinerante. En ERCE EGUARAS, J., Op. Cit., p. 30.


� AME, Actas Sesiones Ls 93, 95 y 99; También se pueden ver algunos detalles en ERCE EGUARAS, J., Op. Cit., p. 60.


� Cuadernos de Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 248-249.


� Actas de Cortes, Op. Cit., p. 12.


� Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 262 y 263.


� Cuadernos de Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 297-301; AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 50: «Parte dado a las Cortes por el alcalde de Cáseda de haber encontrado muerto…» Para el cumplimiento de la ley 72, que decretaba un reparto de aproximadamente un millón de reales de vellón, se enviaron circulares a los municipios navarros. El correo Martín Barasoáin viajaba con 297 ejemplares y otros documentos para las ciudades de Tudela, Olite, Tafalla, Cascante y Corella (24-1-1818). El alcalde de Cáseda informaba que cuando aquél pasaba por Carcastillo se oyó un disparo, apareciendo su cadáver en el término de Larrate. El dossier no aclaraba las causas y se limitaba a informar que el incidente se puso en conocimiento del tribunal de la Real Corte. Una apreciación personal es que bien pudo deberse a la oposición a las contribuciones mediante repartos, aunque en este caso la hubiesen aprobado los tres estados. 


� Cuadernos de Cortes, Op. Cit., (v. II), pp. 98 y 99, el importe exacto a deducir, en la segunda oferta o proposición de las Cortes era de 3.603.042 reales de vellón, por lo que Navarra debería abonar 8.396.057; También en RÍO ALDAZ, R., Op. Cit. p. 51, n. 62; Todo sobre la ley 112 relativa al establecimiento del donativo en Cuadernos..., pp.  382-399.


� Con anterioridad, cada alcabala equivalía a 17.724 reales de vellón y 24 maravedíes y cada cuartel a 11.888 reales de vellón y 20 maravedíes. Las Cortes solían dar a la Corona 40 cuarteles y 4 alcabalas cada año, durante el periodo que mediaba entre una convocatoria y otra. Si no llegaban a celebrarse durante bastante tiempo, se interrumpía el donativo. Esta contribución se pagaba según los arbitrios provinciales o los consumos de los pueblos, y no en función de contribuciones directas basadas en la renta, sistema este último que no gustaba nada. Los municipios repartían entre los habitantes el importe a abonar. En YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (v. II) pp. 368-393. Cabe precisar que fue el mismo Yanguas, quien asistió a las Cortes de 1817-18 en representación de Tudela, quien propuso la nueva adecuación. 


� Se pueden consultar los detalles de la ley 112 en Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) p. 386.


� Las exenciones de la Iglesia se pueden ver en Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 393-395; también en RODRÍGUEZ GARRAZA, R., Op. Cit., pp. 343-357. Todos los datos sobre la reforma de Garay en el «estudio preliminar» de SUÁREZ, F., Op. Cit., vol. I.


� Llegaron a realizarse algunos catastros de la riqueza personal, como el que se confeccionó en Estella entre 1817 y 1718, donde sí figuran algunos de los bienes de la nobleza y del clero. AME, L 0104,  Catastro, (1817/1818.) Se reproduce parte en ANEXO V.


� En Cuadernos de Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 534-546; y en RODRÍGUEZ GARRAZA, R., Op. Cit. pp. 374-383; Sobre la reforma estatal: «Por fortuna no pudo hacer nada de provecho (Garay), que si le dejáramos, capaz hubiera sido de volver la Hacienda del revés, elevando los ingresos y mermando los gastos. Su sucesor, Imaz, era un bendito.» PÉREZ GALDÓS, B., Op. Cit., p. 30.


� Las normas abolidas eran la ley 23, lib. 1, tit. 10 de los alcaldes ordinarios; ley 26 capítulo 17 del lib. 4, tit. 1 de las Ordenanzas del Consejo; ley nº 1, tit. 6, sobre los revendedores. En Cuadernos de Cortes, Op. Cit., pp. 240-241; Los regatones eran revendedores al por menor de artículos comestibles. En ERCE EGUARAS, J., Op. Cit, p. 25 aparece una de las numerosas referencias a las regatonas revendedoras del aceite dulce. A éstas, el Regimiento les marcaba el precio de venta cada mes.


� Las Cortes de 1765-66  habían estipulado medidas aperturistas en la ley 53. Las medidas adoptadas por los asamblearios, en 1662 y 1668, quedaron reseñadas en la Novísima Recopilación (leyes 10-11 y 29; lib.1, tit. 18). Al respecto, el virrey había informado (12-8-1816) que Francia había concedido permiso para exportar ganado a España «mular y caballar, siempre que esté castrado…» y consultó a la Diputación sobre la conveniencia de esa medida. Los diputados contestaron que la introducción debía ser libre tanto a Navarra como a las demás regiones españolas, siempre y cuando el ganado estuviese castrado, ya que por causa de la guerra la cabaña se había visto reducida de forma drástica. En el futuro, si la recuperación de estas especies fuese satisfactoria, se debería interrumpir la importación. En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/306 r; Una arroba equivalía a unos 12 kg., dependiendo de las regiones. 


� La Hacienda estatal había demandado a nivel nacional un informe sobre la producción anual de cáñamo y lino, los  precios establecidos, la conveniencia de importar estos géneros, etc. En Navarra, se encargó el cometido a los administradores de Rentas Reales, quienes a su vez transmitirían la orden al virrey (5-9-1816) y a la Diputación, resolviendo ésta hacer circular la orden entre los municipios productores (11-9-1816). En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, 323 r; Sobre las  «tazmías», f. 305 v; En ocasiones, antes de la celebración de las Cortes, los diputados habían negado al virrey, por ejemplo, la extracción de 50.000 fanegas de trigo a Francia, «por el precio actual del trigo en esta Ciudad, muy superior al permitido por aquellas [leyes del reino] para la extracción» (28-10-1816). También las negativas incluyeron a las órdenes religiosas, en concreto a la comunidad de Capuchinos de Fuenterrabía, a quienes no se concedió permiso para importar 100 robos por la misma causa, f. 325; Circular sobre la razón de la cosecha, en Idem., L 31, 117 r.; En relación a la producción de trigo y de vino en Navarra, su comercio y contrabando ver: FLORISTÁN IMÍZCOZ, A., Op. Cit., pp. 346-359. Sobre el libre comercio afirma que «todos los intentos liberalizadores fracasaron en las Cortes… Sólo se consiguió actualizar el precio por encima del cual se prohibiría la extracción —en 1818 una ley lo fijó en 15 reales fuertes—, pero no un cambio substancial en la legislación», p. 349.


� La referencia sobre el oficio del virrey en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/65.


� En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/252 v, aparece el caso de un vecino de Sesma al que se le había confiscado cierta cantidad de lana por no abonar «los derechos reales». La Diputación declaró el hecho contrafuero, el 21 de marzo de 1816.


� Sobre los diputados ver: AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/80 v.


� Al respecto, la Junta de Aranceles había anunciado la obligación de informar sobre las manufacturas de algodón, seda, lino, barro, madera, cuero y metales existentes en toda España (10-1816). En AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/ 319 r.  


� El ejercicio de la profesión de buhonero había estado prohibido y recogida la restricción en la Novísima Recopilación (ley 6, tit.3, lib.3). Más tarde, en 1678, hubo de prorrogarse esta legislación en base a que los buhoneros ambulantes penetraban en las casas con la excusa de vender sus artículos y de este modo cometían algunos robos. Eran los causantes a su vez de que las criadas e hijas de los dueños robasen a éstos para adquirir las mercaderías que los comerciantes les mostraban. En el siglo XVIII, se habían aprobado nuevas leyes en contra de los buhoneros. Tal era el caso de la ordenanza de las Cortes de 1780-1781, que ordenó que los mercaderes que contraviniesen las disposiciones habrían de ser destinados al Ejército del Rey en uno de sus regimientos, en caso de ser aptos, y si no al Cuerpo de Marina. La mencionada ley distinguía de forma clara entre los vendedores naturales y los extranjeros, ya que no se admitía la venta a quien no estuviese domiciliado en el respectivo pueblo. En Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 271-272 





� Sobre las sociedades económicas, el Rey había hecho público un Real Decreto (9-6-1815) con toda la normativa que debía regirlas en el futuro, cifrada en 14 artículos. La Diputación replicaba que, dada la situación bélica, se hacía necesario establecerla en Navarra (20-7-1815).  No hay que perder de vista que el reino por aquellas fechas estaba suministrando al Ejército de Observación de los Pirineos Occidentales. Se pueden consultar más detalles en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/167 v-169 r. 


� Sobre la ley de orfandad, pueden consultarse los detalles de las cláusulas en Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II)  pp. 304-319. «En 1805 se crea en Pamplona la inclusa bajo el impulso del entonces prior de Roncesvalles ―y futuro obispo de la diócesis— Joaquín Javier de Uriz. Hasta entonces y desde el siglo XVI los niños abandonados se recogían en el Hospital en condiciones sanitarias nada favorables, por lo que los índices de mortalidad infantil, sobre todo a finales del siglo XVIII, llegaban a sobrepasar el 90% de los acogidos. Estas circunstancias se dieron en todas las inclusas europeas. En la inclusa del XIX se aplicaron criterios de racionalidad que fueron corrigiendo lentamente estas situaciones.» TORRE, J, de la (coord.), Navarra cien años… Siglo XIX. Pamplona, 1994, p. 177.


� Ver detalles en Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II) pp. 320-322.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, un vecino de Zaragoza, Pedro Falloba, aseguraba haber inventado un bálsamo contra el reuma, 170; Real Cédula sobre farmacéuticos, 196 r.


� «El fracaso en estos temas, bien por las trabas que se suscitan dentro de las Cortes y son trasunto de su naturaleza estamental y de la reticencia de los grupos privilegiados a las reformas, bien por la obstrucción practicada por el poder central, evidencia las limitaciones que tenía una institución del Antiguo Régimen para acometer reformas en profundidad, que permitieran la transición a un nuevo orden, que implicará, en su día, la propia desaparición de la cámara legislativa navarra». En Actas de las Cortes, Op. Cit., p. 12.


� Datos de YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., (vol. I) p. 186 y 179-180; MINA APAT, M., Op. Cit. pp. 54-57.


� RÍO ALDAZ, R., Op. Cit, pp. 169-185.


� El ministro de Hacienda envió un oficio a las Cortes, por mediación del síndico, instando al traslado. El reino le indicó a su vez al ministro que tuviera presente que Navarra había sufrido agravios en los últimos tiempos y que los tres estados estaban prestos a reclamarlos. «Oficio del síndico a las Cortes desde Madrid participando la conferencia que tuvo con el ministro de Hacienda.» AGN, traslación de aduanas, lg.2, c.3; también en RODRÍGUEZ GARRAZA, R., Op. Cit., p. 45.


� Respecto al régimen tributario navarro y las aduanas consultar: TORRE, J., Op. Cit., pp. 135-140.


� En AGN. Reino, sección de legislación, lg. 23, c. 41, se aprecian las tensiones que caracterizaron los debates, ya que el asunto se vio mezclado con las intenciones del Gobierno de imponer el servicio militar obligatorio, etc.; Se pueden consultar también: RODRÍGUEZ GARRAZA, R., Op. Cit., pp. 45-50; MINA APAT, Op. Cit. pp. 54-69, quien realiza una exposición del tema bastante clara y profunda; RÍO ALDAZ, R., Orígenes de la guerra carlista…, pp. 36-38. 


� Sobre la relación con las provincias vascongadas ver: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, Vizcaya, 125 r-126 r; Guipúzcoa, 128 v-129 v.


� AGN. Reino, sección de legislación, lg. 23, c. 23; Sobre las pechas y censos: se dio lectura a un escrito de ratonera el 12 de marzo de 1817 y se acordó pasarlo después a la Junta de Buen Gobierno. El 28 de agosto de ese año se volvió a tratar el tema y se hizo un pedimento de ley, en función de la Real Cédula de 11 de agosto de 1806. El 3 de enero de 1818 volvió a mencionarse el proyecto de ley sobre redención de censos y pechas y después hubo una proposición para que la Junta volviese a examinar los contratos que debían reformarse en caso de no aprobarse. En Actas de Cortes, Op. Cit, (autos núms. 468, 1348, 2022) pp. 12, 94, 230 y p. 318;  en Ibídem los autos que abordan la regulación del comercio  (núms. 1849, 1854, 1859, 2018, 2033, 2338, 2341, 2344, 2749, 2756, etc.); Un robo de trigo equivalía a 22 kilogramos, mientras que un almud era la dieciseisava parte del robo (un litro  y 76 centilitros).


 


� Un pie castellano era la tercera parte de la vara, estaba dividido en 12 pulgadas y equivalía a 0,278365 m. 


� El documento se firmó en Pamplona el 1 de diciembre de 1817, en AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c. 8; Durante el Sexenio fueron constantes las quejas de la persona que tenía el arriendo de la «Barca de Castejón», por las pérdidas sufridas, hasta tal punto que demandó a la Diputación se le exonerase del servicio (24-4-1816). Al mes siguiente se hallaba interrumpido y se debatía sobre su emplazamiento. Más tarde (28-7-1816), la condesa de Mora, dueña de «los terrenos de Castejón», solicitaba las cuentas del expediente de la barca y poco después el servicio se había restablecido y el arrendatario pedía rebaja sobre el alquiler (6-8-1816). Idem, Actas Diputación, L 30/259 v, 273 v, 298 v, 304 r; pasado el tiempo, el barquero se quejaba de que los de Valtierra no abonaban el peaje, Idem., L 31/121 v. También se pueden consultar Actas de Cortes, Op. Cit., (autos núms. 1349, 1652, 2011) p. 552.


� El documento del proyecto está firmado por los tres estados reunidos en Cortes y en su nombre: Juan Bautista de Reta, Roque Jacinto Gaztelu y José María Vidarte. AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c. 10; En Idem., Actas de Cortes, Op. Cit, (auto 178) p. 125, aparece información sobre «Aprensión de delincuentes y cuentas de aprensiones y pleitos contra delincuentes»; ver también los autos que figuran detallados en pp. 552 y 558.


� Son las núms. 54 y  58, libro 1º, título 10 de la Novísima Recopilación. Además el informe menciona las 21 disposiciones del libro nº 4, título 6, del tomo segundo de la misma obra. En AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c. 13.


� AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c. 13. 


� AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c. 33.


� Ver Actas de Cortes, Op. Cit., auto nº. 2361 y núms. 1749, 2145, 2292, 2363, 2367, 2372, 2374, 2375, 2377, 2757, 2762, 2801, 2834; los autos relativos a la reforma de la enseñanza aparecen en nota al pie de p. 15; TORRE, J., de la, Navarra cien años… Siglo XIX. Pamplona, 1994, p. 254 y 256 respectivamente: «El número de escolares censados en 1797 era de 11.096 niños repartidos entre 303 escuelas atendidas por 311 maestros, mientras que en 1842 aumentaba el número de escolares (13.391) y de maestros (418), mientras que el de escuelas se mantenía estable (305).» «Las Cortes de Navarra intentan en dos ocasiones (1818 y 1824) la creación de una universidad, siendo negadas ambas por el rey.»; Sobre las actividades previas de la Diputación del reino ver :AGN. Reino. Actas Diputación, L 30/56 v; sobre la Orden de informar de las fundaciones dedicadas a la educación, Idem, 230 v, 231 r; En relación con la Compañía de Jesús aparece que, una vez que Fernando VII decidió su rehabilitación, la Diputación dio repaso de una carta del obispo de Pamplona al Rey, en la que se pedía también la restauración del Colegio de Pamplona, que realizaba funciones de Seminario, disuelto a su vez durante la guerra, fs. 231 v-233 v, 238 r; informe del Consejo del Reino, Idem. L 31/49 r.


� AGN. Reino, legislación general, lg. 23, c.3; En Actas de Cortes, Op. Cit., p. 573, aparecen los autos relacionados con el derecho de vecindad.


� Los Reales Decretos de 30 de enero de 1817 y 6 de marzo de 1817, respectivamente, declararon contrafueros las disposiciones que habían permitido a la nobleza militar asistir a las Cortes de uniforme, que eran las Reales Órdenes de 1797 y 1799. En AGN. Reino, legislación general, lg. 11, c. 42.


� AGN. Reino, Cortes, documentación general, lg. 11, c. 39; Idem., Actas de Cortes Op. Cit., autos (núms. 299, 401, 959, 973, 989, 990); reforma de la vestimenta oficial (núms. 473, 1169, 1384), en p. 573.





� AGN. Reino, sección de sanidad, lg. 1, c. 39.


� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 53.


� La ley foral 57, de las Cortes de 1776, estipulaba que debía ser juzgado por un tribunal militar. En Actas de Cortes, Op. Cit., pp. 457-467, aparece todo el expediente; ver también, AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, fs. 61 v-62, 63 v-64, 66-67 r; 88-89 r; 98 v-102 r. 


� La Real Cédula de 10-11-1818, en AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/ 95-96 r.  Extracción a Francia de Groses (16-8-1819) y ley 86: «Que se batan 30,000 Ducados en Groses, Medios  Groses, Maravedís y cornados» (22-5-1818), fs. 154 r, 160 r; ver también Cuadernos de las Cortes…, Op. Cit. (vol. II), pp. 177-404; interrupción del acuñamiento de los groses, AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/169 v-170 r; Los diputados realizarían las gestiones pertinentes para dar cumplimiento a esta ley, f. 87 r;  El gros equivalía antiguamente a 2 sueldos y en los estados alemanes a 5 centavos o 10 céntimos de peseta; Entre las leyes aprobadas por las anteriores Cortes legítimas celebradas en Pamplona (1794-1797), en plena guerra de la Convención (1793-1795) que afectó especialmente a Navarra y Cataluña, figuraba la de acuñar 20.000 ducados de maravedíes y 10.000 de cornados, dada la escasez. De cada libra de «platina» debían salir 122 monedas y debía figurar la fecha y el Monarca (ley 53).  A pesar de que las Instrucciones de las Cortes obligaban a la Diputación siguiente a cumplirlas, las circunstancias excepcionales del periodo hicieron que todavía en 1816 no se hubiese realizado este cometido, por lo que la Diputación ordenó a la Casa de la Moneda del reino que se realizara (14-8-1816). El administrador le respondió a los pocos días que era imposible, ya que no contaba con facultades para administrar bienes del mayorazgo de Lizarazu, de quien dependía el maestro mayor de la ceca. En Idem., L 30/308, 312 v; En ANEXO III aparece el listado de las leyes aprobadas por las Cortes de 1817-18 y en ANEXO IV las Instrucciones que dejaron a la Diputación entrante, donde se pueden ver las relativas a la acuñación de moneda.   


  


� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 54; Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II), p. 405.


� Idem, Cuadernos de las Cortes, Op. Cit., (v. II), p. 406.


� Actas de Cortes, Op. Cit., (autos núms. 2671, 2672) p. 483; AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 55, pp. 2 y 3; Idem., Actas Diputación, L31/1 r-2 v, «poder que el Ilustrísimo Reyno de Navarra deja otorgada en favor de la Ilustrísima Diputación…»; «Instrucción general que deja este Ilustrísimo Reyno de Navarra a su Diputación…», fs. 3-18.


� AGN, sección de cortes, lg. 11, c. 55. El documento consta de 62 páginas y aparece bajo el epígrafe: «Poder é instruccion dados por las Cortes de Navarra á su Diputacion, al tiempo de cerrar el Solio». La nota final está datada en 19 de julio de 1819. Se reproducen los enunciados en ANEXO IV; También figuran las instrucciones en Idem., Actas Diputación, L 31/3 r-18 r; Más información en Actas de Cortes, Op. Cit., (auto 2817) p. 504.  


� Los datos sobre los liberales de Navarra en el Trienio Constitucional en: MEMORIAS de d. Joaquín Ignacio Mencos…, Op. Cit.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/18 r-21v y 141 v; cátedras, 159 r. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/ 22-25; coches, pregonero, clarineros, timbaleros, 27 v, 28 v, 55 v, 56 v; también se enviaría la Patente General de leyes a la Universidad de Salamanca (16-10-1818), 35 r.


� Ibídem, fs. 25 v- 28 v, 29 r-30 r.


� Las condiciones generales respecto de la aportación de hombres al Ejército se hallaban reseñadas, desde la Edad Media, en el Título I, capítulos 4-7 del Fuero General de Navarra. (Edición y versión: Juan F. Utrilla), Pamplona, 2003.


� Todo sobre la exención del servicio militar y condiciones en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/33 v-34; las Reales Órdenes mencionadas sobre el servicio al Ejército eran de noviembre de 1817 y de julio de 1818; la respuesta de los diputados al síndico García, en relación con las gestiones que realizaba en Madrid sobre el servicio militar, fue la siguiente: «no habiendo otro arbitrio acceda a las ideas del Gobierno por ser el único medio de libertar a este Reyno de la extracción de gente, que es todo el objeto del encargo de los Tres Estados.», fs. 36 r, 37 r; suspensión de la Real Orden de 17-7-1818, 38 v, 48 r; sustitución del servicio por dinero y cuentas, 40 v-41 r, 42-48 r; orden de Ezpeleta para realizar padrones, 44 v; pago de cuota y Casa de Balmaseda, 52 v-53 r; Regimiento de Toledo, 55 v; respuestas de los pueblos, valle del Roncal, 48 v-49 r; reclamación de Guipúzcoa, 49 v-50 r; informe del síndico, 50; voluntarios en Zaragoza, 55 v; A pesar del acuerdo económico, aparece una noticia posterior (24-4-1819) de un vecino de Lodosa, Pascual Ramírez, quien había escrito a la Diputación para que la Justicia de la villa no persiguiese a su hijo por ser reclamado para el sorteo de quintas. En este caso los diputados se desentenderían del caso, Idem., fs. 124 v, 35 v-36 r.





� Más sobre los repartos contributivos en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31: al municipio de Ayegui contestaron los diputados que, como el reparto en principio era en base a la renta personal pero luego se había estipulado por fuegos, reclamase ante la Cámara de Comptos, 37 v; para el cobro a los pueblos morosos se nombraron escribanos reales: por la Merindad de Pamplona a Luis Vélaz, por la de Estella a Matías Izurrun, por la de Tudela a Antonio Munduarte, por la de Olite a Ángel Marín, y por la de Sangüesa a Egurbide, 37 v; Ablitas y Arbizu, 38 r; Real Orden que autorizaba al cobro, 38 v-39 r; los tres estados habían señalado en el paquete contributivo 118.332 reales de vellón a los valles de Urrául y Romanzado, mientras que al Almiradío de Navascués 34.884 reales, f. 39 v; Arellano, Oteiza, Villatuerta y Morentin, 40 r; Pamplona, 52 v, 67 v; Viana, 57 r; Cendea de Olza, 58 r; Arguedas, cabildo de Cintruénigo, 50 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/61 r, 65 v-66 r; Ángel Marín, 67, 89 v; Corella, Peralta, 68 v-69 v; valle de Aézcoa, 69 v; Estella, 70 r, 106 r; José Insausti, 182 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, Ramo de Caminos, el director era Pedro Nolasco y el depositario Juan Pío, f. 58 v; compra de local y archivo: «la confusión y hacinamiento de los papeles ocasionado en gran parte de la estrechez de las piezas destinadas para Secretaría y Archivo», 59-60 y 63. El palacio de la Diputación no se construiría hasta la segunda mitad de siglo y ahí se ubicaría el Archivo General de Navarra. Más de una centuria después, el fondo se trasladaría a su lugar actual, el edificio que originalmente había sido Palacio de los Reyes de Navarra y que luego se había convertido en Capitanía.


� Algunos investigadores foralistas han defendido la constitucionalidad del régimen del reino de Navarra antes de la Ley paccionada de 1841, aunque el mismo no tuviese relación ninguna con el ciclo liberal, sino que por el contrario estaba ligado al Antiguo Régimen y era claramente estamental. Son: OLÓRIZ, H., Op. Cit., pp. 441-456 («Constitución del Reino»); transcrita en ANEXO VI;  también BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del…, p. 57.


� «Su intervención puso en peligro la autonomía municipal, por lo que las Cortes llegaron a protestar en varias ocasiones. El Consejo dictaba ordenanzas locales, aprobaba las cuentas de los pueblos, fiscalizaba las inversiones, se entrometía en los nombramientos de regidores y llegó a dictar numerosas disposiciones relativas a la agricultura y al comercio de los municipios.» BURGO, J. I., del, Origen y fundamento del…, p 63.   


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, Amalia de Sajonia, fs. 158, 161; duque de san Fernando, 163 r; enlace matrimonial, 165 v, 167; la legación en Madrid para felicitar a los cónyuges la componían el síndico Florencio García, Blas Echarte, Francisco Ochoa y Alejandro Dolarrea, 178 r; la factura por el viaje de los diputados a Tolosa ascendió a 17.281 reales, 183 r; epidemia, 162; Reales Cédulas, 171 v; «posesión de la presidencia en la Diputación», 172 v; Juntas Generales de San Francisco Javier, presidencia Diputación, 173 r y ss, 179.


� El sistema de elección de los diputados se inició en 1678 y perduró hasta el final de la Historia del Reino. BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del…, p. 66; fuente YANGUAS Y MIRANDA, J, Op. Cit., (vol. 1), p. 360: «Si en las Cortes la toma de decisiones por unanimidad daba al clero un control total, no era este el caso de la Diputación en la que a pesar de estar presidida por un miembro del estamento eclesiástico, éste sólo tenía un voto y para casos de desempate, los otros cuatro estaban en mano de la nobleza y las universidades.»; Ver también TORRE, J. de la (coord.), Navarra cien años…, p. 223; Como en poco tiempo habían fallecido tres miembros de la Familia Real, y ante la situación de crisis económica, los diputados renunciaron a dos de las tres gratificaciones que les correspondían (18-2-1819), en AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/93; sobre los síndicos y agentes, y en general el origen y la estructura de la Diputación ver: SALCEDO IZU, J., La Diputación del Reino…, p. 151.


� En relación a los nombramientos de miembros de lo tribunales que no fuesen navarros ver: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/113 r-115 r, donde figura que se designó a Manuel Morales, natural de Andalucía, lo que motivó un representación escrita a la Corona pidiendo la anulación del nombramiento (5-4-1819); Respecto a la Administración local de Justicia, aún existieron en otros lugares «los señores, bailes, merinos y otros funcionarios del Rey. Los merinos tenían a su cargo prender y castigar a los malhechores de la Merindad. No tenían jurisdicción sobre los pueblos libres o privilegiados y, a consecuencia de los abusos que solían cometer, los pueblos trataban de escapar a aquella obteniendo el correspondiente privilegio. En BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del…, p. 64; ver también YANGUAS Y MIRANDA, Op. Cit., (vol. 1), p. 27 y (vol. 2) p. 322; 


� BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del…, pp. 67-69;  Novísima Recopilación leyes 11, 12, 13, 18, 20, 22, 27, 47, lib. 1, tit. VIII y Fuero General lib. 1, tit. 1º, cap. 4 y 5; YANGUAS Y MIRANDA, J., Op. Cit., «Resumen histórico que tenían las Cortes de Navarra en el año 1829», pp. 244-256.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, el presbítero de Andosilla era Manuel Ibáñez, el administrador de la marquesa de Falces era el marqués del Cerro y el provisor del Obispado José Luis Landa, fs. 106 v-110 r.


� La Diputación nombró para la confección de informes estadísticos, por la Merindad de Pamplona a Vicente Huarte, Fernando Larráinzar y al abad de Iza; por la de Sangüesa a Javier Donamaría, Joaquín Indiano y al abad de Aranguren; por la de Estella a Santiago Solano, José Lombardo y Fausto Navarrete; por la de Olite a Domingo Jáuregui, Francisco Marichalar y Domingo Vera; y por la de Tudela a Joaquín Morales, Marino Aisa y Francisco Uzqueta. En AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/68 v-69 r; Se puede ver un extracto del Catastro de Estella en ANEXO V: fuente AME, L 104, Catastro (1817/1818).


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, catastro Cendea de Iza, 96 v; Los Arcos, 121 r; Badostáin, valle de Egüés, 121 v; vicarios parroquiales de Lizarraga y de Aranguren, 122 v; Sesma, 128 r; lectura de papeles que tratan del catastro, 129 v, 132 r; 128 v, 129 v, 130 v, 132 r; los expertos mencionados eran «Monsieur Lay [y el] padre Jaumandreu…» (14-7-1819), fs. 146 v, 175 r; administrador del Canal de Buñuel, 164; Otros datos en: TORRE, J. de la (coord.), Navarra cien años… Siglo XIX. Pamplona, 1994, p. 286;  


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, ley de bagajes, fs. 70 v-71 r


� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 50: «Parte dado a las Cortes por el alcalde de Cáseda de haber encontrado muerto…»


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, lugar de Pedriz, 121 v; convento de san Benito de Corella, 142 v-143 r, 153 r; Tudela, 77 r, 145 r. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31; demandas de Corella, Lodosa, Francisco Arnedo (5-1-1819), 72 r; Obanos, 75 r; Milagro, Arbizu, 75 v; Isaba, 76 r; Lerín, 76 v-77 r; Artázcoz, Uterga, 76 v; valle de La Berrueza, 78; Basaburúa Mayor, 78 v; Mañeru, Echauri, Lazagurría, Desojo, 79; Gallipienzo, 81 r; Los Arcos debía del segundo plazo del donativo y del servicio militar 545 reales de vellón, 82 r, 84 r; Echauri, 82 v; Valtierra, Ustárroz, 84 r; Ostiz, 84 v; Cintruénigo, valle de Araquil, 86 v; Tiebas, Fitero, 93 v; Aspurz, rebaja de 330 reales en cada uno de los 15 plazos, 94 r; Artajona, 96 v; Torralba solicitó tala en el término de Majadavieja, 104 r; Burgui, 110 v; valle de Arce, 117 r; maestros de Tudela, 197 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, f. 103 r; prórroga 2º plazo, 116 v; Pamplona, 119 r; adelanto cuota, caso Gomeza y pago a los miembros de tribunales, 122; Lumbier, Tudela, Tafalla, Olite, Sangüesa y Murillo el Fruto, 122 v; San Martín de Unx, Lacunza, Puente la Reina, Manuel Ágreda, vecino de Cárcar, 123 r; Estella, Los Arcos, Viana, Sumbilla, Navascués, valle de Arme y Ergoyena, 124 r; Ibero, 126 v; Dicastillo, Peralta, 127 v, Cáseda, Azagra, 128 r; Eslava, Abaiz, Larrasoaña, Urrául Alto y Bajo, Romanzado, Corriedo de Liédena, valles de Lizuáin y Yerri, 128 r; valles de Guesálaz y Santesteban de Lerín, Allo, Urroz, Aranaz, valle de Ega, 128 v; ajustes del donativo, 151 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, correspondencia con el síndico, f. 133.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, «Que por medio de los escribanos más activos se ejecute y obligue a los pueblos al pago del 3º plazo del Donativo», f. 140 r; villas de Fustiñana y Cabanillas pidiendo respiro para el pago del 3º plazo…, 143 r; valle de Ilzarbe, 147 v; El Busto, 149; Cendea de Ansoáin, 151 v; Estella, 154 r, 208 r; el consistorio de Cárcar propuso entregar 7.248 reales de vellón, mientras iba abonando el resto; Fitero, 157 v; valle de Basaburúa, 166 r; negativas de aplazamiento: Falces, valle de Ibargoiti, 168 v; Lodosa, 170 v; Viana, 182 v, 184 v; Urrául Alto y Bajo, 184 r; En diciembre de 1819 pidieron prórroga: Burguete, Torres, valles de Aézcoa, de Elorz, de Ilzarbe, Corella, 184 v; Ablitas, Sansol, Villafranca, Arguedas, 185 r; Sangüesa, valle de Olaibar, Cárcar, 185 v; Cáseda, 186 r; Corriedo de Liédena, 197 v; 6º plazo y pagos efectuados, 177 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31; pagos de sueldos, fs. 73 r, 74 r, 75 v, 76 v; obras públicas: se destinaron 4.000 reales fuertes para el camino Real de Tudela, 2.500 para el de Caparroso y 3.000 al de Cirauqui, f. 76 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/314-315, ramo de Caminos. La normativa se hallaba contenida en la ley 47 de las Cortes de 1794-97; camino de Mañeru, providencias taludes, 97 v; limpieza de zanjas, 113 r, 179 v; En relación con este ramo y algunos particulares, destaca la actitud de los diputados con una vecina de Arguedas, María Gurría, que había quedado viuda de Justo Jaso al haber muerto en las obras del Camino Real de La Ribera. Solicitaba pensión de viudedad y los gobernantes le concedieron «dos onzas de oro por una vez», f. 123; Por el contrario, a la mujer del difunto aparejador José Arrizurrieta se le negó cualquier ayuda, 139 v; Hubo quejas de los vecinos de algunos núcleos urbanos, como en Tafalla, porque se «saca cascajo de sus heredades» para la reparación del Camino Real. Por su parte, el técnico informó de que individuos de esta misma localidad habían tirado al río unas piedras encimeras del puente recién construido, logrando capturar a uno de ellos, 154 v, 159 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31; empréstito de 18 millones de reales de vellón, f. 80 v; cuota de 160.000 reales de vellón a los comerciantes de Pamplona, 82 r; Consejo del Reino, impuesto contra los pueblos, 88 r, 91-93 r; los miembros del Consejo eran Juan Garrido, Francisco Ibáñez, Martín Muzqui, Santiago de Suso,  Juan Echeverría, Manuel Legalde y José Zuaznavar, 91 r; el administrador tenía la obligación de entregar a la cámara de Comptos 21.500 ducados de Navarra al año, por tercios, para los sueldos de los miembros de los tribunales y «de otros empleados. El regente por su parte exigía 106.776 reales de vellón  por salarios «vencidos en cuatro meses», 92 r; sueldos de los empleados de la Oficina de Totalización, 94 r; réplica de contrafuero y traslado de los diputados al palacio del virrey para presentarla, 103 v-104 r; oficio del virrey pidiendo 26.700 reales de vellón, 105.


� Datos en TONE, Jhon, La guerrilla española y la derrota de Napoleón. Madrid, 1999, p. 121; Los estudios sobre la propiedad de la tierra en Navarra son parcos, más por la falta de datos que por ausencia de interés. Los catastros no abundan en las primeras décadas del siglo XIX. Sólo se cuenta con algunos datos contabilizados por los franceses en 1812, como consecuencia del reparto de las contribuciones. En 1817-1718 también se realizaron algunos por orden del Gobierno, con la finalidad de efectuar las reformas de la Hacienda. Puede consultarse, ERDOZAIN, Pilar, Propiedad, Familia y Trabajo en la Navarra Contemporánea. Pamplona, 1999, pp. 287-308, quien a su vez cita el trabajo de GARCÍA-SANZ, Ángel, Historia Agraria de la España contemporánea. 1. Cambio social y nuevas formas de propiedad (1800-1850). Barcelona, 1986.


� «Real Cédula mandando que los Señoríos Jurisdiccionales fuesen reintegrados…» En AGN. Reino, sección de fueros y privilegios, lg. 5, c. 57; Sobre la roturación de tierras: «Las dificultades iniciales del XIX debieron frenar muy levemente la expansión roturadora, que en las décadas de entre guerras (1814-1833) tendría su máximo auge». En FLORISTÁN IMÍZCOZ, A., Op. Cit., pp.284-285, quien cita a ZUAZNAVAR, J., Discurso sobre el comercio exterior de granos del Reino de Navarra. Pamplona, 1818, p. 78, quien a su vez afirmaba: «Por los negocios que llegan al Consejo veo que se ha roturado mucho durante la última guerra.»


� Fuente: LANA, J. M. Y RÍPODAS, F., «Algunas notas sobre el sector agrario en el siglo XIX; los usos del suelo y la cabaña ganadera», en Gerónimo de Uztáriz, nº 6-7.


� El número exacto computado de cabezas de ovino era de 573.000, 57.300 de caprino y 26.800 de ganado equino. Datos extraídos de «El mundo rural y la economía agraria», en TORRE, J. de la (dir), Navarra cien años..., pp. 22-55 y 165-166; Sobre mejoras en las técnicas de los cultivos los diputados promovieron la experimentación de algún nuevo método de roturación y siembra del trigo (9-8-1818), AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/34 r. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30, sobre el incendio en Montejurra, f. 195 v; de otros lugares también llegaban quejas por abusos en los montes, como en el valle de Lana (8-3-1816), 250 v; vecino de Tudela 153, 155 v; hay muchos casos más en Idem., L 31, comisionado de montes del valle de Ega, lugar de Legaria pidiendo facultad para cortar 50 árboles para poder satisfacer el donativo, 115 v; villa de Izalzu solicita facultad para cortar 12 árboles, 117 r; regidor de Valtierra, 119-121 r; Aguilar, 121; Ezcároz, 121 v; guardas y comisionados de montes, 126 v, 128 r, 134 r; Sobre la conservación de montes y la regulación de corte de árboles FLORISTÁN IMÍZCOZ, A., Op. Cit., p 227, escribe: «Las Cortes de 1757 (ley LIV) dictaron las primeras “Ordenanzas para la plantación y conservación de árboles”, prorrogadas en sucesivas reuniones, con ampliaciones y retoques (1765-1766, ley XXXII; 1780-1781, ley XL; 1794-1797, ley XLIV; 1717-1718, ley CIX), hasta su formulación completa y definitiva en 1829 (ley XXVI).»


� TORRE, J. de la, Navarra cien años… Este autor es la referencia principal en relación a estos aspectos, dejando constancia de los conflictos sociales que se derivaron de semejantes situaciones. Sobre las revueltas de los campesinos en la zona media, impagos de diezmos, etc., p. 286; Lo relativo a las prohibiciones estipuladas por el Real Consejo, cita la fuente en pp. 81-87: AGN, Real Consejo, Subsecc. IIIª, Libros de Gobierno y Administración, Cédulas Reales, lib. 15, s/f. (3 de julio de 1816);  Las estimaciones de la renta individual proceden de AME, Catastro, L 104 (1817/1818). A su vez, se reproducen algunos ejemplos ilustrativos del mismo en ANEXO V.   





� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31/126 v-127 v


� El autor de referencia, en cuenta a los problemas sociales, escribe que «comportamientos similares se dieron en el mundo campesino francés en la primavera de 1789 (G. Lefebvre, 1966, p.25)». Cita la fuente: AGN, Real Consejo, Subsecc. IIIª, Libros de Gobierno y Administración, lib. 95, s/f (24-8-1816). Los datos sobre los problemas causados por los ex-voluntarios provienen de Idem, AA DIP, vol. 29, sesión del 25 de junio de 1815; PRC, Larramendi, Sala IIIª. 1815, f.5º, nº 8 —informe del fiscal Gil de Linares―. Todo En TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 87-93 y 183.


�  «Estas distintas vertientes de la lucha por la tierra en un marco de crisis económica confirma que los conflictos de clases eran una realidad insoslayable del mundo rural navarro en vísperas de la revolución de 1820.» En TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 153-161.


� De la Torre defiende que la legalización de las ventas fue la respuesta institucional durante el Sexenio al grave problema que se manifestaba en un gran número de pleitos, razonamiento que parece acertado y se ajusta al que ya se ha expuesto en el capítulo correspondiente a las Cortes. «En suma, la desamortización civil había abierto una brecha entre beneficiarios y quienes quedaron al margen o perdieron una fuente de ingresos en medio de un panorama cada vez más crítico. De ahí que surgiese una respuesta institucional que tratase de consagrar la legalidad del proceso y cortar la multitud conflictos y litigios.»; en TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 152


� En 1816 y 1817 los consistoriales de Pitillas y Ujué mantenían una querella con Arias Texero, que había sido obispo de Pamplona y reclamaba desde Valencia el pago de las rentas episcopales. El caso de Fitero procede de AGN, Real Consejo, subsecc. IIIª, Libros de Gobierno y Administración, lib. 24, fols. 275-279. En TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 105- 121.


� «Para conservar su exención el clero hizo valer en las cortes la concordia de 1524, por la que los clérigos debían pagar cuarteles por bienes raíces cuando vivían con su familia, y ésta ponía los bienes a su nombre, y cuando se compraban nuevos bienes que antes pagaban cuarteles; y pagar alcabalas por el ganado que no provenía de diezmos». En 1817 se ampliaron los casos a los bienes adquiridos por herencia y donación. En RÍO, R. Op. Cit., pp. 342-357; Datos también  de TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 122-136; Sobre el decreto de Bonaparte, de abolición de los derechos feudales, consultar: ERCE EGUARAS, J., Op. Cit. pp. 40-42.


� Joseba de la Torre concluye el capítulo «Lucha antifeudal y conflictos antiseñoriales: como en el resto de la Monarquía, al final de la crisis del Antiguo Régimen en una Navarra sacudida por la recesión económica se experimentaron las vías características de resistencia campesina contra los símbolos y expresiones materiales que contribuían al deterioro de una situación social y económica», en TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 136-139


� AGN, Reino, legislación general, lg. 23, c. 14.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31; Los Arcos, 81 v-82 r; Pamplona, 83 v-84 r; Lodosa, 143 r, 145 v; valle de Roncal, 197 r.


� El autor de referencia expone más testimonios de bandolerismo y añade que todos los fracasos en la lucha contra la delincuencia se debieron, incluido el de las Cortes de 1817-1818, a los desacuerdos en la financiación derivados de la falta de peculio, lo que es cierto, como ya se ha expuesto a lo largo de esta tesis doctoral. Cita a su vez a VIDEGAIN, F., Bandidos y salteadores de caminos. Historias del bandolerismo navarro del siglo XIX. Pamplona, 1984, pp. 64-135. De ahí proviene la reseña sobre la sentencia del tribunal navarro de la Real Corte contra 15 bandidos (12-11-1819), concretamente del relato «Los Bandidos Corellanos», en Idem, pp. 118-135.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 30/220 r: Idem, L 31/36 v; Sobre Estella: AME, libro L 101, Actas Sesiones, f. 79


� Auto de la Real Corte sobre armas en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, fs. 89 r, 92 v, 98 v; Sobre la iniciativa de la Sociedad Económica de Tudela, Joseba de la Torre comenta: «en suma, el temor de los propietarios trataba de rentabilizar en su beneficio y mediante el trabajo forzado la miseria cotidiana de muchos campesinos». Los planes del virrey provienen de AGN, AA DIP, vol. 31, f. 174 (7 de diciembre de 1819; y sesión de 12 agosto de 1818). En TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 97-101. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31; Lumbier, 160 v; oficio del virrey para la formación de una compañía de 60 hombres, 174 r, 175 v-177 v, Sarasa y Apesteguía, 177 v, 189 r.


� Es difícil precisar el valor de la libra porque era una moneda imaginaria, cuyo valor variaba según los territorios. La libra navarra equivalía a 78 céntimos de peseta y se dividía en los mismos sueldos y dineros que la catalana.


� El documento está firmado en Estella a 8 de mayo de 1817, por el prior y cargos del gremio: Vicente Aramendía, Juan Miguel Ugalde, Simón de Ugarte,  Joaquín Díez de Baquedano. En AGN. Reino, sección de agricultura y artes, lg. 3, c. 9.


� De este modo recibía poder para ejercer el cargo: «en lo tocante a Nuestra Santa Fe Catolica y Religión Cristiana…y para que podais traher, y traigais bara alta, armas ofensibas, y defensibas, que no sean de las proditorias, y exceptuadas, siempre y cuando seais empleado en diligencias del santo oficio.» En AGN. sección de negocios eclesiásticos, lg. 11, c. 18.


� En el sentido del carácter atípico de la revolución, por su lentitud y desarrollo, es significativa la siguiente reseña: «Yo me acordaba de cómo se alzaban los pueblos en la guerra de la Independencia, y al ver aquella pereza, aquella actitud somnolienta de 1820, se me abrasaba la sangre de impaciencia… Más que una revolución, aquello parecía una fiesta, una procesión atascada en los baches del camino. No había en ella el incendio popular, sino una especie de lento deshielo, inseguro, dificultoso… Faltos de resolución, de verdadero instinto revolucionario y de iniciativa, los rebeldes decidieron… esperar. Una sublevación que espera es una sandez. Es como un rayo que tomara aliento en mitad de su camino.»; Sobre la escasa participación del pueblo: «Lo que me aflige más en este fracaso no es la mala suerte de los militares sublevados, sino la apatía general del país, su poltronería política… Ve que se levantan unos cuantos hombres proclamando la libertad para todos, los principios de justicia, el gobierno ilustrado, y se cruza de brazos, no emprende nada, sonríe al ver pasar la insurrección, cual si fuera cabalgata de carnaval…»; En relación con la ineficacia del Estado: «Con la súbita esperanza de triunfo, la revolución había arrojado la máscara y se burlaba del Gobierno. En éste no había un solo ministro apto para hacer frente a un suceso tan grave. Hombres todos de miserable espíritu, no servían más que para la adulación. Todo Madrid se reía de ellos»; El pueblo llano participó de la revolución en la capital, una vez que se conoció la noticia del juramento real de la constitución: «Ya era público el famoso decreto de 7 de marzo, y desde muy temprano no había ciudadano de la improvisada nación constitucional que no repitiese el… me he decidido a jurar la Constitución promulgada por las Cortes Generales y extraordinarias de 1812…El 8 fue día de júbilo, de triunfo, de algaraza, de expansión incomparable. El pueblo, más niño, más niño en las buenas que en las malas, parecía haber recibido un juguete por mucho tiempo deseado.» En PÉREZ GALDÓS, B., Op. Cit., pp. 153-154, p.166, 182-183; y 187-188, respectivamente.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, oficio del virrey con la Real Orden sobre la libre extracción de granos…, 186-187 r; Arguedas, Fustiñana, 187 r; Fustiñana, Falces y Pitillas solicitan..., Arguedas, donativo, 189 v; el «lugar desolado de Lor» reclamaba…, 193 v; suministros, 187; valle de Anue, 195 r; Pitillas solicita respiro..., 196 r; Francisco Ribed, 198 v; «libranza de 6.000 reales vellón a favor de Francisco Ribed…», 208 r; puente de Sangüesa, 197 v; camino de Mañeru, 199 r.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, caso Gomeza, 199-203; hay otras declaraciones de los diputados que merece la pena reseñar: la declaración de Gomeza  «es una injuriosa acriminación de la conducta de otros, es una trama urdida para dar por tierra con los Fueros y Leyes…, es la injuria más atroz que puede hacerse a la inalterable rectitud de un Monarca…», 202.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, oficio del general gobernador de la plaza de Pamplona a la Diputación, 204 r; oficio del mismo al consistorio de Pamplona, concediendo permiso para una colecta con el fin de reconstruir el santuario de la virgen del monte Carmelo, 204 v, 209 v-210 r; universidad, 205-207 v.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, 210 v-212 r.


� Todo sobre los días 8, 9 y 10 de marzo de 1820 en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, 213 r-216 r; en Idem, sección de la Diputación, lg. 3, c. 24, «Copias de los oficios y actas de la Diputación del Reino con motivo de la publicación de la Constitución española verificada en Pamplona», donde aparecen reseñas ilustrativas de la circular de los diputados a las Merindades: «Navarros: Los Vascones Navarros nuestros Padres tenacísimamente amantes de su Pais, viendo la irruccion de los Sarracenos, conocieron la necesidad de unir las fuerzas y designios en una comun Cabeza, de la qual dimanasen los influjos con mas eficacia y utilidad pública… Sin embargo de los acaecimientos de Andalucia con una parte del Egercito expedicionario de Ultramar no he roto mi silencio asegurado de la profunda paz de que gozaba este Reyno y confiado en vuestro inmutable carácter…»; Ver también ESPOZ Y MINA, Op. Cit., t.1, pp. 232-241, que expone su entrada en Navarra y la marcha a Pamplona, desde donde participó de un modo u otro en la proclama constitucional del 11 de marzo de 1820.


� Los comunicados del procurador síndico en Madrid: AGN. Reino, sección de la Diputación, lg. 3, c.34;  sesión de la Diputación, mañana del 10-3-1820, en Idem, Actas Diputación, L 31, fs. 217 r-219 r.	


� Sobre la Junta provisional de Gobierno que se conformó en Madrid la autora de referencia es BULDAÍN JACA, B., Régimen político y preparación de Cortes en 1820. Madrid, 1998. También analiza algunas de las situaciones que se dieron en Navarra, en pp. 147-149, y expone que Espoz proclamó la Constitución en la villa de Santesteban el día 10, mientras que el 12 lo haría en el valle del Baztán y el 13 se presentaba en Pamplona con excombatientes de la División y comerciantes de Bilbao y Vitoria. En la capital de Navarra se puso a las órdenes del virrey y disolvió la fuerza que le arropaba. Fuentes: Oficio del Virrey de Navarra, Conde de Ezpeleta, al Ministro de Estado comunicándole la entrada en Pamplona del General Francisco Espoz y Mina. Pamplona, 17 de marzo de 1820; Gaceta, 21 de marzo de 1820, núm 46, 307 y 308. 


� Cuando se conformó el nuevo Ayuntamiento constitucional de Pamplona, una vez instituida la Junta de Gobierno, «aquí se prevalieron los que eran opuestos a ella (la Constitución), en que se comprendía el clero en general, la curia, la aristocracia y todos los adheridos a esas clases…» ESPOZ Y MINA, F., Op. Cit., t. 1, pp. 236, 239.


� Todas las actividades de la tarde (10-3-1820) en: AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, 217 v-219 r; el capitán graduado era Francisco Paula, 219 r.


� Todo lo relativo a las cartas del procurador síndico comunicando los cambios constitucionales en: AGN. Reino, negocios de la Diputación, lg. 3, cs, 32 y 33. Son de destacar algunas de sus expresiones a la hora de dirigirse a los diputados, tales como: «la diputacion no faltará a su deber, y si faltase sobre ser nulo o ilegal su proceder se acarrearia el odio de sus naturales. Sin derechos para convocar Cortes, y si sólo para pedirlas Usted y todos harian esto último mas bien que descender á un perjurio inútil. La Diputacion probablemente hará lo mismo y pues interesa tanto al bien público no perder tiempo, soy de opinión que por el ministerio de Gracia y justicia se mande al Virrey de Navarra enviando los poderes de estilo que convoque á Cortes para dentro de 12 o 15 dias y efecto sólo de tratar de su incorporacion lisa y llana con absoluta igualdad y unidad bajo el nuevo Régimen constitucional al resto de la Monarquia.»;  Las negociaciones entre la Junta Constitucional y la Diputación en Idem, cs. 34-39. 


� Esta es una parte del escrito dirigido a la población: «Fidelisimos Navarros: Buestra Diputacion se halla noticiosa de que la Guarnicion de esta Plaza siguiendo el ejemplo de las de Zaragoza, Coruña y otras ba a jurar la Constitucion Politica de la Monarquía Española; y tambien le consta la tranquilidad, buen orden y exacta disciplina que se ha propuesto observar en este acto memorable.» AGN. Reino, negocios diputación, lg. 3, c.34; El conde de Guenduláin escribía en sus Memorias: «La guarnición de Pamplona, mejor diré, sus Jefes y Oficiales, de inteligencia con el general Mina, emigrado en Francia desde 1814, y un cortísimo número de habitantes levantaron en Pamplona el grito a favor de la Constitución de 1812 el día 11 de marzo de 1820.» El conde después del golpe militar se alistó en la Milicia Nacional Voluntaria, contraria a Mina y a los revolucionarios, donde fue cabo de Caballería. Abandonó Navarra el 3 de noviembre de 1821 para marchar a Madrid, según él porque la prudencia así se lo aconsejaba. En Memorias de D. Joaquín Ignacio Mencos…, Op. Cit., pp. 43-46.


 





  


 


� «Aunque él intentó reflejar en sus Memorias su completa independencia de los hechos mencionados, parece que realmente fue Espoz y Mina si no el instigador, sí al menos el catalizador de una situación que acabó de forma similar a otros lugares.» En BULDAÍN JACA, B., op.cit. p. 149, quien cita a Miraflores o a Girón como testimonios. 


� He aquí un extracto del momento previo a la jura: «uniformados los animos de la tropa y sus Gefes con los de todo el vecindario y los de la Diputacion del Reino y Ayuntamiento de su capital en concurso del cuerpo de sus Consultores que se reunieron en la Sala Consistorial de la Ciudad, salieron á las diez de la mañana en toda pompa á la gran plaza denominada del Castillo, en la que ya preparada la tropa fueron recibidos con una música marcial, y con los mas vivos aplausos». El Real Decreto de 7 de marzo había anunciado la inminente jura constitucional del Monarca. En AGN. Reino, legislación general, lg. 24, c.9; También se puede consultar LABORIE ERROZ, M. Op. Cit. pp. 70-74. Esta autora cita fuentes como el Manifiesto del Ayuntamiento Constitucional. Pamplona, 1820, p. 4; y el Archivo Municipal de Pamplona, Libro de Actas, nº 76, fols. 8-13 y 18.


 


� Todo sobre el día de la jura constitucional (11-3-1820), en AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, 219 r-222 v; el envío urgente del correo de Florencio García, que llegó a Navarra desde Álava, costó 320 reales de vellón y tenía que arribar a Pamplona antes de las 15 h. del mismo día de la jura constitucional en esta ciudad, f. 221 v. Los números de la Gaceta de Madrid eran el 30 y 31. El secretario de Estado y del despacho de Gracia y Justicia, marqués de Mataflorida, había comunicado al duque del Infantado, presidente del Consejo de Castilla, la convocatoria de Cortes constituyentes.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, sesiones días 12 y 13 de marzo, 222 v-223 r; también en Idem, legislación General, lg. 24, c.9.


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31, sesión del 14-3-1820, f. 233 r; Espoz había entrado a España a través de los Pirineos y proclamó después la constitución en Santesteban y en otras poblaciones del valle del Baztán. En ESPOZ Y MINA, F., Op. Cit., t. 1, pp. 232-236;  Ver también: LABORIE ERROZ, Op. Cit., quien afirma que los militares quisieron proclamar la Constitución en Pamplona sin contar con el Ayuntamiento de la capital ni con la Diputación y que así se lo recordaría el Consistorio a los mandos castrenses, p.70.


� «A partir del día 16 comenzó la segunda parte del pronunciamiento con la creación, por parte del Ayuntamiento de Pamplona, de una Junta Superior de Gobierno, siguió con el nombramiento de un nuevo jefe político en Manuel José Quintana, preso hasta entonces en la Ciudadela, y culminó el 24 con la aceptación por el Rey de Espoz y Mina como Capitán General, en sustitución del conde de Ezpeleta aceptando la solicitud de la Junta recién instalada.» En BULDAÍN JACA, B., op. cit., pp. 148-149. Fuente: Exposición de la Junta de Navarra a la Provisional dando cuenta de su instalación y de las medidas tomadas. Pamplona, 17 de marzo de 1820. 


� AGN. Reino, Actas Diputación, L 31: sesiones del 16 y 17 de marzo de 1820, formaron la Junta Interina el teniente general barón de Armendáriz,  quien ocupó la presidencia; vocales: Julián María Ozcáriz, Pedro Clemente Ligués, José Luis Huarte y Urriza, Mateo Manuel de Barbería, Pedro José Villena y Agustín Armendáriz; y como secretario Ángel Sagaseta de Ilúrdoz, fs. 223 r-224 r; Ver también BULDAÍN JACA, B., op. cit., p. 149; En AGN, Negocios de la Diputación, lg. 3, cs. 34 y 35: «Oficios relativos a la cesación de la Diputación del Reino con motivo de haberse publicado la Constitución; y nombramiento de una Junta interina de Gobierno»; Idem., lg. 4, c. 2: circular del Ayuntamiento de Pamplona «haciendo saber el nombramiento de la Junta interina de Gobierno, después de publicada la Constitución»; AMP, Órdenes y Circulares, lg. 9: «Circular en que se hace presente que el rey nombra Capitán General de Ejército y provincia de Navarra al Mariscal de Campo, D. Francisco Espoz y Mina…» El nombramiento de Mina para el mando militar se le confirió el 21 de marzo y se publicó en Pamplona tres días más tarde; Sobre la Junta Interina BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del..., p. 94, escribía: «El Ayuntamiento nombró entonces una Junta provisional interina del Gobierno de Navarra, la cual designó a su vez un Jefe político también interino y pidió el mando militar para Espoz y Mina, que hacía varios días había penetrado en Navarra por Santesteban levantando la bandera constitucional. El jefe político interino era D. Manuel José Quintana y el Secretario Interino, D. Ángel Sagaseta de Ilúrdoz; Ver también MEMORIAS de d. Joaquín Ignacio Mencos, conde de Guenduláin, 1799-1882. Pamplona, 1952, p. 379. 


� BURGO, J. I. del, Origen y fundamento del…, p 94


� AGN. Reino, sección de fueros, privilegios…, lg. 6, c. 70: «Circular de la Junta interina de Navarra mandando que los Alcaldes ordinarios de los pueblos fuesen considerados en todo como Alcaldes constitucionales interinos» (18-3-1820). Firmaron el escrito: como jefe político, Manuel José Quintana, el teniente general barón de Armendáriz, Julián María Ozcáriz y el secretario interino, Ángel Sagaseta de Ilúrdoz; Idem, c. 71: «Circular dando reglas para la renovación de los Ayuntamientos constitucionales» (13-11-1820); Idem, c. 72: «Real Orden relativa al modo con que debían hacerse las elecciones de Ayuntamientos» (12-12-1820).


� Sobre la disputa entre el Ayuntamiento de Pamplona y la Junta, Espoz escribía: «Los individuos que componían el Ayuntamiento de Pamplona, una vez establecida la Junta, que debía abrazar todas las atribuciones del mando y administración, consideraron caducos sus poderes, que los tenían de otro sistema, y su delicadeza los estimuló a disponer incontinenti lo necesario para que el pueblo se eligiese el nuevo Ayuntamiento que debía regirle, conforme a la ley constitucional; y aquí se prevalieron los que eran opuestos a ella, en que se comprendía el clero en general, la curia, la aristocracia y todos los adheridos a estas clases… Este nuevo Ayuntamiento, después de haber provocado mil y mil veces el trastorno del orden y tranquilidad, protegiendo y fomentando el atrevimiento y descaro de cuatro atolondrados jóvenes, imprimió un largo manifiesto refiriendo los hechos a su antojo, para darse el mérito de una cimentación también a capricho, y un tanto cuanto injuriosa a muchas personas respetables, y aun a mí mismo; pero por mi parte contesté, con otro manifiesto impreso, que tendré que unir a estas Memorias más adelante…» En ESPOZ Y MINA, F., Op. Cit., t.1, p. 239-240;  «En el caso de Navarra está claro que el más interesado en la continuidad de su Junta fue el Capitán General (Espoz y Mina) que no formaba parte de ella, pero que ejercía una indudable influencia.» En BULDAÍN JACA, B., op. cit., p. 155, se menciona también la nueva Junta conformada; Ver también LABORIE ERROZ, M. Op. Cit., pp. 70-74, manifiesto del Ayuntamiento de Pamplona de 22 de julio, en el que éste expresaba que Espoz había conseguido formar una Junta Gubernativa fiel a su causa.


� ESPOZ Y MINA, F., Op. Cit., t. 1, p. 242 y ss. Sobre la guerra que se avecinaba Espoz escribía: «¡Y ojalá en Navarra hubiese habido más delicadeza, para no ser perjuros en aquel tiempo, entre los hombres que deben conocer lo que un juramento liga, porque siendo así no sólo habría llorado aquella provincia, sino la nación entera los desastres que le ha producido la formación del ejército que abusivamente se llamó de la fe, ayudado de otro que no la tenía mayor en religión y moralidad! ¡ Y Dios sabe cuánto tiempo tiene todavía que llorarlos» (p. 243). De la negativa del ministro de Guerra a alistar voluntarios y de la situación de Navarra a finales de abril de 1820 dejó plasmado que: «si se tratara de otra provincia donde no hubiese tantos elementos de discordia y tantos opuestos al Gobierno que se trataba de sostener; de otra provincia en que los espíritus, o sea partidos, no estuviesen tan encontrados y encarnizados como en la de Navarra, en la cuál, por muchas circunstancias, llevaba la mejor parte o tenía la mayor fuerza el de la oposición al sistema constitucional. Desde que la Junta y yo habíamos elevado al Gobierno el conocimiento de las medidas que creíamos oportunas adoptar, la delicada posición de la capital de la provincia y de sus autoridades se había complicado extraordinariamente, y si no todas estas lo comprendían así, yo veía aquel estado muy borrascoso; y así que prescindiendo de toda consideración , despaché un correo extraordinario a la corte con una exposición en que pintaba nuestro estado en los términos que mi vista lo alcanzaba en honor y conciencia. Dióme ocasión a estos sucesos que pasaron en Pamplona los días 13 y 14 [de abril de 1820]», Idem, p. 244.


� «Particularmente en Navarra, el estado de guerra latente empezó a manifestarse acto seguido de la sublevación de Cabezas de San Juan. El 11 de marzo de 1820, la guarnición militar de Pamplona obligó a las autoridades a proclamar la Constitución de Cádiz. El respeto general hacia el virrey, conde de Ezpeleta, contuvo las manifestaciones del descontento popular, pero cuando Ezpeleta fue sustituido por Mina, se promovieron, inmediatamente, movimientos públicos de carácter realista… En Navarra se suceden los tumultos populares en Tudela, Tafalla y Corella, ocasionados por las mortificantes retretas militares o por la predicación impuesta de la Constitución en las iglesias… El primer alzamiento realista organizado con carácter regional y de acuerdo con un plan fue el de Navarra, que se produjo por estos mismos días [diciembre de 1820]…»; En GAMBRA, R., «La 1º Guerra Civil», Temas Españoles, nº 259, pp. 6 y 7.


� ESPOZ Y MINA, F. Op. Cit., t. 1, pp. 249 y 250; Sobre la conformación de la milicia nacional en Navarra: HERRERO MATÉ, Guillermo, Liberalismo y Milicia Nacional en Pamplona durante el siglo XIX. Pamplona, 2003; sociedades patrióticas y destrucción de símbolos en TORRE J. de la, Navarra cien años…, p. 286.


� Sobre la guerra Realista consultar GAMBRA, R. Op. Cit.; MEMORIAS de d. Joaquín Ignacio Mencos, Op. Cit.








� Para defender la tesis de la existencia del grupo liberal, Joseba de la Torre se apoya en las Memorias…del conde de Guendulain 1799-1882, p. 41-42 y en LLUCH, E. y otros, «en torno a una familia liberal pamplonesa del siglo XVIII: los Vidarte», Príncipe de Viana, Anejo 4. En TORRE, Joseba de la, Lucha antifeudal… pp. 73-74; Ver también: «relación dada a la diputación por la oficialidad del 1º regimiento de voluntarios sobre las ocurrencias del 25 y 26 de setiembre, el 12 de octubre de 1814». Fuente: AGN, Guerra, lg. 17, c. 50, en Idem., pp. 65-80. 


� La débil militancia en Navarra «ha sido invención de la historiografía conservadora, que no ha estudiado —porque no le ha convenido o porque el esfuerzo superaba sus aspiraciones “científicas”― la documentación del Trienio, excepto cuatro o cinco papeles que han ido repitiendo de unos a otros. Pero, además, la negación de la importancia liberal la han “conseguido” también por el simplismo de suponer que los que no eran liberales eran realistas, cosa que— como veremos ―estaba muy lejos de la realidad.» Datos extraídos de RÍO ALDAZ, R., Orígenes de la Guerra Carlista en Navarra (1820-1824). Pamplona, 1987, pp. 34-38. Respecto al carácter exiguo del liberalismo cita los estudios de Pegenaute Garde y otros datos los entresaca de las Memorias de Espoz, pp. 198-199, 219-220 y 222; Sobre las aduanas cita la fuente: AGN. Traslación de aduanas, “expediente de aduanas”, lg. 2, c. 3; Ver también TORRE, J. de la, Lucha antifeudal…, pp. 38, 47 y 48.  





� En CASTRO, J. R., Yanguas y Miranda. Una vida fecunda al vaivén de la política. Pamplona, 1963; «Fue una de las figuras más destacadas del liberalismo isabelino frente al Carlismo en Navarra, siendo relevante su papel en la integración institucional del Reino de Navarra como provincia en el estado español.», TORRE, J. de la (dir), Navarra cien años…, p. 274.


� En TORRE, J., Navarra cien años…, p. 260-268.


� Consultar: PEGENAUTE GARDE, Pedro, Planteamiento de la represión política en Navarra durante el reinado de Fernando VII. Pamplona, 1974. 





� Sobre la relación de los fueros y el tradicionalismo, se pueden ver los siguientes ejemplos: «¿Tuvo que ver la guerra realista con la pérdida de los fueros? Si suponemos que los fueros y leyes de Navarra eran el cuerpo jurídico e institucional específico del sistema feudal en Navarra, estoy dispuesto a defender el primero que la rebelión realista tuvo que ver con ellos…» RÍO ALDAZ, R., Orígenes de la Guerra Carlista (1820-1824). Bilbao, 1992, p.23-24; Otra opinión contrapuesta: «Se ha intentado envolver con un manto foral la guerra carlista pero las nuevas aportaciones demuestran con rotundidad que no fue en sus inicios una guerra foral, como decía Julián Egaña, ni los carlistas lucharon por los fueros, ni los liberales lo hicieron en contra. Los carlistas se sitúan en contra de todo lo que significaba innovaciones o transformaciones y lo que es más importante, contra el liberalismo económico y sus nuevas formas de producción y de propiedad agraria…» Sin embargo, páginas más adelante: «El fuerismo y más concretamente el programa “paz y fueros”, fue puesto en marcha durante la guerra de los Siete Años (primera guerra Carlista) por liberales moderados de Madrid, junto con los de Vascongadas y Navarra… Era la solución para poner fin a la guerra de una forma consensuada, sin castigo para los carlistas…, y beneficiosa para el liberalismo.» En TORRE, J.  de la (coord.), Navarra cien años… Siglo XIX. Pamplona, 1994, p. 231-235.


� AGN. Reino, sección de guerra, lg. 19, c. 45. La relación histórica mencionada en el apartado «advertencias, 2º» lleva por título Relación histórica de los sucesos más notables ocurridos en Estella durante la guerra de la Independencia, en Idem, lg. 21, c.21. También se puede consultar en ERCE EGUARAS, JUAN, Op. Cit.  pp. 273 y ss.


� AGN. Reino, sección de la Diputación, lg. 3, c. 26.


� Contiene un total de 105 disposiciones de diferente índole. Ver en Cuadernos de las Cortes…, Op. Cit., pp. 195-204.


� Las 26 primeras Leyes son reparaciones de Agravios anteriores o Leyes promulgadas por reales Cédulas, contrarias a los Fueros y a la legislación de Navarra. 


�  Cuadernos de las Cortes…, Op. Cit. (vol. II), pp. 177-404.





� AGN. Reino, sección de Cortes, lg. 11, c. 55. Aparecen también en Idem., Actas Diputación, L 31/3 r-18 r.


� Una robada equivalía en Navarra a 8,98 áreas, por lo que el promedio de superficie en propiedad era de unas dos hectáreas y media. Por otro lado, todas las cifras económicas están expresadas en reales de vellón.


� AME, L 104, Catastro (1817/1818).


� AGN, Reino, Estadística, lg. 41, c. 2.  El documento está firmado por: Luis Salvador de Oteiza; Joaquín de Abaroa, Lucas Ibáñez, Juan Miguel Modet, Pantaleón Lorente, Josef María Chavier, Juan Fermín Larráinzar, Eusebio Ruiz de Galarreta, Juan Cruz Lapieza, Juan Andrés de Etayo, Juan Ramos Nausía, Andrés Olaechea, Esteban Sáenz y, a nombre de Juan Antonio Díez de Baquedano, firma Domingo María de Iráizoz (15-11-1817).    


� Un robo de trigo equivalía a 22 kilogramos del mismo producto.


� Últimos datos demográficos en VIELZA DE ORY, Vicente, Op. Cit, p. 143.


� AGN. Reino, estadística, lg. 41, c. 15.


� AGN. Reino, Estadística, lg. 42, c.19.


� Sobre la densidad de población y pirámides ver: BIELZA DE ORY, Vicente, Tierra Estella, estudio geográfico. Pamplona, 1972, p. 144; y FLORISTÁN IMÍZCOZ, Alfredo, Op. Cit., p. 83, 86; tasa de masculinidad, Idem., p. 90; ERDOZAIN, Pilar, Propiedad, Familia y Trabajo…, Pamplona, 1999, p. 157 y pp. 123-165, sitúa la mortalidad juvenil (menores 10 años) en España, antes de 1900, en el 50%; Respecto a las tasas de masculinidad, nupcialidad y fecundidad, Idem, pp. 126-156, y los tipos de familia en Idem, pp. 170 y ss; Otros datos en ERDOZAIN, Pilar y MIKELARENA, Fernando, «La demografía de Estella y su merindad entre 1786 y 1930», Príncipe de Viana año LI, nº. 190. Pamplona, 1990, p. 413;  También en TORTELLA, Gabriel, El desarrollo de la España contemporánea, Historia económica de los siglos XIX y XX. Madrid, 2001, p. 29.


� AGN. Reino, Estadística, lg. 18, cs. 14, 16, 18, 19, 20 y 21; Consultar también BIELZA DE ORY, Vicente, Op. Cit., donde se recoge un cómputo total de 8.217 hogares para toda la merindad estellesa hacia 1817. La comarca geográfica y administrativa la divide en Valles Occidentales, Depresión Estellesa, Valles Orientales, y Somontano. Realiza este autor un examen de la evolución del crecimiento de la población, entre 1646 y 1818, resultando el aumento favorable sobre todo a partir del siglo XVIII; FLORISTÁN IMÍZCOZ, Alfredo, Op. Cit, pp. 66, recoge el censo de población de 1786.





� Últimos datos  referidos a Navarra en TORRE, J, de la (coord.), Navarra cien años… Siglo XIX. Pamplona, 1994, pp. 162-164 y 170-172; Ver también ERDOZAIN, P., Propiedad, Familia y Trabajo…, Pamplona, 1999, pp. 123-165.





� El compendio de leyes, a pesar de que fuese realizado en fechas posteriores al Sexenio, es un documento ilustrativo y tiene toda la validez para la época en estudio, ya que además el autor ostentó cargos en la administración pública de Navarra durante aquel periodo; En OLÓRIZ, H., Op. Cit., Apéndice, pp. 443-449. «Varón de entendimiento y de virtudes cívicas, D. Ángel Sagaseta vio la primera luz en la ciudad de Pamplona; estudió en el Colegio de Sos humanidades y jurisprudencia en la ciudad del Turia. Una vez obtenido el título de Abogado en la Universidad valenciana, volvió a su amada patria, donde sin duda hizo notorio su valer, cuando joven todavía le vemos nombrado Síndico del Ayuntamiento de Pamplona y pocos años después Síndico del Reino; elección acertadísima… La ley de 25 de octubre de 1839, nuncio de males irreparables para la madre Patria, hirió vivamente su corazón, y en pro de la justicia y del derecho hollados tomó la pluma para salir á la defensa de Navarra, redactando con estilo nervioso una memoria ó folleto en lo sustancial irrefutable» (pp. 441-443); Otro defensor del régimen foral es OLAVE Y DÍEZ, Serafín, El Pacto Político…, de la Soberanía Independiente de Navarra. Madrid, 1878. Es una obra a destacar por la fecha de su publicación, ya que la perspectiva sobre la valoración de los fueros se contempló desde la óptica del liberalismo democrático.


� ESPOZ Y MINA, F., Op. Cit., t. 1, p. 241.





